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Sobre este texto

Pongo en las manos de los lectores este ensayo escrito, como muchos que lo anteceden, pensando principalmente en mis estudiantes de contaduría pública. Se trata, entonces, de un esfuerzo docente, antes que de la exposición de un pensamiento nuevo.

Se expresa en él cierta tendencia integradora de manifestaciones, provenientes de diversas disciplinas, lugares y momentos. En tanto es un esfuerzo formativo recurre a muchas disquisiciones de corte filosófico que, lo sé bien, resultan difíciles y aburridas para algunos de mis estudiantes. Pero yo las justifico ante la imperiosa necesidad de contextualizar, hacer comprender y enseñar a pensar, acciones que estimo claves para el adecuado desarrollo de profesionales que sean algo más que operadores o técnicos.

Algunos quisieran ver en mis escritos un discurso meramente internacional. Otros una exposición totalmente centrada en lo colombiano. Algunos aprecian mucho las cuestiones teóricas y otros prefieren los enfoques prácticos. Los hay quienes aprecian una reflexión legal y quienes sólo tienen interés en perspectivas técnicas. Mis escritos no son ni esto ni aquello sino un revuelto. Creo firmemente en que el papel de un docente es integrar, concatenar, sistematizar.

El lector encontrará la trascripción de muchos textos, gran parte de ellos en inglés, su idioma original. De alguna manera sigo rehuyendo parafrasear lo que otros dicen y me adhiero con ilusión a la idea de asegurar que mis estudiantes hagan una lectura, directamente de su fuente, de cuestiones que considero básicas. Estoy seguro que dicha lectura producirá beneficios que superarán con creces la inversión de las muchas horas que habrá que dedicar a este texto, al menos si se lee con atención.

Recurro nuevamente a la técnica de la glosa, reproduciendo textos en el cuerpo del ensayo, salpicándolos de abundantes notas al pié para explicar. Esto hace la lectura difícil, acostumbrados como estamos a leer de corrido y a omitir muchas veces tales notas al pié. Justifico esta estrategia en la necesidad de que mis alumnos lean tanto la norma como sus comentarios. Sin la lectura de la norma ellos no podrían juzgar la bondad de mis observaciones, ni estaríamos seguros de que empezaron su aprendizaje por el principio.

Aunque hago una amplia referencia a textos legales y a manifestaciones jurisprudenciales, casi nada me ocupo de expresiones doctrinales. En parte porque en esta materia no son tan abundantes y asequibles como quisiera y, en parte, porque en esta ocasión estoy más interesado en inducir el estudio de manifestaciones normativas de la profesión contable, antes que de las opiniones interpretativas de las autoridades estatales colombianas.

Este escrito reemplaza y complementa algunos que forman parte de las lecturas obligatorias de mi curso de revisoría fiscal. Por ello se remite con cierta frecuencia a otros de esos textos, ya publicados, con los que poco a poco voy formando un entramado discursivo.

Como lo hice en ocasiones anteriores respecto de otros escritos, solicité a varios entendidos leer una versión anterior de este ensayo, rogándoles que en su bondad me hiciesen conocer sus comentarios. De un lado, debo agradecer al Contador Público Samuel Alberto Mantilla Blanco, quien en repetidas oportunidades me ha hecho el gran servicio de criticar mis borradores. De otro, estoy en deuda con el Contador Público Luis Humberto Ramírez Barrios, quien tuvo a bien trasmitirme muchas de sus experiencias profesionales, ayudándome así a mejorar en forma significativa este discurso.

En esta ocasión el tema escogido es el de las comunicaciones del auditor estatutario. En la mayoría de las ocasiones tales comunicaciones constituyen el único medio de contacto que los usuarios de la profesión contable tienen con el trabajo de los contadores. En Colombia es frecuente oír que los informes de los revisores fiscales corresponden a formas preimpresas a las que simplemente se cambian ciertos datos, para actualizarlos. Puede que en muchos casos sea así, pero es innegable que un gran número de personas no entiende qué se dice en ellos.

Sin embargo, la cuestión planteada en el párrafo anterior no es la más importante en el momento actual por el que atraviesa la profesión contable colombiana.

Nunca como ahora la profesión contable colombiana estuvo ante circunstancias de indefensión y esperanza. De indefensión porque fruto de los fallos de la Corte Constitucional y de la escasa actividad de los estamentos gubernamentales, gremiales, académicos y profesionales, la profesión carece de normas que guíen su quehacer como auditor y que sirvan para que el público entienda qué hacen, cómo lo hacen y qué significa lo que hacen.

De esperanza porque en el mes de diciembre de 2003, cuando este escrito ya estaba redactado en una gran parte, el Gobierno Nacional puso a disposición del público un borrador de un proyecto de ley que, de ser convertido en norma, introduciría en el País los conceptos, las reglas y las interpretaciones que laboriosamente, a lo largo y ancho del mundo, por muchos años, ha construido la profesión contable mundial sobre ética, calidad y desempeño profesional. Se subsanaría así, con expresiones reconocidas internacionalmente, el vacío que causa la mencionada indefensión.

Los lectores juzgarán si este escrito ayuda a la solución de dicha coyuntura.

Por último quiero anotar que soy muy consciente de que el tema de las comunicaciones del auditor estatutario no tiene sino dos lugares adecuados: al principio o al final del curso de auditoría. Al principio si nos devolvemos desde los informes hasta la propuesta u oferta de servicios, o al final si lo entendemos como el producto de todo lo que les antecede. Este documento fue escrito bajo esta segunda óptica, de manera que presume que los lectores tienen ya un bagaje en auditoría y, por tanto, omite hacer explicaciones o referencias a asuntos que se dan por conocidos. Asumo así un gran riesgo puesto que la realidad bien puede ser que los lectores no tengan las bases que este discurso supone.

Nuestro punto de partida: cuestiones básicas

En esta sección partimos de asumir que la comunicación es una actividad esencial de toda auditoría. Como la comunicación es un proceso que supone un lenguaje el cual es necesario interpretar, presentamos una breve teoría sobre estos asuntos.

La expresión de una opinión es una nota esencial del concepto de auditoría

En otra parte
 definimos la auditoría estatutaria como “...el examen de conductas o datos impuesto a las organizaciones privadas por la Ley, con el propósito de obtener una opinión calificada sobre tales conductas o datos. ...”. En el contexto dentro del cual se desarrolla este ensayo, ese examen de conductas o datos es llamado simplemente auditoría
.

Tal vez conviene precisar aún más la definición de auditoría. Para el efecto nos remitimos aquí al glosario que acompaña los Estándares Internacionales sobre Auditoría
 que nos presenta la Junta de Estándares Internacionales de Auditoría y Aseguramiento
 de la Federación Internacional de Contadores
, por su sigla en inglés Ifac
, en el cual se lee:

Audit—The objective of an audit of financial statements is to enable the auditor to express an opinion whether the financial statements are prepared, in all material respects, in accordance with an identified financial reporting framework. The phrases used to express the auditor’s opinion are «give a true and fair view» or «present fairly, in all material respects» which are equivalent terms. A similar objective applies to the audit of financial or other information prepared in accordance with appropriate criteria. 

También puede traerse a cuento la reciente definición legal incluida en el Sarbanes-Oxley Act de 2002, expedido por el Congreso de los Estados Unidos de América, que en su sección segunda señala:

(2) AUDIT.—The term ‘‘audit’’ means an examination of the financial statements of any issuer by an independent public accounting firm in accordance with the rules of the Board or the Commission (or, for the period preceding the adoption of applicable rules of the Board under section 103, in accordance with then-applicable generally accepted auditing and related standards for such purposes), for the purpose of expressing an opinion on such statements.

Como se deriva de las definiciones que se acaban de transcribir, un elemento esencial de una auditoría es la expresión de una opinión. Así, pues, cualquier teoría sobre la auditoría tiene que ocuparse, ineludiblemente, de las comunicaciones del auditor.

La doctrina jurídica también ha visto al dictamen como una nota esencial de la auditoría. Así, por ejemplo, en España se señaló:

Esto sentado, puede afirmarse sin ambages que la verificación de los estados financieros tiene por objeto la emisión de un informe de auditoría de cuentas anuales. Así lo establecen con claridad los arts. 1.1 LAC y 1.1 RAC (reiterando lo dispuesto en el apartado II de la Exposición de Motivos de la LAC) Y en este sentido deben interpretarse los arts. 208 y 209 TRLSA, pese al tenor literal de la rúbrica del primero de los citados, que emplea el término «objeto» en un sentido material, antes que finalista, relativo a los campos de actuación de la actividad de verificación contable [Illescas, Auditoría, pp. 106-108]

El informe constituye, pues, el eje central de la actividad auditora. Ahora bien, la simple emisión y entrega de un documento bajo el título de informe no supone por sí mismo el exacto cumplimiento de la prestación prometida por el auditor. Dicho documento ha de poseer un contenido acorde con las expectativas que despierta la promesa de su emisión, expectativas que se traducen en la expresión de la opinión profesional del auditor acerca de la información económico-financiera que proporcionan los documentos sometidos a examen. En este sentido se pronuncia la propia disciplina reguladora de la actividad de verificación contable. La auditoría se realiza mediante la emisión del correspondiente informe (arts. 1.3 LAC y 1.2 RAC) Pero ese informe va «dirigido a poner de manifiesto su opinión responsable sobre la fiabilidad de la citada información, a fin de que se pueda conocer y valorar dicha información por terceros» (art. 1.1, in fine, RAC) En otras palabras: sin informe no hay auditoría; pero la obligación asumida por el auditor sólo puede considerarse completamente satisfecha cuando tal informe contiene la opinión técnica del auditor de conformidad con lo dispuesto por la legislación aplicable.

El debate sobre el secreto profesional y el deber de informar

Antes de proseguir es necesario reseñar que no ha sido claro e indiscutible, en todo tiempo y lugar, que una nota esencial de la auditoría sea el deber de expresar una opinión. 

La literatura sobre la auditoría explica con largueza todos los conflictos existentes en torno al principio de confidencialidad que mundialmente se predica como deber de los auditores, el cual para algunos implicaría abstenerse de emitir ciertas comunicaciones. En el momento en que esto se escribe el tema está de moda como consecuencia de las pretensiones de la autoridad estadounidense de tener acceso a los papeles de trabajo de los auditores que operan fuera de las fronteras de su país. Tan complicado ha resultado este asunto que las leyes de muchos países
 se han visto en la necesidad de declarar que no se violenta la confidencialidad, ni se incurre en delito, cuando se expresa y da a conocer una opinión del auditor.

En Colombia se presentó una demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 54 (parcial) de la Ley 6ª de 1992 (incorporado como artículo 659 inciso 2º del Estatuto Tributario)
, 118 (parcial) de la Ley 222 de 1995
, 9º (parcial) de la Ley 43 de 1990
 y 80 (parcial) de la Ley 190 de 1995
, sosteniendo que “...a juicio del actor, las obligaciones que se imponen al revisor fiscal (denunciar oportunamente la situación de crisis del deudor y entregar los informes que los funcionarios públicos le soliciten en el caso de sociedades contratistas del Estado) y la posibilidad de que los papeles de trabajo del contador público puedan ser examinados por el Estado en los eventos previstos por la ley, entrañan una clara violación del secreto profesional. ...”

Como se sabe, en la base de las estructuras políticas del mundo moderno se encuentra una teoría sobre los derechos fundamentales del hombre, que se expresa en grandes instrumentos jurídicos: la Declaración Universal de los Derechos humanos
, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Dentro de los derechos fundamentales se listan dos, altamente relacionados pero de contenido inverso: el derecho a la intimidad y el derecho a la información. En otra parte describimos brevemente la transformación que ha operado en la relación entre estos derechos
.

El derecho a la intimidad tiene su correlato en las llamadas reservas (como la reserva comercial o la reserva bancaria) y los denominados secretos (como el secreto industrial o el secreto profesional)

Sobre el secreto profesional la Corte Constitucional manifestó:

El secreto profesional impone a los profesionales que a consecuencia de su actividad se tornan depositarios de la confianza de las personas que descubren o dejan entrever ante ellos datos y hechos de su vida privada, destinados a mantenerse ocultos a los demás, el deber de conservar el sigilo o reserva sobre los mismos. La inviolabilidad del secreto asegura la intimidad de la vida personal y familiar de quien hace participe al profesional de asuntos y circunstancias que sólo a él incumben y que sólo con grave detrimento de su dignidad y libertad interior podrían desvelarse públicamente. Adicionalmente, desde el ángulo del profesional, puede afirmarse que existe un derecho-deber a conservar el sigilo, puesto que de lo contrario, de verse compelido a revelar lo que conoce, irremisiblemente perderá la confianza de sus clientes, su prestigio y su fuente de sustento. También cada profesión, particularmente las ligadas a la prestación de servicios personalísimos, tienen el interés legítimo de merecer y cultivar la confianza pública y, por lo tanto, estigmatizan y sancionan a los miembros que se abandonan a la infidencia y a la divulgación de lo que siempre debe quedar confinado dentro del impenetrable espacio de lo absolutamente reservado.

La inviolabilidad del secreto profesional, presupone la previa delimitación de la intimidad del sujeto cuyos datos y hechos constituyen su objeto. De otro lado, las profesiones no están todas en el mismo radio de cercanía de la intimidad personal o familiar, ni el control del Estado sobre ellas debe ser siempre idéntico. 

Ahora bien, en la misma sentencia, la Corte Constitucional precisó:

Sin excluir del todo una determinada zona de reserva, el comerciante no está en lo que se refiere a la intimidad en la misma situación en que se encuentra la persona natural. La actividad del comerciante se desenvuelve externamente. La suerte de la empresa trasciende el estrecho círculo de sus dueños. Los trabajadores, acreedores, consumidores, proveedores y el fisco, entre otros, tienen interés directo o mediante en la actividad empresarial y en sus vicisitudes. El objeto de la empresa, en ningún sentido, es el de sustraerse de la actividad social. Por el contrario, la unidad económica se inserta en un determinado mercado, que por definición es una institución social que reúne un número indeterminado de agentes y sujetos. El número y las condiciones de las transacciones que realiza, son definitivas para la vida de la empresa. La actividad comercial es una materia densamente regulada por la ley. Una de las múltiples manifestaciones de la intervención del Estado se concreta en las exigencias de información que recaen sobre las sociedades comerciales y demás sujetos económicos, tanto con miras a controlar el tráfico y sus riesgos como por razones de orden tributario.

Mientras que respecto de las personas naturales la intimidad, como correlato de su dignidad, abarca un aspecto significativo e inalienable de su vida y de su proyección existencial, tratándose de las personas jurídicas mal puede hablarse de este concepto. El ente corporativo no puede metafóricamente aspirar a tener el derecho de estar solo. En su caso, la ley establece otro tipo de garantías como las relativas a la reserva documentaria y al secreto industrial. En todo caso, la libertad de empresa como derecho constitucional impide que la ley imponga restricciones que sean irrazonables o desproporcionadas y que, por ende, afecten su núcleo esencial. Igualmente, la libertad de asociación representa un dique adicional contra la arbitrariedad de los poderes públicos, que de lo contrario podrían entre otros actos obligar a suministrar informaciones que carecerían de interés general y cuya divulgación lesionara injustamente los legítimos intereses de la empresa.

Así las cosas, la Corte Constitucional, en tal ocasión, concluyó:

Los datos y hechos sobre los cuales recae la actividad del contador público, en las distintas facetas de su quehacer profesional, se refieren a la contabilidad y a sus diversas expresiones descriptivas y analíticas, precisamente, una de las principales obligaciones del comerciante consiste en llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones legales y conservar la correspondencia y los documentos relacionados con sus negocios.

Los contadores, gracias a su saber profesional, concurren a auxiliar al comerciante en el cumplimiento estricto de su deber legal. La materia contable, en general, está destinada a trascender al público en distintas oportunidades y de la forma que establezca la ley y la costumbre mercantil. La utilidad de la contabilidad es doble. De una parte, indica al empresario la situación real de su empresa y su desempeño. De otra parte, informa a los terceros —Estado, acreedores, proveedores etc. —, hechos objetivos relacionados con el riesgo y las finanzas de la empresa, a los cuales legítimamente deben tener acceso con miras a perfeccionar negocios y tratos sobre una base de diligencia y confianza recíproca. Sin perjuicio de lo anterior, sobre los libros y papeles del comerciante, pesa una reserva que se levanta en los términos de la Constitución y de la ley.

Con la cautela indicada, la información contable en cuanto se traduce en informes y presentaciones, destinados a divulgarse en un círculo más o menos amplio, no tiene el mismo carácter ni naturaleza de la información relativa a la vida íntima de las personas naturales, la cual bajo ninguna circunstancia puede difundirse por fuera del ámbito que discrecionalmente decide el sujeto. El Estado, a través de la ley, no puede pretender relativizar el contenido de la intimidad, mediante exigencias de divulgación de episodios y eventos puramente privados que a esta pertenecen. En cambio, tratándose de las personas jurídicas bien puede la ley regular de manera extensa los temas atinentes a su contabilidad y, además, por razones de interés general, demandar que ciertas informaciones se revelen al público.

La actividad del contador público se superpone a la realización de una serie acciones que son necesarias para dar cumplimiento a un deber público. Si la reserva documentaria no es absoluta, mal puede el contador de una empresa pretender sustraerse a la obligación de revelación en los eventos en que la misma ley y la Constitución la imponen, vale decir, la relativizan. Según las voces del inciso final del artículo 15 de la Carta Política: «Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley». El contador público; por tanto, obra dentro del espacio en el cual el empresario debe dar cumplimiento a un deber legal y en el que el Estado inspecciona, controla, vigila y juzga.

Si con base en los títulos constitucionales de intervención o inspección estatal en el mundo de la empresa, la ley establece la necesidad de que se suministre determinado dato económico, financiero o contable, no parece desproporcionado que se adscriba a cargo de los órganos y personas encargadas de conservarlos y certificarlos obligaciones concretas de ponerlos a disposición de la respectiva autoridad. La reserva documentaria tiene un contenido residual en relación con las informaciones públicas que la ley ordena y respecto de las causales que ella establece para su descubrimiento. Si la reserva se restringe, por mandato de la ley, ya sea porque se dispone que el dato se haga público o porque haya de revelarse al Estado por una causa legítima, el ámbito del secreto profesional del contador público o del revisor, como órganos corporativos, se reducen en la misma proporción como quiera que suministran una información que previamente perdido ya la impronta del sigilo.

En similar sentido, en otra oportunidad, la misma Corte manifestó:

«Es precisamente en razón a su especial significado dentro del tráfico económico y jurídico de la iniciativa privada y de la necesidad de controlarla que corresponde a la libre configuración normativa del legislador establecer, conforme a la naturaleza del órgano de la revisoría fiscal, el conjunto de sus funciones y deberes concretos»(6)

(6) Sentencia C-538/97.

«El artículo 489 es un claro ejemplo de esta facultad legislativa pues, no se trata de nada distinto a consagrar por vía legal mecanismos que procuran conciliar a «la autonomía de los órganos sociales» (nacionales o extranjeros) con los intereses que debe precautelar el Estado a saber: los privados de los asociados y de los acreedores sociales, y el público de la comunidad» (7)

(7) José Ignacio Narváez, Teoría general de las sociedades, Editorial Temis 1992, pág. 357.

Así, la función de control se ejerce con todo su significado, no sólo a través de procedimientos de evaluación y sanción, sino por medio de mecanismos preventivos en los que la colaboración e iniciativa de los revisores fiscales son fundamentales.

Se trata en últimas, no sólo del cumplimiento de requisitos establecidos por la ley mercantil, sino del desarrollo del principio constitucional de solidaridad —art. 95.2— por virtud del cual la protección a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades depende en buena parte «del correlativo deber de dichas personas de debida colaboración con las autoridades» (8) mediante la oportuna y eficaz denuncia, obligación en este caso, radicada específicamente en cabeza de los revisores fiscales por razón de su función, de circunstancias irregulares alrededor de la existencia y funcionamiento de las sociedades comerciales.

(8) Sentencia C-067/96 M.P. Antonio Barrera.

Esta afirmación admite una formulación más enfática. Al repasar las funciones del revisor fiscal puede advertirse que su labor no se agota en la simple asesoría o conservación de expectativas privadas. La suya es una tarea que involucra intereses que van más allá de la iniciativa particular y atañe, por tanto, a la estabilidad económica y social de la comunidad. Es pues natural que de tan importante papel se desprendan aun más importantes deberes, propios si de todo ciudadano, pero que en cabeza de los revisores de la actividad social adquieren trascendencia impar. Por eso cuando se habla de la necesidad de poner en conocimiento de las autoridades aquellos hechos que afectan el normal desenvolvimiento de la sociedad mercantil y que en muchos casos pueden violar leyes vigentes, elevamos el ya referido principio de solidaridad del nivel de colaboración y complementación de la actividad estatal, al de verdadero control de la conducta social y defensa de los derechos jurídicamente reconocidos. No se trata entonces de una carga accesoria o secundaria, eventualmente exigible a algunos agentes, sino de la renovación del compromiso colectivo de la comunidad de cooperar efectiva y realmente con el Estado y contribuir a la eficacia de las garantías reconocidas por el derecho. Se evidencia aquí una característica fundamental de la estructura de nuestro Estado, a saber, que los principios de libertad, participación, solidaridad y buena fe, que definen los textos constitucionales, han de aplicarse no sólo en el ámbito de los derechos y de lo que se espera de los demás, sino en el de los deberes, del comportamiento propio, del compromiso con la sociedad.

Es que «la información atinente a la crisis de la empresa, tiene la mayor relevancia para el Estado encargado de vigilar e inspeccionar a las sociedades mercantiles. La situación en que se coloca un ente privado al no poder materialmente cumplir con los compromisos contraídos, repercute sobre la sociedad de una manera que es ocioso ilustrar. Basta señalar el peligro que representa para los trabajadores y los acreedores, amén de las consecuencias que se derivan para la economía en general. El conocimiento que sobre las finanzas empresariales posee el revisor fiscal, le permite adentrarse en la estructura de sus pasivos y activos y en sus operaciones, de suerte que en las ocasiones y oportunidades en las que debe intervenir en la confección y presentación de los estados financieros, es apenas razonable que el legislador le imponga la obligación de advertir sobre la real capacidad de pago de la sociedad. La revisoría fiscal es un órgano de la sociedad. No puede negarse al legislador la función de regular este órgano y la de señalar sus deberes específicos, máxime cuando una abstención u omisión suyas puede producir tanto daño empresarial como daño social, o puede significar que dejen de adoptarse en tiempo oportuno las medidas que impidan este desenlace o lo hagan menos lesivo» (9)

(9) Sentencia C-538/97 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.

No puede pensarse entonces, que la existencia del secreto profesional y la confidencialidad de ciertas actuaciones sea razón suficiente para paralizar o suspender el deber constitucional que tiene todo ciudadano de colaborar con las autoridades, y que tampoco se puede crear alrededor de lo irregular, de lo ilícito, de lo torcido, una apariencia de corrección que se ampara en lo secreto. Porque de lo que se trata, se insiste, no es de la simple regulación de una actividad profesional y su manera de cumplirse (la contabilidad), con sus cargas y deberes. Estamos frente a una función —la revisoría fiscal— que trasciende la defensa de las expectativas individuales, que esta llamada a velar por intereses superiores que afectan al Estado y a la comunidad en general; que no se reduce al cumplimiento de ciertos requisitos de idoneidad técnica —como los exigidos al contador profesional para que pueda desplegar la actividad que le es propia—, sino que demanda probidad y compromiso con valores sociales que busca proteger la norma demandada al establecer ciertos mecanismos de control sobre las sociedades, y al exigir la presencia de funcionarios que vigilen el desarrollo de estas entidades.

En síntesis: una cosa es el contador que ejerce su profesión como tal, amparado (y obligado) sin duda, por el secreto profesional y otra, muy diferente, el revisor fiscal que ejerce funciones contraloras que implican el deber de denunciar conductas ilícitas o irregulares, del cual deber no puede relevarlo el hecho de que para cumplirlas cabalmente deba ser un profesional de la contabilidad.

Por las razones expuestas, no encuentra la Corte que el inciso segundo del artículo 489 del Código de Comercio, vulnere la Constitución.

De tal manera que, al menos dentro del discurso jurídico, es claro que el deber de informar prevalece sobre el secreto profesional
, en la medida en la cual la información contable constituye hoy en día un bien público.

Es precisamente en la naturaleza de bien público de la información contable que descansa el derecho a acceder a ella y el derecho a poder confiar en ella. La confianza en la información es una consecuencia de su veracidad
. Esta veracidad es, ni más ni menos, el objeto que comprueban los servicios de aseguramiento
, los cuales tienen el expreso propósito de aumentar la fiabilidad o credibilidad de la información. El instrumento por medio del cual los auditores aumentan la confianza en la información es el dictamen, en el que ellos expresan su opinión sobre el grado de conformidad entre la información y el marco de referencia aplicable.

No tendría ninguna utilidad que el auditor examinara conductas y datos y guardara para sí el conocimiento obtenido sobre ellos. Es en la revelación de ese conocimiento que la auditoría tiene y satisface su propósito social.

Comentarios sobre un caso concreto

Recientemente, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública expidió su Orientación Profesional número 008, aprobada en la sesión número 18 del 30 de Septiembre de 2003. En esta orientación se dejó constancia de la discrepancia de uno de los miembros del Consejo
 en torno a la posición adoptada por la mayoría
 sobre una cuestión relacionada con el secreto profesional.

Antes de adentrarnos en el análisis de la controversia suscitada, conviene aplaudir que se haya hecho público tanto el sentido del voto de cada uno de los miembros del Consejo como la argumentación presentada por el consejero disidente. Esta transparencia es necesaria dentro de una nación democrática. Se asemeja mucho a la manera como los jueces obran en sus sentencias. No siendo los miembros del Consejo jueces, resulta muy loable la publicidad que han dado a su decisión.

El origen de la cuestión en comento se encuentra en mandatos del legislador colombiano que dispusieron:

Ley 789 de 2002

ART. 50 — Control a la evasión de los recursos parafiscales. La celebración, renovación o liquidación por parte de un particular, de contratos de cualquier naturaleza con entidades del sector público, requerirá para el efecto, del cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones con los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las cajas de compensación familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya lugar. Las entidades públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber sido cotizadas.

En el evento en que no se hubieran realizado totalmente los aportes correspondientes, la entidad pública deberá retener las sumas adeudadas al sistema en el momento de la liquidación y efectuará el giro directo de dichos recursos a los correspondientes sistemas con prioridad a los regímenes de salud y pensiones, conforme lo define el reglamento.

Cuando la contratación se realice con personas jurídicas, se deberá acreditar el pago de los aportes de sus empleados, a los sistemas mencionados mediante certificación expedida por el revisor fiscal, cuando éste exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o por el representante legal durante un lapso equivalente al que exija el respectivo régimen de contratación para que se hubiera constituido la sociedad, el cual en todo caso no será inferior a los seis (6) meses anteriores a la celebración del contrato. En el evento en que la sociedad no tenga más de seis (6) meses de constituida, deberá acreditar los pagos a partir de la fecha de su constitución.

Para la presentación de ofertas por parte de personas jurídicas será indispensable acreditar el requisito señalado anteriormente. El funcionario que no deje constancia de la verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta.

Para poder ejercer el derecho de movilidad de administradora de riesgos profesionales o caja de compensación, el empleador se debe encontrar al día con los sistemas de salud y pensiones.

PAR. 1º—Las autoridades de impuestos deberán disponer lo pertinente a efectos de que dentro de la declaración de renta que deba ser presentada, a partir del año 2003 se establezca un renglón que discrimine los pagos al sistema de seguridad social en salud, pensiones, riesgos profesionales y aportes al SENA, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y cajas de compensación.

PAR. 2º— (Modificado).* Será causal de terminación unilateral de los contratos que celebren las entidades públicas con personas jurídicas particulares, cuando se compruebe la evasión en el pago total o parcial de aportes por parte del contratista durante la ejecución del contrato frente a los sistemas de salud, pensiones, riesgos profesionales y aportes al Servicio Nacional de Aprendizaje, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y cajas de compensación familiar.

Se podrá enervar la causal, mediante el pago de los recursos dejados de cubrir, incrementados con los correspondientes intereses de mora dentro de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

*(Nota: Modificado por la ley 828 de 2003 artículo 1°)

PAR. 3º—(Modificado).* Para realizar inscripción, modificación, actualización o renovación, las cámaras de comercio deberán exigir prueba del cumplimiento de las obligaciones en forma oportuna y completa con el sistema de seguridad social en salud, pensiones y riesgos laborales y cuando sea del caso los aportes al Servicio Nacional de Aprendizaje, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y cajas de compensación familiar. 

*(Nota: Modificado por la ley 828 de 2003 artículo 9°)

Ley 828 de 2003

ART. 1º—Modificase el parágrafo 2º del artículo 50 de la Ley 789 de 2002, el cual quedará así:

“PAR. 2º—Será obligación de las entidades estatales incorporar en los contratos que celebren, como obligación contractual, el cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones frente al sistema de seguridad social integral, parafiscales (cajas de compensación familiar, SENA e ICBF) por lo cual, el incumplimiento de esta obligación será causal para la imposición de multas sucesivas hasta tanto se dé el cumplimiento, previa verificación de la mora mediante liquidación efectuada por la entidad administradora.

Cuando durante la ejecución del contrato o a la fecha de su liquidación se observe la persistencia de este incumplimiento, por cuatro (4) meses la entidad estatal dará aplicación a la cláusula excepcional de caducidad administrativa

PAR — En los contratos vigentes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se incluirá una cláusula que incorpore esta obligación hacia futuro”.

ART. 9º—El parágrafo 3º del artículo 50 de la Ley 789 de 2002 quedará así: Registro único de proponentes. Para realizar la inscripción, modificación, actualización o renovación del registro único de proponentes, las cámaras de comercio deberán exigir prueba del cumplimiento de las obligaciones parafiscales. Las personas jurídicas probarán su cumplimiento mediante certificación expedida por el revisor fiscal o en su defecto por el representante legal; las personas naturales mediante declaración juramentada. En caso de que la información no corresponda a la realidad, el Ministerio de la Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud impondrá una multa de diez (10) a treinta (30) salarios mínimos legales vigentes al revisor fiscal o representante legal firmante sin perjuicio del pago que deban hacer por los aportes que adeuden. El valor de la multa en lo que respecta al sistema general de seguridad social en salud será destinado a la subcuenta de solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía.

La mayoría del Consejo Técnico consideró:

La certificación se debe dirigir a la empresa a la cual presta sus servicios el revisor fiscal. Las razones son: 1) Quienes lo eligieron fueron los accionistas, socios o el órgano competente según los estatutos en las sucursales de sociedades extranjeras y 2) La información está sometida al secreto profesional o confidencialidad conforme al título quinto de la Ley 43 Ibídem.

El consejero disidente sostuvo:

Respecto del secreto profesional a que se alude e la Orientación, no puede tener ningún tipo de limitante por cuanto es la Ley la que señala expresamente para que se expide la certificación y solamente señaló tal capacidad para el Revisor Fiscal y el Representante Legal donde no existiere Revisor Fiscal. Es entendible que la norma busca asegurar para el Estado con quien se pretende contratar, el cumplimiento de las normas que a la persona jurídica le son propias; no cabe por tanto la alusión al secreto profesional en los términos señalados en el artículo 214 del Código de Comercio, como bien lo señala la Corte Constitucional en Sentencia C-538 de 1997, con ponencia del HM. Eduardo Cifuentes Muñoz.

Analicemos la cuestión paso a paso.

La Constitución Política colombiana consagra la reserva de libros de contabilidad y demás documentos privados
, tal cual lo hace el Código de Comercio
.

Esa reserva significa que en principio, salvo los propietarios, las personas no tienen el derecho de examinar los libros y documentos en cuestión.

Ahora bien: el propietario de los documentos puede autorizar su consulta. Como el derecho a la intimidad – que en el caso que estamos comentando se concreta en la que en ocasiones denominamos reserva comercial – es un derecho renunciable, el propietario puede facultar a quien quiera para que tenga acceso a ellos. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con los empleados de una sociedad. Y esto es lo que explica por qué en una empresa puede haber personas con mayor capacidad de examen que otras. Así, por ejemplo, es usual que el contador que lleva la contabilidad tenga el derecho de examinar íntegramente el sistema contable, mientras que un operario de la planta no tenga acceso sino a los documentos directamente relacionados con su labor.

De otra parte, algunas personas, aún sin ser autorizadas por los propietarios, pueden, en ciertas circunstancias, tener acceso a los libros y documentos privados. Estas otras personas son facultadas por la Ley. 

Según las voces del artículo 61 del Código de Comercio, están autorizados para examinar los documentos en cuestión los socios de las compañías comerciales, en los términos en los cuales está concebido su derecho de inspección
. De otra parte, según el mismo artículo, también están facultadas las personas que cumplan funciones de vigilancia o auditoría en las mismas, entre las cuales se encuentra el revisor fiscal.

Adicionalmente, otras personas tienen acceso, también por ministerio de la Ley, a los documentos citados
. Se trata de los funcionarios estatales y de sus auxiliares que tienen a su cargo bien sea la determinación de tributos, la administración de justicia o el ejercicio de la inspección, vigilancia e intervención del Estado.

En principio, las personas autorizadas por los propietarios para examinar los documentos aludidos, no pueden divulgar lo que así conozcan. De un lado están sujetas al secreto profesional y de otro al deber de confidencia previsto en varias normas legales colombianas, como en el numeral 2º del artículo 58 del Código Sustantivo del Trabajo
 y el artículo 308 del Código Penal
. Los socios
, los revisores fiscales
 y los funcionarios estatales
 también están obligados a guardar la confidencia de lo que puedan llegar a conocer por virtud de la facultad de examen que les concede la Ley.

Así planteadas las cosas, tenemos que el conocimiento de lo que consta en los libros y documentos privados está restringido a sus propietarios, a las personas autorizadas por éstos y a las personas autorizadas por la Ley, en estos dos últimos casos con sujeción a los precisos términos de la autorización en cuestión.

Por otra parte, los propietarios no están obligados a dar a conocer lo que de sí mismo saben: nuestra Constitución les concede el privilegio de no declarar contra sí mismos
. Las personas que por virtud de alguna autorización, sea del propietario o de la Ley, han llegado al conocimiento de algo, en principio están obligadas a guardar reserva de ello.

Sin embargo, la Ley puede establecer y ha consagrado casos en los cuales los particulares no pueden oponer la reserva sobre lo que conocen. En unos casos, porque tienen el deber de declarar (es decir, de contestar cuando la autoridad les pregunta) y, en otros, porque tienen la obligación de informar (es decir, deben comunicar lo que saben por su propia iniciativa, sin esperar a que se les interrogue). Este es precisamente el caso dentro del cual se encuentra el revisor fiscal, en los eventos y términos en que las normas legales le han asignado esa función.

Ahora bien: así como una persona no está obligada a declarar contra sí misma, puede ser sujeto de la obligación de rendir ciertos informes a la autoridad o de hacer públicos ciertos datos. Una persona puede mantener en secreto cuestiones que sólo son de su incumbencia. Pero no puede ampararse en su intimidad para ocultar cuestiones que trascienden su ámbito personal y que los demás deberían conocer para no sufrir daño. En estos casos el derecho a la información prima sobre el derecho a la intimidad.

Así, el legislador ha impuesto a las personas la obligación de rendir informes a las autoridades cuando ellas tratan de proteger el interés público y ha consagrado el deber de hacer públicos ciertos datos, cuando éste es el medio a través del cual los terceros quedan en posición de defenderse a sí mismos.

Los estados financieros son uno de los medios a través de los cuales los terceros conocen la situación de un ente, para poder obrar en consecuencia. Por ello en el artículo 67 de la Ley 43 de 1990 se lee: (...) Las revelaciones incluidas en los estados financieros y en los dictámenes de los contadores públicos sobre los mismos, no constituyen violación de la reserva comercial, bancaria o profesional.
Descrito el marco general que gobierna el asunto en comento, hagamos ahora unas reflexiones enfocadas directamente al caso concreto.

La intervención que se espera del revisor fiscal en las normas que han dado lugar a este comentario se relaciona con el cumplimiento de la obligación de pagar ciertas contribuciones parafiscales. La determinación de estas contribuciones está incluida en una de las excepciones al derecho a la intimidad, cual es la determinación de tributos. Nuestra Corte Constitucional señaló:

En efecto, un estudio preliminar permite observar que la Carta atribuye diversos significados a conceptos idénticos. Así por ejemplo, el artículo 15, inciso 4, que establece que ‘‘para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que señale la ley’’. Aquí el término ‘‘tributarios’’, se utiliza en su sentido más genérico posible, como todo lo que tenga que ver con ingresos corrientes del Estado, no como lo opuesto a ‘‘ingresos no tributarios’’. (Resalta la Corte).

En otra ocasión la misma Corte señaló:

Ese principio de legalidad, aunque con diferentes alcances, ya figuraba en el artículo 43 de la Constitución de 1886 (Acto Legislativo 3 de 1910). La nueva Carta Política retomó su contenido y avanzó hacia una preceptiva mucho más comprensiva, tal como puede apreciarse a términos del artículo 338 superior, en consonancia con el artículo 150-12 ibídem. En este sentido el artículo 338 preservó el principio de legalidad del tributo señalando que en tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales y parafiscales. Cierto es también que el nuevo texto constitucional (el antiguo también) adolece de una antitécnica redacción en lo que hace a la expresión "contribuciones fiscales y parafiscales", toda vez que la norma debió referirse al género tributo que de suyo engloba los impuestos, las tasas y las contribuciones. Empero, dentro de un análisis sistemático que incorpora los artículos 150, numerales 10 y 12; 313-4, y 300-4 de la Carta, imperioso es entender que la configuración normativa en comento alude al género tributo, que sin duda se realiza a través de las especies: impuesto, tasa y contribución.

De tal suerte que en el caso que estamos analizando nos encontramos ante uno de los eventos en los cuales existe expresa autorización legal para examinar los libros y papeles privados.

Lo que las leyes en cuestión hicieron fue imponer a las entidades públicas y a las cámaras de comercio el deber de vigilar el adecuado cumplimiento de las obligaciones parafiscales, deber que para ser cumplido exige la posibilidad de recibir información al respecto.

Ahora bien: ¿a quien se impuso la obligación de informar a las entidades públicas y a las cámaras de comercio sobre el pago de los parafiscales? A las entidades que pretendan celebrar contratos con aquéllas y a las que quieran renovar su registro de proponentes ante éstas. No se trata, entonces, de una obligación impuesta al revisor fiscal, sino a la entidad que él audita.

Como las obligaciones de las entidades se cumplen por medio de los representantes legales o de personas autorizadas por éstos, no es al revisor fiscal a quien corresponde enviar la información respectiva a las entidades estatales o a las cámaras de comercio.

¿Pueden las entidades estatales y las cámaras de comercio recabar las certificaciones en cuestión directamente del revisor fiscal? En principio no, pues la carga de la prueba corresponde a la entidad que quiere ser o es contratista o que quiere renovar su registro. Y a nombre de ella deben obrar sus representantes legales, a quien los revisores fiscales no pueden reemplazar.

Sin embargo, debemos advertir que la situación no es la misma respecto de las entidades estatales que de las cámaras de comercio. A la luz del numeral 3 del artículo 80 de la Ley 190 de 1995, los revisores fiscales deben colaborar con las entidades estatales respecto de los contratos que hayan celebrado con ellas. Cuando las nuevas leyes obligaron a las entidades estatales a verificar el pago de las contribuciones parafiscales para poder celebrar, renovar o liquidar un contrato, automáticamente este asunto se convirtió en una cuestión pertinente sobre la cual se puede exigir informes al revisor fiscal. Esto no quiere decir que corresponda al revisor fiscal enviarles las certificaciones exigidas, que como ya vimos es cuestión que incumbe al representante legal, pero si significa que las entidades estatales tienen otro medio para obtener información respecto de quienes ya sean sus contratistas.

Hasta aquí queda claro que no era procedente remitirse al secreto profesional para justificar quien debe ser el destinatario de las certificaciones, ya que la entidad interesada, si quiere ser contratista o renovar su registro, no tiene más remedio que aportar las pruebas o autorizar que se aporten, las cuales versan sobre un asunto tributario que no está amparado por la reserva. Pero también queda claro que el revisor fiscal no puede por su propia iniciativa, porque no le corresponde, enviar las certificaciones en cuestión a las entidades públicas y a las cámaras de comercio, porque no es él a quien toca presentar ofertas, ejecutar, renovar o liquidar contratos, ni renovar el registro de proponentes. Ahora bien: cuando la entidad ya sea contratista del Estado, el revisor fiscal, por virtud de otras normas, deberá colaborar con éstas y suministrarles los informes que le pidan sobre las obligaciones parafiscales, puesto que ahora se volvieron pertinentes para el desarrollo del proceso contractual.

Por último anotemos que según las normas profesionales, que consideramos aplicables a estos casos y que analizamos más adelante en este escrito, la certificación podrá ser dirigida al cliente o a las entidades públicas o cámaras de comercio, según el cliente lo solicite.

Una breve teoría sobre la comunicación

En un sentido amplio, comunicar es sinónimo de informar
 Mediante la comunicación hacemos partícipe a otro de lo que sabemos
. Es decir, lo informado se convierte en algo común entre las partes de la comunicación. Aún más: por la comunicación lo privado tiende a volverse público.

El lenguaje

Desde otra perspectiva, la comunicación supone un lenguaje. Y el lenguaje expresa un pensamiento. Davidoff nos advierte:

En realidad todas las operaciones cognitivas, atención, percepción, memoria, pensamiento y la utilización del lenguaje, están relacionadas. Por ejemplo, el pensamiento y el habla; si no se puede pensar no puede dominarse el lenguaje. El sólo uso de las palabras ya es un logro intelectual. Se tiene que representar algo, una silla o a la tía Abigail, por medio de sonido, imagen o signo. El que emplea el habla debe comprender reglas, como las que rigen la forma en que se unen los vocablos; además, quien usa el lenguaje comprende conceptos para hablar de abstracciones como la similitud, la libertad y la belleza.

A su vez, el habla influye en el pensamiento. Las palabras actúan como taquigrafía de la experiencia; nos ayudan a pensar en el pasado y en el futuro, personas y objetos que no están presentes, territorios que van desde la habitación de al lado hasta un continente, ideas abstractas. 

Sobre el lenguaje, Davidoff nos enseña:

“Los lenguajes son ordenados, significativos, sociales y creativos (Gleitman, 1981)”

“Las personas construyen las oraciones conforme a ciertos principios generales que los lingüistas llaman reglas de gramática.”

“La gramática que interesa a los lingüistas es la gramática descriptiva
, es decir, la serie de reglas y principios que le indican a la gente cómo crear y comprender un número casi infinito de expresiones en su propio idioma. Esa gramática no se enseña y no puede describirse por completo; sin embargo, todas las personas, aprenden las reglas sin esfuerzo y las usan, sin importar el dialecto en el que se hable. Es por esto que se distingue con facilidad los grupos de palabras que son oraciones de las que no lo son.”

“El habla es significativa; muchos vocablos se refieren a objetos y sucesos. «Caballo» alude a una bestia de cuatro patas que pesa cerca de media tonelada y tiene largas crines y cola. «Amarillo» se refiere al color de los canarios. Las palabras que carecen de referencias concretas (como las preposiciones y abstracciones) también tienen sentido, aunque más difíciles para definir.

Las combinaciones de los vocablos transmiten significados complejos. El ordenamiento de las palabras en la oración es esencial para la emisión de pensamientos; «los ratones atacan gatos» dice algo muy diferente de «los gatos atacan ratones». Para descifrar el mensaje, las personas toman en cuenta el significado de las palabras y el orden en las combinaciones.”

“Si se viviera solo, es probable que se hablaría mucho menos de lo que se hace en estos momentos; la gente habla bastante por motivos sociales: para compartir información e ideas. Cuando se conversa se siguen reglas sociales que se aprendieron cuando niños: entre ellas, esperar el turno, responder de manera activa y ajustar los enunciados al oyente (L.C. Millar y cols., 1986, y Shatz y Gelman, 1973)”

“Escuchar es tan social como hablar. Para interpretar de modo correcto lo que el orador dice, el oyente debe analizar las circunstancias y necesidades del que habla. Supóngase que la tía Lucía dice «¿puedes pasarme el pan?» De inmediato se reconoce que no está preguntando sobre la capacidad de alguien para tomar la canastilla del pan y pasarla. Está diciendo «me gustaría que me dieras las canastilla del pan» Las expresiones tienen a dejar muchas cosas sin decirse. Son comprensibles porque los patrones comunicativos tienen un conjunto de inferencias sociales con respecto a los significados de enunciados particulares.”

“Como Roger Brown (con Herrnstein, 1975, p. 447) dijo «no es raro que se necesite crear oraciones... esto es lo usual. Constantemente es necesario decir cosas que nunca se han escuchado en la forma precisa en que se requiere y no es nada extraordinario necesitar decir algo que ningún hablante del idioma haya dicho alguna vez.» Cuando se afirma que el lenguaje es creativo se quiere indicar que la mayor parte de las oraciones son nuevas. Al analizar 20 000 oraciones emitidas de manera espontánea, James Dese (1984), descubrió que casi cada una representaba un patrón gramatical único.” 

Finalmente, Davidoff nos ilustra sobre la estructura del lenguaje:

Se puede concebir al lenguaje organizado en una jerarquía. En la parte inferior de la escalera están los sonidos básicos llamados fonemas, los bloques de construcción. Los 25 fonemas del español incluyen sonidos vocales, como la «e» en «le» sonidos consonantes como la «c» en «carro» y sonidos de consonantes combinadas como la «l» en «llano». Otros idiomas tienen entre 15 y 85 sonidos básicos.

Los lenguajes combinan los fonemas y forman otras unidades que poseen significado, llamadas morfemas. Los 100 000 morfemas españoles contienen palabras, prefijas (como ante, bi-, de-) y sufijos (mente –ado, -able) Transformar los fonemas en morfemas es un proceso regido por leyes, de modo que es fácil reconocer los morfemas falsos como ««btcri» o «frst».

Los morfemas se unen para formar palabras, el siguiente paso en la jerarquía. Una vez más, el proceso es válido, de manera que se sabe lo que es y lo que no es una palabra posible. El juguetón tramposo que quiere escribir confusamente no podría salirse con la suya si intentara añadir «ado» a un sustantivo para crear «conejado» o «espinacado» porque las reglas se conocen hasta cierto nivel.

Cerca de la parte superior de la jerarquía están las frases, definidas como dos o más palabras dispuestas conforme ciertas normas. En lo alto se encuentran las oraciones, constituidas por frases. Las reglas sintácticas determinan la combinación de palabras en frases y oraciones. Una vez que se ha seleccionado un vocablo, los que siguen están limitados por estas normas. Tómese la palabra «yo». No se aparearía «yo» con «rojo», «bonito» o «divertido». En español, por lo general, los verbos siguen a los pronombres, los sustantivos casi siempre preceden a los adjetivos. 

El lenguaje de las comunidades científicas

Digamos con Kuhn:

Bajo esta perspectiva, una comunidad científica está formada por practicantes de una especialidad científica. Han pasado por una iniciación profesional y una educación similar en un grado que no tiene comparación con la de la mayor parte de otros campos. En este proceso, han absorbido la misma literatura técnica y desentrañado muchas de sus mismas lecciones. Por regla general, las fronteras de esta literatura-tipo marcan los límites de un tema científico y, originalmente, cada comunidad posee un tema que le es propio. Existen escuelas en las ciencias, las comunidades, es decir, escuelas que aprovechan el mismo material científico desde puntos de vista incompatibles, pero aquí es más difícil encontrarlos que en otros campos; están siempre en competencia y esta es, generalmente, de poca duración. Como consecuencia, los miembros de una comunidad científica se ven a sí propios y son vistos por otros como hombres singularmente responsables en la prosecución de un conjunto de objetivos compartidos, incluyendo la preparación de sus sucesores. Dentro de tales grupos, la comunicación es relativamente completa, y los juicios profesionales, relativamente unánimes. Debido a que la atención de diferentes comunidades científicas está, por otra parte, enfocada sobre temas diferentes, la comunicación profesional a través de líneas de grupos es, a veces, ardua y frecuentemente conduce a equivocaciones, que si continúan pueden acarrear desacuerdos significativos e inimaginables con anterioridad. 

Una característica de las comunidades científicas es el desarrollo y uso de un lenguaje propio:

Las disciplinas con pretensión cognoscitiva —merezcan o no el título hoy honorífico de «ciencias»— tratan de plasmar enunciados o conjuntos de enunciados (Sentences) con pretensión de verdad, enunciados proferidos en algún lenguaje. Sobre la base de esta comprobación, los adherentes a la denominada filosofía analítica, han formulado una propuesta que ha conseguido general aceptación: eliminar de la filosofía los problemas ontológicos y metafísicos con los que viene gravada su tradición y limitarla a un estudio analítico del lenguaje, como paso preliminar necesario para adentrarse luego en el tema del conocimiento propiamente dicho que sería propio de las ciencias. 

La elaboración de un lenguaje científico es cuestión de exactitud:

Hasta ahora hemos hablado solamente del lenguaje cotidiano. 

Atribuir un predicado a un objeto es ante todo una acción de vida cotidiana. Cuando designamos un objeto como «casa», no pensamos mucho por qué hacemos eso o qué notas debe tener un objeto para que podamos designarlo como casa, sino que hacemos eso simplemente porque en miles de ejemplos hemos aprendido qué se designa como casa y qué no. Si entonces nos sucede que llamamos casa a una cuadra o una fábrica, esto no tiene gran importancia, pues no necesitamos saber con toda precisión cuándo una casa se designa con razón como casa y cuándo no. En el lenguaje cotidiano no se da importancia a descuidos ocasionales de este tipo.

El asunto es totalmente diferente en la ciencia. En la ciencia siempre debemos saber con exactitud de qué hablamos. Por eso en la ciencia nos vemos ante la tarea de «regular» el uso de predicados, del mismo modo que, por ej., la jefatura de tráfico da prescripciones normativas en su campo. 

Paradójicamente, entre más se perfecciona el lenguaje científico, más se incomunican los científicos con el resto del mundo:

13. Un especialista es un hombre o una mujer que ha decidido conseguir preeminencia en un campo estrecho a expensas de un desarrollo equilibrado. Ha decidido someterse a si mismo a standards que le restringen de muchas maneras, incluidos su estilo al escribir y su manera de hablar, y que se siente dispuesto a vivir lo más en concordancia que pueda con estos standards mientras esté despierto (siendo esto así, es probable que también sus sueños estén gobernados por estos standards) No es que sea opuesto a aventurarse ocasionalmente en campos diferentes, a escuchar la música de moda, a adoptar vestimentas de moda (aunque el traje de negocios parece ser su uniforme favorito, en este país y en los otros) o a seducir a sus estudiantes. Sin embargo, estas actividades son aberraciones de su vida privada; no tienen relación alguna con lo que está haciendo como experto. La afición por Mozart o por Hair, no hará más melodiosa su física ni le dará un mejor ritmo. Ni dará un affaire más colorido a su química.

Esta separación de ámbitos tiene consecuencias muy desafortunadas. No sólo las materias especiales están vacías de los ingredientes que hacen una vida humana hermosa y digna de vivirse sino que estos ingredientes están también empobrecidos, las emociones se hacen romas y descuidadas, tanto como el pensamiento se hace frío e inhumano En verdad, las partes privadas de la propia existencia sufren mucho más que lo hace la propia capacidad oficial. Cada aspecto del profesionalismo tiene sus perros guardianes; el más ligero cambio, o amenaza de cambio, se examina; se emiten advertencias, y toda la maquinaria de opresión se pone inmediatamente en movimiento con objeto de restaurar el status quo. ¿Quién cuida de la calidad de nuestras emociones? ¿Quién vela por aquellas partes de nuestro lenguaje que se supone que mantienen a la gente más unida, que tienen la función de dar confort, comprensión y quizás un poco de crítica personal y de estímulo? No hay encargados de tales cosas. Como resultado, el profesionalismo también sienta plaza en este dominio. 

Así planteadas las cosas, en cuanto es lo que interesa directamente con el tema de este escrito, señalemos que existe una comunidad científica dedicada a lo contable y otra comunidad científica ocupada en lo jurídico. Aunque la contabilidad y el derecho se encuentran, se interrelacionan, en la realidad, en el mundo de la vida, dichas comunidades científicas tienen grandes problemas de comunicación entre ellas ya que utilizan distintos lenguajes.

El significado de las palabras

En toda palabra podemos distinguir dos dimensiones: su significante y su significado. Para un mismo significante podemos encontrar múltiples y cambiantes significados. La asignación de un significado a un significante se produce al construir las frases. Para podernos entender convenimos en asignar cierto significado a un significante. Podemos hacer múltiples convenciones de significados sobre un mismo significante.

Fuentes nos explica:

La semántica es la rama de la lingüística que se ocupa de la significación de los vocablos y de los cambios de significado que se han operado en ellos. Desde el punto de vista semántico, la palabra es una unidad de significación. Aisladamente, admite distintos valores que luego se concretan al formar parte de una frase. Esto ocurre en el diccionario, lugar donde cada palabra es como algo inerte a lo que se atribuye una serie de significados y posibilidades, que sólo se limitarán y concretarán cuando usemos esa palabra formando parte de una frase cualquiera. 

En otras palabras:

El valor semántico de las palabras aparece en la actuación de un individuo determinado que las utiliza de forma concreta precisándolas, limitándolas o desviando su significado. En definitiva, las palabras precisan sus significados cuando aparecen en una frase concreta. 

Dada una frase, el significado de las palabras dependerá de su contexto y situación:

“La actuación lingüística de un individuo, ya sea produciendo una comunicación o interpretando la de otra persona, está fuertemente condicionada por unos factores determinantes. Estos factores, que condicionan la significación de cualquier elemento de una actuación lingüística, se conocen como el entorno.


El entorno puede ser de dos tipos:

· El entorno lingüístico o contexto

· El entorno no lingüístico o situación”

“El contexto de una palabra es el conjunto de elementos lingüísticos que la rodean, esto es, que le anteceden o le siguen y que con su presencia condicionan la significación de dicha palabra. Así, si una palabra aparece en una frase, decimos que esa frase es su contexto.”

“La situación es el conjunto de elementos extralingüísticos que rodean el acto de la comunicación y que se relaciona con los interlocutores, de tal modo que condiciona la comprensión de la palabra emitida.”

Por otra parte, el significado de una palabra puede corresponder a su denotación o a su connotación:

Conviene distinguir dos aspectos de gran importancia en el significado de las palabras: la denotación y la connotación.

· La denotación es la significación adjetiva estable que para cualquier hablante de una lengua tiene cada una de las palabras.

· La connotación es el conjunto de valores subjetivos y, por lo tanto, secundarios que rodean a una palabra o a un uso de ellas dentro de un sistema de valores de cada hablante.

La importancia del contexto en la interpretación de las normas internacionales

Los estándares internacionales de contabilidad advierten que ellos deben ser leídos teniendo en cuenta el contexto:

14. Standards approved by the IASB include paragraphs in bold type and plain type, which have equal authority. Paragraphs in bold type indicate the main principles. An individual standard should be read in the context of the objective stated in that standard and this Preface.

Una advertencia similar se encuentra en los estándares internacionales de auditoría:

15. The IAASB’s Standards contain basic principles and essential procedures (identified in bold type lettering) together with related guidance in the form of explanatory and other material, including appendices. The basic principles and essential procedures are to be understood and applied in the context of the explanatory and other material that provide guidance for their application. It is therefore necessary to consider the whole text of a Standard to understand and apply the basic principles and essential procedures.

El significado de las palabras en la legislación colombiana

En casi la totalidad de los casos las normas jurídicas se expresan en forma escrita. Todo texto requiere de una interpretación. En otra parte hice una breve mención de los métodos de interpretación en el Derecho
. Ahora me centraré en el problema de la interpretación de las palabras utilizadas por el Legislador.

La interpretación es un gran problema para la ciencia jurídica. El Legislador ha expedido múltiples reglas de interpretación y ha definido una gran de cantidad de palabras, tanto en forma general o en forma especial. Las principales reglas del Código Civil colombiano sobre la interpretación de las palabras son las siguientes:

ART. 28.—Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal.

ART. 29.—Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los que profesan la misma ciencia o arte; a menos que aparezca claramente que se han tomado en sentido diverso.

ART. 30.—El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida correspondencia y armonía.

Los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados por medio de otras leyes, particularmente si versan sobre el mismo asunto.

ART. 31.—Lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o restringir su interpretación. La extensión que deba darse a toda ley se determinará por su genuino sentido, y según las reglas de interpretación precedentes.

ART. 32.—En los casos a que no pudieren aplicarse las reglas de interpretación anteriores, se interpretarán los pasajes oscuros o contradictorios del modo que más conforme parezca al espíritu general de la legislación y a la equidad natural

ART. 1618.—Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras

Por otra parte, del Código de Comercio colombiano destacamos:

ART. 5º—Las costumbres mercantiles servirán, además, para determinar el sentido de las palabras o frases técnicas del comercio y para interpretar los actos y convenios mercantiles.

ART. 823.—Los términos técnicos o usuales que se emplean en documentos destinados a probar contratos u obligaciones mercantiles, o que se refieran a la ejecución de dichos contratos u obligaciones, se entenderán en el sentido que tengan en el idioma castellano.

Cuando se hayan utilizado simultáneamente varios idiomas, se entenderán dichos términos en el sentido que tengan en castellano, si este idioma fue usado; en su defecto, se estará a la versión española que más se acerque al significado del texto original.

El sentido o significado de que trata este artículo es el jurídico que tenga el término o locución en el respectivo idioma, o el técnico que le dé la ciencia o arte a que pertenezca o finalmente el sentido natural y obvio del idioma a que corresponda.

Infortunadamente, el Legislador no siempre usa las palabras asignándoles un mismo sentido, en lo cual incurre olvidando incluso las definiciones que él mismo ha estipulado. En todo caso, muy lejos está la interpretación jurídica de consistir en la determinación de palabras aisladas, ya que está expresamente consagrado el deber de considerar el contexto y el imperativo técnico de observar el carácter sistémico del ordenamiento.

Como se ve en las normas transcritas, el Legislador colombiano estructura una jerarquía para interpretar las palabras, que se inicia con su sentido jurídico –el determinado por el propio Legislador–, continúa con el sentido técnico y culmina con el sentido natural y obvio.

Esta jerarquía ha sido ampliamente desconocida en materia de interpretación de las reglas legales que gobiernan la profesión contable colombiana, entre ellas las que versan sobre el revisor fiscal, que es la denominación con la que se conoce al auditor estatutario en nuestro medio.

Un ejemplo de interpretación contra la Ley

Empecemos por recordar que la profesión contable es constantemente objeto de evaluaciones con el fin de determinar la calidad de su práctica. Tales evaluaciones suelen ser más profundas cuando suceden hechos que ponen en duda la diligencia de los auditores. En ese contexto citamos aquí a Kell quien nos recuerda:

DESARROLLOS CONTEMPORÁNEOS

La profesión de contaduría pública ha estado sujeta a tres investigaciones de congreso durante las pasadas dos décadas. Cada una de aquéllas se concentró en la necesidad de una mayor regulación de la profesión por parte del gobierno, para evitar que se realizaran auditorías por debajo de las normas de calidad. Dos de las investigaciones se realizaron durante los años 70. Sus resultados fueron incrementos significativos en el proceso de autorregulación, incluyendo la formación de la División de despachos de auditores.

La investigación más reciente la presidió el congresista Dingell de Michigan, y se inició en 1985. Sus finalidades eran examinar:

• La eficiencia de los contadores independientes que auditan sociedades anónimas cuyas acciones están en manos del público.

• Si la comisión de valores podía satisfacer su función reguladora en asuntos de contabilidad y de auditoría.

Esta investigación también pone a prueba la independencia de los despachos de auditores, y si el sistema regulador de la profesión es adecuado para proteger al público. El comité Dingell ha estado muy activo desde que se constituyó. Sin embargo, hasta la fecha no ha publicado sus hallazgos y sus recomendaciones.

En 1985 se creó una comisión mediante los esfuerzos mancomunados de seis organizaciones nacionales de contadores públicos, incluyendo el AICPA, para estudiar formas de eliminar la emisión de informes financieros de empresas que coticen en la Bolsa de Valores. Después de una investigación muy amplia durante dos años, la Comisión, conocida con el nombre de Comisión Nacional sobre Información Financiera Fraudulenta (también conocida como Comisión Treadway dado que así se apellidaba su presidente) expidió su informe final en octubre de 1987. Las conclusiones de la Comisión se hicieron bajo la forma de recomendaciones para sociedades anónimas que coticen en la bolsa, contadores públicos independientes, la SEC y, además, para mejorar el entorno legislativo y regulatorio, y educación.

La Comisión llegó a la conclusión de que la responsabilidad primaria por información fraudulenta tiene como base la administración y el consejo de directores de la compañía que elabora el informe. La Comisión descubrió que, si bien la función del contador público independiente era secundaria ante la administración y el consejo de directores, sí era determinante para prevenir y detectar información financiera fraudulenta. Las recomendaciones específicas de la Comisión para el contador público fueron (p. 14):

• Las normas de auditoría deberán modificarse con el fin de reconocer mejor la responsabilidad del contador público independiente para detectar información financiera fraudulenta.

• La calidad de las auditorías deberá mejorarse mediante la ampliación de la revisión de colegas respecto a las auditorías de primera ocasión de sociedades anónimas que fueran nuevas para el despacho, y mejorar la revisión de auditorías por otros socios.

• El dictamen estándar del auditor deberá superarse de manera que comunique mejor el trabajo desarrollado por el auditor.

• Deberán hacerse cambios en el proceso de fijación de normas de auditoría al reorganizar el comité de normas de auditoría.

La primera y la tercera recomendaciones fueron implementadas por el Comité de normas de auditoría en SAS publicado en 1988. Además, las recomendaciones concernientes a calidad de la auditoría fueron adoptadas en 1988 por la SEC, sección práctica de la División de despachos. 

En su momento, The Commission on Auditors' Responsibilities expresó:

THE AUDITOR'S COMMUNICATION WITH USERS (Section 7)

Evidence abounds that communication between the auditor and users of his work-especially through the auditor's standard report-is unsatisfactory. The present report has remained essentially unchanged since 1948 and its shortcomings have often been discussed
. Recent research suggests that many users misunderstand the auditor's role and responsibilities, and the present standard report only adds to the confusion.
 Users are unaware of the limitations of the audit function and are confused about the distinction between the responsibilities of management and those of the auditor (71)

The standard report apparently is intended to convey several separate messages. Some are stated explicitly, but other messages must be inferred. An auditor's report should state its messages explicitly and not rely on users' inferences (73-74)

Any revision of the auditor's report should make clear that technical elements are involved in the audit function and should also clearly describe the work of the auditor and his findings and avoid unclear technical terminology concerning details (74-75)

The present means of communicating the work of the independent auditor to users has not kept pace with developments in auditing and the financial reporting environment. The acceptance and discharge of added responsibilities should be communicated by the auditor to the users of his work. The additional messages, for example, should cover other information in the annual report, association with interim information, internal accounting controls, corporate codes of conduct, and meetings with the audit committee of the company's board of directors (75)

If the auditor's report is expanded to provide information on the auditor's discharge of the entire audit function in the specific circumstances of the particular client, the tendency for the report to become an unread symbol will be reduced. Once the reader's attention is obtained, substantially more information can be communicated (75)

One of the reasons that the auditor's standard report has not been changed for almost thirty years has been the concern that a revised report would carry unknown and possibly adverse legal consequences.
 However, an auditor's report that more explicitly describes the responsibilities assumed by the auditor and his findings would, if anything, improve the legal position of auditors. By describing the audit function more precisely and unambiguously, a revised report could provide a setting more conducive for the courts to form their opinions based on a more knowledgeable view of the purposes and capabilities of the function. Furthermore, courts would be able more easily to reach an informed judgment on whether the expanded and varied auditor's report, in contrast to a short and unvarying report, has informed users of the nature and limitations of the assurances provided by the auditor (76)

Boards of directors (or official bodies, if necessary) are encouraged to require the company's chief financial officer or other representative of management to present a report with the financial statements that acknowledges the responsibility of management for the representations in the financial information. The report should provide management's assurances that the information is presented in conformity with generally accepted accounting principles appropriate in the circumstances and that all material uncertainties have been appropriately accounted for or disclosed. It should indicate that the company's legal counsel has been consulted regarding the accounting for or disclosure of legal matters and that those matters have been appropriately disclosed in the financial statements.
 The report by management should present management's assessment of the company's accounting system and controls over it, including a description of the inherent limitations of control systems and a description of the company's response to material weaknesses identified by the independent auditor. It should describe the work of the company's audit committee and its internal auditors.
 The first report by management following a change in independent auditors should disclose the change in a manner similar to that now required in SEC Form 8-K. The report by management should avoid purely subjective judgments designed to impress users with the quality of management (76-77)

An illustration of a revised auditor's report is presented. The illustration is based on the assumed adoption of many of the recommendations made by the Commission. The report form illustrated is only a suggestion for the ultimate form; it is not presented as containing the precise wording the profession should use. The development of the report will require a great deal of consideration by authoritative bodies, and work should begin as soon as possible (77)

As illustrated, the revised auditor's report would consist of a series of paragraphs, each describing a major element of the audit function. The wording, or wording alternatives, for each paragraph and the captions would be standardized.
 Some paragraphs would be omitted if they are not relevant to the circumstances of the company. Thus, the paragraph discussing association with interim information would apply only to companies that send such information to shareholders. The paragraph on internal control would be omitted if the report by management did not deal with internal control and the auditor found no material uncorrected weaknesses in internal control. Similarly, one or more additional paragraphs may be necessary to disclose the auditor's rendering of services on which he has expressed an opinion, such as actuarial computations, design of accounting systems, or the preparation of the entity's financial statements if management has not made the disclosure in its report. The wording of the paragraphs would also depend on the circumstances. For example, a paragraph on illegal or questionable acts would differ depending on whether the company had a policy regarding those acts. For most topics, however, the auditor will be required to comment negatively or positively. For example, the auditor must always indicate his opinion, or that he has no opinion, on the financial statements taken as a whole (77-79)

Generally accepted accounting principles now make reporting on consistency management's, not the auditor's, responsibility. The auditor's proper function is to consider the propriety of management's accounting for changes in accounting principles and the adequacy of management's disclosures concerning consistency in the application of accounting principles, not to report that accounting principles have or have not been consistently applied. The illustration of a revised auditor's report in this section omits reference to consistency (81)

To facilitate implementation of the recommendation to eliminate the auditor's reference to consistency, another useful change would be for the Financial Accounting Standards Board to amend APB Opinion No. 20 to require a standard note to the financial statements covering accounting changes. The note should disclose all changes that materially affect interperiod comparability, including both changes in accounting principles and changes in accounting estimates (81-82)

The Commission recommends that the present method of referring to other auditors be eliminated. Either one of two means would provide users with sufficient information on the responsibilities taken. As is presently acceptable, the auditor can do enough additional work so that he does not need to refer to the other auditor. Alternatively, management could present the reports of the other auditors. If there are many reports from other auditors, management may appropriately list those reports that do not contain qualified or adverse opinions on any of the information reported on (82-83)

Reporting requirements should be made consistent by requiring the auditor to report on all unaudited financial information with which he is associated, including that appearing in a document containing audited financial statements (83-84)

If contact between the auditor and users is deemed valuable by the users, such added communications should be encouraged. Fulfilling the reasonable expectations of users for access to the auditor could be accomplished by a requirement that the auditor be present and available to answer questions at the annual meeting of the shareholders. The same requirement should apply to due diligence meetings, which are held before securities are issued. It is recommended that companies and their auditors undertake to arrange and announce such auditor attendance (84) 

Posteriormente, la National Commission on Fraudulent Financial Reporting señaló:

Communications by the Independent Public Accountant

Independent public accountants need to communicate better to those who rely on their work. The auditor's standard report can and should convey a clearer sense of the independent public accountant's role, which does not include guaranteeing the accuracy of the company's financial statements. The standard audit report should explain that an audit is designed to provide reasonable, but not absolute, assurance that the financial statements are free of material misstatements arising as a result of fraud or error. It also should describe the extent to which the independent public accountant has reviewed and evaluated the system of internal accounting control. These two steps will promote a better appreciation of an audit and its purpose and limitations and underscore management's primary responsibility for financial reporting.

La profesión contable estadounidense no se limitó, como nunca se ha limitado, a expedir nuevas normas sobre el ejercicio profesional, sino que procedió a llevar a cabo un esfuerzo de carácter pedagógico destinado a hacer conocer y comprender de todos los interesados las nuevas normas
. Una de tantas acciones en este sentido fue la publicación de una guía de orientación en la cual se lee:

Preface

This publication has been prepared to assist financial statement users in understanding the assurance that an audit provides and the meaning of the specific language used in an auditors report—the communication from the auditor to financial statement users.

In February 1988, the Auditing Standards Board revised the standard auditors report to provide clearer descriptions of the auditor’s responsibility, the work the auditor does, and the assurance the auditor gives.

This publication helps users understand—

• Managements responsibility for the financial statements and the judgments involved in preparing financial statements in accordance with generally accepted accounting principles.

• The auditor's responsibility for expressing an opinion on management’s financial statements and the assurance that is provided by this opinion.

• Some important factors that should be considered in using financial statements.

Chapters 1 through 4 discuss the roles of the parties involved in the preparation, audit, and use of financial statements.

This publication also explains the wording of the standard auditor’s report and provides many examples of other auditor’s reports that financial statement user may encounter. Chapters 5 and 6 provide examples of the auditor’s report, describe when they are used by the auditor, and explain the important elements in these reports. The examples provide a useful reference source for financial statement users who want to understand what audit reports mean.

This publication was written by Raymond N. Johnson, Academic Fellow, of the AICPA Auditing Standards Division. It supersedes A User’s Guide to Understanding Audits and Auditors’ Reports, published by the AICPA in 1982. Many of the discussions and explanations from the user’s guide were useful in developing this publication. 

Un movimiento similar, encaminado a perfeccionar la redacción de los informes de los auditores para procurar una mejor comprensión de ellos por parte de sus lectores, ocurrió en el Reino Unido. Al respecto Stuart Manson y Mahbub Zaman señalan:

Prior to the issuing of SAS 600 in the UK the US Auditing Standards Board had issued an auditing standard SAS 58 (AICPA, 1988) that introduced the expanded audit report in the US. The aim of the new US standard was to increase user understanding and to improve communications between auditors and users in respect of the auditors' work and their responsibilities - an attempt to narrow the expectations gap. A number of US based studies, (for example, Kelly & Mohrweis, 1989 and Miller, Reed & Strawser, 1993) have attempted to determine if users’ perceptions of auditors’ responsibilities and the nature of the audit has been affected by the introduction of SAS 58. Kelly & Mohrweis (1989) conducted a questionnaire survey of investors and bankers to identify if the form of the audit report influenced their understandability and perceptions of who was responsible for the financial statements. They found that both investors and bankers perceived the expanded audit report to be more understandable than the short form report. The form of the audit report did not, however, appear to influence investors’ perceptions of the responsibility of auditors but the bankers group perceived the expanded audit report as conveying that auditors were assuming less responsibility. Miller et al (1993) carried out a survey of bank loan officers designed to test their perception of a number of issues relating to an unqualified audit report. The authors divided the bankers into two groups, one group was given the old short form report and the other was given the new long form report. Based on the loan officer's responses to a number of questions on the respective audit reports the authors concluded that the new audit report, SAS 58, resulted in an improvement in the ability of bankers to identify the responsibilities of auditors and management for the financial statements. Similar results to the above, within an Australian context, were found in a study by Gay & Schelluch (1993) In general, the non-UK evidence presents a favourable impression of the expanded audit report's ability to better communicate some of its intended messages than the short form report.

Es, pues, muy claro que la profesión modificó su dictamen para procurar una mejor comprensión de los usuarios de los estados financieros del sentido y alcance de la auditoría y de la responsabilidad profesional de los auditores. En cierta forma se trataba de superar un problema de legibilidad. El esfuerzo hecho en este sentido rindió frutos, como se demostró con las investigaciones que se mencionan en el texto que acabamos de transcribir.

La influencia de la profesión contable estadounidense en el mundo occidental es algo bien conocido, debida, entre otras cosas, a la importancia de las empresas de ese país, muchas de las cuales han operado en diversos lugares del mundo desde hace mucho tiempo. Pues bien: algunos contadores colombianos procedieron a modificar sus dictámenes
 para acoger las innovaciones que había aprobado la profesión estadounidense.

Las autoridades colombianas, concretamente las Superintendencias Bancaria y de Sociedades y la, por entonces, Comisión Nacional de Valores, se opusieron a los cambios introducidos a los dictámenes, mediante la Circular Conjunta SS-005, SB-076, CNV-015 del 19 de septiembre de 1989, en la cual se lee:

NUEVO MODELO DE INFORME

Ahora bien, algunos contadores públicos que se desempeñan como revisores fiscales al emitir su opinión sobre los estados financieros a diciembre 31 de 1988, introdujeron un texto que incluye aspectos que permitirían eludir el alcance de su responsabilidad y que no cumple con lo preceptuado en las normas existentes respecto al dictamen e informe (artículos 208 y 209 del Código de Comercio)

Una es la opinión que por mandato legal y bajo ciertos parámetros debe expresar el Revisor Fiscal, con destino al máximo órgano social y otra muy distinta y para otros fines la que expresa un Contador Público en cumplimiento de la labor de Auditor Externo, por lo que no es dable permitir que la opinión de uno y otro converjan en una misma redacción.

En este orden de ideas, considerando el nuevo modelo de dictamen e informe a que se refiere el SAS-58, documento expedido por el Instituto Americano de Contadores y con base en el cual se ha reestructurado el nuevo dictamen que han utilizado algunos revisores fiscales, se encuentra que no se ajusta integralmente a las exigencias del Código de Comercio por cuanto:

1. En forma equívoca conduce a concluir que la responsabilidad del Revisor Fiscal se contrae simplemente a la «opinión sobre los mismos (estados financieros) con base en mi auditoría» cuando sus labores y deberes legales son más amplios al tenor de los artículos 207, 208 y 209 del Código de Comercio. Adicionalmente se emplean acepciones que conllevarían una limitación a su responsabilidad legal, como por ejemplo cuando se vincula la opinión solamente a «todo aspecto significativo»

2. Circunscribe el desarrollo del trabajo de control y vigilancia del Revisor Fiscal a la aplicación de normas de Auditoría generalmente aceptadas, que en manera alguna pueden homologarse a las propias de la auditoría externa, lo que conllevaría a aceptar que su labor no se efectuaría de una manera oportuna, asidua y permanente conforme lo estipula el artículo 207 ibídem, toda vez que el trabajo de auditoría se desarrolla en forma temporal a través de las denominadas «preliminar» y «final»; es decir, la ejecución del trabajo se realiza con la aplicación de pruebas solamente en dos (2) oportunidades durante el ejercicio contable.

3. Afirmar que la presentación de los estados financieros es razonable «en todo aspecto significativo», lleva implícita una imitación al alcance de su dictamen —que no es de recibo en la ley–, que sólo cobra sentido para explicar o justificar la falta de cobertura total a las áreas que debe revisar e inspeccionar. No debe perderse de vista que las normas de interventoría de cuentas permiten, perfectamente, cumplir las exigencias legales sobre el alcance de la labor del revisor, que pugnan con un trabajo parcial apreciado de manera subjetiva en cuanto a la importancia de las operaciones y registros plasmados en los estados financieros.

Por tanto, debe reafirmarse, todos los actos, documentos y valores que de la sociedad se encuentran al alcance del examen del Revisor Fiscal y con base en ellos debe dictaminar de manera objetiva los estados financieros, para establecer de acuerdo con su opinión si el balance «presenta en forma fidedigna, de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas, la situación financiera al terminar el período revisado» y si el estado de pérdidas y ganancias «refleja el resultado de las operaciones en el período», según las voces del artículo 207 citado.

En consecuencia, estos despachos velarán estrictamente por la observancia de las normas a que se ha hecho referencia y aplicarán de conformidad con las disposiciones vigentes, las sanciones que estimen pertinente a los profesionales de la Contaduría Publica dedicados al ejercicio de la Revisoría Fiscal en Colombia, cuando ellas no sean atendidas.

Aún sigue existiendo bastante confusión sobre la materia. Las funciones de la revisoría fiscal incluyen una auditoría financiera, llamada, en veces, auditoría externa
. Obviamente la opinión sobre los estados financieros debe fundarse en el resultado de una auditoría financiera. Por otra parte, la interventoría de cuentas no es otra cosa que la auditoría financiera
. En tercer lugar, la expresión razonablemente formaba parte del lenguaje contable desde muchos años antes e, incluso, había sido utilizada por el legislador con anterioridad
. La materialidad o significatividad de la información era también un asunto presente en la literatura contable anterior. La necesidad de cambiar la redacción de los informes estaba claramente establecida. Los estudios posteriores confirmaron que se acertó al hacer los cambios.

¿Qué fue lo que pasó? Que se olvidó que el lenguaje técnico no es el lenguaje común y, al hacerlo, se violó la Ley, que ordena entender las palabras en su sentido técnico. Que se leyó el Código de Comercio olvidando que en Colombia la revisoría fiscal era, y aún es, una expresión de la profesión contable. Que se argumentó con desconocimiento de la auditoría y de la contabilidad. Que las ideologías concebidas para procurar conquistas de mercado lograron confundir a las Autoridades... Asombrosamente la circular en cuestión, desmentida ahora por la Ley, en especial por la número 43 de 1990, por otros pronunciamientos de esos Despachos y por los organismos de la profesión, aún sigue formalmente vigente.

Más sorprendente es que otra entidad, la Superintendencia de la Economía Solidaria, sin citar la fuente a pesar de la casi exacta reproducción del texto, incluyó el discurso que acabamos de reprochar en su circular básica jurídica, expedida el 14 de abril de 2003. Si tal argumentación nos pareció censurable en aquélla época más infortunado nos parece que se hubiere trascrito posteriormente sin tener en cuenta todos los sucesos ocurridos desde entonces. Con todo el respeto pero con toda valentía ¿si saben de revisoría fiscal los que escriben las regulaciones que ella debe observar?

El proceso comunicativo

Nos comunicamos naturalmente, pues, como ya se explicó, la comunicación es una potencia o facultad del ser humano que él usa frecuentemente en tanto vive en sociedad. Por lo mismo, tal vez no hemos meditado sobre el proceso que se realiza cuando conversamos con otros.

Armstrong explicó:

Para hacer que su mensaje llegue a todos más efectivamente, uno necesita entender el proceso de la comunicación. De lo contrario, puede caer en la misma trampa que el profesor Spooner, quien, cuando le preguntaron por qué estaba inflando la llanta delantera de su bicicleta si era la de atrás la que estaba desinflada, observó:«¿Y ellas no se comunican?».

La comunicación comienza con el comunicador que quiere decir algo; él decide entonces cómo decirlo y trasmitirlo. La comunicación llega al receptor, quien forma una impresión de lo que escuchó y la interpreta con respecto a su propio marco de actitudes y experiencias. La figura 7.1 ilustra el proceso.

El problema básico de las comunicaciones es que el significado que efectivamente recibe una persona puede no ser el que la otra se propuso emitir. El comunicador y el receptor son dos personas que viven en mundos diferentes: puede suceder cualquier cantidad de cosas que distorsionen los mensajes entre ellos. Las necesidades y experiencias de las personas tienden a matizar lo que ellas ven y escuchan. Los mensajes que no quieren escuchar son reprimidos, mientras que otros son magnificados, creados de la nada o distorsionados.
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De manera que una cosa es la expresión y otra la impresión. La diferencia entre una y otra se provoca, de un lado, por las barreras presentes en el proceso comunicativo, en veces llamadas genéricamente ruido y, por el otro, porque la expresión es entendida, comprendida, desde los preconceptos del receptor.

Las barreras del proceso comunicativo

La teoría sobre las barreras de la comunicación es bien extensa. Pueden aportarse explicaciones desde la fisiología, desde la psicología, desde la filosofía... En atención a los propósitos de este escrito, consideramos suficiente la explicación de Armstrong:

Existen tantas barreras para las buenas comunicaciones, que difícilmente resulta extraña la queja constante en todas las organizaciones de que las comunicaciones son malas: sorprende que algún mensaje logre llegar inalterado. Aunque la gente trate de comunicarse, a menudo fracasa. Es como decía Schopenhauer: «Las personas son como erizos; quieren comunicarse, pero sus púas los mantienen apartados.»

Las principales barreras de la comunicación son:

· Ignorar la información que está en conflicto con lo que ya sabemos: tendemos a ignorar o a rechazar las comunicaciones que están en conflicto con nuestras propias convicciones. Si no las rechazamos, encontramos alguna forma de retorcerlas y acomodar su significado para que se ajuste a nuestros preconceptos.

· Percepciones acerca de comunicador: el receptor no sólo evalúa lo que escucha en función de su propio marco de referencia, sino que también tiene en cuenta al emisor. El prejuicio puede adjudicarle motivos no existentes al comunicador. Algunas personas ven toda acción colectiva como una conspiración subversiva.

· Influencias del grupo: el grupo con el que nos identificamos influye nuestros sentimientos y actitudes. Lo que un grupo oye depende de sus propios intereses. Las experiencias compartidas y los marcos de referencia comunes tienen más influencia que las exhortaciones de los gerentes con quienes los empleados sienten que no tienen nada en común, y viceversa.

· Las palabras tienen diferentes significados para personas distintas: para algunos, las palabras pueden tener un significado especial, por lo cual trasmiten una impresión diferente de la pretendida. Para la gerencia, utilidades es un prerrequisito esencial para la supervivencia y el crecimiento. Para la gente de la planta representa ganancias mal habidas, de la explotación de los trabajadores. No asuma que algo que tenga determinado significado para usted trasmita el mismo significado a otra persona.

· Jerga: todos tendemos a usar un lenguaje especial o jerga. Esa es una forma conveniente de comunicarse entre quienes comparten esa jerga, pero es una barrera efectiva e irritante entre quienes la conocen y quienes no la conocen.

· Contexto emocional: nuestras emociones matizan nuestra capacidad de trasmitir o de recibir el mensaje verdadero. Cuando nos sentimos inseguros o preocupados, lo que escuchamos nos parece mucho más amenazante que cuando estamos seguros y en paz con el mundo.

· Ruido: factores externos pueden interferir con la recepción del mensaje. Tales factores pueden ser ruido en el sentido estricto, el cual impide que se escuchen las palabras, o ruido en sentido figurado, en forma de distractores o de información confusa o imprecisa que distorsiona el mensaje.

· Tamaño: la sola magnitud y complejidad de las organizaciones modernas puede interferir con las comunicaciones. Demasiados niveles organizacionales son una razón por la cual los mensajes se distorsionan. 

Para superar las barreras en primer lugar es necesario ser consciente de ellas. En segundo lugar es indispensable querer superarlas, querer oír. En tercer lugar se requiere enfrentar y vencer los obstáculos que se advierten. Como se dice popularmente: “hablando nos entendemos”, que quiere decir que para entender es necesario compartir hasta lograr la comprensión.

Hermenéutica

A manera de introducción

Garagalza nos dice:

Hermes, el dios mediador por antonomasia que pese a sus oscuros orígenes fue aceptado en el Olimpo, está, si no etimológicamente sí al menos simbólicamente, en el origen de la palabra griega hermeneia que significa inicialmente «expresión» o «interpretación» Descrito por Homero como mensajero de los dioses, Hermes traslada -traduce la voluntad de los dioses a un lenguaje accesible a los hombres, estando por ello también presente en la palabra hermeneuein o intérprete que se encarga de traducir a un lenguaje inteligible, al propio griego, lo dicho de un modo extraño, incomprensible, «bárbaro», y cuando se entiende, de un modo más general, como la acción de explicar o de «significar algo hablando» (Aristóteles) Ligada simbólicamente a la figura de Hermes estaría también la tarea crítica de la filología, que pretende preservar y garantizar el acceso a los textos transmitidos por la tradición, fijándolos y reactualizando su sentido, y la tarea de la exégesis de la Escritura Sagrada, más dispuesta a descifrar un sentido oculto tras el sentido literal, las cuales constituyen las dos fuentes principales, que a lo largo de la historia se han ido influyendo y enfrentando mutuamente, de la hermenéutica entendida como arte-ciencia de la interpretación de los textos. 

Para la Real Academia Española
, hermenéutica es el “Arte de interpretar textos y especialmente el de interpretar textos sagrados”

La hermenéutica filosófica en Gadamer

La hermenéutica se ha “salido” de los textos. Hoy se nos presenta como una teoría general de la interpretación. Garagalza nos explica:

La palabra es mitad de quien la pronuncia, mitad de quien la escucha.

M. de Montaigne

0. Introducción

La hermenéutica filosófica desplegada por H. G. Gadamer siguiendo las «sendas perdidas» del último Heidegger se presenta como una «teoría general de la interpretación». «Interpretación», por su parte, mienta no un mero modo de conocer, un tipo particular de conocimiento que coexistiera junto a otros, sino el «modo de ser» propio del ser humano que vive en (con, desde, de, contra...) sus propias interpretaciones del mundo y de sí mismo. No ha de ser, pues, entendida la hermenéutica como una reflexión sobre el método, ni tampoco como la propuesta de un método concreto de interpretación «adecuado» o «correcto»; lo que pretende es precisamente lo contrario: poner en cuestión, con una radicalidad probablemente no alcanzada por ninguna otra filosofía de nuestro siglo, la primacía que el pensamiento moderno había concedido al método y al conocimiento metódico así como reivindicar la validez, legitimidad e incluso prioridad de la experiencia de sentido que acontece fuera de sus estrechos límites. Con esta intención Gadamer va a formular y desarrollar en todas sus implicaciones una pregunta filosófica: ¿qué es lo que realmente (nos) ocurre cuando interpretamos?

La pregunta por la interpretación ha ido mostrando su extraordinaria fecundidad hasta llegar a emplazarse como un foco o un hilo conductor que permite replantear la problemática filosófica en su totalidad, sustituyendo así a la antigua cuestión del ser y a la cuestión moderna del sujeto. La interpretación no es un procedimiento especial al que se recurre cuando no es posible entender o conocer algo directamente. No es tampoco el modo de conocimiento particular de las ciencias humanas. Eso es lo que defendía Dilthey y se enzarzó en una polémica sobre el método que, según Gadamer, estaba condenada de antemano al fracaso pues la peculiaridad de las ciencias humanas no se puede hacer radicar en su método.

En este sentido la hermenéutica desborda la parcialidad de la cuestión metódica en las ciencias humanas y pretende interpelar «al conjunto de la experiencia humana del mundo y de la praxis vital»: más allá del planteamiento epistemológico, la interpretación (y su correlato: la comprensión) es, como ya hemos indicado, un elemento constitutivo del ser humano como humano, un factor originario de su peculiar modo de ser. El hombre comparece así como un animal hermenéutico, simbólico, lingüístico (y no exclusivamente «racional») que en vez de estar adaptado a un entorno fijo y determinado vive (podríamos decir, con la biología más reciente, que ex-aptado, no ad-aptado) en un mundo que él mismo inaugura y construye.

Gadamer reincorpora de este modo al discurso filosófico actual la palabra «hermenéutica», renovándola y sacándola de su reclusión en el ámbito especializado de la filología o de la exégesis. Esta palabra pertenece a la herencia del romanticismo y su origen se remonta a través de la tradición humanista hasta la figura mítica de Hermes, el dios griego del lenguaje y de la comunicación entre los contrarios. Clásicamente la hermenéutica se ha centrado sobre el problema de la interpretación de lo expresado mediante el lenguaje y, en particular, de lo fijado como texto, ya sea sagrado o literario. Aquí interpretar significa comprender el sentido del texto, aprehenderlo, asimilarlo, «alimentarse» con él, es decir, «comerlo». El texto en su materialidad remitiría a algo distinto de esa su materialidad; contendría como inseminado un sentido que sólo se revela en él en la misma medida en que se oculta. De ahí la importancia que Gadamer concede al texto y al propio lenguaje, máxime cuando para él ese sentido «oculto» no se encuentra «más allá» del texto, sino «más acá»: el sentido no es más allá sino que acontece más acá, entre el texto y el intérprete, en el lenguaje, en la interpretación, que ahora va a ser vista como una «fusión de horizontes». El sentido, que no-es propiamente, acontece en la interpretación, se re-crea o re-genera entre el texto y el intérprete, desbordando toda fijación externa ya sea dogmática o metódica: tiene un estatuto ontológico similar al de la conversación auténtica, el juego y la fiesta, que sólo existen cuando se celebran y en sus celebraciones. La interpretación adquiere entonces la misma categoría realizativa que tiene la «ejecución» de una partitura musical o la «escenificación» de una obra teatral. La representación (Darstellung) no es aquí mera repetición o copia de una realidad entitativa que ya existiese previamente sino realización efectiva.

Al descartar la posibilidad de una aprehensión inmediata y directa de la realidad que serviría de fundamento último a nuestro conocimiento Gadamer pone en cuestión, al mismo tiempo, que la función primaria del lenguaje sea la comunicativa. El lenguaje no es primariamente un instrumento, un signo que sirve para expresar o comunicar un conocimiento alcanzado previa e independientemente de él, sea por la razón, por la experiencia o por la revelación; no se trata de una «copia» más o menos imperfecta, sino de un «original». Más que como un instrumento el lenguaje reclama ser visto como un «órgano» u «organismo» que media entre sujeto y objeto instaurando un «mundo intermedio» (Zwischenwelt: Humboldt): es originariamente símbolo instaurador de sentido, metáfora poética que va perdiendo luego esa pregnancia y se va convirtiendo en signo que refiere un significado.

Así distendido entre el carácter simbólico, originario e instituyente, y el carácter sígnico, originado e instituido, el lenguaje instaura una tensión insuperable entre ellos en la que se despliega la vida tanto individual como social. (...)

El lenguaje como medio de la experiencia hermenéutica

Acostumbramos decir que «llevamos» una conversación, pero la verdad es que, cuanto más auténtica es la conversación, menos posibilidades tienen los interlocutores de «llevarla» en la dirección que desearían. De hecho la verdadera conversación no es nunca la que uno habría querido llevar. Al contrario, en general sería más correcto decir que «entramos» en una conversación, cuando no que nos «enredamos» en ella. Una palabra conduce a la siguiente, la conversación gira hacia aquí o hacia allá, encuentra su curso y su desenlace, y todo esto puede quizá llevar alguna clase de dirección, pero en ella los dialogantes son menos los directores que los dirigidos. Lo que «saldrá» de una conversación no lo puede saber nadie por anticipado. El acuerdo o su fracaso es como un suceso que tiene lugar en nosotros. Por eso podemos decir que algo ha sido una buena conversación, o que los astros no le fueron favorables. Son formas de expresar que la conversación tiene su propio espíritu y que el lenguaje que discurre en ella lleva consigo su propia verdad, esto es, «desvela» y deja aparecer algo que desde ese momento es.

Ya en el análisis de la hermenéutica romántica hemos podido ver que la comprensión no se basa en un desplazarse al interior del otro, a una participación inmediata de él. Comprender lo que alguien dice es, como ya hemos visto, ponerse de acuerdo en la cosa, no ponerse en el lugar del otro y reproducir sus vivencias. Ya hemos destacado también cómo la experiencia de sentido que tiene lugar en la comprensión encierra siempre un momento de aplicación. Ahora consideraremos que todo ese proceso es lingüístico. No en vano la verdadera problemática de la comprensión y el intento de dominarla por arte —el tema de la hermenéutica— pertenece tradicionalmente al ámbito de la gramática y de la retórica. El lenguaje es el medio en el que se realiza el acuerdo de los interlocutores y el consenso sobre la cosa.

Son las situaciones en las que se altera o dificulta el ponerse de acuerdo las que con más facilidad permiten hacer conscientes las condiciones bajo las que se realiza cualquier consenso. Por ejemplo, resulta particularmente ilustrador el proceso lingüístico en el que por traducción y traslación se hace posible una conversación en dos lenguas distintas. El traductor tiene que trasladar aquí el sentido que se trata de comprender al contexto en el que vive el otro interlocutor. Pero esto no quiere decir en modo alguno que le esté permitido falsear el sentido al que se refería el otro. Precisamente lo que tiene que mantenerse es el sentido, pero como tiene que comprenderse en un mundo lingüístico nuevo, tiene que hacerse valer en él de una forma nueva. Toda traducción es por eso ya una interpretación, e incluso puede decirse que es la consumación de la interpretación que el traductor hace madurar en la palabra que se le ofrece.

El caso de la traducción hace consciente la lingüisticidad como el medio del posible acuerdo, porque en ella este medio tiene que ser producido artificiosamente a través de una mediación expresa. Esta organización artificiosa no es desde luego el caso normal de las conversaciones. Tampoco la traducción es el caso normal de nuestro compartimiento respecto a las lenguas extrañas. Al contrario, al estar referido a la traducción es hasta cierto punto tener que someterse a una tutela. Cuando es necesaria la traducción no hay más remedio que hacerse cargo de la distancia entre el espíritu de la literalidad originaria de lo dicho y el de su reproducción, distancia que nunca llega a superarse por completo. En estos casos el acuerdo se da menos entre los compañeros de diálogo que entre los intérpretes, que están capacitados realmente para salirse al encuentro en un mundo de comprensión compartida. (Es sabido que no hay nada más difícil que un diálogo en dos lenguas distintas en que cada uno emplea la suya porque entiende la del otro pero no puede hablarla. En tales casos una de las lenguas intenta, como a través de un poder superior, imponerse a la otra como medio para la comprensión y el acuerdo.)

Allí donde hay acuerdo no se traduce sino que se habla. Entender una lengua extraña quiere decir justamente no tener que traducirla a la propia. Cuando alguien domina de verdad una lengua no solo no necesita ya traducciones, sino que incluso cualquier traducción parece imposible. Comprender una lengua no es por sí mismo todavía ningún comprender real, y no encierra todavía ningún proceso interpretativo, sino que es una realización vital. Pues se comprende una lengua cuando se vive en ella, y reconocidamente esta frase vale tanto para las lenguas vivas como para las muertas. El problema hermenéutico no es, pues, un problema de correcto dominio de una lengua, sino del correcto acuerdo sobre un asunto, que tiene lugar en el medio del lenguaje. Cualquier lengua puede aprenderse de manera que su uso consumado implique que ya no haya que traducir desde la propia lengua o a la propia lengua, sino que se pueda pensar en la lengua extraña. Para que pueda haber acuerdo en una conversación este género de dominio de la lengua es en realidad condición previa. Toda conversación implica el presupuesto evidente de que sus miembros hablan la misma lengua. Solo cuando es posible ponerse de acuerdo lingüísticamente en virtud del hablar unos con otros puede convertirse en problema la comprensión y el posible acuerdo. El estar referido a las traducciones de un intérprete es un caso extremo que duplica el proceso hermenéutico, la conversación: hablan el intérprete con la parte contraria y uno con el intérprete.

La conversación es un proceso por el que se busca llegar a un acuerdo. Forma parte de toda verdadera conversación el atender realmente al otro, dejar valer sus puntos de vista y ponerse en su lugar no en el sentido de que se le quiera entender como la individualidad que es, pero sí en el de que se intenta entender lo que dice. Lo que se trata de recoger es el derecho objetivo de su opinión a través del cual podremos ambos llegar a ponernos de acuerdo en la cosa. Por lo tanto no referimos su opinión a su persona sino al propio opinar y entender. Cuando tenemos al otro presente como verdadera individualidad, como ocurre en la conversación terapéutica o en el interrogatorio de un acusado, no puede hablarse realmente de una situación de posible acuerdo.

Todas estas características que afectan a la situación de ponerse de acuerdo en un diálogo toman un giro propiamente hermenéutico allí donde se trata de comprender textos. Volveremos a aducir el caso extremo de la traducción a partir de una lengua extraña. En este caso es indudable que por mucho que el traductor haya logrado introducirse y recrear los sentimientos del autor, la traducción no es una simple resurrección del proceso psíquico original del escribir, sino una recepción del texto realizada en virtud de la comprensión de lo que se dice en él. No cabe duda de que se trata de una interpretación y no de una simple correalización. Se proyecta, sobre todo, una nueva luz procedente de la nueva lengua y destinada al lector de la misma. La exigencia de fidelidad que se plantea a una traducción no puede neutralizar la diferencia fundamental entre las lenguas. Por muy fieles que intentemos ser, nos encontraremos, sin embargo, en situaciones en las que la decisión habrá de ser en cualquier caso inadecuada. Si queremos destacar en nuestra traducción un rasgo importante del original solo podemos hacerlo dejando en segundo plano otros aspectos, o incluso reprimiéndolos del todo. Pero esta es precisamente la clase de comportamiento que llamamos interpretación. Como toda interpretación, la traducción implica un cierto cegamiento; el que traduce tiene que asumir la responsabilidad de este cegamiento parcial. Evidentemente, no puede dejar en el aire nada que para él mismo sea oscuro. Tiene que reconocer el color. Es verdad que hay casos extremos en los que en el original (y para el «lector originario») hay algo que realmente no está claro. Pero son precisamente estos casos hermenéuticos extremos los que muestran con más claridad la situación forzada en la que siempre se encuentra el traductor. Aquí no cabe más que resignación. Tiene que decir con claridad las cosas tal como él las entiende. Pero como se encuentra regularmente en situación de no poder dar verdadera expresión a todas las dimensiones de su texto, esto significa para él una constante renuncia. Toda traducción que se tome en serio su cometido resulta más clara y más plana que el original. Aunque sea una reproducción magistral no podrán dejar de faltarle algunos de los armónicos que vibraban también en el original. (En algunos pocos casos de recreación verdaderamente maestra esta pérdida puede compensarse e incluso ser origen de una nueva ganancia; pienso, por ejemplo, en las Flores del mal de Baudelaire, que en su recreación por George parecen respirar una extraña nueva salud.)

El traductor tiene muchas veces dolorosa conciencia de la distancia que le separa necesariamente del original. Su trato con el texto tiene también algo de los esfuerzos del ponerse de acuerdo en una conversación; solo que aquí la situación es la de un acuerdo particularmente penoso, porque se reconoce que en último extremo la distancia entre la opinión contraria y la propia no es superable. E igual que en la conversación en la que se plantean esta clase de diferencias insuperables puede alcanzarse quizá en el vaivén de su decurso algún tipo de compromiso, también el traductor encontrará en el vaivén del pesar y sopesar la mejor solución, que nunca puede ser otra cosa que un compromiso. Igual que en la conversación, con el fin de alcanzar este objetivo, uno se pone en el lugar del otro para comprender su punto de vista, también el traductor intenta ponerse por completo en el lugar del autor. Pero esto no proporciona por sí solo ni el acuerdo en la conversación ni el éxito en la reproducción de la traducción. Las estructuras son claramente parecidas. El ponerse de acuerdo en una conversación implica que los interlocutores están dispuestos a ello y que van a intentar hacer valer en sí mismos lo extraño y adverso. Cuando esto ocurre recíprocamente y cada interlocutor sopesa los contra argumentos al mismo tiempo que mantiene sus propias razones puede llegarse poco a poco a una transferencia recíproca, imperceptible y no arbitraria, de los puntos de vista (lo que llamamos intercambio de pareceres) hacia una lengua común y una sentencia compartida. Del mismo modo el traductor tiene que mantener a su vez el derecho de la lengua a la que traduce y sin embargo dejar valer en sí lo extraño e incluso adverso del texto y su expresión. Sin embargo, tal vez esta descripción del hacer del traductor esté demasiado recortada. Incluso en los casos extremos en los que hay que traducir de una lengua a otra el tema apenas puede separarse de la lengua. Solo reproducirá de verdad aquel traductor que logre hacer hablar al tema que el texto le muestra, y esto quiere decir que dé con una lengua que no solo sea la suya sino también la adecuada al original. La situación del traductor y la del intérprete vienen a ser, pues, en el fondo la misma.

El ejemplo del traductor que tiene que superar el abismo de las lenguas muestra con particular claridad la relación reciproca que se desarrolla entre el intérprete y el texto, que se corresponde con la reciprocidad del acuerdo en la conversación. Todo traductor es intérprete. El que algo esté en una lengua extraña no es sino un caso extremo de dificultad hermenéutica, esto es, de extrañeza y de superación de la misma. En realidad en este sentido determinado inequívocamente son extraños todos los «objetos» con los que tiene que ver la hermenéutica tradicional. La tarea de reproducción propia del traductor no se distingue cualitativa, sino solo gradualmente de la tarea hermenéutica general que plantea cualquier texto.

Por supuesto que esto no quiere decir que la situación hermenéutica que se plantea con los textos sea idéntica a la que se plantea entre dos personas en una conversación. En el caso de los textos se trata de «manifestaciones vitales fijadas duraderamente» que deben ser entendidas, lo que significa que una parte de la conversación hermenéutica, el texto, solo puede llegar a hablar a través de la otra parte, del intérprete. Solo por él se reconvierten los signos escritos de nuevo en sentido. Al mismo tiempo, y en virtud de esta reconversión a la comprensión, accede al lenguaje el asunto mismo del que habla el texto. Igual que en las conversaciones reales, es el asunto común el que une entre sí a las partes, en este caso al texto y al intérprete. Igual que el traductor solo hace posible, en calidad de intérprete, el acuerdo en una conversación gracias a que participa en la cosa de la que se trata, también frente al texto es presupuesto ineludible del intérprete el que participe en su sentido.

En consecuencia, está plenamente justificado hablar de una conversación hermenéutica. La consecuencia será que la conversación hermenéutica tendrá que elaborar un lenguaje común, igual que la conversación real así como que esta elaboración de un lenguaje común tampoco consistirá en la puesta a punto de un instrumento para el fin del acuerdo, sino que, igual que en la conversación, se confundirá con la realización misma del comprender y el llegar a un acuerdo. Entre las partes de esta «conversación» tiene lugar una comunicación como la que se daría entre dos personas, y que es algo más que mera adaptación recíproca. El texto hace hablar a un tema, pero quien lo logra es en último extremo el rendimiento del intérprete. En esto tienen parte los dos.

La referencia del texto no se puede comparar según esto con un punto de vista fijo, inamovible y obstinado, que solo plantean al que intenta comprenderlo la cuestión única de cómo ha podido el otro llegar a una opinión tan absurda. En este sentido la comprensión no es seguramente una «comprensión histórica» que reconstruya la génesis del texto. Lo que uno entiende es que está comprendiendo el texto mismo. Pero esto quiere decir que en la resurrección del sentido del texto se encuentran ya siempre implicadas las ideas propias del intérprete
. El horizonte de este resulta de este modo siempre determinante, pero tampoco él puede entenderse a su vez como un punto de vista propio que se mantiene o impone, sino más bien como una opinión y posibilidad que uno pone en juego y que ayudará a apropiarse de verdad lo que dice el texto. Más arriba hemos descrito esto como fusión de horizontes. Ahora podemos reconocer en ello la forma de realización de la conversación, en la que un tema accede a su expresión no en calidad de cosa mía o de mi autor sino de la cosa común a ambos.

Es el romanticismo alemán el que sentó las bases del significado sistemático que posee la lingüisticidad de la conversación para toda comprensión. Él nos ha enseñado que en último extremo comprender e interpretar son la misma cosa. Solo este conocimiento podrá sacar al concepto de la interpretación del significado pedagógico-ocasional que tuvo en el siglo XVIII y darle un lugar sistemático, caracterizado por la posición clave que ha alcanzado el problema del lenguaje para el planteamiento filosófico en general.

Desde el romanticismo ya no cabe pensar como si los conceptos de la interpretación acudiesen a la comprensión, atraídos según las necesidades desde un reservorio lingüístico en el que se encontrarían ya dispuestos, en el caso de que la comprensión no sea inmediata. Por el contrario, el lenguaje es el medio universal en el que se realiza la comprensión misma. La forma de realización de la comprensión es la interpretación. Esta constatación no quiere decir que no exista el problema particular de la expresión. La diferencia entre el lenguaje de un texto y el de su intérprete, o la falla que separa al traductor de su original, no es en modo alguno una cuestión secundaria. Todo lo contrario, los problemas de la expresión lingüística son en realidad problemas de la comprensión. Todo comprender es interpretar, y toda interpretación se desarrolla en el medio de un lenguaje que pretende dejar hablar al objeto y es al mismo tiempo el lenguaje propio de su intérprete.

Con esto el fenómeno hermenéutico se muestra como un caso especial de la relación general entre pensar y hablar, cuya enigmática intimidad motiva la ocultación del lenguaje en el pensamiento. Igual que la conversación, la interpretación es un círculo encerrado en la dialéctica de pregunta y respuesta. Es una verdadera relación vital histórica, que se realiza en el medio del lenguaje y que también en el caso de la interpretación de textos podemos denominar «conversación». La lingüisticidad de la comprensión es la concreción de la conciencia de la historia efectual.

La relación esencial entre lingüisticidad y comprensión se muestra para empezar en el hecho de que la esencia de la tradición consiste en existir en el medio del lenguaje, de manera que el objeto preferente de la interpretación es de naturaleza lingüística. 

Teoría de la acción comunicativa

Habermas razona:

 El concepto de acción comunicativa fuerza u obliga a considerar también a los actores como hablantes y oyentes que se refieren a algo en el mundo objetivo, en el mundo social y en el mundo subjetivo y se entablan recíprocamente a este respecto pretensiones de validez que pueden ser aceptadas o ponerse en tela de juicio. Los actores no se refieren sin más intentione recta a algo en e1 mundo objetivo, en el mundo social o en el mundo subjetivo, sino que relativizan sus emisiones sobre algo en el mundo teniendo presente la posibilidad de que la validez de ellas pueda ser puesta en cuestión por otros actores. El entendimiento funciona como mecanismo coordinador de la acción del siguiente modo: los participantes en la interacción se ponen de acuerdo sobre la validez que pretenden para sus emisiones, es decir, reconocen intersubjetivamente las pretensiones de validez que recíprocamente se entablan unos a otros. Un hablante hace valer una pretensión de validez susceptible de crítica al referirse con su emisión a lo menos a un mundo y hace uso de la circunstancia de que tal relación entre actor y mundo es accesible en principio a un enjuiciamiento objetivo para desafiar a su prójimo a una toma de postura racionalmente motivada. Si prescindimos de que la expresión simbólica empleada ha de estar bien formada, un actor que se oriente al entendimiento en el sentido indicado ha de entablar implícitamente con su emisión exactamente tres pretensiones de validez, a saber: la pretensión...

— de que el enunciado que hace es verdadero (o que se cumplen en efecto, las condiciones de existencia del contenido proposicional mencionado);

— de que la acción pretendida es correcta por referencia a un contexto normativo vigente (o de que el contexto normativo a que la acción se atiene es él mismo legítimo), y

— de que la intención manifiesta del hablante es, en efecto, la que el hablante expresa.

El hablante pretende pues, verdad para los enunciados y presuposiciones de existencia, rectitud para las acciones legítimamente reguladas y para su contexto normativo, y veracidad en lo tocante a la manifestación de sus vivencias subjetivas.

(b) Mundo y mundo de la vida. Si entendemos la acción como dominio de situaciones, entonces el concepto de acción comunicativa destaca sobre todo dos aspectos en tal dominio de la situación: el aspecto teleológico de ejecución de un plan de acción y el aspecto comunicativo de interpretación de la situación y obtención de un acuerdo. Esencial para la acción orientada al entendimiento es la condición de que los participantes realicen de acuerdo sus planes en una situación de acción definida en común. Los participantes tratan de evitar dos riesgos: el riesgo de un entendimiento fallido, es decir, de disentimiento o malentendido, y el riesgo de un plan de acción fallido, es decir, el riesgo de fracaso. La evitación del primer riesgo es condición necesaria para hacer frente al segundo. Los participantes no pueden conseguir sus fines sin cubrir la necesidad de entendimiento que es menester para hacer uso de las posibilidades de acción que la situación ofrece —o en todo caso no pueden alcanzar ya tales fines por vía de acción comunicativa

Una situación representa el fragmento de un mundo de la vida delimitado por relación a un tema. Un tema surge en conexión con intereses y metas de acción de (a lo menos) un participante; circunscribe el ámbito de relevancia de los componentes de la situación susceptibles de ser tematizados y viene subrayado por los planes que los participantes conciben sobre la base de la interpretación que hacen de la situación, con el fin de realizar sus propios fines La situación de acción interpretada circunscribe un ámbito temáticamente abierto de alternativas de acción, es decir, de condiciones y medios para la ejecución de planes. A la situación pertenece todo lo que se hace sentir como restricción para las correspondientes iniciativas de acción. Mientras que el actor mantiene a las espaldas el mundo de la vida como recurso de la acción orientada al entendimiento, las restricciones que las circunstancias imponen a la ejecución de su plan le salen al paso como ingredientes de la situación. Y estos, en el sistema de referencia de los tres conceptos formales de mundo, pueden clasificarse como hechos, normas y vivencias.

Si se introduce de este modo el concepto de situación cabe distinguir entre «mundo» y «mundo de la vida» desde el punto de vista de la tematización de objetos y de la restricción de los espacios de iniciativa.

En primer lugar, los conceptos de «mundo» y «mundo de la vida» sirven al deslinde de ámbitos que para los participantes en una situación dada, o bien son accesibles a la tematización o quedan sustraídos a ella. Desde la perspectiva de los participantes, vertida hacia la situación, el mundo de la vida aparece como contexto formador de horizonte de los procesos de entendimiento, que delimita a la situación de acción y, por tanto, permanece inaccesible a la tematización. Con los temas se desplazan también los fragmentos del mundo de la vida relevantes para la situación, para los que surge una necesidad de entendimiento con vista a la actualización de posibilidades de acción. Solo lo que de este modo puede convertirse en ingrediente de la situación pertenece a los presupuestos tematizables (a voluntad) de las emisiones comunicativas con las que los participantes en la interacción se entienden sobre algo en el mundo. Bien es verdad que estas presuposiciones dependientes de la situación forman un contexto, pero aún no un contexto suficiente; no bastan para completar el significado literal de expresiones lingüísticamente estandarizadas, de suerte que estas cobren el significado perfectamente determinado de un texto. Por eso conviene distinguir entre contexto que es la situación y el contexto que es el mundo de la vida.

Como Searle ha mostrado, partiendo del último Wittgenstein, el significado de un texto solo puede aprehenderse sobre el trasfondo de una precomprensión que desarrollamos al crecer en nuestra cultura, precomprensión que tiene el estatus de supuestos de fondo propios de nuestro mundo de la vida
. Este saber de fondo, fundamental, que tácitamente ha de completar al conocimiento de las condiciones de aceptabilidad de las emisiones lingüísticamente estandarizadas para que un oyente pueda entender su significado literal, tiene propiedades curiosas. Es un saber implícito, que no puede exponerse en una multiplicidad finita de proposiciones; es un saber holísticamente estructurado, cuyos elementos remiten unos a otros, y es un saber que no está a nuestra disposición en el sentido de que no podemos hacerlo consciente a voluntad ni tampoco podemos ponerlo en duda a voluntad. El mundo de la vida nos es presente en el modo de autoevidencias con las que quienes actúan comunicativamente están intuitivamente familiarizados, de suerte que ni siquiera pueden contar con la posibilidad de que queden problematizadas. El mundo de la vida no es «sabido» en sentido estricto, pues el saber explícito se caracteriza porque puede ponerse en cuestión y puede fundamentarse. Solo el fragmento de mundo de la vida, relevante en cada caso para la situación, constituye un contexto susceptible de tematizarse a voluntad para las emisiones con las que los agentes comunicativos convierten en tema algo como algo en el mundo.

Pero el mundo de la vida no solo tiene la función de formar contexto. Ofrece a la vez una provisión de convicciones, a la que los participantes en la comunicación recurren para cubrir con interpretaciones susceptibles de consenso la necesidad de entendimiento surgida en una determinada situación. Como recurso, el mundo de la vida cumple, pues, un papel constitutivo en los procesos de entendimiento. Así, «mundo» y «mundo de la vida» se diferencian no solo desde el punto de vista de la tematización de objetos, sino también desde el de la restricción de espacios de acción. El mundo de la vida, en la medida en que entra en consideración como recurso de los procesos de interpretación, podemos representárnoslo como acervo lingüísticamente organizado de supuestos de fondo, que se reproduce en forma de tradición cultural. El saber de fondo transmitido culturalmente ocupa, frente a las emisiones comunicativas que se generan con su ayuda, una posición en cierto modo trascendental. Provee a que los participantes en la interacción encuentren ya de antemano interpretada, en lo que a contenido se refiere, la conexión entre mundo objetivo, mundo social y mundo subjetivo. Cuando los participantes transcienden el horizonte de una situación dada, no por ello se mueven en el vacío; vuelven a encontrarse de inmediato en otro ámbito, ahora actualizado, pero, sin embargo, ya preinterpretado, de lo culturalmente autoevidente. En la práctica comunicativa cotidiana no se dan situaciones absolutamente desconocidas; también las nuevas situaciones emergen de un mundo de la vida que está construido de una provisión de saber ya siempre familiar. Frente al mundo de la vida quienes actúan comunicativamente no pueden adoptar una actitud extramundana, como tampoco pueden hacerlo frente al lenguaje como medio de sus procesos de entendimiento.

Al ejecutar o entender un acto de habla, los participantes en la comunicación se mueven hasta tal punto dentro de su lenguaje, que una emisión actual no pueden ponerla ante sí como «algo intersubjetivo» al modo como pueden hacer experiencia de un suceso como algo objetivo, al modo como una expectativa de comportamiento les sale al paso como algo normativo, o al modo como viven (o atribuyen a otro) un deseo, un sentimiento, etc., como algo subjetivo. El medio del entendimiento se mantiene en una peculiar semitranscendencia. Mientras los participantes en la interacción mantengan su actitud realizativa, el lenguaje que actualmente utilizan permanece a sus espaldas. De ahí que cultura y lenguaje no cuenten como ingredientes de la situación. No restringen en modo alguno el espacio de acción, ni tampoco caen bajo uno de los conceptos formales de mundo con cuya ayuda los participantes se entienden acerca de una situación. No han menester ningún concepto bajo el que pudieran aprehenderse como elementos de una situación de acción.

Cosa distinta de lo que sucede con las tradiciones culturales es lo que acaece con las instituciones y las estructuras de la personalidad. Estas pueden, por supuesto, limitar el espacio de iniciativa de los actores, salirles al paso como ingredientes de la situación. De ahí que caigan también como algo normativo o como algo subjetivo, por así decirlo a nativitate, bajo uno de los conceptos formales de mundo. Mas esta circunstancia no debería llevar a suponer que las normas y vivencias (al igual que los hechos o las cosas y sucesos) se presentan exclusivamente como algo acerca de lo que los participantes en la interacción se entienden. Pueden adoptar un doble estatus —como ingredientes de un mundo social o de un mundo subjetivo, por un lado, y como componentes estructurales del mundo de la vida, por otro. El trasfondo que constituye el mundo de la vida consta de habilidades individuales, del saber intuitivo acerca de cómo arreglárselas en una situación, y de prácticas socialmente sabidas y ejercitadas, es decir, del saber intuitivo acerca de en qué puede uno estribar o en qué puede uno confiar en una situación dada, no menos que de convicciones de fondo trivialmente sabidas. Sociedad y personalidad no solo operan como restricciones; cumplen también la función de recursos. La problematicidad del mundo de la vida, en y desde el que se actúa comunicativamente, se explica por la seguridad que el actor debe a solidaridades acreditadas y a competencias probadas. Incluso cabría decir que el carácter paradójico del saber del que se compone el mundo de la vida, un saber que solo proporciona el sentimiento de certeza absoluta porque no se sabe de él, se debe a la circunstancia de que el saber acerca de en qué puede uno estribar y acerca de cómo se hace algo, está todavía entrelazado de forma indiferenciada con aquello que prereflexivamente se sabe. Pero si las solidaridades de los grupos integrados a través de valores y normas, y las competencias de los individuos socializados afluyen a tergo a la acción comunicativa, lo mismo que lo hacen las tradiciones culturales, lo más conveniente es corregir el estrechamiento culturalista del concepto del mundo de la vida.

(c) He introducido el concepto de mundo de la vida como trasfondo de la acción comunicativa. Mientras que al agente que actúa comunicativamente el fragmento del mundo de la vida relevante para la situación se le impone, por así decir, afronte como un problema que tiene que solucionar él, a tergo el agente se ve sostenido por el trasfondo que es su mundo de la vida. El dominio de las situaciones se presenta como un proceso circular en que el actor es a la vez ambas cosas: el iniciador de acciones imputables y el producto de tradiciones culturales en las que está, de grupos solidarios a que pertenece y de procesos de socialización y aprendizaje a los que está sujeto. Si en lugar de la perspectiva del agente adoptamos la del mundo de la vida, podemos transformar nuestra cuestión articulada en términos de teoría de la acción en una cuestión estrictamente sociológica: en la de qué funciones adopta la acción orientada al entendimiento para la reproducción del mundo de la vida. Los participantes en la interacción, al entenderse entre sí sobre una situación, se mueven en una tradición cultural, de la que hacen uso a la vez que la renuevan: los participantes en la interacción, al coordinar sus acciones a través del reconocimiento intersubjetivo de pretensiones de validez susceptibles de crítica, se apoyan en pertenencias a grupos sociales y refuerzan simultáneamente la integración de estos; y el niño, al participar en interacciones con personas de referencia que actúan competentemente, internaliza las orientaciones valorativas de su grupo social y adquiere capacidades generalizadas de acción.

Bajo el aspecto funcional de entendimiento la acción comunicativa sirve a la tradición y a la renovación de saber cultural; bajo el aspecto de coordinación de la acción, sirve a la acción social y al establecimiento de solidaridad; bajo el aspecto de socialización, finalmente, la acción comunicativa sirve al desarrollo de identidades personales. Las estructuras simbólicas del mundo de la vida se reproducen por vía de la prosecución de saber válido, de la estabilización de solidaridades grupales y de la formación de actores capaces de responder de sus actos. El proceso de reproducción conecta las nuevas situaciones con los estados existentes del mundo de la vida y ello tanto en la dimensión semántica de los significados o contenidos (de la tradición cultural), como en las dimensiones del espacio social (de los grupos socialmente integrados) y del tiempo histórico (de las generaciones que se suceden unas a otras) A estos procesos de reproducción cultural, de integración social y de socialización corresponden como componentes estructurales del mundo de la vida la cultura, la sociedad y la persona.

Llamo cultura a la provisión de saber de la que los participantes en la interacción, al entenderse entre sí sobre algo en el mundo, se proveen de interpretaciones. Llamo sociedad a los órdenes legítimos a través de los que los participantes en la interacción regulan su pertenencia a grupos sociales y con ello se aseguran la solidaridad. Por personalidad entiendo las competencias que convierten a un sujeto en capaz de lenguaje y acción, es decir, lo ponen en situación de participar en procesos de entendimiento y afirmar en ellos su propia identidad. El campo semántico de los contenidos simbólicos, el espacio social y el tiempo histórico constituyen las dimensiones en que se extienden las acciones comunicativas. Las interacciones entretejidas hasta formar la red de la práctica comunicativa cotidiana constituyen el medio a través del cual se reproducen la cultura, la sociedad y la persona. Estos procesos de reproducción se refieren a las estructuras simbólicas del mundo de la vida. Y de ello hemos de distinguir el mantenimiento del sustrato material del mundo de la vida.

La reproducción material se efectúa a través del medio que es la actividad teleológica, con la que los individuos socializados intervienen en el mundo para realizar sus fines. Como vio Max Weber, los problemas que el agente tiene que dominar en cada situación se dividen en problemas de «penuria interna» y «penuria externa». A estas categorías de tareas, que resultan desde la perspectiva de la acción, corresponden si consideramos las cosas desde la perspectiva del mantenimiento del mundo de la vida, los procesos de reproducción simbólica y reproducción material. 

Conclusión

En resumen: es propio del ser humano comunicarse. Para hacerlo utiliza un lenguaje. El lenguaje se compone de significantes cargados de significados. Los significados dependen del contexto y son imputados a los significantes a partir de los preconceptos que tiene el receptor. La comunicación supone un esfuerzo de entendimiento encaminado a lograr consenso sobre los significados y, luego, sobre lo que se dice o afirma. Las comunidades, especialmente las científicas, adoptan lenguajes formalizados, jergas, conforme a las cuales se atribuyen específicos significados a las palabras. La comprensión de las jergas no puede hacerse correctamente sin acoger los consensos sobre los significados que haya hecho la respectiva comunidad. Los contables tienen su propia jerga. Desde una perspectiva jurídica, la jerga contable debe ser usada al interpretar las normas que versan sobre la profesión en cuestión, salvo que existieren definiciones legales, cosa que no es común en el medio colombiano
.

Opiniones y certificaciones del revisor fiscal en la regulación colombiana

Introducción

Una vez que hemos presentado una breve teoría sobre el lenguaje y la comunicación, procedemos a introducir una visión corta del tema central de este escrito, tal cual éste está previsto en el sistema jurídico colombiano
.

Dos clases de comunicaciones del revisor fiscal

La ley colombiana regula, a través de distintas normas, las comunicaciones del revisor fiscal.

Algunas comunicaciones son medios que la Ley otorga al revisor fiscal para que pueda realizar su trabajo, tales como aquéllas mediante las cuales solicita datos
 (véase el numeral 6º del artículo 207 del Código de Comercio) o convoca los órganos sociales
 (por ejemplo, las previstas en el numeral 8º del citado artículo 207, o en el artículo 437 del mismo código)

Otras comunicaciones son las formas a través de las cuales el revisor fiscal da a conocer los resultados de sus trabajos. Entre estas se pueden distinguir:

1) La denuncia de irregularidades (numeral 2º del artículo 207 del Código de Comercio);

2) Los informes a las autoridades gubernamentales (numeral 3º del mismo artículo);

3) Las instrucciones sobre:

a) la contabilidad, las actas, la correspondencia, los comprobantes de las cuentas (numeral 4º, ibídem),

b) el control (numeral 6º, ejusdem);

4) Los dictámenes o informes sobre:

a) los estados financieros (numeral 7º del artículo 207, nombrado);

b) el cumplimiento de las regulaciones (numeral 3º del artículo 208 y numeral 1º del artículo 209 del Código de Comercio)

c) la forma como se llevan y conservan la contabilidad, los comprobantes de las cuentas, la correspondencia, los libros de actas y los de registro de acciones (numeral 3º del artículo 208 y numeral 2º del artículo 209 del código aludido)

d) el control interno (numeral 3º del artículo 209 del Código de Comercio), y

5) Las certificaciones que se expidan con fundamento en los libros de contabilidad (artículo 2º de la Ley 43 de 1990)

Esta parte de este documento centra su atención sobre las dos últimas clases de comunicaciones que se emiten para dar a conocer los resultados del trabajo del revisor fiscal.

Definiciones

Tanto en el lenguaje popular como en los textos legales se suele usar como sinónimos las palabras opinión (dictamen) y certificación. El Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española (vigésima primera edición) define Dictamen como la Opinión y juicio que se emite sobre una cosa, y Certificar como Asegurar, afirmar, dar por cierta una cosa. 

Tratándose de cuestiones técnicas, el uso de los términos en cuestión según su significado popular no es adecuado. En el párrafo 40 de la sección 680 del Pronunciamiento número 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública se lee:

Es importante aclarar la diferencia entre las certificaciones y las opiniones o dictámenes, pues la legislación tributaria vigente parece no distinguir entre una y otra.

Las certificaciones son posibles, especialmente, cuando se refieren a hechos concretos comprobables en su totalidad, para lo cual no es indispensable aplicar un juicio profesional imparcial o de apreciación discrecional enmarcado en los límites de lo simplemente razonable.

El dictamen u opinión es el fruto del juicio profesional sobre informaciones preparadas por terceros con base en la aplicación de sus propios criterios y examinadas por el contador público mediante la utilización de procedimientos de prueba, en la extensión y oportunidad que considere adecuados.

Por opinión se entiende la expresión de un juicio profesional, es decir, de una apreciación o concepto, sobre si una representación o declaración cumple los parámetros a que debe estar sometida.

Por certificación se entiende la manifestación, atestación
 o refrendación de la verdad de un hecho que se expone.

Desde la perspectiva de la teoría del conocimiento
, la opinión supera la duda. Ya no hay incertidumbre. La opinión, sin embargo, se limita a expresar una probabilidad, tan alta que se descarta lo contrario, aunque éste se considere posible.

La certificación, en cambio, expresa una certeza, es decir, el firme convencimiento sobre la verdad de lo que se afirma, que excluye la posibilidad de cualquier otra cosa.

Varias pueden ser las causas por las cuales se exprese una opinión en vez de una certificación, entre ellas: (1) la profundidad del trabajo desarrollado, pues puede o no que con base en él se adquiera certeza, (2) la naturaleza misma de las cosas, puesto que algunas no admiten la certeza, (3) el carácter cualitativo de lo que se juzga y afirma.

Precisiones de la jurisprudencia colombiana sobre informar y opinar

Los derechos a informar y a opinar se encuentran reconocidos en varios acuerdos internacionales y en la legislación de la casi totalidad de los países. Consagradas esas dos categorías resulta necesario ser capaz de diferenciarlas.

La Constitución Política colombiana consagra:

ART. 20— Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación.

Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura

Al respecto la jurisprudencia colombiana se ha pronunciado en muchas ocasiones, señalando, entre otras cosas:

5. Es importante hacer claridad sobre dos aspectos adicionales del ejercicio del derecho a la información. Se trata del derecho de la comunidad a recibir una información veraz e imparcial y de la responsabilidad social consustancial a la actividad de los medios de comunicación
.

La contrapartida de la libertad de informar, está dada por el derecho a recibir información veraz e imparcial. Este es un derecho público colectivo exigible a los medios de comunicación en aras de garantizar la libre formación de la opinión pública.

La veracidad de la información se circunscribe a hechos o a enunciados de carácter fáctico que pueden ser verificados. En cambio, la imparcialidad envuelve la dimensión interpretativa de los hechos, la cual incluye elementos valorativos y está a mitad de camino entre el hecho y la opinión.
 En efecto, la escogencia de una situación fáctica y la denominación que se le dé implica ya una valoración de la misma. Una rigurosa teoría general y abstracta sobre la interpretación haría imposible exigir la presentación imparcial de un hecho, ya que toda interpretación tendría algo de subjetiva. El constituyente no quiso llegar hasta este extremo, y optó por vincular la exigencia de imparcialidad de la información al derecho del público a formarse libremente una opinión, esto es, a no recibir una versión unilateral, acaba y «prevalorada» de los hechos que le impida deliberar y tomar posiciones a partir de puntos de vista contrarios, expuestos objetivamente
.

Esta exigencia no significa, como podría pensarse en un primer momento, la anulación del derecho del medio de comunicación a expresar su opinión sobre los hechos informados. Su finalidad va encaminada a establecer en los noticieros o programas cuyo objeto principal sea informar al público sobre el acontecer nacional o mundial, una clara distinción entre lo que es un hecho y la opinión
 que dicho hecho suscita para los propietarios o editores del medio masivo de comunicación. Lo anterior es una garantía del público en general con miras a que la información no se gobierne exclusivamente con patrones puramente comerciales ni se suministre en forma de «mercancía», lista para consumir, sino mediante la presentación de la mayor cantidad de elementos de juicio que le permita adoptar una posición crítica y enriquecida, y de esta forma pueda contribuir eficazmente a la controversia democrática.

Una información parcial, que no diferencia entre hechos y opiniones en la presentación de la noticia, subestima al público receptor, no brinda la posibilidad a los lectores u oyentes para escoger y enjuiciar libremente, y adquiere los visos de una actitud autoritaria, todo lo cual es contrario a la función social que cumplen los medios de comunicación para la libre formación de la opinión pública.

Las consideraciones hechas en torno a la libertad de opinión son esencialmente aplicables a la de información, pues la Constitución les da idéntico alcance al consagrarlas ambas (en la misma norma), como derechos fundamentales:

«Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial...».

No significa eso que las dos actividades sean equivalentes. Porque si la opinión, implica un juicio de valor, la información lo que demanda es la elaboración de un juicio de ser, mediante el cual se comunica el conocimiento que se tiene acerca de una situación o de un hecho. Las dos operaciones a menudo se combinan, consciente o inconscientemente, en la actividad diaria del comunicador, por que lo más corriente es presentar el hecho evaluado. Por cierto que las dos operaciones, virtualmente diferenciables, pueden condicionarse mutuamente e incidir la una en la otra, pues en ocasiones el comunicador es reticente a aceptar un hecho frente al cual tiene una actitud de censura, o tiende a aceptarlo sin mayores elementos de prueba, si es favorable a sus intereses
. Contra ese tipo de sincretismo, a veces tramposo, libró una histórica lucha el «antiperiodista» Karl Kraus, en la Viena de la primera mitad de siglo.

Ahora bien, en la información hay que distinguir dos aspectos: lo que se informa y la manera como se hace. Para el primero vale lo que ya se dijo a propósito de la opinión, particularmente cuando ella versa sobre un campo especializado del conocimiento: no es posible dar información adecuada y confiable sobre materias que se ignoran
, ya se trate de astronomía, bioquímica, economía o derecho. Si se tratara, entonces, de exigir rigor en lo que se comunica, debería exigirse destreza del comunicador en el campo acerca del cual informa.

Otra cosa es el modo más o menos eficaz como se informa. Este, sin duda, supone el empleo de conocimientos lógicos, gramaticales y técnicos, a cuya enseñanza (y a la de otros cursos, especialmente humanísticos), se aplican las facultades o los departamentos universitarios de ciencias de la comunicación, comunicación social o periodismo (denominación ésta en desuso) Si bien algunas de las materias que allí se enseñan pueden aprenderse también por fuera de los claustros, es claro que son éstos el lugar más indicado para hacerlo, por la competencia de las personas encargadas de la docencia y por el alto grado de especialización que han alcanzado hoy tales unidades académicas. La conveniencia de dichos estudios, para las personas que se dedican a la tarea de informar y a realizar las demás tareas propias de un comunicador, no es siquiera objeto de controversia
.

Lo que se cuestiona es si la capacitación que ellos confieren, puede ser exigida como condición para cumplir la actividad de informar (de modo permanente), dentro de un sistema político que consagra la libertad de información como un derecho fundamental de toda persona.

A juicio de la Corte, la respuesta tiene que ser negativa, por las razones que atrás quedan consignadas, a propósito de la libertad de opinión, pues, como se ha dicho en otro aparte de esta sentencia, la Constitución consagra la libertad de información con el mismo vigor y alcance que aquélla, alcance y vigor que no pueden ser menguados con la consideración de que en materia de información los riesgos sociales son mayores cuando ella no es «veraz e imparcial» como la que tiene, también derecho a recibir toda persona. Parece entonces oportuno hacer referencia a este asunto.

14. La libertad de opinión, y los derechos a informar y a recibir información, no obstante encontrarse en la misma disposición constitucional y tener, todos ellos, carácter fundamental, e incluso, a pesar de que comparten lo que se ha denominado una especial preferencia, constituyen derechos de distinto alcance y contenido. Ciertamente, como entra brevemente a estudiarse, un límite que puede ser considerado como ilegítimo referido a la libertad de opinión, puede, sin embargo, constituir una restricción constitucionalmente válida si se aplica al derecho a informar.

La libertad de expresar las ideas y opiniones, como lo ha sostenido la corporación, se refiere al derecho de todas las personas a comunicar libremente y por cualquier medio sus propias concepciones e ideas, sus pensamientos y juicios de valor, sin pretender presentar hechos o sucesos de manera objetiva. Como se afirmó, esta libertad, en principio, no tiene límites preestablecidos, pese a que puedan eventualmente establecerse algunas restricciones encaminadas, por ejemplo, a patrocinar la igualdad en el acceso a los medios masivos, evitar expresiones gravemente injuriosas, o proteger a la niñez frente a formas en extremo violentas de manifestar ciertas opiniones o pensamientos.

A su turno, el derecho a informar, constituye, en sociedades abiertas, una condición para el ejercicio libre y pleno de la libertad de expresar las ideas y opiniones. El derecho a informar garantiza la libertad de buscar, seleccionar, elaborar y suministrar al público —en auditorios más o menos abiertos, como los centros educativos, los lugares de trabajo o los medios masivos de comunicación—, información veraz —o al menos ampliamente confrontada— e imparcial, sobre datos, hechos o sucesos que puedan ser «noticia».

La veracidad y la imparcialidad, constituyen límites constitucionales al derecho a informar —que no a la libertad de opinión—, de la mayor envergadura, pues se encuentran relacionados, justamente, con el tercer derecho de que trata el mencionado artículo 20 de la C.P., que corresponde al derecho a recibir información veraz e imparcial. A este respecto, es copiosa y clara la jurisprudencia de esta corporación. Baste citar un aparte de la sentencia ST-066 de 1998, que hace un recuento de la jurisprudencia anterior sobre la materia:

«22. El artículo 20 de la Constitución acoge una diferenciación, que es aceptada en la doctrina y la jurisprudencia de otros países, y que es importante de atender cuando se trata sobre la actividad que realizan los medios de comunicación. Así, mientras que, por un lado, el artículo establece la libertad de expresar y difundir los propios pensamientos y opiniones, por el otro se señala que existe libertad para informar y recibir información veraz e imparcial. La primera libertad se refiere al derecho de todas las personas de comunicar sus concepciones e ideas, mientras que la segunda se aplica al derecho de informar y de ser informado sobre los hechos o sucesos cotidianos.

Las dos libertades reciben un trato distinto: así, mientras que la libertad de expresión prima facie no conoce límites, la libertad de informar está atada constitucionalmente a dos condiciones, a saber: la veracidad y la imparcialidad. La explicación del desigual tratamiento de estas dos libertades salta a la vista: en una sociedad democrática y liberal no se puede impedir que cada cual tenga y exponga sus propias opiniones, pero algo diferente es que exponga hechos que no corresponden a la realidad o que suministren una versión sesgada de ella, induciendo así a engaño a los receptores de información (6)

(6) “Para esta Sala es claro que, en la vida real, la opinión que se tenga sobre unos hechos determinados influye de alguna forma en la descripción que se haga de ellos. Sin embargo, el periodista habrá de intentar siempre mantener separadas sus opiniones de la narración de los hechos, de tal manera que el público pueda diferenciar los dos momentos». Sobre este tema ver las sentencias T-522 de 1995 y T-472 de 1996.

15. Ha entendido la Corte que la libertad de información comporta un doble sentido: tiene que ver, por un lado, con el derecho subjetivo de la persona para difundir una información sin verse sometido a una coacción externa desproporcionada y, por el otro, con el derecho en cabeza del receptor, para recibir información veraz, oportuna e imparcial. Se reafirma así la responsabilidad social asignada a quien hace uso de este derecho.

Sobre esta doble connotación ya existen planteamientos jurisprudenciales que dan mayor claridad al respecto, uno de los cuales se reseña en la sentencia T-332/93, donde la Corte dijo:

«Recuérdese, sin embargo, que el derecho a la información es de doble vía, característica trascendental cuando se trata de definir su exacto alcance: no cobija únicamente a quien informa (sujeto activo), sino que cubre también a los receptores del mensaje informativo (sujetos pasivos), quienes pueden y deben reclamar de aquel, con fundamento en la misma garantía constitucional, una cierta calidad en la información. Ésta debe ser, siguiendo el mandato que reconoce el derecho, veraz e imparcial». Significa ello que no se tiene simplemente un derecho a informar, pues el constituyente ha calificado este derecho defendiendo cuál es el tipo de información que protege. Vale decir, la que se suministra desbordando los enunciados límites, —que son implícitos y esenciales al derecho garantizado— realiza anti-valores (falsedad, parcialidad) y, por ende, no goza de protección jurídica; al contrario, tiene que ser sancionada y rechazada porque así lo impone un recto entendimiento de la preceptiva constitucional.» (Cfr. sents. T-552/92, SU-56/95, T-605/98)

31. El principio de veracidad se constituye en requisito y a la vez límite del derecho a informar que impone al emisor la obligación de actuar de manera prudente y diligente en la comprobación de los hechos o situaciones a divulgar. No se exige que la información sea estrictamente verdadera, sino que comporta la necesidad de haber agotado un razonable proceso de verificación, aunque la total exactitud sea controvertible o se incurra en errores circunstanciales siempre y cuando no afecten la esencia de lo informado. Sobre el particular esta Corte ha dicho que, «la definición de lo que es veraz puede arrojar muchas dificultades (…) pero más aún, en muchos eventos puede ser imposible para el informador determinar con precisión si el hecho que llega a su conocimiento es absolutamente cierto o no. Si en este último caso se aplicara una noción absolutamente estricta de veracidad se podría paralizar la actividad investigativa de los medios de comunicación, con lo cual se afectaría en forma fundamental su labor de control a las instancias de poder»(18)

(18) Sentencia T-066/98. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.

33. La consideración anterior, da paso ahora al tercer principio que debe respetar el informador, correspondiente al principio de imparcialidad. Esta imparcialidad, tratándose de medios de comunicación, implica evitar emitir juicios valorativos que puedan afectar la percepción de los hechos por el auditorio. Sin embargo, «una rigurosa teoría general y abstracta sobre la interpretación haría imposible exigir la presentación imparcial de un hecho ya que toda interpretación tendría algo de subjetiva. El constituyente no quiso llegar hasta este extremo, y optó por vincular la exigencia de imparcialidad de la información al derecho del público a formarse libremente una opinión, esto es, a no recibir una versión unilateral, acabada, «pre-valorada» de los hechos que le impida deliberar y tomar posiciones a partir de puntos de vista contrarios, expuestos objetivamente»(20) Es deseable entonces, que en cualquier información haya absoluta claridad sobre la forma en que se van a presentar los hechos o situaciones, y aun cuando su omisión no constituya siempre desconocimiento del principio, sí es un indicativo de responsabilidad y seriedad que permite crear una visión objetiva e imprime credibilidad al medio informativo. Ello no significa que la presentación de un suceso puede ser arbitraria o contradictoria con el contenido de este porque como lo señaló la Corte en la sentencia T-259/94, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, «de nada sirve que el contenido de la noticia sea exacto si el titular usado para encabezarla no lo es y viceversa», criterio este extensivo a los medios televisivos, porque forman en el receptor una primera impresión nada fácil de borrar.

(20) Sentencia T-080/93 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.

Los miembros de toda comunidad, con las salvedades que la propia Constitución consagra (por ejemplo, las instituciones que hacen parte de la fuerza pública), son deliberantes y gozan de plena libertad para exponer en público sus concepciones y enfoques en torno a los temas que son de su interés, y por tanto, mientras lo hagan sin violencia y dentro de las reglas jurídicas aplicables, y sin provocar daño a los otros —respecto de lo cual les serán exigibles responsabilidades posteriores—, forma parte de su derecho fundamental a expresarse con libertad la posibilidad de asumir posiciones críticas en los asuntos objeto del interés colectivo. En consecuencia, es inalienable la libertad que tiene cada uno de manifestar sin coacciones ni temores su personal opinión —favorable o desfavorable— sobre la manera como se conducen los destinos comunes y acerca de la aceptación o rechazo que, en su criterio, merecen los responsables de esa conducción. Ello representa, además, para los individuos, una forma de participar en las decisiones que los afectan, garantizada en el artículo 2º de la Carta Política» (sent. SU-667/98 M.P. José Gregorio Hernández Galindo)

38. Cualquier análisis serio del derecho a la libertad de expresión tiene que adelantarse en concordancia con el derecho a la información: «Toda opinión lleva, de forma más o menos explícita, un contenido informativo, y toda información, un contenido valorativo de opinión, sin el cual la información ni siquiera se justifica como actividad social» (24)

(24) Balaguer Callejón María Luisa, El derecho fundamental al honor, Editorial Tecnos, Madrid, 1992, pág. 187.

5. La libertad de opinión, que hace parte del derecho a la libertad de expresión (14), garantiza a toda persona el derecho a comunicar sus ideas y pensamientos. Según la jurisprudencia de esta corporación, en principio tal derecho no encuentra límites:

(14) Sentencia T-066 de 1998. En igual sentido C-010 de 2000.

«Las dos libertades [de expresión y de información] reciben un trato distinto: así mientras que la libertad de expresión prima facie no conoce límites, la libertad de informar está atada constitucionalmente a dos condiciones, a saber: la veracidad y la imparcialidad. La explicación del desigual tratamiento de estas dos libertades salta a la vista: en una sociedad democrática y liberal no se puede impedir que cada cual tenga y exponga sus propias opiniones, pero algo diferente es que exponga hechos que no corresponden a la realidad o que suministren una versión sesgada de ella induciendo así a engaño a los receptores de información» (15)

(15) Ídem.

Destinatarios de las opiniones y las certificaciones

Por su propia naturaleza, las opiniones y las certificaciones están dirigidas a terceros. Es decir, tales comunicaciones tienen el propósito de informar a otras personas, distintas de su preparador y de quien dictamina o certifica.

Ahora bien: por regla general existen destinatarios tanto inmediatos como mediatos. Son destinatarios inmediatos, por ejemplo, los accionistas a quienes se presenta el dictamen sobre los estados financieros de propósito general cortados al cierre de un período contable.

Los destinatarios mediatos pueden ser determinados o indeterminados. Generalmente el público es destinatario mediato de los dictámenes
.

Aunque en principio una comunicación sólo puede ser conocida por su destinatario, no debe olvidarse que existen casos en que, sea por la causa que los origina, sea por mandato de las normas legales, una opinión o certificación será conocida por destinatarios mediatos, como sucede con todos aquellos dictámenes objeto de publicación, así como con las certificaciones que tienen como finalidad ser aducidas como prueba.

Los emisores son responsables por sus opiniones y certificaciones, tanto respecto de los destinatarios inmediatos como a los mediatos 
 
.

Recordemos que los destinatarios de las comunicaciones del auditor no están en pié de igualdad. Algunos, como el Estado, gozan de plena capacidad de comprobación, otros tienen posibilidades limitadas y hay quienes no tienen ninguna posibilidad de verificar lo que dice un auditor.

Función jurídica de las opiniones y las certificaciones

La función social de las comunicaciones es la de informar
. En un contexto jurídico, además de informar, las opiniones y certificaciones están destinadas a servir de prueba de lo que en ellos se afirme.

Para poner en funcionamiento una norma jurídica es necesario probar los hechos que ella contempla como supuestos o condiciones de la consecuencia que la misma ley establece
.

Un principio general del derecho enseña que quien alega que un hecho sucedió, debe probarlo. Existen diversos medios de prueba, como, por ejemplo, la confesión, el testimonio, el documento, la inspección, el dictamen pericial...

Las presunciones son un medio de prueba. La presunción es una forma indirecta de probar, que consiste en demostrar un hecho (indicador), comprobación que por ministerio de la ley sirve para dar por acreditado otro hecho (indicado)
.

Hay presunciones llamadas de derecho que se distinguen porque comprobado el hecho indicador no es jurídicamente posible infirmar o desconocer el hecho indicado. Otra clase de presunciones son las de hecho. En este caso, a pesar de la prueba del hecho indicador, es posible demostrar que no es cierto el hecho indicado. La Ley misma establece en qué casos una presunción es de hecho o de derecho.
 

El legislador colombiano ha decidido que la atestación y firma de un contador público sirva para probar
. A este efecto legal se le denomina comúnmente fe pública contable
. Cuando un contador hace una afirmación y la refrenda con su firma, siempre que esté obrando dentro del ámbito de su profesión, suministra al destinatario de su atestación una prueba. Esta prueba opera como una presunción de hecho
: acreditado el hecho indicador (la atestación y firma del contador) se da por cierto (hechos indicados) que el acto respectivo se ajusta a los requisitos legales
, lo mismo que a los estatutarios en el caso de personas jurídicas. Si lo atestado es un balance, se presume, además, que los saldos se han tomado fielmente de los libros, que éstos se ajustan a las normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la correspondiente situación financiera en la fecha del balance (véase el artículo 10º de la Ley 43 de 1990)

Cuando un contador público firma una declaración tributaria, según el artículo 581 del respectivo estatuto, se da por probado (hechos indicados) que (1) los libros de contabilidad se encuentran llevados en debida forma, de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados y con las normas vigentes sobre la materia, (2) que los libros de contabilidad reflejan en forma razonable la situación financiera de la empresa y (3) que las operaciones registradas en los libros se sometieron a las retenciones que establecen las normas vigentes, en el caso de la declaración de retenciones.

En el pasado, para proteger el valor de prueba asignado a las atestaciones de los contadores públicos, la ley determinó asimilar tales profesionales a funcionarios públicos para el efecto de las sanciones penales por los delitos que llegaren a cometer en ejercicio de la fe pública (véase, por ejemplo, el parágrafo del artículo 10º de la Ley 43 de 1990) Esta asimilación, en mi sentir, fue derogada por el Código Penal contenido en la Ley 599 de 2000. Lo cual no significa que ahora no exista una forma de protección legal, sino que se abandonó el instrumento de la asimilación, combatido hace rato.

La única forma como un contador público puede evitar que de su atestación se den por probados los hechos indicados es manifestando una reserva o salvedad sobre ellos.

Ahora bien: no es por razones graciosas que el Legislador ha construido una presunción con base en las atestaciones de los contadores públicos. Pero tampoco debe creerse que ello ha sucedido por ser necesario (es decir, inevitable) o porque ello sea inherente (esencial) a tales comunicaciones. Esa presunción está ideada bajo la confianza en que el común de los contadores se comporta profesionalmente.

Así las cosas, conviene recordar cuales son los supuestos sobre los que se basa la asignación de valor probatorio a las manifestaciones de los expertos –en el caso que estamos hablando a las comunicaciones del contador. Para el efecto nos remitimos aquí a las Federal Rules of Evidence, aplicables en los Estados Unidos de América
, en las cuales se lee:

Rule 702. Testimony by Experts

If scientific, technical, or other specialized knowledge will assist the trier of fact to understand the evidence or to determine a fact in issue, a witness qualified as an expert by knowledge, skill, experience, training, or education, may testify thereto in the form of an opinion or otherwise, if (1) the testimony is based upon sufficient facts or data, (2) the testimony is the product of reliable principles and methods, and (3) the witness has applied the principles and methods reliably to the facts of the case.

Características exigidas por la ley respecto de toda certificación u opinión

Se lee en la Ley 43 de 1990:

Artículo 69- El certificado, opinión o dictamen expedido por un contador público deberá ser claro, preciso y ceñido estrictamente a la verdad
.

Artículo 70- Para garantizar la confianza pública en sus certificaciones, dictámenes u opiniones, los contadores públicos deberán cumplir estrictamente las disposiciones legales y profesionales y proceder en todo tiempo de forma veraz, digna, leal y de buena fe, evitando actos simulados, así como prestar su concurso a operaciones fraudulentas o de cualquier otro tipo que tiendan a ocultar la realidad financiera de sus clientes, en perjuicio de los intereses del Estado o del patrimonio de particulares, sean éstas personas naturales o jurídicas.

Sobre este asunto la Junta Central de Contadores sostuvo:

Tampoco ha sido parámetro de actuación de la Junta Central de Contadores, el cuestionar o querer direccionar a los profesionales de la contaduría pública sobre la forma como deben expresar sus opiniones, pero si es una obligación legal de la Corporación vigilar el cumplimiento de las disposiciones normativas entre ellas el artículo 69 de la ley 43 de 1990, que exige que los dictámenes, opiniones o certificaciones expedidos por un Contador Público deberán ser claros, precisos y ceñidos a la verdad, constituyéndose en actitud trasgresora de esta norma el emitir los mismos en forma contradictoria o que no guarde coherencia en su totalidad (...)

Requisitos de toda opinión o certificación

Para que se consideren elaborados conforme a la ley, toda opinión o certificación debe cumplir los siguientes requisitos:

1) Debe basarse en evidencia. La evidencia, por su parte, debe satisfacer las siguientes condiciones:

a) Haber sido obtenida aplicando normas técnicas generalmente aceptadas
;

b) Ser válida, confiable, suficiente y auténtica;

c) Estar documentada en papeles de trabajo.

2) Entre la opinión o certificación y la evidencia debe haber correspondencia.

3) La opinión o certificación debe expresarse cumpliendo los requisitos de forma. Aunque para casos especiales pueden existir otros, estos requisitos generalmente consisten en el escrito debe (a) estar debidamente fechado, (b) identificar aquello sobre lo que se opina o certifica, (c) señalar el tipo de trabajo desarrollado y su alcance, (d) expresar la opinión o certificación y (e) firmar el documento con indicación de la tarjeta profesional.

El contenido de la opinión o certificación determina la naturaleza y el alcance del trabajo a desarrollar

En el aparte anterior se ha indicado que toda opinión o certificación debe apoyarse en evidencia. Esta debe ser recogida o acumulada por el contador público, aplicando para el efecto normas técnicas de general aceptación.

El contenido que habrá de tener la certificación u opinión, determina qué es lo que debe comprobarse, es decir, la naturaleza del trabajo a desarrollar. La afirmación o el juicio que deberá expresarse en la certificación o dictamen impone de suyo el tipo de tarea a efectuar y, correlativamente, la elección de las reglas técnicas aplicables en cada caso.

De igual manera, el alcance o profundidad del trabajo y, más concretamente, la cantidad y calidad de la evidencia, está condicionada por el tipo de comunicación a emitir. La certificación exige obtener certeza, de tal suerte que la comprobación debe ser completa. La opinión es la expresión de un juicio, de manera que, entre otras cosas, la evidencia en que se apoye puede ser inductiva y no necesariamente conclusiva, los hechos son considerados en conjunto y no como individualidades, la existencia de errores o desviaciones es medida en términos de la materialidad que les reconocería el destinatario de la opinión.

El dictamen sobre los estados financieros

Definición de dictamen

Un dictamen sobre estados financieros es un documento
 mediante el cual un contador público
 expresa su conclusión sobre la manera como los estados en cuestión, de acuerdo con una base de contabilidad, muestran la situación financiera de la empresa, el resultado de sus operaciones, los cambios en su patrimonio y sus flujos de efectivo.

El trabajo que debe desarrollarse para emitir dicho dictamen es denominado auditoría financiera.

Normas legales aplicables al dictamen

Las principales normas legales que regulan el dictamen sobre los estados financieros son:

1) El artículo 10º de la Ley 145 de 1960;

2) El artículo 208 del Código de Comercio;

3) El numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990, y

4) El artículo 38 de la Ley 222 de 1995.

Pueden verse, a título de orientación más no de regla exigible
:

1) El Pronunciamiento número 6 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública;

2) Las secciones 655, 665, 670 y 675 del Pronunciamiento número 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

Supuesto específico del dictamen sobre estados financieros

Para poder expresar un dictamen sobre estados financieros se requiere que éstos previamente
 hayan sido certificados.
La expresión estados financieros certificados está definida por las normas jurídicas, concretamente en el artículo 37 de la Ley 222 de 1995. No es el objeto de este documento estudiar los estados financieros
. Nos limitamos a resaltar, en cuanto es lo que aquí interesa, que la certificación es la forma legal mediante la cual los preparadores de la información asumen la responsabilidad que les corresponde sobre los estados financieros
.

Contenido mínimo del dictamen

Tanto el artículo 10º de la Ley 145 de 1960 como el artículo 208 del Código de Comercio, indican el contenido mínimo que debe tener un dictamen sobre estados financieros. El artículo 38 de la Ley 222 de 1995 facultó al Gobierno Nacional para determinar ese contenido, pero esta facultad fue declarada inconstitucional
. Por su parte el numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990 exige incluir ciertas manifestaciones adicionales en el dictamen.

En los dos primeros artículos se utiliza la expresión “por lo menos”, al paso que en el tercero se habla expresamente del contenido “mínimo” del dictamen. Es, pues, claro que los contadores públicos pueden adicionar su dictamen con otras manifestaciones distintas de las enumeradas por las normas legales.

La doctrina contable en materia de auditoría distingue entre los informes “cortos” y los “largos”. El contenido consagrado en la ley colombiana corresponde a la versión resumida de una opinión. Obsérvese que el artículo 10º de la Ley 145 de 1960 dice que el informe debe ser sucinto (breve, compendioso)
.

Aunque se exige un contenido mínimo, la ley colombiana no impone una fraseología obligatoria para la redacción del dictamen
. El Consejo Técnico de la Contaduría Pública, en sus Pronunciamientos 6 y 7, incluye “modelos” de dictamen. Por ser eso, “modelos”, son guías o ayudas emitidas para auxiliar al contador público en la elaboración de su dictamen, más no formas de obligatorio cumplimiento (véase los párrafos 8 y 9, sección 530, Pronunciamiento número 6)

Manifestación de la relación del contador público con los estados financieros que dictamina

El literal a) del numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990 exige al contador público expresar “clara e inequívocamente” su relación con los estados que dictamina.

Manifestar dicha relación no es otra cosa que expresar el vínculo jurídico que une al contador con el preparador de los estados financieros. Varias posibilidades pueden darse, tales como la de obrar en el carácter de perito, de auditor financiero externo, de revisor fiscal, o de delegado por una sociedad de contadores públicos para desempeñar la auditoría o la revisoría.

En todo caso debe quedar clara la calidad en virtud de la cual se dictamina y, si es necesario, el grado de dependencia respecto del preparador (véanse los párrafos 4, 5, 38 y 39 del Pronunciamiento número 6 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública)

La calidad aducida debe corresponder a la realidad. Aquí conviene recordar que ante los terceros se es revisor fiscal no desde el nombramiento, ni desde la posesión, sino desde la inscripción de la designación en el respectivo registro. Una vez el contador público termina su encargo para actuar como revisor fiscal, cualquier informe que emita, con base en el trabajo que él hubiese desarrollado, tendrá que producirse en calidad de contador público independiente y no podrá serlo en la calidad que ya no tiene (la de revisor fiscal) 
 
.

Tratándose de actividades regladas, la manifestación de la relación o vínculo implica la asociación del profesional en cuestión con el conjunto de disposiciones que gobiernan la calidad, cargo u órgano de que se trate.

Manifestación del carácter y alcance del examen

Tanto la ley como las normas de la profesión contemplan distintos tipos de trabajo, cada uno con un alcance propio
. Esos trabajos se diferencian no solo por la clase de procedimientos que se realizan sino también por el nivel de seguridad que se obtiene de ellos. Para cada trabajo existen normas técnicas de referencia.

Una vez expresada la calidad en la cual se actúa, como se explicó en el aparte precedente, el ordenamiento jurídico colombiano (literal a, numeral 3º, artículo 7º de la Ley 43 de 1990) exige que se indique, también en forma clara, el sentido (razón de ser, finalidad) del compromiso adquirido. Se completa así la invocación necesaria del marco dentro del cual debe encuadrarse el dictamen que se va a emitir. Lo cual, obviamente, tiene importantes consecuencias en la determinación de la responsabilidad
 respectiva.

Adicionalmente, la manifestación del carácter y del alcance del examen es la forma de comunicar al destinatario de la opinión qué se hizo, de manera que él cuente con una idea precisa del trabajo realizado, que le permita interpretar y sopesar debidamente su resultado
.

Manifestación sobre la obtención de las informaciones necesarias para cumplir las funciones

La ley colombiana, antes de indagar por el concepto u opinión que se hubiere formado el contador público con base en los resultados de su examen, le formula dos preguntas, que tienen en común el propósito de establecer si dicho profesional cuenta con fundamento suficiente para dictaminar.

La primera de tales preguntas está encaminada a definir si el contador obtuvo las “informaciones necesarias
” para cumplir sus funciones.

Ya hemos indicado que la auditoría supone la obtención de evidencia que permita concluir si se cumple o no con el patrón de referencia escogido. La evidencia a obtener, de otra parte, será aquélla que corresponda al carácter y alcance del trabajo contratado, punto que se trató en el aparte anterior.

Una condición esencial de una auditoría es que se garantice, formal y materialmente, la libertad de acceso a la evidencia por parte del auditor. Ahora bien: puede suceder que el cliente no haya suministrado la información, o haya impedido el acceso, a los registros, documentos o bienes de la empresa, evitando así que el contador obtenga evidencia sobre aquello que está llamado a comprobar
.

Puede también suceder que no obstante la adecuada disposición y colaboración del cliente, el contador no obtenga evidencia válida y suficiente sobre las aserciones que debe probar
.

Aunque lo primero es más grave que lo segundo, en materia de dictámenes, según enseñan las normas de la profesión, una u otra circunstancias pueden traer consigo la necesidad de abstenerse de opinar. La abstención debe expresarse explícita y claramente, tal cual lo exige el literal e) del numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990.

Ahora bien: si el contador público ha podido obtener y, como consecuencia de su inactividad o descuido, no obtuvo la evidencia necesaria, podrá ser castigado por negligente.

Si no ha obtenido la evidencia pero, al contestar la pregunta que nos ocupa, afirma que si consiguió las informaciones necesarias, incurrirá en una afirmación falsa, por la cual será responsable, siendo imposible que luego alegue lo contrario.

La validez y suficiencia de la evidencia es asunto que se determina aplicando un juicio profesional. Pero esto no significa que sea un asunto discrecional, arbitrario, potestativo o meramente subjetivo. Como veremos enseguida existe un estándar objetivo al respecto.

Manifestación sobre la aplicación de la técnica de la interventoría de cuentas

La segunda pregunta que el legislador formula al contador público que dictamina se orienta a establecer si en el curso de la revisión
 se han seguido los procedimientos aconsejados por la técnica de la interventoría de cuentas.

Como se recordará, se ha debatido qué es la técnica de la interventoría de cuentas y cuáles son los procedimientos que ella aconseja. Sin embargo, desde el punto de vista meramente jurídico, con base en sólidas razones que no es del caso exponer en este momento
, debe concluirse que se trata de las llamadas normas de auditoría de general aceptación, las cuales son de obligatoria aplicación por parte de un contador público, tal como lo consagra el numeral 2º del artículo 8º de la Ley 43 de 1990.

La aplicación obligatoria de las normas de auditoría deja en claro que la obtención de la evidencia no es asunto sujeto al libre albedrío del contador, sino que, precisamente por tratarse de una actividad profesional, ha de obrarse conforme a la técnica que ese oficio impone.

El artículo 7º de la Ley 43 de 1990 consagra las llamadas normas generales de auditoría, que son propias de la auditoría financiera. A este respecto debe tenerse especial cuidado para no confundir las normas de auditoría aplicables a todo tipo de examen, con las normas de auditoría concebidas para ser aplicadas principalmente al examen de estados financieros.

Puede ser históricamente cierto que las normas de la auditoría financiera son la génesis de las reglas de todas las auditorías. Y, también, que en aquéllas se encuentran contemplados los principios universales de la auditoría. Pero, a pesar de ello, se insiste, debe advertirse que en ciertos casos las concepciones de la auditoría financiera no son pertinentes. En este sentido obsérvese que la IFAC incluye en sus declaraciones de auditoría la siguiente advertencia: “International Standards on Auditing (ISAs) are to be applied in the audit of financial statements. ISAs are also to be applied, adapted as necessary, to the audit of other information and to related services.”

Ahora bien: las normas de auditoría se integran tanto de normas generales como de normas específicas o particulares. Las contempladas en el artículo 7º de la Ley 43 de 1990, como ya se dijo, son normas generales, propias de la auditoría financiera. El parágrafo de este mismo artículo facultó al Consejo Técnico de la Contaduría Pública para complementar y actualizar las normas generales, atribución con base en la cual expidió 8 pronunciamientos. Por otra parte, tanto la Ley 190 como la 222 de 1995 pusieron en manos del Gobierno Nacional la expedición de nuevas normas. Lamentablemente, las atribuciones contempladas en las Leyes 43 y 222, citadas, fueron declaradas inconstitucionales. En el momento en que esto se escribe, Colombia carece de un cuerpo adecuado de normas de auditoría particulares legalmente exigibles.

En el sistema jurídico colombiano, las normas de auditoría generalmente aceptadas están contenidas en diversos instrumentos, que están organizados jerárquicamente, razón por la cual deben aplicarse según el siguiente orden de prelación:

1) Las contenidas en las leyes, como el artículo 7º de la Ley 43 de 1990;

2) Las contenidas en decretos reglamentarios expedidos por el Gobierno Nacional;

3) Los reglamentos técnicos contenidos en otros actos administrativos, tales como resoluciones o circulares, como por ejemplo la Circular Externa 7 de 1996 proferida por la Superintendencia Bancaria.

En forma claramente subsidiaria, supletiva, de conformidad con el párrafo 16 de la sección 160 del Pronunciamiento número 2 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, puede acudirse a la doctrina
 de la profesión, que se encuentre contenida, en su orden, en: 

1) Los reglamentos técnicos denominados pronunciamientos, emitidos por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública;

2) Pronunciamientos de los Congresos de Contadores Públicos y de los Simposios de Revisores Fiscales;

3) Las normas internacionales de auditoría emitidas por la IFAC;

4) Las normas de ética internacionales emitidas por la IFAC;

5) Otros lineamientos de la profesión (véase el artículo 36 de la Ley 43 de 1990) En esta categoría se ubican, entre otros, los estándares adoptados por la profesión en otros países, como, por ejemplo, los Statements on Auditing Standars (SAS) emitidos por el Auditing Standars Board, unidad perteneciente al American Institute of Certified Public Accountants, de aplicación en los Estados Unidos de América.

6) Las normas internas de las corporaciones, es decir, de las propias firmas de auditores.

Obviamente, una cosa es el cuerpo legal que regula o contempla las normas de auditoría y otra, muy diferente, la base técnica definida por la ciencia o arte respectivo, en este caso por la disciplina contable (véase el artículo 823 del Código de Comercio) De hecho, el cuerpo legal puede no ser técnico, pero, a pesar de ello, en el mundo jurídico, que es el mundo de la responsabilidad coactiva, es superior a la base técnica. En otras palabras: quien viole el cuerpo legal podrá ser castigado. Quien lo respete no lo será aunque concite trabajos o resultados no técnicos. En el terreno intelectual, académico, es procedente, necesario, oponer lo técnico a lo legal. Mas tratándose de la responsabilidad jurídica la disyunción en cuestión no tiene carácter justificante.

Hechas las anteriores precisiones, falta anotar que la pregunta formulada por el legislador al contador para ser absuelta en el dictamen se orienta a obtener una declaración con efecto de prueba en su contra sobre si actuó conforme la ley se lo ordena. Es decir: siendo de obligatoria observancia las normas de auditoría, esa respuesta, en principio, solo admite una respuesta positiva. Por excepción, la respuesta podría ser negativa, pero para que ello no implique una sanción será necesario que hubiese mediado fuerza mayor, caso fortuito, o intervención de un tercero.

La importancia de la respuesta que nos ocupa estriba en que si, habiendo afirmado que se aplicaron las normas de auditoría, se comprueba, por ejemplo mediante una inspección sobre los papeles de trabajo, que ello no fue así, quedará probada la violación de los preceptos legales de ética profesional y expedita la posibilidad de aplicar sanciones disciplinarias, que, como se sabe, pueden llegar hasta la cancelación de la matrícula profesional.

Primera opinión: regularidad de la contabilidad

Para entender debidamente este punto, conviene en primer lugar remitirnos a la siguiente explicación de Rodrigo Uría:

El estudio de la contabilidad desde el punto de vista jurídico obliga a considerarla en dos aspectos distintos: formal y material.

En el primer aspecto interesa exponer la forma en que se deben representar externamente los acontecimientos o vicisitudes del tráfico que el empresario realiza y sus consecuencias de orden patrimonial. Es, pues, un aspecto que mira al lado obligacional de la contabilidad y se limita a determinar qué libros se habrán de llevar, cómo han de ser llevados y el valor que tienen los asientos a efectos de prueba.

La consideración de la contabilidad en su aspecto material lleva, por el contrario, a determinar los presupuestos ordenadores del modo en que ha de ser establecido el resultado económico próspero o adverso de cada ejercicio económico de la empresa. En otros términos, este aspecto de la contabilidad mira a la ordenación jurídica de las cuentas y del balance empresarial. 

Sin pretender exponer aquí una teoría completa, nos atrevemos a precisar que en la contabilidad se producen en forma sistémica dos procesos: uno de orden intelectual (o material) y otro de orden documental (o formal)

Por virtud del primero, realizado un hecho económico, procede su identificación, su interpretación, su medición, su clasificación, su reconocimiento, su acumulación, el resumen, el informe y, finalmente, el análisis, a partir de lo cual la información contable es usada para tomar decisiones.

Por efecto del segundo, realizado un hecho económico se procede a su documentación (soporte), que es convertido o traducido al lenguaje material de la contabilidad por el comprobante, el que a su vez alimenta los libros (tanto de detalle como de resumen), de los cuales se deben tomar los informes (que principalmente son estados financieros)

Como se recordará, el Código de Comercio colombiano se ocupó principalmente de los aspectos formales de la contabilidad, defiriendo los asuntos materiales a los reglamentos del Gobierno y a la técnica contable.

Si bien al inicio de la vigencia del estatuto mercantil los aspectos materiales de la contabilidad se sometían casi íntegramente a la técnica contable, tal como hoy están las cosas, debido a la expedición de leyes -como las que definen la contabilización del leasing-, de la reglamentación extensa de los principios de contabilidad, de la expedición de los planes de cuentas y del uso amplio de las facultades reguladoras de las autoridades de inspección, vigilancia o control, la contabilidad se encuentra en gran medida sometida a normas legales y solo eventualmente a dicha técnica. Regulación que, evidentemente, aplica al sistema contable más no a la disciplina contable.

Ahora bien: si conectamos, como debe hacerse por razones de integración del derecho, la exigencia de conceptuar si la contabilidad se lleva conforme a las normas legales y a la técnica contable (numeral 3º del artículo 10 de la Ley 145 de 1960 o del artículo 208 del Código de Comercio) con el informe del revisor fiscal sobre si la correspondencia, los comprobantes de las cuentas y los libros de actas y de registro de acciones, en su caso, se llevan y conservan debidamente (numeral 2º del Código de Comercio), nos encontraremos que la ley colombiana demanda una opinión del contador público tanto sobre los aspectos formales como materiales de la contabilidad, es decir, sobre ésta en su integridad jurídica.

Juiciosos observadores de los textos normativos pueden advertir que la actitud legislativa en diferentes países no es uniforme respecto de los requisitos formales de la contabilidad. Sucede que si bien en todas las latitudes es obligación llevar libros, no en todas ellas este asunto está desarrollado en detalle por la ley. Ello explica por qué algunos ordenamientos no exigen al auditor un pronunciamiento expreso sobre tales requisitos, ya que, al estar deferidos a la autonomía de la voluntad privada, no es del caso atestar el cumplimiento de reglas legales que no existen
. Lo que no significa, se repite, que no se deban llevar libros ni que éstos no sean examinados (véase, entre otros y por vía de ejemplo, el párrafo 16 de la sección AU 326
 de la compilación de normas profesionales hecha por Aicpa)

Finalmente, anticipándonos a asuntos que se discutirán posteriormente, observamos que esta opinión no es secundaria, como pudiera alguien deducir del puesto que la profesión colombiana ha establecido para ella dentro del dictamen, ya que la presenta en lo que se suele denominar un párrafo adicional. Antes bien, esta opinión es primera y condicionante de la que se expresa sobre los estados financieros, pues éstos se dictaminan sobre la base de que estén tomados de los libros. Si los estados financieros deben tomarse de libros
 y éstos se llevan mal, pues los estados, necesariamente, no serán confiables.

Segunda opinión: regularidad de las operaciones

Indaga después el legislador por la opinión del contador público sobre si las operaciones registradas se ajustan a los estatutos y a las decisiones de las asambleas generales o juntas directivas, en su caso (numeral 3º del artículo 10 de la Ley 145 de 1960 o del artículo 208 del Código de Comercio)

Por operaciones podemos aquí entender cualquier negocio, contrato, transacción o, en general, cualquier acto relativo a intereses entre la institución y sus clientes o el público en general.

El concepto anterior resulta más preciso si se considera que el legislador interroga por las operaciones registradas. Si asumimos que la norma se está refiriendo a las operaciones registradas en la contabilidad, podremos concluir que por operaciones registradas debe entenderse los hechos económicos, pues éstos son los únicos que deben y pueden estar registrados en la contabilidad.

De lo que resulta una interesante división a efectos del dictamen del contador público sobre los estados financieros: los hechos deben clasificarse en dos, los económicos y los no económicos. Los primeros son los que se registran y solo sobre ellos es que debe pronunciarse el contador público en su dictamen sobre los estados financieros.

El verbo ajustar, en la acepción que parece más procedente en este lugar, significa conformar, acomodar una cosa a otra, de manera que no haya discrepancia entre ellas.
Finalmente, para terminar de resaltar los elementos relevantes de la norma, nos encontramos con un patrón de comparación múltiple: (1) los estatutos, (2) las decisiones de las asambleas generales y (3) las decisiones de las juntas directivas.

En cuanto a este último aspecto es importante resaltar que en Colombia los estatutos de una persona jurídica se confunden con el acto o contrato que le da origen. No sucede así en todas las latitudes, pues hay algunas en donde, por ejemplo, se distingue entre el acto de incorporación (deed of incorporation, corporation charter, memoradum of association, articles of association) y los estatutos (bylaws) Sin que sea importante ahora precisar la denominación que se da a uno u otros, el punto radica en que para la creación de la entidad algunas legislaciones sólo exigen la expresión de los llamados elementos esenciales del negocio, permitiendo que se manifiesten por separado las reglas de administración y de operación del negocio, cuya definición y adopción puede corresponder a órganos como la junta directiva.

Debido a que en nuestro ordenamiento la sociedad está caracterizada como un contrato, a éste, por virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 153 de 1887, se entiende incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración. Disposición que hay que conjugar con el artículo 120 del Código de Comercio, a cuyo tenor, ante un cambio de la ley societaria, la administración social y las relaciones derivadas del contrato, tanto entre los socios como respecto de terceros, se sujetarán a la ley nueva.
De manera que por estatutos debe tenerse no solamente lo expresado en ellos, sino, también, lo dispuesto en las leyes que regulan la organización y funcionamiento de la persona jurídica en cuestión, como son las reglas del derecho de sociedades tratándose de este tipo de asociaciones.

Nos encontramos aquí ante una opinión que es claramente posible bajo las reglas de las llamadas auditorías de cumplimiento o de regulaciones. Estas suponen, como es obvio, que se conocen todas las reglas que componen dicho patrón triple, pues su cumplimiento es el objeto de la verificación.

Esta opinión, así como el examen que ella implica, no puede juzgarse como totalmente ajena al dictamen sobre la razonabilidad de los estados financieros, sino, más bien, como una extensión de este.

Sucede, como lo percibirá cualquier individuo informado en asuntos contables, que el monto o tratamiento de muchas operaciones registradas depende directa o significativamente de lo dispuesto en las normas
. De la misma manera hay que tener en cuenta que aunque ciertas leyes no interceptan en principio con lo contable, su violación puede resultar en restricciones de funcionamiento, que interesan a la hora de la evaluación del postulado de la continuidad o empresa en marcha, o que provocan la obligación de asumir efectos económicos negativos, usualmente clasificables como provisiones.

Los asuntos descritos en el párrafo anterior, con el alcance que en él mismo se ha señalado, han venido a incorporarse al mundo de la auditoría financiera, bajo la denominación usual de acto ilegal del cliente.

Así, pues, el cumplimiento de cierta parte de las regulaciones a las cuales nos venimos refiriendo es objeto de la auditoría financiera, al paso que otra puede no serlo. Es respecto de esta última que estamos frente de una auditoría de regulaciones o cumplimiento.

Las reglas propias de la auditoría financiera no son suficientes para satisfacer los requerimientos de una auditoría de regulaciones, aunque muchos conceptos y procedimientos puedan serlo. Razón por la cual la profesión, en diversos países, ha desarrollado estándares especiales, que son los que deben aplicarse en este caso (verbigracia, (1) compliance attestation engagements o (2) compliance auditing considerations in audits of governamental entities and recipients of governamental financial assistance) No cabe aquí una exposición de los conceptos, normas y procedimientos de una auditoría de cumplimiento, pero si es del caso anotar que generalmente la observancia de las normas no es asunto que se exprese en unidades de medida, en forma tal que las consideraciones y métodos de la auditoría financiera que se basan en el hecho de que las transacciones se valúan en términos de moneda u otro patrón similar, no son pertinentes en aquélla.

Por último dejemos sentado que es bien posible que habiéndose ejecutado operaciones con violación de las reglas societarias, sin embargo los estados financieros sean correctos, ya que éstos están diseñados para mostrar asuntos económicos.

Atestación sobre la fidelidad de los estados financieros

Resueltas las cuestiones anteriores, procede el legislador a demandar que se informe si el balance y el estado de resultados han sido tomados fielmente de los libros (numeral 4º del artículo 10º de la ley 145 de 1960 o del artículo 208 del Código de Comercio)

Por cuanto este asunto es claramente asertivo, es decir, o es así o no lo es, sin que se admita una respuesta intermedia, no estamos frente a una opinión sino ante una verdadera certificación o atestación, que brota de la comparación entre los estados y los libros de contabilidad.

En adición de lo expuesto respecto de la llamada contabilidad formal, podemos indicar que es sobre esa correspondencia entre los libros y los estados que descansa el valor probatorio de estos. Así lo impone la cualidad de verificable consagrada en el artículo 4 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993. Y es también sobre ello que descansa la presunción de fe pública que podría obtenerse mediante la intervención de un contador público. En otras palabras: el valor demostrativo de las atestaciones de los contadores y de los estados no es intrínseco a ellos, sino que procede del valor de prueba de una contabilidad llevada conforme a la ley.

La doctrina ha sido enfática en sostener que los libros en cuestión sólo pueden ser los registrados, por ejemplo, ante la Cámara de Comercio. Las autoridades se han negado a dar crédito a informes contables cuando las cifras en ellos contenidas no están, al menos en forma resumida, asentadas en los libros registrados
.

Por otra parte se ha discutido mucho sobre qué hacer cuando los estados han sido objeto de reclasificaciones o ajustes (como por inflación) que implican la presentación de cifras que no son directamente concordantes con los libros, aunque sí conciliables con estos. Este es un problema de teneduría, que puede ser fácilmente resuelto reconsiderando la existencia del llamado libro de balances.

Tercera opinión: razonabilidad de los estados

Conocido (1) el vínculo que une al contador con los estados financieros, (2) establecida la naturaleza y el alcance de su trabajo, (3) declarado si se obtuvo la evidencia necesaria para opinar y (4) si ésta se reunió aplicando las normas de auditoría, (5) expresada una opinión sobre la regularidad de la contabilidad y de las operaciones registradas, (6) atestada la correspondencia entre los libros y los estados, la ley colombiana pregunta a dicho profesional si, en su concepto
, el balance presenta en forma fidedigna, de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente aceptadas, la respectiva situación financiera al terminar el período revisado y si el estado de pérdidas y ganancias refleja el resultado de las operaciones en dicho período (numeral 4º del artículo 10 de la Ley 145 de 1960 o del artículo 208 del Código de Comercio)

Por su parte, el literal c) del numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990 determina que el informe debe contener indicación sobre si tales principios han sido aplicados de manera uniforme en el período corriente en relación con el período anterior.

Como ya vimos, tratándose de balances, la firma del contador público hace presumir, precisamente, que dicho estado refleja la situación financiera del ente en cuestión. Hay, entonces, armonía entre esta opinión y la norma que consagra el efecto probatorio de la intervención del contador.

Con la expedición de la Ley 222 de 1995 ha quedado corregida la insuficiente mención que hacían nuestras leyes, que la doctrina y la práctica habían subsanado, en el sentido de que la opinión se expresa no solo respecto de los dos estados mencionados sino sobre el conjunto denominado estados financieros básicos, que se considera el mínimo necesario de información para mostrar la situación.

La disposición en comento contempla varios elementos, a los cuales conviene referirse por separado: (1) la base de contabilidad respecto de la cual se opina, (2) la aplicación uniforme de dicha base, (3) el calificativo que se atribuye a los estados, (4) el carácter representativo de la información, (5) la referencia a la situación financiera y al resultado de las operaciones.

Determinación de la base comprensiva de contabilidad

Antes de planear una auditoría financiera es necesario establecer cuál es la base comprensiva de contabilidad escogida para preparar la información, puesto que tal base constituye el patrón de comparación, contra el cual se deben hacer las validaciones en cuestión.

Existen varias bases comprensivas de contabilidad. En gran medida la elección entre una u otra depende de los destinatarios de la información y del uso que se espera darle a ésta.

Tratándose de estados financieros de propósito general, es usual que la base comprensiva de contabilidad sea aquélla que se denomina principios de contabilidad generalmente aceptados. Si los estados financieros lo fuesen de propósito especial podría utilizarse otra base, tal cual lo permite el artículo 31 del Decreto reglamentario 2649 de 1993.

En el país se debatió largamente si principios es o no lo mismo que normas de contabilidad generalmente aceptadas. Los artículos 10° de la Ley 145 de 1960 y 208 del Código de Comercio usaron esta última expresión. El artículo 11 de la Ley 32 de 1979 y el artículo 581 del Estatuto Tributario emplearon la primera. Ese debate, al menos respecto del mundo jurídico, fue terminado por el artículo 6º de la Ley 43 de 1990 que equiparó los dos términos.

El literal b) del numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990 exige al contador público indicar si los estados financieros están preparados de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia. (el subrayado no es del original)

Los PCGA son definidos de distintas formas en diversos países. En algunos su pronunciamiento corresponde, en primera instancia, a organismos de carácter profesional, que posteriormente son adoptados o prohijados por las autoridades gubernamentales. En otros dichos organismos no son profesionales, sino técnicos, independientes de la profesión contable. Finalmente en algunos países tal pronunciamiento corresponde directamente a las autoridades. La diversidad existente entre los distintos pronunciamientos ha generado esfuerzos de convergencia que son actualmente liderados por la IASC a través de IASB. El Foro de Estabilidad Financiera
, organizado al interior del Sistema de Naciones Unidas, ha acogido 12 estándares internacionales, dentro de los cuales se encuentran las normas de contabilidad expedidas por IASB y las normas de auditoría emitidas por la IFAC. La observancia de esos 12 estándares es verificada mediante un procedimiento denominado, por sus siglas en inglés, ROSC.

Cuando los PCGA contenidos en las regulaciones de un país se apartan significativamente de lo que enseña la ciencia contable, tales principios son catalogados como una base legal de contabilidad.

En Colombia los PCGA son expedidos por la autoridad gubernamental. Las normas emitidas por los organismos profesionales solo son aplicables a falta de norma legal sobre el punto. A su vez, los PCGA están contenidos en normas de diferente jerarquía, ya que algunos están en leyes, otros en decretos, otros en resoluciones, otros en circulares y muchos en instrucciones u órdenes particulares de los organismos gubernamentales de supervisión, cuya aplicación debe hacerse en el mismo orden en que se acaban de enunciar, debido a que esa es su jerarquía jurídica. Por otra parte, existen normas de carácter general y especial. Estas se aplican preferentemente sobre aquéllas dentro de su propio ámbito de aplicación. La literatura técnica ha denunciado los constantes sesgos de las normas contables por razones tributarias o de supervisión estatal. Así las cosas, lamentablemente para la ciencia, en Colombia nos encontramos frente a una base legal de contabilidad.

Las normas especiales, que sin duda forman parte de la base denominada principios de contabilidad generalmente aceptados, no son otra cosa que el desarrollo concreto de esa limitación de la información contable que se conoce como características y prácticas de cada industria (artículo 18 del Decreto reglamentario 2649 de 1993)

Bajo la vigencia del Decreto reglamentario 2160 de 1986, se sostuvo, tanto por los supervisores con competencia reguladora como por lo tribunales, que las normas especiales debían aplicarse en todo caso de forma preferencial y que solo en lo no regulado en ellas cabría una aplicación residual de las normas generales. La situación cambió con la expedición del Decreto reglamentario 2649 de 1993 y se pretendió dejar aclarada en forma expresa y definitiva mediante la ley 222 de 1995. En la actualidad los principios de contabilidad generalmente aceptados se presentan como un sistema jerarquizado compuesto, en su orden, por (1) objetivos, (2) cualidades, (3) postulados, principios y limitaciones, (4) definiciones de estados y elementos, que conforman lo que ahora se denomina marco conceptual de la contabilidad. Esta base teórica se desarrolla mediante normas técnicas, que se subdividen en (5) normas técnicas generales, (6) normas técnicas específicas, (7) normas sobre revelaciones y (8) normas sobre registros y libros. El marco conceptual de la contabilidad y las normas técnicas generales son disposiciones que no pueden ser modificadas ni desatendidas por los reguladores especializados
. En forma tal que ya no cabe el fenómeno de aplicación residual, sino la aplicación íntegra y coherente del sistema
. Adviértase que la discusión aludida sólo cabe en el mundo legal, pues es allí donde se debate sobre la prelación de las normas. En el mundo contable ese debate sorprende pues nadie osaría asegurar que una norma técnica podría salirse del marco conceptual escogido, pues el sistema perdería coherencia
.

Como se recordará, la ley colombiana exige que la base de contabilidad utilizada sea descrita en las notas a los estados financieros (numeral 3º del artículo 114 del Decreto reglamentario 2649 de 1993)

Sobre este asunto es importante tener en cuenta las indicaciones contenidas en los párrafos 17 a 22 de la sección 700 de la codificación Auditing And Assurance emitida por la IFAC.

La utilización uniforme de la base de contabilidad

La obligación prevista respecto del dictamen en el artículo 7º de la Ley 43 de 1990, sobre la aplicación uniforme de la base contable, debe conectarse con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 47 del Decreto reglamentario 2649 de 1993, conforme al cual:

La administración debe reconocer las transacciones en la misma forma cada período, salvo que sea indispensable hacer cambios para mejorar la información.

Si se hubiere introducido un cambio, habrá que dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 115 del citado decreto, el cual reza:

Artículo 115 - Norma general sobre revelaciones. En forma comparativa cuando sea el caso, los estados financieros deben revelar por separado como mínimo la naturaleza y cuantía de cada uno de los siguientes asuntos, preferiblemente en los respectivos cuadros para darles énfasis o subsidiariamente en notas:

[…] 3. Principales políticas y prácticas contables, tasas de cambio o índices de reajuste o conversión utilizados, con expresa indicación de los cambios contables que hubieren ocurrido de un período a otro, indicando su naturaleza y justificación, así como su efecto, actual o prospectivo, sobre la información contable. Los cambios contables pueden ser:

a) En un principio contable por otro generalmente aceptado;

b) En un estimado contable, que resulta como consecuencia de nueva información o experiencia adicional al evaluar eventos futuros que afectan las estimaciones iniciales, y

c) En la entidad reportante, causado por cambios en los entes involucrados al preparar estados financieros consolidados. […].

Como se recordará, en Colombia es obligatorio (artículo 32 del Decreto reglamentario 2649 de 1993) presentar los estados financieros de propósito general de un período en forma comparada con los del anterior. La Ley 222 de 1995 pretendió facultar expresamente al Gobierno para reglamentar este punto, determinando los casos en los cuales la comparación sería obligatoria y los períodos que deberían incluirse en ella.

La presentación comparativa contribuye a que el usuario se informe y pueda analizar los cambios en los distintos elementos de los estados entre un período y otro. Para que esto se pueda hacer en debida forma es necesario que la base contable utilizada en los períodos involucrados sea uniforme, o que, en subsidio, se expliquen claramente los cambios y sus consecuencias.

Debido a la gran importancia de la comparabilidad, el legislador prohíbe hacer cambios en las reglas contables a no ser que ello mejore la información y que el cambio se justifique. En ese mismo orden de ideas, el contador en su dictamen debe pronunciarse sobre la consistencia de la información, es decir, sobre la posibilidad de comparar adecuadamente.

La calificación de los estados financieros

La información contable debe gozar de ciertas cualidades. Las diferentes culturas contables han hecho una diversa elección de las calidades aplicables, que sistematizan o agrupan de distintas maneras.

En Colombia el legislador adoptó una presentación armónica con los pronunciamientos de la IASC, expuestos de forma más amplia en la serie Conceptos emitida por el FASB.

De acuerdo con el Decreto reglamentario 2649 de 1993, las calidades básicas de la información contable son la comprensibilidad, la utilidad y la comparabilidad.

Por su parte, la utilidad se hace radicar en la pertinencia y en la confiabilidad de la información.

La pertinencia se logra cuando la información posee valor de realimentación, valor de predicción y oportunidad.

La confiabilidad depende de la neutralidad de la información, de su verificabilidad y del grado en que represente fielmente los hechos económicos.

Los postulados, los principios, las limitaciones de la información contable y las normas técnicas son formas encaminadas a la realización de las calidades de la información en casos concretos.

Una auditoría financiera indaga por el grado de cumplimiento de las reglas que conforman la base comprensiva de contabilidad, enumeradas en el párrafo anterior, bajo el entendido de que cumplidas éstas se estarán realizando las mencionadas cualidades.

Esa comparación, entre la base contable y los estados financieros, admite distintos grados de cumplimiento o satisfacción. En otras palabras, son posibles diversos niveles de adecuación entre éstos y aquélla.

Debido a la existencia de diferentes grados de cumplimiento o niveles de adecuación, es necesario calificar los estados financieros, en forma tal que se conozca la magnitud en la cual se satisfacen los requisitos establecidos.

No todas las culturas contables utilizan el mismo calificativo. Los estados financieros pueden cumplir esos requisitos en forma “exacta”, “justa”, “fiel”, “equitativa”, “fidedigna”, “verdadera y razonable”, “razonable”, etcétera.

El legislador colombiano usa tanto la expresión fidedigna, como el adjetivo razonable. Así, el término fidedigno aparece, entre otros, en los artículos 10º de la Ley 145 de 1960, 48, 50 y 208 del Código de Comercio y 10º de la Ley 43 de 1990. Por su parte el calificativo de razonable aparece, por ejemplo, en los artículos 11 de la Ley 32 de 1979, 581 del Estatuto Tributario, en el literal a) del numeral 3º del artículo 7º de la Ley 43 de 1990 y en los artículos 12, 18, 34, 76, 78, 81, 97 y 98 del Decreto reglamentario 2649 de 1993.

El uso de la expresión razonable está ampliamente extendido en el contexto internacional, adjetivo que utiliza la IFAC en sus pronunciamientos.

Se ha discutido largamente si la expresión fidedigna significa algo distinto que la expresión razonable, habiendo quienes ven en aquélla un sinónimo de exactitud y en ésta la idea de aproximación. No es el momento de adentrarse en esta discusión. Baste por ahora reiterar que el legislador colombiano utiliza simultáneamente ambas expresiones y que, en consecuencia, al menos para él, ellas no se excluyen o contradicen.

En el contexto de los Estados Unidos de América, el número 4 de la sección AU 411 (Codification of Statements on Auditing Standars) explica:

The auditor's opinion that financial statements present fairly an entity's financial position, results of operations, and cash flows in conformity with generally accepted accounting principles should be based on his or her judgment as to whether (a) the accounting principles selected and applied have general acceptance; (b) the accounting principles are appropriate in the circumstances; (c) the financial statements, including the related notes, are informative of matters that may affect their use, understanding, and interpretation (see section 431); (d) the information presented in the financial statements is classified and summarized in a reasonable manner, that is, neither too detailed nor too condensed (see section 431); and (e) the financial statements reflect the underlying transactions and events in a manner that presents the financial position, results of operations, and cash flows stated within a range of acceptable limits, that is, limits that are reasonable and practicable to attain in financial statements.

Si se postula como calificativo de la información su perfección, es decir, su exactitud, la respuesta del auditor sobre los estados financieros sería, en todos los casos, por una u otra razón, negativa. Como ninguna información es exacta, toda la información sería objeto de censura o rechazo. Semejante forma de calificar u opinar no es útil.

Es aquí en donde, pasando de la lógica formal se llega a la lógica de lo razonable. En concreto: es necesario admitir que en las circunstancias, ante el grado de desarrollo de los métodos de medición o valuación, lo importante no es saber si está bien o mal medido (ya se sabe que en cierto grado está mal) sino si la medición se ha hecho de la mejor manera posible en las circunstancias.

Es esta, precisamente, la connotación del calificativo razonable. No es, como mal se plantea, una forma de no comprometerse, de aducir un carácter aproximativo que todo error justificaría. La razonabilidad
, expresada por un experto, es precisamente el resultado de un ejercicio científico en el cual los conocimientos, experiencias y aptitudes del evaluador se ponen en juego para definir si las cosas se han hecho tan bien como se podía en las circunstancias. Es la expresión de un juicio en concreto de cara a lo factible pronunciado en un contexto de objetividad.

La lógica de lo razonable es cuestión estudiada en diferentes ciencias sociales. Recasens señaló:

El análisis de la humana existencia, y sobre todo de la acción humana, descubre los siguientes puntos:

A) Que el hombre opera siempre en un mundo concreto, en una circunstancia real, limitada y caracterizada por rasgos particulares.

B) Que ese mundo concreto es limitado, es decir, que ofrece algunas posibilidades, pero carece de otras posibilidades.

C) Que en la búsqueda, mediante la imaginación, de lo que es posible producir en ese mundo limitado y concreto para resolver el problema de una necesidad, intervienen múltiples valoraciones: primero, sobre la adecuación del propósito o del fin para satisfacer la necesidad en cuestión; segundo, sobre la justificación de ese fin, desde varios puntos de vista: utilitario, moral, de justicia, de decencia, etc.; tercero, sobre la corrección ética de los medios, y cuarto, sobre la eficacia de los medios.

D) Que en todas las operaciones para establecer el fin y para encontrar los medios, los hombres se guían no sólo por las luces de sus mentes personales, sino también por las enseñanzas derivadas de sus propias experiencias y de las experiencias ajenas.

Ya cumplidas todas las operaciones que he indicado, sucede, sin embargo, que, a veces, cuando el hombre pone en práctica su plan de acción, la experiencia acusa algunos fracasos: sea porque el hombre no calculó correctamente las posibilidades actuales de las circunstancias o mundo en que vive o actúa; sea porque erró en las valoraciones sobre los fines o propósitos; sea porque los medios resultaron inadecuados; sea porque los medios, aunque adecuados en principio se mostraron ineficaces; sea porque la realidad cambió desde que se trazó el plan hasta el tiempo en que se puso en obra, o cambió desde que se puso en práctica la primera vez hasta el tiempo en que se fue repitiendo.

Este análisis de la acción humana se aplica también a la acción jurídica, tanto a la productora de reglas (legislativas, administrativas y judiciales) como a la conducta cumplidora de las reglas.

A la vista de este esbozo de análisis de la acción humana, resulta posible darse cuenta de que la lógica de la acción humana, o lógica de lo razonable, presenta entre otras las siguientes características:

Primero — Está limitada o circunscrita, está condicionada y está influida, por la realidad concreta del mundo en el que opera —en el Derecho, está circunscrita, condicionada e influida por la realidad del mundo social histórico y particular, en el cual, con el cual y para el cual son producidas las reglas jurídicas, lo mismo las generales que las individualizadas—.

Segundo — Está impregnada de valoraciones, esto es, de criterios axiológicos. Adviértase que esa dimensión valoradora es por completo ajena a la lógica formal, o a cualquier teoría de la inferencia. Ese estar impregnada de valoraciones es uno de los rasgos que decisivamente diferencia la lógica de lo razonable frente a la lógica de lo racional.

Tercero — Tales valoraciones son concretas, es decir, están referidas a una determinada situación humana real, a una cierta constelación social y, en consecuencia, deben tomar en cuenta todas las posibilidades y todas las limitaciones reales.

Cuarto — Las valoraciones constituyen la base, o apoyo para la formulación de propósitos, esto es, para el establecimiento de finalidades.

Quinto — Pero la formulación de propósitos y el establecimiento de fines, no sólo se apoya sobre valoraciones, sino que, además, está condicionado por las posibilidades que ofrezca la realidad humana social concreta. El señalamiento de los fines y propósitos es el resultado de la combinación del conocimiento sobre una realidad particular con unas valoraciones concebidas como pertinentes respecto de esa realidad.

Sexto — Consiguientemente, la lógica de lo razonable, está regida por razones de congruencia o de adecuación:

A) Entre la realidad social y los valores (cuáles son los valores apropiados para la ordenación de una determinada realidad social).

B) Entre los valores y los fines y propósitos (cuáles sean los propósitos y los fines valiosos y adecuados).

C) Entre los propósitos y la realidad social concreta (cuáles sean los propósitos de posible realización).

D) Entre los fines o propósitos y los medios, en cuanto a la conveniencia de los medios para los fines.

E) Entre los fines y los medios respecto de la corrección ética de los medios.

F) Entre los fines y los medios, en lo que se refiere a la eficacia de los medios.

Séptimo — La lógica de lo razonable está orientada por las enseñanzas extraídas de la experiencia de la vida humana y de la experiencia histórica, esto es, de la experiencia individual y de la experiencia social —actual y pasada—, y se desenvuelve instruida por esa experiencia.

La producción del Derecho —lo mismo de reglas generales que de decisiones jurisdiccionales— debe estar inspirada en la lógica de lo razonable.

La lógica de la razón pura, de lo racional, de la inferencia, tiene aplicación solamente al estudio de las formas a priori o esenciales de lo jurídico, pero no tiene aplicación a la materia o contenido de las reglas jurídicas.

La lógica de lo racional, de la razón pura, puede, además, tener alguna intervención, pero muy limitada y simplemente incidental, cuanto en un asunto humano se halle incrustado un problema de tipo matemático, como, por ejemplo, el de medir un terreno, el de calcular unos réditos, o bien el problema de determinar la igualdad de dos situaciones.

Pero la producción de los contenidos del Derecho, tanto de las reglas generales como de las normas individualizadas, debe regirse por la lógica de lo humano o de lo razonable.

El legislador opera con valoraciones sobre tipos de situaciones reales o hipotéticas en términos genéricos y relativamente abstractos. Lo esencial en su obra no consiste nunca en el texto de la Ley, sino en los juicios de valor que el legislador adoptó como inspiración y como pauta para su regla.

Quienes rechazan la vía de lo razonable, no solo desconocen la naturaleza misma de la información, sino que ponen en duda la causa o motivo fundamental por la cual el dictamen no se deja en manos de cualquiera, sino de un contador público. Porque, si la información es compleja, representativa y relativa, pero se necesita poder confiar en ella, es decir, que sea fidedigna, lo que un pueblo sensato debe hacer es dejar su evaluación en quien está mejor preparado para juzgarla. Al superar el juicio del experto la apreciación del profano, su dictamen arroja un mayor grado de seguridad, con lo cual se protege de mejor manera los intereses públicos.

Carácter representativo de la información

Para entender debidamente el alcance que puede darse a un dictamen sobre estados financieros, es necesario, a su vez, comprender la naturaleza de la información contable.

Ya hemos señalado que la contabilidad financiera se ocupa de reconocer y revelar hechos económicos. Esta función la cumple mediante una representación. Obsérvese que la ley misma utiliza la expresión “representa” aplicada a la situación financiera o a los resultados del ejercicio.

En otras palabras: la contabilidad no es narrativa, no intenta describir los hechos tal cual ellos suceden, sino que los encripta o codifica mediante un lenguaje propio, que en lo esencial utiliza las variables de cuenta y unidad de medida.

De forma tal que la contabilidad produce una imagen de la situación financiera, de los resultados, de los cambios o de los flujos que ella mide.

Esa imagen está sometida a la cualidad de la confiabilidad, que, como ya se dijo, es el producto de la neutralidad, la verificabilidad y el grado de fidelidad de la representación. Simultáneamente, la confiabilidad está limitada por la materialidad, la prudencia, las características y prácticas de cada industria y por la ecuación costo beneficio.

En ese contexto se reconoce por la doctrina contable que la información aunque dirigida a ser fiel o exacta no puede serlo o no conviene que lo sea. El papel de la investigación científica en contabilidad, de las escuelas contables, es precisamente el desarrollo de métodos que permitan cada vez más la exactitud.

Es así como la teoría contable categoriza diversos fenómenos como asuntos de subjetividad contable, que son precisamente aquéllos en los cuales por una u otra razón existen dificultades o limitaciones para lograr la exactitud, generalmente asociados con la valuación. En un modelo estrictamente ceñido al valor histórico, gobernado por una base legal de contabilidad, que identifica el valor con el precio, es decir, con la medida establecida por las partes como magnitud del intercambio, el asunto no es tan complicado, pues basta identificar ese precio y revelarlo.

Pero cuando, en buena hora, la contabilidad rescata su verdadera dimensión, esforzándose por subordinar la forma jurídica a la esencia económica, cuando, en otras palabras, se preocupa por la realidad y no por la apariencia, cuando quiere desembarazarse de los fenómenos de sub o sobre valoración negocial, que generalmente tienen una intención evasiva, es entonces cuando se adentra de lleno en la problemática de la medición y cuando aparece la imposibilidad de medir bien, sea por la naturaleza de las cosas, sea por el elevado costo que ello supondría.

Las dificultades anotadas, derivadas de un sinfín de circunstancias, muchas de ellas de orden tecnológico, en permanente aunque paulatina eliminación, no son cosa de un ente o de un país. Son universales.

La situación financiera y el resultado de las operaciones

La auditoría financiera no es una auditoría de regulaciones. Muchas veces, debido a que cualquier auditoría consiste básicamente en la comparación de un dato o hecho con un patrón para concluir sobre el grado de adecuación entre unos y otro, se cree que la auditoría financiera termina o se limita a la simple conformación del cumplimiento de las reglas definidas por la base de contabilidad utilizada. Pero la pregunta que el legislador hace y que la profesión responde no es si se cumplen las normas sino si, sobre la base de ese cumplimiento, puede decirse que se presenta o refleja razonablemente la situación financiera o el resultado de las operaciones.

Conviene recordar algunas de las disposiciones del Decreto reglamentario 2649 de 1993, a saber:

Artículo 3º - Objetivos básicos: La información contable debe servir fundamentalmente para:

1. Conocer y demostrar los recursos controlados por un ente económico, las obligaciones que tenga de transferir recursos a otros entes, los cambios que hubieren experimentado tales recursos y el resultado obtenido en el período.

2. Predecir flujos de efectivo. […]

Artículo 15 - Revelación plena. El ente económico debe informar en forma completa, aunque resumida, todo aquello que sea necesario para comprender y evaluar correctamente su situación financiera, los cambios que ésta hubiere experimentado, los cambios en el patrimonio, el resultado de sus operaciones y su capacidad para generar flujos futuros de efectivo. […]

Artículo 21 - Estados financieros de propósito general. Son estados financieros de propósito general aquellos que se preparan al cierre de un período para ser conocidos por usuarios indeterminados, con el ánimo principal de satisfacer el interés común del público en evaluar la capacidad de un ente para generar flujos favorables de fondos. […]

Artículo 34 - Enumeración y relación. Son elementos de los estados financieros, los activos, los pasivos, el patrimonio, los ingresos, los costos, los gastos, la corrección monetaria y las cuentas de orden.

Los activos, pasivos y el patrimonio, deben ser reconocidos en forma tal que al relacionar unos con otros se pueda determinar razonablemente la situación financiera del ente económico en una fecha dada.

La sumatoria de los ingresos, los costos, los gastos y la corrección monetaria, debidamente asociados, arroja el resultado del período.

Por su parte, en los párrafos 15 a 20 del Framework for the Preparation and Presentation of Financial Statements, emitido por IASC, se lee:

15. Las decisiones económicas tomadas por los usuarios de los estados financieros requieren de la evaluación de la capacidad de la empresa para generar efectivo y sus equivalentes, y del tiempo y seguridad de su generación. Dicha capacidad determina esencialmente, por ejemplo, la habilidad de una empresa para pagar a sus empleados y proveedores, intereses, préstamos y distribuir dividendos a los accionistas. Los usuarios de la información son los más calificados para evaluar dicha habilidad para generar efectivo y sus equivalentes, siempre que cuenten con la información enfocada hacia la posición financiera, la operación y los cambios en la posición financiera de una empresa.

16. La posición financiera de una empresa es afectada por los recursos financieros que controla, por su estructura financiera, liquidez y solvencia, así como por su habilidad para adaptarse a los cambios que se desarrollan en el medio ambiente en el cual opera. La información acerca de los recursos económicos controlados por la empresa, y su capacidad en el pasado para modificar tales recursos, es útil para predecir la habilidad de la empresa para generar efectivo y sus equivalentes, y del tiempo y seguridad de su generación. La información a cerca de la estructura financiera es útil para predecir futuras necesidades de préstamos, y de cómo las utilidades futuras y flujo de efectivo pueden ser distribuidos a aquéllos con un interés en la empresa; asimismo es útil para predecir qué tan exitosa es la empresa para incrementar futuros financiamientos. La información relativa a la liquidez y solvencia, es útil para predecir la habilidad de la compañía para cumplir sus compromisos financieros tan pronto se venzan. La liquidez se refiere a la disponibilidad de efectivo en el futuro cercano, después de considerar los compromisos financieros del período. La solvencia se refiere a la disponibilidad de efectivo a largo plazo para cumplir con los compromisos financieros a su vencimiento.

17. La información referente al desempeño de una empresa, en particular su rentabilidad, se requiere con el fin de conocer cambios potenciales en los recursos económicos que es posible controle en el futuro. La información relativa a la variabilidad en el desarrollo, es importante en este aspecto. La información acerca del desarrollo es útil para predecir la capacidad de la empresa para generar flujos de efectivo a partir de sus recursos existentes originalmente. Asimismo, es útil para la formación de juicios acerca de la efectividad con que la empresa puede utilizar recursos adicionales.

18. La información concerniente a los cambios en la posición financiera de una empresa, es útil para conocer sus actividades de financiamiento, inversión y operación durante el período reportado. Tal información es útil para proveer al usuario una base para conocer la habilidad de la empresa para generar efectivo y sus equivalentes, y las necesidades de la empresa para utilizar tal flujo de efectivo. En la elaboración del estado de cambios en la posición financiera, los fondos deben ser definidos de varias maneras, tales como: recursos financieros, capital de trabajo, activos líquidos, o efectivo. En el presente boletín no se pretende llevar a cabo la definición de fondos.

19. La información relativa a la posición financiera se proporciona inicialmente en el balance general. La información referente al desarrollo de la empresa se proporciona en el estado de resultados. Asimismo, la relativa a los cambios en la posición financiera se presenta en los estados financieros a través de un estado por separado.

20. Las partes componentes de los estados financieros se encuentran interrelacionadas, debido a que reflejan diferentes aspectos de los mismos eventos o de otras transacciones. A pesar de que cada estado proporciona información que es diferente de otra, ninguna persigue servir para cumplir con un propósito único o proporcionar información necesaria únicamente para cumplir con necesidades particulares de los usuarios. Por ejemplo, un estado de resultados provee un panorama incompleto de operación, a menos que sea utilizado de manera conjunta con el balance general y el estado de cambios en la posición financiera.

En la Declaración número 6 de Conceptos de la Contabilidad Financiera, emitida por el FASB en diciembre de 1985, concretamente en la nota al pie 13, correspondiente al párrafo 20 de la declaración, se precisa:

Usado en un sentido amplio, posición financiera se refiere al estado o status de activos o reclamos contra activos en momentos en el tiempo, y cambios en la posición financiera se refiere a flujos o cambios en activos o reclamos contra activos a través del tiempo. En ese sentido, por ejemplo, tanto los estados de ingresos como los estados de fondos (llamados comúnmente estados de cambios en posición financiera para empresas comerciales) muestran cambios en la posición financiera en la práctica actual. Otros estados, como, por ejemplo, estados de ganancias retenidas o análisis de propiedades, planta y equipos, pueden mostrar aspectos tanto de la posición financiera al principio y al final del período como cambios en la posición financiera durante un período. Los otros posibles elementos de los estados financieros a que se refirió en los párrafos 3 y 4 también caen en este segundo tipo. Es decir, son cambios de posición financiera, que describen los efectos de transacciones y otros eventos y circunstancias que afectan los activos, pasivos o el patrimonio durante un período, por ejemplo, adquisiciones y disposiciones de activos, la obtención de préstamos, y el repago de las cantidades prestadas.

Queda claro que la información no se presenta con el propósito exclusivo de promulgar la licitud de los comportamientos de una empresa, sino con la finalidad primordial de apalancar nuevas decisiones de negocios. Los negocios no se hacen con una empresa solamente porque ella se apegue a la ley, sino porque de su información es posible predecir un comportamiento económico satisfactorio.

Las salvedades o reservas

Conforme al numeral 5º del artículo 10º de la Ley 145 de 1960, el contador que dictamina unos estados debe expresar las reservas o salvedades a que estuviere sujeta su opinión sobre la fidelidad de los estados financieros, si las tuviere. En similar sentido, el numeral 5º del artículo 208 del Código de Comercio le exige manifestar las reservas o salvedades, que tenga sobre la fidelidad de los estados financieros.
Por su parte los literales d) y e) del numeral 3º del artículo 7º de la ley 43 de 1990 señalan:

d) Cuando el contador público considere necesario expresar salvedades sobre alguna de las afirmaciones genéricas de su informe y dictamen, deberá expresarlas de manera clara e inequívoca, indicando a cuál de tales afirmaciones se refiere y los motivos e importancia de la salvedad en relación con los estados financieros tomados en conjunto, y

e) Cuando el contador público considere no estar en condiciones de expresar un dictamen sobre los estados financieros tomados en conjunto deberá manifestarlo explícita y claramente.

El Pronunciamiento 6 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública se ocupa de las diversas modalidades de salvedad, de la opinión negativa y de la abstención de opinión.

En materia tributaria, el artículo 597 del respectivo estatuto dispone:

Artículo 597 - La declaración de renta podrá firmarse con salvedades. El revisor fiscal o contador público que encuentre hechos irregulares en la contabilidad, podrá firmar la declaración de renta y patrimonio pero en tal evento deberá consignar en el espacio destinado para su firma en el formulario de declaración la frase «con salvedades», así como su firma y demás datos solicitados, y hacer entrega al representante legal o contribuyente de una constancia en la cual se detallen los hechos que no han sido certificados y la explicación completa de las razones por las cuales no se certificaron. Dicha constancia deberá ponerse a disposición de la administración tributaria, cuando ésta lo exija.

En cuanto toca con la perspectiva jurídica, como ya se dijo, la salvedad es la única forma de evitar que se surtan a plenitud los efectos de la presunción estructurada sobre la base de la atestación y firma del contador.

La salvedad, tal cual lo disponen los textos legales, debe manifestarse por escrito, en forma (1) clara, (2) completa y (3) justificada o razonada.

De acuerdo con el párrafo 21 de la sección 550 del Pronunciamiento 6 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública:

Una clase de salvedad en particular depende de las modificaciones que existen y de su importancia relativa. La importancia relativa no solo se determina cuándo debe hacerse una salvedad sino también la clase de salvedad, o sea, si debe usarse una de «excepto por», un dictamen adverso o una denegación de dictamen o si es apropiado «con sujeción a»

Tratándose de estados financieros, el concepto de materialidad está definido por la ley. En efecto, en el artículo 16 del Decreto reglamentario 2649 de 1993 se lee:

Artículo 16 - Importancia relativa o materialidad. El reconocimiento y presentación de los hechos económicos debe hacerse de acuerdo con su importancia relativa.

Un hecho económico es material cuando, debido a su naturaleza o cuantía, su conocimiento o desconocimiento, teniendo en cuenta las circunstancias que lo rodean, puede alterar significativamente las decisiones económicas de los usuarios de la información.

Al preparar estados financieros, la materialidad se debe determinar con relación al activo total, al activo corriente, al pasivo total, al pasivo corriente, al capital de trabajo, al patrimonio o a los resultados del ejercicio, según corresponda.

Así las cosas, conviene resaltar que la materialidad no es un asunto que se limite a la magnitud de las cifras, ya que la ley impone la consideración de la naturaleza de los hechos en cuestión.

De otra parte, también es necesario denotar que la materialidad no es cuestión que deba juzgarse de cara al preparador de la información o respecto del contador que la dictamina o del supervisor gubernamental de turno, sino con relación al usuario de la misma. En otras palabras: la pregunta no es si el preparador o el contador o el supervisor califican importante un asunto, sino si los destinatarios del reporte lo considerarían material
.

Adiciones legales al contenido mínimo

Lentamente pero cada vez con más frecuencia, las autoridades han resuelto obligar a que en los dictámenes se incluyan ciertas manifestaciones adicionales. Por ejemplo:

Decreto Reglamentario 1406 de 1999:

ART. 11— Certificaciones de contadores y revisores fiscales. Los aportantes obligados a llevar libros de contabilidad que, de conformidad con lo establecido por el Código de Comercio y demás normas vigentes sobre la materia, estén obligados a tener revisor fiscal, deberán exigir que dentro de los dictámenes que dichos revisores deben efectuar sobre los estados financieros de cierre e intermedios, se haga constar claramente si la entidad o persona aportante ha efectuado en forma correcta y oportuna sus aportes al sistema.

Igual obligación existirá para los demás aportantes obligados a llevar libros de contabilidad, cuando el patrimonio bruto en el último día del año anterior, o los ingresos brutos del mismo período sean superiores a trescientos cincuenta millones de pesos ($ 350.000.000) En este evento, la certificación a que alude el inciso anterior deberá hacerse por parte del respectivo contador.

La obligación que se establece mediante el presente artículo no será aplicable con respecto a la Nación, los departamentos, municipios, distritos especiales y el Distrito Capital de Santafé de Bogotá.

PAR.—Los valores absolutos expresados en moneda nacional en el presente artículo, se reajustarán anual y acumulativamente en el cien por ciento (100%) del incremento porcentual del índice de precios al consumidor para empleados que corresponde elaborar al Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, entre el período comprendido entre el 1º de octubre del año anterior a aquel en el cual se deban expedir las certificaciones a que el mismo alude, y la misma fecha del año inmediatamente anterior a éste. Al realizar el reajuste de que trata el presente parágrafo, se efectuarán las aproximaciones de que trata el artículo 10 anterior.

ART. 12.—Efectos de la certificación expedida por el contador público o revisor fiscal. Sin perjuicio de las facultades de verificación de que gozan las entidades administradoras y los órganos de control del sistema para asegurar el cumplimiento de las obligaciones para con el mismo, y de las obligaciones que existen en cabeza de los aportantes de mantener a disposición de las administradoras y de los órganos de control la información y pruebas necesarios para corroborar la veracidad de los datos contenidos en las declaraciones de autoliquidación de aportes presentadas, así como el cumplimiento de las obligaciones que sobre contabilidad exigen las normas vigentes, la certificación del contador público o revisor fiscal en los estados financieros del aportante, hará constar los siguientes hechos:

1. Que la información contenida en las declaraciones de autoliquidación de aportes al sistema, y en particular la relativa a los afiliados, y la correspondiente a sus ingresos base de cotización es correcta.

2. Que el aportante no se encuentra en mora por concepto de aportes al sistema.

El contador público o revisor fiscal que encuentre hechos irregulares en la contabilidad de los cuales puedan derivarse inconsistencias o inexactitudes con relación a la información a que aluden los numerales 1º y 2º anteriores, o que determine la existencia de incumplimiento de las obligaciones para con el sistema o la elusión, evasión o mora en el pago de los aportes que financian el mismo, podrá dejar las pertinentes salvedades en el dictamen a los respectivos estados financieros, precisando los hechos que no han sido certificados y la explicación completa de las razones por las cuales no lo fueron. Dichas salvedades estarán a disposición de las respectivas entidades administradoras, al igual que de los órganos de control.

Circular básica contable de la Superintendencia Bancaria (número 100 de 1995):

8.2. Responsabilidad del revisor fiscal

En desarrollo de las funciones propias del revisor fiscal, corresponderá a éste verificar el estricto cumplimiento de lo dispuesto en el presente instructivo, debiendo incluir pronunciamiento expreso sobre el particular dentro del dictamen que rinda respecto de los estados financieros. Así mismo, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 207, ordinal 3º, del Código de Comercio, el revisor fiscal deberá informar de manera oportuna y permanente a la Superintendencia Bancaria las irregularidades que en la aplicación del presente instructivo advierta en el ejercicio de sus labores, cuando las mismas sean materiales.

1.4.2. Responsabilidad del revisor fiscal

En desarrollo de las funciones propias del revisor fiscal, corresponde a este verificar el estricto cumplimiento de lo dispuesto en el presente capítulo, debiendo incluir pronunciamiento expreso sobre el particular dentro del dictamen que rinda respecto de los estados financieros. Así mismo, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 207, ordinal 3º, del Código de Comercio, el revisor fiscal debe informar de manera oportuna y permanente a la SBC las irregularidades que en la aplicación del presente instructivo advierta en el ejercicio de sus labores, cuando las mismas sean materiales.

En el evento de que el revisor fiscal de los fondos de pensiones obligatorias o voluntarias sea el mismo de la entidad que los administre, podrá incluir el dictamen que sobre dichos fondos debe emitir dentro del dictamen de la respectiva entidad.

No cabe poner en duda la importancia de asuntos tales como el sistema de seguridad social, la debida evaluación de la cartera de créditos, el tratamiento de los bienes recibidos en pago o los fondos administrados. La cuestión es otra: ¿estamos destrozando la auditoría financiera convirtiéndola en una auditoría de elementos?

Concordancia del informe de gestión con los estados financieros

De acuerdo con el último párrafo del artículo 38 de la ley 222 de 1995, Cuando los estados financieros se presenten conjuntamente con el informe de gestión de los administradores, el revisor fiscal o contador público independiente deberá incluir en su informe su opinión
 sobre si entre aquéllos y éstos existe la debida concordancia.
Sobre este asunto es importante tener en cuenta las indicaciones contenidas en la sección 720 de la codificación Auditing And Assurance emitida por la Ifac, que es aplicable especialmente en los casos en que no hay obligación de opinar sobre la información que acompañe a los estados financieros. El auditor debe cerciorarse que no existan contradicciones entre los estados financieros y la otra información, exigiendo los cambios del caso cuando hubiese diferencias materiales. 

El párrafo 9 de Isa 720 resalta la necesidad de que el auditor conozca oportunamente esa otra información que acompañará los estados financieros. Esto es obvio. Sin embargo en Colombia ocurre que algunas juntas directivas, quienes deben presentar el dictamen del revisor a la asamblea
, sólo dan por terminado su propio informe luego de conocer el del revisor fiscal. Se crea así un círculo que ha causado más de un problema en ocasiones.

Las diferencias entre los estados financieros y la otra información señalarán que ambas informaciones son incorrectas o que al menos una de ellas está equivocada. Si no se efectuaren las correcciones necesarias, el auditor deberá formular una salvedad o, en su caso, mencionar el asunto en un párrafo de énfasis.

Puede suceder que el auditor, al examinar esa otra información, advierta un error de hecho en ella, que no esté relacionado con los estados financieros. También en este caso el auditor debe poner la situación en conocimiento de la administración y tomar otras precauciones.

La ley colombiana, siguiendo la normativa europea
, no exige calificar la bondad de la gestión de los administradores, ni tampoco emitir una opinión sobre el informe de éstos
. Lo que demanda es verificar la concordancia entre la información suministrada por los estados y el uso o las manifestaciones que sobre ella hagan los administradores en su informe. El propósito de esta verificación es evitar que esos dos cuerpos informativos suministren visiones contradictorias sobre un mismo asunto.

Dictamen sobre estados financieros comparados

Las reglas contables colombianas exigen la presentación de estados financieros comparados:

Decreto reglamentario 2649 de 1993

ART. 32— Estados financieros comparativos. Son estados financieros comparativos aquellos que presentan las cifras correspondientes a más de una fecha, período o ente económico.

Los estados financieros de propósito general se deben preparar y presentar en forma comparativa con los del período inmediatamente anterior, siempre que tales períodos hubieren tenido una misma duración. En caso contrario, la comparación se debe hacer respecto de estados financieros preparados para mostrar un mismo lapso del ciclo de operaciones.

Sin embargo, no será obligatoria la comparación cuando no sea pertinente, circunstancia que se debe explicar detalladamente en notas a los estados financieros.

Isa 710 se ocupa de brindar orientaciones al auditor para cuando deba pronunciarse sobre estados comparativos.

El párrafo 2 del Apéndice 1 de Isa 710 distingue y relaciona los términos consistencia, comparabilidad y comparación. Advierte que la consistencia es condición de la comparabilidad.

Como ya lo señalé, en Colombia el constante cambio de las normas contables hace desaparecer la consistencia. Sin embargo este es un asunto del cual nadie ha querido ocuparse.

Tal cual lo destaca el párrafo 24 de Isa 710, frente a los estados financieros comparativos el auditor expresa tantas opiniones como estados se presentan, opiniones que pueden ser de sentido distinto (por ejemplo la de un período calificando los estados como razonables y la de otro manifestando salvedades)

El párrafo 25 de la misma sección 710 se ocupa del eventual cambio de opinión sobre los estados financieros correspondientes a los períodos anteriores al último, exigiendo que se expliquen las razones del cambio en un párrafo de énfasis.

Dictamen sobre estados financieros consolidados

En muchos países las entidades presentan un único juego de estados financieros, el cual es consolidado cuando a ello hay lugar. En estos países es sobre estos estados (consolidados) que se define y distribuye el resultado del ejercicio. En los trabajos preparatorios de la Ley 222 de 1995 así se propuso, sin que la fórmula hubiese sido acogida. Es una lástima porque ello es más técnico y mucho mejor para la trasparencia de la información.

En otros países, como en Colombia, las entidades presentan estados financieros individuales y consolidados, siendo aquellos lo que se toman como fundamento para resolver sobre el resultado del ejercicio.

Los estados financieros consolidados se presentan dictaminados. Al respecto la Circular básica contable de la Superintendencia Bancaria (número 100 de 1995) señala:

5. Certificación

Los estados financieros consolidados deben ser certificados y acompañados de la opinión del revisor fiscal de la entidad matriz. Dicha opinión se referirá a la razonabilidad de tales estados en consideración a la información por él recibida y al cumplimiento de los criterios y procedimientos aquí establecidos. Cuando los mencionados estados financieros correspondan al cierre de ejercicio de la matriz se deberá anexar el dictamen sobre los mismos emitido por el revisor fiscal de esta.

De manera equivocada, en Colombia se han puesto obstáculos a la auditoría consolidada, en casos prohibiéndola y en casos, aunque aceptando que una sola firma de contadores haga todo el trabajo, exigiendo que cada unidad integrante del grupo de empresas tenga un revisor fiscal distinto del que ejerza en las demás. Es así como llegamos a dictámenes tan insuficientes (y absurdos desde una perspectiva técnica) como el que regula el párrafo 5 que se acaba de transcribir. 

Es indiscutible que un buen dictamen sobre estados financieros consolidados supone una auditoría consolidada.

El futuro contenido del dictamen

Proyecto de ley en Colombia

El 10 de diciembre de 2003, el Gobierno Nacional colocó a disposición del público un borrador del Proyecto de ley de intervención económica por medio de la cual se señalan los mecanismos por los cuales se adoptan en Colombia los estándares internacionales de contabilidad, auditoría y contaduría, se modifican el Código de Comercio, la normatividad contable y se dictan otras disposiciones relacionadas con la materia.
En ese proyecto se lee:

Artículo 25. Contador Profesional Acreditado Público: En atención al interés público que reviste el ejercicio de la profesión de contaduría como Contador Profesional Acreditado Público, la persona que acredite tal calidad, deberá atender las siguientes reglas:

(...) 2.
Con base en las conclusiones obtenidas en su labor de auditoría, el auditor deberá expresar en el informe de auditoría, de manera clara y escrita, su opinión en relación con los estados financieros considerados en su totalidad, expresando con claridad si tales estados financieros están libres de errores materiales. Así mismo, deberá indicar si tales estados financieros son preparados, en todos los aspectos materiales, de conformidad con los estándares internacionales adoptados según la presente ley. La opinión del auditor deberá proveer un alto más no absoluto grado de aseguramiento expresado positivamente en su informe de auditoría. (...)

Artículo 33. Revisoría Fiscal: Lo dispuesto en el presente artículo modifica la legislación y las reglamentaciones existentes en materia de revisoría fiscal, y se constituye en criterio básico para la interpretación y aplicación de las normas que sobre el respecto se mantienen.

El artículo 207 del Código de Comercio quedará así:

1. En los entes económicos del nivel uno de escalabilidad, el auditor de estados financieros será designado directamente por el comité de auditoría, si lo hubiere, o en caso contrario por la asamblea de socios o accionistas y deberá reportarle a dicho comité. El auditor de estados financieros tendrá como función única realizar la auditoría de estados financieros y emitir el dictamen correspondiente según estándares internacionales de auditoría y el cual deberá contener una declaración explícita e inequívoca del cumplimiento con los estándares internacionales de auditoría.

Las entidades de inspección, vigilancia y control no le podrán asignar funciones adicionales al auditor de estados financieros, pero sí podrán requerirles para que les certifique información tributaria o financiera contenida en el sistema de información contable.

2. En los entes económicos de los niveles dos y tres de escalabilidad, además de la función de auditar y dictaminar los estados financieros, el auditor de estados financieros podrá ejercer funciones de asesoría y consejería empresarial orientadas, en todo caso, al fortalecimiento organizacional y de gestión financiera del ente económico. En caso que el auditor de estados financieros ejerza funciones adicionales:

a) Su dictamen deberá contener una declaración clara e inequívoca de que la auditoría de estados financieros que realiza no es independiente y no cumple estándares internacionales de auditoría.

b) Este hecho no se considera violación de las normas profesionales colombianas.

c) Las entidades de inspección, control y vigilancia le podrán requerir para que les certifique información tributaria o financiera contenida en el sistema de información contable.

Parágrafo: En los entes económicos en que sea meramente potestativo el cargo de auditor de estados financieros, éste ejercerá las funciones que expresamente le señalen los estatutos o los organismos directivos, con el voto requerido para la creación del cargo. A falta de estipulación expresa de los estatutos y de instrucciones concretas de los organismos directivos, ejercerá las funciones indicadas en este artículo. No obstante, si no es Contador Profesional Acreditado, no podrá autorizar con su firma estados financieros, ni dictaminar sobre ellos.

Del ejercicio público y privado de la profesión contable

En este proyecto de ley se propone abandonar la denominación de contador público y, en su lugar, acoger la de contador profesional acreditado. Existirían dos formas de ejercicio profesional, que implicarían el uso de dos denominaciones diferentes: contador profesional acreditado público y contador profesional acreditado privado. Al respecto en el citado borrador del proyecto de ley se lee:

Artículo 23. Contador Profesional Acreditado: Será Contador Profesional Acreditado (CPA) la persona natural o jurídica que, mediante la inscripción que acredite su competencia profesional en los términos de la presente ley, actúe en ejercicio profesional público o privado de la profesión de contaduría.

Se entiende por ejercicio profesional público el ejercicio de la profesión de contaduría en el cual los elementos esenciales del contrato de prestación de servicios son, de un lado, la independencia entre quien presta el servicio y quien lo contrata y, de otro, la primacía del interés público sobre el particular. El contador profesional acreditado en ejercicio profesional público estará obligado a acompañar su nombre y firma o incluir en su razón social o nombre comercial la denominación de “Contador Profesional Acreditado Público”; ninguna otra persona o entidad podrá utilizar tales denominaciones o cualquier otra que induzca a confusión con la misma.

Se entiende por ejercicio profesional privado el ejercicio de la profesión de contaduría en el cual no se requiere de independencia entre quien presta el servicio y quien lo contrata como elemento de la esencia del contrato de prestación de servicios o del contrato de trabajo, sea que se realice en los sectores de servicios, industria, comercio, público, de educación, entre otros. El contador profesional acreditado en ejercicio profesional privado deberá acompañar su nombre y firma o incluir en su razón social o nombre comercial la denominación de “Contador Profesional Acreditado Privado”; ninguna otra persona o entidad podrá utilizar tales denominaciones o cualquier otra que induzca a confusión con la misma.

Parágrafo: El uso de la denominación a que se hace referencia en los incisos segundo y tercero del presente artículo impone las obligaciones implícitas en la misma y quien actúe en una y otra forma frente a diferentes clientes no podrá eludirlas amparándose en la denominación utilizada.

Parágrafo transitorio: El contador público reconocido en los términos de la Ley 43 de 1990, o en disposiciones anteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, tendrá, por ministerio de esta Ley, la calidad de Contador Profesional Acreditado con todos sus derechos y obligaciones.

La distinción que se propone consagrar en la Ley tiene cierta cercanía con la que contempló el Decreto número 2373 de 1956, el cual señaló:

Artículo 2º – Para los efectos legales se reconocen dos clases de contadores: contadores inscritos y contadores públicos.

Se entiende por contador inscrito, el que ha obtenido su matrícula ante la Junta Central de Contadores, en las condiciones previstas en este Decreto, para ejercer la profesión de contador, en general; y por contador público el que, estando inscrito como contador en la forma indicada y habiendo cumplido los requisitos señalados en este Decreto o en las leyes, puede dar fe pública respecto de los actos y documentos indicados en este mismo Decreto y en las leyes.

En IFAC Code of Ethics for Professional Accountants se encuentran las siguientes definiciones:

Professional accountant: Those persons, whether they be in public practice, (including a sole practitioner, partnership or corporate body), industry, commerce, the public sector or education, who are members of an IFAC member body

Employed professional accountant: A professional accountant employed in industry, commerce, the public sector or education

Professional accountant in public practice: Each partner or person occupying a position similar to that of a partner, and each employee in a practice providing professional services to a client irrespective of their functional classification (e.g., audit, tax or consulting) and professional accountants in a practice having managerial responsibilities. This term is also used to refer to a firm of professional accountants in public practice

Professional services: Any service requiring accountancy or related skills performed by a professional accountant including accounting, auditing, taxation, management consulting and financial management services

La literatura profesional distingue entre contador empleado y contador en práctica pública. Los contratos que nosotros llamamos laborales implican, necesariamente, la subordinación del contratado. En cambio, por regla general, los contratos que nosotros llamamos de servicios suponen la autonomía del contratado. Esta es la diferencia a la cual atiende el código de ética de Ifac.

De tiempo atrás hemos sostenido que la subordinación laboral no es compatible con el ejercicio de la revisoría fiscal, ya que hemos entendido que ésta tiene a su cargo el desarrollo de una auditoría independiente. Pero la profesión contable colombiana ha opinado lo contrario. Esta posición de la profesión nos ha parecido errada
.

Nuestra anterior normatividad, el decreto número 2373 de 1956, intuyó esta diferencia pero incurrió en una imprecisión. Solamente los contadores en práctica pública gozan de la independencia necesaria para dar fe pública. Pero la práctica pública no se limita a dar fe pública. Desafortunadamente, en lugar de mejorar la distinción legal, la Ley 145 de 1960 eliminó la doble categoría de contadores y resolvió facultar a todos para ejercer cualquier trabajo y para dar fe pública. Años más tarde la legislación tributaria colombiana profundizó el error legislativo al permitir que contadores vinculados laboralmente a su empresa le atesten sus declaraciones tributarias.

La noción que plantea el proyecto de ley mencionado no se limita a considerar la independencia como elemento diferenciador entre las dos modalidades de ejercicio profesional. Añade otro elemento, a saber, la primacía del interés público sobre el interés particular. Estos dos elementos son propios de las actividades profesionales que en nuestro medio están dirigidas a servir de prueba, es decir de aquéllas que se revisten del efecto de la fe pública. Pero, como ya lo dijimos, no todo trabajo independiente tiene como finalidad dar fe pública. En todo caso, nosotros encontramos ganancia o mejoría en el hecho de volver a distinguir las formas de ejercicio profesional.

Si se acuña la distinción entre las formas de ejercicio profesional, será lógico y adecuado que las expresiones de los diferentes contadores hagan las respectivas diferencias sobre la calidad del profesional que actúa. Por eso resulta acertado que se proyecte poner de presente si el contador que atesta es o no independiente.

Sobre la concurrencia de auditorías

En la explicación que antecede la normatividad propuesta, el borrador del Gobierno Nacional expone:

Adicional a lo anterior, implica una transformación profunda en la revisoría fiscal. Esta institución de carácter legal tradicionalmente ha hecho la revisión de los balances y ha estado acompañada de otras funciones tales como certificaciones tributarias y regulatorias, instrucciones sobre contabilidad y procesos, y otros informes. Las presiones mundiales recientes están conduciendo a que el auditor de estados financieros no pueda desarrollar, simultáneamente y para el mismo cliente, servicios que técnicamente se consideran como de consultoría.

En consecuencia, se hace imperativo que la revisoría fiscal, particularmente de las entidades de interés público, realice únicamente la auditoría de estados financieros (entendida en sentido contemporáneo, esto es, vinculante con la auditoría de control interno y con la detección y prevención del fraude).

En otro lugar
 expusimos cómo el mundo ha visto nacer y desarrollarse diferentes clases de auditoría, entre ellas las denominadas auditorías integrales y las auditorías integradas. También allí explicamos por qué para nosotros la revisoría fiscal colombiana, según los textos legales vigentes, no se limita a una auditoría financiera. Igualmente en el ensayo aludido nos ocupamos de rebatir el pensamiento de quienes sostienen que la revisoría fiscal tiene a su cuidado el desarrollo de una auditoría integral.

Las auditorías integrales y las integradas se presentan, seductoramente, como formas más eficientes de trabajo profesional, en la medida en la cual, mediante mecánicas de integración o de coordinación de procedimientos, intentan abarcar un mayor número de objetos de auditoría y, consecuencialmente, una más grande cantidad de aserciones. Se ha tratado de presentar tales auditorías como servicios de mayor valor agregado, pues brindarían a la comunidad aseguramiento sobre cuestiones que aunque sobrepasen los asuntos financieros también serían de interés público. Finalmente, la defensa de los modelos integrales o integrados traería consigo el efecto de fortalecer la profesión contable por la vía de aumentar su radio de intervención.

El proyecto del Gobierno, apartándose de la línea estratégica de ciertos grupos de la profesión contable que están dedicados a estudiar, desarrollar y fortalecer los modelos de auditoría integral, nos plantea que la tendencia político – jurídica de los pueblos contemporáneos es la de mantener la separación, al menos, entre la auditoría financiera y las otras auditorías.

Esta posición del Gobierno tiene apoyo en textos legales de diferentes naciones, pues en muchas de ellas, efectivamente, se mantiene separada la auditoría financiera.

Aunque en el plano teórico, académico, he sostenido que cabe la gestación y desarrollo de auditorías integrales y he anotado que esos modelos han venido siendo utilizados especialmente por los supervisores de entes estatales, en el mundo profesional, práctico, he objetado su procedencia con base en su estado inacabado.

Yo no veo pérdida alguna en las ansías de aseguramiento de la comunidad si, como se propone, el universo de actividades se divide entre varios instrumentos. Antes bien, la auditoría financiera en Colombia ganaría en claridad en todos sus aspectos, brindando mayor seguridad jurídica.

Sin embargo, observo que el proyecto se queda a mitad de camino porque no resuelve la problemática existente por la real concurrencia de auditorías impuesta por las leyes colombianas, sobre todo las originadas en la obligatoriedad de auditorías externas de gestión y resultados, propias de las entidades de servicios públicos domiciliarios
 y las auditorías médicas, exigidas a las entidades promotoras de salud
 y a las instituciones prestadoras de servicios de salud
. Así mismo, el proyecto deja sin resolver la concurrencia de la revisoría fiscal con la vigilancia fiscal que corresponde a las contralorías. Es que circunscribiendo la revisoría fiscal de ciertos entes a la auditoría financiera, no se está evitando la doble realización de ésta en la medida en que no se alteran otras auditorías que la incluyen.

Propuesta de nuevos estándares internacionales

La International Auditing and Assurance Standards Board, difundió, en diciembre de 2003, con plazo para presentar comentarios hasta marzo 31 de 2004, un documento que tituló así:

Proposed Pronouncements on the Auditor’s Report

ISA 700 (Revised), “The Independent Auditor’s Report on a Complete Set of General Purpose Financial Statements”

ISA 200, “Objective and General Principles Governing an Audit of Financial Statements”

Amendment to ISA 210, “Terms of Audit Engagements”

Conforming Amendments

Se trata del resultado de un proceso que comenzó en junio de 2002. Traigo a cuento esta fecha para resaltar como el sistema internacional se toma su tiempo para hacer un estándar, lo cual es bien diferente del apresuramiento con el que se legisla en Colombia en muchas ocasiones.

La propuesta se dirige principalmente
 a escindir las normas actuales en dos, de manera que se suministre por separado guía respecto de los dictámenes “no calificados ni modificados” y de los dictámenes “modificados”, cuestiones que hoy se tratan en un solo cuerpo, con mucho énfasis sobre estos últimos.

Isa 700 no se ocupará del dictamen de estados de propósito especial, como tampoco de los dictámenes sobre componentes
.

Isa 700 ampliará la orientación sobre la consideración de información suplementaria o adicional presentada conjuntamente con los estados financieros, suministrará guía sobre cómo fechar el dictamen, sobre los procedimientos a seguir cuando se apliquen normas de auditoría internacionales y normas locales de auditoría y sobre la manera de pronunciarse para satisfacer obligaciones distintas y adicionales a las consistentes en dictaminar los estados financieros.

Finalmente, Isa 700 precisará y actualizará el lenguaje del modelo de dictamen.

Isa 200 e Isa 210 aclararán qué se entiende por una adecuada base de contabilidad, facilitando al auditor la evaluación de si resulta apropiado o no el marco contable escogido. De particular relevancia científica resulta la afirmación según la cual “This guidance recognizes that applicable financial reporting frameworks differ depending on the nature of the entity (for example, profit-oriented, not-for-profit, governments) and the objective of the financial statements (general purpose or designed for a special purpose).”

Conviene recordar que “At the September 2002 IAASB meeting it was agreed that IAPS 1005 should be updated to take account of all ISAs issued since March 1999. The IAASB also agreed that for all new ISAs, where necessary, SMP considerations should be included in the body of those ISAs, and that IAPS 1005 should be eliminated over time”

En el párrafo 2, Isa 700 insiste en la equivalencia de las expresiones “give a true and fair view” y “presents fairly, in all material respects”.

El párrafo 12 contempla un requisito formal y uno sustancial a ser satisfechos por el dictamen, en su orden: dictaminar por escrito y hacerlo en forma clara.

El párrafo 14 defiende el uso consistente, repetido, de formatos de dictamen, asegurando que con ello se promueve la credibilidad y la comprensión con relación al trabajo del auditor.

Según el párrafo 16, el que titula un dictamen con la expresión independiente afirma que ha sido y es independiente. El título no es, entonces, un simple rótulo.

De acuerdo con el párrafo 18, el dictamen se dirige a aquellos para quienes se ha preparado.
 

En el párrafo 20 se llega a recomendar que se cite en el dictamen la página del folleto en que se encontrarán los estados financieros auditados. En nuestro medio esta identificación plena de lo examinado se ha venido dispensando mediante la firma del balance. Sin embargo, en alguna ocasión una autoridad exigió la firma en cada uno de los estados financieros y no solo en el balance. ¡Algún día nos veremos abocados a la imposición de iniciales en todas las páginas que contienen las notas a los estados financieros.! Esta cuestión me recuerda las sabias reflexiones de mis maestros en Introducción al Derecho, quienes advertían sobre la necesidad de las formas y el peligro de su abuso (el formalismo per se carece de sentido).

Los párrafos 22 y 59 abogan porque la información auditada se distinga claramente de la no auditada, evitando malos entendidos en esta materia. Se recomienda, entre otras cosas, usar la etiqueta no auditado. Si esto no se logra, el auditor deberá expresar una opinión con salvedades (párrafo 61). En todo caso, lograda o no la diferenciación entre la información auditada y la no auditada, el auditor deberá leer esta y asegurarse de que exista consistencia entre ellas (párrafo 62).

El párrafo 25 actualiza la descripción del alcance de las responsabilidades de la administración en la formación de la información financiera. En él se lee:

25. The auditor’s report should state that management is responsible for the preparation and the fair presentation of the financial statements in accordance with the applicable financial reporting framework and that this responsibility includes:

(a) Maintaining internal control relevant to the preparation of financial statements that are free from material misstatement, whether due to fraud or error;

(b) Selecting and applying appropriate accounting policies that are consistent with the applicable financial reporting framework; and

(c) Making accounting estimates that are reasonable in the circumstances.
Lo novedoso de esta propuesta no radica en conocer obligaciones de la gerencia, que han tenido ese contenido hace tiempo, sino en la manifestación expresa de ellas en el dictamen del auditor, subrayando así los deberes esenciales de la administración en la preparación de los estados financieros. Entre las tres cuestiones que se mencionan en ese párrafo, destacamos aquí como la administración debe seleccionar y aplicar políticas contables
 que sean acordes con el marco de trabajo escogido para gobernar la información financiera. En cuanto más sean los principios y no las reglas el contenido de los estándares
, mayor será la importancia de las políticas contables.

El párrafo 27 advierte que el término management se usa para identificar a quienes tienen el deber de preparar los estados financieros (cualquiera sea su estatus y denominación) y no, como pudiera pensarse, para asignar a la gerencia esta responsabilidad.

El párrafo 30 recomienda indicar en forma expresa que una auditoría se planea y desarrolla para obtener una razonable pero no absoluta seguridad.
 Tampoco esto es una actitud nueva, que, sin embargo, se propone ahora subrayar en el dictamen.

En el párrafo 32 se prohíbe que se manifieste que la auditoría se adelantó conforme a Isa, cuando ello no haya ocurrido completamente. Como se recordará una regla similar ha planteado Iasb respecto de la aplicación de los estándares internacionales de contabilidad. Una y otra postura procuran evitar que los usuarios crean que se ha obrado de cierta forma cuando ello no ha sido así, cayendo en errores de apreciación de efectos impredecibles. Esas prohibiciones también eliminan la necesidad de discutir y definir si es o no material una eventual desviación en la aplicación del marco escogido, ya que no cabe pensar en aplicaciones materiales o sustanciales sino íntegras.

Luego el proyecto de estándar propone como debería describirse la auditoría. Se presentan aquí importantes novedades:

33. The auditor’s report should describe an audit by stating that:

(a) An audit involves performing procedures to obtain audit evidence about the amounts and disclosures in the financial statements;

(b) The audit procedures selected depend on the auditor’s assessment of the risks of material misstatement in the financial statements. In making those risk assessments, the auditor considers internal control relevant to the entity’s preparation of the financial statements as a basis for designing audit procedures that are appropriate in the circumstances, but not for the purpose of expressing an opinion on the effectiveness of the entity’s internal control,
 and

(c) An audit also includes evaluating the appropriateness of the accounting policies used, the reasonableness of significant accounting estimates made by management, as well as the overall financial statement presentation and disclosures.
Ahora bien: en la nota al pié se lee:

5 In some jurisdictions, the auditor may have a responsibility to perform both an audit of the financial statements and an audit of the effectiveness of the entity’s internal control. In such circumstances, the auditor reports on the responsibility to report on internal control as required in that jurisdiction. The reference in the auditor’s report on the financial statements to the fact that the auditor’s consideration of internal control is not for the purpose of expressing an opinion on the effectiveness of the entity’s internal control may not be appropriate in such circumstances.

La cuestión más novedosa es la manifestación de como los procedimientos de auditoría se seleccionan a partir de una evaluación sobre las probabilidades de que un error material ocurra en los estados financieros. No es nueva la idea según la cual una auditoría es una respuesta a los riesgos identificados y mucha es la literatura al respecto. Lo inédito es que ello se exprese en el dictamen. A nuestra manera de ver, la historia del dictamen, es decir, la evolución de su texto a lo largo del tiempo, muestran una constante: expresar cada vez con mayor detalle y profundidad qué es, cómo se hace y qué resulta de una auditoría.

Una segunda cuestión para resaltar con relación al párrafo 33 es el reconocimiento que allí se hace de que en ciertos países se exige al auditor expresar una opinión sobre el control interno –tal cual se exige en Colombia– y no solamente un dictamen sobre los estados financieros. Si esto fuere una cuestión esporádica y no significativa no habría sido mencionado en el proyecto de estándar.

Así como el auditor, al titular su dictamen, declararía su independencia, de conformidad con lo señalado en el párrafo 34 de la propuesta que venimos comentando también declararía que obtuvo evidencia suficiente y apropiada para apoyar su opinión sobre los estados financieros. Esta declaración también tiene el sentido de comprometer su responsabilidad, ya que luego no podría afirmar lo contrario.

El párrafo 38 nos recuerda que “The wording of the auditor’s opinion depends on the financial reporting framework.” Esta precisión en muy importante y poco percibida en nuestro medio, ya que erróneamente aquí pensamos que existe una única base de contabilidad y un único modelo de auditoría, creencia que es contra-evidente. También este párrafo rememora que la opinión de un auditor se produce en el contexto de la base de contabilidad escogida
.

El párrafo 39 reconoce que un marco de trabajo puede abarcar tanto estándares (técnicos) como normas (legales), como sucede prácticamente en todos los países. Es más, en muchos países los estándares técnicos son al mismo tiempo normas legales.

Luego de admitir que en ciertos países, como en Colombia, el auditor puede tener obligaciones más allá de la expresión de un dictamen sobre los estados financieros, el proyecto manifiesta:

41. In some cases, the relevant standards or laws may require or permit the auditor to report on these other responsibilities within the auditor’s report on the financial statements. In other cases, the auditor may be required or permitted to report on them in a separate report.

Como sabemos, en Colombia las leyes han distinguido, tratando en normas separadas, el dictamen sobre los estados financieros de las demás opiniones que de él se esperan. No obstante la profesión contable colombiana fusionó en un solo cuerpo todas esas declaraciones, cuestión que pensamos inadecuada, como explicaremos a lo largo de este escrito.

Así como se exige que se distinga la información auditada de la no auditada, también se exige que se distingan claramente cada una de las obligaciones del auditor (párrafo 42), de manera que no haya duda sobre el alcance de cada examen. En Colombia esto debería ser especialmente aplicado, dada la fusión que comentamos en el párrafo anterior. Desafortunadamente no es así.

Los párrafos 44 a 47 reiteran que la fecha de un dictamen debe ser aquélla en la cual se hubiere obtenido la evidencia suficiente para apoyar la opinión, así todos los asuntos propios de una auditoría no se hayan realizado
. También advierten que esa fecha no puede ser anterior a la fecha de aprobación de los estados financieros.

El párrafo 49 reitera que un dictamen podría ser firmado por la firma de contadores, por el auditor a cargo o por ambos. El proyecto reconoce que otras declaraciones podrían ser necesarias además de la firma, como sucede en Colombia con la necesidad de expresar el número de la tarjeta profesional, tal cual lo exige el parágrafo 3° del artículo 3° de la Ley 43 de 1990.

Por su parte el párrafo 50 enseña que el auditor debería indicar el lugar en donde desarrolla su práctica profesional.

En los casos en los cuales el auditor desarrolla su trabajo para cumplir tanto con el cuerpo internacional como un cuerpo local de estándares de auditoría, de acuerdo con el párrafo 52 del proyecto, el auditor debe cumplir íntegramente con Isa y realizar de manera adicional los procedimientos que sean necesarios para satisfacer el cuerpo local. En otras palabras, no es posible que el auditor factorice, fusione, sintetice, los dos cuerpos normativos. Si entre uno y otro cuerpo existen conflictos, el auditor deberá escoger uno de ellos e indicarlo así en su dictamen (párrafo 54). Si las diferencias entre los cuerpos se limitan al contenido y fraseología del dictamen, el auditor podría usar el modelo local y manifestar que ha desarrollado su trabajo observando tanto las normas internacionales como las locales (párrafo 57) 

Cuando la base de contabilidad usada para preparar los estados financieros o el cuerpo de normas de auditoría tengan carácter local, el auditor debe manifestar el origen geográfico de una y otro (párrafos 37 y 55).

De otro lado, el proyecto de Isa 200 establece que una base de contabilidad apropiada será aquélla que corresponda con la naturaleza de la entidad y los objetivos que se quieran satisfacer con los estados financieros (párrafo 36). El auditor deberá evaluar si, además, la base implica la integridad de la información, privilegia la esencia sobre la forma, es consistente al aplicarse sobre eventos similares, es neutral, fácilmente comprensible por los usuarios y carente de ambigüedades (párrafo 44)

El informe del revisor fiscal a la asamblea

Además del dictamen sobre los estados financieros, la ley colombiana obliga al revisor fiscal a presentarle un informe a la asamblea sobre otros asuntos, los cuales enlista en el artículo 209 del Código de Comercio.

Ante la ley este informe adicional no es propio de cualquier contador público dictaminador, sino de los revisores fiscales. De tal suerte que su exigencia permite, sin duda, sostener que en Colombia la revisoría fiscal si bien incluye una auditoría financiera no se limita a ella
.

Aunque la práctica profesional ha consistido en adicionar al dictamen sobre los estados financieros un párrafo para pronunciarse sobre los asuntos que comprende el citado artículo 209, algunos observan que ello no permite usar la fraseología que la misma profesión recomienda para estas manifestaciones
 y que, de otra parte, ello hace público su contenido, por la vía del depósito legal de los estados financieros
.

Sobre esta materia es conveniente tener en cuenta las secciones 655 y 660 del Pronunciamiento número 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

La opinión sobre los actos de los administradores

Conforme al numeral 1º del artículo 209 del Código de Comercio, el revisor fiscal debe informar a la asamblea si los actos de los administradores de la sociedad se ajustan a los estatutos y a las órdenes o instrucciones de la asamblea o junta de socios.

En este mismo documento, al hablar de la regularidad de las operaciones, se ha señalado como la Ley viene a formar parte de los estatutos sociales. Las reflexiones que se hicieron allí son aplicables también en este caso.

De otra parte, debe señalarse que aunque existe una importante similitud de contenido entre la opinión sobre la regularidad de las operaciones y la que versa sobre los actos de los administradores, no puede considerarse que se trate de lo mismo.

Algunos actos de los administradores no son, ni deben ser, registrados en los libros de contabilidad. De igual manera, algunas operaciones sociales no son actos de los administradores.

La Ley 222 de 1995 precisó quiénes son administradores y definió con mayor detalle sus obligaciones, especialmente en los artículos 23 y 45. La lectura de estas normas dejará en claro el amplio alcance que compete examinar al revisor fiscal
.

Para poder rendir esta opinión es necesario efectuar una auditoría de cumplimiento, obteniendo evidencia específica que demuestre si se han cumplido o no las regulaciones aplicables. Gran parte del trabajo de la auditoría financiera puede ser planeado de forma tal que sirva también para estos propósitos. Sin embargo, debido a que algunos actos de los administradores no son objeto de registro, siempre será necesario adelantar otras comprobaciones.

Esta opinión versa sobre la legalidad de los actos de los administradores y no sobre la bondad o conveniencia de ellos. Si uno se atiene al texto legal no podrá encontrar en él apoyo para sostener que el revisor fiscal deba realizar una auditoría de gestión, como, extralimitándose, lo sostuvo el Consejo Técnico de la Contaduría Pública en su Pronunciamiento número 7.

La opinión sobre la correspondencia, los comprobantes y los libros

Al hablar de la opinión sobre la regularidad de la contabilidad se indicó la relación que existe entre los requisitos materiales y los requisitos formales de la contabilidad. A tales explicaciones nos remitimos.

Para proferir la opinión que exige el numeral 2º del artículo 209 del Código de Comercio, también es necesario llevar a cabo una auditoría de cumplimiento o de regulaciones, que comprenderá entre otras cosas la verificación de las normas sobre registros y libros contenidas en el Decreto reglamentario 2649 de 1993 y las múltiples normas que al respecto consagra el Estatuto Tributario.

Al efectuar el examen sobre las normas en comento es necesario tener en cuenta que los libros, comprobantes y correspondencia son exigidos por la ley para fines probatorios y que la violación de las reglas expedidas al respecto, precisamente, hace que el valor de prueba se pierda. Véanse, entre otros, los artículos 68 y siguientes del Código de Comercio, el artículo 774 del Estatuto Tributario, así como el artículo 271 del Código de Procedimiento Civil.

La actual legislación colombiana sobre los libros y documentos es retrógrada, pues no ha asimilado los avances de la electrónica, expresados en la computación y aplicados a la teneduría. De tal manera que una auditoría de requisitos pasados de moda y, muchas veces, abandonados, resulta de poca utilidad.

La opinión sobre el control interno

Finalmente, el artículo 209 del Código de Comercio exige al revisor fiscal informar a la asamblea si el control interno es adecuado, para lo cual es necesario realizar una auditoría del control interno.

Como ya se ha explicado en otras ocasiones, una auditoría del control interno excede en alcance la revisión que del mismo se hace dentro de una auditoría financiera para determinar el grado de confianza que se puede depositar en él.

La noción de control interno ha cambiado sensiblemente a lo largo de los años, especialmente como consecuencia de la publicación del estudio efectuado por COSO
. Este estudio fue incorporado a la literatura jurídica colombiana mediante el pronunciamiento 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública, así como al contexto de la auditoría financiera en los Estados Unidos de América, como ocurrió al emitir SAS 78. También deben tenerse en cuenta los Statement on Standars for Atestation Engagements (SSAE)

Los pronunciamientos profesionales colombianos recomiendan cierta fraseología para expresar una opinión sobre el control interno. Véase la sección 660 del pronunciamiento 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

Certificaciones

En este documento se ha precisado el concepto de certificación, resaltando el alto grado de certeza que supone y la consecuente necesidad de evidencia concluyente sobre lo que se afirma, la cual debe quedar adecuadamente documentada.

Para evitar incurrir en infracciones de sus deberes profesionales es necesario que el contador se limite a certificar hechos que él pueda comprobar directamente, absteniéndose de atestar afirmaciones que se fundan en evidencia indirecta, es decir, suministrada por terceros. Para certificar cuentas y saldos es necesario haber practicado previamente una auditoría sobre las mismas. No basta limitarse a comprobar su registro en libros.

En la práctica se ha creído que el contador público puede certificar cualquier hecho. Contra este entendimiento es necesario reaccionar
.

La certificación de un contador solo tiene carácter de prueba cuando se emite respecto de actos propios de la profesión (artículo 10 de la Ley 43 de 1990), es decir, cuando ella se expide con fundamento en los libros de contabilidad (artículo 2º de la misma Ley) Los contadores debieran rechazar la expedición de certificados que se salgan de su ámbito
.

Como guía de los procedimientos que deben desarrollarse para expedir una certificación, a falta de normas colombianas, convendría considerar los pronunciamientos sobre normas de atestaciones (SSAE) de los Estados Unidos de América.

Certificaciones en materia tributaria

El valor de prueba que la Ley imprime a las certificaciones
 de los contadores públicos ha provocado una avalancha de exigencias sobre estos profesionales
. Para ilustrar este punto considérense las siguientes normas tributarias (se resalta)
 
:

DECRETO REGLAMENTARIO 2595 DE 1979

ART. 39.—Para obtener el tratamiento previsto en el artículo 32 de la Ley 20 de 1979, el contribuyente deberá demostrar dentro del término que tiene para presentar la declaración de renta la inversión de la totalidad de la indemnización recibida en la adquisición de bienes iguales o semejantes a los que eran objeto del seguro.

Si no es posible efectuar la inversión dentro del término señalado, el interesado deberá demostrar, que con la indemnización recibida se constituyó un fondo destinado exclusivamente a la adquisición de los bienes mencionados.

PAR.—La constitución de dicho fondo se demostrará con certificado expedido por el revisor fiscal y a falta de éste por contador público.

En el año en el cual se le diere a este fondo una destinación diferente, lo recibido por indemnización constituirá renta gravable

DECRETO REGLAMENTARIO 2126 DE 1983

ART. 9º—Los contribuyentes o responsables que pretendan acogerse al beneficio consagrado en el presente decreto, deberán elevar por escrito ante la Administración de Impuestos Nacionales donde tengan su cuenta corriente, solicitud que contenga la siguiente información:

1. Ciudad, fecha, nombre o razón social completa y NIT del contribuyente o responsable.

2. Dirección y teléfono del solicitante.

3. Clase y cuantía del impuesto e intereses y sanciones materia de la solicitud.

4. Plazo solicitado para el pago.

5. Especificación de la garantía ofrecida.

6. Indicación de si se le adelanta o no proceso ejecutivo por concepto de impuestos sobre las ventas o renta y complementarios.

La anterior solicitud deberá acompañarse de los siguientes documentos:

Impuesto sobre la renta y complementarios

1. Certificación expedida por la respectiva Administración de Impuestos Nacionales, sobre el monto de la deuda y períodos fiscales que comprende, incluidos los intereses y sanciones calculados hasta la fecha de la solicitud.

2. Si el solicitante es responsable del impuesto sobre las ventas, deberá anexar certificación sobre su estado de cuenta.

3. Copia de la última declaración de renta y patrimonio del solicitante.

4. Cuando se ofrezca garantía real, el título o documento que respalda la propiedad del bien, el cual podrá aceptarse con gravamen, siempre y cuando cubra suficientemente la deuda.

En caso de inmuebles, además, certificado sobre tradición y libertad expedido por la oficina de registro de instrumentos públicos y privados y certificado expedido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi o la oficina de catastro, con una anterioridad no superior a tres meses, sobre el avalúo catastral vigente; en defecto de éste, podrá anexarse avalúo comercial practicado por una entidad legalmente autorizada.

5. Cuando se ofrezca garantía bancaria o de compañía de seguros, carta de intención expedida por la respectiva entidad, en la cual promete respaldar la deuda correspondiente, indicando el monto a garantizar y el término de vigencia, deberá acreditarse la facultad de quien la suscribe.

6. Cuando se trate de persona natural o jurídica, distinta de las citadas en el numeral anterior, carta de intención suscrita por el garante, en la que conste la aceptación expresa como deudor solidario de la obligación a cargo del contribuyente, indicando el monto y término hasta por los cuales se compromete a responder y copia de la última declaración de renta y patrimonio.

7. Cuando el deudor o garante sea una entidad no sometida al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, certificado de la cámara de comercio, expedido con una anterioridad no superior a tres (3) meses, sobre existencia y representación legal y acreditar la facultad para garantizar a terceros.

8. Si se trata de libranza, certificación expedida por el pagador de la entidad, según la cual se compromete en los términos del numeral 2º, del artículo 6º del presente decreto.

9. Para demostrar la disminución del patrimonio líquido en los términos del inciso 2º, del artículo 80 del Decreto 3803 de 1982, deberán anexarse copias de las declaraciones de renta y patrimonio de los años gravables a los cuales corresponda el impuesto adeudado.

Impuesto sobre las ventas

Además de los documentos señalados en los numerales 3º, 4º, 5º, 6º y 7º, exigidos para las solicitudes de plazo por deudas del impuesto sobre la renta y complementarios, deberán anexarse los siguientes documentos:

1. Certificación expedida por la respectiva administración de impuestos nacionales, sobre el estado de cuenta del impuesto sobre las ventas.

2. Copia de la última declaración de ventas del responsable.

3. La declaración o declaraciones de ventas y sus anexos, materia de la solicitud de plazo, donde aparezca el impuesto a cargo.

4. Certificación del contador o revisor fiscal del responsable, donde conste que la declaración o declaraciones de ventas, reflejan fielmente los datos registrados en los libros de contabilidad.

5. Con base en las declaraciones de ventas y el certificado del contador o revisor fiscal, la unidad de cuentas corrientes deberá complementar el estado de cuenta, liquidando los intereses moratorios a que haya lugar.

PAR.—Cuando el deudor solicite plazo para el pago de deudas por impuestos sobre la renta y complementarios y ventas y sus intereses, deberá cumplir los requisitos fijados para cada uno de los casos.

DECRETO REGLAMENTARIO 2579 DE 1983

ART. 27.—Las filiales, subsidiarias, sucursales o agencias de sociedades extranjeras, deben llevar en su contabilidad, en forma separada, el movimiento de las cuentas por utilidades y por otros conceptos, con sus casas matrices u oficinas principales del exterior.

*(A la declaración de renta y patrimonio deberá acompañarse)* el detalle de tales cuentas indicando, en cada caso, la fecha, valor y concepto de los cargos y abonos realizados sobre tales cuentas, detalle que debe estar certificado por el revisor fiscal o por un contador público.

*NOTA: La expresión entre paréntesis se entiende derogada. A la declaración no se acompañan anexos. Las referidas pruebas deben ser conservadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 632 del estatuto tributario

DECRETO REGLAMENTARIO 1889 DE 1988

ART. 5º—Requisitos en cada año en que se solicite la exención. Para que proceda la exención sobre el impuesto de renta y complementarios de que trata el presente decreto, a partir del año gravable de 1988 los contribuyentes deberán enviar a la administración de impuestos nacionales que corresponda a su domicilio o asiento principal de sus negocios, antes del 30 de marzo del año siguiente al gravable, los siguientes documentos e informaciones:

1. Certificación expedida por el alcalde respectivo, en la cual conste que la empresa o establecimiento objeto del beneficio se encuentra establecida físicamente en uno de los municipios de que tratan los artículos 1º y 2º de este decreto.

2. Certificación del revisor fiscal o contador público, según corresponda, en la cual conste:

a) Que la empresa o establecimiento reanudó actividades o que se trata de una inversión nueva. En este último caso, que la empresa o establecimiento se estableció en el respectivo municipio entre el 13 de noviembre de 1985 y el 31 de diciembre de 1988;

b) La fecha de iniciación del período productivo o en su defecto de aquéllas en que se iniciaron las fases correspondientes al período improductivo, y

c) Monto de la inversión efectuada y de la renta exenta determinada de acuerdo con lo estipulado en el presente decreto.

3. Para aquellas empresas o establecimientos que reanuden sus actividades antes del 31 de diciembre de 1988, certificación que pruebe que como consecuencia del fenómeno volcánico, debieron suspender las actividades y se encontraban en imposibilidad de adelantarlas, expedida por el Ministerio de Desarrollo Económico* si se trata de empresas industriales o comerciales, o por el Ministerio de Agricultura si se trata de actividades agrícolas y ganaderas.

4. Cuando se trate de empresas o establecimientos que se encuentren en período improductivo o que sean de tardío rendimiento, certificación sobre la duración del período improductivo o de tardío rendimiento y el año en que empezó a aplicarse el beneficio, expedida por el Ministerio de Desarrollo Económico* si se trata de empresas industriales o comerciales, por el Ministerio de Agricultura si se trata de actividades agrícolas y ganaderas, o por el Ministerio de Minas y energía si se trata de actividades mineras (§ 0607 a 0611).

*NOTA: Con el artículo 4º de la Ley 790 de 2002, los ministerios de Desarrollo Económico y Comercio Exterior, se fusionaron en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo.

ESTATUTO TRIBUTARIO

ART. 96.—Renta bruta en compañías de seguros de vida. La renta bruta de las compañías de seguros de vida se determina de la manera siguiente: al total de los ingresos netos obtenidos durante el año o período gravable, se suma el importe que al final del año o período gravable anterior haya tenido la reserva matemática, y del resultado de esa suma se restan las partidas correspondientes a los siguientes conceptos:

1. El importe pagado o abonado en cuenta, por concepto de siniestros, de pólizas dotales vencidas y de rentas vitalicias, ya sean fijas o indefinidas.

2. El importe de los siniestros avisados, hasta concurrencia de la parte no reasegurada, debidamente certificado por el revisor fiscal.

3. Lo pagado por beneficios especiales sobre pólizas vencidas.

4. Lo pagado por rescates.

5. El importe de las primas de reaseguros cedidas en Colombia o en el exterior.

6. El importe que al final del año o período gravable tenga la reserva matemática.

PAR.—Las disposiciones de este artículo se aplican en lo pertinente a las compañías de capitalización.

ART. 125-3.—Modificado. L. 633/2000, art. 11. Requisitos para reconocer la deducción. Para que proceda el reconocimiento de la deducción por concepto de donaciones, se requiere una certificación de la entidad donataria, firmada por revisor fiscal o contador, en donde conste la forma, el monto y la destinación de la donación, así como el cumplimiento de las condiciones señaladas en los artículos anteriores.

En ningún caso procederá la deducción por concepto de donaciones, cuando se donen acciones, cuotas partes o participaciones, títulos valores, derechos o acreencias, poseídos en entidades o sociedades

ART. 325.—Modificado. L. 223/95, art. 115. Requisitos para los giros al exterior. Las entidades encargadas de tramitar los giros o remesas al exterior de sumas que constituyan renta o ganancia ocasional, deberán exigir que la declaración de cambios vaya acompañada de una certificación de revisor fiscal o contador público, según el caso, en la cual conste el pago del impuesto de renta y de remesas, según corresponda, o de las razones por las cuales dicho pago no procede.

ART. 632-1.—Modificado. L. 6ª/92, art. 44. Relación de retenciones de timbre. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 539-3, los contribuyentes y los agentes retenedores del impuesto de timbre, obligados a llevar contabilidad deberán registrar la causación, recaudo, pago o consignación del impuesto en una cuenta destinada exclusivamente para ello. Los comprobantes de contabilidad respectivos deberán identificar plenamente el acto o documento gravado. Si a ellos no estuviere anexo el soporte correspondiente, tales comprobantes deberán indicar el lugar en donde se encuentre archivado el soporte de manera que en cualquier momento se facilite verificar la exactitud del registro (§ 0965).

Los agentes de retención del impuesto de timbre distintos de los indicados en el inciso anterior, deberán elaborar mensualmente, y conservar a disposición de las autoridades tributarias, una relación detallada de las actuaciones y documentos gravados en la que se relacionen los valores recaudados por concepto de impuesto, su descripción y la identificación de las partes que intervinieron en su realización, elaboración y suscripción.

La relación de que trata el inciso anterior debe estar certificada por contador público; en las entidades públicas, por la persona que ejerza las funciones de pagador y en los consulados, dicha relación deberá suscribirla el cónsul respectivo

ART. 659.—Modificado. L. 6ª/92, art. 54. Sanción por violar las normas que rigen la profesión. Los contadores públicos, auditores o revisores fiscales que lleven o aconsejen llevar contabilidades, elaboren estados financieros o expidan certificaciones que no reflejen la realidad económica de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados, que no coincidan con los asientos registrados en los libros, o emitan dictámenes u opiniones sin sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas, que sirvan de base para la elaboración de declaraciones tributarias, o para soportar actuaciones ante la administración tributaria, incurrirán en los términos de la Ley 43 de 1990, en las sanciones de multa, suspensión o cancelación de su inscripción profesional de acuerdo con la gravedad de la falta.

En iguales sanciones incurrirán si no suministran a la administración tributaria oportunamente las informaciones o pruebas que les sean solicitadas.

Las sanciones previstas en este artículo, serán impuestas por la junta central de contadores. El director de impuestos nacionales o su delegado —quien deberá ser contador público— hará parte de la misma en adición a los actuales miembros.

ART. 660.—Modificado. L. 6ª/92, art. 54. Cuando en la providencia que agote la vía gubernativa, se determine un mayor valor a pagar por impuesto o un menor saldo a favor, en una cuantía superior a dos millones de pesos ($ 2.000.000) (hoy $ 10.644.000), originado en la inexactitud de datos contables consignados en la declaración tributaria, se suspenderá la facultad al contador, auditor o revisor fiscal, que haya firmado la declaración, certificados o pruebas, según el caso, para firmar declaraciones tributarias y certificar los estados financieros y demás pruebas con destino a la administración tributaria, hasta por un año la primera vez; hasta por dos años la segunda vez y definitivamente en la tercera oportunidad. Esta sanción será impuesta mediante resolución por el administrador de impuestos respectivo y contra la misma procederá recurso de apelación ante el subdirector general de impuestos, el cual deberá ser interpuesto dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sanción (valor año base 1992).

Todo lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las sanciones disciplinarias a que haya lugar por parte de la junta central de contadores.

Para poder aplicar la sanción prevista en este artículo deberá cumplirse el procedimiento contemplado en el artículo siguiente

ART. 777.—La certificación de contador público y revisor fiscal es prueba contable. Cuando se trate de presentar en las oficinas de la administración pruebas contables, serán suficientes las certificaciones de los contadores o revisores fiscales de conformidad con las normas legales vigentes, sin perjuicio de la facultad que tiene la administración de hacer las comprobaciones pertinentes.

DECRETO 422 DE 1991

ART. 27.—Devolución del impuesto sobre las ventas en importaciones. De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 62 del Decreto 755 de 1990, la devolución del impuesto sobre las ventas por importación de activos que no den derecho a impuestos descontables, pagados en exceso del determinado definitivamente por la administración de aduanas, deberá solicitarse ante la misma, acreditando mediante certificado del revisor fiscal o contador público según el caso, que el valor pagado en exceso, no se ha contabilizado como costo, ni se ha llevado como impuesto descontable; o la manifestación expresa en tal sentido, que se entenderá prestada bajo juramento, cuando el importador no está obligado a llevar contabilidad.

El impuesto sobre las ventas por importación de activos movibles, pagado en exceso del definitivamente determinado por la administración de aduanas, se lleva como impuesto descontable según lo dispuesto por el literal b) del artículo 485 del estatuto tributario y en consecuencia en ningún caso dará derecho a devolución, sin perjuicio de lo contemplado por los artículos 481 y 850 del estatuto tributario

DECRETO 836 DE 1991

ART. 33.—Renta gravable de los consorciados. Por el año gravable de 1990, los miembros de un consorcio declararán como renta gravable, la parte que les corresponda en la renta gravable que resultaría para el consorcio si fuere contribuyente, y podrán solicitar, la parte que les corresponda en la retención efectuada al consorcio o los saldos a favor, pendientes de devolución o compensación, que figuren en su declaración de renta correspondiente al año gravable de 1989.

Para estos efectos, se tendrá como soporte de la contabilización respectiva y de la declaración de renta de los consorciados, la contabilidad del consorcio y la certificación que al respecto emita un contador público.

A partir del año gravable 1991, para determinar la renta gravable de los miembros del consorcio, se podrá optar por una de las siguientes alternativas:

1. Los miembros del consorcio deberán llevar en su contabilidad y declarar de manera independiente, los ingresos, costos y deducciones que les corresponda, de acuerdo con su participación, en los ingresos, costos y deducciones del consorcio.

2. El consorcio contabilizará los ingresos, costos y deducciones que se deriven del respectivo contrato, e informará de manera agregada la parte que les corresponda a los miembros del consorcio en dichos valores, con el fin de que éstos los contabilicen e incorporen a su declaración de renta.

Para efectos de la retención en la fuente, la entidad que efectúe los pagos o abonos en cuenta, efectuará la retención en la fuente a quien figure como beneficiario de los mismos.

Cuando el beneficiario de los pagos o abonos en cuenta sea el consorcio, la retención se imputará a los consorciados, según la información que al respecto suministre el consorcio.

PAR.—Para efectos de la retención en la fuente, los consorcios continuarán teniendo vigente la tarjeta NIT expedida por la *(Dirección General de Impuestos Nacionales)*.

NOTA: La anterior disposición fue la norma transitoria expedida para dar aplicación a lo señalado en la Ley 49 de 1990, artículo 83, que eliminó la condición de los consorcios como contribuyentes del impuesto. La Ley 80 de 1993, artículo 7º, disponía que a partir de 1994 los consorcios son nuevamente contribuyentes del impuesto, situación que de igual manera se predica de las uniones temporales. La Ley 223 de 1995 derogó expresamente la disposición de la Ley 80, razón por la cual se entiende que los consorcios y las uniones temporales dejan nuevamente de ser contribuyentes a partir del año gravable de 1996. Los contribuyentes son los consorciados y miembros de las uniones temporales, individualmente considerados, quienes deberán aplicar las fórmulas sugeridas por el artículo 33 del Decreto 836 de 1991. De todas formas, los consorcios siguen siendo agentes de retención.

*La Dirección General de Impuestos Nacionales es hoy la Unidad Administrativa Especial-Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

DECRETO 1402 DE 1991

ART. 3º—Mecanismos de control de la retención por ingresos obtenidos en el exterior. Las entidades financieras y las casas de cambio, para efectuar la conversión de las divisas, deberán exigir al interesado fotocopia debidamente autenticada de la respectiva declaración o recibo oficial de pago en bancos, con el cual se acredite el pago de la retención a su nombre y deberán conservar dicho documento para ponerlo a disposición de la administración tributaria cuando ésta lo requiera.

Cuando al momento de la conversión, el contribuyente no acredite el pago de la autorretención establecida en este decreto, para que se le efectúe el cambio podrá autorizar a la respectiva entidad o casa de cambio, que la descuente del valor a entregar en moneda nacional. En este evento, la entidad deberá declarar y consignar dichos valores junto con las demás retenciones que efectúe por sus propios pagos o abonos en cuenta, sometiéndose en lo que respecta a aquéllos, al régimen sancionatorio establecido en el estatuto tributario.

PAR. 1º—En los casos señalados en el parágrafo del artículo 1º de este decreto, deberá presentarse al momento de la conversión, copia o documento auténtico que acredite la naturaleza de los ingresos, y su destinación en el evento de las donaciones a favor de entidades oficiales no contribuyentes o sin ánimo de lucro, el cual será conservado por la entidad financiera o casa de cambio y se mantendrá a disposición de la administración tributaria.

PAR. 2º—Cuando las entidades financieras o casas de cambio, conviertan sus divisas en moneda nacional ante el Banco de la República u otra entidad financiera, deberán adjuntar, para que pueda hacerse la conversión, una certificación firmada por el representante legal y contador público, en donde se acredite que se cumplieron los requisitos señalados en los artículos anteriores, distinguiendo los valores sobre los cuales se acreditó la autorretención, aquéllos sobre los cuales por autorización del beneficiario se efectuó la misma, y los que no requerían, de acuerdo con lo dispuesto en este decreto, acreditar su cancelación, para efectos de la conversión respectiva

DECRETO 2627 DE 1993

ART. 4º—Requisitos de la solicitud de devolución del impuesto a las ventas. La solicitud de devolución del impuesto a las ventas deberá presentarse diligenciando el formato correspondiente y cumplir los siguientes requisitos:

1. Que se presente en forma personal por el representante legal de la institución.

2. Que se presente dentro de la oportunidad señalada y en la administración de impuestos y aduanas nacionales correspondiente.

3. Que se acompañe los siguientes documentos:

a) Certificación del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior, Icfes, en la que se acredite la representación legal de la institución y la calidad de institución estatal u oficial de educación superior, cuya fecha de expedición no debe ser superior a seis (6) meses, y

b) Certificación de contador público o revisor fiscal en la que conste:

— Identificación de cada una de las facturas de adquisición, de bienes, insumos y servicios indicando el número de la factura, fecha de expedición, nombre o razón social y NIT del proveedor, vendedor o quien prestó el servicio, valor de la transacción y el monto del impuesto a las ventas pagado.

— El valor total del impuesto pagado objeto de la solicitud de devolución.

— Que en las facturas se encuentra discriminado el impuesto a las ventas y cumplen los demás requisitos legales.

— Que los bienes, insumos y servicios fueron adquiridos para el uso exclusivo de la respectiva institución.

DECRETO 1264 DE 1994

ART. 4º—Modificado. L. 218/95, art. 4º. Requisitos para cada año que se solicite la exención:

Para que proceda la exención sobre el impuesto de renta y complementarios de que trata el presente decreto, a partir del año gravable de 1994 los contribuyentes deberán enviar a la administración de impuestos y aduanas nacionales que corresponda a su domicilio o asiento principal de sus negocios, antes del 30 de marzo del año siguiente al gravable, los siguientes documentos e informaciones:

1. Certificación expedida por el alcalde respectivo, en la cual conste que la empresa o establecimiento objeto del beneficio se encuentre instalada físicamente en la jurisdicción de uno de los municipios a que se refiere el artículo 1º de este decreto.

2. Certificación del revisor fiscal o contador público, según corresponda, en la cual conste:

a) Que se trata de una inversión en una nueva empresa establecida en el respectivo municipio entre la fecha en que empezó a regir el presente decreto y el 31 de diciembre del año 2003;

b) La fecha de iniciación del período productivo o de las fases correspondientes a la etapa improductiva, y

c) El monto de la inversión efectuada y de la renta exenta determinada de acuerdo con lo establecido en el presente decreto.

3. Cuando se trata de unidades económicas productivas preexistentes al sismo o avalancha del río Páez, o de empresas o establecimientos que se encuentren en período improductivo o que sean de tardío rendimiento, certificación que determine y precise la fase improductiva o de tardío rendimiento y el año de obtención de utilidades expedida por el Ministerio de Agricultura si se trata de actividades agrícolas o ganaderas, por el Ministerio de Desarrollo Económico* si se trata de empresas industriales, comerciales o turísticas o por el Ministerio de Minas y Energía tratándose de actividades mineras.

*NOTA: Con el artículo 4º de la Ley 790 de 2002, los Ministerios de Desarrollo Económico y Comercio Exterior, se fusionaron en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo.

DECRETO 529 DE 1996

ART. 6º—La etapa de prospectación, en los establecimientos comerciales, y compañías exportadoras, está comprendida entre la fecha de instalación de la empresa o establecimiento de comercio y la fecha de la primera enajenación o exportación de bienes. De todos modos esta etapa finalizará máximo el 31 de diciembre del año de la instalación.

INC. 2º—Modificado. D. 890/97, art. 5º. Para efectos del parágrafo 4º del artículo 2º de la Ley 218 de 1995, se entiende por compañía exportadora aquella cuyo objeto principal sea la exportación de bienes, siempre que por lo menos el ochenta por ciento (80%) de los productos exportados por dicha compañía sean producidos en la zona afectada (§ 1738).

Los proveedores de la compañía exportadora, deberán expedir por cada venta que realicen a ésta, un certificado suscrito por el representante legal y el revisor fiscal, o el contador público si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal, en el cual conste que los productos enajenados son producidos en alguno de los municipios contemplados en el artículo 1º de la Ley 218 de 1995 y en el artículo 1º del Decreto 529 de 1996. Este certificado deberá ser conservado en la contabilidad del contribuyente por el término del artículo 632 del estatuto tributario

ART. 9º—Las unidades económicas productivas, señaladas en el inciso primero del artículo segundo de la Ley 218 de 1995, que preexistiendo al fenómeno natural y por causa de éste, hayan disminuido sus ingresos reales en un mínimo del cuarenta por ciento (40%), para efectos de obtener la certificación establecida en dicha ley deberán presentar a más tardar el 30 de junio de 1996, solicitud escrita ante la Corporación Nasa Kiwe, el Ministerio de Desarrollo Económico*, el Ministerio de Agricultura, o el Ministerio de Minas y Energía, según corresponda, acompañando, a la misma, los siguientes documentos:

1. Certificado de existencia y representación legal.

2. Copia de las escrituras de constitución y sus reformas si se trata de personas jurídicas.

3. Las declaraciones de renta de los años 1993 y 1994 con la que se pueda determinar la disminución de los ingresos reales en un mínimo del 40% y certificación expedida por contador público o revisor fiscal sobre el monto de los ingresos entre el 1º de enero de 1994 y el 21 de junio del mismo año y aquéllos producidos entre el 22 de junio de 1994 y el 31 de diciembre del mismo año.

4. Certificación expedida por el alcalde del municipio en el cual desarrolla su actividad, sobre la afectación directa de la entidad económica productiva por causa del fenómeno natural.

*NOTA: Con el artículo 4º de la Ley 790 de 2002, los Ministerios de Desarrollo Económico y Comercio Exterior, se fusionaron en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo.

DECRETO REGLAMENTARIO 124 DE 1997

ART. 4º—Egresos. Los egresos procedentes serán aquellos de cualquier naturaleza, realizados en el respectivo período gravable, siempre y cuando cumplan alguna de las siguientes condiciones:

a) Que los egresos constituyan costo o gasto y tengan relación de causalidad con los ingresos. Los egresos realizados con ocasión de las actividades comerciales, deberán ser necesarios y proporcionados de acuerdo con cada actividad. En cualquier caso se deberán tener en cuenta las limitaciones establecidas en el capítulo V del libro I del estatuto tributario, y

b) Que los egresos que no teniendo relación de causalidad con los ingresos, o que no sean necesarios y proporcionados de acuerdo con las demás actividades comerciales, se destinen directamente a las siguientes actividades: salud, educación formal, cultura, deporte *(aficionado)*, investigación científica o tecnológica, ecología y protección ambiental, o a programas de desarrollo social, siempre y cuando las mismas sean de interés general **(y que a ellas tenga acceso la comunidad)** (§ 2664).

Dentro de los egresos se incluyen las inversiones amortizables previstas en el artículo 142 del estatuto tributario y la adquisición de activos fijos que se hagan en cumplimiento de las actividades anteriormente señaladas. También se incluyen en los egresos los que se destinen indirectamente mediante donaciones efectuadas a otras instituciones sin ánimo de lucro que desarrollen tales actividades.

Para que proceda la deducción de los egresos por este último concepto, se requiere que la entidad donataria efectivamente haya realizado dichas actividades y programas, hecho que se demostrará a través de certificado de contador público o revisor fiscal del donatario, según el caso.

Para las cooperativas les será aplicable lo dispuesto en el presente literal, en cuanto no sea contrario a la legislación cooperativa vigente.

El valor correspondiente a la ejecución de beneficios netos o excedentes de años anteriores, no se considerará como egreso o inversión del ejercicio.

***(Para que proceda la deducción de los egresos, se requerirá de la calificación del comité de entidades sin ánimo de lucro, cuando se den las condiciones contempladas en el artículo octavo (8º) del presente decreto)***.

****(PAR. 1º—Para las entidades a que se refiere el literal c) del artículo 1º del presente decreto, los egresos que se toman para calcular el beneficio neto o excedente, serán los que tengan correspondencia con los ingresos provenientes de las actividades industriales y de mercadeo.

Cuando existan costos y gastos comunes a los ingresos provenientes de las actividades industriales y de mercadeo, y de otras fuentes, únicamente serán deducibles los costos y gastos imputables a los ingresos provenientes de las actividades industriales y de mercadeo.

Cuando no resulte posible diferenciar la imputación a tales ingresos se tomará la proporción que presenten los ingresos provenientes de las actividades industriales y de mercadeo dentro del total de ingresos obtenidos en el respectivo año gravable, y esa proporción se aplicará a dichos costos y gastos comunes)****.

PAR. 2º—Para efectos fiscales, no habrá lugar a la deducción de depreciaciones y amortizaciones respecto de la adquisición de activos fijos y de inversiones que han sido deducidas en su totalidad en el año de su adquisición.

PAR. 3º—Para las entidades que adquieran el carácter de nuevos contribuyentes con régimen tributario especial a partir del año gravable 1988, constituirá egreso procedente la cancelación de pasivos que se encuentren contabilizados a 31 de diciembre de 1987 y siempre que el crédito se haya obtenido para el desarrollo de las actividades señaladas en este decreto.

NOTA: *Desde la modificación que introdujo la Ley 633 de 2000 al numeral 1º del artículo 19 del estatuto tributario, el deporte general es una actividad beneficiaria del régimen tributario especial (§ 0368).

**El texto señalado entre paréntesis, se encuentra derogado por artículo 1º del Decreto 370 de 1998. Además, mediante Auto del 12 de septiembre de 1997, fue decretada la suspensión provisional de este aparte, confirmada mediante providencia del 24 de septiembre del mismo año, y declarado nulo, en sentencia del Consejo de Estado del 3 de abril de 1998, Expediente 8595, M. P. Julio E. Correa Restrepo.

***El artículo 154 de la Ley 488 de 1998, derogó expresamente el literal b) del artículo 363 del estatuto tributario, que disponía como función del Comité de entidades sin ánimo de lucro, calificar la procedencia de egresos y la destinación del beneficio neto o excedente para estas entidades que presentaran ingresos y activos superiores a determinados montos (§ 0758, 2728).

****Las entidades del literal c) del artículo 1º de este decreto que quedan con régimen tributario especial son: los fondos mutuos de inversión a partir del artículo 154 de la Ley 488 de 1998; y las asociaciones gremiales, con respecto a las actividades industriales y de mercadeo, a partir del artículo 115 de la Ley 633 de 2000
ART. 12.—Solicitud de calificación. Las entidades que requieran las calificaciones o autorizaciones señaladas en el artículo anterior, deberán presentar un escrito ante la secretaría del comité de entidades sin ánimo de lucro, anexando según el caso los siguientes documentos de acuerdo a la naturaleza de la solicitud:

(...).

Solicitud para la exclusión del impuesto sobre las ventas por las importaciones de bienes y equipos donados:

a) Petición correspondiente del representante legal o del funcionario delegado de la entidad solicitante designado para el efecto, con indicación de la dirección para notificaciones;

b) Certificado de existencia y representación legal de la entidad solicitante, expedido con una antelación no mayor de cuatro (4) meses;

c) Estatutos vigentes de la entidad donataria;

d) Copia del registro de importación que ampare los bienes o equipos donados desde el exterior;

e) Certificación de donación de la persona, entidad o gobierno donante extranjero visada por el cónsul de Colombia en el país de origen, cuya firma deberá abonarse en Colombia por el Ministerio de Relaciones Exteriores; o certificación de la persona o entidad donante nacional en documento auténtico de acuerdo con lo previsto en el Código de Procedimiento Civil;

f) Descripción de los programas o actividades a los cuales se van a destinar los bienes y equipos donados, y

g) Certificación suscrita por el contador público o revisor fiscal de la entidad solicitante, sobre el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para obtener la exención.

PAR.—Adicionado. D.R. 1514/98, art. 7º. En todo caso, para los efectos previstos en el presente decreto, cuando la solicitud sea presentada por una de las entidades cooperativas a que hace referencia el numeral cuarto del artículo 19 del estatuto tributario, el comité otorgará la respectiva calificación teniendo en cuenta las disposiciones de la legislación cooperativa vigente.

En este sentido, la información financiera presentada ante el comité deberá cumplir con las normas contables exigidas a dichas entidades por la autoridad de inspección, vigilancia y control, a la cual se encuentren sometidas.

DECRETO REGLAMENTARIO 890 DE 1997

ART. 2º—Establecimientos comerciales. Los establecimientos comerciales organizados para la venta y entrega material de bienes dentro o fuera de la zona afectada por la catástrofe, podrán gozar de las exenciones del impuesto sobre la renta y complementarios, siempre y cuando no menos del ochenta por ciento (80%) de los bienes enajenados por el establecimiento comercial, sean producidos en alguno de los municipios afectados por la catástrofe.

También gozarán de la exención, aquellos establecimientos comerciales organizados para la venta y entrega material de bienes dentro de la zona afectada en los cuales sus ventas sean efectuadas al detal *(y pertenezcan a productos de la canasta familiar)*.

Para los efectos previstos en este artículo, los establecimientos comerciales deberán contar con la infraestructura física y operativa necesaria para el almacenamiento y comercialización de los productos. Además deberán llevar inventario permanente de sus productos y únicamente podrán enajenar a través del establecimiento comercial, los bienes que físicamente hayan ingresado previamente al mismo.

El revisor fiscal o contador público, si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal, certificará mensualmente los movimientos del inventario permanente correspondiente a los bienes ingresados físicamente al establecimiento ubicado en la zona afectada y enajenados por éste.

*(PAR. 1º—Para efectos de los dispuesto en este artículo, no se consideran bienes producidos en la zona, aquellos que resulten de procesos de ensamble, maquila o actividades intermedias de la producción)*.

PAR. 2º—Los proveedores del establecimiento comercial, deberán expedir por cada venta que realicen a éste, un certificado suscrito por el representante legal y el revisor fiscal, o el contador público, si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal, en el cual conste que los productos enajenados son producidos en alguno de los municipios de la zona de la catástrofe.

PAR. 3º—Los establecimientos comerciales deberán conservar en la contabilidad, las certificaciones de que trata este artículo, por el término del artículo 632 del estatuto tributario (§ 1070).

*NOTA: Los apartes señalados entre paréntesis fueron declarados nulos, mediante sentencia del Consejo de Estado, Sección Cuarta, del 8 de mayo de 1998, Exp. 8482, M.P., Germán Ayala Mantilla.

ART. 11.—Ampliaciones significativas. Se entiende por ampliaciones significativas en empresas establecidas, el aumento de la capacidad productiva que genere un incremento en el número de unidades de producción en consideración al tipo de empresa, de por lo menos un treinta por ciento (30%) con relación a la existente a la fecha de vigencia de la Ley 218 de 1995. Dicho incremento deberá mantenerse en todos los años en que la empresa pretenda acogerse a las exoneraciones previstas en la ley.

Cuando la empresa manufacture más de un producto, se podrán establecer índices de ponderación de las unidades de los diferentes productos.

La ampliación significativa podrá realizarse en la misma línea de producción de bienes o en una nueva.

PAR. 1º—En el caso de las empresas turísticas, la ampliación significativa consistirá en el incremento de por lo menos un treinta por ciento (30%) de su capacidad para prestar su servicio.

PAR. 2º—El incremento efectivo en la capacidad productiva en los términos establecidos en este decreto, deberá demostrarse mediante certificación suscrita por el contribuyente o su representante legal, así como del revisor fiscal o contador público, si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal. Esta constancia deberá reposar en la contabilidad del contribuyente, en los términos establecidos en el artículo 632 del estatuto tributario.

DECRETO REGLAMENTARIO 1000 DE 1997

ART. 5º—Requisitos especiales en el impuesto sobre la renta. Cuando se trate de un saldo a favor originado en una declaración de renta, deberá adjuntarse además, una relación de las retenciones en la fuente que originaron el saldo a favor, indicando: nombre o razón social, NIT y dirección de cada agente retenedor, así como el valor base de retención, el valor retenido y concepto, certificada por revisor fiscal o contador público, cuando a ello hubiere lugar.

Los autorretenedores deberán indicar en esta relación, además de lo establecido en el inciso anterior, el lugar donde se consignaron la totalidad de los valores autorretenidos

ART. 6º—Requisitos especiales en el impuesto sobre las ventas. Si la solicitud se origina en un saldo a favor liquidado en la declaración del impuesto sobre las ventas, deberá adjuntarse además:

a) Certificación del revisor fiscal o del contador público, según el caso, en la cual conste que se ha efectuado el ajuste de la cuenta “impuesto sobre las ventas por pagar” a cero (0). Para tal efecto, en la contabilidad se deberá hacer previamente un abono en la mencionada cuenta, por un valor igual al saldo débito que la misma arroje en el último día del bimestre o período objeto de la solicitud, y cargar por igual valor el rubro de cuentas por cobrar. Lo anterior, sin perjuicio del ajuste previo establecido en el parágrafo 2º del presente artículo, cuando a ello haya lugar;

b) Relación de impuestos descontables que originaron el saldo a favor, indicando: nombre y apellido o razón social, NIT y dirección del proveedor, así como el valor del impuesto descontable, certificada por revisor fiscal o contador público, según el caso; (§ 4043).

c) En el caso de importaciones, indicar el número del autoadhesivo y fecha de presentación de la declaración de importación, así como la administración en cuya jurisdicción se presentó y efectuó el trámite de la importación, acreditando el valor del IVA pagado solicitado como descontable; (§ 4043).

d) Fecha y número de aceptación del documento de exportación, DEX, en que aparezca certificado el embarque de los bienes exportados, identificando la administración en que se presentó la declaración y en la cual se efectuó el embarque de la mercancía; (§ 4043).

e) Relación de los conocimientos de embarque, cartas de porte o guías aéreas en las cuales conste el número del documento, fecha, valor, cantidad de la mercancía exportada y nombre de la empresa transportadora, certificada por revisor fiscal o contador público, según el caso; (§ 4043).

f) Cuando se trate de ventas en el país de bienes de exportación a sociedades de comercialización internacional, certificación expedida por la sociedad comercializadora al proveedor (certificado al proveedor), de conformidad con lo dispuesto en las normas pertinentes;

g) En el caso de los servicios intermedios de la producción que se presten a las sociedades de comercialización internacional, certificación expedida por estas sociedades, donde conste nombre y apellido o razón social y NIT del prestador del servicio, la descripción del servicio prestado, el bien resultante del mismo y el compromiso de exportarlo dentro del plazo fijado legalmente;

h) Copia de la inscripción o su renovación en el registro nacional de exportadores* que lleve el Incomex**, la cual debe encontrarse vigente al momento de realizar las operaciones que dan lugar a la devolución o compensación, e

i) Para quienes presten los servicios contemplados en el literal e) del artículo 481 del estatuto tributario, copia o fotocopia del respectivo contrato.

PAR. 1º—Las solicitudes de devolución o compensación del impuesto sobre las ventas, originadas en la exportación de bienes por parte de empresas industriales y comerciales del Estado, que sean el resultado de contratos de asociación celebrados por ellas, podrán basarse en los soportes contables del operador o del asociado particular en el contrato de asociación.

PAR. 2º—Los responsables del IVA que hayan sido objeto de retención, deben adjuntar una certificación suscrita por el revisor fiscal o contador público, según el caso, en la cual conste el valor base de retención, las retenciones incluidas en la declaración objeto de la solicitud de devolución, el nombre o razón social, NIT y dirección de cada agente retenedor, el valor retenido por cada uno de estos, así como el ajuste de la cuenta “impuesto a las ventas retenido” a cero (0).

Para los efectos de tal ajuste, en la contabilidad se deberá hacer previamente un abono en la mencionada cuenta, por un valor igual al saldo débito que la misma arroje en el último día del período objeto de solicitud, y cargar por igual valor la cuenta “impuesto a las ventas por pagar”.

PAR. 3º—Cuando se trate de ventas al exterior realizadas por usuarios industriales de zonas francas, además de lo señalado en los literales a), b) y e) del presente artículo, será necesario presentar la certificación expedida por el usuario operador, en la que conste la fecha de salida al exterior, cantidad, tipo de mercancía y valor, así como la identificación del adquirente de los bienes en el exterior y su domicilio.

NOTA: *Con el artículo 555-2 del estatuto tributario, adicionado por el artículo 19 de la Ley 863 de 2003, el RUT sustituye el registro de exportadores y el registro nacional de vendedores, los cuales quedan eliminados con esta incorporación. Al efecto, todas las referencias legales a dichos registros se entenderán respecto del RUT. Hasta tanto no se reglamente esta norma, subsisten los registros nacional de vendedores y de exportadores (§ 0982-1).

**Con el Decreto 2682 del 28 de diciembre de 1999 se suprime el Incomex y se ordena su liquidación. Hasta el 30 de marzo del año 2000 ejerció sus funciones.

DECRETO REGLAMENTARIO 1514 DE 1998

ART. 3º—Facturación en mandato. En los contratos de mandato, las facturas deberán ser expedidas en todos los casos por el mandatario.

Si el mandatario adquiere bienes o servicios en cumplimento del mandato, la factura deberá ser expedida a nombre del mandatario.

Para efectos de soportar los respectivos costos, deducciones o impuestos descontables, o devoluciones a que tengan derecho el mandante, el mandatario deberá expedir al mandante una certificación donde se consigne la cuantía y concepto de estos, la cual debe ser avalada por contador público o revisor fiscal, según las disposiciones legales vigentes sobre la materia.

En el caso de devoluciones se adjuntará además una copia del contrato de mandato.

El mandatario deberá conservar por el término señalado en el estatuto tributario, las facturas y demás documentos comerciales que soporten las operaciones que realizó por orden del mandante

DECRETO 2685 DE 1999

ART. 550.—Requisitos especiales de la solicitud de devolución o compensación de tributos aduaneros. Además de los requisitos previstos en el artículo anterior, para solicitar la devolución o compensación deberán informarse los siguientes datos o anexarse copia de los documentos que contengan la información, según el caso.

(...).

d) Cuando se solicite la devolución del impuesto sobre las ventas por la importación de bienes que den derecho a descuento tributario en el impuesto sobre la renta, o a impuesto descontable en el impuesto sobre las ventas; deberá adjuntarse certificado de revisor fiscal o contador público según el caso, en el que conste que el valor solicitado no se ha contabilizado ni se contabilizará
 como costo o deducción, ni se ha llevado ni se llevará como descuento tributario ni impuesto descontable; o la manifestación por escrito del importador en tal sentido cuando no esté obligado a llevar contabilidad, y

LEY 608 DE 2000

ART. 10—Requisitos para que cada año se solicite la exención. Las empresas establecidas en la zona afectada, por cada año gravable en que se acojan a la exención del impuesto sobre la renta de que trata esta ley, deberán enviar a la Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales que corresponda a su domicilio o al asiento principal de su negocio, antes del 30 de marzo del año siguiente al gravable, los siguientes documentos e informaciones:

Certificación expedida por el alcalde del municipio respectivo, en la cual conste que la empresa o establecimiento objeto del beneficio se encuentra instalada físicamente en la jurisdicción de uno de los municipios a los que se refiere el artículo 1º de la presente ley.

Certificación del revisor fiscal o contador público, según corresponda, en la que conste:

Para las nuevas empresas:

•.Que se trata de una nueva empresa establecida en el respectivo municipio, entre el 25 de enero de 1999 y el 31 de diciembre del año 2005.

• La fecha de iniciación del período productivo o de las fases correspondientes a la etapa improductiva.

• El monto de la renta exenta determinada de acuerdo con lo establecido en la presente ley.

Estos requisitos se verificarán por la respectiva administración de impuestos y se hará una eficaz vigilancia al cumplimiento legal.

DECRETO REGLAMENTARIO 2524 DE 2000

ART. 3º—Firma de contador público o revisor fiscal. En los casos que las normas exijan certificación de contador público o revisor fiscal, la entrega de información magnética deberá acompañarse del formato oficial establecido para el efecto, firmado por ellos e indicando su nombre y número de tarjeta, así como también la firma del solicitante.

DECRETO REGLAMENTARIO 2668 DE 2000

ART. 3º—Establecimientos de comercio. En el caso de nuevas empresas, personas jurídicas, o empresas preexistentes al fenómeno natural, que se encuentren localizadas en la zona afectada, cuya actividad principal corresponda al comercio de bienes mediante establecimientos de comercio, tendrán derecho a la exención del impuesto sobre la renta y complementarios en los porcentajes previstos en el artículo 3º de la Ley 608 de 2000 y que en el artículo siguiente se indican, únicamente respecto de la renta relativa a los ingresos provenientes de la comercialización de bienes producidos en la zona afectada, siempre y cuando, además de cumplir todos los requisitos exigidos de acuerdo a su condición de nueva empresa, persona jurídica, o empresa preexistente, cumplan con los siguientes requisitos (§ 4010):

Se refiera a la enajenación de bienes corporales muebles.

Se trate de bienes que previa y físicamente hayan ingresado al establecimiento comercial.

La entrega física de los bienes producidos en la zona, comercializados al detal se realice en la jurisdicción de los municipios de la zona afectada.

Las operaciones de comercialización de los bienes producidos en la zona que den origen al beneficio de exención y de los no producidos en ésta, se lleven contablemente en cuentas separadas.

Para los fines previstos en este artículo, los establecimientos comerciales deberán contar con la infraestructura física y operativa necesaria para el almacenamiento y comercialización de los productos. Además, deberán llevar inventario permanente de sus productos y sólo podrán enajenar, a través del establecimiento comercial, los bienes que física y contablemente hayan ingresado previamente al mismo.

El revisor fiscal o contador público, si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal, certificará bimestralmente los movimientos del inventario permanente correspondiente a los bienes ingresados físicamente al establecimiento ubicado en la zona afectada y enajenados por éste.

PAR. 1º—Para efectos de lo dispuesto en este artículo, no se consideran bienes producidos en la zona aquellos que resulten de procesos de ensamble o actividades intermedias de la producción.

PAR. 2º—Los proveedores del establecimiento comercial, cuando se trate de bienes producidos en la zona afectada, deberán expedir por cada venta que realicen a éste un certificado suscrito por el representante legal y el revisor fiscal o contador público, si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal, en el cual conste que los productos enajenados son producidos en alguno de los municipios de la zona de la catástrofe.

PAR. 3º—Los establecimientos comerciales deberán conservar, en la contabilidad, las certificaciones de que trata este artículo, por el término señalado en el artículo 632 del estatuto tributario

ART. 5º—Para efectos de lo previsto en los artículos 2º y 4º de la Ley 608 de 2000 y en el artículo 2º de este decreto (§ 4009, 4010, 4098):

Se entiende como nueva empresa, persona jurídica, aquella sociedad o empresa unipersonal constituida entre el 25 de enero de 1999 y el 31 de diciembre del año 2005, mediante escritura pública, en la jurisdicción territorial de los municipios mencionados en el artículo primero de la Ley 608 de 2000 e inscrita en la cámara de comercio de la misma jurisdicción, que tenga como objeto social alguna de las actividades mencionadas en el artículo 2º de la citada ley.

Entiéndese como empresa preexistente, aquella que antes del 25 de enero de 1999 ya se hallaba constituida en la zona afectada, establecida y ejerciendo su actividad económica organizada en la misma zona, desarrollada por persona natural o jurídica, para la producción de bienes y servicios dentro de la zona en alguna de las actividades económicas mencionadas en el artículo 2º de la Ley 608 de 2000, siempre y cuando sus ingresos operacionales hayan disminuido en un 30% o más.

Entiéndese por empresa de exportación de bienes corporales muebles, aquella cuyo objeto social sea la exportación de bienes corporales muebles, siempre y cuando el 100% de los bienes exportados por los cuales se pretende el beneficio sean bienes producidos en la jurisdicción de los municipios señalados en el artículo primero de este decreto.

Los proveedores de la empresa exportadora deberán expedir, por cada venta que realicen a ésta, un certificado suscrito por el representante legal y el revisor fiscal o contador público si no existe la obligación legal o estatutaria de nombrar revisor fiscal, en el cual conste que los productos enajenados son producidos en alguno de los municipios contemplados en el artículo 1º de este decreto, identificando al productor. Este certificado deberá ser conservado por el contribuyente por el término previsto en el artículo 632 del estatuto tributario (§ 1070).

La empresa exportadora deberá presentar un informe mensual a la administración de impuestos o de impuestos y aduanas correspondiente, indicando la cantidad de los bienes producidos en la zona y por ella exportados.

ART. 6º—Requisitos para que se entienda instalada una nueva empresa y para empresas preexistentes. Para efectos de la exención del impuesto de renta prevista en los artículos 2º y 4º de la Ley 608 de 2000 y en los artículos 2º y 4º de este decreto, una nueva empresa, persona jurídica, se entiende instalada cuando, una vez constituida en la zona afectada y protocolizada la escritura en los círculos notariales de la misma zona e inscrita en la cámara de comercio que le corresponda, de acuerdo con su domicilio social, tenga dispuestos e instalados los activos para el desarrollo del objeto social, incluida sede administrativa cuando fuere del caso, establecimiento de comercio o lugar de producción o explotación de acuerdo con la actividad de que se trate y localizados físicamente allí sus bienes (§ 4009, 4011, 4098, 4100).

Para el efecto, la empresa, en memorial suscrito por el representante legal y dirigido a la administración de impuestos nacionales o de impuestos y aduanas nacionales respectiva, de acuerdo con su domicilio, antes del 31 de enero del año siguiente al primer año gravable en que se pretenda la exención con fundamento en la Ley 608 de 2000, deberá manifestar:

— Que la empresa se encuentra instalada en la zona afectada.

— La intención de acogerse al beneficio de exención del impuesto sobre la renta y complementarios otorgado por el artículo 2º de la Ley 608 de 2000, detallando la actividad económica a la que se dedica, el monto del capital social y la dirección donde se encuentre ubicada la planta física o el lugar de desarrollo de la actividad económica y el domicilio principal.

— Capital autorizado, suscrito y pagado o monto de los activos destinados al desarrollo de la actividad económica en la zona afectada.

Deben remitirse, dentro del mismo término, los siguientes documentos:

— Copia de la escritura de constitución y certificado de existencia y representación expedido por la cámara de comercio respectiva.

— Certificación expedida por el alcalde del municipio en el cual desarrolla la actividad, donde conste la instalación física de la empresa en la jurisdicción del respectivo municipio.

Dentro del mismo término, los contribuyentes deberán inscribir los libros de contabilidad ante la cámara de comercio o ante la administración de impuestos nacionales respectiva, cuando no estén obligados a registrarla ante la cámara de comercio.

Los anteriores requisitos podrán constatarse directamente por la administración tributaria.

En el caso de empresas preexistentes y para los mismos efectos, en memorial dirigido a la administración de impuestos nacionales o de impuestos y aduanas nacionales correspondiente, a través de su representante legal, si es persona jurídica o el contribuyente, según sea el caso, antes del 31 de enero del año siguiente al primer año gravable en que se pretende la exención con fundamento en la Ley 608 de 2000, deberán manifestar:

— Que se encuentra en la fase productiva.

— La intención de acogerse al beneficio de exención del impuesto sobre la renta y complementarios otorgado por el artículo 4º de la Ley 608 de 2000, detallando la actividad económica a la que se dedica, el monto del capital social de la empresa unipersonal o patrimonio del contribuyente, según corresponda, su lugar de ubicación, la sede o asiento principal de sus negocios y la dirección.

— Capital autorizado, suscrito y pagado o monto de los activos destinados al desarrollo de la actividad económica en la zona afectada, en el caso de empresas preexistentes de personas naturales.

— Comprobar, mediante certificación expedida por el revisor fiscal o contador público cuando no se está obligado a tener revisor fiscal, que sus ingresos reales operacionales en 1999 disminuyeron en un treinta (30%) o más. Esta certificación deberá igualmente firmarse por el representante legal de la empresa o el contribuyente según corresponda.

Deben remitirse, dentro del mismo término, los siguientes documentos:

— Copia de la escritura de constitución y certificado de existencia y representación o de registro del establecimiento de comercio, expedido por la cámara de comercio.

— Certificación expedida por el alcalde del municipio en el cual se desarrolla la actividad, donde conste la preexistencia de la empresa al 25 de enero de 1999, su instalación física y el desarrollo de la actividad en la jurisdicción del respectivo municipio.

Dentro del mismo término, los contribuyentes deberán inscribir los libros de contabilidad ante la cámara de comercio o ante la administración de impuestos nacionales respectiva, cuando no estén obligados a registrarla ante la cámara de comercio.

Los anteriores requisitos podrán constatarse directamente por la administración tributaria.

PAR. 1º—La certificación relativa a la instalación física en la zona afectada deberá ser expedida por la autoridad correspondiente, dentro del mes siguiente a la presentación de la solicitud por parte del interesado. En caso de no expedirse dentro del término aquí previsto, se entenderá cumplido el requisito al momento de remitir los demás documentos señalados en el presente artículo, con la afirmación que de esto haga el contribuyente ante la administración de impuestos y aduanas nacionales, junto con la presentación de la copia de la solicitud debidamente radicada ante la entidad correspondiente. En todo caso, dicha certificación deberá ser remitida por el interesado dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la fecha de expedición.

PAR. 2º—Cuando se trate de nuevas empresas, personas jurídicas, para gozar de la exención no podrá transcurrir un plazo mayor de tres (3) años, entre la fecha de su constitución y la fecha en que empieza la fase productiva.

PAR. 3º—Empadronamiento de beneficiarios: La administración de impuestos nacionales o de impuestos y aduanas nacionales a la cual pertenezca el contribuyente solicitante de los beneficios establecidos en la Ley 608 de 2000, elaborará un registro de beneficiarios en forma separada, de las nuevas empresas, personas jurídicas, así como las empresas preexistentes al 25 de enero de 1999 y de los socios, accionistas afiliados o partícipes de las anteriores, en el cual, como mínimo se incorporará la siguiente información:

a) Nombre o razón social y NIT del contribuyente;

b) Descripción del objeto social;

c) Capital autorizado, suscrito y pagado o monto de los activos destinados al desarrollo de la actividad económica en la zona afectada, en el caso de empresas preexistentes de personas naturales, y

d) Relación de accionistas o socios, con indicación del nombre o razón social, NIT, cantidad de acciones o cuotas de interés social y valor aportado por cada uno de ellos.

Cuando se realicen reformas estatutarias, por cambios en el objeto social o incrementos de capital, deberán informarse a la administración de impuestos y aduanas nacionales correspondiente, dentro del mes inmediatamente siguiente a la reforma estatutaria para la actualización de este registro.

PAR. 4º—Cuando no se presenten y/o cumplan oportunamente los documentos y requisitos exigidos en este artículo, la administración de impuestos o de impuestos y aduanas correspondiente deberá verificar y revisar la situación integral de la empresa que pretende el beneficio, en el menor tiempo posible al conocimiento de la omisión o incumplimiento

ART. 8º—Requisitos para cada año en que se solicite la exención. Para que proceda la exención del impuesto sobre la renta y complementarios a que se refieren los artículos 2º y 4º de la Ley 608 de 2000, los contribuyentes nuevas empresas, personas jurídicas, así como las empresas preexistentes al 25 de enero de 1999, deberán cumplir para cada año en que se solicite la exención, los siguientes requisitos (§ 4009, 4011):

— Enviar, antes del 30 de marzo siguiente al año gravable por el cual se pretende la exención, un memorial a la administración de impuestos y aduanas nacionales con jurisdicción en el municipio en el que se encuentre instalada, en el cual manifieste expresamente su intención de acogerse por ese año gravable al beneficio otorgado por la Ley 608 de 2000, indicando la calidad de nueva empresa, persona jurídica, o de empresa preexistente, la actividad económica a la cual se dedica, el capital, la dirección del lugar de ubicación de la planta física o inmueble donde desarrolla la actividad económica.

— Cuando se trate de personas jurídicas, además de los requisitos señalados en el inciso anterior y dentro del mismo término, deberán remitir una copia del certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio, con jurisdicción en el municipio en el cual se haya instalado, y una constancia sobre su ubicación y permanencia en la zona afectada, expedida por el alcalde del respectivo municipio.

— Cuando se trate de empresas desarrolladas por personas naturales en las actividades mencionadas en el artículo 2º de la Ley 608 de 2000, además de los requisitos señalados en el artículo anterior y dentro del mismo término previsto en este artículo, deberán remitir una copia del certificado expedido por la cámara de comercio sobre el registro del establecimiento, así como la constancia sobre su ubicación y permanencia en la zona afectada, expedida por el alcalde del respectivo municipio.

— Cuando se trate de empresas de personas naturales, que por su actividad no requieran de registro ante la cámara de comercio, las constancias sobre su ubicación en la zona afectada expedida por el alcalde del respectivo municipio y, sobre la actividad desarrollada.

Igualmente, los contribuyentes nuevas empresas, personas jurídicas, así como las empresas preexistentes al 25 de enero de 1999, dentro del término previsto en este artículo, deberán enviar certificación de revisor fiscal o contador público para quienes no estén obligados a tener revisor fiscal, en la que conste:

Para las nuevas empresas:

— Que se trata de una nueva empresa establecida en el respectivo municipio, entre el 25 de enero de 1999 y el 31 de diciembre de 2005.

— La fecha de iniciación del periodo productivo y de las fases correspondientes a la etapa improductiva.

— Monto de la renta exenta, determinada de acuerdo con lo establecido en la Ley 608 de 2000.

Para empresas preexistentes:

— Que se trata de una empresa en etapa de producción, preexistente al 25 de enero de 1999 en el respectivo municipio de la zona afectada.

— Monto de la renta exenta, determinada de acuerdo con lo establecido en la Ley 608 de 2000.

Estos requisitos se verificarán por la respectiva administración de impuestos nacionales o de impuestos y aduanas nacionales, quien realizará una eficaz vigilancia y control al cumplimiento legal.

Tanto las nuevas empresas, personas jurídicas, como las preexistentes deberán, por cada año en que se pretende la exención del impuesto sobre la renta, acreditar que sus activos fijos representados en inmuebles, maquinaria y equipo relacionados con la actividad productora de renta, se encuentran amparados con un seguro contra terremoto vigente por todo el período fiscal en el cual se solicita el beneficio. Para el año gravable 2000 bastará con que se acredite la vigencia del seguro a 31 de diciembre de 2000.

— En el año en que no se presenten oportunamente los requisitos exigidos, no será procedente la exención.

DECRETO REGLAMENTARIO 408 DE 2001

ART. 3º—Las declaraciones tributarias que se presenten electrónicamente no requieren, para su validez, firma autógrafa de la persona obligada a cumplir con dicho deber formal ni del contador o revisor fiscal.

La firma electrónica de las declaraciones tributarias que se presenten por el sistema declaración y pago electrónico, se garantizará mediante los certificados y claves secretas de la persona obligada a cumplir con dicho deber formal y del contador o revisor fiscal, que serán expedidos por dicho sistema, y de ellas se derivarán todas las responsabilidades de carácter tributario que hoy se desprenden de la firma autógrafa.

DECRETO REGLAMENTARIO 1113 DE 2001

ART. 7º—Control posterior. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, en ejercicio de sus facultades de fiscalización y control, verificará periódicamente que los bienes de capital importados al amparo del artículo 13 de la Ley 608 de 2000, efectivamente se utilizan por el importador, en el lugar de ubicación donde previamente se hubiere informado a la Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales o Administración de Aduanas Nacionales competente. 

Igualmente, la DIAN verificará que el seguro contra terremoto o su renovación, exigido para acceder a los beneficios contemplados en los artículos 12 y 13 de la Ley 608 de 2000, se encuentre vigente (§ 4019). 

El importador quedará obligado a informar a la Administración de Impuestos y Aduanas o Administración de Aduanas Nacionales correspondiente, cualquier cambio de ubicación del bien dentro o fuera de los municipios señalados en el artículo 1º de la Ley 608 de 2000 (§ 4008). 

Así mismo, anualmente deberá remitir una certificación suscrita por el revisor fiscal o contador público cuando sea del caso, en la que conste que el bien de capital está siendo utilizado en la actividad productora de renta del importador, en la jurisdicción territorial de la zona afectada por el terremoto, conforme lo prevé el artículo 13 de la Ley 608 de 2000. 

PAR.—Las personas naturales o jurídicas que hayan importado bienes de capital al amparo del Decreto 350 de 1999 podrán remitir anualmente la certificación de que trata el inciso final del artículo 8º del Decreto 1397 de 1999. 

NOTA: 1. El artículo 13 de la Ley 608 de 2000, se refiere a la franquicia arancelaria para los bienes de capital no producidos en Colombia, importados por las personas ubicadas en la Zona del Eje Cafetero.

2. La certificación de que trata el inciso final del artículo 8º del Decreto 1397 de 1999, es la suscrita por el revisor fiscal o por contador público, en la que conste que el bien de capital está siendo utilizado en la actividad productora de renta del importador, en la jurisdicción territorial de la zona afectada por el terremoto, conforme lo prevé el artículo 6º del Decreto 350 de 1999.

ART. 11.—Requisitos para obtener la devolución del IVA pagado en la importación. La solicitud de devolución o compensación del impuesto sobre las ventas pagado por la importación de bienes de capital con destino a la zona determinada en el artículo 1º de la Ley 608 de 2000 deberá presentarse por el importador directamente o a través de las sociedades de intermediación aduanera o de apoderado, ante la Administración de Impuestos Nacionales, o Administración de Aduanas Nacionales o Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales, con jurisdicción y competencia en el lugar donde se efectuó el pago (§ 4008). 

La administración verificará que el memorial lo presenten personas que gozan del beneficio cumpliendo los siguientes requisitos: 

1. Anexar a la solicitud el certificado de existencia y representación legal expedido por la autoridad competente, con anterioridad no mayor a cuatro meses, cuando se trate de personas jurídicas. 

2. Anexar copia del mandato, cuando se actúe a través de una sociedad de intermediación aduanera, en el que conste la facultad para actuar en dicha diligencia o, acreditar el endoso aduanero mediante la presentación de una copia del documento de transporte en que conste dicho endoso y la facultad para adelantar la gestión. 

3. Copia del poder otorgado, cuando se actúe mediante apoderado. 

4. Garantía a favor de la Nación-Unidad Administrativa Especial-Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, otorgada por entidades bancarias o compañías de seguros legalmente establecidas en el país, cuando el solicitante se acoja a esta opción, cumpliendo con los requisitos previstos en el artículo 7º del Decreto 1000 de 1997 (§ 2337). 

5. La indicación del número de autoadhesivo y de aceptación de la declaración de importación.

Cuando los bienes de capital se hayan importado temporalmente deberá indicarse el número del autoadhesivo de los recibos de pago de tributos aduaneros y sanciones cambiarias con los cuales se cancelaron las cuotas del impuesto sobre las ventas o de los tributos aduaneros, y el número de aceptación de la declaración de modificación de la importación temporal a ordinaria. 

Si los bienes de capital se importaron temporalmente en arriendo, deberá indicarse únicamente el número del autoadhesivo de los recibos de pago de tributos aduaneros y sanciones cambiarias con los cuales se cancelaron las cuotas del impuesto sobre las ventas, salvo que el pago de la última cuota coincida con la finalización de la modalidad, caso en el cual se deberá indicar el número de aceptación de la modificación de la declaración de importación temporal a ordinaria. 

6. Cuando se solicite la devolución del impuesto sobre las ventas por importación de bienes que dieren derecho a descuento o deducción tributaria en el impuesto sobre la renta, o a impuesto descontable en el impuesto sobre las ventas, deberá adjuntarse certificado de revisor fiscal o contador público, según el caso, en el que conste que el valor solicitado no se ha contabilizado ni se contabilizará
 como costo o deducción, ni se ha llevado ni se llevará como descuento tributario ni impuesto descontable; o la manifestación por escrito del importador en tal sentido cuando no esté obligado a llevar contabilidad. 

7. Certificación suscrita por el revisor fiscal o contador público, según el caso, en la que conste que el bien de capital está siendo utilizado en la actividad productora de renta del importador, en la jurisdicción territorial de la zona afectada por el terremoto, conforme lo prevé el artículo 12 de la Ley 608 de 2000 (§ 4019). 

8. Fotocopia del contrato de seguro contra terremoto de que trata el artículo 14 de la Ley 608 de 2000 o de su renovación, vigentes a la fecha de solicitud de la devolución

ART. 12.—Requisitos para obtener la devolución del IVA pagado por la adquisición de bienes de capital. La solicitud de devolución o compensación deberá presentarse por el comprador del bien de capital o por su representante legal, acreditando su personería; o por el apoderado, quien presentará su tarjeta profesional de abogado, o por interpuesta persona con exhibición del documento de identidad del signatario. 

La administración verificará que se trate de personas que gozan del beneficio y que a la solicitud acompañen los documentos establecidos en los numerales 1º, 3º, 4º, 6º, 7º y 8º del artículo anterior y una relación de los equipos adquiridos, discriminando el impuesto sobre las ventas, suscrita por revisor fiscal o contador público según el caso.

DECRETO REGLAMENTARIO 1243 DE 2001

ART. 4º—Solicitud de devolución o compensación. Las entidades solicitantes de devolución o compensación conforme con lo establecido en el parágrafo 2º del artículo 850 del estatuto tributario, responsables o no del impuesto sobre las ventas, deberán presentar la solicitud ante la división de devoluciones, o la dependencia que haga sus veces, de la administración de impuestos con jurisdicción en el domicilio fiscal de la entidad solicitante, aunque desarrollen las proyectos en diferentes municipios del país, caso en el cual deberán consolidar la respectiva documentación (§ 1335). 

La solicitud deberá presentarse, con respecto a cada unidad de obra terminada y enajenada, dentro de los dos (2) bimestres siguientes a la fecha de registro de la escritura pública de venta de dicha unidad y en todo caso, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes a la terminación total del proyecto de construcción de vivienda de interés social. 

En el evento en que dentro de estos dos (2) años no se hayan podido enajenar las unidades de vivienda construidas, la entidad deberá solicitar al administrador de impuestos de su domicilio una prórroga, con dos (2) meses de anterioridad al vencimiento de los dos (2) años y con la comprobación del hecho. El administrador de impuestos, dentro del mes siguiente concederá la prórroga hasta por seis (6) meses, si encuentra fundados los hechos aducidos en la solicitud. 

Para el efecto aquí previsto, la certificación de terminación del proyecto de construcción o de liquidación de cada unidad, será expedida por el representante legal de la constructora. 

PAR.—Las solicitudes de devolución del IVA pagado en adquisición de materiales de construcción, relacionados con proyectos iniciados y terminados bajo las normas anteriores a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 633 de 2000, deberán versar únicamente sobre el monto del IVA todavía no solicitado, siempre que no se haya llevado a costo ni tratado como impuesto descontable. 

Dichas solicitudes de devolución deberán presentarse a más tardar el 31 de julio del año 2001, con el lleno de los requisitos establecidos en el artículo 7º de este decreto. El revisor fiscal o contador público titulado, según el caso, certificarán el cumplimiento de todos los requisitos para la procedencia de la solicitud. 

Las facturas base para la solicitud de devolución o compensación del IVA no podrán tener fecha de expedición superior a un año, en relación con la fecha de la solicitud, y el monto de la devolución o compensación correspondiente al proyecto total no podrá exceder del 4% del valor de la vivienda enajenada, incluyendo el IVA que ya hubiere sido parcialmente devuelto.

NOTA: La DIAN mediante concepto 71490 del 8 de agosto de 2001 se refirió al artículo 4º de este decreto, señalando que presenta respuesta a las varias situaciones que se encuentran para hacer efectivo el derecho a la devolución, también en relación con construcciones iniciadas antes de la Ley 633 de 2000, atendiendo a la reglamentación vigente entonces y a las nuevas disposiciones de dicha ley. Estas situaciones pueden ser: proyectos terminados en su construcción antes de entrar en vigencia la Ley 633 de 2000; proyectos en los que el IVA para solicitar en devolución, comenzó a pagarse ya en vigencia de la Ley 633 de 2000; y, proyectos iniciados antes de la Ley 633 de 2000 pero con unidades de obra terminadas antes y después de entrar en vigencia esa ley.

ART. 7º—Requisitos de la solicitud. La solicitud de devolución o compensación deberá presentarse por escrito, por el representante legal de la entidad constructora del proyecto, con el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

a) Certificado de existencia y representación legal expedido por la autoridad competente, con anterioridad no mayor de cuatro (4) meses; 

b) Poder otorgado en debida forma cuando se actúe mediante apoderado; 

c) Certificado expedido por la autoridad municipal competente acerca del estrato socioeconómico correspondiente al proyecto de vivienda de interés social; 

d) Si el constructor solicitante ha desarrollado bajo contrato el proyecto, deberá adjuntar certificación expedida por el titular del proyecto, sobre el contrato de construcción correspondiente. 

e) Relación certificada por revisor fiscal o contador público, de las facturas o documentos equivalentes, de compra de materiales utilizados para la construcción de viviendas de interés social, indicando su número, el nombre o razón social y NIT del proveedor y valor del IVA cancelado, discriminado en ellas. 

f) Garantía bancaria o de compañía de seguros expedida con el cumplimiento de los requisitos legales, cuando el solicitante se acoja a la opción contemplada en el artículo 860 del estatuto tributario; (§ 1346). 

g) Certificado expedido por el Inurbe* o su delegado, en el que conste que el plan fue debidamente aprobado o declarado elegible. 

h) Copia de los certificados de tradición de los inmuebles enajenados, que constituyan vivienda de interés social, expedida por la oficina de registro de instrumentos públicos. 

PAR.—Si la construcción se desarrolla por contrato de construcción sobre sitio propio, o por autoconstrucción, el certificado de la oficina de registro deberá incluir la construcción realizada y su valor.

*NOTA: El Decreto 554 de 2003, suprime el Instituto Nacional de Interés Social y Reforma Urbana, Inurbe y ordena su liquidación. Mediante el Decreto 555 de 2003, se crea el Fondo Nacional de Vivienda, "Fonvivienda", que tendrá como objetivos consolidar el sistema nacional de información de vivienda y ejecutar las políticas de Gobierno Nacional en materia de vivienda de interés social urbana.

DECRETO REGLAMENTARIO 522 DE 2003

ART. 13.—Compensación o devolución del IVA para nuevos responsables que realicen operaciones exentas. Conforme con lo dispuesto en los parágrafos de los artículos 815 y 850 del estatuto tributario, los productores señalados en el artículo 440 ibídem adicionado por el artículo 66 de la Ley 788 de 2002, podrán solicitar compensación o devolución de saldos a favor originados en las declaraciones del impuesto sobre las ventas respecto de los bienes exentos relacionados en el artículo 477 del mismo estatuto, cumpliendo además de los requisitos generales establecidos en la ley, los siguientes: (§ 0854, 0895, 1284, par.; 1335, par.).

A. Productores de carnes.

1. Factura o documento equivalente que acredita la liquidación del impuesto sobre las ventas generado por el sacrificio y/o procesamiento.

2. Relación de las guías, documentos o facturas de degüello expedidas al solicitante de la devolución, con especificación del número de los animales sacrificados y la fecha de expedición, salvo que no se requiera de tal documento.

3. Certificación expedida por contador público o revisor fiscal, en la cual se indique lo siguiente:

a) Número de animales sacrificados y su valor comercial en plaza unitario y total en la fecha de sacrificio.

b) Valor del impuesto liquidado de conformidad con el parágrafo del artículo 468-2 del estatuto tributario (§ 0885-2, par.).

c) Relación de las facturas de compra de bienes y/o de servicios gravados utilizados por el productor, según el artículo 440 del estatuto tributario, indicando: nombre o razón social, NIT y dirección del proveedor, número de la factura, base gravable, tarifa del IVA a la que estuvo sujeta la operación y fecha de su contabilización (§ 0854).

d) Relación discriminada de ingresos por las ventas exentas, excluidas y gravadas según tarifas, realizadas por el responsable.

B. Productores de leche y de huevos.

Certificación expedida por contador público o revisor fiscal en la cual se indique lo siguiente:

a) La calidad de ganadero, productor o avicultor del solicitante, de conformidad con lo previsto en el artículo 440 del estatuto tributario (§ 0854).

b) Relación discriminada de los ingresos por las ventas exentas, excluidas y gravadas según tarifas, realizadas por el responsable.

c) Relación de las facturas de compra de bienes y/o de servicios gravados utilizados por el productor, según el artículo 440 del estatuto tributario, indicando: nombre o razón social, NIT y dirección del proveedor, número de la factura, base gravable, tarifa del IVA a la que estuvo sujeta la operación y fecha de su contabilización (§ 0854).

d) Monto del IVA asumido de conformidad con el literal e) del artículo 437 del estatuto tributario, que tenga la calidad de descontable por generarse sobre bienes o servicios que constituyen costo o gasto de la actividad

DECRETO REGLAMENTARIO 912 DE 2003

ART. 4º—Modificado. D.R. 1835/2003, art. 2º. Control de las inversiones. Para efectos de la procedencia del descuento tributario de que trata el artículo 104 de la Ley 788 de 2002, el beneficiario deberá obtener previamente a la presentación de la correspondiente declaración del impuesto sobre la renta y complementarios, un certificado del revisor fiscal o contador público, del interventor de la obra según el caso y del representante legal de la empresa de acueducto y/o alcantarillado del orden regional, en el cual conste la forma, el monto, localización de la obra y plazo, así como la destinación total de la inversión al desarrollo o ejecución de las obras tendientes a la ampliación de la cobertura del servicio público domiciliario de acueducto y/o alcantarillado en los municipios o zonas rurales, en los términos previstos en el artículo segundo del presente decreto.

Lo anterior sin perjuicio de las facultades de fiscalización e investigación con que cuenta la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para verificar la veracidad de la información suministrada y el cumplimiento de los objetivos propuestos con las inversiones

DECRETO REGLAMENTARIO 953 DE 2003

ART. 2º—Requisitos. Para acceder al beneficio previsto en el literal g) del artículo 428 del estatuto tributario, las empresas previstas en el artículo anterior deberán cumplir los siguientes requisitos: (§ 0837).

1. Usuarios altamente exportadores. Quienes tengan vigente el reconocimiento e inscripción como usuario altamente exportador podrán importar bajo la modalidad de importación ordinaria, maquinaria industrial no producida en el país destinada a la transformación de materias primas, con el beneficio de que trata el literal g) del artículo 428 del estatuto tributario, a partir de la fecha de entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002, para lo cual, además de la utilización del código de registro asignado por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, deberá cumplirse lo previsto en el artículo 6º del presente decreto (§ 4614).

2. Exportadores. Quienes acrediten el cumplimiento del requisito previsto en el literal b) del artículo 36 del Decreto 2685 de 1999, deberán:

a) Presentar solicitud de inscripción como usuario altamente exportador ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, mediante apoderado o por el representante legal, acompañada del certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio correspondiente a su domicilio principal, con una vigencia no superior a tres (3) meses a la fecha de presentación de la solicitud;

b) Presentar un certificado expedido por contador público o revisor fiscal, en el que conste que las ventas totales durante el año inmediatamente anterior a la presentación de la solicitud, correspondieron a operaciones de exportación en el porcentaje señalado en el literal b) del artículo 36 del Decreto 2685 de 1999, realizadas directamente o a través de una sociedad de comercialización internacional.

3. Nuevas empresas. Se considera como nueva empresa aquella constituida a partir de la fecha de entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002 que haya realizado operaciones durante un término no superior a un (1) año, contado a partir de la fecha de su constitución en debida forma, debiendo cumplir los siguientes requisitos:

a) Presentar solicitud de inscripción como usuario altamente exportador ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, mediante apoderado o por el representante legal, acompañada del certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio correspondiente a su domicilio principal, con una vigencia no superior a tres (3) meses a la fecha de presentación de la solicitud;

b) Constituir una garantía bancaria o de compañía de seguros a favor de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales por el término de un año y tres meses más, por el valor del impuesto sobre las ventas que se generaría por cada importación de maquinaria industrial, los intereses moratorios a que haya lugar y el cinco por ciento (5%) del valor FOB de la maquinaria a importar, en el evento en que el importador no cumpla el requisito previsto en el literal b) del artículo 36 del Decreto 2685 de 1999 (§ 4614).

Esta garantía solo se constituirá para el primer año de operaciones. Posteriormente, el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, se acreditará con la certificación de que trata el artículo 4º del presente decreto. 

NOTA: El literal b) del artículo 36 del Decreto 2685 de 1999, señala que una de las condiciones para que una persona jurídica sea reconocida e inscrita como usuario altamente exportador, es que el valor exportado, directamente o a través de una sociedad de comercialización internacional, represente por lo menos el treinta por ciento (30%) del valor de sus ventas totales en el mismo período.

ART. 4º—Cumplimiento del monto de las exportaciones. Para efectos de acreditar anualmente el cumplimiento del monto establecido en el literal b) del artículo 36 del Decreto 2685 de 1999, los beneficiarios deberán presentar un certificado expedido por contador público o revisor fiscal, en el que conste que durante el año inmediatamente anterior, las operaciones de exportación realizadas directamente o por intermedio de una sociedad de comercialización internacional, se cumplieron en el porcentaje señalado en la norma citada y que los bienes importados permanecen dentro del patrimonio del importador por el término de vida útil, el cual no podrá ser inferior al establecido en el artículo 2º del Decreto 3019 de 1989.

La certificación se deberá entregar ante la subdirección de comercio exterior de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, dentro de los quince (15) días siguientes al vencimiento de cada año, contado a partir de la ejecutoria del acto administrativo de inscripción.

DECRETO REGLAMENTARIO 1242 DE 2003

ART. 3º—Documentos soporte de la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios. Para efectos de ejercer las facultades de fiscalización sobre la declaración tributaria que se presente por el cambio de titular de la inversión extranjera, los inversionistas extranjeros directamente o a través de su representante, agente o apoderado deberán conservar por cada operación o transacción los siguientes documentos, informaciones y pruebas soportes de la declaración, por el término establecido en el artículo 632 del estatuto tributario y presentarlos a la administración tributaria cuando ésta los requiera: (§ 1070).

1. Fotocopia del contrato de venta o de la transacción correspondiente en la que conste: identificación tributaria del inversionista cedente, del cesionario y de la sociedad receptora de la inversión extranjera, así como del activo en que está representada la inversión.

2. Poder otorgado por el cedente de la inversión al apoderado, representante o agente con su protocolo respectivo.

3. Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la sociedad en la que tenga la inversión, en la cual conste el número de acciones o cuotas de interés social de propiedad del inversionista, fecha y costo de adquisición y valor nominal, cuando se trate de acciones y/o aportes.

4. Explicación detallada de la determinación del costo fiscal de la inversión objeto de la transacción, discriminando los factores que lo componen tales como fecha, costo de adquisición, prima en colocación de acciones y reajustes anuales si los hubiere. En caso de existir prima en colocación de acciones debe estar certificada por contador público y/o revisor fiscal.

5. Contrato de compra de la inversión objeto de la transacción.

6. Certificado del Banco de la República en el que conste el registro de la inversión extranjera objeto de la transacción.

7. Estados financieros y notas a los mismos debidamente certificados por el revisor fiscal y/o contador público de la sociedad receptora a la fecha de transacción o al cierre del período más cercano a la misma, en los que conste el número de acciones o cuotas en circulación a la misma fecha, cuando se trate de acciones y/o aportes en sociedades.

8. Certificado de constitución y gerencia expedido por la cámara de comercio del domicilio de la sociedad receptora.

9. Fotocopia de los folios del libro de accionistas de la sociedad receptora en los que conste el registro de las acciones y copia de los títulos endosados.

10. Copia de los estados financieros correspondientes a cada uno de los años en que se hayan obtenido las utilidades a que hace referencia el inciso 3º del artículo 36-1 del estatuto tributario, adicionando además, la información necesaria para dar aplicación al artículo 8º del Decreto Reglamentario 836 de 1991 cuando a ello hubiere lugar (§ 0389, 1434).

11. Certificación de la respectiva bolsa de valores cuando la enajenación se haya efectuado por este medio.

12. Documentos que acrediten la fusión o escisión de la sociedad debidamente protocolizados, cuando sea del caso.

13. Los demás documentos necesarios para soportar la respectiva transacción.

ART. 4º—Fusión o escisión de sociedades. En el caso de fusión o escisión de sociedades, para registrar el cambio de titular de la inversión extranjera se deberá presentar al Banco de la República, certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa receptora de la inversión en la que conste tal hecho.

DECRETO REGLAMENTARIO 2721 DE 2003

ART. 2º—Procedimiento para extinción de obligaciones tributarias. Podrán extinguirse las obligaciones a cargo de instituciones financieras públicas en liquidación por concepto de impuestos y multas derivados de obligaciones tributarias, siempre y cuando se trate de aquellos que de acuerdo con las normas de prelación de créditos previstas en el artículo 2495 del Código Civil correspondan a créditos de primera clase y se surta el siguiente procedimiento:

1. El liquidador deberá presentar un estudio de la(s) obligación(es) a extinguir ante el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, que demuestre la concurrencia de los siguientes factores:

a) La insuficiencia de activos para cancelar la totalidad de las acreencias de la entidad, sustentada en un plan de pagos elaborado de acuerdo con la prelación de créditos y en los estados financieros correspondientes al último corte de ejercicio, siempre y cuando éste corresponda a los tres (3) meses anteriores a la fecha de presentación del estudio. En caso contrario, éste se deberá adelantar con base en los estados financieros intermedios más recientes. La insuficiencia de activos deberá ser certificada por el liquidador y el revisor fiscal o contralor, y

b) Que la decisión de extinguir la(s) obligación(es) por este concepto, produciría alguno de los siguientes efectos: Se evitaría la destinación total o parcial de recursos provenientes del Presupuesto Nacional o del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras para cubrir necesidades de la liquidación, los dineros que se girarían por este concepto se verían disminuidos, o la celeridad en la culminación del proceso de liquidación aumentará de tal forma que se justifica la decisión.

2. El director del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras deberá solicitar la cuantificación de las obligaciones por concepto de impuestos y/o multas derivadas de obligaciones tributarias a cargo de la respectiva institución financiera pública en liquidación a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, la cual deberá pronunciarse, sobre la solicitud, dentro de los diez días hábiles siguiente a la fecha de su recepción.

3. Recibida la anterior información, el director del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras deberá conceptuar sobre la procedencia de la medida y enviar informe al Ministerio de Hacienda y Crédito Público adjuntando el estudio presentado por el liquidador y la información suministrada por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, para someterlo a la consideración del comité de conciliación de dicho ministerio. A la sesión en la que se discuta la respectiva extinción, podrán ser invitados el director del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, el viceministro técnico del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el director de Impuestos y Aduanas Nacionales o sus delegados, quienes participarán con voz pero sin voto.

4. El comité de conciliación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público deberá pronunciarse dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de recepción del concepto por parte del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. De ser favorable el pronunciamiento, el Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado, podrá suscribir con el liquidador una convención extintiva de la(s) obligación(es), en cuyo texto deberá incluirse una cláusula en el sentido que de subsistir recursos, el liquidador de la entidad deberá girar al tesoro nacional una suma hasta por el monto equivalente al valor del(os) impuesto(s) y la(s) multa(s) correspondiente(s) a la(s) obligación(es) tributaria(s) extinta(s) con anterioridad a cualquier pago del pasivo interno de la liquidación.

PAR. 1º—Las entidades involucradas en el procedimiento descrito en el presente artículo podrán solicitar la información y documentación que estimen necesaria sobre la materia para adelantar adecuadamente su labor.

PAR. 2º—Para determinar si los activos con que cuenta la liquidación para el pago de las obligaciones son suficientes, sólo podrán tenerse en cuenta las obligaciones ciertas y exigibles al momento de la presentación del estudio, y las obligaciones condicionales y litigiosas respecto de las cuales se haya constituido la respectiva provisión.

PAR. 3º—En el evento en que se hayan adelantado acciones ante la jurisdicción contencioso-administrativa, relacionadas con las obligaciones a extinguir, para la suscripción de la convención extintiva de la obligación se tramitará desistimiento previo ante el juez competente. En este caso no se requerirá un nuevo pronunciamiento del comité de conciliación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

DECRETO REGLAMENTARIO 2755 DE 2003

ART. 2º—Requisitos para la procedencia de la exención. Para la procedencia del beneficio señalado en el artículo anterior, las empresas generadoras de energía eléctrica con base en recursos eólicos, biomasa o residuos agrícolas, deben acreditar los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

1. Certificación del Ministerio de Minas y Energía en la que conste:

a) Que se trata de una empresa generadora de energía eléctrica;

b) Que la energía eléctrica ha sido generada con base en recursos eólicos, biomasa o residuos agrícolas. 

2. Certificación del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial sobre trámite y obtención de las reducciones certificadas de emisiones —RCE—, de acuerdo con la Decisión 17/CP.7, de la séptima conferencia de las partes de la convención marco de las Naciones Unidas sobre cambio climático, o las decisiones que los sustituyan, complementen o modifiquen. Para el efecto el contribuyente deberá presentar ante ese ministerio la siguiente documentación:

a) Copia del documento contentivo del proyecto validado y registrado ante la junta ejecutiva del mecanismo de desarrollo limpio del Protocolo de Kyoto de conformidad con los párrafos 35, 36, 37 y apéndice B del anexo del proyecto de decisión /CMP.1 (art. 12) de la Decisión 17/CP.7, de la séptima conferencia de la partes de la convención marco de las Naciones Unidas sobre cambio climático, o las decisiones que lo sustituyan o modifiquen. El documento deberá contener información suficiente, que junto con la que solicite el ministerio, le permita evaluar conforme con la reglamentación que expida para el efecto, si al menos el cincuenta por ciento (50%) de los recursos obtenidos de la venta de las reducciones certificadas de emisiones, RCE, están invertidos por la empresa generadora en obras de beneficio social en la región de influencia del proyecto;

b) Copia de la decisión relativa a la aprobación de la expedición de reducción certificadas de emisiones - RCE del proyecto, junto con sus fundamentos, que emite la junta ejecutiva del mecanismo de desarrollo limpio del Protocolo de Kyoto, a que hacen referencia los párrafos 1º a) y 65 c) del anexo del proyecto de decisión /CMP.1 (art. 12) de la Decisión 17/CP.7, de los acuerdos de la séptima conferencia de las partes de la convención marco de las Naciones Unidas sobre cambio climático en el 2001, o de los que lo sustituyan o modifiquen.

3. Copia del contrato de compra-venta y de documentos que soporten la venta de los certificados de reducción certificada de emisiones - RCE.

4. Certificación de la gobernación respectiva en la que se indique la proporción de afectación de cada uno de los municipios de su jurisdicción por la construcción y operación de la central generadora.

5. Certificación de la alcaldía en la que se indique el valor y el concepto de las obras de beneficio social realizadas en el respectivo municipio.

6. Certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público de la empresa generadora de energía eléctrica en la que conste:

a) Ubicación del proyecto u obra generadora de la energía eléctrica;

b) Valor de las ventas de energía eléctrica realizadas durante el respectivo año gravable;

c) Valor de los certificados adquiridos en el año gravable;

d) Valor de los certificados vendidos dentro del año gravable;

e) Valor de la inversión y ubicación de las obras de beneficio social realizadas por la empresa en el año gravable en que solicita la exención.

7. Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por las ventas de energía eléctrica con base en recursos eólicos, biomasa o residuos agrícolas y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por la empresa

ART. 3º—Renta exenta en la prestación del servicio de transporte fluvial. Las rentas provenientes de la prestación del servicio de transporte fluvial de personas, animales o cosas con embarcaciones y planchones de bajo calado, están exentas del impuesto sobre la renta por un término de quince (15) años, contados a partir del 1º de enero de 2003. Para tal efecto se consideran embarcaciones y planchones de bajo calado aquellas que con carga tengan un calado igual o inferior a 4.5 pies, o las que cumplan con las características definidas por el Ministerio de Transporte.

Para la procedencia de la exención el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

1. Registro ante el Ministerio de Transporte o autoridad competente como empresa prestadora del servicio de transporte fluvial.

2. Certificación del Ministerio de Transporte o autoridad competente en la que se haga constar el cumplimiento de los requisitos establecidos para la prestación de este tipo de servicio.

3. Certificación de contador público y/o revisor fiscal en la cual se haga constar el valor de las rentas obtenidas por este servicio durante el respectivo año gravable.

4. Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por la prestación de servicios de transporte fluvial exentos del impuesto sobre la renta y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por la empresa

ART. 5º—Requisitos para la procedencia de la exención en servicios hoteleros prestados en nuevos hoteles. Para la procedencia de la exención, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

1. Inscripción en el registro nacional de turismo del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

2. Certificación expedida por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, sobre la prestación de servicios hoteleros en el nuevo establecimiento hotelero (§ 4669).

3. Certificación expedida por la curaduría urbana, por la secretaría de planeación o por la entidad que haga sus veces del domicilio del inmueble, en la cual conste la aprobación del proyecto de construcción del nuevo establecimiento hotelero.

4. Certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público, según el caso, en la cual conste:

a) Que la actividad prestada corresponde a servicios hoteleros debidamente autorizados;

b) Que el valor de las rentas solicitadas como exentas en el respectivo año gravable corresponden a servicios hoteleros prestados en nuevos hoteles construidos a partir del 1º de enero de 2003;

c) Que lleva contabilidad separada de los ingresos por servicios hoteleros y de los originados en otras actividades.

PAR.—Se entiende por servicios hoteleros, el alojamiento, la alimentación y todos los demás servicios básicos y/o complementarios o accesorios prestados por el operador del establecimiento hotelero

ART. 7º—Requisitos para la procedencia de la exención por servicios hoteleros prestados en hoteles que se remodelen y/o amplíen. Para la procedencia de la exención por concepto de servicios hoteleros prestados en hoteles que se remodelen y/o amplíen, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

1. Inscripción en el registro nacional de turismo del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

2. Certificación expedida por la curaduría urbana del domicilio del inmueble o por la entidad que haga sus veces, en la cual conste la aprobación del proyecto de remodelación y/o ampliación del hotel correspondiente.

3. Certificación expedida por la alcaldía municipal del domicilio del inmueble en la cual conste la aprobación del proyecto de remodelación y/o ampliación del hotel correspondiente.

4. Certificación sobre la prestación de servicios hoteleros en establecimientos remodelados y/o ampliados, expedida por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (§ 4669).

5. Certificación suscrita por un arquitecto o ingeniero civil con matrícula profesional vigente en la que se haga constar la remodelación y/o ampliación realizada, cuando estas no requieran licencia de construcción y licencia de urbanismo.

6. Certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público del contribuyente beneficiario de la exención en la que se establezca:

a) Costo fiscal del inmueble remodelado y/o ampliado;

b) Valor total de la inversión por concepto de remodelación y/o ampliación;

c) Proporción que representa el valor de la remodelación y/o ampliación en el costo fiscal del inmueble remodelado y/o ampliado;

d) Que lleva contabilidad separada de los ingresos por servicios hoteleros y de los originados en otras actividades

ART. 12.—Requisitos para la procedencia de la exención en la prestación de servicios de ecoturismo. Para la procedencia de la exención por concepto de servicios de ecoturismo, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

1. Inscripción en el registro nacional de turismo, cuando la actividad sea desarrollada por prestadores de servicios turísticos, de conformidad con lo establecido en la Ley 300 de 1996 y sus decretos reglamentarios.

2. Certificación en la que conste que el servicio de ecoturismo prestado cumple con los fines previstos en el presente decreto para lo cual el contribuyente deberá solicitar anualmente la correspondiente certificación al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o autoridad ambiental competente, así:

a) Cuando los servicios de ecoturismo se presten total o parcialmente en áreas del sistema de parques nacionales naturales o en las reservas naturales de la sociedad civil debidamente registradas, la certificación será expedida por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial a través de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales;

b) Cuando los servicios de ecoturismo se presten en áreas naturales protegidas de carácter municipal, regional o departamental, así como en las demás áreas con atractivo natural especial, la certificación será expedida por la corporación autónoma regional o de desarrollo sostenible, por las autoridades ambientales de los grandes centros urbanos o por las autoridades ambientales distritales de que trata la Ley 768 de 2002 en el área de su jurisdicción respectiva. En el caso en que dichas actividades se desarrollen en jurisdicción de más de una de estas autoridades, el contribuyente podrá solicitar la certificación ante cualquiera de ellas. En este caso la autoridad ambiental deberá solicitar concepto favorable a las demás autoridades ambientales competentes en el área donde se presten los mencionados servicios ecoturísticos.

3. Certificación expedida por el representante legal y por el revisor fiscal y/o contador público, según el caso, sobre el valor de la renta obtenida en la prestación de servicios de ecoturismo durante el respectivo año gravable.

4. Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por la prestación de servicios de ecoturismo exentos del impuesto sobre la renta y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por la empresa.

PAR.—El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial establecerá la forma y requisitos para presentar a consideración de las autoridades ambientales competentes, las solicitudes de acreditación de que trata este artículo.

Los ministerios de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y de Comercio, Industria y Turismo establecerán los criterios técnicos de las diferentes actividades o servicios ecoturísticos (§ 0589-1, num. 5º).

NOTA: La Ley 300 de 1996 es la Ley general de turismo. La Ley 768 de 2002, adopta el régimen político, administrativo y fiscal de los distritos portuario e industrial de Barranquilla, turístico y cultural de Cartagena de Indias y turístico, cultural e histórico de Santa Marta.

ART. 14.—Requisitos para la obtención de la exención por aprovechamiento de plantaciones forestales, inversión en nuevos aserríos y plantaciones de árboles maderables. Para la procedencia de la exención a que se refiere el numeral 6º del artículo 207-2 del estatuto tributario el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

1. Cuando se trate de rentas obtenidas por concepto de aprovechamiento de nuevas plantaciones forestales será necesario acreditar:

a) Registro de la nueva plantación ante la autoridad competente;

b) Certificado de tradición y libertad del predio en el cual se encuentra la plantación, o en su defecto, el contrato de arrendamiento del inmueble en el cual se realizó;

c) Certificación expedida por la corporación autónoma regional o la entidad competente, en la cual conste que la plantación cumple la condición de ser nueva, con base en la información aportada sobre la misma en el acto de su registro, según lo previsto en el artículo 70 del Decreto 1791 de 1996 (Régimen de aprovechamiento forestal);

d) Certificación expedida por la corporación autónoma regional o la entidad competente, en la cual conste que el aprovechamiento de la plantación forestal, en el respectivo año gravable corresponde a vuelo forestal en el primer turno.

No procederá la exención cuando las rentas provengan del aprovechamiento de productos maderables, como resultado del manejo de los rebrotes o del tallar; sin embargo, si este manejo va enfocado a obtener productos no maderables, las rentas que se obtengan serán objeto del beneficio tributario;

e) Certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público según el caso, en la que conste el valor de la rentas obtenidas por concepto de aprovechamiento de las nuevas plantaciones forestales;

f) Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por el aprovechamiento de nuevas plantaciones forestales exento del impuesto sobre la renta y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por la empresa, sin perjuicio de lo ordenado en el artículo 65 del Decreto 1791 de 1996.

2. Cuando se trate de inversiones en nuevos aserríos vinculados directamente al aprovechamiento de nuevas plantaciones forestales o de árboles maderables será necesario acreditar:

a) Factura de compra del aserrío y de la maquinaria complementaria, adquirida a partir de la fecha de la entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002;

b) Contrato suscrito entre el dueño de la nueva plantación y el dueño del aserrío en el que conste que el aserrío se encuentra vinculado a dichas plantaciones por compra del vuelo forestal y/o por la prestación de los servicios de aserrado, cuando sea del caso.

No será necesario acreditar este requisito cuando el contribuyente reúna la doble condición de propietario de la nueva plantación y del nuevo aserrío, debiendo en todo caso cumplir los requisitos previstos en el numeral 1º del presente artículo;

c) Certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público según el caso, en la que conste el valor de la renta obtenida en el nuevo aserrío;

d) Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por el nuevo aserrío exentos del impuesto sobre la renta y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por la empresa, sin perjuicio de lo ordenado en el artículo 65 del Decreto 1791 de 1996.

3. Cuando se trate de rentas obtenidas por concepto de aprovechamiento de plantaciones de árboles maderables registradas antes de la fecha de entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002, será necesario acreditar:

a) Registro de la plantación ante la autoridad competente;

b) Certificación de la corporación autónoma regional o de la entidad competente, en la cual conste que la plantación forestal fue establecida y se encuentra registrada, conforme con lo previsto en el artículo 70 del Decreto 1791 de 1996, antes del 27 de diciembre de 2002, y que a la fecha de expedirse la certificación, la plantación forestal no ha completado su turno;

c) Certificación de la corporación autónoma regional o de la entidad competente, en la cual conste que el área objeto del aprovechamiento forestal fue empleada nuevamente en el establecimiento de un nuevo cultivo. Por lo tanto, esta certificación sólo podrá expedirse después de seis (6) meses de realizadas las actividades del nuevo establecimiento, de modo que garantice la persistencia de la nueva plantación;

d) Certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público, según el caso, en la que conste el valor de la renta obtenida por aprovechamiento de las plantaciones de árboles maderables cuyo registro se surtió antes de la fecha de entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002;

e) Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por el aprovechamiento de plantaciones de árboles maderables registradas antes de la fecha de entrada en vigencia de la Ley 788 de 2002, exento del impuesto sobre la renta y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por la empresa, sin perjuicio de lo ordenado en el artículo 65 del Decreto 1791 de 1996 (§ 0589-1, num. 6º).

NOTA: El Decreto 1791 de 1996 establece el régimen de aprovechamiento forestal. El artículo 65 se refiere a los requisitos del libro de operaciones que deben llevar las empresas de transformación primaria de productos forestales, las de transformación secundaria de productos forestales o de productos terminados, las de comercialización forestal, las de comercialización y transformación secundaria de productos forestales y las integradas. El artículo 70 se refiere a los documentos e información necesarios para el registro de toda plantación forestal, cerca viva, barreras rompevientos, de sombríos o plantación asociada a cultivos agrícolas.

ART. 18.—Solicitud de certificación a Colciencias sobre nuevo software. Para efectos de la certificación que debe expedir Colciencias o la entidad que haga sus veces, el solicitante deberá presentar:

a) El soporte lógico junto con sus manuales e instructivos;

b) Certificación sobre existencia y representación legal de la empresa solicitante expedida por la cámara de comercio del domicilio;

c) Copia del certificado expedido por la oficina de registro de la dirección nacional de derechos de autor del Ministerio del Interior y de Justicia;

d) Certificación expedida por el representante legal y el revisor fiscal y/o contador público, según el caso, de la empresa interesada, en la cual se declare que el software fue elaborado en Colombia;

e) Los documentos necesarios que acrediten un alto contenido de investigación científica y/o tecnología nacional en la producción del software correspondiente

ART. 22.—Solicitud de certificación a Colciencias sobre nuevos productos medicinales. Para efectos de la certificación que debe expedir Colciencias o la entidad que haga sus veces, relacionada con el contenido de investigación científica y/o tecnológica en la elaboración de nuevos productos medicinales, el solicitante deberá presentar ante dicha entidad:

a) El producto medicinal, acompañado de la prueba de existencia y representación legal expedida por la cámara de comercio del domicilio de la empresa solicitante;

b) Copia de la patente y del registro sanitario expedidos por las autoridades nacionales competentes;

c) Certificación expedida por el representante legal y el revisor fiscal y/o contador público de la empresa interesada, en la cual se manifieste que el producto medicinal fue elaborado en Colombia, sin que esto impida la utilización de principios activos e ingredientes de naturaleza extranjera;

d) Los documentos necesarios que acrediten un alto contenido de investigación científica y/o tecnológica nacional

ART. 24.—Requisitos para la procedencia de la exención en la enajenación de predios destinados a fines de utilidad pública. Para la procedencia de la exención en la enajenación de los predios resultantes de la ejecución de proyectos destinados a fines de utilidad pública a que se refieren los literales b) y c) del artículo 58 de la Ley 388 de 1997, deberán acreditarse los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los solicite:

1. Acto de constitución del patrimonio autónomo en el cual conste que su finalidad exclusiva es el desarrollo de proyectos destinados a cualquiera de los fines de utilidad pública de que tratan los literales b) y c) del artículo 58 de la Ley 388 de 1997.

2. Certificación expedida por el representante legal de la sociedad fiduciaria o entidad que administre el patrimonio autónomo, en la cual conste que los predios fueron aportados para el desarrollo de los proyectos señalados en el numeral anterior.

3. Copia de la correspondiente licencia urbanística en la cual se especifique que el proyecto a ejecutar se ajusta a lo dispuesto en los literales b) y c) del artículo 58 de la Ley 388 de 1997, de conformidad con la definición de tratamientos urbanísticos adoptada en el correspondiente plan de ordenamiento territorial del municipio o distrito.

4. Certificación expedida por el contador público y/o revisor fiscal de la sociedad fiduciaria o entidad que administre el patrimonio autónomo, en la cual se haga constar el valor de las utilidades obtenidas durante el respectivo ejercicio gravable, por concepto de la enajenación de los predios a que se refiere este artículo

ART. 26.—Requisitos para la obtención del beneficio. Para la procedencia de la exención por concepto de servicios de sísmica para el sector de hidrocarburos, el beneficiario deberá acreditar, cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, lo solicite, los siguientes requisitos:

1. Certificación expedida por el representante legal de la empresa operadora y por el interventor, en la que se acredite que el contrato por concepto del servicio de sísmica corresponde al determinado en el artículo anterior, indicando el beneficiario del mismo y su valor.

2. Certificación expedida por el revisor fiscal de la empresa beneficiaria del servicio en la que conste:

a) Identificación de las partes intervinientes en el contrato;

b) Fecha de suscripción del contrato;

c) Término de duración;

d) Valor;

e) Porcentaje de ejecución en el año gravable

DECRETO REGLAMENTARIO 2908 DE 2003

ART. 3º—Requisitos para la procedencia de la exención. Para la procedencia de la exención a que se refiere el artículo 3º de la Ley 818 de 2003, el contribuyente deberá acreditar los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN los exija:

1. Registro de la nueva plantación, antes de su siembra, de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

2. Certificado del contador público y/o revisor fiscal en la cual se haga constar el valor de las rentas obtenidas por el aprovechamiento de nuevos cultivos de tardío rendimiento durante el respectivo año gravable.

3. Certificación del revisor fiscal y/o contador público de la empresa o del contribuyente cuando sea del caso, en la que se acredite que se lleva contabilidad separada de los ingresos generados por el aprovechamiento de los nuevos cultivos de tardío rendimiento exentos del impuesto sobre la renta y de los ingresos originados en otras actividades desarrolladas por el contribuyente

DECRETO REGLAMENTARIO 3172 DE 2003

ART. 2º—Requisitos para la procedencia de la deducción por inversiones en control y mejoramiento del medio ambiente. Para la procedencia de la deducción por inversiones en control y mejoramiento del medio ambiente, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, DIAN, los exija:

a) Que quien realice la inversión sea persona jurídica;

b) Que la inversión en control y mejoramiento del medio ambiente sea efectuada directamente por el contribuyente;

c) Que la inversión se realice en el año gravable en que se solicita la correspondiente deducción;

d) Que previamente a la presentación de la declaración de renta y complementarios en la cual se solicite la deducción de la inversión, se obtenga certificación de la autoridad ambiental competente, en la que se acredite que:

— La inversión corresponde a control y mejoramiento del medio ambiente de acuerdo con los términos y requisitos previstos en el presente decreto, y

— Que la inversión no se realiza por mandato de una autoridad ambiental para mitigar el impacto ambiental producido por la obra o actividad objeto de una licencia ambiental;

e) Que se acredite mediante certificación del representante legal y del revisor fiscal y/o contador público según el caso, el valor de la inversión en control y mejoramiento del medio ambiente así como el valor de la deducción por dicho concepto.

PAR. 1º—El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, establecerá la forma y requisitos para solicitar ante las autoridades ambientales competentes la acreditación de que trata el literal d) del presente artículo.

Las autoridades ambientales podrán certificar previamente a la realización de la inversión por parte de la persona jurídica respectiva, que dichas inversiones son para el control y mejoramiento del medio ambiente, de conformidad con lo establecido en el presente decreto.

En los proyectos de inversión que se desarrollen en etapas o fases, el interesado deberá renovar anualmente la certificación ante la autoridad ambiental respectiva. En este caso las autoridades ambientales podrán efectuar seguimiento anual a los proyectos, para verificar que la inversión cumplió con los fines establecidos en el presente decreto. Si del seguimiento efectuado se establece que no se ha cumplido con la realización total o parcial de la inversión, la autoridad ambiental informará de tal hecho a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para los fines pertinentes.

PAR. 2º—Si con ocasión de la verificación anual que efectúen las autoridades ambientales se establece que no se ha cumplido con la realización total o parcial de la inversión a que se refiere el presente decreto, el contribuyente deberá reintegrar, en el año en que se detecte el incumplimiento, el valor total o proporcional de la deducción solicitada, junto con los intereses moratorios y sanciones a que haya lugar, de conformidad con las normas generales del estatuto tributario

DECRETO REGLAMENTARIO 3805 DE 2003

ART. 6º—Formularios y contenido de las declaraciones. Las declaraciones de renta, de ingresos y patrimonio, de ventas, de retención en la fuente, y gravamen a los movimientos financieros deberán presentarse en los formularios que para tal efecto señale la Unidad Administrativa Especial-Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. Estas declaraciones deberán contener las informaciones a que se refieren los artículos 596, 599, 602, 603, 606, 612 y 877 del estatuto tributario (§ 1028, 1031, 1034, 1035, 1038, 1041, 1364).

PAR. 1º—Las declaraciones de renta y complementarios, de ingresos y patrimonio, de ventas, de retención en la fuente, y de gravamen a los movimientos financieros deberán ser firmadas por:

a) Los contribuyentes o responsables directos del pago del tributo, personalmente o por medio de sus representantes a que hace relación el artículo 572 del estatuto tributario y a falta de estos por el administrador del respectivo patrimonio (§ 0999).

Tratándose de los gerentes, administradores y en general los representantes legales de las personas jurídicas y sociedades de hecho, se podrá delegar esta responsabilidad en funcionarios de la empresa designados para el efecto, en cuyo caso se deberá informar de tal hecho a la administración de impuestos y aduanas o a la administración de impuestos correspondiente, una vez efectuada la delegación y en todo caso con anterioridad al cumplimiento del deber formal de declarar.

b) Los apoderados generales y mandatarios especiales que no sean abogados. En este caso se requiere poder otorgado mediante escritura pública.

c) El pagador respectivo o quien haga sus veces cuando el declarante de retención sea la Nación, los departamentos, municipios, el Distrito Capital de Bogotá y las demás entidades territoriales.

PAR. 2º—Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de presentar la declaración tributaria firmada por revisor fiscal o contador público, cuando exista esta obligación de acuerdo con las normas del estatuto tributario.

PAR. 3º—Para efectos de cumplir con la obligación de la firma del revisor fiscal o contador público, en el caso de las declaraciones del gravamen a los movimientos financieros, la entidad declarante deberá adjuntar a la declaración que presente en la tercera semana calendario de cada mes, certificación del revisor fiscal o contador público según el caso, en la que exprese su conformidad con las declaraciones presentadas y valores pagados por el mes calendario anterior.

ART. 28.—Plazos para declarar y pagar el gravamen a los movimientos financieros. La presentación y pago de la declaración del gravamen a los movimientos financieros por parte de los responsables, se hará en forma semanal a más tardar el segundo día hábil de la semana siguiente al período de recaudo, teniendo en cuenta para tal efecto los plazos establecidos a continuación: (§ 1364, 4728, 4561).

	N° de semana
	Período de recaudo
	Fecha de pago y presentación

	52 año 2003
	Diciembre 27 de 2003 a enero 02 de 2004
	Enero 06 de 2004

	1
	Enero 03 a enero 09
	Enero 14 de 2004

	2
	Enero 10 a enero 16
	Enero 20 de 2004

	3
	Enero 17 a enero 23
	Enero 27 de 2004

	4
	Enero 24 a enero 30
	Febrero 03 de 2004

	5
	Enero 31 a febrero 06
	Febrero 10 de 2004

	6
	Febrero 07 a febrero 13
	Febrero 17 de 2004

	7
	Febrero 14 a febrero 20
	Febrero 24 de 2004

	8
	Febrero 21 a febrero 27
	Marzo 02 de 2004

	9
	Febrero 28 a marzo 5
	Marzo 09 de 2004

	10
	Marzo 06 a marzo 12
	Marzo 16 de 2004

	11
	Marzo 13 a marzo 19
	Marzo 24 de 2004

	12
	Marzo 20 a marzo 26
	Marzo 30 de 2004

	13
	Marzo 27 a abril 2
	Abril 06 de 2004

	14
	Abril 03 a abril 09
	Abril 13 de 2004

	15
	Abril 10 a abril 16
	Abril 20 de 2004

	16
	Abril 17 a abril 23
	Abril 27 de 2004

	17
	Abril 24 a abril 30
	Mayo 04 de 2004

	18
	Mayo 01 a mayo 07
	Mayo 11 de 2004

	19
	Mayo 08 a mayo 14
	Mayo 18 de 2004

	20
	Mayo 15 a mayo 21
	Mayo 26 de 2004

	21
	Mayo 22 a mayo 28
	Junio 01 de 2004

	22
	Mayo 29 a junio 04
	Junio 08 de 2004

	23
	Junio 05 a junio 11
	Junio 16 de 2004

	24
	Junio 12 a junio 18
	Junio 23 de 2004

	25
	Junio 19 a junio 25
	Junio 29 de 2004

	26
	Junio 26 a julio 02
	Julio 07 de 2004

	27
	Julio 03 a julio 09
	Julio 13 de 2004

	28
	Julio 10 a julio 16
	Julio 21 de 2004

	29
	Julio 17 a julio 23
	Julio 27 de 2004

	30
	Julio 24 a julio 30
	Agosto 03 de 2004

	31
	Julio 31 a agosto 06
	Agosto 10 de 2004

	32
	Agosto 07 a agosto 13
	Agosto 18 de 2004

	33
	Agosto 14 a agosto 20
	Agosto 24 de 2004

	34
	Agosto 21 a agosto 27
	Septiembre 01 de 2004

	35
	Agosto 28 a septiembre 03
	Septiembre 07 de 2004

	36
	Septiembre 04 a septiembre 10
	Septiembre 14 de 2004

	37
	Septiembre 11 a septiembre 17
	Septiembre 21 de 2004

	38
	Septiembre 18 a septiembre 24
	Septiembre 28 de 2004

	39
	Septiembre 25 a octubre 01
	Octubre 05 de 2004

	40
	Octubre 02 a octubre 08
	Octubre 12 de 2004

	41
	Octubre 09 a octubre 15
	Octubre 20 de 2004

	42
	Octubre 16 a octubre 22
	Octubre 26 de 2004

	43
	Octubre 23 a octubre 29
	Noviembre 03 de 2004

	44
	Octubre 30 a noviembre 05
	Noviembre 09 de 2004

	45
	Noviembre 06 a noviembre 12
	Noviembre 17 de 2004

	46
	Noviembre 13 a noviembre 19
	Noviembre 23 de 2004

	47
	Noviembre 20 a noviembre 26
	Diciembre 01 de 2004

	48
	Noviembre 27 a diciembre 03
	Diciembre 07 de 2004

	49
	Diciembre 04 a diciembre 10
	Diciembre 14 de 2004

	50
	Diciembre 11 a diciembre 17
	Diciembre 21 de 2004

	51
	Diciembre 18 a diciembre 24
	Diciembre 28 de 2004

	52
	Diciembre 25 a diciembre 31
	Enero 04 de 2005


PAR. 1º—Se entenderán como no presentadas las declaraciones, cuando no se realice el pago en forma simultánea a su presentación.

PAR. 2º—La fecha para la entrega de la certificación del revisor fiscal o contador público según el caso, en la que exprese su conformidad con las declaraciones presentadas y no presentadas, por el mes calendario anterior será la siguiente:

— Enero 14 de 2004

— Febrero 17 de 2004

— Marzo 16 de 2004

— Abril 13 de 2004

— Mayo 11 de 2004

— Junio 16 de 2004

— Julio 13 de 2004

— Agosto 18 de 2004

— Septiembre 14 de 2004

— Octubre 12 de 2004

— Noviembre 17 de 2004

— Diciembre 14 de 2004.

Una lectura cuidadosa de las normas que se acaban de transcribir permitirá observar que es grande el número de casos en los cuales se solicitan certificaciones expedidas por un contador público; que todas ellas tienen el claro destino de servir de prueba; que en muchas ocasiones involucran detalles; que son especialmente requeridas cuando el Estado concede beneficios; que suelen ser periódicas; que en algunos casos versan sobre asuntos que no son propiamente contables y que, afortunadamente en forma excepcional, algunas versan sobre hechos futuros(¡!)

Adviértase que el trabajo efectuado para expedir una certificación puede ser útil para apoyar una auditoría financiera. Pero, sin duda, excede el alcance de ésta y fomenta una visión distinta de la que se espera tenga un buen auditor. Además de este efecto negativo en la orientación real de la auditoría, la exigencia de numerosas certificaciones implica un costo adicional de los servicios del contador público, que en ocasiones no es claramente percibido por los clientes, quienes, en consecuencia, tienden a no compensarlos mediante la remuneración que otorgan a su auditor. Desde otra perspectiva, la exigencia de certificaciones implica una baja confianza en las informaciones de los preparadores. Al exigir certificaciones se introduce un verdadero costo de transacción.

Sobre algunas reflexiones del Consejo Técnico de la Contaduría Pública

Ya mencionamos la Orientación Profesional número 008, aprobada por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública en su sesión número 18 del 30 de Septiembre de 2003. A continuación incluimos algunos comentarios adicionales sobre ciertas afirmaciones que en él se hacen:

Como ya lo ha sostenido este Consejo Técnico, la certificación que emite un revisor fiscal debe entenderse como la atestación o testimonio que se da sobre las actuaciones administrativas; adicionalmente, es importante destacar que la administración es la responsable por la información que se produce al interior de la empresa como resultado de su gestión.

No creo que las certificaciones versen sobre actuaciones administrativas. De un lado, la facultad de dar fe está referida a lo que consta en los libros de contabilidad y, de otro, en éstos se reconocen hechos que no son actos de los administradores.

En este orden el Revisor Fiscal no emite paz y salvos de ninguna naturaleza, pues sus certificaciones corresponden a testimonios que se expiden con fundamento en los libros de contabilidad según lo establece el artículo 2 de la citada Ley 43 de 1990. Por tanto, en ellas debe certificar que el monto pagado es el que reflejan los libros y soportes contables.

Es evidente que un contador público, en cuanto tal, no expide ni puede expedir paz y salvos. Estos documentos no son declaraciones de naturaleza contable sino legal, mediante los cuales se afirma que una persona no tiene ninguna deuda para con otra, ya porque nunca la tuvo, ya porque extinguió las que tenía. Estas declaraciones, por su naturaleza, son del resorte del representante legal del supuesto acreedor o de las personas facultadas por éste para realizar esa función.

El alcance del examen para emitir la certificación, debe ser definido por cada revisor fiscal sobre la información y el periodo cubierto. La apropiada definición del alcance delimita la responsabilidad que asume el profesional.

Si bien planteamientos técnicos pudieran admitir la revisión de menos del universo de las cuestiones sobre las cuales se pide una certificación, no debe perderse de vista el grado de seguridad que de estas manifestaciones se espera, el cual impone un nivel de seguridad muy alto.

Ahora bien: la responsabilidad no se delimita mediante la definición del alcance. La responsabilidad es cuestión de orden legal fijado por las leyes. Si el alcance es inadecuado y por ello el profesional se equivoca será responsable de su negligencia o error.

• Las certificaciones se pueden expedir sobre:

· Información que fue auditada como parte integral de la revisión de los estados financieros de la compañía y sobre los cuales el revisor fiscal emitió una opinión o dictamen, habiendo practicado su examen de acuerdo con normas de auditoria generalmente aceptadas.

· Información sobre la cual se efectuó una revisión limitada o una simple compilación de cifras.

Puede ser que por otro lado el contador hubiese realizado una auditoría a los estados financieros o hubiese llevado a cabo una revisión limitada o, incluso, una compilación de cifras. Pero ninguno de estos trabajos es suficiente para expedir certificaciones. Creo que el Consejo se equivoca al permitir que se piense que una certificación es una manifestación que puede ser realizada sin contar con un alto nivel de seguridad.

· Limitación de uso

“Este informe es para uso exclusivo de la administración de la Compañía dentro del proceso de licitación ante (compañía que requiere la certificación) y no debe ser utilizado para ningún otro propósito.”

Las restricciones de uso de los informes de los contadores son asunto tratado hace mucho tiempo, de manera regular, en las normas técnicas. Incluso se ha planteado su introducción a las normas legales colombianas. Sin embargo no se ve por qué en este caso la certificación en cuestión no pueda ser utilizada para otro propósito, como, por ejemplo, para poner en funcionamiento la respectiva acción de cobro por parte de la entidad que tenga la competencia para adelantarla (al fin y al cabo más allá de establecer el estado de la deuda se quiere lograr su pago).

En la Orientación que estamos comentado yo encuentro una tendencia positiva: sin duda fue gestada en el contexto de técnicas profesionales. Sin embargo creo que se digirieron insuficientemente las reglas profesionales de referencia.

Algunas manifestaciones de la jurisprudencia colombiana

La Corte Constitucional se refirió a la libertad de opinión del contador público así:

Pero, puesto que la razón de ser de las intervenciones de estos profesionales, por lo menos en relación con los estados financieros, es la manifestación de un concepto de auditoría, no basta que puedan suscribirlos, sino que es menester que, sin perjuicio de las manifestaciones mínimas a que los obliga el ordenamiento jurídico, tengan también el derecho de exponer libremente lo que a bien tengan sobre la razonabilidad de los instrumentos examinados, según sus apreciaciones éticas y sus propias capacidades como expertos en la materia. Esto, precisamente, es lo que, a juicio de la Corte, consagra el inciso 2º del artículo 38 de la Ley 222 de 1995, al decir que el sentido de la firma del revisor fiscal o el contador público independiente, «será el que se indique en el dictamen correspondiente, que contendrá como mínimo las manifestaciones exigidas por el reglamento».

Habiéndose establecido que es de la esencia de la labor de los revisores fiscales o contadores independientes, poder conceptuar sobre los estados financieros certificados con amplitud, más allá de los mínimos legales, la Corte no comparte la tesis del actor que afirma que los dictámenes de aquéllos, conforme a la parte demandada del inciso 2º del artículo 38 de la Ley 222 de 1995, son autorizaciones para que tales profesionales se exoneren de responsabilidad, total o parcialmente. Al contrario, puesto que los dictámenes deben tener un contenido mínimo, y, cuando sea del caso, deben dar cuenta de los conceptos, reservas, salvedades o informes adicionales que se requieran, es claro que el legislador, en vez de consagrar la irresponsabilidad de los revisores fiscales y los auditores externos, les ha asignado la obligación de cumplir con determinadas obligaciones profesionales. [...]

Sobre la necesidad de apoyar el dictamen en el resultado de un trabajo realizado según las normas de auditoría, la misma Corte señaló:

[...] En efecto, no es legítimo que un contador invoque la libertad de opinión para emitir en el ejercicio de su profesión un dictamen contrario a las reglas de auditoría, ya que tales declaraciones no son una simple opinión de un individuo sino una actividad profesional que tiene efectos legales y prácticos de envergadura, por lo cual, la propia Ley 43 de 1990, en su artículo 11, indica que en el campo técnico contable «es función privativa del contador público expresar dictamen profesional e independiente».[...]

El error cometido en un dictamen, a pesar de haber obrado diligentemente, no puede ser objeto de castigo:

[...] Así por ejemplo, sería totalmente inadmisible que se impusieran las sanciones previstas en la norma a un contador que emita un dictamen contrario a las normas de auditoria, pero que haya efectuado tal conducta como consecuencia de un caso fortuito o de una fuerza mayor. [...]

Sobre la facultad del Legislador de exigir certificaciones se dijo:

Como en todos los casos se observa, es el monto al que ascienden los hechos contables el que determina la necesidad o no de la certificación o dictamen de los contadores públicos. Pues bien, como es precisamente contra dichos montos que se dirigen los cargos de la demanda, habría que responder al impugnante, con base en los argumentos ya expuestos, que es el legislador, en ejercicio de su libertad configurativa, el llamado a considerar los eventos en que se requiere la presencia del contador público, como fuente de certificación y garantía de la fe pública, de acuerdo a la valoración que se haga en la ley de la incidencia de dicha función en la preservación de la seguridad y confiabilidad de las relaciones comerciales.

Y ello porque —como se dijo— no todos los hechos contables implican un mismo riesgo social y sólo corresponde al legislador, en su calidad de regulador de la actividad económica —que en este punto es de mayor amplitud— determinar cuáles de ellos, por afectarlo de forma significativa, requieren ser certificados por los contadores públicos. Dicho de otro modo, la determinación de los hechos que requieren ser certificados por contador público es de competencia del legislador, que puede hacer uso de tal potestad de acuerdo con la valoración que haga de la incidencia de dichos eventos en el contexto general de la economía.
 

Para aducir la calidad de revisor fiscal en un dictamen se requiere estar inscrito como tal:

A juicio de la Sala, la sentencia apelada deberá ser confirmada, en atención a que estando obligada la sociedad actora a presentar sus declaraciones firmadas por revisor fiscal, firma cuyos efectos de suplir informaciones y pruebas fueron precisados en el artículo 581 del estatuto tributario, éstas fueron suscritas por la persona que si bien había sido designada por la junta de socios de la actora como revisor fiscal, tal designación carecía de efectos frente a terceros, como la administración, por cuanto no había sido inscrita en el registro mercantil en la forma prevista en el artículo 164 del Código de Comercio, hecho que sólo ocurrió el 24 de febrero de 1992, adquiriendo a partir de ese momento, tal carácter, para todos los efectos legales.

Quiere decir lo anterior, que cuando el contribuyente presenta la declaración tributaria y existe obligación de presentarla firmada por contador público o revisor fiscal, y no se encuentra firmada por contador o revisor fiscal, debe entenderse que no se cumplió con la obligación legal de declarar. Naturalmente, como el nombramiento de revisor fiscal está sujeto a la inscripción en el registro mercantil, para que la misma produzca los efectos legales, debe cumplir con dicho requisito.

Los efectos de la firma de contador o revisor fiscal en las declaraciones tributarias son los establecidos en el artículo 581 del estatuto tributario, y no tiene otra finalidad distinta a la de otorgar plena credibilidad a la información registrada en la misma, en cuanto a que la contabilidad del contribuyente se ajusta a la ley y a los principios de contabilidad generalmente aceptados; que reflejan razonablemente la situación financiera de la empresa; y que las operaciones registradas se sometieron a las retenciones que establecen las normas vigentes.

Puesto que, en el presente caso, se estableció que la declaración de la sociedad actora se encontraba firmada por un revisor fiscal no inscrito en el registro mercantil, es claro que tal firma no podía otorgar los efectos previstos en la ley a la correspondiente declaración, y en ese sentido, quedó incursa en la causal prevista en el literal d del artículo 580 del estatuto tributario.

En forma imprevista se introdujo un cambio de posición en los siguientes términos:

Estima la Sala de lo anterior, que la designación del revisor fiscal tiene en el Código de Comercio una formalidad adicional (registro en la cámara de comercio), pero su omisión no afecta o supedita la existencia y validez del acto de nombramiento, pues una vez elegido el revisor fiscal él debe iniciar el cumplimiento de sus funciones y asumir las obligaciones y responsabilidades propias de su cargo, por ello se dice que el registro mercantil es un acto declarativo, mas no constitutivo.

De otra parte, la falta de registro hace que el acto sujeto a inscripción no sea oponible a terceros (C.Co., art. 901), sin embargo ha dicho la Sala (2) que en materia tributaria, existe una relación jurídica entre los contribuyentes y la administración, de suerte que ambas son partes en la misma, y no puede considerarse a la administración como un tercero, al señalar que 

«La Sala no considera que en la relación jurídico impositiva la administración tributaria tenga el carácter de «tercero». Sin desconocer la particular importancia que se atribuye a la declaración en cumplimiento de la obligación tributaria, es preciso resaltar que ésta tiene origen exclusivo en la ley. Por consiguiente, no es propiamente la declaración tributaria el hecho o acto generador de la obligación tributaria, sino que lo es la causación del tributo a cargo de sujeto pasivo, por realizarse respecto de éste los supuestos de hecho previstos en la ley como generadores de dicho tributo. Cualquiera que sea, pues, la circunstancia que dé origen a la relación impositiva, desde el preciso instante del nacimiento de ésta, esto es, desde cuando se realizan los presupuestos de la ley como generadores del tributo, la administración adquiere y conservará siempre en lo sucesivo la condición de parte como sujeto activo, así el contribuyente o responsable o el agente retenedor como sujetos pasivos, no presenten declaración alguna».

(2) Sentencias del 18 de septiembre de 1998, expediente 8985, y del 4 de diciembre de 1998, expediente 9143, consejero ponente doctor Daniel Manrique Guzmán.

Por todo lo anterior, considera en esta oportunidad la Sala que no procede aludir como «omisión» de la firma del revisor fiscal, la razón de que su nombramiento no ha sido inscrito en el registro mercantil, toda vez que sería darle al registro un alcance superior del que realmente tiene y sancionar por un hecho no previsto en el literal d del artículo 580 del estatuto tributario.

En este orden de ideas y siendo obligatoria la firma del revisor fiscal en la declaración de ingresos y patrimonio, como lo dispone el artículo 599 del estatuto tributario, para el presente caso está demostrado que la persona que suscribió en calidad de revisor fiscal las declaraciones de ingresos y patrimonio que la actora presentó por los años gravables de 1994 y 1995, fue nombrada por ella y para la fecha de la presentación de los mencionados denuncios ejercía dicha función, en consecuencia no era dable imponer la sanción por incumplimiento en la presentación de la declaración de ingresos y patrimonio, prevista en el artículo 645 del estatuto tributario, al no darse el supuesto de hecho contenido en el literal d del artículo 580 ibídem. Prospera el recurso de apelación de la parte actora.

Sobre la exigencia de que los informes de los contadores versen sobre asuntos propios de su profesión
, la jurisprudencia administrativa ha sostenido:

En efecto, la certificación a que alude el numeral 1º del artículo 11 de la resolución acusada, y que debe estar firmada, entre otros, por el revisor fiscal, exige hacer constar que «el software aplicativo de facturación cumple con los requisitos funcionales y técnicos y demás características establecidas en (la) presente resolución...».

Dado que los «requisitos funcionales y técnicos» del software en cuestión, no son propia ni exclusivamente los referentes al sistema contable y sus soportes, o al régimen impositivo de costos, deducciones, descuentos tributarios, activos o pasivos, sino que dice relación con el diseño, funcionalidad y especificaciones técnicas del programa mismo, no cabe la suposición de que tales «requisitos funcionales» o especificaciones «técnicas» sean del dominio ordinario de los profesionales de la contaduría, sino que necesariamente constituyen un trabajo de confrontación propio del ingeniero de sistemas y, en esa medida desbordan en mucho las exigencias de las leyes que regulan la profesión de la contaduría.

Por consiguiente, teniendo en cuenta que las demás expresiones censuradas, acusan los mismos caracteres de exorbitancia de la expresión antes analizada, la Sala considera probados suficientemente los cargos de violación de las normas invocadas por el actor, en especial las pertenecientes a la Ley 43 de 1990, debiendo accederse a las pretensiones de la demanda.

En este orden de ideas, a juicio de la Sala, en el caso sometido a consideración, no se puede exigir la certificación por parte del revisor fiscal de la evaluación del plan de trabajo y resultados alcanzados en frente a la problemática del año 2000, pues las labores que debe certificar, no se reducen a la labor propia de un contador público, como revisor fiscal, sino que abarcan un campo del conocimiento que no es propio de él.

En efecto y a manera de ejemplo observa la Sala algunas preguntas para resolver en el anexo en estudio, respecto de las cuales el revisor fiscal no puede dar fe, como son, si ¿se tiene un inventario completo y detallado de hardware y software?; Si ¿cada equipo acepta el año 2000 y maneja adecuadamente las fechas críticas, como los años bisiestos, mediante prueba o simulación?; Si ¿se realizaron ensayos para confirmar cada aplicación satélite?, entre otras.

Estima la Sala, que si bien el revisor fiscal puede informar que la sociedad vigilada tiene los inventarios a que se refiere la circular demandada, no puede dar fe de que ellos sean completos y detallados pues para certificarlo debe tener conocimiento de los requerimientos informáticos que sobre los mismos se necesiten.

De igual forma para que pueda certificar tan sólo que las pruebas y simulacros se realizaron, se necesita de un conocimiento técnico en la materia, que escapa del grado cognoscitivo de este profesional.

Siendo así las cosas, en la medida en que el Anexo Nº 1 de la Circular 01 de 1999 de la Superintendencia de Valores, que se debe diligenciar «para medir el rigor, la formalidad y los resultados del plan desarrollado» exigen la firma por parte del revisor fiscal, desborda las previsiones legales para el debido ejercicio de la contaduría y las funciones asignadas al revisor fiscal, a juicio de la Sala debe ser retirada del ordenamiento jurídico el aparte demandado del numeral 2º de la mencionada circular y así se declarará.

En efecto, se parte del supuesto de que el contador público tiene la idoneidad profesional respecto de las actuaciones propias del ámbito de su profesión, y por ello es que la Ley 43 de 1990, en sus artículos 1º y 10, le atribuyen la facultad de dar fe pública, se entiende obviamente, que sus facultades de verificación y certificación están limitadas a los hechos propios de ámbito contable, dictaminando sobre estados financieros, y realizando las demás actividades relacionadas con la ciencia contable.

De otra parte si bien es cierto que el revisor fiscal o contador público no es ajeno al monitoreo de un procesador de datos o al acceso de la información sistematizada en relación con la materia contable, régimen impositivo y registro de las operaciones o transacciones realizadas por la entidad, ello no implica que en relación con la funcionalidad y especificaciones técnicas de los programas, esté en capacidad de garantizar que el «hardware» o el «software» y demás «dispositivos tecnológicos que conforman los sistemas» para soportar el cambio de milenio, se encuentren «debidamente preparados», o que los resultados de las pruebas efectuadas para el mismo fin «hayan sido probados, y están disponibles», para contrarrestar los efectos del cambio de siglo, como dice la circular acusada, porque tales aspectos requieren de un conocimiento técnico específico que no es inherente al profesional de la contaduría.

Ahora bien, lo afirmado por la entidad demanda en cuanto que la firma del revisor fiscal en las certificaciones e informes requeridos por la Superbancaria a las entidades vigiladas, no implica que esté garantizando la idoneidad de las pruebas y los procedimientos efectuados por la sociedad para soportar el cambio de milenio, no justifica la exigencia prevista en el acto acusado, pues «certificar» según el Diccionario de la Lengua Española es sinónimo de legitimar, legalizar, dar fe, avalar, garantizar. Es decir, que con su firma el revisor fiscal no sólo está afirmando que se realizaron las pruebas y los procedimientos, sino garantizando su idoneidad y efectividad, y para ello no sólo carece de facultad legal, sino del grado de conocimiento propio de la técnica de la informática.

Ciertamente, como lo hace notar el señor agente del Ministerio Público, del texto de las normas que se señalan como quebrantadas, fácilmente se deduce que las funciones del contador público y, por ende, las del revisor fiscal, quien debe tener tal calidad, están referidas a dar fe de hechos propios del ámbito de su profesión, es decir, tienen que ver con actividades relacionadas con la ciencia contable.

Al confrontar las exigencias que la circular acusada le hace a los revisores fiscales de las entidades sujetas a la inspección, vigilancia y control de la Superintendencia Nacional de Salud, con las funciones consagradas en las normas superiores transcritas, advierte la Sala que aquéllas no corresponden al campo del conocimiento del contador público.

En efecto, lo relativo al buen funcionamiento del hardware, que son las partes que componen el computador (teclado, monitor, CPU, impresora), del software, que guarda relación con los distintos programas que se pueden ejecutar a través del mismo; de los equipos biomédicos que usen «micro-chip», de equipos de comunicación, redes y dispositivos tecnológicos, son aspectos propios de la informática y del área de sistemas que, por lo mismo, resultan ajenos a la certificación sobre balances generales, estados financieros, que son las materias contables a las cuales se circunscribe la actividad del profesional de la contaduría.

Para la Sala, no resultan de recibo los argumentos de la entidad demandada, en cuanto estima que en el acto acusado no se le están exigiendo al revisor fiscal certificaciones sobre idoneidad de equipos, pruebas de software y de equipos biomédicos o fallas de equipos.

Claramente en él se exige que en la certificación que le deben enviar las entidades vigiladas, suscritas por el revisor fiscal, se indique que se implementó el plan de acción y se realizaron las pruebas necesarias para garantizar que el software, el hardware, los equipos biomédicos, de comunicaciones, las redes, equipos industriales y demás dispositivos tecnológicos «se encuentran debidamente preparados para soportar el cambio al año 2000»; y que tal certificación debe tener en cuenta las pruebas que se realicen a dichos equipos y al software «que permitan verificar que los equipos no presentarán fallas con la llegada del año 2000», que «están disponibles para garantizar la normal prestación de los servicios (...) y listos para afrontar el cambio al año 2000» (las negrillas fuera de texto)

Efectivamente, para certificar que unos programas de computador o unos equipos están en buenas condiciones y que, por lo tanto, no van a presentar fallas, se requiere, obviamente, tener conocimientos especializados en el tema informático y de sistemas, que permitan hacer tales aseveraciones.

Resalta la Sala que el acto acusado no está enmarcando la certificación cuestionada a programas de computador sobre materia contable, frente a los cuales, debido a los avances tecnológicos, hoy por hoy pueden ser del manejo de los profesionales de la contaduría, claro está, en lo que atañe específicamente a dicha materia, sino que las exigencias de la circular acusada son generales y amplias, por lo cual, precisamente, reclaman un conocimiento de expertos en el área de la informática y de los sistemas.

Concluye pues la Sala que la circular acusada, en cuanto involucra al revisor fiscal, contraría el espíritu de las disposiciones legales antes analizadas, razón por la cual accederá a las súplicas de la demanda, en el sentido de declarar la nulidad de las expresiones «y el revisor fiscal», contenidas en los numerales 1º a 3º de la aquélla.

Sobre los requisitos y efectos de las certificaciones de los contadores se sostuvo:

Para que las certificaciones de contador público o revisor fiscal se consideren pruebas suficientes, deben permitir llevar al convencimiento del hecho que se pretende probar, sujetándose a las normas que regulan el valor probatorio de la contabilidad; deben expresar si la contabilidad se lleva de acuerdo con las prescripciones legales; si los libros se encuentran registrados en la Cámara de Comercio; si las operaciones están respaldadas por comprobantes internos y externos, y si reflejan la situación financiera del ente económico.

En la certificación de contador público aportada por el actor pueden verificarse los anteriores requisitos, incluso se indica expresamente que las operaciones están respaldadas por los comprobantes de egresos del 0001 al 0047 y facturas de compra.

Como la ley no exige fórmulas sacramentales para la certificación del contador público o revisor fiscal, si la administración no la desvirtúa por otros medios probatorios, ni efectúa las comprobaciones pertinentes, ésta debe ser aceptada de conformidad con el valor probatorio que asignan las leyes fiscales a la contabilidad, es decir como una prueba a favor del contribuyente.

Si la administración tributaria tenía dudas sobre la credibilidad del contador que expidió la certificación, debió utilizar su facultad para hacer las comprobaciones pertinentes, para desvirtuar la prueba contable. Sin embargo y pese a la solicitud del contribuyente, no realizó ninguna verificación adicional. Se limitó a señalar que no existían comprobantes externos.

De acuerdo con lo señalado en la certificación contable, los proveedores que dieron origen a los costos denunciados por el contribuyente, son personas naturales, «mineros y varequeros (sic) de la región», de donde no está probado que sean comerciantes de mayores ingresos que estaban obligados a expedir factura. Por lo que de conformidad con el artículo 616 del estatuto tributario, vigente para la época, era posible acreditar las operaciones con el «comprobante interno en virtud del cual se registren global o individualmente las operaciones diarias(2)».

(2) En igual sentido se pronunció la Sala, al decidir un caso similar, mediante la Sentencia de 7 de noviembre de 1997, expediente 8452, C.P. Dr. Germán Ayala Mantilla.

La administración tenía la carga de realizar las verificaciones pertinentes para desvirtuar la prueba contable allegada por la parte actora, como no lo hizo, tampoco logró vencer la presunción de veracidad de la declaración tributaria.

Recientemente, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo manifestó:

Las anteriores certificaciones sirvieron de sustento al tribunal para acceder a las súplicas de la demanda, con fundamento en el artículo 777 del estatuto tributario, según el cual «cuando se trate de presentar en las oficinas de la administración pruebas contables, serán suficientes las certificaciones de los contadores o revisores fiscales de conformidad con las normas legales vigentes, sin perjuicio de la facultad que tiene la administración de hacer las comprobaciones pertinentes».

Para que las certificaciones de contadores o revisores fiscales se consideren pruebas suficientes, además de sujetarse a las normas que regulan el valor probatorio de la contabilidad, deben permitir llevar al convencimiento del hecho que se pretende probar, y según señala la entidad demandada en su recurso, no se han desvirtuado los cuestionamientos sobre las deudas.

Para la Sala las certificaciones suscritas por el revisor fiscal de la sociedad no son suficientes para acreditar el cumplimiento de los requisitos exigidos para castigar en su totalidad las deudas y así poder deducirlas de la renta.

En primer lugar, los certificados no indican las fechas en las cuales las obligaciones fueron descargadas, ni los soportes internos que se elaboraron para tal fin o las cuentas afectadas, sino que en forma general se indica que «el período al que se aplicó fue 1996».

Adicionalmente, subsisten interrogantes sobre la existencia de algunas deudas, como lo pone de manifiesto la entidad apelante al citar facturas que tienen sello de «cancelado», el cual permite deducir que no se trata de obligaciones pendientes de pago en el año 1996. A folios 74, 75 y 79 del cuaderno de antecedentes obran las facturas de fecha 29 de agosto de 1994, 11 de agosto de 1994 y 26 de octubre de 1993, en las cuales se observa un sello de «cancelado» y las fechas 13 de septiembre de 1994, 15 de noviembre de 1994 y 11 de febrero de 1994, respectivamente. Estos documentos fueron aportados por el contribuyente a la administración y advertidos en la liquidación oficial, sin que las certificaciones expliquen claramente las razones del sello, por lo cual puede concluirse que estas deudas no estaban vigentes durante el año 1996.

Tampoco las certificaciones permiten establecer plenamente la justificación que tuvo la sociedad para dar por perdidas las obligaciones castigadas.

En la primera de las certificaciones se dice que el gerente de la empresa, «después de agotar todos los medios a su alcance, la localización de los deudores morosos por uno, dos y tres años, decide darlas por perdidas», con lo cual no es posible acreditar que se atendieron criterios de una sana práctica comercial, pues no se especifican las gestiones realizadas para lograr el cobro de las obligaciones, ni se mencionan los informes de abogado en los que se aconseje la baja de la obligación por no ser viable su cobro, ni se demuestra que los deudores están insolventes o al menos, los criterios mercantiles tenidos en cuenta para concluir que no se va a obtener el pago de las obligaciones.

El contribuyente debe demostrar la posibilidad inminente de que las deudas ya no van a ser recobradas, no basta probar que son de difícil cobro, pues en ese caso la deducción de la provisión que procedería es la establecida en el artículo 145 del estatuto tributario, siempre que se cumplan los requisitos allí establecidos y en los porcentajes fijados por los artículos 72 y 73 del Decreto Reglamentario 187 de 1975 y demás normas concordantes. No es lo mismo dar por pérdida la cartera, de conformidad con el artículo 146 del estatuto tributario, a que ésta sea de difícil cobro.

El revisor fiscal en la certificación que obra a folios 167 y 168 del cuaderno de antecedentes y transcrita anteriormente da a entender que se dan por incobrables aquellas facturas con más de 360 días de vencidas, lo cual no puede ser admitido como criterio único para dar por perdida una obligación, pues debe demostrarse que concurren circunstancias que hagan evidente la imposibilidad de obtener el pago de la deuda.

Por último, se llama la atención sobre la factura 40732 expedida el 8 de marzo de 1996 al cliente ITF Ltda., con vencimiento el 7 de mayo de 1996, que fue castigada por el contribuyente en ese mismo año, sin tener en cuenta su improcedencia, porque se trata de una obligación que no influyó en la renta de años anteriores.

Todas las anteriores consideraciones permiten desvirtuar las certificaciones del revisor fiscal de la sociedad como prueba de la deducción, porque no se cumplen los requisitos exigidos en el artículo 80 del Decreto 187 de 1975, que permiten llevar al convencimiento de la procedibilidad de la deducción.

Redictaminación de estados financieros

Hay ocasiones en las cuales, luego de difundir estados financieros a una fecha de corte, se les introducen cambios y se vuelven a emitir. Los últimos estados son distintos a los previamente difundidos pero se refieren a la misma fecha de corte. Cada vez que los administradores emiten estados financieros, el revisor fiscal se ve en la necesidad de expresar una opinión, tal como lo dispone el numeral 7° del artículo 207 del Código de Comercio.

Naturaleza perfectible de la información contable

Por su naturaleza la información contable NO es exacta

Con frecuencia se piensa que la información contable es en sí misma exacta. Pero lo exacto en la contabilidad no es otra cosa que el resultado de los cálculos matemáticos en ella involucrados.

Los contadores prefieren hablar de fidelidad representantiva
 que de exactitud. Obsérvese que el artículo 4° del Decreto reglamentario 2649 de 1993 no mencionada la exactitud como una cualidad de la información contable. A cambio de ello indica que la información es confiable “(…) en la medida en la cual represente fielmente (…)” los hechos económicos. Veamos:

ART. 4º—Cualidades de la información contable. Para poder satisfacer adecuadamente sus objetivos, la información contable debe ser comprensible y útil. En ciertos casos se requiere, además, que la información sea comparable.

La información es comprensible cuando es clara y fácil de entender.

La información es útil cuando es pertinente y confiable.

La información es pertinente cuando posee valor de realimentación, valor de predicción y es oportuna.

La información es confiable cuando es neutral, verificable y en la medida en la cual represente fielmente los hechos económicos.

La información es comparable cuando ha sido preparada sobre bases uniformes.

Por su parte el numeral 4° del artículo 10° de la Ley 145 de 1960, al igual que el numeral 4° del artículo 208 del Código de Comercio, utiliza la expresión refleja
. 

El Comité Internacional de normas de contabilidad (Iasc) en su documento “Marco de Conceptos para la Preparación y Preparación de Estados Financieros” señala:

33. Para ser confiable, la información debe representar fidedignamente las transacciones y otros eventos que representa o que se espera representen. Por ejemplo un balance general debe presentar fidedignamente las transacciones y otros eventos que generen activos, pasivos y capital de la empresa a la fecha informante en que se cumpla el criterio de reconocimiento.

34. La mayor parte de la información financiera está sujeta a cierto grado de riesgo de ser menos que una fidelidad representantiva de lo que se pretende mostrar. Lo anterior no es debido a sesgos sino a dificultades inherentes, ya sea en la identificación de transacciones y otros eventos para ser medidos o en la aplicación de la medición y presentación de técnicas que pueden transmitir la información que corresponde con tales transacciones o eventos. En ciertos casos la medición de tales efectos financieros de determinadas partidas puede ser tan incierta, que las empresas generalmente no los reconocerán en los estados financieros, por ejemplo a pesar de que la mayoría de las empresas generan crédito mercantil en el transcurso del tiempo, es difícil la medición o identificación de tal crédito mercantil de una manera confiable. En otros casos, sin embargo puede ser relevante el reconocer partidas y el revelar el riesgo de error inherente a su reconocimiento y medición.

Sobre este mismo asunto la Junta de normas para la contabilidad financiera (Fasb) enseña:

20. La información provista por la presentación de informes financieros proviene, con frecuencia, de mediciones aproximadas más bien que exactas. Las mediciones comúnmente involucran numerosos estimados, clasificaciones, resúmenes, criterios y asignaciones. El resultado de la actividad económica en una economía dinámica es incierto, y proviene de combinaciones de muchos factores. Así, a pesar del aura de precisión que puede parecer rodear la presentación de informes financieros en general y de los estados financieros en particular, con pocas excepciones las mediciones son aproximaciones, las cuales pueden estar basadas en reglas y convenciones más bien que en cantidades exactas.

Las normas legales colombianas exigen el reconocimiento contable de partidas cuyo monto exacto se desconoce, de tal forma que lo que se representa no es más que una estimación aproximada. Así, por ejemplo, en la cuenta 2605 “Pasivos Estimados y Provisiones para Costos y Gastos” se “Registra el valor de las apropiaciones mensuales efectuadas por el ente económico para atender obligaciones por concepto de costos y gastos, cuyo monto exacto se desconoce pero que para efectos contables y financieros debe causarse oportunamente, de acuerdo con estimativos realizados.”. En la cuenta 2630 “Pasivos Estimados y Provisiones para Mantenimiento y Reparaciones” se “Registra el valor de las apropiaciones mensuales efectuadas por el ente económico para atender obligaciones por concepto de mantenimiento y reparaciones de instalaciones, maquinarias, equipos, etc., cuyo monto exacto se desconoce pero que para efectos contables y financieros debe causarse oportunamente.” En la cuenta 2695 “Pasivos Estimados y Provisiones Provisiones Diversas” se “Registra el valor de las apropiaciones mensuales efectuadas por el ente económico para atender obligaciones por conceptos diferentes a los especificados anteriormente, cuyo monto exacto se desconoce pero que para efectos contables y financieros debe causarse oportunamente.”

Es por ello que el Consejo Técnico de Contaduría Pública manifestó:

La opinión o dictamen del contador público independiente, brinda crédito a las manifestaciones o declaraciones de la administración de la entidad y aumenta la confianza en tales manifestaciones aunque no la torna absoluta. El contador público independiente no es un asegurador en un proceso de auditoría por cuanto los mismos estados financieros no son seguros ni exactos, sino solamente razonables. La seguridad total no se logra ni en la contabilidad ni en la auditoría, debido a factores tales como: la aplicación de criterio, el uso del muestreo, y limitaciones inherentes al control interno.

El principio de fidelidad contable

Ballestero explica:

5. Principio de fidelidad contable

Cualquier espíritu crítico echará en cara al método especulativo el mismo defecto que reprochamos antes al método administrativo. También el método especulativo ha tenido que apelar al recurso de la valoración estimativa. Si nos aferramos al principio de no introducir en la contabilidad otros precios que los precios a que realmente se haya comprado o vendido cada partida, el método especulativo peca contra este principio (al que llamaremos de fidelidad contable) y tampoco convence.

Antes de seguir adelante, enunciaremos el principio de fidelidad contable de una manera formal. Diremos que un método satisface el principio de fidelidad contable cuando no requiere la utilización de ningún dato no registrado; esto es, de ningún dato que no provenga de anotaciones sobre hechos acaecidos en la empresa y que constan de modo fehaciente en sus registros contables o técnicos (libros, ficheros etc.)

Por tanto si se quiere cumplir este principio, hay que prescindir de toda clase de cifras estimadas u obtenidas por observación de hechos que hayan ocurrido fuera de la propia empresa. Así, por ejemplo, no se respeta el principio de fidelidad contable cuando se manejan cifras de precios que aunque hayan sido observadas en el mercado, no han sido extraídas de la contabilidad de la empresa como consecuencia de compras o de ventas realizadas en firme. Si la empresa ha comprado el día 25 de agosto una partida de 10.000 Kgs. de producto X por la suma de 235.400 pesetas, no cabe duda de que hay una cifra registrada para el precio de esta partida de X. La cifra es la de 23,54 ptas/Kg. Pero si la empresa no ha comprado ninguna partida del producto X y se limita a observar la cotización de X en el mercado, tal cotización (que, dicho sea de paso, puede depender de diversas circunstancias, no siempre fáciles de ponderar) no es en modo alguno un dato registrado. Se faltará al principio de fidelidad contable si se hace entrar por la puerta falsa en la contabilidad.

6. Los métodos administrativo y especulativo ante el principio de fidelidad contable

Ya hemos visto que el método especulativo no cumple el principio de fidelidad contable y que el método administrativo es posible que tampoco lo cumpla. Pero entre uno y otro método hay unas diferencias de comportamiento que conviene destacar.

1º En el método especulativo, el principio de fidelidad contable se infringe siempre. Por el contrario, en las aplicaciones del método administrativo el principio no siempre se infringe. Sólo en ciertos casos puede producirse una trasgresión. Estos casos son:

a) Cuando la empresa compra una partida compuesta de varios artículos por un precio global, y vende después por separado los componentes de la partida. (Véase el ejemplo de la compra de muebles de ocasión, en el § 2.)

b) Cuando una sección de la empresa (v. gr., la sección de Fabricación o la sección de Almacenamiento) da salida por separado a varios productos P1, P2, etc., procedentes de un mismo proceso de producción conjunta.

Como se sabe, por teoría económica, un proceso de producción conjunta es aquel en que se obtienen varios productos P1, P2... Pn, recurriendo a factores de producción que, al menos en parte, son comunes para todos los productos P1, P2... Pn. Por ejemplo, en una bodega se produce a la vez vino y orujo con unos mismos factores de producción como son la uva, las máquinas estrujadoras, las prensas, la energía eléctrica que mueve a estas máquinas, etc. Puesto que el vino y el orujo resultan simultáneamente de la transformación de unos mismos factores de producción (v. gr., la uva), puede calcularse el precio de coste del vino y del orujo en conjunto, pero no el precio de coste del vino y el precio de coste del orujo por separado. La razón es que el precio de la uva no puede prorratearse entre el vino y el orujo, ya que cualquier reparto de este tipo que se intentara hacer carecería de un fundamento económico convincente. Así, pues, la producción conjunta conduce a una situación análoga a la de la compra de una partida de muebles de ocasión (se conoce cuál es el precio de compra de la partida en conjunto, pero no cuál es el precio de compra de cada uno de los muebles que la componen)

c) Cuando la cuenta de ALMACEN se periodifica por el método NIFO. (Véase capítulo VI, § 8 y sigs., donde se estudia detalladamente este problema.)

2º En el método administrativo los precios estimados pueden introducirse de un modo solapado y continuo en la matriz del Diario como si fueran precios de transacciones realmente efectuadas. En el método especulativo no pasa exactamente lo mismo. La valoración estimativa de las existencias finales tiene lugar una sola vez al año en la fecha de cierre del ejercicio y se reconoce como tal valoración estimativa en los documentos contables. No se pretende hacerla pasar por otra cosa. Cabe así controlar mejor su repercusión sobre la cifra calculada del beneficio. La ganancia calculada sigue siendo un número sujeto a la posible arbitrariedad de la valoración. Pero la arbitrariedad (si la hay) se encuentra localizada en un único asiento concreto, y existe la posibilidad de estudiarla como una variable única y bien definida.

7. El principio de fidelidad contable no se extiende a la contabilidad presupuestaria

La contabilidad puede concebirse de varias maneras. En primer lugar, como una fuente de información, como una máquina de clasificación y ordenación de datos y como un método de elaboración de resúmenes significativos sobre la marcha de la empresa, resúmenes que se basen exclusivamente en los hechos que acaecen en la empresa misma. En segundo lugar, como un modelo de planificación. En tercer lugar, como una técnica para contrastar un programa con unos sucesos reales y para comprobar si los sucesos reales se han apartado o no del programa. En cuarto lugar, como un método de valoración de los activos de una empresa, atendiendo a lo que esos activos representen para la actividad empresarial.

De estas cuatro formas de contabilidad, no hay ningún inconveniente en fusionar la segunda y la tercera en un solo cuerpo que es la contabilidad presupuestaria. El lector ya ha tomado contacto con ella a través del problema de los flujos presupuestarios (véase capítulo II § 10) Un presupuesto tiene siempre un carácter de presunción. Los datos que se manejan en él no se refieren a hechos que ya han ocurrido, sino a hechos que están todavía por ocurrir. Por eso, exigir que la contabilidad presupuestaria se atenga al principio de fidelidad contable es algo que carecería de todo sentido. Por el contrario, el principio de fidelidad debe imperar en toda recopilación de hechos históricos, sin que sea lícito retocar aquí los datos primarios, pues se les privaría de autenticidad.

Es al principio de fidelidad contable que acude el legislador al solicitar al revisor fiscal que manifieste si los estados financieros han sido tomados fielmente de los libros. En el aparte destinado a las opiniones y certificaciones del contador público hicimos algunos comentarios sobre él. Ahora conviene adentrarse más en el análisis y observar que en la medida en la cual se avanza en la adopción del valor razonable como criterio de medición, valuación o valoración, se tiene que recurrir cada vez más a datos que se encuentran fuera del sistema contable. Ciertamente es necesario dejar evidencia de las fuentes de esos datos externos. Pero con ello no se recupera la fidelidad contable, pues los llamados valores razonables conllevan muchísimas estimaciones. Como consecuencia de lo anterior, la comunidad se ha insertado en un gran debate sobre la objetividad de las cifras mostradas en los estados financieros.

Obsérvese que el principio de fidelidad contable que aquí se alude está referido a la concordancia entre el dato y sus soportes y no a la concordancia entre el dato y la realidad. Este principio incita una revisión formal y descuida lo esencial.

La teoría de la medición

Una de las funciones básicas de la contabilidad es medir. Se mide para representar. Existe una teoría de la medición, tanto en las ciencias naturales como en las ciencias humanas. 

González nos enseña:

Jáñez (1989) ha distinguido tres épocas en el desarrollo de las teorías de la medición: época del idealismo platónico, época de la teoría de las escalas de medición, y época de la teoría representacional. Por su parte, López Feal (1986) incluye las aportaciones que aparecen en las dos primeras épocas señaladas por Jáñez (1989) dentro de lo que denomina teoría clásica de la medida.


La época del idealismo platónico se caracteriza porque se supone que en los objetos existe un valor verdadero de la propiedad que está siendo medida; ese valor verdadero se denomina magnitud (López Feal, 1986; Jáñez, 1989) Según Jáñez (1989), en las ciencias físicas esta perspectiva filosófica cristalizó en la teoría axiomática del matemático O. Hölder (1901), «en la que se expresan las condiciones que debe satisfacer una magnitud para ser susceptible de medición» (Jáñez, 1989, p. 400) Sin embargo, hay que hacer notar que, según Narens y Luce (1986), las aportaciones de Hölder constituyen un desarrollo de las ideas de H. von Helmholtz (1887), un físico-médico de finales del siglo XIX. Narens y Luce (1986) afirman que las investigaciones de Helmholtz constituyen el punto de arranque de la moderna teoría de la medición. Sus estudios acerca de la naturaleza formal de ciertos atributos físicos básicos, como la masa y la longitud, le llevaron a la conclusión de que estos atributos tenían la misma estructura matemática que los números reales positivos con adición (+) y orden natural (≥) (Re+, ≥, +) (Narens y Luce, 1986, p. 166)[...]

Según Jáñez (1989), el desencadenante de la segunda época (época de las escalas de la medición) fue el estudio realizado por un comité formado en 1938 por The British Association for the Advancement of Science (BAAS) para comparar las medidas psicológicas con las físicas (Keats, 1988); concretamente, se le encargó que estudiara «la posibilidad de medir las sensaciones, y para hacer más viable el diálogo, se restringió el estudio a la sensación auditiva» (Jáñez, 1989, p. 401) Campbell, un filósofo de la física, formaba parte del citado comité, y según Narens y Luce (1986, p. 168) fue «una fuerza importante en su creación». Campbell (1928) había distinguido entre medición fundamental y medición derivada. La primera «depende de las leyes que relacionan varias cantidades del constructo. ... es un medio por el que los números pueden ser asignados, de acuerdo con leyes naturales, para representar la propiedad y sin embargo no presupone la medición de otras variables. ... Las propiedades extensivas de la física, por ejemplo, la longitud, la resistencia, y el volumen, son ejemplos de propiedades medibles por un procedimiento fundamental» (Torgerson, 1958, p. 22) La medición derivada es «aquélla que se define a partir de mediciones fundamentales», como ocurre, por ejemplo, en la medición de la densidad. Campbell sostenía que la medición fundamental se basaba en operaciones monotónicas y asociativas de combinación (Narens y Luce, 1986) La conclusión final del comité fue que «la medición fundamental en Psicología era imposible porque tales operaciones empíricas no se dan» (Narens y Luce, 1986, p. 168)


Según Jáñez (1989, p. 401), la conclusión del comité de la BAAS «carecía de fundamento, tal como se iba a demostrar más tarde. De todos modos, iba a ser el detonante que haría estallar la concepción platónica de la medición y daría paso a nuevas ideas», las ideas de Stevens.


A finales de los años treinta, Stevens también había discutido con una serie de filósofos y científicos cuestiones similares a las planteadas por la comisión de la BAAS (Narens y Luce, 1986) A diferencia de Campbell, para Stevens la estructura empírica y su representación no constituían el único aspecto importante de la medición. Lo realmente crucial era la unicidad o singularidad de la representación, esto es, el grupo de transformaciones que dejan invariante la forma de las escalas (Narens y Luce, 1986; Jáñez, 1989) Entre 1946 y 1951, Stevens distinguió cuatro grupos de transformaciones, e introdujo los términos de escala nominal, ordinal, de intervalos, y de razón, para referirse a las mismas (Narens y Luce, 1986) Estas ideas, junto con su concepción de la medición, constituyen las aportaciones más relevantes e innovadoras de Stevens (Jáñez, 1989) Para Stevens, medir ya no consiste en «buscar el número que representa la cantidad de magnitud presente en un objeto» (Jáñez, 1989, p. 402) Medir es asignar números a los objetos según cierta regla (Stevens, 1951), de manera que «los números asignados en la medición, no representan propiamente cantidades, sino relaciones» (Jáñez, 1989, p. 402) Esta concepción de la medición será tomada y desarrollada más tarde por la teoría representacional.


Por otra parte, también hay que señalar que en respuesta a las conclusiones del comité de la BAAS, varias aportaciones contemporáneas a Stevens mostraron que la medición fundamental mediante escalas de intervalo era también posible para las estructuras no extensivas (Narens y Luce, 1986) Según los citados autores, la prueba más clara al respecto la ofreció la teoría de la medición conjunta aditiva (Krantz, 1964; Holman, 1971)


A partir de la década de los sesenta, se desarrollan una serie de teorías axiomáticas de la medición (Suppes Zinnes, 1963; Krant, Luce, Suppes y Tversky, 1971; Luce y Tukey, 1964; Roberts, 1979) que dan paso a lo que Jáñez (1989) denomina época de la teoría representacional, ya que desde esta perspectiva «los símbolos asignados a los objetos deben representar las relaciones percibidas entre los atributos de los objetos» (Leaning y Filkenstein, 1980, p. 73; citado en Jáñez, 1989, p. 404) Esta teoría distingue con claridad entre un sistema relacional empírico (X), un sistema relacional numérico (R), y una aplicación u homomorfismo de X en R. El sistema relacional empírico hace referencia al conjunto de objetos que muestran el atributo de interés, y las relaciones entre los mismos; y el sistema relacional numérico alude al conjunto de números y sus relaciones que pueden ser usados para representar las relaciones observadas entre los objetos bajo consideración (Narens y Luce, 1986; Aftanas, 1988) Medir implica traducir la información que contiene el sistema empírico al marco del sistema relacional numérico mediante una aplicación u homomorfismo (Aftanas, 1988, p. 326)


Según Jáñez (1989), los conceptos de sistema relacional (empírico y numérico) y homomorfismo o aplicación que permite transformar un sistema en otro, constituyen los fundamentos de las teorías modernas de la medición. Estas teorías abordan tres problemas básicos: el de la representación, el de la unicidad, y el de la significación. 


El problema de la representación consiste en determinar, «las condiciones que debe satisfacer el sistema relacional empírico para que exista un sistema relacional numérico y un homomorfismo entre ambos que permita considerar este último como representación de aquél» (Jáñez, 1989, p. 409) 


El problema de la unicidad consiste en determinar cuáles son las transformaciones admisibles para un homomorfismo determinado sin que la escala pierda su representación (Jáñez, 1986; Santisteban, 1990) La respuesta a esta cuestión permite conocer el tipo de escala resultante, así como el tipo de análisis matemáticos y estadísticos que podrán realizarse con las mediciones resultantes.


El problema de la significación alude a la validez formal de las inferencias que se realizan sobre un sistema relacional empírico a partir de las propiedades descubiertas en un sistema relacional numérico (Jáñez, 1986; Santisteban, 1990)

En el Report of the Committee on Accounting Valuation Bases se acogió la siguiente definición:

Accounting Valuation: The assignment of money weights to an entity’s past, present o future economic phenomena, on the basis of observation and according to rules, to facilitate informed judgments.

En otras palabras: la valuación contable es el procedimiento a través del cual se procura la representación monetaria de un hecho económico. A esta representación la llamamos valor.

Helfert dijo
:

Cuando aún faltaba mucho tiempo para que la economía y la administración de empresas se desarrollaran y adquiriesen categorías de disciplinas reconocidas, ya los filósofos se dedicaban al estudio del valor. Las investigaciones filosóficas llevaron al descubrimiento de una verdad esencial: determinar la naturaleza relativa del valor. El valor deberá establecerse y juzgarse en diferentes contextos. [...]

Podemos reconocer, al menos, tres diferentes categorías de valor. El valor social se basa en el reconocimiento otorgado por grupos humanos a las acciones, bienes, conceptos, servicios, teorías; en fin, a todo tipo de cosas tangibles e intangibles. [...]

El valor ético se encuentra íntimamente relacionado con el social. Este valor se establece en función de las normas morales y religiosas y de las costumbres que imperan en determinado grupo social. [...]

Al final encontramos el valor económico, que es el que en este libro se pretende analizar. Y lo podemos definir en virtud del grado de satisfacción que de los bienes y servicios de naturaleza tangible o intangible proporcionan a los grupos y/o a los individuos. Existe una escala de medida para los valores económicos y sus graduaciones se determinan en virtud de la acción de dos factores principales: a) los mercados (formales e informales) en que las transacciones se efectúan, y b) la importancia que los individuos asignan a la propiedad y a la riqueza. [...]

Hay dos elementos adicionales que integran el concepto de valor y en especial el del económico, que consideramos necesario mencionar. El paso del tiempo afecta el valor. Así advertimos que hay una gran diferencia entre el valor que tenía hace 20 años una máquina, un contrato o un servicio y el que tiene en la actualidad o puede tener en el futuro. Las circunstancias y las actitudes cambian y tales cambios pueden afectar mucho la posición de un bien o un servicio en la escala de valores económicos. Las predicciones sobre las circunstancias que en el futuro habrán de prevalecer tienen una gran influencia sobre las actuales nociones de valor, pues la deseabilidad de un bien o servicio que no se consumirá de inmediato dependerá de los beneficios futuros que de ellos se espera obtener. Así el tiempo y su dimensión nos permiten establecer diferencias, no sólo entre los valores pasados, presentes y futuros, en función de su ubicación en la escala de épocas, sino, también, entre el valor que un bien o un servicio puedan tener, a largo o a corto plazo.

El reconocimiento del riesgo y de la incertidumbre es el segundo elemento de importancia involucrado en la definición de valor. Las esperanzas sobre las condiciones futuras penetran la definición de valor y es preciso determinar si es posible tener confianza en ellas. Será diferente el grado de riesgo e incertidumbre general para bienes o servicios de diversa naturaleza y para las diversas condiciones sociales, económicas y políticas que en determinado momento prevalezcan. [...]

Será útil enumerar algunas de las principales categorías de valor económico tal como cada uno de estos grupos las entienden. Una categoría que se encuentra en la mayoría de los Estados Financieros, elaborados en nuestra economía es el valor en libros. El valor en libros se basa en el tradicional principio de contabilidad que establece la obligación de presentar los diversos activos, tanto físicos como intangibles, en el estado de situación financiera a su valor de adquisición. El concepto de valor en libros se encuentra integrado por diversos elementos. Los contadores los reducen a dos principios fundamentales: el conservador y el de consistencia. [...]

Los valores en libros sólo pueden considerarse como valores económicos en el siguiente contexto: reflejan las condiciones económicas prevalecientes en el momento en que la adquisición se efectuó. [...]

Se puede establecer, en términos generales, que el acreedor, el comprador o el inversionista deberán tener muy poca confianza en la habilidad de los valores en libros para presentar valores económicos actuales de posible realización. [...]

El segundo concepto de valor económico es el de valor de mercado. En este contexto, el valor se establece como aquel que surja de la confrontación de compradores y vendedores en el mercado y obtiene así, un sentido de actualidad. En la mayoría de los casos el valor de mercado es una apreciación adecuada del lugar ocupado por un bien o servicio en la escala de valores de una sociedad o de una región determinada. Debe notarse que las características de operación de un mercado y las condiciones que gobiernan el encuentro entre compradores y vendedores habrán de influir mucho en el establecimiento de los valores. Es sumamente confiable el valor de mercado como índice de valor económico cuando el bien al cual se atribuye tiene un amplio mercado [...] No crean valores económicos en una connotación aceptable las transacciones esporádicas, la venta de bienes realizados en condiciones restrictivas o de urgencia y los arreglos entre personas que efectúan intercambios especiales. Sin embargo, establecen un valor de mercado para la transacción realizada y las partes en ella involucradas. [...]

El valor de reemplazo es otro concepto de valor económico y este aparece con frecuencia cuando se discuten problemas financieros o cuando en las empresas se interpretan informes de esta naturaleza. Este valor se reconoce para estructurar los balances de las compañías y en realidad deriva de la divergencia que con frecuencia aparece entre los valores en libros y los de mercado.

El valor de reemplazo se configura a través de los intentos para atribuir un valor de mercado a un activo determinado. Así, se asignará, como valor de reemplazo para el activo de referencia, el del activo que puede ser capaz de reemplazarlo; y esta asignación se efectuará con un propósito fundamental: el de establecer un valor más justo; uno que supere en sentido de actualidad al atribuido por el proceso contable, en función del costo de adquisición, menos la depreciación acumulada. Existe una diferencia sutil, pero fundamental, entre el valor de reemplazo y el valor de mercado; así, el valor de reemplazo sólo refleja el valor de mercado, de un activo sustituto con o sin atributos superiores de estilo, tecnológicos o de duración. [...]

Generan un cuarto concepto de valor denominado «valor catastral»: las leyes emanadas de los órganos legislativos y los reglamentos que el Poder Ejecutivo expide para facilitar su observancia. Así el Gobierno evalúa inmuebles para fines fiscales y el valuador o perito, a este efecto comisionado, generalmente usará el valor de mercado como punto de partida para proceder, en función de los lineamientos establecidos, a efectuar los ajustes que le permitirán llegar al «valor catastral». Los lineamientos reglamentarios de valuación reflejan las políticas gubernamentales de recaudación y de redistribución de ingresos, pero no pretenden establecer valores fácilmente adaptables a otros usos. Tales valores sólo tienen sentido cuando se observan dentro del cuadro de referencia fiscal, y así frecuentemente se presentarán divergencias arbitrarias entre los valores catastrales asignados a propiedades determinadas y los valores de mercado de estas propiedades.

Aparece con frecuencia otra forma de valor y esta es el «valor de apreciación», éste no deberá confundirse con el catastral. Los avalúos o apreciaciones de valor se efectúan para asignar valores justos a los bienes evaluados, y frecuentemente se realizan para establecer precios de venta cuando el mercado no ofrece un valor específicamente atribuible al activo tangible que se desea comprar o vender. [..] Así el valor de la apreciación frecuentemente se aproxima al valor de mercado. Pero existe una diferencia de importancia: el valor de mercado se deriva de transacciones efectivamente realizadas y de su registro en tabuladores de precios o índices de valores, mientras que el de apreciación se genera con antelación al establecimiento de la transacción y en virtud del ejercicio de juicios imparciales.

La utilidad potencial o poder de generación de utilidades es otro concepto de valor y lo encontraremos con frecuencia en este libro. Este concepto se deriva de un principio económico: El que establece que los valores actuales se fijan en razón de los futuros beneficios o utilidades que se esperan. En tal virtud el valor se determina a través de las utilidades esperadas (beneficios económicos) de un activo durante su vida útil o de servicio. La estructuración de estimaciones de valor alrededor del concepto de utilidades potenciales o utilidades capitalizadas (como a veces se les nombra) constituye un intento para medir los valores económicos de activos de larga duración. [...]

El valor de liquidación es el último concepto importante valor ¡ y vaya que tiene una semblanza de expiración! Se origina, este valor, en las situaciones infortunadas que frecuentemente aparecen cuando las empresas se liquidan. No todas las liquidaciones se realizan en situaciones forzadas, o bajo la influencia del infortunio, pero sí se derivan de un cambio drástico en la vida de la negociación. Al liquidarse, las compañías pierden su naturaleza de empresa en marcha, para dividirse en activos que tendrán que realizarse y en pasivos que se liquidarán cuando se venden activos como unidades específicas. En estos casos sólo podrá obtenerse lo que el mercado quiera ofrecer, y así sólo se tendrá una fracción del valor detentado, cuando formaban «el equipo» de una empresa en marcha. La naturaleza del proceso liquidatorio ocasiona una parte de las bajas en los valores: las actividades de venta de activos generalmente se realizan bajo presión, pues los acreedores son impacientes y es urgente obtener fondos para liquidarles. [...]

¡Y que no se subestime la influencia de los factores sicológicos! Las modas, los usos en boga y otros cambios en los gustos y deseos son fuerzas importantes tras la oferta y la demanda y, en consecuencia, influyen en la determinación del valor económico. [...]

El valor es subjetivo y puede cambiar subjetivamente; de sobra es conocido que para la mayoría de la gente no hay nada tan poco atractivo como un artículo pasado de moda.

También se debe considerar la influencia de las situaciones políticas y económicas prevalecientes, sobre valores económicos específicos. Bien conocemos el efecto adverso de las recesiones económicas prolongadas, y aún más de las ligeras depresiones, sobre el valor de ciertos bienes y servicios [...]

En otro aspecto, el ambiente político prevaleciente en un país tendrá cierta influencia sobre el valor económico de bienes y servicios. Se verá seriamente afectada la escala de valores de individuos, grupos y sociedad en épocas de incertidumbre política, de la cual un ejemplo extremo sería la amenaza de guerra. [...] En forma similar, la falta de confianza en la estabilidad de una moneda propagará la especulación en los activos, sean estos tangibles o intangibles, a los cuales se les atribuyen un valor que no se afecta por los cambios en la estructura del sistema monetario. [...]

Es el grado de desarrollo tecnológico y de progreso presente en una época específica otro elemento importante de influencia sobre los valores económicos. El desarrollo natural de métodos y maquinaria que se efectúa con el propósito de satisfacer las demandas de la sociedad suscitará una acentuada propensión a la baja en los valores inherentes a los métodos y a la maquinaria que sustituyen. [...]

Así, ya hemos visto como cuando la incertidumbre circula los presagios sobre las condiciones económicas, políticas y tecnológicas futuras, los valores económicos podrán verse afectados. También afecta el valor económico el grado de confianza con que pueden predecirse los cambios en las condiciones. Así un cambio vislumbrable causará una revaluación de valores económicos bastante más ordenada de la que se efectuaría cuando hay incertidumbre acerca del probable desarrollo de los eventos en el futuro. [...]

Ciertas características del medio ambiente económico ejercen una importante influencia sobre el valor económico y de éstas ya hemos mencionado algunas. Ciertas transacciones de los negocios presentan serios problemas de registro contable que aún no se han resuelto con la precisión deseada y en el desarrollo de los principios o convencionalismos contables los contadores han tenido que transigir adoptando, por el momento, las soluciones que presentan menos desventajas. Los principios y convencionalismos contables tienden a ejercer gran influencia sobre el valor económico, pues gran parte de la información acerca del comportamiento de las empresas y de la forma de distribución de sus activos y pasivos debe expresarse, necesariamente, en términos contables. Estos convencionalismos contables afectarán los enjuiciamientos del inversionista, del gerente, del accionista, del líder sindical, o de los de cualquier persona que vea información publicada en términos contables. En efecto, la evaluación de esta información se basa en lo que el lenguaje contable le dice al observador. Por lo que la imagen del valor podrá deteriorarse debido a las imperfecciones del lenguaje contable o a su propensión a ser sujeto a dualidades de interpretación. [...]

Si los valores de mercado se establecen en virtud del manejo o influencia de unos cuantos grupos o individuos sobre el intercambio, no se tendrá un instrumento efectivo para medir el grado de deseabilidad de los artículos que se negocian. A la inversa, cuando el mecanismo funciona en forma independiente y sin restricciones artificiales sobre el flujo de los bienes, o los intangibles, se podrá tener confianza en la habilidad de los precios y las cotizaciones publicadas para representar en forma adecuada los valores justos de mercado que regían en las fechas en las que dichos precios y cotizaciones se publicaron. [...]

El sistema de tributación afecta los valores económicos. La tributación es impuesta para proveer a los municipios, los estados y el gobierno federal, con los ingresos necesarios para poder desarrollar sus actividades y proporcionar servicios. Sin embargo, el impacto que la tributación tiene en los individuos y en las negociaciones no siempre se encuentra en concordancia con los intereses económicos particulares, ni es necesariamente justo o uniforme. [...]

En forma similar, las leyes que regulan al comercio y a la industria tienen relación con el establecimiento de valores. Las restricciones o libertades que a una empresa o a un individuo le son otorgadas por un gobierno estatal o federal podrán inhibir o aumentar las probabilidades de realización de expansiones y obtención de beneficios económicos. [...]

En la actualidad estamos viendo un rápido desplazamiento de las reglas contables desde el costo histórico hacia el valor razonable. Así, a los previos pronunciamientos en este sentido emitidos por Fasb y por Iasb, se unió la Unión Europea mediante la Directiva 2001/65/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de septiembre de 2001, por la que se modifican las Directivas 78/660/CEE, 83/349/CEE y 86/635/CEE en lo que se refiere a las normas de valoración aplicables en las cuentas anuales y consolidadas de determinadas formas de sociedad, así como de los bancos y otras entidades financieras.

Willis resume las principales diferencias entre el costo histórico y el valor razonable así
:

	Table 5

	Fair Value
	Historical Cost

	Improves comparability by making like things look alike and unlike things look different.
	Impairs comparability by making like things look different and different things look alike.

	Provides information about benefits expected from assets and burdens imposed by liabilities under current economic conditions.
	Provides information about benefits expected from assets and burdens imposed by liabilities under the economic conditions when they were acquired or incurred.

	Reflects effect on entity performance of management’s decisions to continue to hold assets or owe liabilities, as well as decisions to acquire or sell assets and to incur or settle liabilities.
	Reflects effect on entity performance only of decisions to acquire or sell assets or to incur or settle liabilities. Ignores effects of decisions to continue to hold or to owe.

	Reports gains and losses from price changes when they occur.
	Reports gains and losses from price changes only when they are realized by sale or settlement, even though sale or settlement is not the event that caused the gain or loss.

	Requires current market prices to determine reported amounts, which may require estimation and can lead to reliability problems.
	Reported amounts can be computed based on internally available information about prices in past transactions, without reference to outside market data.

	Easily reflects the effects of most risk management strategies.
	Requires complex rules to attempt to reflect the effect of most risk-management strategies.


Todas esas teorías sobre el valor tienen cierta acogida en el Derecho Contable colombiano. Así, por ejemplo, el Decreto reglamentario 2649 de 1993 señala:

ART. 10.—Valuación o medición. Tanto los recursos como los hechos económicos que los afecten deben ser apropiadamente cuantificados en términos de la unidad de medida.

Con sujeción a las normas técnicas, son criterios de medición aceptados el valor histórico, el valor actual, el valor de realización y el valor presente.

Valor o costo histórico es el que representa el importe original consumido u obtenido en efectivo, o en su equivalente, en el momento de realización de un hecho económico. Con arreglo a lo previsto en este decreto, dicho importe debe ser reexpresado para reconocer el efecto ocasionado por las variaciones en el poder adquisitivo de la moneda.

Valor actual o de reposición es el que representa el importe en efectivo, o en su equivalente, que se consumiría para reponer un activo o se requeriría para liquidar una obligación, en el momento actual.

Valor de realización o de mercado es el que representa el importe en efectivo, o en su equivalente, en que se espera sea convertido un activo o liquidado un pasivo, en el curso normal de los negocios. Se entiende por valor neto de realización el que resulta de deducir del valor de mercado los gastos directamente imputables a la conversión del activo o a la liquidación del pasivo, tales como comisiones, impuestos, transporte y empaque.

Valor presente o descontado es el que representa el importe actual de las entradas o salidas netas en efectivo, o en su equivalente, que generaría un activo o un pasivo, una vez hecho el descuento de su valor futuro a la tasa pactada o, a falta de ésta, a la tasa efectiva promedio de captación de los bancos y corporaciones financieras para la expedición de certificados de depósito a término con un plazo de 90 días (DTF), la cual es certificada periódicamente por el Banco de la República.

PAR.—Adicionado. D.R. 2337/95, art. 2º. Para la determinación del valor de realización o de mercado de que trata el presente artículo, se utilizarán los sistemas especiales de valoración que prescriban las autoridades competentes en materia contable distintas del Presidente de la República.

Por su parte la Superintendencia Bancaria dispuso:

2. Objetivo y criterios generales para la valoración

2.1. Objetivo de la valoración de inversiones

La valoración de las inversiones tiene como objetivo fundamental el cálculo, el registro contable y la revelación al mercado del valor o precio justo de intercambio al cual determinado valor o título, podría ser negociado en una fecha determinada, de acuerdo con sus características particulares y dentro de las condiciones prevalecientes en el mercado en dicha fecha.

Para los efectos propios de la presente norma, el valor o precio justo de intercambio que se establezca debe corresponder a aquél por el cual un comprador y un vendedor, suficientemente informados, están dispuestos a transar el correspondiente valor o título.

Se considera valor o precio justo de intercambio:

a) El que se determine de manera puntual a partir de operaciones representativas del mercado, que se hayan realizado en módulos o sistemas transaccionales administrados por el Banco de la República o por entidades vigiladas por la Superintendencia de Valores;

b) El que se determine mediante el empleo de tasas de referencia y márgenes calculados a partir de operaciones representativas del mercado agregadas por categorías, que se hayan realizado en módulos o sistemas transaccionales administrados por el Banco de la República o por entidades vigiladas por la Superintendencia de Valores, y

c) El que se determine mediante otros métodos, debido a la inexistencia de un valor o precio justo de intercambio que pueda ser establecido a través de cualquiera de las previsiones de que tratan los literales anteriores.

PAR. 1º—Las metodologías que se establezcan para la determinación de las tasas de referencia y márgenes de que trata el literal b) del presente numeral, deben ser aprobadas de manera previa mediante normas de carácter general expedidas por la Superintendencia Bancaria y la Superintendencia de Valores.

Las tasas de referencia y los márgenes a utilizar para las diferentes categorías de títulos, deben ser publicados diariamente por las entidades autorizadas para su cálculo. Así mismo, se deben publicar las metodologías aprobadas.

PAR. 2º—Son valores o precios justos de intercambio, para efectos de lo previsto en el literal c) del inciso anterior, los que determine, de acuerdo con lo establecido en la presente norma, un agente especializado en la valoración de activos mobiliarios o una entidad que administre una plataforma de suministro de información financiera, siempre y cuando las metodologías que se empleen para el efecto sean aprobadas de manera previa mediante normas de carácter general expedidas por la Superintendencia Bancaria y la Superintendencia de Valores.

PAR. 3º—Para los efectos propios de la presente norma, se entiende como agentes especializados en valoración de activos mobiliarios, aquellas entidades cuyo objeto social principal consista en la prestación del servicio de cálculo, determinación y suministro de precios para valorar carteras y portafolios conformados por valores y activos financieros.

2.2. Criterios para la valoración de inversiones

La determinación del valor o precio justo de intercambio de un valor o título, debe considerar todos los criterios necesarios para garantizar el cumplimiento del objetivo de la valoración de inversiones establecido en la presente norma, y en todos los casos los siguientes:

a) Objetividad

La determinación y asignación del valor o precio justo de intercambio de un valor o título se debe efectuar con base en criterios técnicos y profesionales, que reconozcan los efectos derivados de los cambios en el comportamiento de todas las variables que puedan afectar dicho precio;

b) Transparencia y representatividad

El valor o precio justo de intercambio de un valor o título se debe determinar y asignar con el propósito de revelar un resultado económico cierto, neutral, verificable y representativo de los derechos incorporados en el respectivo valor o título;

c) Evaluación y análisis permanentes

El valor o precio justo de intercambio que se atribuya a un valor o título se debe fundamentar en la evaluación y el análisis permanentes de las condiciones del mercado, de los emisores y de la respectiva emisión. Las variaciones en dichas condiciones se deben reflejar en cambios del valor o precio previamente asignado, con la periodicidad establecida para la valoración de las inversiones determinada en la presente norma, y

d) Profesionalismo

La determinación del valor o precio justo de intercambio de un valor o título se debe basar en las conclusiones producto del análisis y estudio que realizaría un experto prudente y diligente, encaminados a la búsqueda, obtención, conocimiento y evaluación de toda la información relevante disponible, de manera tal que el precio que se determine refleje los montos que razonablemente se recibirían por su venta. [...]

1.4. Criterios para la evaluación del riesgo crediticio y la medición de las respectivas pérdidas esperadas

Las evaluaciones y estimaciones de la probabilidad de deterioro de los créditos y de las pérdidas esperadas enunciadas en el numeral anterior deben efectuarse ponderando adecuadamente distintos criterios objetivos y subjetivos. En desarrollo de lo anterior, cada entidad debe establecer sus propios métodos y criterios para llevar a cabo dichas evaluaciones, dentro de los cuales las entidades financieras deben tener en cuenta los siguientes aspectos:

1.4.1. Capacidad de pago del deudor

La evaluación de la capacidad de pago esperada de un deudor o proyecto a financiar es el proceso fundamental para determinar la probabilidad de no pago del respectivo crédito. Para estos efectos, debe entenderse que el mismo análisis aplica a los codeudores, avalistas, deudores solidarios y en general, a cualquier persona natural o jurídica que, por razones de su vinculación contractual al crédito, resulte o pueda llegar a resultar directa o indirectamente responsable incondicional de las obligaciones que se deriven del mismo. Para evaluar esta capacidad de pago, a su vez, la entidad prestamista debe analizar, con la frecuencia mínima señalada en la sección 5 de este instructivo, y en la medida en que resulte relevante para el crédito en cuestión, la siguiente información:

1.4.1.1. Los flujos de ingresos y egresos, así como el flujo de caja del deudor y del proyecto financiado o a financiar.

1.4.1.2. La solvencia del deudor, a través de variables como el nivel de endeudamiento y la calidad y composición de los activos, pasivos, patrimonio y contingencias del deudor y/o del proyecto.

1.4.1.3. Información sobre el cumplimiento actual y pasado de las obligaciones del deudor. La atención oportuna de todas las cuotas o instalamentos, entendiéndose como tales cualquier pago derivado de una operación activa de crédito, que deba efectuar el deudor en una fecha determinada, independientemente de los conceptos que comprenda (capital, intereses, capital e intereses o cualquier otro concepto) Adicionalmente, su historia financiera y crediticia, proveniente de centrales de riesgo, calificadoras de riesgo, del mismo deudor o cualquier otra fuente que resulte relevante.

1.4.1.4. El número de veces que el crédito ha sido reestructurado y la naturaleza de la(s) respectiva(s) reestructuración(es) Se entiende que entre más operaciones reestructuradas se hayan otorgado a un mismo deudor, mayor será el riesgo de no pago de la obligación.

1.4.1.5. En la evaluación de la capacidad de pago de entidades públicas territoriales, las entidades vigiladas deberán revisar y verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en las leyes 358 de 1997 y 617 de 2000, y de las demás normas que las reglamenten o modifiquen.

1.4.1.6. Los posibles efectos de los riesgos financieros a los que está expuesto el flujo de caja del deudor y/o del proyecto a financiar, incorporando para el efecto distintos escenarios en función de variables económicas (tasas de interés, crecimiento de los mercados, etc.) que puedan afectar el negocio o la capacidad de pago del deudor, según el caso. Igualmente se debe considerar la calidad de los flujos de caja considerando para ello la volatilidad de los mismos. Dentro de estos riesgos se debe analizar, según resulte relevante:

1.4.1.6.1. Posibles «descalces» de monedas, plazos y tasas de interés en la estructura de balance y en operaciones fuera de balance como por ejemplo, la incidencia de algunos derivados financieros.

1.4.1.6.2. Para aquellos créditos con tasa de interés variable o indexados a la UVR u otro índice, proyecciones y escenarios posibles de evolución de las cuotas según el comportamiento esperado de las tasas de interés, de la tasa de cambio, la inflación y otras variables que puedan afectar directamente el servicio de la deuda.

1.4.1.6.3. Para créditos denominados en monedas extranjeras, el riesgo de mercado derivado de la volatilidad de las tasas de cambio respectivas y su posible impacto sobre la capacidad de pago del deudor. En el caso de operaciones de crédito con el exterior, análisis propios y del mercado sobre el riesgo del país en el cual está domiciliado el deudor, con el objeto de identificar los riesgos de transferencia y convertibilidad de las divisas requeridas para atender el crédito.

1.4.1.7. Los riesgos de contagio, legales, operacionales y estratégicos a los que puede estar expuesta la capacidad de pago del deudor o el proyecto a financiar. En este contexto se considera importante evaluar, entre otros, información relacionada con el conglomerado económico al que pertenece el deudor.

1.4.1.8. En el caso de microcréditos, la información establecida en los numerales 1.4.1.1 a 1.4.1.7 podrá ser recaudada en el lugar donde se desarrolla la actividad a financiar.

La subjetividad en Contabilidad

Como expliqué en otro lugar
, según la idea más extendida, el ser humano no es capaz de verdad sino de certeza. De alguna forma, no hay más conocimiento que el que reside en el sujeto cognoscente. Así, de cierta manera, no hay más que conocimiento subjetivo. Por otra parte, conforme a la teoría que se presenta brevemente en la primera parte de este escrito, todo dato es sometido a interpretación por su receptor, interpretación que está fuertemente influida por sus preconceptos. También desde esta perspectiva todo conocimiento resulta subjetivo. Finalmente, en contabilidad el valor es fruto de juicios, de estimaciones, y aunque razonable no puede ser exacto. De alguna manera lo razonable es subjetivo.

La contabilidad, ciertamente, se esfuerza por informar en forma veraz. Pero no puede desprenderse de las limitaciones de los seres humanos que la producen. En la búsqueda de la mejor información, se ha ido abandonando la idea de registrar sólo las transacciones, para también dar cuenta de eventos que afectan el valor de los recursos y, como ya se expresó, cada vez más se busca el valor fuera de la empresa, más que dentro de ella.

Por otra parte, vale la pena resaltar como muchos sistemas contables, incluido en nuestro, definen los activos y pasivos en términos de flujos de fondos futuros que se espera recibir o sacrificar.

Todas esas cuestiones implican, ineludiblemente, un esfuerzo de valuación. En mi trabajo sobre Evidencia en auditoría
 reproduzco el artículo de Luis Montone, Daniel Temesio y Ricardo Villarmarzo, titulado Subjetividad Contable e Impacto en la Auditoria, ponencia presentada por la delegación de Uruguay en la XVIII Conferencia Interamericana de Contabilidad, Asunción, Paraguay, septiembre de 1989, que presenta un buen resumen de los asuntos con los que hay que enfrentar a la hora de formular información contable de un ente.

No puede decirse que los problemas de valuación sean ajenos al derecho. Si no basta la cita de la norma legal (Decreto 2650 de 1993) considérense las siguientes reflexiones del Maestro Cesar Vivante:

 Diversas son las reglas adoptadas por la práctica de los tenedores de libros para la estimación de los bienes sociales; existe en esta materia una grande incertidumbre y diversidad de criterios. Se ha de tener en cuenta el precio de adquisición de dichos bienes, o el del mercado al tiempo de cerrar el balance, o bien el más bajo de los dos? Y este fundamental problema se complica con infinidad de divergencias en la estimación de los multiformes bienes de la hacienda social. En la elección de las reglas más oportunas para determinar el justo valor, todo exceso de estimación, sea demasiado alto, sea demasiado bajo, es peligroso. Si de un lado debe impedirse que los Administradores exageren el precio para hacer creer en una prosperidad imaginaria o para obtener un alza en las acciones, por otro lado existe el peligro, menos frecuente
, en verdad, de que oculten su cuantía para eludir los impuestos que gravitan sobre las utilidades, para comprar las acciones a más bajo precio, para promover la liquidación de la Sociedad y adquirir su hacienda o para asignar menor porción de utilidades a los promotores, empleados o clientes que participen en las mismas. Falta, como decíamos, en nuestro derecho, un sistema de normas para la evaluación de los bienes, falta para cada uno de los comerciantes y falta para las Compañías. Sin embargo, de la práctica más autorizada, de las leyes extranjeras y de las normas adoptadas en Italia para regular algunas instituciones particulares, se pueden formar los siguientes criterios que nos sirvan de guía. 

Cambios de la información derivados de los asuntos de subjetividad contable

Si se entiende que por su naturaleza la información contable no es exacta, es decir, que dentro de ella existen muchos asuntos sometidos a “subjetividad”, se entenderá con facilidad por qué esa información puede cambiar, según los criterios que se vayan interponiendo, como se explicará en el aparte siguiente. Por eso dijimos en el título de esta sección que la contabilidad es perfectible.

Vale la pena señalar, antes de seguir adelante, que las diferencias de criterio suelen manifestarse principalmente en la clasificación de los hechos económicos. A lo que hay que añadir que existen formas de clasificación que son propias de los estados financieros y que, por ello, no constan en libros. Tal es el caso de la clasificación en partidas corrientes y no corrientes.

Finalmente advirtamos sobre la multiplicidad de formularios o formatos que deben ser, o simplemente son, usados para presentar información. Las diferencias entre unos y otros traen consigo formas de clasificación y agrupación distinta de las cifras contenidas en los estados financieros sometidos a los máximos órganos de las entidades, llegándose incluso a calcular índices financieros distintos.

Estados financieros defectuosos

En 1998 Schuetze denunciaba:

Let me move on to some of the accounting issues with which we are dealing. The Enforcement Division was formed in the 1970s. As I said earlier, over the years, I have heard every one of the Division's Chief Accountants give speeches wherein they described their cases. Well, nothing has changed. Registrants are still doing the same things. 

Premature revenue recognition appears to be the recipe of choice for cooking the books. Recognizing revenue when an undisclosed right of return exists. Recognizing consigned inventory as sold inventory. Shipping product to company warehouses or employees' homes and recognizing sales revenue. Recognizing revenue in advance of the customer's acceptance of the product. Keeping the sales journal open after the end of the quarter or year but back-dating sales invoices. The following is quoted from the Commission's AAER 1020 dated March 25, 1998 In re Sensormatic Electronics Corporation: 

«The Commission Order finds, among other things, that from at least the start of its 1994 fiscal year through July 10, 1995, Sensormatic manipulated its quarterly revenue and earnings in order to reach its budgeted earnings goals and thereby meet analysts' quarterly earnings projections. During the relevant period, Sensormatic consistently met, within one cent, the analysts' forecasts of quarterly earnings per share, even for the third quarters which were Sensormatic's seasonally weaker quarter. 

«Sensormatic carried out this fraudulent scheme by improperly recognizing revenue through several different practices. The conduct, which occurred over a number of years and involved employees throughout the organization, primarily involved recognizing and recording revenue in one quarter from product shipped in the next quarter. At the end of each quarter Sensormatic turned back its computer clock that recorded and dated shipments so that out-of-period shipments, and consequently revenue, would be recorded in the prior quarter. According to the Order, revenue also was recognized through the following improper practices: recognizing revenue in one quarter, when products were shipped to warehouses leased by Sensormatic, instead of in the next quarter, when the products were shipped to the customers; slow shipments, whereby revenue was recognized on shipments which were made during the last days of a quarter but which were not scheduled to arrive at the customers' location until well into the next quarter; and recognizing revenue on goods at the time that they were shipped to customers even though the customers' contracts with Sensormatic contained an FOB destination provision. The amount of out-of-period revenue that Sensormatic recognized in quarters ranged from $4.6 million to $30.2 million. »

Sensormatic's income statement should have been headed up as follows: «Year ended June 35, 1994. » 

Deferral in the balance sheet of costs that should have been reported in income as operating expenses. Assigning inflated, often outrageously inflated, dollar values to exchanges of nonmonetary assets, particularly with related parties. Assigning inflated often outrageously inflated, dollar values to nonmonetary assets contributed to the corporation in exchange for debt or stock of the corporation. Not disclosing the existence of related parties and transactions with related parties. Recognizing officers' salaries as receivables. Recognizing cash taken from the corporation by officers as cash in bank or as a direct reduction of stockholders' equity instead of as a charge to expense. Including brass bars that look like gold bars in an inventory of gold. 

Bleeding into income, without disclosure, «reserves» established in business combinations or in so-called restructurings. In several recent cases, the bleeding turned into a hemorrhage from a severed carotid artery. How I dislike that word «reserve. » It is terribly misleading. Most nonaccountants, including lawyers, judges, and journalists, think that «reserves» have green money in them. For example, The New York Times of November 16, in an article by Melody Petersen, says Federal banking regulators often worry that banks have not set aside enough MONEY to cover expected loan losses. The Wall Street Journal of November 17, in an article by Elizabeth MacDonald, also equates «reserves» to MONEY. Even the Times and the Journal think that reserves are vessels containing money. 

I thought that the «reserve» issue had been resolved in 1975 when the FASB issued Statement 5 on «Accounting for Contingencies. » But, nowadays general reserves are like crab grass. They are everywhere. Tax liability cushions. Deferred tax asset cushions. Inventory reserves. Bad debt reserves. Merger reserves. Restructuring reserves. They are like dirt. They are everywhere. Some companies keep a 55-gallon drum of Miracle-Gro in the garage, and they irrigate their crab grass general reserve accounts with a garden hose hooked up to the 55-gallon Miracle-Gro drum. Then, along comes the Division of Corporation Finance, in its reviews of filings by issuers, and squirts Roundup from a spritzen bottle on issuers' balance sheets, but the crab grass general reserves keep re-emerging. (For you apartment dwellers, Roundup is a herbicide that is supposed to kill weeds.) And, the reserves are being used to manipulate earnings. Need a penny a share to meet Wall Street's expectations? Need two pennies? A nickel? A dime? Two bits? Dip into the chocolate chip cookie jar reserve. The mere existence of reserves is a chocolate chip cookie jar that management finds hard to resist when the earnings need a sugar high.

La reemisión de los estados financieros se convirtió en los últimos años en un foco de atención:

While the number of restating companies continues to make up a small percentage of all publicly listed companies annually, the number of restatements due to accounting irregularities grew significantly—about 145 percent—from January 1997 through June 2002. Based on the number of restatements as of June 30, 2002, we expect the increase to exceed 170 percent by the end of the year. The number of financial statement restatements identified each year rose from 92 in 1997 to 225 in 2001. The proportion of listed companies on NYSE, Amex, and Nasdaq identified as restating their financial reports tripled from less than 0.89 percent in 1997 to about 2.5 percent in 2001 and may reach almost 3 percent by the end of 2002. From January 1997 through June 2002, about 10 percent of all listed companies announced at least one restatement. Among the restating companies that we identified, the number of large company restatements had grown rapidly since 1997.
 The average (median) size by market capitalization of a restating company increased from $500 million ($143 million) in 1997 to $2 billion ($351 million) in 2002.
 In addition, of the 125 public companies that announced restatements due to accounting irregularities in 2002, 54 were listed on Nasdaq and 53 were listed on NYSE, which generally lists more large companies than any other stock market.

The 845 restating companies we identified had restated their financial statements for many reasons—for example, to adjust revenue, costs or expenses, or to address securities-related issues. From January 1997 to June 2002, issues involving revenue recognition (misreported or nonreported revenue) accounted for almost 38 percent of the 919 announced restatements; revenue recognition was also the primary reason for restatement each year. Finally, in reviewing the restatements, we found different parties can prompt a restatement, including the restating company, an external auditor, or SEC.

The 689 publicly traded companies we identified that announced financial statement restatements between January 1997 and March 2002 lost billions of dollars in market capitalization in the days around the initial restatement announcement. For example, from the trading day before through the trading day after an initial restatement announcement, stock prices of the restating companies that we analyzed fell almost 10 percent on average (market adjusted) We estimate that the restating companies lost about $100 billion in market capitalization, which is significant for the companies and shareholders involved but represents less than 0.2 percent of the total market capitalization of NYSE, Nasdaq, and Amex. However, these losses had potential ripple effects on overall investor confidence and market trends. Restatements involving revenue recognition led to greater marketlosses than other types of restatements. For example, although restatements involving revenue recognition accounted for 39 percent of the 689 restatements analyzed, over one-half of the total immediate losses were attributable to revenue recognition-related restatements. Although longerterm losses (60 trading days before and after) are more difficult to measure, there is some evidence that restatement announcements appear to have had an even greater negative impact on stock prices over longer periods.

The growing number of restatements and mounting questions about certain corporate accounting practices appear to have shaken investors’ confidence in our financial reporting system. Although determining the effect of financial statement restatements and other accounting issues on overall investor confidence is difficult to measure (because so many factors go into making investment decisions), various attempts to measure investor confidence have been made. For example, a UBS/Gallup surveybased index that asks questions aimed at measuring investor confidence indicates that people cited accounting practices as a serious problem and that these practices have negatively impacted securities markets.
 However, Yale University calculates four survey-based indexes that ask different questions that generally indicate that investor confidence in the markets has been largely unaffected as of June 2002
. Other sources such as empirical research studies and academic experts generally suggest accounting issues have negatively affected overall investor confidence and raised questions about the integrity of U.S. markets.

With the increase in the number of restatements due to accounting irregularities, almost 20 percent of SEC’s enforcement cases since the late 1990s were for violations resulting from financial reporting and accounting practices. An SEC official said that about half of these enforcement cases involved revenue recognition violations. Of the 150 accounting-related cases brought from January 1, 2001, to February 28, 2002, about 75 percent were brought against public companies or their directors, officers, and employees; the other 25 percent of the cases involved accounting firms and certified public accountants (CPA) To address such violations, SEC has sought a variety of penalties against these companies and individuals, including levying monetary sanctions, issuing cease-and-desist orders, and barring individuals from appearing before SEC or serving as officers or directors in public companies.
 Slightly more than half of the enforcement proceedings initiated were administrative, involving allegations that a firm or individual had violated GAAP or that an individual had caused a firm or other individuals to act unlawfully. The remainder of the enforcement proceedings initiated were civil judicial actions, usually cases involving securities fraud.

The recent increase in the number and size of financial statement restatements and disclosures of accounting issues and irregularities underlying these restatements have raised significant questions about the adequacy of the current system of corporate governance and financial disclosure oversight. In addition to public companies, their auditors, and SEC, investors rely on a variety of parties for oversight and financial information, including stock markets, securities analysts, and credit rating agencies, all of which have roles in the corporate governance system or provide information to the investing public. However, recent events have raised concerns about the roles played by each of these parties. In response, Congress, the President, SEC, the exchanges, and others have begun taking action to attempt to strengthen corporate governance and financial reporting. Most significantly, on July 30, 2002, the Sarbanes-Oxley Act was enacted.
 
 The act addresses many of these concerns, including strengthening corporate governance and improving transparency and accountability to help ensure the accuracy and integrity of the financial reporting system. In addition, the act authorizes additional funding for SEC, which as we reported in March 2002, has faced staffing and workload imbalances that have challenged its ability to fulfill its mission.
 Effectively managing its human capital resources, technology, and processes is likely to remain a challenge for SEC in the future, especially for regulatory activities involving oversight of public company disclosures and financial fraud-related enforcement.

The Sarbanes-Oxley Act addresses many of the concerns we have raised over the years involving corporate governance, auditor independence, regulation and oversight of the accounting profession, and SEC’s resource limitations.
 However, the fundamental principles of setting up the right incentives, providing adequate transparency, and ensuring full accountability are even more relevant as the new structure is being established. SEC must help ensure that corporate managers are held accountable for corporate financial reporting. Likewise, effective governance structures composed of highly qualified individuals are key to the success of any organization and system on which others must rely. In this regard, keys to successful implementation of this new structure include ensuring that (1) highly qualified individuals are appointed to the Public Company Accounting Oversight Board (Board) and that they fully embrace the principles articulated in the act and the need for reform, (2) the Board provides active leadership and ongoing input to the profession, (3) the Board ensures meaningful audit standards are adopted, and (4) the Board punishes wrongdoers appropriately.

We requested comments on the entire draft from the Chairman, SEC. SEC provided written comments. SEC noted that the report was thorough and reiterated several of our major findings. SEC stated that it is fully committed to the rule-making and other activities needed to fully implement «the letter and spirit of the [Sarbanes-Oxley] Act.» SEC added that it is particularly mindful of our observations concerning the selection of members and implementation of the Board. SEC also expressed its commitment—given the additional resources that the Sarbanes-Oxley Act identified as necessary for SEC to carry out its responsibilities and its internal resolve—to meet its ongoing human capital, technology, and process challenges. We have reprinted SEC’s written comments in appendix II, and we discuss them in greater detail near the end of this letter.

We also obtained comments from officials at the National Association of Securities Dealers (NASD), Nasdaq, NYSE, and Amex on selected excerpts of a draft of this report. Finally, we obtained comments from officials at several of the companies selected as case studies in this report. We have incorporated their comments as appropriate.

Es así como en el reciente informe del House Financial Services Committee se manifestó:
Companies are filing restatements of financial statements at a record rate to ensure that errors are carefully excised and that statements fairly present all required and needed information. The Huron Consulting Group performed a search of all quarterly and annual reports filed from 1997 through June 30 of this year. Huron included only those restatements as a result of official, accounting errors and excluded changes in accounting principles and non-financial related causes. Huron reported that, «The number of restatements filed in the five months after the enactment of Sarbanes-Oxley was significantly higher than the restatements during the first seven months of the year, and likewise as compared to the same five-month period in 2000 and 2001. » Additionally, the number of restatements filed during the latter two quarters of 2002 is the highest of any consecutive quarters during the past five years. The number of restatements announced during the first two quarters of this year is significantly higher than during the first two quarters of last year.

The number of restatements has climbed by 53 percent since 1999, while the number of publicly held companies has actually decreased by 14 percent. According to Huron, the three primary causes of accounting errors are problems applying accounting rules, human errors, and fraud.

Hay casos en los cuales la reemisión de estados financieros no implica una irregularidad

Existe la tendencia a pensar que siempre que se reemiten los estados financieros se está volviendo evidente que se cometió una irregularidad. Pero ello no es correcto. Medítese sobre las siguientes explicaciones:

To identify financial statement restatements, we used Lexis-Nexis, an online periodical database, to search for restatement announcements using variations of the word «restate. » We then identified and collected information on 919 financial statement restatements announced by 845 public companies from January 1, 1997, to June 30, 2002, that involved accounting irregularities
 resulting in material misstatements of financial results. We included only announced restatements that were being made to correct previous material misstatements of financial results. Therefore, our database excludes announcements involving stock splits, changes in accounting principles, and other financial statement restatements that were not made to correct mistakes in the application of accounting standards. While several other studies have used similar methodology, there is no known authoritative restatement list against which to compare the completeness of our list. However, we cross-checked portions of our list with lists compiled by SEC, the Congressional Research Service, and others when this information was available.
3 We also reviewed SEC filings to verify the accuracy of particular restatement announcement dates.

Dictámenes defectuosos

Así como se producen estados financieros defectuosos, pero no toda reemisión de estados financieros es fruto de una irregularidad, también se producen dictámenes defectuosos, pero no todo dictamen reemitido es consecuencia de una irregularidad.

Recientemente se han realizado varios estudios sobre la calidad de las auditorías. Si las auditorías no se realizan adecuadamente, las opiniones que se emitan con base en ellas serán incorrectas. Beasley, Carcello y Hermanson resumieron así las principales deficiencias que se han advertido
:

	Top Audit Deficiencies in SEC Enforcement Actions: 1987–1997 

 
 
Problem area 
Percentage (Number) of cases 
1. Gathering sufficient audit evidence. 
80% (36 cases)
2. Exercising due professional care. 
71% (32)
3. Demonstrating appropriate level of professional skepticism. 
60% (27) 
4. Interpreting or applying requirements of GAAP. 
49% (22) 
5. Designing audit programs and planning engagement (inherent risk issues, nonroutine transactions) 
44% (20) 
6. Using inquiry as form of evidence (relying too much on this method) 
40% (18) 
7. Obtaining adequate evidence related to the evaluation of significant management estimates (failing to gather sufficient evidence) 
36% (16)
8. Confirming accounts receivable. 
29% (13)
9. Recognizing/disclosing key related parties. 
27% (12) 
10. Relying on internal controls (rely too much/failing to react to known control weaknesses) 
24% (11) 



Datos diferentes a una misma fecha de corte

En el Derecho Colombiano existen varios momentos en los cuales la información en libros a una fecha puede ser modificada a esa misma fecha, con el ánimo de aumentar su fidelidad representativa.

Modificación de la información contable con ocasión de la certificación de estados financieros

El Decreto reglamentario 2649 de 1993 obliga a todos los administradores de los entes económicos a verificar las afirmaciones contenidas en los estados financieros
:

ART. 57— Verificación de las afirmaciones. Antes de emitir estados financieros, la administración del ente económico debe cerciorarse que se cumplen satisfactoriamente las afirmaciones, explícitas e implícitas, en cada uno de sus elementos.

Las afirmaciones que se derivan de las normas básicas y de las normas técnicas, son las siguientes:

Existencia. Los activos y pasivos del ente económico existen en la fecha de corte y las transacciones registradas se han realizado durante el período.

Integridad. Todos los hechos económicos realizados han sido reconocidos.

Derechos y obligaciones. Los activos representan probables beneficios económicos futuros (derechos) y los pasivos representan probables sacrificios económicos futuros (obligaciones), obtenidos o a cargo del ente económico en la fecha de corte.

Valuación. Todos los elementos han sido reconocidos por los importes apropiados.

Presentación y revelación. Los hechos económicos han sido correctamente clasificados, descritos y revelados.

Ahora bien: si, como resultado del proceso encaminado a cerciorarse de que se cumplan las afirmaciones, los administradores advierten que deben introducirse mejoras a la información a una fecha, ésta puede y debe ser modificada para cumplir la norma técnica de ajustes, consagrada en el Decreto reglamentario 2649 de 1993, que dice:

ART. 58— Ajustes. Antes de emitir estados financieros deben efectuarse los ajustes necesarios para cumplir la norma técnica de asignación, registrar los hechos económicos realizados que no hayan sido reconocidos, corregir los asientos que fueron hechos incorrectamente y reconocer el efecto de la pérdida de poder adquisitivo de la moneda funcional.

Esos ajustes deben comprender información conocida después de la fecha de cierre, pero antes de la emisión de los estados financieros. Dice el citado Decreto 2649:

ART. 59— Tratamiento de informaciones conocidas después de la fecha de cierre. Debe reconocerse en el período objeto de cierre el efecto de las informaciones conocidas con posterioridad a la fecha de corte y antes de la emisión de los estados financieros, cuando suministren evidencia adicional sobre condiciones que existían antes de la fecha de cierre.

Esta última disposición deja en claro que no toda la información incluida en los estados financieros es anterior a la fecha de cierre. Basta con que un dato tenga que ver con hechos económicos ocurridos antes del cierre para que deba ser reconocido a dicho cierre, siempre que se tenga noticia de él antes de la emisión de los estados financieros en cuestión.

Así las cosas, si hubiere lugar a ajustes, los estados financieros preparados antes de la verificación de las afirmaciones contendrán unas cifras distintas a los que se preparen luego de tales ajustes.

Surtidos los procedimientos que se acaban de enunciar, los administradores y el contador que los hubiese preparado podrán certificar los estados financieros.

Dice el Decreto reglamentario 2649 de 1993, aplicable a toda clase de entes económicos obligados a llevar contabilidad, con excepción de las sociedades:

ART. 33— Estados financieros certificados y dictaminados. Son estados financieros certificados aquellos firmados por el representante legal, por el contador público que los hubiere preparado y por el revisor fiscal, si lo hubiere, dando así testimonio de que han sido fielmente tomados de los libros. [...]

En materia de sociedades, la norma aplicable está contenida en la Ley 222 de 1995, donde se lee:

ART. 37— Estados financieros certificados. El representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiesen preparado los estados financieros deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. La certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los libros.

Modificación de la información contable como consecuencia del dictamen de un contador independiente

Por regla general, los estados financieros certificados pueden ser emitidos y difundidos, sea de manera general, sea de manera particular.

Sin embargo, existen ocasiones en que, antes de difundirlos, tales estados financieros certificados deben ser sometidos al examen de un contador público independiente para que éste se pronuncie sobre ellos. En estos eventos se habla de estados financieros dictaminados.

Dice el Decreto Reglamentario 2649 de 1993:

ART. 33— Estados financieros certificados y dictaminados. [...]

Son estados financieros dictaminados aquellos acompañados por la opinión profesional del contador público que los hubiere examinado con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas.

Tratándose de sociedades, la Ley 222 de 1995 dispuso
:

ART. 38— Estados financieros dictaminados. Son dictaminados aquellos estados financieros certificados que se acompañen de la opinión profesional del revisor fiscal o, a falta de éste, del contador público independiente que los hubiere examinado de conformidad con las normas de auditoría generalmente aceptadas.

Estos estados deben ser suscritos por dicho profesional, anteponiendo la expresión «ver la opinión adjunta» u otra similar. El sentido y alcance de su firma será el que se indique en el dictamen correspondiente.

Cuando los estados financieros se presenten conjuntamente con el informe de gestión de los administradores, el revisor fiscal o contador público independiente deberá incluir en su informe su opinión sobre si entre aquéllos y éstos existe la debida concordancia.

Esta segunda norma deja en claro que solo se pueden dictaminar estados financieros previamente certificados.

El dictamen de un estado financiero puede tener causa en diversas circunstancias: (1) Ser consecuencia de la existencia de revisor fiscal, puesto que éste tiene el deber de opinar sobre los estados financieros que produzca el ente por él fiscalizado, según lo impone el numeral 7° del artículo 207 del Código de Comercio. (2) Ser necesario por virtud de norma legal que así lo exija. Existen muchas a este respecto y existirán más como consecuencia de la facultad que dio al Gobierno el artículo 45 de la Ley 190 de 1995. (3) Ser el resultado de un pacto contractual por el cual el emisor se hubiese obligado a someter a dictamen sus estados. (4) Por la simple voluntad del preparador.

En desarrollo del examen de unos estados financieros, el contador público puede considerar que la información no es correcta. Lo señalará así en su dictamen.

Ahora bien: puede suceder que la administración, recibido el dictamen, dé la razón al contador público independiente y proceda a modificar los estados financieros, dando así lugar a un nuevo dictamen.

Así, por ejemplo, enseñan las Normas Internacionales de Auditoría:

11. Si al leer la otra información, el auditor identifica una inconsistencia de importancia relativa, el auditor deberá determinar si los estados financieros auditados o la otra información necesitan ser corregidos.

12. Si se necesita una corrección en los estados financieros auditados y la entidad se niega a hacer la corrección, el auditor debería expresar una opinión con salvedad o adversa. 

Recuérdese que en Colombia son los administradores los que están obligados a presentar el dictamen al máximo órgano social, según puede verse tanto en el artículo 446 del Código de Comercio, como en el artículo 46 de la Ley 222 de 1995. Es por ello que los administradores reciben el informe del contador previamente y, entonces, pueden o no estar de acuerdo con éste. Si están de acuerdo, como es obvio, procurarán que se hagan las correcciones del caso.

Adviértase que en Colombia podrían quedar asociados a estados financieros no auditados contadores públicos en ejercicio de las más diversas funciones. Pero aún en estos casos el contador debería solicitar las correcciones que estime pertinentes:

 39. El contador público que tenga conocimiento de deficiencias en la presentación de los estados financieros no auditados, o de que éstos no están de acuerdo con principios de contabilidad, o de falta de aplicación uniforme de los mismos, deberá solicitar a la compañía la corrección de las deficiencias observadas, y de no lograrlo, señalará la naturaleza del problema y de ser posible su efecto cuantitativo, y deberá manifestar las aclaraciones que se deriven de las situaciones antes mencionadas.

Modificación de la información contable después de dictaminada y antes de su aprobación por el órgano competente

La información contable puede ser modificada durante el lapso que transcurre entre la culminación de su preparación y el momento fijado para ser considerada por el órgano competente para ello. Destacamos dos hipótesis: (1) Modificación por voluntad de los preparadores y (2) Modificación por orden de Autoridad.

Modificación por voluntad de los preparadores

El siguiente caso, ya resuelto por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, es suficiente para ilustrar esta hipótesis:

[...] Consulta

¿Cuál debe ser el procedimiento para la corrección de errores en los estados financieros cuando ya los registros contables están cerrados?

Concepto

Resumen de las inquietudes, algunas consideraciones y ampliación de las dudas:

1. En su calidad de revisor fiscal de una sociedad anónima, hecha la citación a la asamblea general ordinaria y estando los libros a disposición de los accionistas, se detectó un error en los inventarios que incrementaban la utilidad en $ 5.000.000; por lo cual usted ordenó la corrección de los errores y presentar a la asamblea los estados financieros corregidos.

2. La asamblea general se realizó de acuerdo con la citación y se dieron amplias y claras explicaciones que justificaban la corrección en los estados financieros, luego de lo cual fueron aprobados por unanimidad.

3. Uno de los accionistas que se retiró de la asamblea porque no se aceptó una propuesta de modificación del orden del día, luego entabló acción judicial de carácter civil solicitando la anulación de la asamblea y una indemnización.

Ampliaciones y consideraciones:

Con el propósito de presentar una opinión sobre los hechos planteados, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública hizo las siguientes reflexiones y ampliaciones:

1. El tema presentado obedece a una situación del ejercicio profesional de los contadores públicos, actuando en calidad de revisores fiscales y por la problemática de la consulta se deben tener presentes las normas del Código del Comercio, especialmente el capítulo II sobre reserva y exhibición de libros de comercio, artículos 61 al 67, el capítulo VIII sobre revisoría fiscal, artículos 203 al 217, el capítulo III sección I sobre la asamblea general de accionistas, artículos 419 al 433 y el capítulo IV sección I sobre balances de fin de ejercicio y anexos, artículos 445 al 450.

2. Igualmente se tiene presente el pronunciamiento Nº 7 de este consejo sobre el ejercicio de la revisoría fiscal y la Ley 43 de 1990 reglamentaria de la profesión del contador público.

3. Sobre los hechos presentados, este consejo amplió telefónicamente la información con el consultante confirmando que:

a) Se hicieron las correcciones correspondientes en los libros oficiales de contabilidad que están inscritos en la cámara de comercio;

b) Los estados financieros básicos definitivos, fueron elaborados nuevamente y distribuidos a todos los accionistas;

c) Se expidió nuevo dictamen del revisor fiscal sobre dichos estados financieros corregidos, y

d) Igualmente se determinó la poca materialidad del error detectado frente a la utilidad e ingresos del período.

Considerando lo anterior se conceptúa:

1. El contador público cuando actúa como revisor fiscal está en la obligación de cumplir con las funciones y responsabilidades asignadas en el Código de Comercio, la Ley 43 de 1990 y el pronunciamiento No. 7 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública.

2. De acuerdo con el decreto 2649 del 29 de diciembre de 1993 los estados financieros deben reflejar la situación económica de los negocios y basarse en registros de contabilidad, los cuales deben estar presentados de acuerdo con los principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia.

Dicho decreto determina entre otras cosas:

a) El marco conceptual de la Contabilidad.

b) Las normas técnicas para el manejo operativo contable.

c) Las normas sobre registros y libros.

De la disposición anterior, merecen destacarse al respecto, los artículos 59 y 96 sobre «Tratamiento de las informaciones conocidas después de la fecha de cierre» y «reconocimiento de ingresos y gastos así: (…)

Por todo lo anterior, podemos concluir que la actuación del revisor fiscal, en el caso que nos ocupa, se ajustó a la normatividad vigente sobre el ejercicio profesional del contador público [...]

Es que si se advierte que se ha incurrido en un error es necesario corregirlo porque solo así se da cabal cumplimiento a las normas que rigen la contabilidad en Colombia. Obsérvese que en este caso no medió orden de Autoridad alguna que ordenara la corrección.

Modificación por orden de Autoridad

No es posible explicar aquí todos los casos en que las Autoridades podrían ordenar corregir estados financieros. Reduciremos nuestros comentarios a las sociedades.

Como se sabe, existen en Colombia 11 Superintendencias. Además, algunas entidades gubernamentales de otra naturaleza también fiscalizan las sociedades.

En algunos casos la inspección, vigilancia o control es exclusiva de una entidad. En otros existe cierto “control concurrente” como lo ha denominado la doctrina.

Las facultades de cada entidad gubernamental suelen ser diferentes de las otorgadas a otras entidades.

Tratándose de la Superintendencia de Sociedades, su fiscalización se surte en tres niveles: (1) inspección
, (2) vigilancia
 y (3) control
.

Si bien todas las sociedades están sometidas a inspección, solo algunas lo están a vigilancia
.

Una de las características del sistema de estratos o niveles de fiscalización consiste en que las inspeccionadas solo son objeto de actuación ocasional, mientras las vigiladas están sometidas a un seguimiento permanente.

Así, los estados financieros de todas las entidades vigiladas son examinados por la Superintendencia de Sociedades, al paso que solamente algunos estados financieros de entidades inspeccionadas son objeto de tal examen.

En cuanto a la oportunidad de tal examen, ello puede suceder antes de la reunión del máximo órgano social o después. La Superintendencia de Sociedades es libre para fijar la oportunidad.

Pues bien: cuando la Superintendencia pide la información antes de la reunión del máximo órgano social en la cual habrán de considerarse los estados financieros, estos pueden ser objeto de modificaciones por acción de la Autoridad.

A vía de ejemplo, considérese el siguiente numeral de la Circular Externa número 13 de 1994, mediante la cual la Superintendencia de Sociedades pidió información antes de su consideración por el órgano social:

 6. Para el envío a esta superintendencia, no se requiere que los mismos estén aprobados por el máximo órgano social. No obstante, en caso de presentarse modificaciones posteriores, la sociedad deberá remitir un nuevo disquete que las incluya, con oficio remisorio en el que se indique los rubros y cuantías de los cambios realizados, acompañado de una nueva certificación en los términos del artículo 290 aludido. [...]

Existen Superintendencias, como la Bancaria
, que tienen la facultad de autorizar para aprobación los estados financieros
. En estos casos la posibilidad de tener que ajustar la información contable por orden de Autoridad siempre se ubicará antes de la reunión del máximo órgano social.

Modificación de la información contable como consecuencia de orden emanada del órgano corporativo competente

Tratándose de personas jurídicas es usual que el máximo órgano deba considerar y aprobar o improbar los estados financieros. Generalmente con esta consideración se pretenden dos fines: (1) evaluar la gestión de los administradores y (2) disponer sobre los resultados del ejercicio.

En materia de sociedades el Código de Comercio dispone:

ART. 187.—La junta o asamblea ejercerá las siguientes funciones generales, sin perjuicio de las especiales propias de cada tipo de sociedad:

1. Estudiar y aprobar las reformas de los estatutos;

2. Examinar, aprobar o improbar los balances de fin de ejercicio y las cuentas que deban rendir los administradores;

3. Disponer de las utilidades sociales conforme al contrato y a las leyes;

4. Hacer las elecciones que corresponda, según los estatutos o las leyes, fijar las asignaciones de las personas así elegidas y removerlas libremente;

5. Considerar los informes de los administradores o del representante legal sobre el estado de los negocios sociales, y el informe del revisor fiscal, en su caso;

6. Adoptar, en general, todas las medidas que reclamen el cumplimiento de los estatutos y el interés común de los asociados;

7. Constituir las reservas ocasionales, y

8. Las demás que les señalen los estatutos o las leyes.

PAR. —Las funciones anteriores podrán cumplirse lo mismo en las reuniones ordinarias que en las extraordinarias, si en el contrato social o en las leyes no se previene otra cosa.

Obsérvese, como ya se ha señalado en este escrito, que los estados financieros deben presentarse al máximo órgano debidamente dictaminados cuando a ello hay lugar. Y puede ser, además, que hayan merecido, también con anterioridad, el visto bueno de la Autoridad competente.

 A pesar de estar dictaminados, el máximo órgano puede improbar
 los estados financieros, dándose así lugar a una corrección de los mismos.

José Ignacio Narváez García enseña:

El balance de fin de ejercicio adquiere existencia jurídica cuando es aprobado por el órgano máximo de la sociedad. En verdad a éste corresponde privativamente tal atribución. Inclusive en el ámbito de la impugnación de decisiones sociales, si el juez declara nula la aprobación del balance, tendrá que ordenar a los administradores la presentación de otro que incorpore las correcciones o enmiendas para que la junta de socios o asamblea se pronuncie sobre el balance rectificado. Ninguna autoridad puede usurpar esa función ni siquiera en caso de renuencia de los órganos sociales.

Cuando el órgano supremo de la sociedad considera que los anexos y notas del estado financiero de propósito general son deficientes, puede exigir los datos y comprobaciones necesarios para lograr un cabal conocimiento de la situación de los negocios sociales. Además, tiene la facultad para designar comisiones encargadas de llevar a cabo indagaciones y exámenes minuciosos de la contabilidad y que rindan el dictamen correspondiente. Tal decisión puede ser adoptada aunque no aparezca en el orden del día porque está implícita en el enunciado «discusión y aprobación del balance».

La facultad de improbar y modificar los estados financieros es reconocida por la generalidad de las legislaciones. Así Garrigues y Uría comentan:

[...] la junta, en su condición de órgano supremo, no está ligada ni por la propuesta o proyecto formulados por los administradores, ni por los reparos, observaciones o propuestas de modificación que puedan hacer los censores. Los accionistas, a través de la junta, pueden modificar el balance como tengan conveniente, decidiendo la forma definitiva del mismo dentro de las normas que la ley establece para su formación, sin que sea precisa nueva intervención de los censores y puesta a disposición de los accionistas, pues estos requisitos son exigidos por los artículos 108 y 110 en relación con la documentación presentada por los administradores y persiguen una finalidad de control e información atendida con anterioridad. También pueden los accionistas desaprobar el balance en su totalidad y remitirlo de nuevo a los administradores para que vuelvan a confeccionarlo conforme a las instrucciones concretas de la junta, que en ese caso deberá volver a reunirse para el examen y aprobación, si procede, del nuevo balance. 

Vásquez señala en similar sentido:

[...] la asamblea discutirá sobre el balance puesto a su consideración para aprobarlo o modificarlo. En el curso de la discusión los accionistas podrán pedir a los administradores y al comisario cualquier información adicional que consideren conveniente para tener una mejor idea respecto del estado contable de la sociedad, y más en concreto, sobre el balance presentado.

El balance podrá aprobarse por los accionistas o bien proponer modificaciones, en este caso, y siempre que sea posible, en el acto mismo de la discusión, el balance podrá modificarse para que se apruebe en definitiva, con las modificaciones propuestas. Si los cambios requeridos no pueden hacerse en el momento de su proposición, los accionistas podrán decidir que la aprobación del balance se reserve para otra ocasión, y se ocuparán de los demás puntos del orden del día.

La modificación parcial del balance, en realidad no es sino un rechazo del mismo; no obstante, puede diferenciarse entre rechazo por modificaciones y rechazo total.

El primer caso, lo acabamos de ver, consiste en reservar la aprobación para cuando se hagan las modificaciones. El segundo se presenta cuando la asamblea no aprueba ninguno de los conceptos contenidos en el balance, ya sea porque considere que son falsos o porque crea que son erróneos. Será necesario entonces, celebrar una nueva asamblea a la cual se presentará un nuevo balance. Esta última hipótesis, es muy difícil que se presente en la práctica.

Modificación de la información contable como consecuencia de la orden de una Autoridad expedida después de la aprobación de los estados financieros por el órgano corporativo competente

Puede ser que la orden de rectificación de los estados financieros se produzca antes de la consideración de éstos por el órgano competente de la persona jurídica. Pero puede ser que dicha orden se produzca después. Ante esta posibilidad, la Superintendencia de Sociedades, en su Circular Externa número 013 de 1997 dispuso:

Las correcciones que ordene efectuar la superintendencia, procederán sin perjuicio de que el máximo órgano social hubiese aprobado los estados financieros. [...]

3.4.3. Como consecuencia de lo anterior y en razón a que se modifican los estados financieros se ordenará convocar al máximo órgano social para que ponga en consideración nuevamente la información financiera. La convocatoria a los asociados procederá dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha en que se ordene la respectiva rectificación. Una vez convocado debe darse cumplimiento de nuevo a lo previsto en los artículos 446 y 447 del Código de Comercio, en concordancia con el artículo 48 de la ley 222 ya citada.

3.4.4 Como evidencia de la convocatoria remitirán a la Superintendencia copia de la misma para que si el despacho lo considera conveniente envíe delegado a la reunión.

3.4.5 Una vez aprobados los nuevos estados financieros por el máximo órgano social, la sociedad enviará otro disquete con la información financiera y las notas corregidas. Las rectificaciones efectuadas de acuerdo con lo previsto en el mismo artículo 40 se darán a conocer al difundirse los estados financieros respectivos.

3.4.6 Aquellas correcciones que no afecten de manera significativa la situación financiera de la sociedad y los resultados del ejercicio se puedan ordenar, corregir en el año en que se estén estudiando los estados financieros.

Adicionalmente, es del caso señalar que sin perjuicio de que se hayan ordenado correcciones en el ejercicio objeto de revisión, esta superintendencia puede igualmente exigir registros en el ejercicio en curso por determinados errores que inciden en su estructura financiera.

La reemisión de estados financieros en las normas internacionales de contabilidad

Las normas internacionales de contabilidad aluden a la reemisión de estados financieros. Por ejemplo
:

Ias
 8

32.
On rare occasions, an error has such a significant effect on the financial statements of one or more prior periods that those financial statements can no longer be considered to have been reliable at the date of their issue. These errors are referred to as fundamental errors. An example of a fundamental error is the inclusion in the financial statements of a previous period of material amounts of work in progress and receivables in respect of fraudulent contracts which cannot be enforced. The correction of fundamental errors that relate to prior periods requires the restatement of the comparative information or the presentation of additional pro forma information.

36.
The restatement of comparative information does not necessarily give rise to the amendment of financial statements which have been approved by shareholders or registered or filed with regulatory authorities. However, national laws may require the amendment of such financial statements.

51.
The restatement of comparative information does not necessarily give rise to the amendment of financial statements which have been approved by shareholders or registered or filed with regulatory authorities. However, national laws may require the amendment of such financial statements.

Ias 34

Restatement of Previously Reported Interim Periods

43.
A change in accounting policy, other than one for which the transition is specified by a new International Accounting Standard, should be reflected by:

(a)
restating the financial statements of prior interim periods of the current financial year and the comparable interim periods of prior financial years (see paragraph 20), if the enterprise follows the benchmark treatment under IAS 8; or

(b)
restating the financial statements of prior interim periods of the current financial year, if the enterprise follows the allowed alternative treatment under IAS 8. In this case, comparable interim periods of prior financial years are not restated. 

44.
One objective of the preceding principle is to ensure that a single accounting policy is applied to a particular class of transactions throughout an entire financial year. Under IAS 8, a change in accounting policy is reflected by retrospective application, with restatement of prior period financial data, if practicable. However, if the amount of the adjustment relating to prior financial years is not reasonably determinable, then under IAS 8 the new policy is applied prospectively. An allowed alternative is to include the entire cumulative retrospective adjustment in the determination of net profit or loss for the period in which the accounting policy is changed. The effect of the principle in paragraph 43 is to require that within the current financial year any change in accounting policy be applied retrospectively to the beginning of the financial year. 

Ias 35
45.
Comparative information for prior periods that is presented in financial statements prepared after the initial disclosure event should be restated to segregate continuing and discontinuing assets, liabilities, income, expenses, and cash flows in a manner similar to that required by paragraphs 27-43. 

Conclusión

Como se ve, la rectificación ordenada por Autoridad no es el único caso en que la información financiera puede ser modificada a la misma fecha en la cual se preparó previamente un estado financiero. La figura de la reemisión de estados financieros es mencionada por las normas internacionales de contabilidad.

Período contable en que deben incluirse las modificaciones

El artículo 57 del Código de Comercio consagra la regla general en materia de corrección de los errores que se adviertan en la información contable. El él se lee:

ART. 57. —En los libros de comercio se prohíbe:

1. Alterar en los asientos el orden o la fecha de las operaciones a que éstos se refieren.

2. Dejar espacios que faciliten intercalaciones o adiciones en el texto de los asientos o a continuación de los mismos.

3. Hacer interlineaciones, raspaduras o correcciones en los asientos. Cualquier error u omisión se salvará con un nuevo asiento en la fecha en que se advirtiere.

4. Borrar o tachar en todo o en parte los asientos.

5. Arrancar hojas, alterar el orden de las mismas o mutilar los libros.

Con base en la norma transcrita se ha sostenido que el error en materia contable afecta, por regla general, el período en el cual se conoce y no necesariamente el período en el cual se cometió.

Esta regla general sufre dos importantes modificaciones: (1) La que tiene que ver con la información conocida después de cierre pero antes de la emisión de los estados y (2) la orden oportuna de rectificación emanada de una Autoridad.

La primera excepción ya ha sido mencionada atrás. Aunque el hecho se advierta en el período posterior, si no se han emitido los estados, debe darse efecto en el período respecto del cual se están preparando los estados, tal como lo dispone el ya nombrado artículo 59 del Decreto reglamentario 2649 de 1993
.

Una segunda excepción está consagrada, respecto de las sociedades, en la ley 222 de 1995. El párrafo segundo del artículo 40 de esta Ley prescribe:

Tratándose de estados financieros de fin de ejercicio, las rectificaciones afectarán el período objeto de revisión, siempre que se notifique dentro del mes siguiente a la fecha en la cual se hayan presentado en forma completa ante la respectiva autoridad. Pasado dicho lapso las rectificaciones se reconocerán en el ejercicio en curso.

Es decir: el período que se afecte depende de la oportunidad en que se expida la orden de rectificación. Si lo es dentro del mes siguiente a la presentación completa de la información a la Autoridad, el período afectado será aquél que es objeto de la glosa. Si se deja pasar dicho mes el reconocimiento o ajuste se hará en el período siguiente.

Dejando a salvo las dos excepciones anotadas, se sigue la regla general. Dice el Decreto Reglamentario 2649 de 1993:

ART. 106. —Reconocimiento de errores de ejercicios anteriores. Las partidas que correspondan a la corrección de errores contables de períodos anteriores, provenientes de equivocaciones en cómputos matemáticos, de desviaciones en la aplicación de normas contables o de haber pasado inadvertidos hechos cuantificables que existían a la fecha en que se difundió la información financiera, se deben incluir en los resultados del período en que se advirtieren.

Los errores de ejercicios anteriores son objeto de explicación en las notas a los estados financieros, conforme al numeral 13 del artículo 115 del Decreto reglamentario 2649 de 1993.

Unas pocas palabras sobre la rectificación ordenada por la Autoridad

Las reglas que se acaban de explicar fueron concebidas respecto de información de fin de período contable. Sin embargo algunas autoridades colombianas suelen exigir asientos retroactivos respecto de información intermedia.

Al modificar el artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el artículo 45 de la Ley 795 de 2003, entre otras cosas, dispuso:

5. Autoliquidaciones

Cuando las entidades vigiladas presenten información financiera y contable a la Superintendencia Bancaria, debidamente certificada por el representante legal y el revisor fiscal, en relación con los informes sobre encaje, niveles adecuados de patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia, inversiones obligatorias, máximos y mínimos de inversión y demás controles de ley, dicha información constituye una declaración sobre su cumplimiento o incumplimiento.

Si dentro de los sesenta (60) días siguientes a la presentación de la información aludida no se presentan objeciones por parte de la Superintendencia Bancaria, dicha declaración quedará en firme. La entidad vigilada, podrá por una sola vez, dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la declaración adicionar o aclarar la información presentada.

En este último caso la Superintendencia Bancaria contará con un plazo de treinta (30) días, contados a partir de la fecha de la presentación de la adición o aclaración, para pronunciarse definitivamente. Emitido el pronunciamiento por parte de la superintendencia en dicho plazo, o vencido el término sin que exista pronunciamiento la declaración quedará en firme.

En el evento de que la Superintendencia Bancaria formule objeciones dentro de los sesenta (60) días previstos en este numeral, la entidad vigilada contará con un término, por una sola vez, de quince (15) días contados a partir de la fecha de la comunicación que objete la liquidación, para controvertir la misma. Si la entidad vigilada, dentro de este plazo, no se pronuncia o se allana a las objeciones de la Superintendencia Bancaria la liquidación quedará en firme. Si la controvierte, bajo fundadas razones, el pronunciamiento emitido por el organismo de control sobre las mismas tendrá del carácter de definitivo y dejará en firme la respectiva liquidación.

Una vez quede en firme la declaración presentada o la liquidación que realice la Superintendencia Bancaria, según corresponda, la entidad vigilada deberá proceder a consignar a favor del tesoro nacional dentro de los diez (10) días siguientes el valor de la sanción autoliquidable contemplada en la norma que así lo predetermine.

Transcurrido el plazo precitado sin que se haya efectuado la consignación aludida, se generarán intereses de mora en los términos señalados en el numeral 1º del artículo 212 de este estatuto. En este evento la Superintendencia Bancaria podrá cobrar la obligación por jurisdicción coactiva para lo cual constituye título ejecutivo la declaración junto con la certificación de haber quedado en firme expedida por el funcionario que el Superintendente Bancario determine mediante acto general.

La determinación de un plazo para pronunciarse sobre la información intermedia sigue la misma línea de pensamiento que estuvo presente al redactar la institución de la rectificación que contempló la Ley número 222 de 1995.

Desafortunadamente, las autoridades no acatan esas normas en forma estricta. De hecho se toman plazos mayores y los particulares debemos esperar buenamente a que las autoridades resuelvan. 

En primer lugar debemos reconocer que en veces el problema se debe a la falta de una correcta arquitectura organizacional. En un Estado con déficit, se nos ha vuelto ordinario achicar las entidades, pero sin disminuir sus funciones. Esta irrazonable estrategia produce una de dos cosas: ineficiencia estatal expresada en la lenta resolución de las cuestiones o en la falta de pronunciamiento sobre ellas, o el crecimiento forzado de las instituciones para superar los inconvenientes que produjeron las inadecuadas reducciones. Esto último es apetecido por algunos, quienes ven en ello la oportunidad de hacer nombramientos y cumplir así sus compromisos y satisfacer sus apetencias burocráticas.

En segundo lugar, la congestión que desborda los recursos disponibles es producto de la manía colombiana de fijar plazos estrechos para que todos cumplamos, más o menos al mismo tiempo, con nuestros deberes. La radicación de información tiene los síntomas claros de una avalancha y trae consigo más de un ahogamiento.

En tercer lugar, la estructura piramidal de nuestras organizaciones estatales y la baja delegación de facultades, hace que la información fluya por “tuberías” que se van estrechando, aumentando la presión, como si se tratara de una instalación hidráulica. 

En cuarto lugar, triste pero justo anotarlo, la Autoridad no ha podido reducir su intervención ante las manifestaciones frecuentes de lo que ha dado en llamarse “contabilidad creativa”. Si no fuese por el esfuerzo de atajar representaciones inadecuadas tal vez estaríamos ante información muy parecida a la que en 1930 atrapó y destruyó a muchos inversionistas. Obviamente en este estadio salen muy “mal parados” los instrumentos de fiscalización internos y externos.

En quinto lugar, encontramos la falta de reglas claras y de entendimientos comunes sobre ellas. Mucho tiempo se nos va en resolver qué dicen las normas.

La pronta resolución sobre la información es un imperativo de la economía de mercado. Los costos de las demoras pueden estar costándonos mucho. Cuestión que no es de poca monta puesto que somos un País pobre y con déficit.

Emisión de los estados financieros

Como se explica en el párrafo anterior, el tratamiento de los hechos conocidos después de la fecha de corte de los estados financieros depende de si éstos han sido o no emitidos. Sobre este tema se ocupa Ias 10, Events After the Balance Sheet Date.

La norma internacional aludida se pronuncia expresamente sobre la emisión de los estados financieros de la siguiente manera:

3.
The process involved in authorizing the financial statements for issue will vary depending upon the management structure, statutory requirements and procedures followed in preparing and finalizing the financial statements.

4.
In some cases, an enterprise is required to submit its financial statements to its shareholders for approval after the financial statements have already been issued. In such cases, the financial statements are authorized for issue on the date of original issuance, not on the date when shareholders approve the financial statements.

Example

The management of an enterprise completes draft financial statements for the year to 31 December 20X1 on 28 February 20X2. On 18 March 20X2, the board of directors reviews the financial statements and authorizes them for issue. The enterprise announces its profit and selected other financial information on 19 March 20X2. The financial statements are made available to shareholders and others on 1 April 20X2. The annual meeting of shareholders approves the financial statements on 15 May 20X2 and the approved financial statements are then filed with a regulatory body on 17 May 20X2.

The financial statements are authorized for issue on 18 March 20X2 (date of Board authorization for issue)

5.
In some cases, the management of an enterprise is required to issue its financial statements to a supervisory board (made up solely of non-executives) for approval. In such cases, the financial statements are authorized for issue when the management authorizes them for issue to the supervisory board.

Example

On 18 March 20X2, the management of an enterprise authorizes financial statements for issue to its supervisory board. The supervisory board is made up solely of non-executives and may include representatives of employees and other outside interests. The supervisory board approves the financial statements on 26 March 20X2. The financial statements are made available to shareholders and others on 1 April 20X2. The annual meeting of shareholders receives the financial statements on 15 May 20X2 and the financial statements are then filed with a regulatory body on 17 May 20X2. 

The financial statements are authorized for issue on 18 March 20X2 (date of management authorization for issue to the supervisory board)

6.
Events after the balance sheet date include all events up to the date when the financial statements are authorized for issue, even if those events occur after the publication of a profit announcement or of other selected financial information.

A la luz de esta norma internacional, los estados financieros estarían emitidos cuando se envíen a las autoridades gubernamentales, cuando se pongan a disposición de aquéllos que deben aprobarlos o improbarlos ​–tales como los socios de las compañías comerciales–, o cuando se haga uso de ellos, suministrando información a terceros, como, por ejemplo, cuando mediante noticias de prensa se informe sobre los resultados financieros del ente.

Ahora bien: Ias 10 espera que la fecha de emisión sea objeto de revelación y que se advierta si con posterioridad habría lugar a cambios que afectasen los estados financieros:

16.
An enterprise should disclose the date when the financial statements were authorized for issue and who gave that authorization. If the enterprise’s owners or others have the power to amend the financial statements after issuance, the enterprise should disclose that fact. 

17.
It is important for users to know when the financial statements were authorized for issue, as the financial statements do not reflect events after this date.

La fecha de emisión es el concepto que nos permite establecer cuándo nos encontramos ante un estado financiero reemitido y, consecuentemente, cuándo estamos en presencia de un dictamen reemitido.

La aprobación de los estados financieros por el órgano corporativo competente NO es condición para poder darlos a conocer

Se ha sostenido que no es conforme a la ley dar a conocer información de fin de ejercicio sin que ésta haya sido aprobada por el órgano corporativo competente. Ciertamente el depósito de los estados financieros requiere que éstos hayan sido aprobados. Pero ésta es la única norma en que la ley condiciona a tal aprobación la publicidad de los estados. Extender esta condición a casos diferentes de los previstos en la norma constituye una indebida aplicación de la misma. A falta de norma que prohíba su divulgación antes de su aprobación, debe entenderse que la difusión de los estados financieros es posible en cualquier tiempo, pues lo que no está prohibido está permitido.

Al respecto procede citar la siguiente opinión de la Superintendencia de Sociedades:

En cuanto a las inquietudes sobre si el gerente de la empresa, puede proporcionar informes sobre los estados financieros de la sociedad, antes de que la Asamblea de Accionistas les imparta aprobación y si se requiere el concepto de esta Entidad en razón de que la Contraloría General de la República ha solicitado el envío del balance general, dado que una Empresa Industrial y Comercial del Estado tiene participación en el capital social, este Despacho considera que la sociedad puede proporcionar y allegar informes sobre los estados financieros antes de que la Asamblea General de Accionistas los considere, siempre que se haga la salvedad por escrito de que tales estados financieros no han sido aprobados por el Máximo Órgano Social.

Existen otros casos en que la información se da a conocer sin que haya sido aprobada por el órgano corporativo competente, como es precisamente el caso de la información que se envía a las entidades gubernamentales que ejercen inspección, vigilancia o control.

Se ha aducido que bien podría citarse a una reunión, tal vez extraordinaria, para considerar los estados financieros antes de hacerlos conocer por terceros. Esta sugerencia debe ser analizada con mayor cuidado, sobre todo si se tiene en cuenta que las reuniones en que vayan a considerarse estados financieros suponen la exhibición de otra serie de documentos, algunos de los cuales se preparan luego de que están terminados tales estados, como el informe de gestión, y, de otra parte, que tales reuniones llevan consigo un término de convocatoria mínimo de 15 días hábiles. En las circunstancias eso podría hacer imposible presentar la información a tiempo. 

Por lo demás, los entes económicos, según lo dispone el Decreto reglamentario 2649 de 1993, disponen hasta el 31 de enero de cada año para asentar todas las operaciones correspondientes al mes de diciembre anterior. Y resulta que únicamente cuando todas esas operaciones se hayan asentado es que se puede proceder a elaborar estados financieros con base en libros. De manera que resulta totalmente prudente y acompasado con la realidad que el legislador hubiese dado a las sociedades hasta el 31 de marzo para que se someta en tiempo los estados financieros a la consideración del máximo órgano social.

De otra parte, es evidente que la aprobación de un estado por el máximo órgano de una sociedad no es condición de su divulgación, como resulta patente si en lugar de estados de fin de ejercicio se repara en las múltiples normas que obligan la difusión de estados financieros de períodos intermedios, publicación que ahora podrá incrementarse debido a las amplias facultades que concedieron los artículos 34 y 41 de la Ley 222 de 1995.

Reemisión del dictamen de un contador 

Las normas de auditoría internacionales se refieren expresamente a la reemisión del dictamen del auditor. Así, por ejemplo:

Isa 710:

14. In performing the audit of the current period financial statements, the auditor, in certain unusual circumstances, may become aware of a material misstatement that affects the prior period financial statements on which an unmodified report has been previously issued.

15. In such circumstances, the auditor should consider the guidance in ISA 560 «Subsequent Events» and:

(a) If the prior period financial statements have been revised and reissued with a new auditor’s report, the auditor should be satisfied that the corresponding figures agree with the revised financial statements; or

(b) If the prior period financial statements have not been revised and reissued, and the corresponding figures have not been properly restated and/or appropriate disclosures have not been made, the auditor should issue a modified report on the current period financial statements modified with respect to the corresponding figures included therein.

16. If, in the circumstances described in paragraph 14, the prior period financial statements have not been revised and an auditor’s report has not been reissued, but the corresponding figures have been properly restated and/or appropriate disclosures have been made in the current period financial statements, the auditor may include an emphasis of matter paragraph describing the circumstances and referencing to the appropriate disclosures. In this regard, the auditor also considers the guidance in ISA 560 «Subsequent Events. »
26. When the financial statements of the prior period were audited by another auditor,

(a) The predecessor auditor may reissue the audit report on the prior period with the incoming auditor only reporting on the current period; or

(b) The incoming auditor’s report should state that the prior period was audited by another auditor and the incoming auditor’s report should indicate:

(i) That the financial statements of the prior period were audited by another auditor;

(ii) The type of report issued by the predecessor auditor and if the report was modified, the reasons therefore; and

(iii) The date of that report.

27. In performing the audit on the current period financial statements, the incoming auditor, in certain unusual circumstances, may become aware of a material misstatement that affects the prior period financial statements on which the predecessor auditor had previously reported without modification.

28. In these circumstances, the incoming auditor should discuss the matter with management and, after having obtained management’s authorization, contact the predecessor auditor and propose that the prior period financial statements be restated. If the predecessor agrees to reissue the audit report on the restated financial statements of the prior period, the auditor should follow the guidance in paragraph 26.
29. If, in the circumstances discussed in paragraph 27, the predecessor does not agree with the proposed restatement or refuses to reissue the audit report on the prior period financial statements, the introductory paragraph of the auditor’s report may indicate that the predecessor auditor reported on the financial statements of the prior period before restatement. In addition, if the incoming auditor is engaged to audit and applies sufficient procedures to be satisfied as to the appropriateness of the restatement adjustment, the auditor may also include the following paragraph in the report:

We also audited the adjustments described in Note X that were applied to restate the 19X1 financial statements. In our opinion, such adjustments are appropriate and have been properly applied.

La modificación del dictamen como consecuencia de hechos posteriores está ampliamente contemplada en la sección 560 de las Normas Internacionales de Auditoría. Entre toda la regulación citamos:

9. Cuando, después de la fecha del dictamen del auditor pero antes de que se emitan los estados financieros, el auditor se da cuenta de un hecho que pueda afectar en forma importante los estados financieros, el auditor debería considerar si los estados financieros necesitan corrección, debería discutir el asunto con la administración, y debería tomar la acción apropiada en las circunstancias.

10. Cuando la administración corrige los estados financieros, el auditor realizará los procedimientos necesarios en las circunstancias y proporcionará a la administración un nuevo dictamen sobre los estados financieros corregidos. [...]

14. Cuando, después de que los estados financieros han sido emitidos, el auditor se da cuenta de un hecho que existía en la fecha del dictamen del auditor y que, si hubiera conocido en esa fecha, pudiera haber sido causa de que el auditor modificara el dictamen del auditor, el auditor debería considerar si los estados financieros necesitan revisión, debería discutir el asunto con la administración, y debería tomar la acción apropiada en las circunstancias.

15. Cuando la administración revisa los estados financieros, el auditor debería realizar los procedimientos de auditoría necesarios en las circunstancias, debería revisar los pasos tomados por la administración para asegurar que cualquiera en posesión de estados financieros previamente emitidos junto con el dictamen del auditor sea informado, por lo tanto, de la situación, y debería emitir un nuevo dictamen sobre los estados financieros revisados.

Recuérdese que el párrafo 16 del Pronunciamiento número 2 del Consejo Técnico de la Contaduría Pública recomienda la aplicación en Colombia de las Normas Internacionales.

Los cambios de dictamen originan cambios en la fecha del mismo. Una de las modalidades utilizadas consiste en fechar “doblemente” el dictamen, aspecto que se explica en AU sección 530, Dating of the Independent Auditor's Report, párrafos 03 a 05, inclusive:

Events Occurring After Completion of Field Work but Before Issuance of Report

.03
In case a subsequent event of the type requiring adjustment of the financial statements (as discussed in section 560.03) occurs after the date of the independent auditor's report but before the issuance of the related financial statements, and the event comes to the attention of the auditor, the financial statements should be adjusted or the auditor should qualify his or her opinion.
 When the adjustment is made without disclosure of the event, the report ordinarily should be dated in accordance with paragraph .01. However, if the financial statements are adjusted and disclosure of the event is made, or if no adjustment is made and the auditor qualifies his or her opinion,
 the procedures set forth in paragraph .05 should be followed. [As amended, effective September 2002, by Statement on Auditing Standards No. 98.]

.04
In case a subsequent event of the type requiring disclosure (as discussed in section 560.05) occurs after the date of the auditor's report but before the issuance of the related financial statements, and the event comes to the attention of the auditor, it should be disclosed in a note to the financial statements or the auditor should qualify his or her opinion.
 If disclosure of the event is made, either in a note or in the auditor's report, the auditor would date the report as set forth in the following paragraph. [As amended, effective September 2002, by Statement on Auditing Standards No. 98.]

.05
The independent auditor has two methods available for dating the report when a subsequent event disclosed in the financial statements occurs after completion of field work but before the issuance of the related financial statements. The auditor may use «dual dating, » for example, «February 16, 20__, except for Note __, as to which the date is March 1, 20__, » or may date the report as of the later date. In the former instance, the responsibility for events occurring subsequent to the completion of field work is limited to the specific event referred to in the note (or otherwise disclosed) In the latter instance, the independent auditor's responsibility for subsequent events extends to the date of the report and, accordingly, the procedures outlined in section 560.12 generally should be extended to that date. [As amended, effective September 2002, by Statement on Auditing Standards No. 98.]

Ahora bien: cuando los estados financieros ya han sido emitidos, las reglas a aplicar son las siguientes:

Reissuance of the Independent Auditor's Report

.06
An independent auditor may reissue his report on financial statements contained in annual reports filed with the Securities and Exchange Commission or other regulatory agencies or in a document he submits to his client or to others that contains information in addition to the client's basic financial statements subsequent to the date of his original report on the basic financial statements. An independent auditor may also be requested by his client to furnish additional copies of a previously issued report. Use of the original report date in a reissued report removes any implication that records, transactions, or events after that date have been examined or reviewed. In such cases, the independent auditor has no responsibility to make further investigation or inquiry as to events which may have occurred during the period between the original report date and the date of the release of additional reports. However, see section 711
 as to an auditor's responsibility when his report is included in a registration statement filed under the Securities Act of 1933 and see section 508.70-.73, for the predecessor auditor's responsibility when reissuing or consenting to the reuse of a report previously issued on the financial statements of a prior period. [As modified, effective December 31, 1980, by SAS No. 29.] (See section 551.)

.07
In some cases, it may not be desirable for the independent auditor to reissue his report in the circumstances described in paragraph .06 because he has become aware of an event that occurred subsequent to the date of his original report that requires adjustment or disclosure in the financial statements. In such cases, adjustment with disclosure or disclosure alone should be made as described in section 560.08. The independent auditor should consider the effect of these matters on his opinion and he should date his report in accordance with the procedures described in paragraph .05.

.08
However, if an event of the type requiring disclosure only (as discussed in section 560.05 and 560.08) occurs between the date of the independent auditor's original report and the date of the reissuance of such report, and if the event comes to the attention of the independent auditor, the event may be disclosed in a separate note to the financial statements captioned somewhat as follows:

Event (Unaudited) Subsequent to the Date of the

Independent Auditor's Report

Under these circumstances, the report of the independent auditor would carry the same date used in the original report. 

En cuanto a la redacción del informe del auditor cuando se trata de una reemisión del mismo, Isa 560 dispone:

16
The new auditor's report should include an emphasis of a matter paragraph referring to a note to the financial statements that more extensively discusses the reason for the revision of the previously issued financial statements and to the earlier report issued by the auditor. The new auditor's report would be dated not earlier than the date the revised financial statements are approved and, accordingly, the procedures referred to in paragraphs 4 and 5 would ordinarily be extended to the date of the new auditor's report. Local regulations of some countries permit the auditor to restrict the audit procedures regarding the revised financial statements to the effects of the subsequent event that necessitated the revision. In such cases, the new auditor's report would contain a statement to that effect. 

17
When management does not take the necessary steps to ensure that anyone in receipt of the previously issued financial statements together with the auditor's report thereon is informed of the situation and does not revise the financial statements in circumstances where the auditor believes they need to be revised, the auditor would notify those persons ultimately responsible for the overall direction of the entity that action will be taken by the auditor to prevent future reliance on the auditor's report. The action taken will depend on the auditor's legal rights and obligations and the recommendations of the auditor's lawyers.

18
It may not be necessary to revise the financial statements and issue a new auditor's report when issue of the financial statements for the following period is imminent, provided appropriate disclosures are to be made in such statements.

En resumen: las normas profesionales, tanto las internacionales como las aplicables en los Estados Unidos de América, se ocupan de la reemisión de los informes de los auditores, distinguiendo si los respectivos estados financieros han sido o no emitidos. La reemisión implica un cambio de fecha en el dictamen y exige la explicación de las circunstancias que dieron lugar a ella.

En Colombia no se han desarrollado normas profesionales que versen sobre esta problemática. Algunos contadores emiten nuevos informes sin cambiar la fecha y sin incluir las explicaciones del caso. Algunos, equivocadamente, piensan que los estados financieros se consideran emitidos solamente cuando son difundidos después de su aprobación por parte del órgano corporativo competente. Pero esto es un error, como se deduce de lo que ya explicamos. En ocasiones las autoridades gubernamentales se han mostrado reacias a aceptar que se incluyan explicaciones en los nuevos informes, pecando así, también ellas, de desconocimiento de las orientaciones profesionales descritas en este aparte. Muchos usuarios de los estados financieros y sus dictámenes no comprenden el significado de la doble fecha.

En torno a las repercusiones en el orden jurídico

La reemisión de estados financieros y la de sus dictámenes envuelve complejos problemas para los preparadores y sus auditores. Estos problemas tienen que ver con la opinión pública y con los estrados judiciales.

Aunque ello no sea así, la tendencia, al menos inicialmente, será la de considerar que previamente se había mentido. Esto es desafortunado, ya que en algunos casos las personas podrían haber actuado haciendo su mejor esfuerzo y obrando de buena fe. En cualquier circunstancia, sin embargo, habrá lugar a investigaciones, orientadas a comprobar si se actuó o no profesionalmente.

Es conveniente considerar que si efectivamente fue necesaria la reemisión sería porque las respectivas cuestiones podrían afectar las decisiones de los usuarios de los estados financieros. La protección de estos debe superar la legítima inclinación a evitar cuestionamientos sobre la diligencia de los preparadores y los auditores. Es necesario fomentar el entendimiento de estos asuntos para así disminuir descalificaciones injustas.

El aparato supervisor y el disciplinario, sin pretender con ello que declinen sus objetivos y cargas, debería ser conciente de cómo una adecuada posición frente a la reemisión de los estados y sus dictámenes es bien saludable para el público, ya que lo protege. Por eso, deberían esmerarse en ser justos, en forma tal que ellos no creen un ambiente de temor y de desánimo que invite a los preparadores y auditores a callarse por temor a la incomprensión y la formulación de censuras faltas de razonabilidad.

Si, lamentablemente, la reemisión es consecuencia de fallas de los preparadores y de los auditores, es de justicia reconocer que ha obrado menos mal el que se corrige que el que habiendo errado se calla.

Ejemplo de dictamen reemitido

A continuación incluyo el texto de un dictamen reemitido, el cual corresponde a un caso real, que he tomado de un registro público. La autoridad ordenó a una entidad realizar ajustes a sus estados financieros. La entidad, luego de agotar la vía gubernativa, hizo los ajustes ordenados. Sin embargo, días antes la entidad había solicitado ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca que las órdenes emitidas por la autoridad se declaren nulas y que, consecuentemente, se restablezca el Derecho. Estos procesos judiciales se encuentran en la fecha de este escrito en curso y, seguramente, pasará un largo tiempo antes que se resuelvan. Las notas al pié no son del original.

DICTAMEN DEL REVISOR FISCAL

Señores

Accionistas del xxxxx xxxxxxx S.A.

Examiné los estados financieros certificados
 y reemitidos
 del xxxxx xxxxxxx SA. al 31 de diciembre de 2002 y 2001 y los correspondientes estados de resultados comparativo, cambios en el patrimonio de los accionistas y de flujos de efectivo, por los años que terminaron en esas fechas. Estos estados financieros son responsabilidad de la administración del xxxxx
; una
 de mis funciones consiste en auditarlos y expresar una opinión
 sobre ellos.

En Colombia las instituciones financieras están obligadas a llevar su contabilidad, a preparar y difundir estados financieros según un conjunto de normas que incluyen leyes, decretos, resoluciones, circulares e instrucciones particulares proferidas por la Superintendencia Bancaria
. Estas normas de carácter legal conforman lo que en el país se tiene por principios o normas de contabilidad generalmente aceptados y es respecto de ellas que el revisor fiscal emite su dictamen
. Entre otras cosas, las normas en comento consagran el deber de las instituciones financieras de someter a autorización de la Superintendencia los estados financieros, antes de ser presentados a los accionistas y de ser publicados para el conocimiento de terceras partes. En desarrollo de este procedimiento, la Superintendencia puede ordenar modificaciones que, según recientes disposiciones, son de inmediato acatamiento
.

Los estados financieros reemitidos mencionados en el primer párrafo de este dictamen son el resultado de registrar las modificaciones ordenadas por la Superintendencia Bancaria respecto de los que fueron originalmente presentados a esa autoridad el (fecha 1). En su momento la Superintendencia formuló observaciones con relación a los estados originales. Sobre éstas se pronunciaron tanto los administradores de la entidad financiera como su revisor fiscal, exponiendo los argumentos que en su entender justificaban las cifras y clasificaciones contenidas en ellos. Tales explicaciones no fueron aceptadas por la Superintendencia, quien ordenó hacer modificaciones. La entidad interpuso los recursos que consideró pertinentes, los cuales, mediante providencias motivadas, se fallaron desfavorablemente para ésta, agotándose así la posibilidad de discusión ante las autoridades administrativas
. Como consecuencia de los ajustes que se mencionan en la nota xx
, los estados financieros al 31 de diciembre de 2002 que presentaban una utilidad neta de $xx.xxx.x millones pasaron a una pérdida neta de $xx.xxx.x millones
.

Obtuve las informaciones necesarias para cumplir mis funciones y efectué mis exámenes de acuerdo con normas de auditoría generalmente aceptadas en Colombia. Tales normas requieren que planifique y ejecute la auditoría para establecer si los estados financieros se presentan razonablemente de acuerdo con las normas de carácter legal que en Colombia se denominan Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados. Una auditoria
 comprende, entre otras cosas, el examen, con base en pruebas selectivas, de los documentos que soportan los montos y las correspondientes revelaciones en los estados financieros; además, incluye el análisis tanto de las normas contables utilizadas, como de las estimaciones hechas por la administración de la respectiva entidad y la evaluación de la presentación de los estados financieros en conjunto. Considero que mis auditorias proporcionan una base razonable para fundamentar las opiniones que expreso más adelante.

Mis procedimientos de auditoria originales se extendieron hasta el (fecha 1), fecha de mi dictamen anterior sobre los estados financieros al 31 de diciembre de 2002. Como consecuencia de las órdenes impartidas por la Superintendencia Bancaria practiqué procedimientos adicionales, relacionados exclusivamente con tales órdenes
, que culminaron el (fecha 2)
.

En atención a los comentarios de la Superintendencia Bancaria, expuestos en el oficio número xxxxxxxxxx-x calendado el (fecha 3)
, realicé algunas modificaciones a la redacción del párrafo tercero del dictamen fechado el (fecha 2), sin que ello implicare procedimientos de auditoría adicionales a los realizados hasta dicho (fecha 2)
.

En mi opinión, los estados financieros mencionados, tomados fielmente de los libros y adjuntos este dictamen, presentan razonablemente la situación financiera del xxxxx al 31 de diciembre de 2002 y 2001, los resultados de sus operaciones y sus flujos de efectivo por los años que terminaron en esas fechas, de conformidad con los ajustes ordenados por la Superintendencia Bancaria, tal como se indica en la nota xx a los estados financieros y las normas de contabilidad generalmente aceptadas en Colombia, que se mencionan en el segundo párrafo de este dictamen, vigentes a la fecha de cada cierre contable. En todo aspecto material, tales normas fueron las mismas para los dos períodos examinados, excepto por los cambios introducidos a las reglas sobre la clasificación de la cartera de créditos y de las inversiones, consagrados en las Circulares Externas 11 y 033 de 2002 de la Superintendencia Bancaria, como se revela en las notas x (x), (x), x y x a los estados financieros. De otra parte, tampoco son uniformes las normas aplicadas respecto de los asuntos incluidos en la nota xx a los estados financieros, pues las instrucciones de la Superintendencia Bancaria implicaron cambios en criterios aplicados al 31 de diciembre de 2001 A pesar de los cambios realizados por las normas generales y por las instrucciones particulares de la Superintendencia, los estados financieros a 31 de diciembre de 2001 se presentan como fueron originalmente emitidos
.

Con base en el resultado de mis pruebas, considerando las normas generales y las instrucciones particulares proferidas por la Superintendencia Bancaria de Colombia
, excepto por lo señalado en la nota xx a los estados financieros
, en mi concepto:

a) La contabilidad del xxxxx se llevó conforme a las normas legales y a la técnica contable.

b) Las operaciones registradas en los libros y los actos de los administradores se ajustaron a los estatutos y a las decisiones de la Asamblea.

c) La correspondencia, los comprobantes de las cuentas y los libros de actas y de registro de acciones se llevaron y se conservaron debidamente.

d) Existieron medidas adecuadas de control interno, de conservación y custodia de los bienes de xxxxx y los de terceros que están en su poder. Mis comentarios sobre el control interno se presentaron por separado a la administración del xxxxx.

e) Se dio cumplimiento a las disposiciones establecidas por la Superintendencia Bancaria para la evaluación y calificación de la cartera de crédito, suspensión de la causación de intereses, constitución de provisiones y reestructuración de créditos. El xxxxx dio cumplimiento, dentro fechas limites de entrega a la Superintendencia Bancaria, a sus obligaciones relacionadas con la primera y segunda fase del sistema de administración del riesgo crediticio SARC.

f) Existe concordancia entre los estados financieros que se acompañan y las referencias que ellos se hacen en el informe de gestión preparado por los administradores.

g) La información contenida en las declaraciones de autoliquidación de aportes al sistema de Seguridad Social Integral correspondientes a los años que terminaron el 31 de diciembre de 2002 y 2001 y, en particular, la relativa a los afiliados y a sus ingresos base de cotización, fue tomada de los registros y soportes contables. A dichas fechas el xxxxx no se encontraba en mora por concepto de aportes al sistema de Seguridad Social.

Firmado Por

xxxxxxxx xxxxxx xxxxxxxx

Revisor Fiscal

T.P. xxxxx —x

Miembro de xxxx xxxx

(fecha 2) excepto por lo indicado en el párrafo sexto

de este dictamen que es del (fecha 3)

Dictámenes como resultado de contratos de propósito especial

Diferentes tipos de trabajos de auditoría

Las normas de auditoría emitidas por Ifac han sido concebidas, principalmente, para guiar la expresión de una opinión sobre estados financieros preparados al fin de un período. Las necesidades sociales han planteado a los auditores otras exigencias, como la de emitir opiniones interinas o la de realizar otro tipo de exámenes. Para estos diferentes trabajos, la profesión ha desarrollado normas propias, cuyo punto de partida, ciertamente, son las reglas ordinarias de la auditoría financiera.

En Colombia, donde no pasamos de tener una breve enunciación de las normas generales de la auditoría financiera, existe, como es de esperar, un grande desconocimiento sobre esas técnicas especiales.

Isa 800, The auditor’s report on special purpose audit engagements, suministra orientación sobre los dictámenes en algunos trabajos especiales. Concretamente se centra en dictámenes sobre:

1. Estados financieros preparados sobre otra base comprensiva de contabilidad.
2. Componentes de los estados financieros.

3. Cumplimiento de acuerdos contractuales.

4. Resúmenes de estados financieros.

No deben confundirse los acuerdos especiales de auditoría con los que implican revisiones, procedimientos previamente convenidos o compilaciones, que son trabajos distintos de los de auditoría.

Contenido de los informes resultantes de trabajos especiales

Isa 800 enumera los requisitos mínimos de los informes de trabajos especiales:

5. The auditor’s report on a special purpose audit engagement, except for a report on summarized financial statements, should include the following basic elements, ordinarily in the following layout:

(a) Title
;

(b) Addressee;

(c) Opening or introductory paragraph

 (i) Identification of the financial information audited; and

(ii) A statement of the responsibility of the entity’s management and the responsibility of the auditor;

(d) A scope paragraph (describing the nature of an audit)

(i) The reference to the ISAs applicable to special purpose audit engagements or relevant national standards or practices; and

(ii) A description of the work the auditor performed;

(e) Opinion paragraph containing an expression of opinion on the financial information;

(f) Date of the report;

(g) Auditor’s address; and

(h) Auditor’s signature.

A measure of uniformity in the form and content of the auditor’s report is desirable because it helps to promote the reader’s understanding.

En realidad, esta enunciación de los elementos de un informe especial no hace otra cosa que señalar los componentes de cualquier informe. Obsérvese que el dictamen sobre estados financieros cumple, obviamente, la lista en cuestión.

El título del informe tiene por objeto hacer conocer al lector el tipo de documento que tiene entre manos. Como ya lo señalamos un dictamen es cosa distinta de una certificación. Por otra parte, una cosa es la manifestación de un contador no independiente, por ejemplo el que está vinculado por contrato de trabajo con el emisor de la información, y otra cosa es la manifestación de un contador independiente. En Colombia muchos contadores no titulan sus informes (ni manifiestan la calidad en la que actuaron)

Un segundo elemento es el destinatario. Un auditor emite informes para unos destinatarios específicos. En algunos países, no en Colombia desafortunadamente, las leyes exigen a quienes pretendan usar los informes de los contadores enviándolos a destinatarios distintos de los originales (aquellos que se mencionan en el informe), que soliciten la anuencia, el consentimiento, del respectivo contador, quien puede no autorizar el nuevo uso de su informe. En Colombia, no sólo nos faltan las normas mencionadas, sino que, además, los administradores de las empresas se sienten dueños de los informes y los usan para todo propósito.

En Isa 800 se lee:

4. In planning the audit work, the auditor will need a clear understanding of the purpose for which the information being reported on is to be used, and who is likely to use it. To avoid the possibility of the auditor’s report being used for purposes for which it was not intended, the auditor may wish to indicate in the report the purpose for which the report is prepared and any restrictions on its distribution and use.

Si uno vuelve sobre los artículos 208 y 209 del Código de Comercio, encontrará que el primero se inicia de forma muy distinta al segundo. El artículo 209 del Código de Comercio expresamente dice que “El informe del revisor fiscal a la asamblea o junta de socios...”. Aquí se menciona clara y expresamente un destinatario, mientras ello no hace cuando se regula el dictamen. Los contadores públicos colombianos refundieron el dictamen con el informe. La Superintendencia Bancaria, en su circular básica jurídica, mencionó asuntos del dictamen como asuntos del informe. Así, entre otras cosas, la mención del destinatario pasó a un segundo plano. Nadie meditó sobre ella, ni le atribuyó efecto alguno. Pues bien: si uno lee las normas internacionales, o normas como las de los Estados Unidos de América, encontrará que un informe puede y debe ser conocido únicamente por sus destinatarios.

Un tercer elemento, que se incluye en el llamado párrafo introductorio, consiste en la mención del objeto del informe, que, simultáneamente, ha sido el objeto del examen, en cuyo resultado el informe se apoya. Nuestras autoridades han llegado a sostener que si se opinó sobre el conjunto, se puede dictaminar sobre los elementos
. Luego si el elemento tiene deficiencias, el informe sobre el conjunto es incorrecto. Esto que parece absolutamente cierto, es tan sólo relativamente admisible. La opinión sobre un conjunto tiene parámetros, supuestos, límites y horizontes, distintos que la opinión sobre un elemento. Precisamente por ello se cataloga como trabajo especial, e informe especial, el que versa sobre elementos específicos.

Un cuarto elemento, que también se incluye en el párrafo introductorio, es la descripción de las responsabilidades que corresponden a los administradores de la entidad y de las que incumben al auditor. Esta división de responsabilidad, expresa una diferencia de roles, de funciones, de competencias, de deberes y hasta de derechos, que es una nota esencial de todos los trabajos de aseguramiento, por tanto de todo trabajo de atestación y de todo trabajo de auditoría. La Ley colombiana expresamente consagra esta división
.

La división de responsabilidades es violentada muchas veces. La Superintendencia de Sociedades incurre en ello con frecuencia. Entre muchas formas de desconocerla, se encuentra la común estrategia de solicitar documentos firmados por el representante legal y por el revisor fiscal. Si realmente se entendiera la diferencia de roles y compromisos, de responsabilidades, pero, sobre todo, los requerimientos técnicos que pesan sobre los auditores, no se pedirían constancias, certificaciones, informes conjuntos. Es que, por la diferencia que existe entre administradores y auditores, el oficio de estos NO es ponerse de acuerdo con aquéllos, que es lo que implica e imponen las comunicaciones conjuntas. Por eso, con cariño pero con energía, a quienes suelen pedir esas certificaciones conjuntas les digo “el que no sabe, es como el que no ve”. 

Al párrafo introductorio le sigue el párrafo del alcance. En este el auditor resalta dos cuestiones: (1) las normas profesionales aplicadas para desarrollar el trabajo y (2) la labor realizada.

Como se sabe, una de las características de la profesión contable, que hace que pueda reconocérsele como profesión, consiste en su adherencia a un cuerpo de reglas de conducta
.

Algunos han planteado que la observancia de reglas de conducta es una forma de inconciencia profesional. Puede serlo en quienes usan las normas y no las comprenden. Y en quienes no las leen con cuidado y dejan por ello de advertir la pertinaz referencia a la necesidad del juicio profesional
. En cambio debiéramos esforzarnos en admirar el esfuerzo realizado para decantar reglas de alta calidad y valorar debidamente las acciones comunicativas y los consensos que ellas envuelven
.

De otra parte, es necesario tomar cabal nota de la amplitud de los textos normativos y doctrinarios de la profesión, que exigen, en todas las culturas contables desarrolladas, fácilmente de un millar de hojas
. Muy equivocados están los que creen que no hay reglas técnicas, los que creen que esas reglas son legales
 y los que creen que una profesión que tiene bajo sus pies una historia milenaria, no ha definido cómo hacer su oficio. No hay sino atrevimiento de ignorante, prepotencia de dogmático y soberbia de autoridad, en quienes piensan que lo que consignan en providencias administrativas es expresión correcta de una auditoría. Una cosa es que se tenga que obedecer al poderoso y otra que el poderoso tenga la razón.

Como se explicó atrás, el párrafo del alcance cumple el crucial oficio de señalar al usuario qué hizo un auditor y cómo lo hizo. El desconocimiento de estos términos de referencia provoca errores de comprensión en el usuario del informe. Por esta razón es que, repito, considero errada la fusión de informes que adoptaron los contadores colombianos, omitiendo los párrafos de alcance de las auditorías de regulaciones (cumplimiento) y del control interno.

Un punto de especial reflexión radica en los casos en los cuales las normas legales imponen procedimientos, que no son el fruto de reflexiones contables, sino instrumentos que convienen al regulador. Personalmente creo que cuando los supervisores son reguladores y usan su poder para imponer prácticas a los auditores, disminuyen la libertad de criterio de éstos, la cual es un elemento esencial de toda auditoría.
 Firmemente creo que convertir al revisor fiscal en un auxiliar, no simplemente un colaborador, de los entes supervisores, puede convenir mucho a éstos pero hiere de muerte la independencia de la revisoría.

Prosigue el párrafo de la opinión. En mi trabajo Evidencia en auditoría describí qué es una opinión. Las opiniones son propias de los trabajos de auditoría. Expresan un juicio, una apreciación, una estimación. Son de naturaleza cualitativa y no cuantitativa. Las opiniones son posibles cuando, entre otras cosas, hay libertad para opinar. Las opiniones se producen con relación a un conjunto de criterios.

Luego viene la fecha del informe. Ya distinguimos entre la fecha con la cual se calenda el documento por corresponder o estar cercana a su emisión y la fecha que indica hasta qué momento se extendieron los procedimientos sobre cuyos resultados se basa la opinión. También se mencionó atrás la técnica de la doble fecha. A todos esos comentarios nos remitimos aquí.

El penúltimo elemento del informe es la mención de la dirección de las oficinas del auditor. Isa 700, The auditor’s report on financial statements, señala:

Auditor’s Address

25. The report should name a specific location, which is ordinarily the city where the auditor maintains the office that has responsibility for the audit.

Finalmente se incluye la firma del auditor. En Isa 700 se dispone:

Auditor’s Signature

26. The report should be signed in the name of the audit firm, the personal name of the auditor or both, as appropriate. The auditor’s report is ordinarily signed in the name of the firm because the firm assumes responsibility for the audit.

Medítese en la frase final. En Colombia durante mucho tiempo y aún ahora aunque de manera mucho menor, se ha sostenido que la responsabilidad por el informe recae sobre el contador público, persona natural, encargado de dirigir el trabajo. De tal suerte que en Colombia firman las personas físicas. Las más cuidadosas revelan su membresía con la firma de contadores que los encargó. En otros países, como lo dice el párrafo trascrito, la firma corresponde a la persona jurídica, porque es ella la que asume la responsabilidad. En franca lid en Colombia debería haber “doble” firma.

El párrafo 5 de Isa 800 que acabamos de comentar, culmina recomendando cierta uniformidad en los términos de los informes. Esto lo ha advertido todo el mundo. Lo que no han percibido es la razón: facilitar el entendimiento del reporte. La comprensibilidad es una nota básica y primaria de un informe y a ella debe rendirse bastante pleitesía, obviamente no para ocultar o dejar de ser útil. Es que para nada, para absolutamente nada, sirve un informe erudito ininteligible.

El párrafo 6 de Isa 800 menciona tres errores clásicos en los formatos impuestos por autoridades: “...the prescribed report may require a certification of fact when an expression of opinion is appropriate, may require an opinion on matters outside the scope of the audit or may omit essential wording...” Uno podría ejemplificar cada uno de esos errores mediante la mención de requerimientos de las Superintendencias colombianas. Pero más importante que esto es resaltar que ello se debe al desconocimiento de la contaduría, de la contabilidad, de la auditoría, o a que más importa el beneficio del supervisor que la calidad técnica del trabajo del auditor.

Interpretaciones significativas

Isa 800 enseña:

When the information on which the auditor has been requested to report is based on the provisions of an agreement, the auditor needs to consider whether any significant interpretations of the agreement have been made by management in preparing the information. An interpretation is significant when adoption of another reasonable interpretation would have produced a material difference in the financial information.

8. The auditor should consider whether any significant interpretations of an agreement on which the financial information is based are clearly disclosed in the financial information. The auditor may wish to make reference in the auditor’s report on the special purpose audit engagement to the note within the financial information that describe such interpretations.

Al principio de este escrito llamamos la atención sobre los problemas de comprensión. Allí se señaló como las cosas pueden producir diferentes imágenes en diferentes personas.

Aquí resaltamos que ante varias interpretaciones posibles ​–que es lo usual–, escoger una u otra puede tener efectos materiales en la información. Y subrayamos que según la norma internacional que venimos citando se requiere que tales interpretaciones significativas sean claramente reveladas. Si ello no es así, o si el asunto es muy importante, el auditor lo mencionará en su informe.

En la práctica el auditor tropieza frecuentemente con interpretaciones significativas. Muchos nos las advierten. O no les preocupan. El buen auditor, quien “pondrá en el asador” la interpretación significativa, se encontrará en una desagradable situación. Los administradores colombianos demandan permanentemente “solidaridad”, “lealtad”, de sus revisores fiscales. Y muchos de estos la conceden, en un acto de debilidad. Sobre todo en asuntos tributarios. En resumen: Colombia es un país en el cual tenemos aún mucho que andar en materia de transparencia. Culturalmente parte de nuestro pueblo se siente esquilmado por el Estado y, consecuentemente, piensa que hay que ser inteligente para evitar que las cosas se vayan más hondo de lo que sería si se adoptan ciertas interpretaciones. Aquí cerramos filas empleados y asesores, abogados y contadores. Los terceros quedan desprotegidos porque no se les advierte de las interpretaciones en cuestión, que les ayudarían a entender mejor la información y les permitirían, si existiere, evaluar el riesgo de una corrección obligatoria basada en otras interpretaciones.

Triste es, pero en casos que personalmente he presenciado, cuando el auditor ha solicitado la revelación de la interpretación significativa o ha anunciado que él la hará, se le ha respondido con la amenaza de demandarlo y tan pronto ha sido posible lo han removido del cargo.

Informes sobre el control interno

En el siglo pasado se gestó y decantó el concepto de control interno y se imputó la responsabilidad por su diseño y mantenimiento a los administradores de las organizaciones. Sin embargo, en muchas latitudes estas cuestiones estuvieron enclaustradas en la literatura contable y en la administrativa, pero no en el régimen legal de los administradores. Esta omisión legislativa facilitó el discurso astuto según el cual se trataba de una cuestión carente de tipicidad y, por lo mismo, no exigible. Bien se distingue en el mundo jurídico entre lo conveniente y lo obligatorio.

En Colombia sucedió que en el nivel estrictamente legal
 consagramos el deber de los revisores fiscales de opinar sobre el control interno, opinión que para algunos también funda una presunción de veracidad (fe pública), pero no incluimos en nuestras normas un correlato en cabeza de los administradores. Sólo hasta la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 y de la Ley 87 de 1993, que vino a desarrollarla, se puede decir que el control interno, al menos en el sector público, se radicó legalmente en donde siempre ha estado para la contaduría y la administración. Estas manifestaciones legales incardinaron en nuestro medio, de alguna manera, los trabajos de Coso.

Más recientemente, como consecuencia de la confluencia de diversas mejores prácticas, en especial las que tocan con el buen gobierno, las autoridades gubernamentales han desarrollado el concepto al interior de las organizaciones privadas. Paradójicamente, el deber de diseñar y mantener un adecuado control interno estuvo incluido en los borradores de lo que luego se convirtió en la Ley 222 de 1995, pero fue eliminado del texto final que enlista los deberes de los administradores.

Lo cierto es que luego de más de treinta años de haber entrado en vigencia el artículo 209 del Código de Comercio que, entre otras cosas, exige a los revisores fiscales pronunciarse sobre si el control interno de la respectiva organización es adecuado, no hemos aún razonado suficientemente sobre esta obligación.

El informe en cuestión no ha estado rodeado de ordenamientos que lo hagan técnicamente viable. Es que los servicios de atestación exigen una declaración de una parte responsable, distinta del auditor, que constituye el objeto de la actividad del contador, quien se aplica a establecer la corrección de lo afirmado por la parte responsable. Enseña Isa 100:

26. In an attest engagement, the professional accountant’s conclusion relates to an assertion by the responsible party. The assertion is the responsible party’s conclusion about the subject matter based on identified suitable criteria. The professional accountant can either express a conclusion about the assertion by the responsible party, or provide a conclusion about the subject matter in a form similar to the assertion made by the responsible party. In the latter case the assurance is provided because the professional accountant’s conclusion on the subject matter supports the assertion by the responsible party.

No habiendo existido, como aún no existe en Colombia, el deber general en cabeza de los administradores de las organizaciones privadas de presentar un informe sobre el control interno, los auditores han obrado en un medio técnicamente inadecuado. 

Conveniencia de que los administradores presenten un informe sobre el control interno

Deumes recuerda:

2. Background and Previous Research 

Over the past decades, a diverse group of interested parties has claimed that reporting on internal control by companies improves their financial reporting and is beneficial to capital suppliers and other stakeholders. In this section, a background will be presented by briefly outlining the main arguments, recommendations and requirements for reporting on internal control in the United Kingdom, the United States and the Netherlands. Subsequently, previous empirical research on internal control reporting will be discussed. 

2.1 Background 

In the United Kingdom the Cadbury Committee (1992a) recommended that listed companies should report on the effectiveness of the company’s system of internal control and that this report should be reviewed by the auditor. A working group of the Committee (Rutteman Committee 1994) provided guidance for directors on how they should report on internal control. The final report of the Hampel Committee (1998a) and its Combined Code (Hampel Committee 1998b) recommended that directors review the effectiveness of the internal control system and report to the shareholders that they have done so. The auditor should report on internal control privately to the directors. The Combined Code is supported by a compliance statement in the listing rules and a working party of the Committee (Turnbull Committee 1999) issued new guidance to implement the requirements relating to internal control and reporting on internal control. 

In the United States, successively the Cohen Commission (1978), the Treadway Commission (1987), COSO (1992), the POB (1993) and the Board of Directors of the AICPA (1993) recommended that management of public companies should report on internal control. The Cohen Commission (1978), the POB (1993) and the AICPA (1993) went even one step further by suggesting that auditors should express an opinion on management’s assertions regarding internal control. The Treadway Commission (1987) noted that the investing public has a legitimate interest in the extent of management’s responsibilities for the company’s financial statements and internal control. They stated that management’s opinion on internal control is important because the internal control system provides the basis for the preparation of financial statements and more broadly, the overall system of accountability. Subsequently, COSO (1992) discussed in detail the internal control issues to report on. The POB (1993) and the AICPA (1993) both noted that increased auditor and top management involvement in reporting on internal control would improve the quality of financial reporting. Despite these strong views by various parties, the SEC has so far not required reporting on internal control. 
 

In the Netherlands the Peters Committee (1997) has made a number of recommendations regarding reporting on internal control. Dutch companies have a two-tier board structure with an executive board of directors and a supervisory board. In accordance with Dutch law the supervisory board is ‘bound by the interests of the company’. It is responsible for the supervision of management policy and the general course of affairs in the company. In the annual report of Dutch companies, a report of the supervisory board is included. The Peters Committee (1997) recommended that at least once a year the supervisory board should discuss the results of the assessment of the systems of internal control by the board of directors. The fact that such a discussion has been held (and not necessarily the content of the discussion) should be mentioned in the supervisory board’s report in the company’s annual report. They further recommended that the board of directors should report in writing to the supervisory board on the mechanisms used to control financial risks. The main items in this report should be a permanent part of the annual report. Compared to the United Kingdom and the United States, the recommendations of the Peters Committee (1997) are less extensive and detailed. Moreover, as in the United States, reporting on internal control is still voluntary in the Netherlands. In the United Kingdom stock exchange listing rules resulted in less freedom regarding reporting on internal control by requiring compliance to the Combined Code. 

En Colombia una declaración voluntaria sobre el control interno no se convertiría nunca en lo acostumbrado. En general nuestra cultura se inclina por hacer pocas manifestaciones. Como enseña el dicho popular: “Uno es dueño de lo calla y esclavo de lo que dice”. La tendencia a mantener en el nivel más bajo los eventos de compromiso y responsabilidad legal siempre nos ha llevado a ser lacónicos.

El deber de los administradores de informar sobre el control interno

Esa larga serie de recomendaciones encaminadas a lograr que los administradores informaran sobre el control interno ha tenido, al fin, eco legal, en una de las economías más importantes del mundo. Efectivamente, la Ley 107- 204 (Sarbanes – Oxley Act of 2002) dispuso:

SEC. 404. MANAGEMENT ASSESSMENT OF INTERNAL CONTROLS.

(a) RULES REQUIRED.—The Commission shall prescribe rules requiring each annual report required by section 13(a) or 15(d) of the Securities Exchange Act of 1934 (15 U.S.C. 78m or 78o(d)) to contain an internal control report, which shall—

(1) state the responsibility of management for establishing and maintaining an adequate internal control structure and procedures for financial reporting; and

(2) contain an assessment, as of the end of the most recent fiscal year of the issuer, of the effectiveness of the internal control structure and procedures of the issuer for financial reporting.

(b) INTERNAL CONTROL EVALUATION AND REPORTING.—With respect to the internal control assessment required by subsection (a), each registered public accounting firm that prepares or issues the audit report for the issuer shall attest to, and report on, the assessment made by the management of the issuer. An attestation made under this subsection shall be made in accordance with standards for attestation engagements issued or adopted by the Board. Any such attestation shall not be the subject of a separate engagement.

La autoridad estadounidense, Sec, ya dio cumplimiento al mandato legal. La regla expedida fue resumida por ella misma así:

SUMMARY: As directed by Section 404 of the Sarbanes-Oxley Act of 2002, we are adopting rules requiring companies subject to the reporting requirements of the Securities Exchange Act of 1934, other than registered investment companies, to include in their annual reports a report of management on the company's internal control over financial reporting. The internal control report must include: a statement of management's responsibility for establishing and maintaining adequate internal control over financial reporting for the company; management's assessment of the effectiveness of the company's internal control over financial reporting as of the end of the company's most recent fiscal year; a statement identifying the framework used by management to evaluate the effectiveness of the company's internal control over financial reporting; and a statement that the registered public accounting firm that audited the company's financial statements included in the annual report has issued an attestation report on management's assessment of the company's internal control over financial reporting. Under the new rules, a company is required to file the registered public accounting firm's attestation report as part of the annual report. Furthermore, we are adding a requirement that management evaluate any change in the company's internal control over financial reporting that occurred during a fiscal quarter that has materially affected, or is reasonably likely to materially affect, the company's internal control over financial reporting. Finally, we are adopting amendments to our rules and forms under the Securities Exchange Act of 1934 and the Investment Company Act of 1940 to revise the Section 302 certification requirements and to require issuers to provide the certifications required by Sections 302 and 906 of the Sarbanes-Oxley Act of 2002 as exhibits to certain periodic reports. 

Reglas aplicables a las atestaciones de los contadores públicos sobre el control interno

Ahora bien: las atestaciones de los contadores sobre el control interno tenían un marco metodológico, contenido en Ssae 10
. En el documento que se acaba de citar la Sec señaló:

At the time of the enactment of the Sarbanes-Oxley Act, the applicable standard for attestation by auditors of internal control over financial reporting was set forth in Statements on Standards for Attestation Engagements No. 10 («SSAE No. 10») That standard was used by auditors providing attestations on a voluntary basis to companies, as well as by auditors whose financial institution clients are required to obtain attestations under Federal Deposit Insurance Corporation Improvement Act of 1991,103 as discussed below. Under the Sarbanes-Oxley Act, the PCAOB has become the body that sets auditing and attestation standards generally for registered public accounting firms to use in the preparation and issuance of audit reports on the financial statements of issuers, and under Section 404(b) of the Sarbanes-Oxley Act, the PCAOB is required to set standards for the registered public accounting firms' attestations to, and reports on, management's assessment regarding its internal control over financial reporting. 

On April 16, 2003, the PCAOB designated Statements on Standards for Attestation Engagements as existed on April 16 as the standard for attestations of management's assessment of the effectiveness of internal control over financial reporting pending further PCAOB standard-setting in the area (and subject to our approval of the PCAOB's actions), and on April 25, we approved the PCAOB's action. SSAE No. 10 is thus the standard applicable on a transition basis for attestations required under Section 404 of the Act and the rules we are adopting today, again pending further PCAOB standard-setting (and our approval) We expect that the PCAOB will assess the appropriateness of those standards and modify them as needed, and any future standards adopted by the PCAOB will apply to registered public accounting firms in connection with the preparation and issuance of attestation reports on management's assessment of the effectiveness of internal control over financial reporting. 

Esa nueva norma de la Sec incluyó la siguiente definición y procedimiento:

(2) Attestation report on management's assessment of internal control over financial reporting. The term attestation report on management's assessment of internal control over financial reporting means a report in which a registered public accounting firm expresses an opinion, or states that an opinion cannot be expressed, concerning management's assessment of the effectiveness of the registrant's internal control over financial reporting (as defined in §240.13a-15(f) or 240.15d-15(f) of this chapter) in accordance with standards on attestation engagements. When an overall opinion cannot be expressed, the registered public accounting firm must state why it is unable to express such an opinion.

(f) Attestation report on management's assessment of internal control over financial reporting. Every registered public accounting firm that issues or prepares an accountant's report for a registrant, other than an investment company registered under section 8 of the Investment Company Act of 1940 (15 U.S.C. 80a-8), that is included in an annual report required by section 13(a) or 15(d) of the Securities Exchange Act of 1934 (15 U.S.C. 78a et seq.) containing an assessment by management of the effectiveness of the registrant's internal control over financial reporting must attest to, and report on, such assessment. The attestation report on management's assessment of internal control over financial reporting shall be dated, signed manually, identify the period covered by the report and clearly state the opinion of the accountant as to whether management's assessment of the effectiveness of the registrant's internal control over financial reporting is fairly stated in all material respects, or must include an opinion to the effect that an overall opinion cannot be expressed. If an overall opinion cannot be expressed, explain why. The attestation report on management's assessment of internal control over financial reporting may be separate from the accountant's report.
 

En AICPA Professional Standards, se distingue el aparte dedicado a las normas sobre atestaciones con la sigla AT. En cuanto a lo que aquí nos ocupa véase AT Section 501 Reporting on an Entity's Internal Control Over Financial Reporting

Posteriormente Pcaob se ocupó del asunto nuevamente:

In April 2003, the Board adopted pre-existing professional standards as the Board's interim standards, including a standard governing an auditor's attestation on internal control. Mindful of the requirements of the Sarbanes-Oxley Act and the need to evaluate the pre-existing standard, the Board convened a public roundtable discussion on July 29, 2003, to discuss issues and hear views related to reporting on internal control. The participants included representatives from public companies, accounting firms, investor groups, and regulatory organizations.

As a result of comments made at the roundtable, advice from the Board's staff, and other input, the Board determined that the pre-existing standard governing an auditor's attestation on internal control was insufficient for purposes of effectively implementing the requirements of Section 404(b) of the Act and for the Board to appropriately discharge the Board's standard-setting obligations under Section 103 of the Act. In response, the Board developed and issued, on October 7, 2003, a proposed auditing standard titled "An Audit of Internal Control over Financial Reporting in Conjunction with An Audit of Financial Statements."

Informes del contador sobre el control interno

Las recientes reformas legales sobre auditoría adoptadas en los Estados Unidos de América han provocado que actualmente existan dos cuerpos técnicos para el desarrollo de la auditoría:

Member firms that audit the financial statements of a public company are required to perform the audit in accordance with the auditing and related professional practice standards established by the PCAOB.

Member firms that audit the financial statements of a non-public company, are required to comply with the auditing standards established by the AICPA’s Auditing Standards Board (ASB). Member firms may elect to or non-public companies may request that an audit of a non-public company’s financial statements be performed in accordance with PCAOB standards. Under this circumstance, the member firm must perform the audit in accordance with all PCAOB standards, which would include its auditing standards, related attestation standards, quality control standards, ethical standards, independence standards, and any other professional standards that are established or adopted by the PCAOB in accordance with Section 103 of the Sarbanes-Oxley Act of 2002.

Así las cosas, respecto de los informes sobre el control interno existen, también, dos cuerpos de estándares, los cuales mencionamos brevemente enseguida
.

El informe sobre el control interno según Ssae

En Ssae 10 se lee:

.47
The practitioner's examination report on the effectiveness of an entity's internal control over financial reporting should include the following:

a.
A title that includes the word independent
b.
An identification of the subject matter (internal control over financial reporting) and the responsible party

c.
A statement that the responsible party is responsible for maintaining effective internal control over financial reporting

d.
A statement that the practitioner’s responsibility is to express an opinion on the effectiveness of an entity’s internal control based on his or her examination

e.
A statement that the examination was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants and, accordingly, included obtaining an understanding of internal control over financial reporting, testing and evaluating the design and operating effectiveness of internal control, and performing such other procedures as the practitioner considered necessary in the circumstances 

f.
A statement that the practitioner believes the examination provides a reasonable basis for his or her opinion

g.
A paragraph stating that, because of inherent limitations of any internal control, misstatements due to errors or fraud may occur and not be detected (In addition, the paragraph should state that projections of any evaluation of internal control over financial reporting to future periods are subject to the risk that internal control may become inadequate because of changes in conditions, or that the degree of compliance with the policies or procedures may deteriorate.)

h.
The practitioner’s opinion on whether the entity has maintained, in all material respects, effective internal control over financial reporting as of the specified date based on the control criteria
 

i.
A statement restricting the use of the report to the specified parties (see the fourth reporting standard) under the following circumstances (see also paragraph .07):

•
When the criteria used to evaluate internal control over financial reporting are determined by the practitioner to be appropriate only for a limited number of parties who either participated in their establishment or can be presumed to have an adequate understanding of the criteria

•
When the criteria used to evaluate internal control over financial reporting are available only to specified parties

j.
The manual or printed signature of the practitioner’s firm

k.
The date of the examination report

.49
The practitioner's examination report on a written assertion about the effectiveness of an entity's internal control over financial reporting should include the following:

a.
A title that includes the word independent
b.
An identification of the written assertion about the effectiveness of the entity's internal control over financial reporting as of a specified date and the responsible party (When the written assertion does not accompany the practitioner's report, the first paragraph of the report should also contain a statement of the assertion.)

c.
A statement that the assertion is the responsibility of the responsible party

d.
A statement that the practitioner’s responsibility is to express an opinion on the written assertion based on his or her examination

e.
A statement that the examination was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants and, accordingly, included obtaining an understanding of internal control over financial reporting, testing and evaluating the design and operating effectiveness of internal control, and performing such other procedures as the practitioner considered necessary in the circumstances

f.
A statement that the practitioner believes the examination provides a reasonable basis for his or her opinion

g.
A paragraph stating that, because of inherent limitations of any internal control, misstatements due to errors or fraud may occur and not be detected (In addition, the paragraph should state that projections of any evaluation of internal control over financial reporting to future periods are subject to the risk that internal control may become inadequate because of changes in conditions, or that the degree of compliance with the policies or procedures may deteriorate.)

h.
The practitioner’s opinion on whether the assertion about the effectiveness of the entity’s internal control over financial reporting as of the specified date is fairly stated, in all material respects, based on the control criteria 

i.
A statement restricting the use of the report to specified parties (see the fourth reporting standard) under the following circumstances:

•
When the criteria used to evaluate the effectiveness of internal control over financial reporting are determined by the practitioner to be appropriate only for a limited number of parties who either participated in their establishment or can be presumed to have an adequate understanding of the criteria

•
When the criteria used to evaluate the effectiveness of internal control over financial reporting are available only to specified parties

j.
The manual or printed signature of the practitioner’s firm

k.
The date of the examination report

Hace ya varios años, en un ensayo que titulé Una visión profesional de la revisoría fiscal, subrayaba la existencia de normas especiales para opinar sobre el control interno. También desde entonces he advertido que si se considera la guía sobre el informe relacionado con el control interno se advertirá que el formato que usamos en Colombia es inadecuado porque a la estructura de un informe sobre estados financieros le adjuntamos la opinión sobre el control interno, omitiendo prácticamente todas las enunciaciones que las reglas, como los párrafos 47 y 49 que acabamos de transcribir, señalan.

Informe sobre el control interno según las reglas del Pcaob

Auditor's Report on Management's Assessment of Internal Control Over Financial Reporting

167. The auditor's report on management's assessment
 of the effectiveness of internal control over financial reporting
 must
 include the following elements
:

a. A title
 that includes the word independent
;

b. An identification of management's conclusion about the effectiveness of the company's internal control over financial reporting
 as of a specified date based on the control criteria [for example, criteria established in Internal Control—Integrated Framework issued by the Committee of Sponsoring Organizations of the Treadway Commission (COSO)]
;

c. An identification of the title of the management report that includes management's assessment (the auditor should use the same description of the company's internal control over financial reporting as management uses in its report)
;

d. A statement that the assessment is the responsibility of management
;

e. A statement that the auditor's responsibility is to express an opinion on the assessment and an opinion on the company's internal control over financial reporting based on his or her audit
;

f. A definition of internal control over financial reporting as stated in paragraph 7
;

g. A statement that the audit was conducted in accordance with the standards of the Public Company Accounting Oversight Board (United States)
;

h. A statement that the standards of the Public Company Accounting Oversight Board require that the auditor plan
 and perform
 the audit to obtain reasonable assurance
 about whether effective internal control over financial reporting was maintained
 in all material
 respects;

i. A statement that an audit includes obtaining an understanding
 of internal control over financial reporting, evaluating management's assessment, testing and evaluating the design and operating effectiveness of internal control, and performing such other procedures as the auditor considered necessary in the circumstances
;

j. A statement that the auditor believes the audit provides a reasonable basis for his or her opinions
;

k. A paragraph stating that, because of inherent
 limitations
, internal control over financial reporting may not prevent or detect misstatements
 and that projections of any evaluation of effectiveness to future periods are subject to the risk that controls may become inadequate because of changes in conditions, or that the degree of compliance with the policies or procedures may deteriorate
;

l. The auditor's opinion on whether management's assessment of the effectiveness of the company's internal control over financial reporting as of the specified date
 is fairly stated
, in all material respects
, based on the control criteria
 (See discussion beginning at paragraph 162);

m. The auditor's opinion
 on whether the company maintained
, in all material respects, effective
 internal control over financial reporting as of the specified date, based on the control criteria
;

n. The manual or printed
 signature of the auditor's firm
;

o. The city and state (or city and country, in the case of non-U.S. auditors) from which the auditor's report has been issued
; and

p. The date of the audit report.

168. Example A-1 in Appendix A is an illustrative
 auditor's report for an unqualified opinion on management's assessment of the effectiveness of the company's internal control over financial reporting and an unqualified opinion on the effectiveness of the company's internal control over financial reporting.

169. Separate or Combined Reports. The auditor may choose to issue a combined report (that is, one report containing both an opinion on the financial statements and the opinions on internal control over financial reporting) or separate reports on the company's financial statements and on internal control over financial reporting.
 Example A-7 in Appendix A is an illustrative combined audit report on internal control over financial reporting. Appendix A also includes examples of separate reports on internal control over financial reporting.

170. If the auditor chooses to issue a separate report on internal control over financial reporting, he or she should add the following paragraph to the auditor's report on the financial statements:

We also have audited, in accordance with the standards of the Public Company Accounting Oversight Board (United States), the effectiveness of W Company's internal control over financial reporting as of December 31, 20X3, based on [identify control criteria] and our report dated [date of report, which should be the same as the date of the report on the financial statements] expressed [include nature of opinions].

and add the following paragraph to the report on internal control over financial reporting:

We have also audited, in accordance with the standards of the Public Company Accounting Oversight Board (United States), the [identify financial statements] of W Company and our report dated [date of report, which should be the same as the date of the report on the effectiveness of internal control over financial reporting] expressed [include nature of opinion].

171. Report Date. As stated previously, the auditor cannot audit internal control over financial reporting without also auditing the financial statements
. Therefore, the reports should be dated the same.

172. When the auditor elects to issue a combined report on the audit of the financial statements and the audit of internal control over financial reporting, the audit opinion will address multiple reporting periods for the financial statements presented but only the end of the most recent fiscal year for the effectiveness of internal control over financial reporting and management's assessment of the effectiveness of internal control over financial reporting.
 See a combined report in Example A-7 in Appendix A.

173. Report Modifications. The auditor should modify the standard report if any of the following conditions exist.

a. Management's assessment is inadequate or management's report is inappropriate. (See paragraph 174.)

b. There is a material weakness in the company's internal control over financial reporting. (See paragraphs 175 through 177.)

c. There is a restriction on the scope of the engagement. (See paragraphs 178 through 181.)

d. The auditor decides to refer to the report of other auditors as the basis, in part, for the auditor's own report. (See paragraphs 182 through 185.)

e. A significant subsequent event has occurred since the date being reported on. (See paragraphs 186 through 189.)

f. There is other information contained in management's report on internal control over financial reporting. (See paragraphs 190 through 192.)

174. Management's Assessment Inadequate or Report Inappropriate. If the auditor determines that management's process for assessing internal control over financial reporting is inadequate, the auditor should modify his or her opinion for a scope limitation (discussed further beginning at paragraph 178). If the auditor determines that management's report is inappropriate, the auditor should modify his or her report to include, at a minimum, an explanatory paragraph describing the reasons for this conclusion.

175. Material Weaknesses. Paragraphs 130 through 141 describe significant deficiencies and material weaknesses.
 If there are significant deficiencies that, individually or in combination, result in one or more material weaknesses, management is precluded from concluding that internal control over financial reporting is effective. In these circumstances, the auditor must express an adverse opinion on the company's internal control over financial reporting.

176. When expressing an adverse opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting because of a material weakness, the auditor's report must include:

• The definition of a material weakness, as provided in paragraph 10.

• A statement that a material weakness has been identified and included in management's assessment. (If the material weakness has not been included in management's assessment, this sentence should be modified to state that the material weakness has been identified but not included in management's assessment. In this case, the auditor also is required to communicate in writing to the audit committee that the material weakness was not disclosed or identified as a material weakness in management's report.)

• A description of any material weaknesses identified in a company's internal control over financial reporting. This description should provide the users of the audit report with specific information about the nature of any material weakness, and its actual and potential effect on the presentation of the company's financial statements issued during the existence of the weakness. This description also should address requirements described in paragraph 194.

177. Depending on the circumstances, the auditor may express both an unqualified opinion and an other-than-unqualified opinion within the same report on internal control over financial reporting. For example, if management makes an adverse assessment because a material weakness has been identified and not corrected ("…internal control over financial reporting is not effective…"), the auditor would express an unqualified opinion on management's assessment ("…management's assessment that internal control over financial reporting is not effective is fairly stated, in all material respects…"). At the same time, the auditor would express an adverse opinion about the effectiveness of internal control over financial reporting ("In our opinion, because of the effect of the material weakness described…, the company's internal control over financial reporting is not effective."). Example A-2 in Appendix A illustrates the form of the report that is appropriate in this situation. Example A-6 in Appendix A illustrates a report that reflects disagreement between management and the auditor that a material weakness exists.

178. Scope Limitations. The auditor can express an unqualified opinion on management's assessment of internal control over financial reporting and an unqualified opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting only if the auditor has been able to apply all the procedures necessary in the circumstances. If there are restrictions on the scope of the engagement imposed by the circumstances, the auditor should withdraw from the engagement, disclaim an opinion, or express a qualified opinion. The auditor's decision depends on his or her assessment of the importance of the omitted procedure(s) to his or her ability to form an opinion on management's assessment of internal control over financial reporting and an opinion on the effectiveness of the company's internal control over financial reporting. However, when the restrictions are imposed by management, the auditor should withdraw from the engagement or disclaim an opinion on management's assessment of internal control over financial reporting and the effectiveness of internal control over financial reporting.

179. For example, management might have identified a material weakness in its internal control over financial reporting prior to the date specified in its report and implemented controls to correct it. If management believes that the new controls have been operating for a sufficient period of time
 to determine that they are both effectively designed and operating, management would be able to include in its assessment its conclusion that internal control over financial reporting is effective as of the date specified. However, if the auditor disagrees with the sufficiency of the time period, he or she would be unable to obtain sufficient evidence that the new controls have been operating effectively for a sufficient period. In that case, the auditor should modify the opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting and the opinion on management's assessment of internal control over financial reporting because of a scope limitation.

180. When the auditor plans to disclaim an opinion and the limited procedures performed by the auditor caused the auditor to conclude that a material weakness exists, the auditor's report should include:

• The definition of a material weakness, as provided in paragraph 10.

• A description of any material weaknesses identified in the company's internal control over financial reporting. This description should provide the users of the audit report with specific information about the nature of any material weakness, and its actual and potential effect
 on the presentation of the company's financial statements issued during the existence of the weakness. This description also should address the requirements in paragraph 194.

181. Example A-3 in Appendix A illustrates the form of report when there is a limitation on the scope of the audit causing the auditor to issue qualified opinions. Example A-4 illustrates the form of report when restrictions on the scope of the audit cause the auditor to disclaim opinions.

182. Opinions Based, in Part, on the Report of Another Auditor. When another auditor has audited the financial statements and internal control over financial reporting of one or more subsidiaries, divisions, branches, or components of the company
, the auditor should determine whether he or she may serve as the principal auditor and use the work and reports of another auditor as a basis, in part
, for his or her opinions. AU sec. 543, Part of Audit Performed by Other Independent Auditors, provides direction on the auditor's decision of whether to serve as the principal auditor of the financial statements. If the auditor decides it is appropriate to serve as the principal auditor of the financial statements, then that auditor also should be the principal auditor of the company's internal control over financial reporting. This relationship results from the requirement that an audit of the financial statements must be performed to audit internal control over financial reporting; only the principal auditor of the financial statements can be the principal auditor of internal control over financial reporting. In this circumstance, the principal auditor of the financial statements needs to participate sufficiently in the audit of internal control over financial reporting to provide a basis for serving as the principal auditor of internal control over financial reporting.

183. When serving as the principal auditor of internal control over financial reporting, the auditor should decide whether to make reference
 in the report on internal control over financial reporting to the audit of internal control over financial reporting performed by the other auditor. In these circumstances, the auditor's decision is based on factors similar to those of the independent auditor who uses the work and reports of other independent auditors when reporting on a company's financial statements as described in AU sec. 543.

184. The decision about whether to make reference to another auditor in the report on the audit of internal control over financial reporting might differ from the corresponding decision as it relates to the audit of the financial statements.
 For example, the report on the financial statements may make reference to the audit of a significant equity investment performed by another independent auditor, but the report on internal control over financial reporting might not make a similar reference because management's evaluation of internal control over financial reporting ordinarily would not extend to controls at the equity method investee.

185. When the auditor decides to make reference to the report of the other auditor as a basis, in part, for his or her opinions, the auditor should refer to the report of the other auditor when describing the scope of the audit and when expressing the opinions.

186. Subsequent Events. Changes in internal control over financial reporting or other factors that might significantly affect internal control over financial reporting might occur subsequent to the date as of which internal control over financial reporting is being audited but before the date of the auditor's report.
 The auditor should inquire of management whether there were any such changes or factors. As described in paragraph 142, the auditor should obtain written representations from management relating to such matters. Additionally, to obtain information about whether changes have occurred that might affect the effectiveness of the company's internal control over financial reporting and, therefore, the auditor's report, the auditor should inquire about and examine, for this subsequent period, the following:

• Relevant internal audit reports (or similar functions, such as loan review in a financial institution) issued during the subsequent period;

• Independent auditor reports (if other than the auditor's) of significant deficiencies or material weaknesses;

• Regulatory agency reports on the company's internal control over financial reporting; and

• Information about the effectiveness of the company's internal control over financial reporting obtained through other engagements.

187. The auditor could inquire about and examine other documents for the subsequent period. Paragraphs .01 through .09 of AU sec. 560, Subsequent Events, provides direction on subsequent events for a financial statement audit that also may be helpful to the auditor performing an audit of internal control over financial reporting.

188. If the auditor obtains knowledge about subsequent events that materially and adversely
 affect the effectiveness of the company's internal control over financial reporting as of the date specified in the assessment, the auditor should issue an adverse opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting (and issue an adverse opinion on management's assessment of internal control over financial reporting if management's report does not appropriately assess the affect of the subsequent event). If the auditor is unable to determine the effect of the subsequent event on the effectiveness of the company's internal control over financial reporting, the auditor should disclaim opinions. As described in paragraph 190, the auditor should disclaim an opinion on management's disclosures about corrective actions taken by the company after the date of management's assessment, if any.

189. The auditor may obtain knowledge about subsequent events with respect to conditions that did not exist at the date specified in the assessment but arose subsequent to that date
. If a subsequent event of this type has a material effect on the company, the auditor should include in his or her report an explanatory paragraph describing the event and its effects or directing the reader's attention to the event and its effects as disclosed in management's report. Management's consideration of such events to be disclosed in its report should be limited to a change that has materially affected, or is reasonably likely to materially affect, the company's internal control over financial reporting.

190. Management's Report Containing Additional Information. Management's report on internal control over financial reporting may contain information in addition to management's assessment of the effectiveness of its internal control over financial reporting. Such information might include, for example:

• Disclosures about corrective actions taken by the company after the date of management's assessment;

• The company's plans to implement new controls; and

• A statement that management believes the cost of correcting a material weakness would exceed the benefits to be derived from implementing new controls.

191. If management's assessment includes such additional information, the auditor should disclaim an opinion on the information.
 For example, the auditor should use the following language as the last paragraph of the report to disclaim an opinion on management's cost-benefit statement: 

We do not express an opinion or any other form of assurance on management's statement referring to the costs and related benefits of implementing new controls.

192. If the auditor believes that management's additional information contains a material misstatement of fact, he or she should discuss the matter with management. If the auditor concludes that there is a valid basis for concern, he or she should propose that management consult with some other party whose advice might be useful, such as the company's legal counsel. If, after discussing the matter with management and those management has consulted, the auditor concludes that a material misstatement of fact remains, the auditor should notify management and the audit committee, in writing
, of the auditor's views concerning the information. The auditor also should consider consulting the auditor's legal counsel
 about further actions to be taken, including the auditor's responsibility under Section 10A of the Securities Exchange Act of 1934.

Note: If management makes the types of disclosures described in paragraph 190 outside
 its report on internal control over financial reporting and includes them elsewhere within its annual report on the company's financial statements, the auditor would not need to disclaim an opinion, as described in paragraph 191. However, in that situation, the auditor's responsibilities are the same as those described in paragraph 192 if the auditor believes that the additional information contains a material misstatement of fact.

193. Effect of Auditor's Adverse Opinion on Internal Control Over Financial Reporting on the Opinion on Financial Statements. In some cases, the auditor's report on internal control over financial reporting might describe a material weakness that resulted in an adverse opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting while the audit report on the financial statements remains unqualified. Consequently, during the audit of the financial statements, the auditor did not rely on that control. However, he or she performed additional substantive procedures to determine whether there was a material misstatement in the account related to the control. If, as a result of these procedures, the auditor determines that there was not a material misstatement in the account, he or she would be able to express an unqualified opinion on the financial statements.

194. When the auditor's opinion on the financial statements is unaffected by the adverse opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting, the report on internal control over financial reporting (or the combined report, if a combined report is issued) should include the following or similar language in the paragraph that describes the material weakness:

This material weakness was considered in determining the nature, timing, and extent of audit tests applied in our audit of the 20X3 financial statements, and this report does not affect our report dated [date of report] on those financial statements. [Revise this wording appropriately for use in a combined report.]

195. Such disclosure is important to ensure that users of the auditor's report on the financial statements understand why the auditor issued an unqualified opinion on those statements.

196. Disclosure is also important when the auditor's opinion on the financial statements is affected by the adverse opinion on the effectiveness of internal control over financial reporting. In that circumstance, the report on internal control over financial reporting (or the combined report, if a combined report is issued) should include the following or similar language in the paragraph that describes the material weakness: 

This material weakness was considered in determining the nature, timing, and extent of audit tests applied in our audit of the 20X3 financial statements.

197. Subsequent Discovery of Information Existing at the Date of the Auditor's Report on Internal Control Over Financial Reporting. After the issuance of the report on internal control over financial reporting, the auditor may become aware of conditions that existed at the report date that might have affected the auditor's opinions had he or she been aware of them. The auditor's evaluation of such subsequent information is similar to the auditor's evaluation of information discovered subsequent to the date of the report on an audit of financial statements, as described in AU sec. 561, Subsequent Discovery of Facts Existing at the Date of the Auditor's Report. That standard requires the auditor to determine whether the information is reliable and whether the facts existed at the date of his or her report. If so, the auditor should determine (1) whether the facts would have changed the report if he or she had been aware of them and (2) whether there are persons currently relying on or likely to rely on the auditor's report. For instance, if previously issued financial statements and the auditor's report have been recalled and reissued to reflect the correction of a misstatement, the auditor should presume that his or her report on the company's internal control over financial reporting as of same specified date also should be recalled and reissued to reflect the material weakness that existed at that date. Based on these considerations, paragraph .06 of AU sec. 561 provides detailed requirements for the auditor.

198. Filings Under Federal Securities Statutes. AU sec. 711, Filings Under Federal Securities Statutes, describes the auditor's responsibilities when an auditor's report is included in registration statements, proxy statements, or periodic reports filed under the federal securities statutes. The auditor should also apply AU sec. 711 with respect to the auditor's report on management's assessment of the effectiveness of internal control over financial reporting included in such filings. In addition, the direction in paragraph .10 of AU sec. 711 to inquire of and obtain written representations from officers and other executives responsible for financial and accounting matters about whether any events have occurred that have a material effect on the audited financial statements should be extended to matters that could have a material effect on management's assessment of internal control over financial reporting.

199. When the auditor has fulfilled these responsibilities and intends to consent
 to the inclusion of his or her report on management's assessment of the effectiveness of internal control over financial reporting in the securities filing, the auditor's consent should clearly indicate that both the audit report on financial statements and the audit report on management's assessment of the effectiveness of internal control over financial reporting (or both opinions if a combined report is issued) are included in his or her consent.

Informe sobre el cumplimiento de regulaciones

Una diferencia fundamental

Como lo hemos anotado varias veces, la revisoría fiscal colombiana envuelve tres trabajos de auditoría: financiera, de cumplimiento y de control interno.

Esta visión tripartita de la revisoría fiscal es la razón por la cual, también en forma reiterada, hemos advertido que el enfoque y el alcance de las pruebas propias de una auditoría financiera, pueden no ser adecuados o suficientes para apoyar una opinión sobre el cumplimiento de regulaciones o sobre el control interno.

Para ayudar a comprender mejor esta cuestión, en esta sección incluimos y comentamos, en primer lugar el International Standard on Auditing 250 Consideration of Laws and Regulations in an Audit of Financial Statements, disposición emitida por Ifac y, en segundo lugar, la sección AT Section 601 Compliance Attestation que forma parte de las normas profesionales emitidas por Aicpa.

Consideración sobre la regulación dentro de una auditoría financiera

INTERNATIONAL STANDARD ON AUDITING 250 

CONSIDERATION OF LAWS AND REGULATIONS IN AN AUDIT OF FINANCIAL STATEMENTS 

Introduction 

1. The purpose of this International Standard on Auditing (ISA) is to establish standards and provide guidance
 on the auditor’s responsibility
 to consider laws and regulations in an audit of financial statements.
 

2. When planning and performing audit procedures and in evaluating and reporting the results thereof
, the auditor should recognize that noncompliance by the entity with laws and regulations may materially affect the financial statements
. However, an audit cannot be expected to detect noncompliance with all laws and regulations.
 Detection of noncompliance, regardless of materiality, requires consideration of the implications for the integrity of management or employees and the possible effect on other aspects of the audit.
 

3. The term «noncompliance» as used in this ISA refers to acts of omission or commission
 by the entity being audited, either intentional or unintentional
, which are contrary to the prevailing laws or regulations. Such acts, include transactions entered into by, or in the name of, the entity or on its behalf by its management or employees
. For the purpose of this ISA, noncompliance does not include personal misconduct (unrelated to the business activities of the entity) by the entity’s management or employees
. 

4. Whether an act constitutes noncompliance is a legal determination that is ordinarily beyond the auditor’s professional competence.
 The auditor’s training, experience and understanding of the entity and its industry may provide a basis for recognition that some acts coming to the auditor’s attention may constitute noncompliance with laws and regulations.
 The determination as to whether a particular act constitutes or is likely to constitute noncompliance is generally based on the advice of an informed expert qualified to practice law but ultimately can only be determined by a court of law.
 

5. Laws and regulations vary considerably in their relation to the financial statements.
 Some laws or regulations determine the form or content of an entity’s financial statements or the amounts to be recorded or disclosures to be made in financial statements.
 Other laws or regulations are to be complied with by management or set the provisions under which the entity is allowed to conduct its business. Some entities operate in heavily regulated industries (such as banks and chemical companies) Others are only subject to the many laws and regulations that generally relate to the operating aspects of the business (such as those related to occupational safety and health and equal employment)
 Noncompliance with laws and regulations could result in financial consequences for the entity such as fines, litigation, etc.
 Generally, the further removed noncompliance is from the events and transactions ordinarily reflected in financial statements, the less likely the auditor is to become aware of it or to recognize its possible noncompliance.
 

6. Laws and regulations vary from country to country. National accounting and auditing standards are therefore likely to be more specific as to the relevance of laws and regulations to an audit.
 

7. This ISA applies to audits of financial statements and does not apply to other engagements in which the auditor is specifically engaged to test and report separately on compliance with specific laws or regulations.

8. Guidance on the auditor’s responsibility to consider fraud and errors in an audit of financial statements is provided in ISA 240 «The Auditor’s Responsibility to Consider Fraud and Error in an Audit of Financial Statements. »
 

Responsibility of Management for the Compliance with Laws and Regulations 

9. It is management’s responsibility to ensure that the entity’s operations are conducted in accordance with laws and regulations.
 The responsibility for the prevention and detection of noncompliance rests with management.
 

10. The following policies and procedures, among others, may assist management in discharging its responsibilities for the prevention and detection of noncompliance: 

• Monitoring legal requirements and ensuring that operating procedures are designed to meet these requirements.
 

• Instituting and operating appropriate systems of internal control. 

• Developing, publicizing and following a Code of Conduct. 

• Ensuring employees are properly trained and understand the Code of Conduct. 

• Monitoring compliance with the Code of Conduct and acting appropriately to discipline employees who fail to comply with it. 

• Engaging legal advisors to assist in monitoring legal requirements.
 

• Maintaining a register of significant laws with which the entity has to comply within its particular industry and a record of complaints.

In larger entities, these policies and procedures may be supplemented by assigning appropriate responsibilities to: 

• An internal audit function. 

• An audit committee.
 

The Auditor’s Consideration of Compliance with Laws and Regulations 

11. The auditor is not, and cannot be held responsible
 for preventing
 noncompliance. The fact that an annual audit is carried out may, however, act as a deterrent. 

12. An audit is subject to the unavoidable risk
 that some material misstatements of the financial statements will not be detected, even though the audit is properly planned and performed in accordance with ISAs. This risk is higher with regard to material misstatements resulting from noncompliance with laws and regulations due to factors such as
: 

• There are many laws and regulations, relating principally to the operating aspects of the entity, that typically do not have a material effect on the financial statements and are not captured by the accounting and internal control systems. 

• The effectiveness of audit procedures is affected by the inherent limitations of the accounting and internal control systems and by the use of testing.
 

• Much of the evidence obtained by the auditor is persuasive rather than conclusive in nature.
 

• Noncompliance may involve conduct designed to conceal it, such as collusion, forgery, deliberate failure to record transactions, senior management override of controls or intentional misrepresentations being made to the auditor.
 

13. In accordance with ISA 200 «Objective and General Principles Governing an Audit of Financial Statements,» the auditor should plan and perform the audit with an attitude of professional skepticism
 recognizing that the audit may reveal conditions or events that would lead to questioning whether an entity is complying with laws and regulations. 

14. In accordance with specific statutory requirements, the auditor may be specifically required to report as part of the audit of the financial statements whether the entity complies with certain provisions of laws or regulations. In these circumstances, the auditor would plan to test for compliance with these provisions of the laws and regulations.
 

15. In order to plan the audit, the auditor should obtain a general understanding
 of the legal and regulatory framework
 applicable to the entity and the industry
 and how the entity is complying with that framework. 

16. In obtaining this general understanding
, the auditor would particularly recognize that some laws and regulations may have a fundamental effect on the operations of the entity. That is, noncompliance with certain laws and regulations may cause the entity to cease operations, or call into question the entity’s continuance as a going concern. For example, noncompliance with the requirements of the entity’s license or other title to perform its operations could have such an impact (for example, for a bank, noncompliance with capital or investment requirements) 

17. To obtain the general understanding of laws and regulations, the auditor would ordinarily: 

• Use the existing knowledge of the entity’s industry and business. 

• Inquire of management concerning the entity’s policies and procedures regarding compliance with laws and regulations.
 

• Inquire of management as to the laws or regulations that may be expected to have a fundamental effect on the operations of the entity.
 

• Discuss with management the policies or procedures adopted for identifying, evaluating and accounting for litigation claims and assessments.
 

• Discuss the legal and regulatory framework with auditors of subsidiaries in other countries (for example, if the subsidiary is required to adhere to the securities regulations of the parent company)
 

18. After obtaining the general understanding, the auditor should perform procedures to help identify instances of noncompliance with those laws and regulations
 where noncompliance should be considered when preparing financial statements, specifically: 

(a) Inquiring of management as to whether the entity is in compliance with such laws and regulations. 

(b) Inspecting correspondence with the relevant licensing or regulatory authorities.
 

19. Further, the auditor should obtain sufficient appropriate audit evidence about compliance with those laws and regulations generally recognized by the auditor
 to have an effect on the determination of material amounts and disclosures in financial statements. The auditor should have a sufficient understanding of these laws and regulations in order to consider them when auditing the assertions related to the determination of the amounts to be recorded and the disclosures to be made
. 

20. Such laws and regulations would be well established and known to the entity and within the industry; they would be considered on a recurring basis
 each time financial statements are issued. These laws and regulations, may relate, for example, to the form and content of financial statements, including industry specific requirements; accounting for transactions under government contracts; or the accrual or recognition of expenses for income taxes or pension costs. 

21. Other than as described in paragraphs 18, 19 and 20, the auditor does not test or perform other procedures on the entity’s compliance with laws and regulations since this would be outside the scope of an audit of financial statements
. 

22. The auditor should be alert to the fact that procedures applied for the purpose of forming an opinion on the financial statements may bring instances of possible noncompliance with laws and regulations to the auditor’s attention
. For example, such procedures include reading minutes; inquiring of the entity’s management and legal counsel concerning litigation, claims and assessments; and performing substantive tests of details of transactions or balances. 

23. The auditor should obtain written representations that management has disclosed to the auditor all known actual or possible noncompliance with laws and regulations whose effects should be considered when preparing financial statements
. 

24. In the absence of evidence to the contrary, the auditor is entitled to assume the entity is in compliance with these laws and regulations. 

Procedures When Noncompliance is Discovered 

25. The Appendix to this ISA sets out examples of the type of information that might come to the auditor’s attention that may indicate noncompliance. 

26. When the auditor becomes aware of information concerning a possible
 instance of noncompliance, the auditor should obtain an understanding of the nature of the act and the circumstances in which it has occurred, and sufficient other information to evaluate the possible effect on the financial statements. 

27. When evaluating the possible effect on the financial statements, the auditor considers: 

• The potential financial consequences, such as fines, penalties, damages, threat of expropriation of assets, enforced discontinuation of operations and litigation. 

• Whether the potential financial consequences require disclosure. 

• Whether the potential financial consequences are so serious as to call into question the true and fair view (fair presentation) given by the financial statements. 

28. When the auditor believes there may be noncompliance, the auditor should document the findings and discuss them with management. Documentation of findings would include copies of records and documents and making minutes of conversations, if appropriate. 

29. If management does not provide satisfactory information that it is in fact in compliance, the auditor would consult with the entity’s lawyer about the application of the laws and regulations to the circumstances and the possible effects on the financial statements. When it is not considered appropriate to consult with the entity’s lawyer or when the auditor is not satisfied with the opinion, the auditor would consider consulting the auditor’s own lawyer as to whether a violation of a law or regulation is involved, the possible legal consequences and what further action, if any, the auditor would take
. 

30. When adequate information about the suspected noncompliance cannot be obtained, the auditor should consider the effect of the lack of audit evidence on the auditor’s report
. 

31. The auditor should consider the implications of noncompliance in relation to other aspects of the audit, particularly the reliability of management representations. In this regard, the auditor reconsiders the risk assessment and the validity of management representations, in case of noncompliance not detected by internal controls or not included in management representations. The implications of particular instances of noncompliance discovered by the auditor will depend on the relationship of the perpetration and concealment, if any, of the act to specific control procedures and the level of management or employees involved
. 

Reporting of Noncompliance
 

To Management 

32. The auditor should, as soon as practicable, either communicate with the audit committee, the board of directors and senior management, or obtain evidence that they are appropriately informed, regarding noncompliance that comes to the auditor’s attention
. However, the auditor need not do so for matters that are clearly inconsequential or trivial and may reach agreement in advance on the nature of such matters to be communicated
. 

33. If in the auditor’s judgment the noncompliance is believed to be intentional and material, the auditor should communicate the finding without delay
. 

34. If the auditor suspects that members of senior management, including members of the board of directors, are involved in noncompliance, the auditor should report the matter to the next higher level of authority at the entity, if it exists, such as an audit committee or a supervisory board
. Where no higher authority exists, or if the auditor believes that the report may not be acted upon or is unsure as to the person to whom to report, the auditor would consider seeking legal advice
. 

To the Users of the Auditor’s Report on the Financial Statements 

35. If the auditor concludes that the noncompliance has a material effect on the financial statements, and has not been properly reflected in the financial statements
, the auditor should express a qualified or an adverse opinion
. 

36. If the auditor is precluded by the entity from obtaining sufficient appropriate audit evidence to evaluate whether noncompliance that may be material to the financial statements, has, or is likely to have, occurred, the auditor should express a qualified opinion or a disclaimer of opinion on the financial statements on the basis of a limitation on the scope of the audit
. 

37. If the auditor is unable to determine whether noncompliance has occurred because of limitations imposed by the circumstances rather than by the entity, the auditor should consider the effect on the auditor’s report
. 

To Regulatory and Enforcement Authorities 

38. The auditor’s duty of confidentiality would ordinarily preclude reporting noncompliance to a third party. However, in certain circumstances, that duty of confidentiality is overridden by statute, law or by courts of law (for example, in some countries the auditor is required to report noncompliance by financial institutions to the supervisory authorities) The auditor may need to seek legal advice in such circumstances, giving due consideration to the auditor’s responsibility to the public interest
. 

Withdrawal from the Engagement 

39. The auditor may conclude that withdrawal from the engagement is necessary when the entity does not take the remedial action that the auditor considers necessary in the circumstances, even when the noncompliance is not material to the financial statements. Factors that would affect the auditor’s conclusion include the implications of the involvement of the highest authority within the entity which may affect the reliability of management representations, and the effects on the auditor of continuing association with the entity. In reaching such a conclusion, the auditor would ordinarily seek legal advice
. 

40. As stated in the Code of Ethics for Professional Accountants issued by the International Federation of Accountants, on receipt of an inquiry from the proposed auditor, the existing auditor should advise whether there are any professional reasons why the proposed auditor should not accept the appointment
. The extent to which an existing auditor can discuss the affairs of a client with a proposed auditor will depend on whether the client’s permission to do so has been obtained and/or the legal or ethical requirements that apply in each country relating to such disclosure
. If there are any such reasons or other matters which need to be disclosed, the existing auditor would, taking account of the legal and ethical constraints, including where appropriate permission of the client, give details of the information and discuss freely with the proposed auditor all matters relevant to the appointment. If permission from the client to discuss its affairs with the proposed auditor is denied by the client, that fact should be disclosed to the proposed auditor
. 

Public Sector Perspective 

1. Many public sector engagements include additional audit responsibilities with respect to consideration of laws and regulations. Even if the auditor’s responsibilities do not extend beyond those of the private sector auditor, reporting responsibilities may be different as the public sector auditor may be obliged to report on instances of noncompliance to governing authorities or to report them in the audit report. In respect to public sector entities, the Public Sector Committee has supplemented the guidance included in this ISA in its Study 3 «Auditing for Compliance with Authorities—A Public Sector Perspective. » 

Appendix 

Indications That Noncompliance May Have Occurred 

Examples of the type of information that may come to the auditor’s attention that may indicate that noncompliance with laws or regulations has occurred are listed below: 

• Investigation by government departments or payment of fines or penalties
. 

• Payments for unspecified services
 or loans to consultants, related parties, employees or government employees. 

• Sales commissions or agent’s fees that appear excessive
 in relation to those ordinarily paid by the entity or in its industry or to the services actually received. 

• Purchasing at prices significantly above or below market price
. 

• Unusual payments in cash, purchases in the form of cashiers’ checks payable to bearer or transfers to numbered bank accounts
. 

• Unusual transactions with companies registered in tax havens. 

• Payments for goods or services made other than to the country from which the goods or services originated. 

• Payments without proper exchange control documentation. 

• Existence of an accounting system which fails, whether by design or by accident, to provide an adequate audit trail or sufficient evidence. 

• Unauthorized transactions or improperly recorded transactions. 

• Media comment.

Atestación sobre el cumplimiento de regulaciones

AT Section 601

Compliance Attestation

Source: SSAE No. 10.

Effective when the subject matter or assertion is as of or for a period ending on or after June 1, 2001. Earlier application is permitted. 

Introduction and Applicability

.01
This section provides guidance for engagements related to either (a) an entity's compliance with requirements of specified
 laws, regulations, rules, contracts, or grants or (b) the effectiveness of an entity's internal control over compliance with specified requirements.
 Compliance requirements may be either financial or nonfinancial
 in nature. An attest engagement conducted in accordance with this section should comply with the general, fieldwork, and reporting standards in section 101, Attest Engagements, and the specific standards set forth in this section.

.02
This section does not—

a.
Affect the auditor's responsibility in an audit of financial statements performed in accordance with generally accepted auditing standards (GAAS)

b.
Apply to situations in which an auditor reports on specified compliance requirements based solely on an audit of financial statements, as addressed in AU section 623, Special Reports, paragraphs .19 through .21.

c.
Apply to engagements for which the objective is to report in accordance with AU section 801, Compliance Auditing Considerations in Audits of Governmental Entities and Recipients of Governmental Financial Assistance, unless the terms of the engagement specify an attest report under this section.

d.
Apply to engagements covered by AU section 634, Letters for Underwriters and Certain Other Requesting Parties.

e.
Apply to the report that encompasses internal control over compliance for a broker or dealer in securities as required by rule 17a-5 of the Securities Exchange Act of 1934 (the 1934 Act)
 

.03
A report issued in accordance with the provisions of this section does not provide a legal determination
 of an entity's compliance with specified requirements. However, such a report may be useful to legal counsel or others in making such determinations.

Scope of Services

.04
The practitioner may be engaged to perform agreed-upon procedures
 to assist users in evaluating the following subject matter (or assertions related thereto)
—

a.
The entity’s compliance with specified requirements

b.
The effectiveness of the entity’s internal control over compliance

c.
Both the entity’s compliance with specified requirements and the effectiveness of the entity’s internal control over compliance 

The practitioner also may be engaged to examine
 the entity's compliance with specified requirements or a written assertion thereon.

.05
An important consideration in determining the type of engagement to be performed is expectations by users of the practitioner's report.
 Since the users decide the procedures to be performed
 in an agreed-upon procedures engagement, it often will be in the best interests of the practitioner and users (including the client) to have an agreed-upon procedures engagement rather than an examination engagement. When deciding whether to accept an examination engagement, the practitioner should consider the risks discussed in paragraphs .31 through .35.

.06
A practitioner may be engaged to examine the effectiveness of the entity's internal control over compliance or an assertion thereon. However, in accordance with section 101, the practitioner cannot accept an engagement unless he or she has reason to believe that the subject matter is capable of reasonably consistent evaluation against criteria that are suitable and available to users.
 If a practitioner determines that such criteria do exist for internal control over compliance, he or she should perform the engagement in accordance with section 101. Additionally, section 501, Reporting on an Entity's Internal Control Over Financial Reporting, may be helpful to a practitioner in such an engagement.
 

.07
A practitioner should not accept an engagement to perform a review
, as defined in section 101.55, of an entity's compliance with specified requirements or about the effectiveness of an entity's internal control over compliance or an assertion thereon.

.08
The practitioner may be engaged to provide other types of services in connection with the entity's compliance with specified requirements or the entity's internal control over compliance. For example, management may engage the practitioner to provide recommendations on how to improve the entity's compliance or related internal control. A practitioner engaged to provide such nonattest services should refer to the guidance in CS section 100, Consulting Services: Definitions and Standards. 

Conditions for Engagement Performance

.09
A practitioner may perform an agreed-upon procedures engagement related to an entity's compliance with specified requirements or the effectiveness of internal control over compliance if the following conditions are met.

a.
The responsible party accepts responsibility for the entity's compliance with specified requirements and the effectiveness of the entity's internal control over compliance.

b.
The responsible party evaluates the entity's compliance with specified requirements or the effectiveness of the entity's internal control over compliance.

See also section 201, Agreed-Upon Procedures Engagements. 

.10
A practitioner may perform an examination engagement related to an entity's compliance with specified requirements if the following conditions are met.

a.
The responsible party accepts responsibility for the entity's compliance with specified requirements and the effectiveness of the entity's internal control over compliance.

b.
The responsible party evaluates the entity's compliance with specified requirements.

c.
Sufficient evidential matter exists or could be developed to support management's evaluation.
 

.11
As part of engagement performance, the practitioner should obtain from the responsible party a written assertion
 about compliance with specified requirements or internal control over compliance. The responsible party may present its written assertion in either of the following:

a.
A separate report that will accompany the practitioner's report

b.
A representation letter to the practitioner 

.12
The responsible party's written assertion about compliance with specified requirements or internal control over compliance may take many forms. Throughout this section, for example, the phrase «responsible party's assertion that W Company complied with [specify compliance requirement] as of [date], » illustrates such an assertion. Other phrases may also be used.
 However, a practitioner should not accept an assertion that is so subjective (for example, «very
 effective» internal control over compliance) that people having competence in and using the same or similar criteria would not ordinarily be able to arrive at similar conclusions.

.13
Regardless of whether the practitioner's client is the responsible party, the responsible party's refusal to furnish a written assertion as part of an examination engagement should cause the practitioner to withdraw from the engagement.
 However, an exception is provided if an examination of an entity's compliance with specified requirements is required by law or regulation. In that instance, the practitioner should disclaim
 an opinion on compliance unless he or she obtains evidential matter that warrants expressing an adverse opinion. If the practitioner expresses an adverse opinion and the responsible party does not provide an assertion, the practitioner's report should be restricted as to use.
 (See section 101.78–.81.) If, as part of an agreed-upon procedures engagement, the practitioner's client is the responsible party, a refusal by that party to provide an assertion requires the practitioner to withdraw from the engagement. However, withdrawal is not required if the engagement is required by law or regulation. If, in an agreed-upon procedures engagement, the practitioner's client is not the responsible party,
 the practitioner is not required to withdraw but should consider the effects of the responsible party's refusal on the engagement and his or her report.

.14
Additionally, at the beginning of the engagement, the practitioner may want to consider discussing with the client and the responsible party the need for the responsible party to provide the practitioner with a written representation letter at the conclusion of the examination engagement or an agreed-upon procedures engagement in which the client is the responsible party. In that letter, the responsible party will be asked to provide, among other possible items, an acknowledgment of their responsibility for establishing and maintaining effective internal control over compliance and their assertion stating their evaluation of the entity's compliance with specified requirements. The responsible party's refusal to furnish these representations (see paragraphs .68 through .70) will constitute a limitation on the scope of the engagement. 

Responsible Party

.15
The responsible party is responsible for ensuring that the entity complies with the requirements applicable to its activities. That responsibility encompasses the following.

a.
Identify applicable compliance requirements.
 

b.
Establish and maintain internal control to provide reasonable assurance that the entity complies with those requirements.
 

c.
Evaluate and monitor the entity's compliance.
 

d.
Specify reports that satisfy legal, regulatory, or contractual requirements.
 

The responsible party's evaluation may include documentation such as accounting or statistical data, entity policy manuals, accounting manuals, narrative memoranda, procedural write-ups, flowcharts, completed questionnaires, or internal auditors' reports. The form and extent of documentation will vary depending on the nature of the compliance requirements and the size and complexity of the entity. The responsible party may engage the practitioner to gather information to assist it in evaluating the entity's compliance. Regardless of the procedures performed by the practitioner, the responsible party must accept responsibility for its assertion and must not base such assertion solely on the practitioner's procedures.
 

Agreed-Upon Procedures Engagement

.16
The objective of the practitioner's agreed-upon procedures is to present specific findings
 to assist
 users in evaluating an entity's compliance with specified requirements or the effectiveness of an entity's internal control over compliance
 based on procedures agreed upon by the users of the report. A practitioner engaged to perform agreed-upon procedures on an entity's compliance with specified requirements or about the effectiveness of an entity's internal control over compliance should follow the guidance set forth herein and in section 201. 

.17
The practitioner's procedures generally may be as limited or as extensive as the specified users desire, as long as the specified users (a) agree upon the procedures performed or to be performed and (b) take responsibility for the sufficiency
 of the agreed-upon procedures for their purposes. (See section 201.15.)

.18
To satisfy the requirements that the practitioner and the specified users agree upon the procedures performed or to be performed and that the specified users take responsibility for the sufficiency of the agreed-upon procedures for their purposes, ordinarily the practitioner should communicate directly
 with and obtain affirmative acknowledgment from each of the specified users. For example, this may be accomplished by meeting with the specified users or by distributing a draft of the anticipated report or a copy of an engagement letter to the specified users and obtaining their agreement. If the practitioner is not able to communicate directly with all of the specified users, the practitioner may satisfy these requirements by applying any one or more of the following or similar procedures.

•
Compare the procedures to be applied to written requirements of the specified users.

•
Discuss the procedures to be applied with appropriate representatives of the specified users involved.

•
Review relevant contracts with or correspondence from the specified users.

The practitioner should not report on an engagement when specified users do not agree
 upon the procedures performed or to be performed and do not take responsibility for the sufficiency of the procedures for their purposes. See section 201.36 for guidance on satisfying these requirements when the practitioner is requested to add other parties as specified parties after the date of completion of the agreed-upon procedures.

.19
In an engagement to perform agreed-upon procedures on an entity's compliance with specified requirements or about the effectiveness of an entity's internal control over compliance, the practitioner is required to perform only the procedures that have been agreed to by users.
 However, prior to performing such procedures, the practitioner should obtain an understanding of the specified compliance requirements, as discussed in paragraph .20. (See section 201.)

.20
To obtain an understanding of the specified compliance requirements, a practitioner should consider the following:

a.
Laws, regulations, rules, contracts, and grants that pertain to the specified compliance requirements, including published requirements

b.
Knowledge about the specified compliance requirements obtained through prior engagements and regulatory reports

c.
Knowledge about the specified compliance requirements obtained through discussions with appropriate individuals within the entity (for example, the chief financial officer, internal auditors, legal counsel, compliance officer, or grant or contract administrators)

d.
Knowledge about the specified compliance requirements obtained through discussions with appropriate individuals outside the entity (for example, a regulator or a third-party specialist)

.21
When circumstances impose restrictions on the scope of an agreed-upon procedures engagement, the practitioner should attempt to obtain agreement from the users for modification of the agreed-upon procedures. When such agreement cannot be obtained (for example, when the agreed-upon procedures are published by a regulatory agency that will not modify the procedures), the practitioner should describe such restrictions in his or her report or withdraw from the engagement.

.22
The practitioner has no obligation to perform procedures beyond the agreed-upon procedures. However, if noncompliance comes to the practitioner's attention by other means, such information ordinarily should be included in his or her report.

.23
The practitioner may become aware of noncompliance that occurs subsequent to the period addressed by the practitioner's report but before the date of the practitioner's report.
 The practitioner should consider including information regarding such noncompliance in his or her report. However, the practitioner has no responsibility to perform procedures to detect such noncompliance other than obtaining the responsible party's representation about noncompliance in the subsequent period, as described in paragraph .68.

.24
The practitioner's report on agreed-upon procedures on an entity's compliance with specified requirements (or the effectiveness of an entity's internal control over compliance) should be in the form of procedures and findings. The practitioner's report should contain the following elements:

a.
A title that includes the word independent

b.
Identification of the specified parties

c.
Identification of the subject matter of the engagement (or management's assertion thereon)
, including the period or point in time addressed and a reference to the character of the engagement
 

d.
An identification of the responsible party

e.
A statement that the subject matter is the responsibility of the responsible party

f.
A statement that the procedures, which were agreed to by the specified parties identified in the report, were performed to assist the specified parties in evaluating the entity's compliance with specified requirements or the effectiveness of its internal control over compliance

g.
A statement that the agreed-upon procedures engagement was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants

h. 
A statement that the sufficiency of the procedures is solely the responsibility of the specified parties and a disclaimer of responsibility for the sufficiency of those procedures

i. 
A list of the procedures performed
 (or reference thereto) and related findings
 (The practitioner should not provide negative assurance.
 See section 201.24.)

j. 
Where applicable, a description of any agreed-upon materiality limits (See section 201.25.)

k. 
A statement that the practitioner was not engaged to and did not conduct an examination
 of the entity's compliance with specified requirements (or the effectiveness of an entity's internal control over compliance), a disclaimer of opinion thereon, and a statement that if the practitioner had performed additional procedures, other matters might have come to his or her attention that would have been reported

l. 
A statement restricting the use of the report to the specified parties
 

m. 
Where applicable, reservations or restrictions concerning procedures or findings as discussed in section 201.33, .35, .39, and .40

n.
Where applicable, a description of the nature of the assistance provided by the specialist as discussed in section 201.19–.21

o.
The manual or printed
 signature of the practitioner's firm

p.
The date of the report

.25
The following is an illustration of an agreed-upon procedures report on an entity's compliance with specified requirements in which the procedures and findings are enumerated rather than referenced.

Independent Accountant's Report on Applying Agreed-Upon Procedures

We
 have performed the procedures enumerated below, which were agreed to by [list specified parties], solely to assist the specified parties in evaluating [name of entity]'s compliance with [list specified requirements] during the [period] ended [date].
 Management is responsible for [name of entity]'s compliance with those requirements. This agreed-upon procedures engagement was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants. The sufficiency of these procedures is solely the responsibility of those parties specified in this report. Consequently, we make no representation regarding the sufficiency of the procedures described below either for the purpose for which this report has been requested or for any other purpose.

[Include paragraphs to enumerate procedures and findings.]

We were not engaged to and did not conduct an examination, the objective of which would be the expression of an opinion on compliance.
 Accordingly, we do not express such an opinion. Had we performed additional procedures, other matters might have come to our attention that would have been reported to you.

This report is intended solely for the information and use of [list or refer to specified parties] and is not intended to be and should not be used by anyone other than these specified parties.

[Signature]

[Date]

.26
Evaluating compliance with certain requirements may require
 interpretation of the laws, regulations, rules, contracts, or grants that establish those requirements. In such situations, the practitioner should consider whether he or she is provided with the suitable criteria required to evaluate an assertion under the third general attestation standard. If these interpretations are significant
, the practitioner may
 include a paragraph stating the description and the source
 of interpretations made by the entity's management. An example of such a paragraph, which should precede the procedures and findings paragraph(s), follows.

We have been informed that, under [name of entity]'s interpretation of [identify the compliance requirement], [explain the nature and source of the relevant interpretation].

.27
The following is an illustration of an agreed-upon procedures report on the effectiveness of an entity's internal control over compliance in which the procedures and findings are enumerated rather than referenced.

Independent Accountant's Report on Applying Agreed-Upon Procedures

We have performed the procedures enumerated below, which were agreed to by [list specified parties], solely to assist the specified parties in evaluating the effectiveness of [name of entity]'s internal control over compliance with [list specified requirements] as of [date].
 Management is responsible for [name of entity]'s internal control over compliance with those requirements. This agreed-upon procedures engagement was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants. The sufficiency of these procedures is solely the responsibility of those parties specified in this report. Consequently, we make no representation regarding the sufficiency of the procedures described below either for the purpose for which this report has been requested or for any other purpose.

[Include paragraphs to enumerate procedures and findings.]

We were not engaged to and did not conduct an examination, the objective of which would be the expression of an opinion on the effectiveness of internal control over compliance. Accordingly, we do not express such an opinion. Had we performed additional procedures, other matters might have come to our attention that would have been reported to you.

This report is intended solely for the information and use of [list or refer to specified parties] and is not intended to be and should not be used by anyone other than these specified parties.

[Signature]

[Date]

.28
In some agreed-upon procedures engagements, procedures may relate to both compliance with specified requirements and the effectiveness of internal control over compliance
. In these engagements, the practitioner may issue one report that addresses both. For example, the first sentence of the introductory paragraph would state the following.

We have performed the procedures enumerated below, which were agreed to by [list users of report], solely to assist the users in evaluating [name of entity]'s compliance with [list specified requirements] during the [period] ended [date] and the effectiveness of [name of entity]'s internal control over compliance with the aforementioned compliance requirements as of [date].

.29
The date of completion of the agreed-upon procedures should be used as the date of the practitioner's report.

Examination Engagement

.30
The objective of the practitioner's examination procedures applied to an entity's compliance with specified requirements is to express an opinion on an entity's compliance (or assertion related thereto), based on the specified criteria
. To express such an opinion, the practitioner accumulates sufficient evidence about the entity's compliance with specified requirements, thereby restricting attestation risk to an appropriately low level
. 

Attestation Risk

.31
In an engagement to examine compliance with specified requirements, the practitioner seeks to obtain reasonable assurance that the entity complied, in all material respects, based on the specified criteria.
 This includes designing the examination to detect both intentional and unintentional material noncompliance
. Absolute assurance is not attainable
 because of factors such as the need for judgment
, the use of sampling, and the inherent limitations of internal control over compliance and because much of the evidence available to the practitioner is persuasive rather than conclusive in nature
. Also, procedures that are effective for detecting noncompliance that is unintentional may be ineffective for detecting noncompliance that is intentional and concealed through collusion between personnel of the entity and a third party or among management or employees of the entity.
 Therefore, the subsequent discovery that material noncompliance exists does not, in and of itself, evidence inadequate planning, performance, or judgment on the part of the practitioner
. 

.32
Attestation risk is the risk that the practitioner may unknowingly
 fail to modify appropriately his or her opinion. It is composed of inherent risk, control risk, and detection risk. For purposes of a compliance examination, these components are defined as follows:

a.
Inherent risk—The risk that material noncompliance with specified requirements could occur, assuming there are no related controls

b.
Control risk— The risk that material noncompliance that could occur will not be prevented or detected on a timely basis by the entity's controls

c.
Detection risk— The risk that the practitioner's procedures will lead him or her to conclude that material noncompliance does not exist when, in fact, such noncompliance does exist

Inherent Risk

.33
In assessing inherent risk, the practitioner should consider factors affecting risk similar to those an auditor would consider when planning an audit of financial statements
. Such factors are discussed in AU section 316A, Consideration of Fraud in a Financial Statement Audit, paragraphs .16 through .19. In addition, the practitioner should consider factors relevant to compliance engagements, such as the following:

•
The complexity of the specified compliance requirements

•
The length of time the entity has been subject to the specified compliance requirements

•
Prior experience with the entity's compliance

•
The potential impact of noncompliance

Control Risk

.34
The practitioner should assess control risk as discussed in paragraphs .45 and .46. Assessing control risk contributes to the practitioner's evaluation of the risk that material noncompliance exists. The process of assessing control risk (together with assessing inherent risk) provides evidential matter about the risk that such noncompliance may exist. The practitioner uses this evidential matter as part of the reasonable basis for his or her opinion.
 

Detection Risk

.35
In determining an acceptable level of detection risk, the practitioner assesses inherent risk and control risk and considers the extent to which he or she seeks to restrict attestation risk. As assessed inherent risk or control risk decreases, the acceptable level of detection
 risk increases. Accordingly, the practitioner may alter the nature, timing, and extent
 of compliance tests performed based on the assessments of inherent risk and control risk.

Materiality

.36
In an examination of an entity's compliance with specified requirements, the practitioner's consideration of materiality differs from that of an audit of financial statements in accordance with GAAS.
 In an examination of an entity's compliance with specified requirements, the practitioner's consideration of materiality is affected by (a) the nature of the compliance requirements, which may or may not
 be quantifiable in monetary terms, (b) the nature and frequency
 of noncompliance identified with appropriate consideration of sampling risk, and (c) qualitative considerations, including the needs and expectations
 of the report's users.

.37
In a number of situations, the terms of the engagement may provide for a supplemental report of all or certain noncompliance discovered. Such terms should not change the practitioner's judgments about materiality in planning and performing the engagement or in forming an opinion on an entity's compliance with specified requirements or on the responsible party's assertion about such compliance.
 

Performing an Examination Engagement

.38
The practitioner should exercise (a) due care
 in planning, performing, and evaluating the results of his or her examination procedures and (b) the proper degree of professional skepticism
 to achieve reasonable assurance that material noncompliance will be detected.

.39
In an examination of the entity's compliance with specified requirements, the practitioner should—

a.
Obtain an understanding of the specified compliance requirements. (See paragraph .40.)

b.
Plan the engagement. (See paragraphs .41 through .44.)

c.
Consider relevant portions of the entity's internal control over compliance. (See paragraphs .45 through .47.)

d.
Obtain sufficient evidence including testing compliance with specified requirements. (See paragraphs .48 and .49.)

e.
Consider subsequent events. (See paragraphs .50 through .52.)

f.
Form an opinion about whether the entity complied, in all material respects, with specified requirements (or whether the responsible party's assertion about such compliance is fairly stated in all material respects), based on the specified criteria. (See paragraph .53.)

Obtaining an Understanding of the Specified Compliance Requirements

.40
A practitioner should obtain an understanding of the specified compliance requirements. To obtain such an understanding, a practitioner should consider the following:

a.
Laws, regulations, rules, contracts, and grants that pertain to the specified compliance requirements, including published requirements

b.
Knowledge about the specified compliance requirements obtained through prior engagements and regulatory reports

c.
Knowledge about the specified compliance requirements obtained through discussions with appropriate individuals within the entity (for example, the chief financial officer, internal auditors, legal counsel, compliance officer, or grant or contract administrators)

d.
Knowledge about the specified compliance requirements obtained through discussions with appropriate individuals outside the entity (for example, a regulator or third-party specialist)

Planning the Engagement

General Considerations

.41
Planning an engagement to examine an entity's compliance with specified requirements involves developing an overall strategy for the expected conduct and scope of the engagement. The practitioner should consider the planning matters discussed in section 101.42–.47.

Multiple Components

.42
In an engagement to examine an entity's compliance with specified requirements when the entity has operations in several components (for example, locations, branches, subsidiaries, or programs), the practitioner may determine that it is not necessary to test compliance with requirements at every component.
 In making such a determination and in selecting the components to be tested, the practitioner should consider factors such as the following:

a.
The degree to which the specified compliance requirements apply at the component level

b.
Judgments about materiality

c.
The degree of centralization of records

d.
The effectiveness of the control environment
, particularly management’s direct control over the exercise of authority delegated to others and its ability to supervise activities at various locations effectively

e.
The nature and extent of operations conducted at the various components

f.
The similarity
 of operations over compliance for different components

Using the Work of a Specialist

.43
In some compliance engagements, the nature of the specified compliance requirements may require specialized skill or knowledge in a particular field other than accounting or auditing.
 In such cases, the practitioner may use the work of a specialist and should follow the relevant performance and reporting guidance in AU section 336, Using the Work of a Specialist.

Internal Audit Function

.44
Another factor the practitioner should consider when planning the engagement is whether the entity has an internal audit function and the extent to which internal auditors are involved in monitoring compliance with the specified requirements.
 A practitioner should consider the guidance in AU section 322, The Auditor's Consideration of the Internal Audit Function in an Audit of Financial Statements, when addressing the competence and objectivity of internal auditors, the nature, timing, and extent of work to be performed, and other related matters.

Consideration of Internal Control Over Compliance

.45
The practitioner should obtain an understanding of relevant portions of internal control over compliance sufficient to plan the engagement and to assess control risk for compliance with specified requirements. In planning the examination, such knowledge should be used to identify types of potential noncompliance
, to consider factors that affect the risk of material noncompliance, and to design appropriate tests of compliance.

.46
A practitioner generally obtains an understanding of the design of specific controls by performing the following: 

a.
Inquiries of appropriate management, supervisory, and staff personnel
 

b.
Inspection of the entity's documents

c.
Observation of the entity's activities and operations
 

The nature and extent of procedures a practitioner performs vary from entity to entity
 and are influenced by factors such as the following: 

•
The newness and complexity of the specified requirements 

•
The practitioner's knowledge of internal control over compliance obtained in previous professional engagements 

•
The nature of the specified compliance requirements 

•
An understanding of the industry in which the entity operates

•
Judgments about materiality 

When seeking to assess control risk below the maximum, the practitioner should perform tests of controls to obtain evidence to support the assessed level of control risk.

.47
During the course of an examination engagement, the practitioner may become aware of significant deficiencies
 in the design or operation of internal control over compliance that could adversely affect the entity's ability to comply with specified requirements. A practitioner's responsibility to communicate these deficiencies in an examination of an entity's compliance with specified requirements is similar
 to the auditor's responsibility described in AU section 325, Communication of Internal Control Related Matters Noted in an Audit. If, in a multiple-party arrangement, the practitioner's client is not the responsible party, the practitioner has no responsibility to communicate reportable conditions to the responsible party.
 For example, if the practitioner is engaged by his or her client to examine the compliance of another entity, the practitioner has no obligation to communicate any reportable conditions that he or she becomes aware of to the other entity. However, the practitioner is not precluded from making such a communication. 

Obtaining Sufficient Evidence

.48
The practitioner should apply procedures to provide reasonable assurance of detecting material noncompliance. Determining these procedures and evaluating the sufficiency of the evidence obtained are matters of professional judgment. When exercising such judgment, practitioners should consider the guidance contained in section 101.51–.54 and AU section 350, Audit Sampling.

.49
For engagements involving compliance with regulatory requirements, the practitioner's procedures should include reviewing reports of significant examinations and related communications between regulatory agencies and the entity and, when appropriate, making inquiries of the regulatory agencies
, including inquiries about examinations in progress.

Consideration of Subsequent Events

.50
The practitioner's consideration of subsequent events in an examination of an entity's compliance with specified requirements is similar to the auditor's consideration of subsequent events in a financial statement audit, as outlined in AU section 560, Subsequent Events. The practitioner should consider information about such events that comes to his or her attention after the end of the period addressed by the practitioner's report and prior to the issuance of his or her report. 

.51
Two types of subsequent events require consideration by the responsible party and evaluation by the practitioner. The first consists of events that provide additional information about the entity's compliance during the period addressed by the practitioner's report and may affect the practitioner's report. For the period from the end of the reporting period (or point in time) to the date of the practitioner's report, the practitioner should perform procedures to identify such events that provide additional information about compliance during the reporting period. Such procedures should include but may not be limited to inquiring about and considering the following information:

•
Relevant internal auditors' reports issued during the subsequent period

•
Other practitioners' reports identifying noncompliance, issued during the subsequent period

•
Regulatory agencies' reports on the entity's noncompliance, issued during the subsequent period

•
Information about the entity's noncompliance, obtained through other professional engagements for that entity

.52
The second type consists of noncompliance that occurs subsequent to the period being reported on but before the date of the practitioner's report. The practitioner has no responsibility to detect such noncompliance. However, should the practitioner become aware of such noncompliance, it may be of such a nature and significance that disclosure of it is required to keep users from being misled. In such cases, the practitioner should include in his or her report an explanatory paragraph describing the nature of the noncompliance. 

Forming an Opinion

.53
In evaluating whether the entity has complied in all material respects (or whether the responsible party's assertion about such compliance is stated fairly in all material respects), the practitioner should consider (a) the nature and frequency of the noncompliance identified and (b) whether such noncompliance is material relative to the nature of the compliance requirements, as discussed in paragraph .36. 

Reporting

.54
The practitioner may examine and report directly on an entity's compliance (see paragraphs .55 and .56) or he or she may examine and report on the responsible party's written assertion (see paragraphs .57, .58, and .61)
, except as described in paragraph .64.

.55
The practitioner’s examination report on compliance, which is ordinarily addressed to the entity, should include the following:

a.
A title that includes the word independent
b.
Identification of the specified compliance requirements, including the period covered, and of the responsible party

c.
A statement that compliance with the specified requirements is the responsibility of the entity's management

d.
A statement that the practitioner’s responsibility is to express an opinion on the entity’s compliance with those requirements based on his or her examination

e.
A statement that the examination was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants and, accordingly, included examining, on a test basis, evidence about the entity's compliance with those requirements and performing such other procedures as the practitioner considered necessary in the circumstances

f.
A statement that the practitioner believes the examination provides a reasonable basis for his or her opinion

g.
A statement that the examination does not provide a legal determination on the entity’s compliance

h.
The practitioner’s opinion on whether the entity complied, in all material respects, with specified requirements based on the specified criteria
 
 (See paragraph .64 for reporting on material noncompliance.)

i.
A statement restricting
 the use of the report to the specified parties (see the fourth reporting standard)
 under the following circumstances (See also paragraph .13.):

•
When the criteria used to evaluate compliance are determined by the practitioner to be appropriate only for a limited number of parties who either participated in their establishment or can be presumed to have an adequate understanding of the criteria.

•
When the criteria used to evaluate compliance are available only to the specified parties

j.
The manual or printed signature of the practitioner’s firm

k.
The date of the examination report

.56
The following is the form of report a practitioner should use when he or she is expressing an opinion on an entity's compliance with specified requirements during a period of time.

Independent Accountant's Report

[Introductory paragraph]

We have examined [name of entity]'s compliance with [list specified compliance requirements] during the [period] ended [date]. Management is responsible for [name of entity]’s compliance with those requirements. Our responsibility is to express an opinion
 on [name of entity]’s compliance based on our examination.

[Scope paragraph]

Our examination was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants and, accordingly, included examining, on a test basis, evidence about [name of entity]'s compliance with those requirements and performing such other procedures as we considered necessary in the circumstances. We believe that our examination provides a reasonable basis for our opinion. Our examination does not provide a legal determination on [name of entity]'s compliance with specified requirements.

[Opinion paragraph]

In our opinion, [name of entity] complied, in all material respects, with the aforementioned requirements for the year ended December 31, 20XX.

[Signature]

[Date]

.57
The practitioner’s examination report on an entity's assertion about compliance with specified requirements, which is ordinarily addressed to the entity, should include the following:

a.
A title that includes the word independent
b.
Identification of the responsible party's assertion about the entity's compliance with specified requirements, including the period covered by the responsible party's assertion, and of the responsible party (When the responsible party's assertion does not accompany the practitioner's report, the first paragraph of the report should also contain a statement of the responsible party's assertion.)
 

c.
A statement that compliance with the requirements is the responsibility of the entity's management

d.
A statement that the practitioner’s responsibility is to express an opinion on the responsible party's assertion on the entity’s compliance with those requirements based on his or her examination

e.
A statement that the examination was conducted in accordance with attestation standards established by the American Institute of Certified Public Accountants and, accordingly, included examining, on a test basis, evidence about the entity's compliance with those requirements and performing such other procedures as the practitioner considered necessary in the circumstances

f.
A statement that the practitioner believes the examination provides a reasonable basis for his or her opinion

g.
A statement that the examination does not provide a legal determination on the entity’s compliance

h.
The practitioner’s opinion on whether the responsible party's assertion about compliance with specified requirements is fairly stated in all material respects based on the specified criteria
 (See paragraph .64 for reporting on material noncompliance.)

i.
A statement restricting the use of the report to the specified parties (see the fourth reporting standard)
, 
 under the following circumstances:

•
When the criteria used to evaluate compliance are determined by the practitioner to be appropriate only for a limited number of parties who either participated in their establishment or can be presumed to have an adequate understanding of the criteria

•
When the criteria used to evaluate compliance are available only to the specified parties

j.
The manual or printed signature of the practitioner’s firm

k.
The date of the examination report

.58
The following is the form of report that a practitioner should use when expressing an opinion on management’s assertion about compliance with specified requirements.

Independent Accountant's Report

[Introductory paragraph]

We have examined management's assertion, included in the accompanying [title of management report], that [name of entity] complied with [list specified compliance requirements] during the [period] ended [date].
, 
 Management is responsible for [name of entity]'s compliance with those requirements. Our responsibility is to express an opinion on management's assertion about [name of entity]'s compliance based on our examination.

[Standard scope paragraph]

[Opinion paragraph]

In our opinion, management’s assertion that [name of entity] complied with the aforementioned requirements during the [period] ended [date] is fairly stated, in all material respects.
 

[Signature]

[Date]

.59
Evaluating compliance with certain requirements may require interpretation of the laws, regulations, rules, contracts, or grants that establish those requirements. In such situations, the practitioner should consider whether he or she is provided with the suitable criteria required to evaluate compliance under the third general attestation standard. If these interpretations are significant
, the practitioner may include a paragraph stating the description and the source of interpretations made by the entity's management. The following is an example of such a paragraph, which should directly follow the scope paragraph:

We have been informed that, under [name of entity]'s interpretation of [identify the compliance requirement], [explain the source and nature of the relevant interpretation].

.60
The date of completion of the examination procedures should be used as the date of the practitioner's report. 

.61
Nothing precludes the practitioner from examining an assertion but opining directly on compliance. 

.62
Section 101.78–.83 provide guidance on restricting the use of an attest report. Nothing in this section precludes the practitioner from restricting the use of the report. For example, if the practitioner is asked by a client to examine another entity's compliance with certain regulations, he or she may want to restrict the use of the report to the client since the practitioner has no control over how the report may be used by the other entity.

Report Modifications

.63
The practitioner should modify the standard report described in paragraphs .55 and .57, if any of the following conditions exist.

•
There is material noncompliance with specified requirements (paragraphs .64 through .67)

•
There is a restriction on the scope of the engagement.

•
The practitioner decides to refer to the report of another practitioner as the basis, in part, for the practitioner's report.
 

Material Noncompliance

.64
When an examination of an entity's compliance with specified requirements discloses noncompliance with the applicable requirements that the practitioner believes have a material effect on the entity's compliance, the practitioner should modify the report and, to most effectively communicate with the reader of the report, should state his or her opinion on the entity’s specified compliance requirements, not on the responsible party's assertion
. 

.65
The following is the form of report, modified with explanatory language, that a practitioner should use when he or she has concluded that a qualified opinion is appropriate under the circumstances. It has been assumed that the practitioner has determined that the specified compliance requirements are both suitable for general use and available to users as discussed in section 101.23–.33, and, therefore, that a restricted use paragraph is not required.

Independent Accountant's Report

[Introductory paragraph]

We have examined [name of entity]'s compliance with [list specified compliance requirements] for the [period] ended [date]. Management is responsible for compliance with those requirements. Our responsibility is to express an opinion on [name of entity]’s compliance based on our examination.

[Standard scope paragraph]

[Explanatory paragraph]

Our examination disclosed the following material noncompliance with [type of compliance requirement] applicable to [name of entity] during the [period] ended [date]. [Describe noncompliance.]

[Opinion paragraph]

In our opinion, except for the material noncompliance described in the third paragraph, [name of entity] complied, in all material respects, with the aforementioned requirements for the [period] ended [date].

[Signature]

[Date]

.66
The following is the form of report, modified with explanatory language, that a practitioner should use when he or she concludes that an adverse opinion is appropriate in the circumstances. The practitioner has determined that the specified compliance requirements are both suitable for general use and available to users as discussed in section 101.23–.33.

Independent Accountant’s Report

[Introductory paragraph]

We have examined [name of entity]'s compliance with [list specified compliance requirements] for the [period] ended [date]. Management is responsible for compliance with those requirements. Our responsibility is to express an opinion on [name of entity]’s compliance based on our examination.

[Standard scope paragraph]

[Explanatory paragraph]

Our examination disclosed the following material noncompliance with [type of compliance requirement] applicable to [name of entity] during the [period] ended [date]. [Describe noncompliance.]

[Opinion paragraph]

In our opinion, because of the effect of the noncompliance described in the third paragraph, [name of entity] has not complied with the aforementioned requirements for the [period] ended [date].

[Signature]

[Date]

.67
If the practitioner's report on his or her examination of the entity's compliance with specified requirements is included in a document that also includes his or her audit report on the entity's financial statements, the following sentence should be included in the paragraph of an examination report that describes material noncompliance.

These conditions were considered in determining the nature, timing, and extent of audit tests applied in our audit of the 20XX financial statements, and this report does not affect our report dated [date of report] on those financial statements.

The practitioner also may include the preceding sentence when the two reports are not included within the same document. 

Representation Letter

.68
In an examination engagement or an agreed-upon procedures engagement, the practitioner should obtain written representations from the responsible party—
 

a.
Acknowledging the responsible party's responsibility for complying with the specified requirements.

b.
Acknowledging the responsible party's responsibility for establishing and maintaining effective internal control over compliance.

c.
Stating that the responsible party has performed an evaluation of (1) the entity's compliance with specified requirements or (2) the entity's controls for ensuring compliance and detecting noncompliance with requirements, as applicable.

d.
Stating the responsible party's assertion about the entity's compliance with the specified requirements or about the effectiveness of internal control over compliance, as applicable, based on the stated or established criteria.

e.
Stating that the responsible party has disclosed to the practitioner all known noncompliance.

f.
State that the responsible party has made available all documentation related to compliance with the specified requirements.

g.
Stating the responsible party's interpretation of any compliance requirements that have varying interpretations.

h.
State that the responsible party has disclosed any communications from regulatory agencies, internal auditors, and other practitioners concerning possible noncompliance with the specified requirements, including communications received between the end of the period addressed in the written assertion and the date of the practitioner's report.

i.
Stating that the responsible party has disclosed any known noncompliance occurring subsequent to the period for which, or date as of which, the responsible party selects to make its assertion.

.69
The responsible party's refusal to furnish all appropriate written representations in an examination engagement constitutes a limitation on the scope of the engagement sufficient to preclude an unqualified opinion and is ordinarily sufficient to cause the practitioner to disclaim an opinion or withdraw from the engagement. However, based on the nature of the representations not obtained or the circumstances of the refusal, the practitioner may conclude in an examination engagement that a qualified opinion is appropriate. When the practitioner is performing agreed-upon procedures and the practitioner's client is the responsible party, the responsible party's refusal to furnish all appropriate written representations constitutes a limitation on the scope of the engagement sufficient to cause the practitioner to withdraw. When the practitioner's client is not the responsible party, the practitioner is not required to withdraw but should consider the effects of the responsible party's refusal on his or her report. Further, the practitioner should consider the effects of the responsible party's refusal on his or her ability to rely on other representations of the responsible party. 

.70
When the practitioner's client is not the responsible party, the practitioner may also want to obtain written representations from the client. For example, when a practitioner's client has entered into a contract with a third party (responsible party) and the practitioner is engaged to examine the responsible party's compliance with that contract, the practitioner may want to obtain written representations from his or her client as to their knowledge of any noncompliance
.

Other Information in a Client-Prepared Document Containing Management's Assertion About the Entity's Compliance With Specified Requirements or the Effectiveness of the Internal Control Over Compliance

.71
An entity may publish various documents that contain information (referred to as other information) in addition to the practitioner's attest report on either (a) the entity's compliance with specified requirements or (b) the effectiveness of the entity's internal control over compliance or written assertion thereon. Section 101.91–.94 provide guidance to the practitioner if the other information is contained in either of the following: 

a.
Annual reports to holders of securities or beneficial interests, annual reports of organizations for charitable or philanthropic purposes distributed to the public, and annual reports filed with regulatory authorities under the 1934 Act 

b.
Other documents to which the practitioner, at the client's request, devotes attention 

Effective Date

.72
This section is effective when the subject matter or assertion is as of or for a period ending on or after June 1, 2001. Early application is permitted.

Comunicaciones con quienes están a cargo del gobierno de las entidades

La norma internacional

Isa 260, Communication Of Audit Matters With Those Charged With Governance, señala:

Introduction

1. The purpose of this International Standard on Auditing (ISA) is to establish standards and provide guidance on communication of audit matters arising from the audit of financial statements
 between the auditor and those charged with governance of an entity. These communications relate to audit matters of governance interest as defined in this ISA. This ISA does not provide guidance on communications by the auditor to parties outside the entity, for example, external regulatory or supervisory agencies.

2. The auditor should
 communicate audit matters of governance interest arising from the audit of financial statements with those charged with governance of an entity.

3. For the purposes of this ISA, «governance» is the term used to describe the role
 of persons entrusted with the supervision, control and direction
 of an entity.
 
 Those charged with governance ordinarily are accountable
 for ensuring that the entity achieves its objectives, financial reporting, and reporting to interested parties. Those charged with governance include management only when it performs such functions.

4. For the purpose of this ISA, «audit matters of governance interest» are those that arise from the audit of financial statements and, in the opinion of the auditor, are both important and relevant
 to those charged with governance in overseeing the financial reporting and disclosure process. Audit matters of governance interest include only those matters that have come to the attention of the auditor as a result of the performance of the audit. The auditor is not required, in an audit in accordance with ISAs, to design procedures for the specific purpose of identifying matters of governance interest.

Relevant Persons

5. The auditor should
 determine the relevant persons who are charged with governance and with whom audit matters of governance interest are communicated.

6. The structures of governance vary from country to country reflecting cultural and legal backgrounds. For example, in some countries, the supervision function, and the management function are legally separated into different bodies, such as a supervisory (wholly or mainly non-executive) board and a management (executive
) board.
 In other countries, both functions are the legal responsibility of a single, unitary board, although there may be an audit committee that assists that board in its governance responsibilities with respect to financial reporting.

7. This diversity makes it difficult to establish a universal identification of the persons who are charged with governance and with whom the auditor communicates audit matters of governance interest. The auditor uses judgment to determine those persons with whom audit matters of governance interest are communicated, taking into account the governance structure of the entity, the circumstances of the engagement
 and any relevant legislation. The auditor also considers the legal responsibilities of those persons. For example, in entities with supervisory boards or with audit committees, the relevant persons may be those bodies.
 However, in entities where a unitary board has established an audit committee, the auditor may decide to communicate with the audit committee, or with the whole board, depending on the importance
 of the audit matters of governance interest.

8. When the entity’s governance structure is not well defined, or those charged with governance are not clearly identified by the circumstances of the engagement, or by legislation, the auditor comes to an agreement with the entity about with whom audit matters of governance interest are to be communicated. Examples include some owner-managed entities
, some not for profit organizations
, and some government agencies.

9. To avoid misunderstandings
, an audit engagement letter may explain that the auditor will communicate only those matters of governance interest that come to attention as a result of the performance of an audit
 and that the auditor is not required to design procedures for the specific purpose of identifying matters of governance interest.
 The engagement letter may also:

• Describe the form in which any communications on audit matters of governance interest will be made;

• Identify the relevant persons with whom such communications will be made;

• Identify any specific audit matters of governance interest which it has been agreed are to be communicated.

10. The effectiveness of communications is enhanced by developing a constructive working relationship between the auditor and those charged with governance. This relationship is developed while maintaining an attitude of professional independence and objectivity.

Audit Matters of Governance Interest to be Communicated

11. The auditor should
 consider
 audit matters of governance interest that arise from the audit of the financial statements and communicate them with those charged with governance. Ordinarily such matters include:

• The general approach and overall scope of the audit, including any expected limitations thereon, or any additional requirements;

• The selection of, or changes in, significant accounting policies and practices that have, or could have, a material effect on the entity’s financial statements;

• The potential effect on the financial statements of any significant risks and exposures, such as pending litigation, that are required to be disclosed in the financial statements;

• Audit adjustments, whether or not recorded by the entity that have, or could have, a significant effect on the entity’s financial statements;

• Material uncertainties related to events and conditions that may cast significant doubt on the entity’s ability to continue as a going concern;

• Disagreements with management about matters that, individually or in aggregate, could be significant to the entity’s financial statements or the auditor’s report. These communications include consideration of whether the matter has, or has not, been resolved and the significance of the matter;

• Expected modifications to the auditor’s report;

• Other matters warranting attention by those charged with governance, such as material weaknesses
 in internal control, questions regarding management integrity
, and fraud involving management;

• Any other matters agreed upon in the terms of the audit engagement.

12. As part of the auditor’s communications, those charged with governance are informed that:

• The auditor’s communications of matters include only those audit matters of governance interest that have come to the attention of the auditor as a result of the performance of the audit; and

• an audit of financial statements is not designed to identify all matters that may be relevant to those charged with governance. Accordingly, the audit does not ordinarily identify all such matters. 

Timing of Communications

13. The auditor should
 communicate audit matters of governance interest on a timely basis. This enables those charged with governance to take appropriate action.

14. In order to achieve timely communications, the auditor discusses with those charged with governance the basis and timing of such communications.
 In certain cases, because of the nature of the matter, the auditor may communicate that matter sooner than previously agreed.

Forms of Communications

15. The auditor’s communications with those charged with governance may be made orally or in writing.
 The auditor’s decision whether to communicate orally or in writing is affected by factors such as:

• The size, operating structure, legal structure, and communications processes of the entity being audited;

• The nature, sensitivity and significance of the audit matters of governance interest to be communicated;

• The arrangements made with respect to periodic meetings or reporting of audit matters of governance interest;

• The amount of on-going contact and dialogue the auditor has with those charged with governance.

16. When audit matters of governance interest are communicated orally, the auditor documents in the working papers the matters communicated and any responses to those matters.
 This documentation may take the form of a copy of the minutes of the auditor’s discussion with those charged with governance.
 In certain circumstances, depending on the nature, sensitivity, and significance of the matter, it may be advisable for the auditor to confirm in writing with those charged with governance any oral communications on audit matters of governance interest.

17. Ordinarily, the auditor initially discusses audit matters of governance interest with management, except where those matters relate to questions of management competence or integrity. These initial discussions with management are important in order to clarify facts and issues, and to give management an opportunity to provide further information. If management agrees to communicate a matter of governance interest with those charged with governance, the auditor may not need to repeat the communications, provided that the auditor is satisfied that such communications have effectively and appropriately been made.

Other Matters

18. If the auditor considers that a modification of the auditor’s report on the financial statements is required, as described in ISA 700, «The Auditor’s Report on Financial Statements,» communications between the auditor and those charged with governance cannot be regarded as a substitute.

19. The auditor considers whether audit matters of governance interest previously communicated may have an effect on the current year’s financial statements. The auditor considers whether the point continues to be a matter of governance interest and whether to communicate the matter again with those charged with governance.

Confidentiality

20. The requirements of national professional accountancy bodies, legislation or regulation may impose obligations of confidentiality that restrict the auditor’s communications of audit matters of governance interest. The auditor refers to such requirements, laws and regulations before communicating with those charged with governance. In some circumstances, the potential conflicts with the auditor’s ethical and legal obligations of confidentiality and reporting may be complex. In these cases, the auditor may wish to consult with legal counsel.

Laws and Regulations

21. The requirements of national professional accountancy bodies, legislation or regulation may impose obligations on the auditor to make communications on governance related matters. These additional communications requirements are not covered by this ISA; however, they may affect the content, form and timing of communications with those charged with governance.

Effective Date

22. This ISA is effective for audits of financial statements for periods ending on or after December 31, 2000.

Public Sector Perspective

1. While the basic principles contained in this ISA apply to the audit of financial statements in the public sector, the legislation giving rise to the audit mandate may specify the nature, content and form of the communications with those charged with governance of the entity.

2. For public sector audits, the types of matters that may be of interest to the governing body may be broader than the types of matters discussed in the ISA, which are directly related to the audit of financial statements. Public sector auditors’ mandates may require them to report matters that come to their attention that relate to:

• Compliance with legislative or regulatory requirements and related authorities;

• Adequacy of accounting and control systems;

• Economy, efficiency and effectiveness of programs, projects and activities.

3. For public sector auditors, the auditors’ written communications may be placed on the public record.
 For that reason, the public sector auditor needs to be aware that their written communications may be distributed to a wider audience than solely those persons charged with governance of the entity.

Algunos comentarios adicionales sobre la regulación colombiana

El Código de Comercio colombiano consagra:

ART. 207. —Son funciones del revisor fiscal: [...]

2. Dar oportuna cuenta, por escrito, a la asamblea o junta de socios, a la junta directiva o al gerente, según los casos, de las irregularidades que ocurran en el funcionamiento de la sociedad y en el desarrollo de sus negocios; [...]

4. Velar por que se lleven regularmente la contabilidad de la sociedad y las actas de las reuniones de la asamblea, de la junta de socios y de la junta directiva, y por que se conserven debidamente la correspondencia de la sociedad y los comprobantes de las cuentas, impartiendo las instrucciones necesarias para tales fines; [...]

6. Impartir las instrucciones, practicar las inspecciones y solicitar los informes que sean necesarios para establecer un control permanente sobre los valores sociales; [...]

De tal suerte que en Colombia ha sido un deber del revisor fiscal comunicarse con los administradores, más allá de ser simplemente una oportunidad de servicio o de añadir valor al trabajo del auditor. 

Mientras el legislador, en 1971, utilizó una expresión genérica, que en sentido lato cobija toda conducta que se aparte de una regla, la literatura contable ha distinguido error, fraude, acto ilegal, condición reportable, deficiencia significativa...

Mientras el legislador no distingue, la literatura profesional siempre ha referido la necesidad de comunicar algo a su importancia, materialidad o significatividad.

La legislación colombiana catapulta las comunicaciones a un muy alto nivel organizacional, cuando ello resulta innecesario y desproporcionado respecto de grandes entidades. Se ha tratado de sostener que existe cierta secuencia o recorrido lógico de las comunicaciones, que deberían ser enviadas en primer término al nivel más bajo de la pirámide organizacional, salvo que la cuestión involucre a estos destinatarios.

La forma escrita es requerida por la Ley, dejando sin respaldo las comunicaciones orales. No obstante, la forma oral debiera tener cabida, sin perjuicio de su documentación posterior, ante el hecho que corresponde mejor a lo cotidiano.

La expresión instrucciones ha resultado muy controvertida. Si por ella ha de entenderse órdenes, como algunos lo sostienen, vendría a ser un instrumento de gobierno, totalmente incompatible con el concepto de independencia que gobierna la auditoría mundialmente. Más razonable parece ser interpretarla como enseñanza o guía.

Cuando se piensa que las cosas van bien, las comunicaciones de los revisores son percibidas como formales, reglamentarias, de poco valor para el desarrollo del negocio. Cuando las cosas se complican se echa de menos toda noticia o aviso. Algunos administradores ven a los revisores como el fruto de imposiciones legales, innecesarios y molestos. Otros los ven como una complementación de ellos, que debieran asumir las funciones administrativas de control. Ambas concepciones desfiguran la revisoría.

Como ya lo anotamos, las principales cuestiones que se debaten con las autoridades de supervisión tienen que ver con la oportunidad de las comunicaciones y con si es admisible o no dar noticia sólo de cuestiones materiales. Si esto se acepta, el debate se desplaza a definir cuándo algo es material, sobre lo cual no hay claridad alguna. Subsidiariamente también se centra la atención de los supervisores en si se ha hecho o no seguimiento.

Los comités de auditoría

En Estados Unidos de América, finalmente, se ha regulado por la ley los denominados comités de auditoría. Este organismo tiene una larga historia. Buchalter y Yokomoto anotaron:

Since 1940, the SEC has recognized that an audit committee could serve an important, and ultimately necessary, function in ensuring that a publicly traded company’s financial reporting is accurate. In the 1970s, the New York Stock Exchange (NYSE) required boards of directors of listed companies to appoint an audit committee; in the 1980s, the National Association of Securities Dealers (Nasdaq) and American Stock Exchange (AMEX) subsequently followed suit. In February 1999, audit committees received attention when a committee composed of individuals from the NYSE, Nasdaq, public companies, and CPA firms issued the Report and Recommendations of the Blue Ribbon Committee on Improving the Effectiveness of Corporate Audit Committees (available at www.nyse.com or www.nasd.com) The report recognized that the audit committee has a crucial role in ensuring high-quality financial reporting. Shortly after the report was issued, the SEC and the stock exchanges issued rules and regulations imposing certain requirements of, and responsibilities on, audit committee members. Today, a myriad of practices and regulations dictate the composition, roles, and responsibilities of audit committees.

En dicha república la arquitectura interna de las corporaciones es bastante flexible. En principio, la regulación de estas entidades corresponde a cada Estado y no a la Federación. La multiplicidad de ordenamientos ha alentado la elaboración de leyes modelo. En materia de corporaciones se explica:

A corporation is a legal entity created through the laws of its state of incorporation. Individual states have the power to promulgate laws relating to the creation, organization and dissolution of corporations. Many states follow the Model Business Corporation Act. (See Minnesota's adoption.)

Esa ley modelo adoptada por el Estado de Minnesota señala:

302A.241 Committees. 

 Subdivision 1. Generally. A resolution approved by he affirmative vote of a majority of the board may establish committees having the authority of the board in the management of the business of the corporation only to the extent provided in the resolution. Committees may include a special litigation committee consisting of one or more independent directors or other independent persons to consider legal rights or remedies of the corporation and whether those rights and remedies should be pursued. Committees other than special litigation committees and committees formed pursuant to section 302A.673, subdivision 1, paragraph (d), are subject at all times to the direction and control of the board.

 Subd. 2. Membership. Committee members shall be natural persons. Unless the articles or bylaws provide for a different membership or manner of appointment, a committee shall consist of one or more persons, who need not be directors, appointed by affirmative vote of a majority of the directors present.

 Subd. 3. Repealed, 1982 c 497 s 73 

 Subd. 4. Procedure. Sections 302A.231 to 302A.239 apply to committees and members of committees to the same extent as those sections apply to the board and directors.

 Subd. 5. Minutes. Minutes, if any, of committee meetings shall be made available upon request to members of the committee and to any director.

 Subd. 6. Standard of conduct. The establishment of, delegation of authority to, and action by a committee does not alone constitute compliance by a director with the standard of conduct set forth in section 302A.251.

 Subd. 7. Committee members deemed directors. Committee members are deemed to be directors for purposes of sections 302A.251, 302A.255, and 302A.521.

 HIST: 1981 c 270 s 42; 1982 c 497 s 26,27; 1989 c 172 s 5; 1993 c 17 s 20

Para un mejor entendimiento de la cuestión, conviene recordar que en el mencionado país las juntas directivas se conforman de miembros internos, que son funcionarios de la organización y de miembros externos que se caracterizan por su independencia. Nótese que los comités pueden ser integrados por personas que no sean directores.

Solom y Palmiter explican:

Statutes allow the board to delegate many of the board's functions to committees composed of some (though less than all) of the directors. RMBCA §8.25. Some statutes specify certain functions or powers that cannot be delegated to committees, such as authorizing distributions and share repurchases, issuing shares, approving mergers, amending the articles, amending the bylaws, and making other fundamental corporate changes. RMBCA §8.25(e)

Committees of the board have assumed growing importance, particularly in public corporations. Executive committees act on matters that come up between regular board meetings and often iron out open questions before presentation to the board; the full board in the usual course adopts or ratifies the committee's action. Other standing committees have particular functions: the audit committee reviews the company's financial position with the company's outside auditor; the compensation committee negotiates ad sets executive compensation; the nominating committee selects directors to be nominated for election by the shareholders. Often these committees are composed largely of outside directors –directors who are no employees of the corporation– to provide an element of independence in matters where there are potential conflicts between the interests of management (the corporation's top executives) and the interests of shareholders.

A relatively recent phenomenon has been the use of specially appointed temporary committees to deal with particular transactions in which conflicts of interest are likely. Examples include special litigation committees to decide on the corporation's stance toward shareholder derivative litigation against management (see §33.4) and special takeover committees to decide on the corporation's reaction to takeover bids for the company (see §40.2.2)

En nuestro medio la delegación de funciones es admisible, pero no suele darse con frecuencia, debido a la inclinación de nuestras autoridades a interpretar el derecho de sociedades como si fuese un derecho público, lo cual obstaculiza la innovación, las estructuras a la medida y la aplicación de criterios prácticos, convenientes en las circunstancias.

En el Esbozo, tantas veces citado, reproduzco las reglas sobre los comités de auditoría que en ese momento estaban vigentes por virtud de decisiones de la Superintendencia Bancaria, las cuales representaron un fortalecimiento de las concepciones sobre el control interno al interior de la regulación bancaria. Como se recordará la imposición de los comités de auditoría se produjo mediante la Circular externa 009 de 28 de enero de 1998.

Rittenberg y Nair
 explican que el comité de auditoría ha tenido una gran evolución. Ellos atribuyen tal dinámica a las siguientes cuestiones:

1. Relajamiento de las reglas que afectan la competencia entre los contadores públicos.

2. El incremento de poder de los ejecutivos a cargo de las corporaciones.

3. El incremento de estados financieros fraudulentos.

4. El incremento de las tomas de control y de las combinaciones de negocios.

5. El incremento de los negocios de empresas con capacidad de afectar el interés público que no son entidades públicamente poseídas (es decir, en las que sus dueños son muchos inversionistas a través del mercado de valores)

6. La presión gubernamental, especialmente la ejercida por la Gao en sus informes sobre las instituciones bancarias.

La evolución de la cual los autores mencionados dan cuenta se expresa en la exigibilidad del comité, que se ha ido extendiendo a través de diversas entidades, y en el aumento de sus funciones, cuestión que pasó por el debate entre quienes opinaron que se debía circunscribir su acción a los asuntos relacionados con los estados financieros y quienes apoyaron una mayor asignación de competencias.

Los mismos autores recuerdan como Aicpa se ocupó expresamente del tema en enero de 1989, cuando expidió Sas 61, Communication with Audit Committees.
El Sarbanes-Oxley Act de 2002 reguló los comités de auditoría así
:

1) Los definió como “Un comité (o un cuerpo equivalente) establecido por y entre la junta directiva de un emisor con el propósito de vigilar la contabilidad y los procesos de informes financieros del emisor y auditorías de los estados financieros del emisor”. En defecto de éste comité la ley consagra que se desempeñe como tal la junta directiva.

2) Los miembros del comité deben ser vocales de la junta e independientes.

3) Al menos un miembro del comité debe ser un experto financiero. La Ley regula los conocimientos y la experiencia que debe tener este experto.

4) Dispuso que les corresponda el nombramiento, remuneración y vigilancia del trabajo de cualquier empresa de contabilidad pública registrada empleada por el respectivo emisor.

5) Ordenó que aprueben la contratación de servicios de “no auditoría”, estableciendo algunos parámetros para el ejercicio de esta función.

6) Les obligó a establecer procedimientos para tramitar quejas con respecto a la contabilidad, los controles contables internos, o aspectos relacionados con auditoria.

7) Los facultó para contratar consultores.

8) Los dotó de un presupuesto para remunerar a los consultores y a los auditores.

9) Impuso a los auditores el deber de informar al comité de auditoría de:

a) Todas las políticas críticas y prácticas de contaduría a ser usadas; 

b) Todos los tratamientos alternativos de información financiera dentro de los principios de contabilidad generalmente aceptados que se han discutido con empleados administrativos del emisor, ramificaciones del uso de tales descubrimientos y tratamientos alternativos, y el tratamiento preferido por la empresa de contabilidad pública registrada; y 

c) Otras comunicaciones materiales escritas entre la empresa de contabilidad pública registrada y la administración del emisor, tales como cualquier carta de administración u registro de diferencias sin ajustar.

10) Ordenó a la Sec instruir a las bolsas y a las asociaciones de inversiones con el fin de prohibir la admisión de miembros carentes de comités de auditoría.

11) Obligó a los funcionarios de las empresas, a la hora de certificar los estados financieros, a declarar que revelaron al comité:

a) Todas las deficiencias significativas en el diseño o funcionamiento de los controles internos que podrían afectar negativamente la habilidad del emisor para registrar, procesar, resumir, y reportar datos financieros y han identificado para los auditores del emisor cualquier debilidad significativa en los controles internos; y

b) Cualquier fraude, significativo o no, que involucra la administración u otros empleados que tienen un papel significativo en los controles internos del emisor.

12) Consagró el deber de los abogados de informar al comité de la renuencia de los administradores a actuar conforme a evidencia de violación material de la ley sobre inversiones o incumplimiento de los deberes del fiduciario o una violación similar a ellas por la compañía o por cualquier agente.

Es fácil advertir que, entre otras cosas, la organización de comités de auditoría tiene el propósito de mejorar la efectividad de las comunicaciones de los auditores, puesto que les obliga a ocuparse de éstas. La especialidad de sus miembros y su independencia son supuestos que permitirían afirmar que los comités poseen una mayor facilidad de comprensión de las comunicaciones del auditor y una mayor capacidad real de actuar en consecuencia.

No está de demás señalar que las nuevas disposiciones legales tienen la virtud de hacer imperativas prácticas que ya se venían observando por muchas organizaciones. En este sentido la ley no fue innovadora.

La capacidad de los comités de auditoría de nombrar los auditores es incompatible con las concepciones legales colombianas que encomiendan esta función a los máximos órganos sociales. En el pasado se propuso que la ley colombiana permitiera la organización de estos comités por parte de las asambleas, de manera que siendo diferentes en su origen fuesen iguales en funciones y finalidades a la figura existente en Estados Unidos de América. En su momento la propuesta no tuvo mucha acogida, pero confío en que la ganará con el tiempo. En todo caso, esta cuestión nos permite señalar la necesidad de saber comprender y adaptar las legislaciones foráneas para no introducir disfuncionalidades teóricas y prácticas en nuestro derecho y en nuestras organizaciones. Claro es que podríamos hacer un cambio de fondo y conceder a las juntas directivas colombianas el estatus que se les atribuye en otras legislaciones. De ser así las reglas podrían ser bien diferentes a las actuales.

Como ya se mencionó, el Sarbanes- Oxley Act of 2002 ordenó a la Sec instruir a las compañías públicas con relación a los comités de auditoría. Esta obligación fue satisfecha mediante la emisión de los Standards Relating To Listed Company Audit Committees
, que pueden verse en http://www.sec.gov/rules/final/33-8220.htm#P21_3502 

Bogotá, 30 de junio de 2004. 







� Abogado javeriano. Profesor de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Pontificia Universidad Javeriana. Miembro del Colegio de Abogados Javerianos. Socio honorario de la Sociedad de Contadores Javerianos. Consultor independiente.


� Hernando Bermúdez Gómez, Esbozo de la auditoría estatutaria y el control interno en las organizaciones privadas, de Computis et Scripturis Cuadernos de Contabilidad, número 7, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 2000, página xv.


� Una auditoría versa siempre sobre hechos, es decir, sobre cuestiones pasadas. No es posible auditar lo que no ha sucedido. Hay hechos que pretenden predecir el futuro, como, por ejemplo, el cálculo de una probabilidad o un análisis prospectivo. Tales cálculo y análisis son cuestiones ocurridas y por ello son susceptibles de auditoría. Cuando en nuestra definición de auditoría estatutaria nos referimos a conductas y datos, hemos querido diferenciar los trabajos que tienen por objeto principal información – como es el caso de la auditoría financiera – de aquéllos que se ocupan primordialmente del comportamiento de las personas –como sucede en la auditoría sobre el control interno y en la auditoría sobre el cumplimiento de regulaciones –.


� International Standards on Auditing.


� International Auditing and Assurance Standards Board (IAASB)


� Según se leía en la página � HYPERLINK "http://www.ifac.org/About/" ��http://www.ifac.org/About/� el 16 de agosto de 2003 “IFAC is the global organization for the accountancy profession. It works with its 155 member organizations in 113 countries to protect the public interest by encouraging high quality practices by the world's accountants. IFAC members represent 2.4 million accountants employed in public practice, industry and commerce, government, and academe. Its structure and governance provide for the representation of its diverse constituencies and interaction with external groups that rely on or influence the work of accountants.”


� International Federation of Accountants.


� Definición tomada el 16 de agosto de 2003 de � HYPERLINK "http://www.ifac.org/Members/DownLoads/Aud-GlossaryTerms_2003.pdf" ��http://www.ifac.org/Members/DownLoads/Aud-GlossaryTerms_2003.pdf� 


� Adviértase que mientras nuestra definición de auditoría estatutaria se refiere a varias modalidades de auditoría (clasificadas según el objeto sobre el cual recaen), las definiciones de Ifac y de la ley estadounidense se refieren a la auditoría financiera.


� Juan Carlos Vásquez Cueto, La Sociedad Anónima: Las cuentas y la documentación contable en la sociedad anónima. Tratado de Derecho Mercantil, Volumen 5, Marcial Pons, Madrid, 2001, página 175.


� Como por ejemplo Estados Unidos de América, Reino Unido, Hong Kong y Colombia.


� “ART. 54 — Sanciones a contadores y a sociedades de contadores. El artículo 659 del estatuto tributario quedará así:


ART. 659 — Sanción por violar las normas que rigen la profesión. Los contadores públicos, auditores o revisores fiscales que lleven o aconsejen llevar contabilidades, elaboren estados financieros o expidan certificaciones que no reflejen la realidad económica de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados, que no coincidan con los asientos registrados en los libros, o emitan dictámenes u opiniones sin sujeción a las de auditoría generalmente aceptadas, que sirvan de base para la elaboración de declaraciones tributarias, o para soportar actuaciones ante la administración tributaria, incurrirán en los términos de la Ley 43 de 1990, en las sanciones de multa, suspensión o cancelación de su inscripción profesional de acuerdo con la gravedad de la falta.


En iguales sanciones incurrirán si no suministran a la administración tributaria oportunamente las informaciones o pruebas que les sean solicitadas.


Las sanciones previstas en este artículo, serán impuestas por la junta central de contadores. El director de impuestos nacionales o su delegado, quien deberá ser contador público. Hará parte de la misma en adición a los actuales miembros”.


� ART. 118 — Remoción del revisor fiscal. La Superintendencia de Sociedades de oficio o a solicitud de la junta provisional de acreedores o del contralor, podrá remover al revisor fiscal, cuando compruebe que no denunció oportunamente la situación de crisis del deudor, o cuando no estando la empresa en marcha, hubiere omitido exigir que así se revelara en los estados financieros, o cuando se hubiere abstenido de solicitar la adopción de medidas de conservación y seguridad de los bienes de la sociedad o de los que tuviere en custodia o a cualquier otro título.


� ART. 9º—De los papeles de trabajo. Mediante papeles de trabajo el contador público, dejará constancia de las labores realizadas para emitir su juicio profesional. Tales papeles, que son propiedad exclusiva de contador público se prepararán conforme a las normas de auditoría generalmente aceptadas.


PAR — Los papeles de trabajo podrán ser examinados por las entidades estatales y por los funcionarios de la rama jurisdiccional en los casos previstos en las leyes. Dichos papeles están sujetos a reserva y deberán conservarse por un tiempo no inferior a cinco (5) años, contados a partir de la fecha de la elaboración.


� ART. 80 — Los revisores fiscales de las personas jurídicas que sean contratistas del Estado colombiano, ejercerán las siguientes funciones, sin perjuicio de las demás que le señalen las leyes o los estatutos.


1. Velar para que en la obtención o adjudicación de contratos por parte del Estado, las personas jurídicas objeto de su fiscalización, no efectúen pagos, desembolsos o retribuciones de ningún tipo en favor de funcionarios estatales.


2. Velar porque en los estados financieros de las personas jurídicas objeto de su financiación, se reflejen fidedignamente los ingresos y costos del respectivo contrato.


3. Colaborar con los funcionarios estatales que ejerzan funciones de interventoría, control o auditoría de los contratos celebrados, entregándoles los informes que sean pertinentes o los que le sean solicitados.


4. Las demás que señalen las disposiciones legales sobre esta materia.


� Véase Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-538 de octubre 23 de 1997, Ref.: Exp. D-1641, Actor: Diego Alberto Muriel Tobón, Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz


� Adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas número 217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948


� Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966


� Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966, incorporado al derecho interno colombiano mediante la Ley número 74 de 1968


� Hernando Bermúdez Gómez, Estados Financieros, véase en La reforma al Código de Comercio Ley 222 de 1995, Cámara de Comercio de Bogotá y Colegio de Abogados Comercialistas, Bogotá, 1996, especialmente las páginas 339 a 343.


� Véase la sentencia C-538 de octubre 23 de 1997, citada arriba.


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-062 de marzo 4 de 1998, Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz


� Obviamente el deber de guardar el secreto no ha desaparecido. La legislación se orienta hoy hacia la prohibición del uso indebido del secreto, en beneficio propio o de terceros.


� En nuestro modelo contable actual, contemplado en el Decreto reglamentario número 2649 de 1993, la confiabilidad se deriva de tres cualidades: verificabilidad, neutralidad y fidelidad representativa.


� En el documento International Framework For Assurance Engagements, emitido por la International Auditing and Assurance Standards Board (IAASB) en diciembre de 2003, se lee: “7. “Assurance engagement” means an engagement in which a practitioner expresses a conclusion designed to enhance the degree of confidence of the intended users other than the responsible party about the outcome of the evaluation or measurement of a subject matter against criteria.”


� Jesús María Peña Bermúdez


� Luis Alfredo Caicedo Ancines, Gabriel Vásquez Tristancho, Héctor Jaime Correa, Carlos Samuel Gómez Pérez, Fernando Espitia Melo.


� Artículo 15.


� Artículo 61.


� Los socios son los propietarios de la compañía, pero no son los dueños de los libros y documentos de ésta.


� Artículo 15 de la Constitución Política.


� ART. 58 —Obligaciones especiales del trabajador. Son obligaciones especiales del trabajador: (...) 2. No comunicar con terceros, salvo autorización expresa, las informaciones que tenga sobre su trabajo, especialmente sobre las cosas que sean de naturaleza reservada o cuya divulgación pueda ocasionar perjuicios al patrono, lo que no obsta para denunciar delitos comunes o violaciones del contrato o de las normas legales del trabajo ante las autoridades competentes (...)


� ART. 308 —Violación de reserva industrial o comercial. El que emplee, revele o divulgue descubrimiento, invención científica, proceso o aplicación industrial o comercial, llegados a su conocimiento por razón de su cargo, oficio o profesión y que deban permanecer en reserva, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años y multa de veinte a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


En la misma pena incurrirá el que indebidamente conozca, copie u obtenga secreto relacionado con descubrimiento, invención científica, proceso o aplicación industrial o comercial.


La pena será de tres (3) a siete (7) años de prisión y multa de cien (100) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si se obtiene provecho propio o de tercero.


� Véase, entre otros, el artículo 194 del Código Penal y el artículo 16 de la Ley 256 de 1996.


� Artículo 214 del Código de Comercio.


� Léase, por ejemplo, el artículo 583 del Estatuto Tributario, numeral 3º del artículo 337 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, artículos 418 a 420 del Código Penal, artículo 20 de la Ley 57 de 1985.


� Artículo 33.


� Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-040 de febrero 11 de 1993. Magistrado Ponente: Dr. Ciro Angarita Barón


� Corte Constitucional, Sentencia C-711 de julio 5 de 2001, Magistrado Ponente: Dr. Jaime Araújo Rentería.


� Véase Federico Carlos Sainz de Robles, Ensayo de un diccionario español de sinónimos y antónimos, Aguilar, Madrid, 1977, página 253.


� Véase Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, Madrid, 1992, página 372.


� Linda L. Davidoff, Introducción a la Psicología, McGraw-Hill, México, 1993, página 254.


� Como la anota la autora, otra cosa es la gramática prescriptiva.


� Linda L. Davidoff, obra citada, páginas 270 y 271.


� Linda L. Davidoff, obra citada, página 271.


� T.S. Kuhn, tomado de J.M. Mardones, Filosofía de las ciencias humanas y sociales, Materiales para una fundamentación científica, Antropos, España, 1991, página 200.


� Enrique R. Aftalión, José Vilanova, Introducción al Derecho, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1992, página 78.


� Helmut Seiffert, tomado de J.M. Mardones, Filosofía de las ciencias humanas y sociales, Materiales para una fundamentación científica, Antropos, España, 1991, página 71.


� Paul K. Feyerabend, Contra el método, Esquema de una teoría anarquista del conocimiento, Editorial Ariel S.A., Barcelona, 1989, páginas 129 y 130.


� Juan Luis Fuentes de la Corte, Gramática moderna de la lengua española, Bibliográfica Internacional S.A., Chile, 1991, página 482.


� Juan Luis Fuentes de la Corte, obra citada, página 489.


� Juan Luis Fuentes de la Corte, obra citada, página 490.


� Juan Luis Fuentes de la Corte, obra citada, página 491.


� Juan Luis Fuentes de la Corte, obra citada, página 492.


� Juan Luis Fuentes de la Corte, obra citada, página 493.


� Iasc, Preface to international financial reporting standards, copiado el 17 de agosto de 2003 de � HYPERLINK "http://www.iasc.org.uk/cgi-bin/sendfile.pl?s=9596062&sc={CED298E4-948D-43A4-B521-C149D29AFD45}&sd=436759442&f=2002-preface.pdf" ��http://www.iasc.org.uk/cgi-bin/sendfile.pl?s=9596062&sc={CED298E4-948D-43A4-B521-C149D29AFD45}&sd=436759442&f=2002-preface.pdf� 


� Ifac, Preface to the international standards on quality control, auditing, assurance and related services, copiado de � HYPERLINK "http://www.ifac.org/Members/DownLoads/IAASB_Interim_Terms_of_Refe.pdf" ��http://www.ifac.org/Members/DownLoads/IAASB_Interim_Terms_of_Refe.pdf� el 17 de agosto de 2003.


� Hernando Bermúdez Gómez, Apuntes sobre la revisoría fiscal, el revisor fiscal y sus suplentes, de Computis et Scripturis Cuadernos de Contabilidad, número 5, Pontificia Universidad Javeriana, 1999, páginas 79 a 87.


� Walter G. Kell, William C. Boynton, Richard E. Zingler, Auditoría moderna, Compañía Editorial Continental S.A. de C.V., México, 1995, páginas 22 y 23.


� Algo similar ha ocurrido en Colombia. Las normas que regulan el dictamen han sido prácticamente las mismas desde finales de la década que se inició en 1940.


� En nuestro medio no existen investigaciones como las que aquí se aluden. La falta de estas investigaciones hace que toda opinión que se pueda tener sobre asuntos de la profesión contable está referida a los pequeños mundos de sus emisores. Usualmente, en lo cual me incluyo, nuestras limitadas observaciones son objeto de estiramientos al punto que las presentamos como válidas para el universo, sin tener fundamento que apoye semejante extensión.


� En mi sentir esto también ocurre en Colombia. Todos, contadores, autoridades, empresarios, académicos, analistas financieros y, obviamente, el común de las personas, tenemos un imaginario sobre la revisoría fiscal, sobre la auditoría, que suele no corresponder con el discurso académico contable.


� Desde una perspectiva hermenéutica, lingüística, esto es, en principio, totalmente válido. Ahora bien: el explicitar todo lo que se quiere decir provocará un aumento en la extensión del dictamen. El tamaño del dictamen lo hará más complejo y, consecuentemente, aumentarán las dificultades de lectura e interpretación. En conclusión: es necesario buscar un punto de equilibrio. A mi manera de ver la solución tiene que estar en el aumento de la cultura contable del público.


� Sin duda, un contador debe ser especialmente cuidadoso con lo que dice. Algunas personas examinarán con lupa sus dictámenes y les intentarán acorralar en lecturas muy literales, aunque descontextualizadas. Hay una clara tensión entre la empresa y los usuarios de sus informes. Aquéllas propenden por la cortedad, mientras éstos pueden sentirse inclinados a obtener mayores y más expresas informaciones. Los dos grupos controvertirán el dictamen buscando salirse con la suya. En Colombia ha aparecido otra problemática. Las autoridades de supervisión quieren que los dictámenes digan lo que ellas quieren que digan. Me explico. Ellas redactan las frases que quieren ver en lo dictámenes, como si éstos fuesen certificaciones. Recuerdo las dificultades de la expresión “estricto” cumplimiento que utilizó la Superintendencia Bancaria respecto del cumplimiento de las normas sobre valuación de cartera. Quien omitía este calificativo se exponía, rápidamente, a un reclamo y a una amenaza. En el fondo estamos tratando de regular la calidad de la contabilidad y la profundidad del trabajo del auditor a través de la regulación de la fraseología de sus dictámenes. A mi manera de ver a este procedimiento le falta transparencia.


� Esta exigencia ya está contemplada en la Ley colombiana. Pero no es eficaz ni ha sido realmente adoptada por los administradores. Los administradores firman los estados, pero guardan prudente silencio sobre sus responsabilidades sobre ellos. Es la doctrina legal la que extrae de su firma la consecuencia legal de la certificación. La principal dificultad en nuestro medio radica en que nosotros exigimos al representante legal suscribir los estados, cuando esto debiera ser carga del funcionario directamente responsable de su preparación: vicepresidente financiero, contador, contralor, etc.


� Finalmente la Ley norteamericana, como lo comentaré más adelante, adoptó este requisito.


� La estandarización es importante. Se trata de una estrategia usada por la profesión hace muchísimos años. Aunque algunos ven en ella una práctica insípida, creo que tienen razón los que han planteado que la estandarización tiene consecuencias muy favorables para el entendimiento de los dictámenes y para facilitar la identificación de cambios o expresiones inusuales. He aquí un asunto que requiere ser juzgado desde la perspectiva de la comprensión de los usuarios antes que desde otras atalayas.


� Véase The Commission on Auditors' Responsibilities, (An Independent Commission Established by the American Institute of Certified Public Accountants) Report, Conclusions, And Recommendations, páginas xxiv a xxvi, en http://www.biz.colostate.edu/qfr/references/The%20Commission%20on%20Auditors'%20Responsibilities1.pdf


� Véase National Commission on Fraudulent Financial Reporting, Report of the National Commission on Fraudulent Financial Reporting, octubre de 1987, página 13, en http://www.coso.org/Publications/NCFFR.pdf


� Personalmente creo que esto distingue a una profesión seria y fuertemente pendiente de sus clientes, de las “montoneras” de profesionales que lamentablemente aún podemos observar en muchos países.


� American Institute of Certified Public Accountants (aicpa), Understanding Audits and the Auditor's Report, A Guide for Financial Statement Users, Noviembre de 1988.


� Véase Stuart Manson and Mahbub Zaman, Auditor communication in an evolving environment: going beyond sas 600 auditors' reports on financial statements, Research paper 2000-10, School of Management and Business, Aberystwyth, University of Wales, páginas 5 y 6.


� La fraseología de los dictámenes de los contadores públicos colombianos era prácticamente la misma que se usaba antes de la expedición de SAS 58 en los Estados Unidos de América.


� Hernando Bermúdez Gómez, Esbozo de la auditoría estatutaria y el control interno en las organizaciones privadas, de Computis et Scripturis Cuadernos de Contabilidad, número 7, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 2000, página 146 y 147.


� Véase Hernando Bermúdez Gómez, Reflexiones sobre la técnica de interventoría de cuentas, Revista Contaduría Universidad de Antioquia, número 17-18, septiembre de 1990 – marzo de 1991, páginas 201 a 230, artículo en el cual pongo de presente como las tres entidades en cuestión jamás pudieron señalar cuáles son, en concordancia con su afirmaciones, tales técnicas de interventoría, a pesar de mi consulta expresa sobre ello.


� Véase el artículo 581 del Estatuto Tributario, adoptado el 30 de marzo de 1989, que incorporó el artículo 79 del Decreto 2503 de 1987, así como el artículo 11 de la Ley 32 de 1979.


� Michael Armstrong, Gerencia de recursos humanos, integrando el personal y la empresa, Legis Editores, Bogotá, 1991, página 111.


� Michael Armstrong, obra citada, páginas 112 y 113.


� Luis Garagalza, Introducción a la hermenéutica contemporánea, Cultura, simbolismo y sociedad, Anthropos, Barcelona, 2002, páginas 5 y 6.


� Véase Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Española, Madrid, 1992, página 774.


� Luis Garagalza, obra citada, páginas 25 a 27. Omito las notas al pié de página.


� He aquí una cuestión clave. Cuando se trata de escritos, la conversación no sucede entre el escritor y el lector sino entre el texto y éste. Es el lector el que interpreta.


� Esta es otra cuestión clave. Siempre en lo comprendido está implicado el intérprete, no sólo en cuando “decodificador” sino que su ser se involucra con el texto al interpretar.


� H. G. Gadamer, tomado, incluyendo el título que hemos puesto a este aparte, de J.M. Mardones, Filosofía de las ciencias humanas y sociales, Materiales para una fundamentación científica, Antropos, España, 1991, páginas 289 a 296.


� Esta es, para nosotros, la idea clave que queremos resaltar aquí. La interpretación se realiza dentro de un contexto que obra como preconceptos que acompañan al individuo cuando actúa. 


� J.Habermas tomado de J.M. Mardones, Filosofía de las ciencias humanas y sociales, Materiales para una fundamentación científica, Antropos, España, 1991, páginas 115 a 122. Sin duda este libro de Mardones constituye una muy buena selección de textos, que recomiendo leer en su integridad.


� En la técnica legislativa es muy común definir palabras, precisamente para enfrentar desde un principio los problemas de comprensión. En ocasiones tales definiciones son tomadas de los lenguajes científicos. En otras son el resultado de plasmar en las normas el entendimiento que tienen sus redactores, que puede ser o no ser concordante con el sentido científico. Por otra parte, las comunidades científicas avanzan permanentemente, mientras que la Ley tiende a permanecer. De esta manera el lenguaje jurídico se desajusta y viene a ser inapropiado. Algunos abogados suelen no advertir este fenómeno, provocando son su interpretaciones verdaderos conflictos sociales. De otro lado, los no abogados caen frecuentemente en el error de asignar a las palabras significados sin preguntarse primero cuál podría ser el sentido que les corresponda según las propias normas.


� Significa esto que aquí procuraremos no sólo presentar las normas sino el entendimiento que las autoridades y la mayoría de los doctrinantes tienen actualmente sobre ellas. Es posible que en otros lugares de este escrito, desde otra óptica, se expresen otras visiones.


� La facultad del revisor fiscal de solicitar informes obviamente envuelve el deber de los administradores de suministrárselos.


� Como lo he resaltado en otras oportunidades, en las entidades de un gran número de miembros una convocatoria es algo dispendioso y costoso. En parte alguna la Ley señala cómo puede el revisor fiscal hacer frente a las cuestiones logísticas y financieras que una citación implica.


� Según el Diccionario de la Real Academia Española: (Del lat. attestatĭo, -ōnis) 1. f. Deposición de testigo o de persona que testifica o afirma algo


� Sobre ésta me ocupo en el documento que titulé Evidencia en auditoría, Cuadernos de Contabilidad, número 18. Pontificia Universidad Javeriana (Ceja), Bogotá.


� Es necesario asumir que existen muchas otras formas de comunicación distintas de las que se hacen a través de los denominados medios de comunicación, tales como la prensa, la radio y la televisión.


� Obsérvese como se introducen aquí tres categorías: hechos, interpretaciones y opiniones.


� En contabilidad se habla reiteradamente de la necesidad de neutralidad de la información. Ésta bien puede corresponder a la imparcialidad que aquí se discute. Sin embargo resulta más probable esperar imparcialidad del comunicador social quien normalmente informa sobre hechos de terceros, que de los preparadores de la información contable que están informando sobre sí mismos.


� Cuando se atribuye razonabilidad a unos estados financieros no se declara un hecho sino que se expresa una opinión.


� Corte Constitucional, Sala Segunda de Revisión, sentencia T-80 de febrero 26 de 1993. Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz


� No solo se trata de preconceptos, sino de prejuicios.


� Se alude aquí a la competencia o idoneidad del informador.


� ¿Dónde habrá cursos de lenguaje para contadores?


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-087 de marzo 18 de 1998, Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz


� Eduardo Cifuentes Muñoz, Aclaración del voto, Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-087 de marzo 18 de 1998, Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia SU-1723 de diciembre 12 de 2000, Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia SU-1723 de diciembre 12 de 2000, Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia SU-1723 de diciembre 12 de 2000, Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia SU-1723 de diciembre 12 de 2000, Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero


� Corte Constitucional, Sala Séptima de Revisión, sentencia T-1319 de diciembre 7 de 2001, M.P.(e) Rodrigo Uprimny Yepes


� Una de las características importantes del actual sistema de difusión de estados fianancieros es que esta diseñado para informar a potenciales inversionistas.


� Se lee en el Código de Comercio colombiano:


ART. 211. —El revisor fiscal responderá de los perjuicios que ocasione a la sociedad, a sus asociados o a terceros, por negligencia o dolo en el cumplimiento de sus funciones.


� Este es uno de los asuntos más complejos en materia de responsabilidad de los auditores. Puede serles difícil, incluso imposible, responder ante cualquier usuario mediato de sus informes. Varios estudios se han hecho sobre esta materia en la búsqueda de un balance sobre la necesidad de los usuarios de que se les responda por los informes versus la capacidad real y razonable de los auditores para responder. Más allá de cuestiones indemnizatorias, propias de la responsabilidad civil o patrimonial, el resultado de una falta de confianza sobre los informes de los auditores es una condena social que termina por excluir al culpable de la posibilidad de obrar en el mercado de los servicios profesionales. Un exceso en el nivel de responsabilidad exigible a los auditores, tan común en la mente de las autoridades y de los abogados, hace que esta actividad se considere peligrosa, desalentando a los profesionales a no asumir el rol de auditores. Así la comunidad se queda “sin el pan y sin las tortas”.


� Actualmente el paradigma de la información contable señala que se informa con el fin de apoyar la toma de decisiones en materia de inversiones y crédito por parte de los usuarios de los informes. Existen, no obstante, otras finalidades sociales atribuibles a los informes de los auditores, como la de responsabilizar a los emisores de sus informes.


� Esta es una visión simple pero antigua y muy extendida de las normas legales. Las normas son vistas como un silogismo, en el cual la premisa mayor es el mandato, la premisa menor hechos que coinciden con los contenidos en el mandato y la conclusión una sanción o consecuencia que el propio mandato consagra. En otras palabras, cuando suceden los hechos previstos en una norma procede aplicar o hacer efectiva la disposición en ella contemplada.


� Dice el Código de Procedimiento Civil colombiano:


ART. 175. —Medios de prueba. Sirven como pruebas, la declaración de parte, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios y cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez.


El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio.


� Detrás de este proceder se encuentra la teoría de la inducción y la del razonamiento analógico. Una breve referencia puede verse en mi escrito Evidencia en auditoría.


� Reza el Código Civil colombiano:


ART. 66. —Se dice presumirse el hecho que se deduce de ciertos antecedentes o circunstancias conocidas.


Si estos antecedentes o circunstancias que dan motivo a la presunción son determinados por la ley, la presunción se llama legal.


Se permitirá probar la no existencia del hecho que legalmente se presume, aunque sean ciertos los antecedentes o circunstancias de que lo infiere la ley, a menos que la ley misma rechace expresamente esta prueba, supuestos los antecedentes o circunstancias.


Si una cosa, según la expresión de la ley, se presume de derecho, se entiende que es inadmisible la prueba contraria, supuestos los antecedentes o circunstancias


� Lo lógico sería que las presunciones de derecho correspondan a cuestiones irrebatibles. Sin embargo en Colombia, en materia tributaria, hemos visto que se consagran como presunciones de derecho relaciones que podrían ser claramente rebatibles. Así la presunción se torna, más bien, en una ficción. Las ficciones difícilmente pueden inspirar o producir justicia.


� En mi sentir toda manifestación de un experto goza de especial valor probatorio, derivado de la autoridad científica que se le atribuye. Sin embargo, esto debe distinguirse de los casos en los cuales la Ley imputa un especial valor de prueba a las afirmaciones de ciertas personas, como suele suceder respecto de los funcionarios públicos. El problema radica en que algunas personas, teniendo autoridad formal carecen de autoridad epistemológica.


� Véase Departamento de Contaduría Universidad Javeriana, Sociedad de Contadores Javerianos. La Fe Pública Contable. Vniversitas Económica, Volumen 6, número 5. Bogotá, diciembre de 1990.


� Lo que significa, conforme se acaba de explicar, que cabe probar en contra de lo que afirma el contador. Se ha llegado a afirmar que sólo ciertas autoridades, como la Junta Central de Contadores y los jueces, pueden desvirtuar la fe pública que se deriva de las atestaciones de los contadores. No comparto esta apreciación. Cualquiera puede oponerse, en cualquier estadio, a lo afirmado por un contador, bastándole allegar un medio de prueba que destruya la veracidad de lo afirmado por el contador.


� En varias ocasiones hemos recordado, con apoyo en la historia legislativa y más recientemente en concordancia con la jurisprudencia colombiana, que este cumplimiento únicamente versa sobre las cuestiones formales. Véase, entre otros, mi trabajo, Evidencia en auditoría.


� Como lo señalé en la conferencia que titulé Responsabilidad ante la Ley colombiana del Contador en asuntos tributarios, que pronuncié en marco del 7º Simposio de contaduría tributaria organizado por el Instituto Nacional de Contadores Públicos de Colombia, esta norma del Estatuto Tributario está concebida en forma falta de técnica. 


� “These rules govern the introduction of evidence in proceedings, both civil and criminal, in Federal courts. While they do not apply to suits in state courts, the rules of many states have been closely modeled on these provisions.” Véase � HYPERLINK "http://www.law.cornell.edu/rules/fre/overview.html" ��http://www.law.cornell.edu/rules/fre/overview.html� 


� Tomado el 5 de marzo de 2004 de � HYPERLINK "http://www.law.cornell.edu/rules/fre/rules.htm#Rule702" ��http://www.law.cornell.edu/rules/fre/rules.htm#Rule702� 


� Es aquí donde la teoría expuesta al principio de este escrito cobra particular importancia. ¿Cuál es un dictamen claro? ¿Cuál es un dictamen ceñido a la verdad? Recuérdese que, siendo el dictamen una expresión escrita, la interpretación ocurre entre el texto y el lector y que es éste el que asigna, basado, entre otras cosas, en el contexto y en sus preconceptos, sentido a las palabras utilizadas en el dictamen. De tal manera que los intereses políticos, sociales, económicos, gremiales, del lector entrarán a jugar en la interpretación. También ocupará particular papel el nivel de conocimientos técnicos del lector: una cosa entiende el experto, otra el diletante y otra el ser ajeno a la respectiva disciplina. Este panorama no ha sido desconocido por la profesión contable, la cual, por ello y para ello, ha esbozado modelos de comunicaciones, procurando brindar precisión y reducir posibles malentendidos. Más adelante volveré sobre este asunto.


� Resolución número 61 del 8 de mayo de 2003.


� Por ejemplo: International Auditing, Assurance, and Ethics Pronouncements (Ifac)


� En el Código de Procedimiento Civil colombiano se lee: 


ART. 251. —Distintas clases de documentos. Son documentos los escritos, impresos, planos, dibujos, cuadros, fotografías, cintas cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y, en general, todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares.


Los documentos son públicos o privados.


Documento público es el otorgado por el funcionario público en ejercicio de su cargo o con su intervención. Cuando consiste en un escrito autorizado o suscrito por el respectivo funcionario, es instrumento público; cuando es otorgado por un notario o quien haga sus veces y ha sido incorporado en el respectivo protocolo, se denomina escritura pública.


Documento privado es el que no reúne los requisitos para ser documento público


� La Ley 43 de 1990 dispuso:


ART. 1º—Del contador público. Se entiende por contador público la persona natural que, mediante la inscripción que acredite su competencia profesional en los términos de la presente ley, está facultada para dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, dictaminar sobre estados financieros, y realizar las demás actividades relacionadas con la ciencia contable en general.


La relación de dependencia laboral inhabilita al contador para dar fe pública sobre actos que interesen a su empleador. Esta inhabilidad no se aplica a los revisores fiscales, ni a los contadores públicos que presten sus servicios a sociedades que no estén obligadas, por ley o por estatutos, a tener revisor fiscal.


� Como se recordará la Corte Constitucional, mediante la sentencia C-530 del 10 de mayo de 2000, declaró inexequible la obligatoriedad de los pronunciamientos efectuados por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública.


� En la práctica uno observa que la certificación pretende ser posterior al dictamen. Lo que sucede es que los departamentos de contabilidad envían documentos de prueba a los revisores fiscales, quienes los examinan y formulan las observaciones que juzgan pertinentes. Algunas de estas observaciones se aceptan inmediatamente y se procede a hacer correcciones. Otras inicialmente se discuten y finalmente se admiten. Otras no son compartidas por los administradores, dando lugar a que el revisor fiscal tenga que decidir cuál es el efecto de la desviación sobre la razonabilidad de los estados financieros. Con este procedimiento, muy práctico sin duda, los administradores se abstienen de certificar los estados financieros hasta que saben que los auditores están de acuerdo con ellos. En cierto caso, en que los administradores y el revisor fiscal no se pudieron poner de acuerdo sobre los estados financieros, se pretendió deducir responsabilidad al auditor por no haber emitido su dictamen en tiempo, a pesar que ya tenía en su poder los estados financieros. Fue necesario poner de presente y así lo aceptaron las autoridades, que la administración debe colocar a disposición del revisor fiscal estados financieros certificados y no simplemente de prueba, para que se entienda que éste está en la obligación de emitir su dictamen.


� Véase Hernando Bermúdez Gómez, Estados Financieros, en La reforma al Código de Comercio Ley 222 de 1995, publicación de la Cámara de Comercio de Bogotá y el Colegio de Abogados Comercialistas, Bogotá 1996, páginas 285 a 444


� Esta responsabilidad ha estado presente en la literatura de auditoría y en el derecho de sociedades desde hace mucho tiempo. La virtud de la Ley 222 de 1995 radica en haber hecho expreso el significado de la certificación y en haber distinguido entre la certificación de los estados financieros y su dictamen.


� Véase Corte Constitucional, sentencia C-290 de junio 16 de 1996.


� Sin embargo, cada día con mayor fuerza, se cuestionan las versiones cortas del dictamen.


� No obstante, las autoridades se han aferrado a las palabras que utiliza el Legislador colombiano, oponiéndose a que se cambien. Ya transcribimos la circular conjunta que se emitió con ocasión de la aplicación en nuestro medio de las directrices contenidas en SAS 58. Ellas han actuado de igual manera en otras ocasiones, como cuando la Superintendencia Bancaria exigió que se utilizara el lenguaje legal al dictaminar sobre la cartera de créditos y las inversiones. Discutir con las autoridades en esta materia ha resultado pelea entre “toche y guayaba”. A mi manera de ver, con esta actitud, ejercida por entidades con autoridad para sancionar, lo que ha ocurrido es que se han puesto las palabras en la boca de los auditores. Infortunadamente muchos auditores prefieren evitar discutir con las autoridades, pues lo más seguro es que salgan aporreados, y utilizar las expresiones impuestas por los supervisores, asumiendo el riesgo profesional que ello implica. ¿Qué sentido social tienen los supervisores que solo quieren oír lo que ellos esperan que se diga?


� En la práctica las autoridades resuelven, en cumplimiento de normas o según su criterio, disponer la separación inmediata de los revisores fiscales de su cargo, como, por ejemplo, cuando se toma posesión de una entidad. Hecho esto, pretenden que, días después, los contadores públicos emitan certificaciones o dictámenes sobre asuntos atinentes a las entidades de las que fueron revisores fiscales. Si se trata de deberes que recaen sobre los revisores, es claro que los contadores separados carecerían de la investidura formal exigida. Y si se trata de “rendir cuentas” es claro que lo harían como contadores independientes y no como revisores fiscales. Es muy común confundir la fecha de corte de una información, con su fecha de preparación, con su fecha de emisión, con la fecha hasta la cual se practicaron procedimientos de auditoría sobre ella, con la fecha en que un auditor se pronuncia sobre la misma. Una información, cortada antes de separado el revisor fiscal y preparada después, ya no puede ser dictaminada por quien ocupaba el cargo a la fecha de corte, pues ha perdido la investidura para revisarla y opinar sobre ella. Adicionalmente resulta injusto que se exijan estos trabajos sin pretender remunerarlos. Finalmente acotemos que no es posible fechar retroactivamente una informe de un contador público, es decir, no es posible el 25 de febrero de un año expedir un informe y fecharlo el 10 de enero anterior, así este 10 de enero el contador hubiere estado actuando como revisor fiscal.


� Por otra parte conviene señalar el error de quienes piensan que como el contador debería haber estado examinando continuamente y en su integridad el sistema documental de la contabilidad, él estaría en cualquier momento en la capacidad de emitir una opinión profesional sobre cualquier documento que se preparase con base en dicho sistema y con relación al tiempo durante el cual el contador hubiese tenido la calidad de revisor o auditor. Esta tesis ha sido sostenida por dos grupos de personas: unas que no saben de auditoría (aunque crean saber de ella) y otros que, siendo conocedores de tal técnica, aprovechan la ignorancia de los demás para hacernos creer que es posible lo imposible, lo cual hacen con el fin de que aparezcan como infractores ciertos contadores cuyo mercado desean.


� Así, si se invoca la calidad de revisor fiscal, se remitirá a disposiciones como las contenidas en los artículos 203 a 216 del Código de Comercio. Otras calidades están reguladas por contratos y, por tanto, los terceros pueden no tener acceso a los términos concretos del encargo. Esta situación se sortea mediante las explicaciones que se hacen en los informes en los denominados párrafos de alcance.


� Así, por ejemplo, Isa 100 menciona los servicios de auditoría, de revisión, de examen, los procedimientos previamente convenidos, las compilaciones...


� Muchas veces se usa la palabra responsabilidad para connotar las funciones o tareas que incumben a una persona. Los abogados normalmente aludimos a la responsabilidad pensando en un proceso de valoración de conductas encaminado a establecer si se obró debidamente o si se cometió una infracción.


� Hay que advertir que sólo los entendidos son capaces de tomar provecho de lo que se dice en los párrafos de alcance. Para los que no tienen conocimiento sobre las cuestiones contables el párrafo se les presenta como una simple descripción de un trabajo pero no como la manifestación de sus límites (alcance).


� Según el Drae, necesario es lo “Que forzosa o inevitablemente ha de ser o suceder” como también lo “Que es menester indispensablemente, o hace falta para un fin”. Lo necesario es lo suficiente, lo indispensable, lo adecuado, y no necesariamente la totalidad, el universo, lo conveniente, lo deseable.


� Esta conducta constituiría una violación de la obligación consagrada en el numeral 3º del artículo 23 de la Ley 222 de 1995.


� Como cuando el trabajo del revisor fiscal se inicia después de la fecha en la cual se practicaron los inventarios de mercancías.


� Según el Drae, revisar significa “Ver con atención y cuidado” tanto como “Someter algo a nuevo examen para corregirlo, enmendarlo o repararlo”. Esta última acepción nos parece muy apropiada respecto de revisor fiscal, puesto que si las cosas fueren como deben ser, el primer examen estaría a cargo de los administradores. De esta manera, en cierto sentido, el revisor no examina sino que reexamina y, entonces, lo que en verdad hace es analizar qué tan bien un administrador cumple su cometido de ejercer control sobre la empresa. Así el revisor sería un fiscalizador de los controles, más que un contralor.


� Pero que he expuesto en documentos anteriores, como el denominado Reflexiones sobre la técnica de la interventoría de cuentas. Revista Contaduría Universidad de Antioquia. Números 17 - 18, marzo de 1991. Páginas 201 a 230.


� Esta obligación del auditor constituye, simultáneamente, la determinación del patrón de conducta que debe utilizarse para evaluar si el revisor fiscal obró responsablemente. Las providencias de las autoridades supervisoras colombianas están llenas de reparos, glosas, censuras, acusaciones, por cosas que no se hicieron o que según ellas debían haberse hecho de otra manera, en forma inversamente proporcional a sus invocaciones de las normas particulares que gobiernan una auditoría. Ciertamente, la primera explicación sobre esta forma de argumentar se encuentra en su ignorancia sobre tales normas particulares y la segunda en la tristemente baja preparación de algunos funcionarios para entenderlas. Son muy pocos los funcionarios, incluidos los contadores, que han realizado auditorías. Y los pocos que si las practicaron suelen estar desactualizados, como si el mundo contable estuviese quieto. Finalmente, en casos he concluido que las normas de auditoría son omitidas del discurso simplemente porque no convienen a los intereses del supervisor.


� Desde una perspectiva dogmática, no hay contradicción entre esta enumeración y la pérdida de facultades que se describe en los párrafos anteriores. Para hacernos entender digamos que la jurisprudencia colombiana ha invalidado la posibilidad de que las autoridades gubernamentales y los órganos de la profesión expidan normas primarias sobre auditoría, considerando, principalmente, que no se puede confiar a autoridades inferiores lo que corresponde al Legislador. Pero ello no se opone a la expedición de normas derivadas como lo son las disposiciones reglamentarias. Los reglamentos técnicos se expiden con apoyo en normas como la contenida en el numeral 3º del artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiera, el cual se lee: “a) Instruir a las instituciones vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las disposiciones que regulan su actividad, fijar los criterios técnicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de tales normas y señalar los procedimientos para su cabal aplicación”. Ahora bien: dejando de lado las consideraciones dogmáticas, con todo respeto creo que esa explicación no es más que un “enredo de abogados”, pues lo que se dice que no es viable de una manera, resulta posible de otra, mecánica que privilegia lo formal sobre lo material. Lo cierto es que se han expedido y están vigentes muchas instrucciones concretas de los supervisores que regulan la práctica de la auditoría.


� Uso aquí la palabra doctrina en un sentido amplio


� Rodrigo Uría, Derecho Mercantil, Marcial Pons Ediciones Jurídicas S.A., Madrid 1994, página 66


� Así, por ejemplo, en el Estado de Florida la norma sobre corporaciones enseña: 


“607.1601 Corporate records.-- 


(1) A corporation shall keep as permanent records minutes of all meetings of its shareholders and board of directors, a record of all actions taken by the shareholders or board of directors without a meeting, and a record of all actions taken by a committee of the board of directors in place of the board of directors on behalf of the corporation. 


(2) A corporation shall maintain accurate accounting records. 


(3) A corporation or its agent shall maintain a record of its shareholders in a form that permits preparation of a list of the names and addresses of all shareholders in alphabetical order by class of shares showing the number and series of shares held by each. 


(4) A corporation shall maintain its records in written form or in another form capable of conversion into written form within a reasonable time. 


(5) A corporation shall keep a copy of the following records: 


(a) Its articles or restated articles of incorporation and all amendments to them currently in effect; 


(b) Its bylaws or restated bylaws and all amendments to them currently in effect; 


(c) Resolutions adopted by its board of directors creating one or more classes or series of shares and fixing their relative rights, preferences, and limitations, if shares issued pursuant to those resolutions are outstanding; 


(d) The minutes of all shareholders' meetings and records of all action taken by shareholders without a meeting for the past 3 years; 


(e) Written communications to all shareholders generally or all shareholders of a class or series within the past 3 years, including the financial statements furnished for the past 3 years under s. 607.1620; 


(f) A list of the names and business street addresses of its current directors and officers; and 


(g) Its most recent annual report delivered to the Department of State under s. 607.1622.” Véase en � HYPERLINK "http://www.flsenate.gov/Statutes/index.cfm?App_mode=Display_Statute&Search_String=&URL=Ch0607/SEC1601.HTM&Title=->2003->Ch0607->Section%201601" ��http://www.flsenate.gov/Statutes/index.cfm?App_mode=Display_Statute&Search_String=&URL=Ch0607/SEC1601.HTM&Title=->2003->Ch0607->Section%201601� 


� “The books of original entry, the general and subsidiary ledgers, related accounting manuals, and records such as work sheets and spreadsheets supporting cost allocations, computations, and reconciliations all constitute evidence in support of the financial statements. These accounting data are often in electronic form. Accounting data alone cannot be considered sufficient support for financial statements; on the other hand, without adequate attention to the propriety and accuracy of the underlying accounting data, an opinion on financial statements would not be warranted. [Paragraph renumbered by the issuance of Statement on Auditing Standards No. 48, July 1984. Paragraph subsequently renumbered and amended, effective for engagements beginning on or after January 1, 1997, by the issuance of Statement on Auditing Standards No. 80.]”


� Vale la pena precisar que el estado de inventario no se toma de libros sino que se asienta en ellos. Por eso en el artículo 135 del Decreto reglamentario número 2649 de 1993 se lee: “...Cuando no se obtengan los documentos necesarios para reconstruir la contabilidad, el ente económico debe hacer un inventario general a la fecha de ocurrencia de los hechos para elaborar los respectivos estados financieros...”


� Algunos olvidan que aunque la contabilidad moderna postula la primacía de la esencia sobre la forma en manera alguna ella predica que se ignore esta última. La violación de la ley es un elemento que debe ser considerado a la hora de validar el reconocimiento de los hechos económicos, pues las infracciones pueden traer consigo efectos tanto sobre los montos como sobre las clasificaciones de las operaciones.


� Sobre el alcance de las funciones de la revisoría fiscal en materia del cumplimiento de las regulaciones, existen diferentes tesis. Si uno parte de las funciones del revisor fiscal, reflexiona sobre el deber de colaboración para con entidades cuya función es la guarda de la ley y medita sobre la norma que consagra la presunción de veracidad que se deriva de la atestación y firma de un contador público, podría concluir que el revisor fiscal es un guardián de toda la legalidad, cuestión que sólo podría enfrentarse a partir de una revisoría organizada por departamentos (como estuvo consagrado en las leyes colombianas) o mediante una verdadera legión de auxiliares especialistas. Sin embargo esa tesis no puede sostenerse de igual manera que lo hicimos en el pasado pues se han producido nuevas leyes, pronunciamientos profesionales y decisiones jurisprudenciales, y su consideración conlleva un diferente resultado. En pocas palabras digamos que en los tres niveles mencionados (ley, profesión, jurisprudencia) se ha precisado que de ninguna manera puede esperarse que un auditor asuma el compromiso de opinar sobre asuntos que están fuera de su dominio disciplinar. Aunque este es un asunto que admite mayores explicaciones, pueden verse algunas pequeñas observaciones sobre él en mi trabajo Evidencia en auditoría.


� Obsérvese que la Ley colombiana no se refiere aquí a los estados de cambios en el patrimonio, de cambios en la situación financiera, de flujos de efectivo, que no eran mencionados en la legislación mercantil original, pero que ahora se tratan en el cuerpo regulador en distintas normas como la Ley 222 de 1995. También reflexiónese sobre el hecho de que no existe un libro obligatorio para sentar los estados financieros, aunque muchas compañías dicen llevar un libro mayor y de balances.


� Sin embargo, la ley colombiana concede valor probatorio a los libros auxiliares respecto de los cuales no es obligatorio su registro. Por otra parte, suelen registrarse solamente libros de resumen y no de detalle. Pero es de estos que se deben tomar muchos datos, especialmente para expedir certificaciones. Como ya dijimos, en algunos países no hay reglas sobre requisitos formales de los libros y en otros se admite el registro de libros diligenciados.


� Yo creo que una interpretación razonable sobre qué implica la atestación sobre la fidelidad no hace relación a una igualdad formal entre los libros y los estados, sino a una fidelidad material, es decir, que cabe atestar la fidelidad mientras las partidas sean conciliables. Este es un punto que merece precisión legal para evitar censuras puesto que son muchos los formatos, exigidos por distintas entidades, en que se vierten de forma distinta las cifras. ¿Qué hacer con las declaraciones de renta? ¿Con los estados financieros consolidados? ¿Con la información de propósito especial? Por otra parte, los organismos de la profesión han sostenido que no se pueden elaborar, certificar ni dictaminar, estados financieros cuando no se llevan libros. Considerando lo que es un estado de inventario, yo me aparto de este concepto. Ahora bien: si ello es así, ¿qué deben hacer las personas, sobre todo las naturales, que no llevan libros por no estar obligadas a ello, pero que enfrentan la necesidad de presentar estados financieros, como suele ocurrir dentro de los procedimientos de contratación pública?


� Según el Drae, concepto puede definirse como “Opinión, juicio”


� Véase � HYPERLINK "http://www.fsforum.org/" ��http://www.fsforum.org/� 


� Cuando los supervisores expiden normas técnicas específicas a éstas se les denomina normas técnicas especiales, ya que sólo son exigibles a las entidades bajo la competencia de la respectiva autoridad.


� Esta aplicación debe ser real y no meramente aducida. Me explico: son ya varios los casos en los cuales los considerandos de una norma citan el marco conceptual como fundamento de la regulación que se pretende expedir. Mas al concebir la norma se viola el marco conceptual. Nos encontramos así ante razonamientos falaces por carecer de coherencia.


� Lo que significa que cuando la autoridad hecha mano del argumento jurídico instantáneamente está confesando la falta de técnica de su posición.


� En realidad de verdad la comparabilidad en Colombia es más teoría que realidad. Los constantes cambios en las regulaciones contables dentro de un período y la falta de reestructuración de los estados correspondientes a los períodos anteriores, que, por cierto, resultaría muy costosa, hacen que en muchos casos la información no sea verdaderamente comparable. Pero esto poco o nada ha importado a las entidades reguladoras.


� Por cierto que por su naturaleza la información contable es cualitativa y no cuantitativa como parece darlo a entender el uso de números para expresar los saldos de las cuentas. Cada saldo es, generalmente, la expresión de una estimación de valor, la cual supone el uso de criterios de medición que se mueven dentro de un mundo de relaciones, es decir, que las estimaciones son relativas y no absolutas. Si la contabilidad no es exacta, no puede pedírsele al auditor que señale si los estados financieros son exactos. De antemano se sabe que no.


� Es muy amplia la literatura contable y no contable sobre el logos de lo razonable, la teoría de la razonabilidad. Esta tiene cabida en el Derecho. En la sentencia C-546 de 1992 la Corte Constitucional sostuvo que El problema de la relación entre el derecho y la sociedad es un problema de adecuación de adaptación. En este sentido la lógica a partir de la cual se encuentran soluciones para la relación derecho/sociedad es la lógica de lo razonable y no la lógica racional. La decisión judicial es la manifestación más importante del esfuerzo por hacer funcional y razonable la relación entre derecho y sociedad. De ahí que se haya dicho que el juez es un instrumento de paz social. En la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993 la misma Corte señaló: Toda obligación jurídica es razonable. Ahora bien, todo lo razonable es real o realizable. Como lo imposible no es real ni realizable, es irracional, lo cual riñe con la esencia misma de la obligación. Uno de los campos en que mayor desarrollo ha tenido la lógica de lo razonable es en la determinación de la admisibilidad de tratos desiguales. En la sentencia C-022 de 1996 la Corte dijo: En la evaluación de la justificación de un trato desigual, la lógica predominante es la de la razonabilidad, “fundada en la ponderación y sopesación de los valores y no simplemente en la confrontación lógica de los mismos”.


� Luis Recasens Siches, Nueva filosofía de la interpretación del derecho, Editorial Porrúa S.A., México, 1980, páginas 286 a 288.


� El artículo 658-1 del Estatuto, tal como fue modificado por el artículo 26 de la Ley 863 de 2003, consagró el castigo aplicable al revisor fiscal que se abstenga de formular salvedades cuando a éstas hubiere lugar.


� La materialidad es una cuestión cualitativa. Sin embargo se reconoce que ciertas cuantías revisten materialidad. En la realidad uno observa que las autoridades juzgan la materialidad desde perspectivas meramente cuantitativas.


� Aquí se refiere a las reglas sobre el sistema de administración del riesgo crediticio –SARC.


� Aquí se refiere a las reglas sobre Bienes recibidos en pago


� Esta norma forma parte del capítulo que se ocupa de los Estados financieros de fin de ejercicio


� Para mí la respuesta a esa pregunta es que evidentemente se está destrozando la auditoría de estados financieros. Además, aduciendo el deber de colaboración para con el Estado, se está alterando la información de propósito general, la cual, en consecuencia, también resulta deteriorada.


� Hace bien la ley al utilizar la palabra opinión, porque la cuestión no se limita a una simple comparación de cifras. Sino a reflexionar sobre las imágenes que se crean con el informe de gestión versus las imágenes que se desprenden de los estados financieros.


� Artículo 446 del Código de Comercio.


� En algunos casos habría que actuar como lo señala Isa 720, párrafos 19 a 23.


� Isa 720, párrafos 11 a 13.


� Isa 720, párrafos 14 a 18.


� Por ejemplo, en el artículo 37 de la Séptima Directiva 83/349/CEE del Consejo, de 13 de junio de 1983, basada en la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado, relativa a las cuentas consolidadas, se lee: “2 . La persona o las personas encargadas del control de las cuentas consolidadas deberán igualmente verificar la concordancia del informe de gestión consolidado con las cuentas consolidadas del ejercicio .”


� El informe de los administradores puede contener manifestaciones sobre muchos asuntos que no son del resorte del revisor fiscal.


� Hernando Bermúdez Gómez, Apuntes sobre la revisoría fiscal, el revisor fiscal y sus suplentes, de Computis et Scripturis, cuadernos de contabilidad, número 5, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 1999, página 114.


� Hernando Bermúdez Gómez, Esbozo de la auditoría estatutaria y el control interno en las organizaciones privadas, de Computis et Scripturis Cuadernos de Contabilidad, número 7, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 2000


� Artículo 51 de la Ley número 142 de 1994.


� Artículo 227 de la Ley número 100 de 1993


� Artículo 232 de la Ley número 100 de 1993.


� De convertirse en estándar entraría en vigencia respecto de los estados financieros correspondientes al corte de 31 de diciembre de 2005 (párrafo 63)


� De aquí en adelante parafraseo algunas de las estipulaciones del estándar, resaltando, según mi criterio, las cuestiones de mayor importancia. Sin embargo esta exposición no debería reemplazar la lectura completa de la propuesta.


� Atrás, al referirnos a las adiciones al dictamen, nos preguntamos si estamos destrozando la auditoría financiera instituyendo una auditoría de componentes. Adviértase como para Ifac el dictamen sobre componentes se regula por estándares distintos de los que aplican a los dictámenes no calificados ni modificados.


� Página 5 del documento mencionado.


� Véase: � HYPERLINK "https://www.ifac.org/IAASB/ProjectHistory.php?ProjID=0015" ��https://www.ifac.org/IAASB/ProjectHistory.php?ProjID=0015� 


� Así como se recomienda la consistencia es claro que no se apoya el sacrificio de lo esencial en manos de lo formal. 


� En Colombia en veces no hay coincidencia entre el destinatario del dictamen y aquellos para quienes se ha preparado, porque la realidad es que, aunque enviado a los accionistas, se ha elaborado, por ejemplo, para satisfacer a la respectiva entidad gubernamental de supervisión. Esta situación no es otra cosa que la gravísima consecuencia del sistema de autorización, o visto bueno previo, al cual se somete la información financiera de ciertos sectores. Las intervenciones previas traen consigo múltiples efectos que en Colombia no han sido suficientemente puestos de presente. Aún recuerdo como hace varios años que la gente se dirigía a una entidad de supervisión pidiéndole la minuta autorizada, a lo cual se le contestaba que tal minuta no existía. Sin embargo, en las notarías se encontraban los modelos actualizados, escritos al gusto de la entidad en cuestión, que se “vendían” precisamente con la garantía de que serían aceptados por la autoridad. Así no existía un verdadero arreglo contractual, sino una actitud servil, práctica, económica. ¡Pobre asunto el que así se desenvuelve!


� Ias 8 define: “Políticas contables son los principios, bases, métodos, convenciones, reglas y procedimientos adoptados por la empresa en la preparación y presentación de sus estados financieros.”


� Véase “Study Pursuant to Section 108(d) of the Sarbanes-Oxley Act of 2002 on the Adoption by the United States Financial Reporting System of a Principles-Based Accounting System” en � HYPERLINK "http://www.sec.gov/news/studies/principlesbasedstand.htm" ��http://www.sec.gov/news/studies/principlesbasedstand.htm� 


� Sobre el nivel de seguridad y su relación con los tipos de trabajo de los contadores, véase mi trabajo Evidencia en auditoría.


� En el original a esta nota corresponde el número 5.


� Si uno piensa que hay sólo una base de contabilidad y una única forma de auditoría, no advertirá la importancia de mencionar el contexto dentro del cual y con relación al cual se ha desarrollado el examen y formado la opinión profesional. Los dictámenes de los contadores no expresan calificaciones absolutas sino relativas, puesto que la razonabilidad, la fidelidad, o cualquiera otro que sea el calificativo empleado, se atribuye en los términos de la base de contabilidad escogida.


� La propuesta pone como ejemplo de una cuestión que podría estar pendiente, las comunicaciones a la dirección sobre los hallazgos de la auditoría.


� El legislador separó las cosas. En cambio, los supervisores, como la Superintendencia Bancaria, las revolvieron, enunciando los elementos del dictamen y los del informe de manera distinta a como lo hacen las normas superiores. Véase la Circular Básica Jurídica y compárese con los artículos 208 y 209 del Código de Comercio. Ya no es extraño observar como las entidades supervisoras sientan cátedra recreando las normas legales. La jurisprudencia ha reproducido, sin análisis ninguno, muchos de esas manifestaciones de los supervisores, al punto que han esbozado una revisoría fiscal distinta de la que contemplan las normas legales. Bien dice la sabiduría popular: la ignorancia es atrevida.


� Como lo he expuesto en otros lugares, en mí entender la revisoría fiscal incluye tres auditorías: financiera, del control interno y de cumplimiento o regulaciones.


� Cuestión que ciertamente debería ser atendida por la profesión colombiana. Tal cual se han venido haciendo las cosas se incurre en muchas imperfecciones, principalmente en el denominado párrafo del alcance.


� Los recientes desarrollos sobre las comunicaciones de los auditores han cambiado esta posición, planteando la publicidad de estos asuntos en vez de su circulación restringida.


� Además de la cantidad de obligaciones legales, el administrador tiene que dar cumplimiento a las disposiciones internas. Respecto de éstas podemos distinguir dos clases: las que se emitieron para gobernar casos concretos, cuya fuerza obligatoria decae una vez la actividad en cuestión se realiza y las concebidas para regular un número indeterminado de casos, que bien podríamos denominar políticas. En nuestro medio es aún raro encontrar un cuerpo que sistematice todas las políticas, codificación que sería del mejor provecho al realizar una auditoría.


� Véase Hernando Bermúdez Gómez, Esbozo de la auditoría estatutaria y el control interno en las organizaciones privadas, de Computis et Scripturis Cuadernos de Contabilidad, número 7, Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 2000


� En la realidad colombiana existe una “adicción” por las certificaciones de los revisores fiscales. La autoridad recurre a ellas porque eso le disminuye la actividad probatoria y porque así se cuenta con “el pellejo” del contador público (Si alguno cobra por certificación expedida seguramente esta demanda le parecerá muy conveniente). Todo tipo de cuestiones se han sometido a las susodichas certificaciones, sin pensar si para un contador es efectivamente posible obtener evidencia directa para apoyar lo que afirma. Mejor fuera que los contadores se abstuvieran de expedir esas atestaciones. Pero en la práctica esto no es fácil porque nuestras leyes contemplan que las peticiones no se tramiten o se rechacen cuando falte alguna de las certificaciones exigidas. En las circunstancias un contador concreto carece del poder para lograr el cambio de la norma que exige su intervención. Si no actúa el cliente sufrirá un perjuicio. El contador podría verse abocado a la terminación de su contrato. De tal manera que muchos contadores “cierran los ojos” y “tiran los dados”. Esto es muy lamentable y trae consigo el desprestigio profesional.


� Obviamente una autoridad inteligente no pediría lo que no debe pedir.


� Con anterioridad en este documento señalé el uso indebido de la palabra certificación para aludir a opiniones. En este aparte se procura invocar normas que usan el término en sentido correcto, desechando las que no lo hacen, como las que se refieren a estados financieros certificados.


� Para sustentar las afirmaciones que hago luego de la trascripción que aquí incluyo, resolví utilizar las disposiciones tributarias, por considerar que son las que cobijan al mayor número de personas. Así dejo en claro que la demanda de certificaciones no es cosa exclusiva de ciertos sectores. 


� Las normas que se transcriben a continuación, así como las notas aclaratorias a algunas de ellas, se han tomado de la versión electrónica del Estatuto Tributario incluido en la obra Data Legis Publicación Electrónica, de la casa editorial Legis Editores, CD actualizado a febrero de 2004.


� El lector que no tenga cierta inclinación al derecho tributario encontrará esta reproducción muy larga. Intencionalmente la incluyo así, para resaltar lo que en este párrafo he denominado avalancha. Espero que el lector intuya lo que sucedería si nos empeñásemos en transcribir cuanta norma existente en Colombia exigiendo alguna certificación de un contador público.


� He aquí una certificación ¡sobre el futuro!


� Otra vez se pretende que se certifique el futuro.


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-290 de junio 16 de 1997


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-290 de junio 16 de 1997


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-597 de noviembre 6 de 1996


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-597 de noviembre 6 de 1996


� Corte Constitucional, Sala Plena, sentencia C-645 de agosto 13 de 2002


� Léase bien. Si es al legislador a quien corresponde decidir cuándo es necesaria la intervención de los contadores públicos, quiere esto decir que ella no es esencial, puesto que puede quedar al arbitrio del Ordenador.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia 7776 de julio 26 de 1996











� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia de mayo 5 de 2000. Radicación 9848. Consejero Ponente: Dr. Delio Gómez Leyva


� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia 11137 de junio 15 de 2001 Consejero Ponente: Dr. Juan Ángel Palacio Hincapié


� En mi trabajo, Evidencia en auditoría, reproduzco algunas sentencias conforme a las cuales el contador público no está habilitado para certificar o dictaminar cuestiones legales.


� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia 9053 de diciembre 11 de 1998 Consejero Ponente: Daniel Manrique Guzmán


� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia 9531 de noviembre 5 de 1999


� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia 9530 de abril 28 de 2000, Consejero Ponente Dr. Germán Ayala Mantilla


� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia 5622 de agosto 17 de 2000, Consejero Ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


� Consejo De Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia 12840 de junio 14 de 2002, Consejera Ponente: Ligia López Díaz


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Rad: 2500023270002000119701, Interno 13443, Consejera Ponente: Ligia López Díaz, 24 de julio de dos mil tres


� Esta norma no se cumple regularmente. Son varios los casos en los cuales circulan estados financieros sin dictamen, especialmente estados intermedios. Los empresarios prefieren incumplir la norma a tener que incurrir en los procesos y en los costos que supone obtener el dictamen.


� En España se usa la expresión imagen fiel.


� Sobre la palabra reflejar en el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española se lee: “Dicho de una cosa: Dejarse ver en otra”. Los estados financieros son una imagen de la empresa en cuestión, creada a partir de cuentas y cantidades, que omite varias de las notas de la empresa para centrarse en las cuestiones financieras. Por esto en algunas culturas, como en España, se alude a la imagen fiel. Por imagen, según dicho diccionario, se entiende “Figura, representación, semejanza y apariencia de algo”. Muchas veces, explicando este asunto, hago reflexionar a mis alumnos sobre las fotografías de ellos que aparecen en sus cédulas de ciudadanía. Suelo decirles que viendo la foto uno concluye que la imagen es de ellos pero que la imagen no se les parece (!). La imagen, la representación, no es lo representado. Es más, en este caso lo representado no se muestra completamente en la representación. La representación es una mimesis (imitación) de la empresa hecha con símbolos que deben ser decodificados para concebir lo que se quiere representar.


� Comité internacional de normas de contabilidad (Iasc) Marco de Conceptos para la Preparación y Presentación de Estados Financieros. Véase en Normas Internacionales de Contabilidad 1997 emitidas por el International Accounting Standards Committee, traducción y edición del Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C., cuarta edición, México, Junio de 1997, página 52.


� Junta de Normas para la Contabilidad Financiera - FASB -. Declaración No. 1 de conceptos de la contabilidad financiera, Objetivos de la Presentación de Informes Financieros por parte de Empresas Comerciales, noviembre de 1978, párrafo 20. Véase en Original Pronouncements, Accounting Standards as June 1, 1992. Publicación del Financial Accounting Standards Board, Connecticut, Estados Unidos de América, 1992, página 701.


� Véase el Decreto Reglamentario 2650 de 1993. Los resaltados no son del texto original.


� Consejo Técnico de la Contaduría Pública, Pronunciamiento número 7, Pronunciamiento sobre Revisoría Fiscal, sección 620, párrafo segundo.


� Enrique Ballestero, Teoría y estructura de la nueva contabilidad, Alianza Editorial, España, 1979, páginas 103 a 105.


� Vicent Gonzàlez i Romà, Tema 2. Introducción a la teoría de la medición, tomado el 8 de septiembre de 2003 de � HYPERLINK "http://www.uv.es/~gonzalev/PSICOM-02-03/PSICOM-TEMA%2002-T-MEDICION.doc" ��http://www.uv.es/~gonzalev/PSICOM-02-03/PSICOM-TEMA%2002-T-MEDICION.doc� 


� Report of the Committee on Accounting Valuation Bases, véase en The Accounting Review, Vol 47, Committee Reports: Supplement to Volume XLVII of de The Accounting Review (1972), páginas 535 a 573.


� Entresaco aquí manifestaciones del autor, a riesgo de ponerlo a decir lo que no dijo. Cuando veo a mis alumnos coloreando ciertas partes de los textos que leen, lo que equivale a lo que aquí hago, les pregunto: Cuando tú subrayas ¿resaltas o tachas?


� Erich Helfert (Crown Zellerbach Corporation), Valuación: Conceptos y aplicaciones prácticas, Ediciones Contables y Administrativas S.A., México, 1973, páginas 1 a 21. Recomiendo la lectura total de este capítulo.


� Diana W. Willis, Relevance of fair value information for financial instruments, tomado el 9 de septiembre de 2003 de � HYPERLINK "http://www.fasb.org/draft/pvfvalu2.pdf" ��http://www.fasb.org/draft/pvfvalu2.pdf� 





� Superintendencia Bancaria, Circular Básica Contable, número 100 de 1995, tal como quedó modificada por la Circular 33 de 2002 en materia de inversiones y por la Circular 11 de 2002 en materia de crédito.


� Véase Hernando Bermúdez Gómez, Evidencia en auditoría.


� Hernando BERMÚDEZ Gómez, Evidencia en auditoría, Cuadernos de Contabilidad, número 18, Ceja –Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 2003.


� Pasa el tiempo y las cosas cambian. Llegó el momento en que los administradores hicieron todo lo posible por introducir “reservas ocultas” en los estados financieros, buscando retener recursos dentro del ente económico, volviendo así frecuente lo que para Vivante era esporádico.


� César Vivante. Tratado de Derecho Mercantil, Volumen II, Las Sociedades Mercantiles, Editorial Reus, Madrid 1932, página 324.


� Walter P. Schuetze, Enforcement Issues: Good News, Bad News, Brillo Pads, Miracle-Gro, and Roundup, discurso pronunciado con ocasión de la 1998 Twenty-Sixth Annual AICPA National Conference on SEC Developments, Grand Hyatt Hotel, Washington, DC. Schuetze era el Chief Accountant, Division of Enforcement, U.S. Securities and Exchange Commission. Véase en � HYPERLINK "http://www.sec.gov/news/speech/speecharchive/1998/spch241.htm" ��http://www.sec.gov/news/speech/speecharchive/1998/spch241.htm� 


� En el original aquí se incluye la nota 6 en la cual se lee: “6 Unless otherwise indicated, we defined a large company as one having over $10 billion in market capitalization, which is the value of a company as determined by the market price of its issued and outstanding common stock (the number of shares outstanding multiplied by the current market price of a share) We found similar results defining a large company as having over $1 billion in total assets.”


� En el original aquí se incluye la nota 7 en la cual se lee: “7 For the average size, we report the trimmed mean [the average of the sample excluding the largest (by absolute magnitude) 5 percent]. We also report the median values to mitigate the effects of extreme outliers.”


� En el original aquí se incluye la nota 8 en la cual se lee: “8 In 2002, Nasdaq had 1,200 more companies listed than NYSE. The average market capitalization for NYSE-listed companies was $4.3 billion, and for Nasdaq-listed companies it was $0.7 billion at the end of 2002.”


� En el original aquí se incluye la nota 9 en la cual se lee: “9 The UBS/Gallup Index of Investor Optimism.”


� En el original aquí se incluye la nota 10 en la cual se lee: “10 The four indexes are (1) One-Year Confidence Index, (2) Buy on Dip Confidence Index, (3) Crash Confidence Index, and (4) Valuation Confidence Index.”


� En el original aquí se incluye la nota 11 en la cual se lee: “11 SEC does not have the authority to bring criminal enforcement actions against securities law violators. However, SEC can refer these cases to the U.S. Department of Justice.”


� En el original aquí se incluye la nota 12 en la cual se lee: “12 Sarbanes-Oxley Act of 2002, Pub. L. No. 107-204.”


� Sobre esta ley véase: Hernando Bermúdez Gómez, Reparando la confianza pública. Comentarios sobre un esfuerzo legal. Revista internacional Legis de Contabilidad & Auditoría. Número 12, octubre – diciembre 2002. Bogotá, páginas 139 a 198.


� En el original aquí se incluye la nota 13 en la cual se lee: “13 U.S. General Accounting Office, SEC Operations: Increased Workload Creates Challenges, GAO-02-302 (Washington, D.C.: Mar. 5, 2002)”


�En el original aquí se incluye la nota 14 en la cual se lee: “14U.S. General Accounting Office, The Accounting Profession: Major Issues: Progress and Concerns, GAO/AIMD-96-98 (Washington, D.C.: Sept. 24, 1996); Protecting the Public Interest: Selected Governance, Regulatory Oversight, Auditing, Accounting, and Financial Reporting Issues, GAO-02-438T (Washington, D.C.: Mar. 5, 2002); Protecting the Public Interest: Considerations for Addressing Selected Regulatory Oversight, Auditing, Corporate Governance, and Financial Reporting Issues, GAO-02-601T (Washington, D.C. Apr. 9, 2002); Accounting Profession: Oversight, Auditor Independence, and Financial Reporting, GAO-02-742R (Washington, D.C.: May 3, 2002); and GAO-02-302.”


� United States General Accounting Office, Report to the Chairman, Committee on Banking, Housing, and Urban Affairs, U.S. Senate, October 2002, FINANCIAL STATEMENT RESTATEMENTS Trends, Market Impacts, Regulatory Responses, and Remaining Challenges Véase en: � HYPERLINK "http://www.gao.gov/new.items/d03138.pdf" ��http://www.gao.gov/new.items/d03138.pdf� 


� House Financial Services Committee, Rebuilding Investor Confidence, Protecting U.S. Capital Markets, The Sarbanes-Oxley Act: The First Year, tomado de � HYPERLINK "http://financialservices.house.gov/media/pdf/Sarbanes-Oxley%20Report.pdf" ��http://financialservices.house.gov/media/pdf/Sarbanes-Oxley%20Report.pdf� el 4 de septiembre de 2003.


� En el original aquí aparece la nota 2 en la cual se lee: “2 For the purposes of this report, an accounting irregularity is defined as an instance in which a company restates its financial statements because they were not fairly presented in accordance with generally accepted accounting principles (GAAP) This would include material errors and fraud.”


� En el original aquí aparece la nota 3 en la cual se lee: “3 While several academic and nonacademic researchers have constructed and maintained their own financial restatement lists, these lists are generally proprietary and are not publicly available.”


� United States General Accounting Office, Report to the Chairman, Committee on Banking, Housing, and Urban Affairs, U.S. Senate, October 2002, FINANCIAL STATEMENT RESTATEMENTS Trends, Market Impacts, Regulatory Responses, and Remaining Challenges Véase en: � HYPERLINK "http://www.gao.gov/new.items/d03138.pdf" ��http://www.gao.gov/new.items/d03138.pdf�


� Mark S. Beasley, Joseph V. Carcello, Dana R. Hermanson, Lessons from fraud-related SEC cases. Audit Deficiencies. Véase en � HYPERLINK "http://www.aicpa.org/pubs/jofa/apr2001/beasley.htm" ��http://www.aicpa.org/pubs/jofa/apr2001/beasley.htm� 


� La Ley 222 de 1995 consagró la figura de estados financieros certificados, elevando de categoría la obligación que previamente había establecido la norma reglamentaria.


� Se suprime la expresión que fue declarada inexequible por la Corte Constitucional.


� Federación Internacional de Contadores (Ifac) Comité Internacional de Prácticas de Auditoría (Iapc) Otra información en documentos que contienen estados financieros auditados. Sección 720, párrafos 11 y 12. Véase en Normas Internacionales de Auditoría, emitidas por el Comité Internacional de Prácticas de Auditoría, traducidas y publicadas por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos A.C., tercera edición, México 1997, página 264.


� Consejo Técnico de la Contaduría Pública. Pronunciamiento número 6. Normas relativas a la rendición de informes sobre estados financieros. Sección 570, párrafo 39. 


� Consejo Técnico de la Contaduría Pública, Boletín 9, Concepto CCTCP 027 de octubre 19 de 1995.


� Artículo 83 de la Ley 222 de 1995.


� Artículo 84 de la Ley 222 de 1995.


� Artículo 85 de la Ley 222 de 1995.


� Decreto Reglamentario 3100 de 1997.


� Véase el literal i) del numeral 2. del artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.


� Aún no se ha estudiado con cuidado el real efecto de esta intervención estatal. En todo caso a mi me parece absurdo que se sostenga que la autoridad que tiene tal poder no es responsable por la calidad de los estados financieros por ella autorizados o aprobados.


� Sobre la posibilidad de improbar los estados financieros, además del artículo 187 del Código de Comercio, pueden verse el artículo 446 del mismo código y los artículos 35 y 46 de la Ley 222 de 1995.


� José Ignacio Narváez garcía. Teoría General de las Sociedades. Séptima edición actualizada. Ediciones Doctrina y Ley. Santa fe de Bogotá, 1996. Páginas 172 y 173.


� Joaquín Garrigues, Rodrigo uría. Comentario a la Ley de Sociedades Anónimas. Tomo I. Tercera edición. Imprenta Aguirre, Madrid 1976, página 593.


� Oscar Vásquez del Mercado. Asambleas y Fusión de Sociedades Mercantiles. Editorial Porrúa S.A. México 1976, página 145.


� Los subrayados no son del texto original.


� International Accounting Standards


� Darle efecto a la corrección dentro de las cuentas del respectivo período no significa hacer un asiento con una fecha anterior. La norma sobre las correcciones tiene el rango de ley, mientras que la regla sobre informaciones conocidas después del cierre tiene carácter reglamentario. Por cierto que la posibilidad de hacer en un día determinado asientos con fechas anteriores constituye uno de los mayores riesgos para la integridad del sistema contable.


� Superintendencia de Sociedades. Doctrinas contables 1997, Santa Fe de Bogotá, 1997, página 78.


� Las apartes que siguen han sido tomados de la publicación electrónica Handbook of International Auditing, Assurance, and Ethics Pronouncements 2003 Edition, que se encuentra disponible en � HYPERLINK "http://www.ifac.org" ��www.ifac.org� Los subrayados no son del texto original.


� Federación Internacional de Contadores (Ifac) Comité Internacional de Prácticas de Auditoría (Iapc) Hechos posteriores. Sección 560, párrafos 9, 10, 14 y 15. Véase en Normas Internacionales de Auditoría, emitidas por el Comité Internacional de Prácticas de Auditoría, traducidas y publicadas por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos A.C., tercera edición, México 1997, páginas 198 y 199. Los subrayados no son del original.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “2 In some cases, a disclaimer of opinion or an adverse opinion may be appropriate.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “3 Ibid.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “4 Ibid.”


� Véase AICPA Professional Standards. Esta publicación compila las principales reglas de la profesión contable en los Estados Unidos de América. Se divide en varias partes. La parte destinada a las normas de auditoría se distingue con las letras AU.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “* Section number revised, April 1981, by the issuance of Statement on Auditing Standards No. 37.”


� Véase AU sección 530, Dating of the Independent Auditor's Report


� Aunque este dictamen se dirige en primer lugar a los accionistas, de acuerdo con las disposiciones legales colombianas él debía ser, como efectivamente ocurrió, depositado en un registro público, en forma tal que de antemano se conocía que existían otros destinatarios distintos de los accionistas.


� Como ya se explicó, sólo se pueden dictaminar estados financieros certificados.


� Con esta advertencia queda claro que existían unos estados financieros anteriores.


� Precisamente porque son su responsabilidad es que los administradores deben certificar los estados financieros.


� Se reconoce que las funciones de la revisoría fiscal se extienden más allá de una auditoría financiera.


� El revisor dictamina, no certifica, los estados financieros.


� Se resalta que la base comprensiva de contabilidad es una base legal.


� Al opinar el revisor fiscal debe tener como referencia la misma base utilizada por el preparador. Esta base, en el caso concreto que nos ocupa, no coincide con las normas internacionales de contabilidad.


� De manera que, como se explicó antes, los estados financieros pueden ser cambiados por la autoridad antes de su consideración por la asamblea general de accionistas.


� Obsérvese el proceso que se realizó: presentación de los estados, glosas de la autoridad, explicaciones del preparador y del auditor, rechazo de las explicaciones y orden de efectuar ajustes, interposición de recursos, resolución desfavorable de los recursos, introducción de los ajustes, nuevo dictamen del revisor. Además, como se advirtió inicialmente, la entidad acudió ante los jueces sin que en la fecha se hallan fallado las demandas que presentó. Es claro que la entidad obró para dar cumplimiento a las órdenes legales pero no estaba de acuerdo con ellas, razón por la cual impetró su nulidad.


� Esta nota describe cuidadosamente los asuntos glosados, los criterios de la entidad y los de la autoridad, los ajustes efectuados, los recursos administrativos y judiciales interpuestos.


� En su informe de gestión los administradores advirtieron que ninguno de los ajustes implicó ni implicará erogaciones de efectivo.


� Se refiere a la auditoría financiera.


� No se volvió a practicar una auditoría completa, lo cual hubiere sido imposible. Sólo se practicaron procedimientos adicionales sobre las cuestiones sujetas a cambio.


� Recuérdese que estas fechas no corresponden al día de suscripción del dictamen sino al día en el cual se terminaron las pruebas de auditoría con base en las cuales se emite la opinión profesional.


� Muy respetables y en este caso acatadas observaciones de la autoridad. Se hace evidente que las autoridades intervienen en el texto de los dictámenes, aprobándolos o rechazándolos.


� Como no hubo cambios en la información contenida en los estados financieros, sino únicamente en el texto del dictamen, no se realizaron procedimientos de auditoría adicionales.


� Aquí se resalta la falta de comparabilidad creada por la variación de las normas que integran la base contable de referencia. Como ya se dijo, esto sucede con frecuencia en Colombia sin que se restablezca la información para guardar la consistencia. En mi opinión los emisores de información no verían con buenos ojos si se les impusiera dicho reestablecimiento, porque en un medio tan cambiante como el nuestro ello supondría importantes costos que podrían ser evitados si la autoridad brindase mayor seguridad jurídica.


� También aquí se menciona el patrón de referencia de la opinión.


� Se trata de una opinión bajo la modalidad “excepto por”. Como las manifestaciones que siguen se refieren a un período y no a una fecha y como los ajustes se efectuaron al cierre del período, necesariamente debía manifestarse una excepción.


� Así, pues, hubo dos dictámenes y el segundo tiene doble fecha.


� En realidad, como lo he dicho varias veces, el desconocimiento es sobre toda la auditoría. Debería exigirse demostrar competencia para evaluar a los auditores. Obviamente para esto no debería bastar aducir el título genérico de contador, ni el haber practicado auditorías tiempo atrás. Es decir, la demostración de competencia debería ser actual.


� Véase Isa 910, 920 y 930.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “1 It may be appropriate to use the term “Independent Auditor” in the title to distinguish the auditor’s report from reports that might be issued by others, such as officers of the entity, or from the reports of other auditors who may not have to abide by the same ethical requirements as the independent auditor.”





� Así ocurrió con relación a los patrimonios autónomos de las entidades fiduciarias. En la Carta Circular 109 de 2000, la Superintendencia Bancaria dijo: “...De lo anterior se desprende que, en razón a que la Clase 7-cuentas fiduciarias forma parte de los estados financieros, en la cual se deben registrar las operaciones de los patrimonios autónomos y encargos fiduciarios administrados, el dictamen del revisor fiscal también debe versar sobre ellos. ...” Una cosa es sostener que el dictamen sobre el conjunto comprende los elementos que integran a éste y otra pretender que con base en una auditoría sobre estados financieros se emita un dictamen sobre un elemento.


� En la Ley 43 de 1990 se dice: “ART. 41. —El contador público en el ejercicio de las funciones de revisor fiscal y/o auditor externo, no es responsable de los actos administrativos de las empresas o personas a las cuales presta sus servicios.”


� En el Code of ethics for professional accountants ( July 1996, Revised January 1998 and November 2001), emitido por Ifac, se lee: 


“…6. A profession is distinguished by certain characteristics including:


• Mastery of a particular intellectual skill, acquired by training and education;1


• Adherence by its members to a common code of values and conduct established by its administrating body, including maintaining an outlook which is essentially objective; and


• Acceptance of a duty to society as a whole (usually in return for restrictions in use of a title or in the granting of a qualification) …”


� De tal manera que quien atribuye cierto proceder mecánico a quienes aplican las reglas, juzga a éstos pero no a las normas, porque en parte alguna las normas han pretendido desplazar el criterio e impedir el diseño y ejecución de una auditoría “a la medida”.


� Bien se que toda técnica en una ciencia social es un instrumento de una ideología. Está bien que descubramos este pensamiento subyacente en la técnica, ya que esto forma parte de su comprensión. 


� No se trata de una medida exacta sino figurada. Por ejemplo, la edición electrónica 2003 del Handbook of international auditing, assurance, and ethics pronouncements tiene 819 páginas y apenas comprende aspectos normativos sin incluir aspectos doctrinales.


� Como el Código de Comercio, la Ley 43 de 1990 y las múltiples circulares de las Superintendencias.


� Cuán bueno fuera que leyendo normas legales uno aprendiera ciencias. Me leería el Código de la ética médica y sería médico, el de construcciones sismo resistentes y sería arquitecto o ingeniero, etc... Quien se lea el Código de Comercio y todas las demás normas complementarias sabrá como está regulada en las leyes la contabilidad y la profesión contable, pero no sabrá mayor cosa de las ciencias contables.


� Un ejemplo de esta regulación inadecuada puede verse en la Circular básica jurídica expedida por la Superintendencia Bancaria, en la cual se dispuso: “Sin perjuicio de la obligación de los almacenes generales de depósito a que se refiere el presente numeral y de conformidad con lo dispuesto por el numeral 5º del artículo 207 del Código de Comercio, la revisoría fiscal deberá practicar visitas a las mercancías depositadas en las bodegas particulares, cada quince (15) días comunes con un cubrimiento equivalente al treinta por ciento (30 %) del valor de las mercancías, cuando menos, teniendo en cuenta que exista una adecuada distribución geográfica que cubra la totalidad de las bodegas durante el ejercicio económico.


Copias de las actas de visita y los procedimientos de auditoría realizados durante la observación e inspección formarán parte de sus papeles de trabajo. Cuando la revisoría fiscal advierta un faltante deberá reportarlo a la administración del almacén.”


� ¿Qué hacen las autoridades colombianas cuando un revisor es removido del cargo? El artículo 51 de la Ley 142 de 1994, refiriéndose al auditor de gestión y resultados dispuso: “...Cuando una empresa de servicios públicos quiera cambiar a sus auditores externos, deberá solicitar permiso a la superintendencia, informándole sobre las causas que la llevaron a esa decisión. La superintendencia podrá negar la solicitud mediante resolución motivada...” Esta norma se mueve en el mismo sentido que otras vigentes en otros países respecto de los auditores financieros. Lamentablemente en Colombia las autoridades no hacen nada por proteger el desempeño eficiente y estable de la revisoría fiscal. Qué bueno sería verlos proponiendo, expidiendo, aplicando y exigiendo la observancia de normas en este sentido, como velar por adecuados presupuestos, por evitar cuestionables remociones, asegurar sus libertades.


� Es decir: no me refiero a normas como los decretos y las circulares, que suelo denominar derecho derivado, por su naturaleza reglamentaria.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “1 Although the SEC attempted to mandate reporting on internal control in 1979 and 1988, it failed to do so (Solomon and Cooper 1990)”


� Rogier Deumes, Voluntary Reporting on Internal Control by Listed Dutch Companies, véase en � HYPERLINK "http://www-edocs.unimaas.nl/files/rm00042.pdf" ��http://www-edocs.unimaas.nl/files/rm00042.pdf� 


� Obsérvese que se impuso una doble obligación: declaración de los administradores y atestación de los auditores.


� Véase Securities and Exchange Commission, Final rule: Management's reports on internal control over financial reporting and certification of disclosure in exchange act periodic reports, 17 CFR PARTS 210, 228, 229, 240, 249, 270 and 274, [RELEASE NOS. 33-8238; 34-47986; IC-26068; File Nos. S7-40-02; S7-06-03], RIN 3235-AI66 and 3235-AI79, en � HYPERLINK "http://www.sec.gov/rules/final/33-8238.htm" ��http://www.sec.gov/rules/final/33-8238.htm� 


� Antiguamente la cuestión estuvo parcialmente regulada por Sas 30. Esta fue reemplazada por Ssae 2. Es decir: la cuestión fue trasladada del ámbito de las normas de auditoría al dominio de las normas sobre atestaciones. Posteriormente Saae 2 fue subrogado por Ssae 10.


� Obsérvese que se admite que esta opinión se incluya o no con el informe sobre los estados financieros.


� Ver PCAOB Release 2004-001 March 9, 2004 Page 5 and 6 en � HYPERLINK "http://www.pcaobus.org/rules/Release-20040308-1.pdf" ��http://www.pcaobus.org/rules/Release-20040308-1.pdf� 


� Tomado el 20 de abril de 2004 de � HYPERLINK "http://www.aicpa.org/cpcaf/auditing/index.htm" ��http://www.aicpa.org/cpcaf/auditing/index.htm� 


� Volveré a la técnica de las glosas (pies de página), dejando al lector leer el texto de la norma de corrido y luego tomar conciencia de mis comentarios.


� En el original aparece aquí la siguiente nota: “14	 See paragraphs .54–.58 for reporting when the examination discloses conditions that, individually or in combination, result in one or more material weaknesses.”


� Una cosa es el informe sobre la manifestación de la administración respecto de la efectividad del control interno y otra un informe sobre la efectividad misma del control interno. En el primer caso el trabajo del auditor se dirige claramente a establecer el grado de sinceridad de quien hace la manifestación (en el entendido, claro está, que de quien la hace se espera el dominio necesario para hacer semejante declaración). Una característica propia de los trabajos en los cuales se revisa la sinceridad de unas declaraciones es que quien declara asume una responsabilidad sobre el asunto respecto del cual versa su deposición.


� El objeto no es el control interno en su integridad, sino, solamente, el que tradicionalmente se ha llamado control interno contable, al que ahora se designa como control interno sobre el sistema de información financiera.


� Obsérvese el modo imperativo de la conjugación verbal.


� Se enumeran 16 elementos o partes integrantes del informe.


� Todas las comunicaciones de un auditor se anteceden con un título o incluyen un descripción del asunto (normalmente designado como referencia) sobre el que se ocupan.


� Desde el principio se advierte la calidad del profesional. Ser, o no, independiente condiciona de manera esencial la respectiva comunicación y determina el andamiaje interpretativo que le aplica.


� Como en todo informe, se precisa aquello sobre lo que se va a pronunciar el profesional.


� Los juicios se hacen siempre respecto de un patrón, cuerpo, estándar, regla, etc., al que muy correctamente se le denomina criterio. Sin este punto de referencia no se podría entender y apreciar debidamente la manifestación respectiva. El administrador debe haber establecido previamente el criterio sobre control interno respecto del cual producirá su aseveración. Definitivamente los trabajos de Coso se han colocado al principio de la lista de posibles criterios.


� Normalmente la declaración de los administradores sobre el control interno se incluirá dentro de un folleto que contendrá otra información, como los estados financieros y sus notas y el informe de gestión. El contador debe señalar en forma específica en dónde se encuentra la declaración en cuestión, en forma tal que los usuarios no se equivoquen al buscarla. Obsérvese como se aboga por la identidad de denominaciones, de manera que tanto los administradores como el contador usen el mismo lenguaje.


� Modernamente los informes de los contadores dividen la responsabilidad, señalando cuáles obligaciones o cargas son de los administradores y cuáles del contable.


� Dos cuestiones para destacar: el informe consitirá en una opinión, que no en una certificación (véase mi trabajo Evidencia en Auditoría); tal cual quedaron las cosas a los contadores se les impusieron dos tareas, una opinar sobre la evaluación de la administración y otra expresar una opinión sobre el control interno.


� Nótese que no se da por sentado que el destinatario de los informes sabe qué es el control interno. Como una expresión puede tener varios significados, la regla exige que se plasme en el informe la definición estatutariamente establecida, de manera que no haya equívocos a este respecto.


� Las normas del Pcaob además de ser obligatorias constituyen una prenda o garantía de calidad del trabajo desarrollado. Como el trabajo debe desarrollarse con sujeción a ellas, la independencia del auditor, en cuanto toca con la denominada libertad de criterio, no es absoluta sino reglada.


� La auditoría es una actividad conciente, deliberada, intencionada. Se audita siguiendo un plan y no resolviendo sobre la marcha lo que haya que hacer.


� Entre lo planeado y lo ejecutado debe haber concordancia. 


� Nuevamente: seguridad razonable, que no absoluta.


� Como el control interno es un proceso lo que interesa es que se mantenga y no simplemente que exista en un punto o momento determinado. Esta aserción orienta el sentido de las pruebas, pues no se trata de establecer el estado de la cuestión al final de un período sino a todo lo largo del mismo.


� Aparece aquí, como sucede en muchas otras partes de la literatura contable, el criterio de importancia. Un sistema de control interno no deja de ser bueno porque no sea perfecto.


� En ocasiones algunos auditores se limitan de describir el control interno en sus papeles de trabajo. Cuando uno revisa los procedimientos que ejecutan descubre que no han entendido el sistema en cuestión. Más allá de la descripción es necesario hacer una reflexión en términos de objetivos del control.


� Ciertamente la auditoría, tal como contemporáneamente la conocemos, implica un alto ejercicio del criterio del auditor. Sin embargo eso no quiere decir, como algunos lo mal interpretan, que la tarea esté integramente librada al mero y omnipotente parecer del contador. Existe una gran diversidad de expresiones técnicas (sean o no expresadas como reglas) que no solo orientan sino que también hacen legítimo el trabajo de auditoría.


� En otras palabras, el auditor vendría a declarar que la evidencia por él recogida es suficiente para tener la seguridad técnica de que se expresará una opinión correcta.


� Nos enseña el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española:  “inherente.  (Del lat. inhaerens, -entis, part. act. de inhaerēre, estar unido).  1. adj. Que por su naturaleza está de tal manera unido a algo, que no se puede separar de ello. Derechos inherentes a su cargo. (...)”


� Este es un aspecto sobre el cual existe una paradoja. Prácticamente todas las personas aceptan que el sistema de control interno tiene limitaciones. Pero, a la hora de juzgar la conducta de los administradores o de los revisores fiscales, se razona como si tal control debiese haber sido perfecto.


� Tenemos entonces que un sistema de control interno concreto tendrá siempre un margen de deficiencia o inefectividad. Luego todo juicio de valor sobre un sistema en concreto no debería hacerse respecto de una idealidad imposible, sino sobre una imagen posible. ¿Cuál es el mejor sistema de control interno POSIBLE? Si las autoridades supiesen contestarse esta pregunta podrían obrar con mayor justicia.


� Aprovechamos este párrafo para insistir sobre la gran diferencia que existe entre los estados financieros de una entidad, los cuales son una reflejo o imagen financiero A UNA FECHA DADA, mientras que el sistema de control interno es un PROCESO que no está detenido ni es inmutable, sino que avanza y se transforma, siendo posible que a lo largo de esa dinámica se degrade o pierda calidad, como se advierte en este numeral. La cuestión que brota de esta circunstancia es la siguiente ¿qué valor de convicción puede tener una prueba practicada en el pasado al formar una opinión que versa sobre el presente?


� Obsérvese como la declaración de la administración se refiere a una fecha específica, sin entrar a brindar garantías sobre el comportamiento futuro del sistema de control.


� También aquí la regla se inclinó por el adjetivo razonable. Como el control interno no es ni se expresa como un conjunto de cifras, se advertirá prontamente como es de errada la explicación según la cual lo razonable es algo aproximado.


� Además de que la opinión recae sobre un sistema que se acepta como imperfecto, ella se refiere a los aspectos materiales, es decir, importantes, del sistema de control interno. En la determinación de qué asuntos, aspectos o elementos, vienen a ser importantes también obra un criterio y un argumento. Nuevamente he de decir que a la hora de las evaluaciones de conducta todo resulta, erradamente, considerado como importante.


� Hasta el cansancio: no se concibe una opinión sino respecto de un patrón (aquí llamado literalmente criterio). Ese patrón no puede ser construido por el  auditor. Por eso, como lo he advertido en otros escritos, muchas auditorías no son más que productos en gestación, ya que no existen patrones aceptados universalmente respecto de los cuales podrían expresarse.


� Obsérvese que en este modelo se han pedido dos opiniones al auditor. Una sobre la manifestación de los administradores y otra sobre el control interno en sí mismo considerado.


� El verbo me parece muy apropiado para la naturaleza de proceso que corresponde al control interno. Lo importante va más allá de su diseño y puesta en operación, para radicarse en su mantenimiento.


� En la lengua española la palabra efectivo, entre otras cosas, significa eficaz.


� Adviértase que entre la manifestación de los administradores y la del auditor existe identidad: ambas se producen utilizando un criterio, a una fecha dada, sobre aspectos materiales, respecto de la efectividad del control...


� Se admitirán firmas mecánicas y, seguramente pronto, digitales. No solo las llamadas firmas autógrafas.


� Se solicita la firma de entidad (llamada en inglés firma) que realizó el trabajo. No se exige la firma de un funcionario, ni siquiera del que hubiere sido el director del equipo de trabajo.


� Este dato, tan usual en la llamada correspondencia comercial, tiene profundas implicaciones jurídicas. En general los documentos deben cumplir la ley del lugar en el cual se emiten, sin perjuicio de satisfacer las condiciones vigentes en los lugares en que se quieran hacer valer.


� En tanto ejemplo, ilustrativo, el modelo incluido en el apéndice no tiene como propósito determinar de forma obligatoria la fraseología de los informes. En tanto mera guía, el auditor podría hacerle cambios sin que por ello se piense que se ha apartado de las normas.


� Tal cual sucede hoy en Colombia, el auditor podría optar por presentar informes separados o un único informe que se refiera tanto a los estados financieros como al control interno.


� Así se escoja emitir informes separados, cada uno de ellos deberá dar noticia de la existencia del otro, utilizando para el efecto una fórmula resumida. Esto hará que no pueda permanecer oculto uno de los informes, exhibiendo solamente el otro.


� He aquí el concepto de auditoría integrada, que es distinto del concepto de auditoría integral. Obsérvese que es obligatorio el desarrollo de ambos trabajos por parte del auditor.


� Un informe (el que recae sobre los estados financieros) contiene tantas opiniones como períodos presentados comparativamente (usualmente dos períodos). El otro (el que versa sobre el control interno) se referirá únicamente al último período.


� Adviértase que las seis circunstancias que se enlistan a continuación tienen diverso origen y distinta naturaleza.


� Se distingue entre una deficiencia del proceso de evaluación que debe llevar a cabo la administración, de una opinión incorrecta de la administración. Lo primero implica una limitación en el alcance y lo segundo un rechazo.


� Los párrafos 9 y 10 del documento que venimos comentado rezan: “9. A significant deficiency is a control deficiency, or combination of control deficiencies, that adversely affects the company's ability to initiate, authorize, record, process, or report external financial data reliably in accordance with generally accepted accounting principles such that there is more than a remote likelihood that a misstatement of the company's annual or interim financial statements that is more than inconsequential will not be prevented or detected.(...)” “10. A material weakness is a significant deficiency, or combination of significant deficiencies, that results in more than a remote likelihood that a material misstatement of the annual or interim financial statements will not be prevented or detected. (...)” Como se ve existe una estrecha relación entre deficiencia significativa y debilidad material.


� Si el sistema de control interno no puede prevenir ni detectar una incorrecta declaración en los estados financieros, es inadecuado. Ante esta circunstancia no cabe sino una opinión adversa.


� Adviértase el formalismo, a cuyo tenor es necesario definir la debilidad material, avisar de su existencia y proceder a su descripción. Así, pues, para este estándar no es viable limitarse a describir la situación. Hay que caracterizarla de una manera solemne.


� Como se exige al auditor pronunciarse tanto sobre la evaluación de la administración sobre el control interno, como sobre la eficiencia  de dicho control, puede suceder, como se advierte en este párrafo, que la evaluación esté bien hecha y que el control interno sea deficiente. Así estaríamos ante una opinión sin modificaciones y una opinión adversa.


� Nótese que, aunque en principio, ante una limitación en el alcance de la auditoría el auditor tiene tres posibilidades (renunciar al encargo, abstenerse de opinar y opinar calificadamente), si las limitaciones en el alcance han sido producidas por los administradores las alternativas se le reducen a dos, ya que no será procedente emitir una opinión calificada.


� Se introduce aquí una interesante idea: un control debe funcionar cierto tiempo para que pueda pensarse que el sistema es adecuado. Así, pues, por la sola introducción o puesta en marcha del control no se produce un mejoramiento del sistema.


� No basta describir la deficiencia (naturaleza) sino que es necesario señalar sus consecuencias (efecto actual y potencial). Las enunciaciones sobre el efecto futuro terminan adoptando fórmulas abstractas y obviamente potenciales que bosquejan más los que podría pasar que lo que pasará.


� En estos casos, aunque se advierte una pluralidad jurídica, económicamente se trata de una sola entidad (comúnmente llamada entidad reportante)


� Un auditor puede apoyar en parte pero no en su totalidad su opinión en el dictamen de otros auditores (llamados subsidiarios). Este modelo supone una articulación del trabajo de los auditores y exige la posibilidad del auditor principal de poder examinar la documentación (papeles de trabajo) de los subsidiarios.


� Un auditor que se apoya en otro, debe decidir si en su informe menciona o no a este profesional. Cuando decide mencionarlo la literatura contable denomina esta acción como división de responsabilidades.


� Otra vez se hace patente la diferencia entre las dos auditorías (la financiera y la del control interno) así como su interrelación.


� En el original aquí se encuentra una nota en la cual se lee: “23/ See Appendix B, paragraph B15, for further discussion of the evaluation of the controls over financial reporting for an equity method investment.”


� Una es la fecha en la cual se practica un procedimiento. Otra la fecha a la cual se emitirá una opinión. Otra la fecha en que se prepara una declaración por parte de la administración. Otra en la que el auditor revisa esa declaración. Otra en que el auditor prepara su informe. Otra aquélla en la cual se autoriza la difusión de la declaración y del informe y otra en la que finalmente la información se hace pública.


� En la actualidad tanto los administradores como los auditores están obligados a examinar los hechos ocurridos después de la fecha de cierre y antes de la emisión de su informe (llamados eventos subsecuentes). Se trata de brindar una más completa, en cuanto más actualizada, información, así como de fomentar una mayor transparencia de los informantes, algunos de los cuales más de una vez han guardado silencio a sabiendas de que las cosas han cambiado desde la fecha de cierre.


� Se plantea un tratamiento distinto para las mejoras y las desmejoras del control.


� Así se insiste en la diferencia entre del conocimiento posterior sobre hechos anteriores al cierre y el conocimiento posterior sobre hechos posteriores al cierre. Los primeros modificarán la opinión del auditor produciendo su calificación, mientras que los segundos llevarán a los conocidos párrafos de énfasis.


� Tan sencillo como que sólo sobre lo que se audita se opina.


� Quedan proscritas las informaciones orales. Percatémonos de la dualidad de destinatarios de esta declaración (administradores y comité de auditoría). Parece sensato no omitir dirigirse al funcionario de menor jerarquía, aunque en casos esto pudiere resultar contraproducente.


� Obsérvese el criterio: si se trata de cumplimiento de reglas sobre la práctica profesional debería consultarse al abogado.


� En el original aquí se encuentra una nota en la cual se lee: “24/ See Section 10A of the Securities Exchange Act of 1934, 15 U.S.C. 78j-1.”


� Tómese nota de que el efecto de las afirmaciones de alguna manera depende de cómo y dónde se pronuncian.


� De manera que la debilidad de un control no implica la incorrección de los datos, pues solamente aquello hace que esto se posible. Los procedimientos aquí descritos se fundan en la idea según la cual es posible prescindir de la confianza en los controles y ejecutar procedimientos sustantivos para obtener una conclusión directa, inmediata o próxima, en lugar de indirecta, mediata o lejana.


� La norma obliga a revelar el juicio o conclusión según la cual la deficiencia en el control no afecta la opinión sobre los estados financieros. Esta revelación tiene como finalidad evitar interrogantes por parte del lector de los informes, puesto que éste podría plantear que existe una contradicción en el dictamen.


� Así como puede haber lugar a la reemisión y redictaminación de unos estados financieros, puede ser necesario hacer lo mismo con las declaraciones y opiniones sobre el control interno. Medítese sobre la exigencia de considerar si alguna persona continúa depositando confianza en los dictámenes previamente emitidos. Si esa actitud ha desaparecido carecería de sentido pensar en una reemisión.


� Se pone de presente los cuidados que deben tenerse cuando se trata de comunicaciones públicas, realizadas en cumplimiento de un deber legal.


� Resaltamos el criterio según el cual el auditor debe consentir en que sus informes se usen para satisfacer obligaciones ante las autoridades.


� Obsérvese cómo se mencionan los dos oficios de estos textos: (1) fijar estándares, (2) suministrar guía u orientación.


� Se usa la palabra responsabilidad como equivalente a deber. Alude a la manera como debe comportarse un auditor.


� Nótese bien: tanto en el título de la sección como en este párrafo se precisa que el estándar se refiere a una auditoría financiera.


� Se mencionan cuatro momentos del ciclo de auditoría: la planeación, la práctica de procedimientos, la evaluación de la evidencia obtenida, la elaboración del informe correspondiente. En cada uno de ellos se espera que se considere el efecto de las violaciones de las reglas.


� Aquí se indica el enfoque que caracteriza la revisión del cumplimiento dentro de una auditoría financiera: identificación de violaciones con efecto material sobre los estados financieros. No se trata de evaluar la gravedad de las violaciones, en sí mismas consideradas, ni con relación a un cuerpo legal, o a su teleología. Se trata de advertir el impacto en la información contable.


� Además de las limitaciones de una auditoría financiera para detectar las violaciones –que son ampliamente señaladas en la literatura profesional–, esta afirmación encuentra apoyo adicional en la dispersión, inestabilidad y ambigüedad de las normas legales.


� Esta es una advertencia muy importante. Es sorprendente observar como las violaciones legales no son analizadas en el medio colombiano como una posible muestra de falta de integridad de la gerencia ni son el punto de partida para ajustar el plan de auditoría.


� Se precisa que las regulaciones se pueden violar en forma activa (comisión) o en forma pasiva (omisión).


� Se trata de identificar hechos, más que de calificar conductas. Por eso se incluyen no sólo las violaciones intencionales. En algunas áreas del derecho, la falta de intención hace que no se considere cometida una falta y en otros hace que la falta se entienda justificada. Estas valoraciones no son de la incumbencia ni del interés del auditor financiero.


� Resaltamos: no sólo los actos de empresa, también los de sus administradores y empleados son tenidos en cuenta a la luz de esta sección.


� Coherentemente el alcance del examen de una auditoría financiera no comprende actos no relacionados con las actividades económicas de la empresa.


� Esta afirmación es consistente con el perfil de conocimientos, habilidades y valores, que mundialmente se atribuye a los contadores públicos. Además de que nuestras leyes así lo contemplan, la jurisprudencia colombiana lo ha señalado en varias ocasiones, como lo puse de presente en mi trabajo Evidencia en auditoría. No se trata de desconocer la formación en cuestiones legales que sin duda se imparte a los contadores, ni de pretender que estas tareas debieran ser realizadas por abogados. Se trata de mantener las cosas en su debido lugar, evitando comprometer a los contadores más allá de lo que justamente les corresponde.


� En términos coloquiales: un auditor puede tener “olfato” para advertir posibles infracciones. Ese olfato es extraordinariamente valioso y no es, infortunadamente, patrimonio de todos.


� En un sistema como el nuestro, la última palabra la tienen los jueces. Los auditores y los abogados pueden tener eruditas opiniones al respecto, pero carecen de autoridad para declarar el incumplimiento. Las autoridades administrativas, como las superintendencias, tienen una capacidad relativa para hacer tales manifestaciones, las cuales pueden ser impugnadas ante los jueces, quienes pueden confirmarlas o revocarlas.


� Lo clave aquí es la cercanía o lejanía de las normas (más concretamente, de su cumplimiento) con los hechos de los cuales dan cuenta los estados financieros. Este criterio debería ser tenido en cuentas por los reguladores estatales cuando pretenden poner sobre los hombros de los contadores la verificación del cumplimiento de requisitos legales.


� Es decir: son normas que se encuentran dentro del dominio del derecho contable. Véase Hernando Bermúdez Gómez, Derecho Contable, en Tendencias actuales de la profesión contable en Colombia, volumen III, publicación de la Asociación de Contadores de la Universidad de Antioquia ACUDA y el Departamento de Contaduría Facultad de Ciencias Económicas Universidad de Antioquia. Páginas 79 a 128.


� Todas las industrias están reguladas. Unas más que otras. Pero, insisto, todas están reguladas. No sólo por el derecho que me atrevo a llamar, figuradamente, derecho de las organizaciones, sino por otro conjunto de reglas entre las que destaco el derecho de los mercados, en su doble arista de derecho de la competencia y derecho del consumidor. Los auditores colombianos caen fácilmente e una trampa: si la empresa tiene un supervisor fuerte, se cuidan de las leyes aplicables al ente. Si tal supervisor no existe o es débil, los auditores tienden a no preocuparse de las leyes aplicables a la empresa.


� Las consecuencias económicas pueden tener dos orígenes: la responsabilidad patrimonial (llamada más usualmente en nuestro medio responsabilidad civil) o el derecho punitivo, en cualquiera de sus especies, que suele contemplar sanciones económicas (multas y obligaciones de hacer).


� Es más fácil de advertir el pago de una sanción económica que la realización de una conducta ilícita.


� Esto no sucede en Colombia, puesto que aquí no tenemos, por ahora y ojalá por poco tiempo más, normas de auditoría nacionales (de vigor en nuestro territorio). La revisoría fiscal, en cuanto institución del derecho de sociedades, contempla cargas por virtud de las cuales el funcionario en cuestión tiene que vigilar el cumplimiento de normas legales. Pero, como es bien sabido, el régimen de la revisoría fiscal no incluye normas ni guías para el desempeño profesional.


� Adviértase como se admite que un auditor sea contratado para verificar el cumplimiento de normas. Los trabajos en cuestión no son iguales a una auditoría financiera.


� En consecuencia, distíngase entre acto ilegal, fraude y error.


� En Colombia, así lo consagra el numeral 2° del artículo 23 de la Ley 222 de 1995.


� Modernamente el proveer medios para asegurar el cumplimiento de las disposiciones es una de las funciones del control interno, el cual, también, es de responsabilidad de los administradores.


� Lo que supone una suerte de ingeniería legal, capaz de integrar a las operaciones los requisitos legales. Parece fácil, pero ante la multitud de normas resulta muy difícil y costoso.


� El instrumento denominado Código de Conducta, ha sido especialmente acogido por la visión contemporánea del gobierno corporativo y por la teoría de la gobernanza. Véase el artículo 44 de la Ley número 550 de 1999. Las superintendencias también han acogido este instrumento. Algunos los entienden como compilaciones de reglas (terminan siendo inmanejables) y otros como enunciación de principios (muy útiles para juzgar una conducta pero no tanto para regir un comportamiento). Obsérvese como se alude a todo el proceso mediante tres apartes: desde concebir el código hasta castigar su desconocimiento.


� En algunas empresas colombinas, en las que existe inversión extranjera, existe una auditoría legal, ejercida por abogados.


� Ojalá pudiéramos disfrutar de compilaciones como, por ejemplo, las de los Estados Unidos de América. Véase, a manera de ilustración, � HYPERLINK "http://www4.law.cornell.edu/uscode/" ��http://www4.law.cornell.edu/uscode/� 


� Por ahora nos quedamos en resaltar que estos instrumentos son propios de las grandes empresas. Mal se hace en pretender que se instauren en pequeñas entidades.


� Adviértase la forma categórica de la afirmación, obviamente referida a un auditor financiero.


� Porque una cosa es prevenir y otra detectar. El efecto preventivo del trabajo de un auditor no debe confundirse con la obligación de prevenir que equivocadamente se ha querido asignar a la revisoría fiscal. Un auditor obra sobre evidencia. No puede basarse en intuiciones, hipótesis, supuestos, etc.


� Ya lo sabemos: no hay auditoría (ni tampoco sistema de control) que logre un 100% de hallazgos.


� Resalto: el riesgo de no detectar violaciones legales es mayor que el riesgo de declaraciones incorrectas derivado de la posible inobservancia del cuerpo contable.


� Esta acotación es muy importante: se cree que el sistema contable y el sistema de control interno capturan la totalidad del quehacer social. Más allá de las teorías y de las ideologías, es evidente que eso no es cierto.


� El objeto de la auditoría condiciona su efectividad. De alguna manera un sistema imperfecto no posibilita una auditoría perfecta.


� Esto lo explico ampliamente en mi trabajo Evidencia en auditoría.


� Las actividades ilícitas pueden ser el fruto de cuidadosos planes, los cuales, obviamente, intentan que la infracción pase desapercibida. Una auditoría financiera no puede llevarse a cabo si el cliente pretende engañar al auditor. Al fallar una de las condiciones de auditabilidad el riesgo de detección es incontenible.


� Uno de los mandamientos de un buen auditor: ser profesionalmente escéptico.


� Luego verificar el cumplimiento de normas no es asunto totalmente ajeno ni incompatible con una auditoría financiera.


� Esto es posible sobre la base de los estudios fundamentales de los contadores sobre las principales ramas, instituciones, categorías y conceptos jurídicos. De tal manera que las guías curriculares siempre incluyen un área de derecho. En un país como el nuestro, donde la formulación del derecho contable se ha hecho ignorando tanto el propio derecho contable como las ciencias contables que lo atraviesan, los contadores han tenido, tienen y seguramente tendrán, que esforzarse por marcar diferencias entre derecho y contabilidad. Esta lucha es contra los propios profesores, tan inclinados a enseñar reglas y, con mayor intensidad, contra las autoridades, pues ellas son fruto de las leyes y están sujetas a las leyes, de manera que muchas veces su discurso está totalmente enclaustrado en las normas. Infortunadamente, en esa briega por marcar fronteras entre las disciplinas, no han faltado quienes han llegado a descalificar tanto lo jurídico que han terminado ignorándolo. Gran error: como lo demuestra la historia de la humanidad hay unos saberes fundamentales que no pueden ser desconocidos.


� La referencia a la Ley y a la Regulación corresponde mejor el sistema jurídico anglosajón, que a otros.


� Dos caras de una misma realidad: el ser (la entidad) y sus operaciones (la industria). El principal ejemplo, que no el único, de derecho sobre el ser es el derecho de sociedades. En Colombia el derecho sobre la industria está por compilar. Estas reglas son conocidas por quienes están en la industria. Salvo contadas excepciones, no se enseñan siquiera en las facultades de jurisprudencia. Esto contrasta con la situación en países desarrollados, donde este derecho está claramente desarrollado y reconocido.


� Aquí tiene un papel muy importante la cultura. Una organización cuyos dueños y administradores piensan que las leyes estorban, será proclive a su violación. Aparentará cumplir la Ley pero no le preocupará si efectivamente se respeta.


� Un entendimiento general no es un conocimiento detallado.


� Aquí se resalta una de las cuestiones básicas. Como se sabe, el sistema contable se asienta sobre unos principios. Entre éstos se encuentra el de la continuidad o empresa en marcha. Si este principio no se satisface, la información se fundará en su opuesto, generando datos diferentes, debido, precisamente, al cambio de hipótesis. Las empresas pueden dejar de existir por la mera voluntad de sus dueños (con lo cual queda claro que priman los derechos del capital sobre los derechos empresariales) Pueden dejar de existir como consecuencia de cuestiones económicas (las que usualmente, si en verdad tienen entidad disolutoria, están recogidas en el derecho de la insolvencia, de la bancarrota, de los concursos, de los procedimientos universales) Y pueden perecer por cuestiones legales no económicas. De tal manera que estas leyes que gobiernan la posibilidad de vida de una empresa deben ser objeto de especial atención por parte del auditor, quien deberá examinar las condiciones de vigencia de las licencias o permisos, las causales de disolución, de toma de posesión, de concordato, de liquidación obligatoria, de supresión, etc.


� En Colombia muchas veces observamos que la política es elemental y rudimentaria: cada funcionario debe cuidarse de conocer las normas que incumban a su propio rol y cumplirlas. Una sistematización de la gran cantidad de obligaciones que aplican a un negocio es una tarea de gran envergadura. En ciertas grandes organizaciones colombianas se estila emitir circulares internas, parafraseando las normas jurídicas y mezclando instrucciones concretas. Estas instrucciones internas terminan formando, también, grandes volúmenes.


� Obviamente la propia entidad tiene que entender y cumplir las normas a ella aplicables.


� En Colombia no es común encontrar organizaciones que hayan desarrollado mecanismos de seguimiento para verificar el cumplimiento de normas y asegurar el reconocimiento contable de eventuales violaciones. Es frecuente que las organizaciones vengan a reconocer esa clase de sucesos cuando se produce un reclamo o cuando los sistemas de supervisión, en especial los estatales, llaman la atención sobre cierta situación. De otra parte, las entidades son muy reacias a hacer reconocimientos contables, pues ellas piensan que semejante actitud debilita su posición de defensa jurídica.


� Las entidades trans- multi- inter- nacionales presentan mayores grados de complejidad debido a la diversidad de sistemas legales.


� Obsérvese cómo se concibe como deber el diseño de pruebas específicas para detectar eventuales no cumplimientos. El auditor no puede contentarse con aquello que llegue a su conocimiento de forma espontánea. Es necesario que él indague al respecto.


� Como lo es respecto de muchas cosas, la entidad es la principal proveedora de información para el auditor. Un administrador juicioso, que, entre otras cosas, mantenga un buen control interno, estará bien informado sobre posibles incumplimientos.


� Las comunicaciones de las autoridades de supervisión pueden ser especialmente útiles para verificar el cumplimiento de regulaciones. Para quienes pensamos que la colaboración prevista en el numeral 3° del artículo 207 del Código de Comercio es de doble vía, es obvio que las entidades supervisoras deberían mantener altamente informadas a los revisores fiscales acerca de sus pronunciamientos. En la práctica tales autoridades no se acuerdan de los revisores fiscales y les toca a estos “escarbar” los archivos de la administración, no faltando funcionarios que se dan maña para “embolatar” documentos o demorar su conocimiento por parte de los auditores. La falta de claridad en esta materia es tan grande que me consta que cuestiones que involucran directamente a los revisores fiscales –como una negativa a posesionarlos- se cursa a los administradores, en veces sin copia al revisor. De otra parte, muchos inspectores usan ampliamente las comunicaciones de los revisores para realizar sus inspecciones y para preparar las respectivas actas, sin mencionar la fuente de sus observaciones (las cartas de los revisores fiscales obviamente están originan derechos de autor)


� Adviértase que el auditor termina haciendo un juicio sobre cuáles de todas las leyes y regulaciones, en caso de no ser acatadas, podrían tener impacto en la formulación de los estados financieros. Como siempre, no se trata de cualquier efecto posible, sino únicamente de aquéllos que encuadrarían en la categoría de materiales. Ese es un juicio que podría deferir del que hiciesen expertos y, también, del que harían las autoridades gubernamentales.


� El “suficiente entendimiento” es aquel que hace posible evaluar los montos que deban ser registrados y las revelaciones que deban hacerse. Obsérvese que en manera alguna este estándar le exige al auditor ser experto en las leyes en cuestión.


� La naturaleza recurrente del asunto abre la puerta para las llamadas pruebas de “actualización”


� Aquí se describen los límites que se derivan de que la auditoría a la cual se refiere el estándar sea la auditoría financiera.


� Así ciertas pruebas practicadas con otros propósitos podrían poner al descubierto casos de inobservancia de las normas.


� La administración es la fuente de la mayoría de la evidencia que examina un auditor. En veces las manifestaciones de la gerencia asumen la forma de una “carta de representaciones”, sobre la cual me ocupé más largamente en el trabajo Evidencia en auditoría.


� La expresión “posible” hace referencia a cierta “probabilidad” y, por tanto, no es igual evidente, innegable, patente, cierto, etc... Para practicar los procedimientos que en este párrafo se describen no es necesario que exista certeza sobre la ocurrencia de la desviación. La simple posibilidad desencadena la necesidad de desarrollar los procedimientos en cuestión.


� Se plantea aquí una secuencia: el administrador, el consejero legal de la entidad, el propio consejero del auditor.


� Se trata de un caso en el cual no se logra superar el estadio de la duda. La naturaleza irresoluta de la duda aconseja plantearse si ello afectaría el dictamen respectivo.


� Es que la evidencia de una desviación o incumplimiento podría estar demostrando o señalando otra cosa. La confianza depositada por el auditor en los controles y en la administración podría verse disminuida y esto, a su turno, afectar el plan de auditoría.


� Este aparte se refiere a tres eventuales destinatarios: la administración del ente, los usuarios de los estados financieros y las autoridades. Ciertamente es conveniente referirse a ellos por separado.


� Aquí hay una alternativa que nos parece lo más de lógica y que ojalá fue entendida y admitida por las autoridades colombianas. La alternativa es “comunicar” a la administración el incumplimiento u obtener evidencia de que ella “tiene conocimiento” del asunto. Es que si esto último ha ocurrido no tiene sentido proceder a informar lo que ya se sabe.


� Nuevamente aparece el criterio de “importancia” de los asuntos, como guía para resolver la conducta a seguir. También se reitera el consejo según el cual convendría determinar, antes de llevar a cabo una auditoría, las notas distintivas de los asuntos que habrán de ser informados por el auditor.


� La intención y la importancia son características de los asuntos que requieren pronta comunicación.


� Se consagra el criterio de “comunicarse con el superior” que, en otros escritos, hemos sugerido como la forma lógica de entender los numerales 2 y 3 del artículo 207 del Código de Comercio.


� Si la entidad tiene un supervisor estatal, o si la cuestión supone infracción denunciable, el abogado probablemente aconsejará avisar a las autoridades. De ser así el auditor quedará en una situación muy compleja, porque deberá enfrentar las reacciones de la administración al sentirse descubierta. En muchos casos el abogado aconsejará al auditor reflexionar sobre su renuncia.


� Un auditor no hará, nunca, un informe con salvedades o producirá una opinión adversa, si el asunto está debidamente reconocido y revelado. En algunos casos considerará un “párrafo de énfasis”.


� La modalidad del dictamen dependerá de la gravedad de la cuestión.


� Pero la cosa no se queda en la expresión de una opinión calificada o en una negación de la opinión. Habrá que pensar en romper relaciones con el cliente porque no es posible comprometerse a auditar a quien está en la voluntad de negar el acceso a la evidencia.


� Una cosa es la administración ocultando o negando el acceso a evidencia y otra, muy distinta, que en las circunstancias no se pueda investigar suficientemente un hecho.


� En Colombia no existe secreto o confidencia que pueda oponerse a las autoridades de supervisión. Mas, como ya se anotó, el aviso a las autoridades provoca resentimientos y retaliaciones por parte de los administradores, dificultando mucho el trabajo del auditor. En muchos casos en la primera oportunidad el auditor será reemplazado. La falta de protección de los auditores es una de las deficiencias más lamentables del régimen legal colombiano sobre esta materia.


� Como ya se había anticipado, en muchas ocasiones habrá que considerar la renuncia del auditor. En este párrafo, además de poner de presente cómo la falla en las condiciones de auditabilidad puede implicar consecuencias radicales, también se menciona aquí los efectos negativos que tiene ser “asociado” con un cliente que no cumple las normas.


� El deber de consultar al auditor precedente antes de formular una propuesta o, al menos, antes de aceptar el cargo, protege la profesión, al menos cuando los profesionales no son faltos de solidaridad. Porque no tiene sentido que uno acepte el trabajo que otra deja cuando, por ejemplo, la administración ha hecho patente su voluntad de violar las normas, ocultar la evidencia, impedir el acceso a la información, ser renuente a realizar reconocimientos y revelaciones de los incumplimientos, etc.


� Nuestra jurisprudencia ha sido clara en sostener que el beneficio del secreto es propio de los que cumplen las normas y no acompaña a los infractores.


� Decir a un candidato a la auditoría que no hay autorización para informarle de ciertas cosas, debería ser suficiente para ponerlo sobre aviso de que algo no está funcionando como debiera.


� Los intereses por mora, que son vistos como una mera erogación, casi siempre dan cuenta de infracciones.


� La falta de detalle suele acompañarse de la falta de soportes.


� El exceso indicaría una venalidad. 


� Siempre que las cosas son más fáciles o más difíciles de lo normal, se está indicando que algo pasa.


� Los procedimientos “especiales” que benefician a ciertas personas son muy peligrosos, así los beneficiados por ellos sean los dueños de la empresa.


� He aquí una precisión clave. Se hacen exámenes sobre reglas específicas. Hay doctrinantes gubernamentales que con gran facilidad atribuyen al revisor fiscal colombiano el deber de vigilar el cumplimiento de todas las normas. No creo que exista una sola persona o un conjunto de personas que puedan asegurar y demostrar que conocen todas las normas, muchas de las cuales no están codificadas.


� En el original aquí se inserta la siguiente nota: “1	 Throughout this section—


a. An entity’s compliance with requirements of specified laws, regulations, rules, contracts, or grants is referred to as compliance with specified requirements.


b. An entity’s internal control over compliance with specified requirements is referred to as its internal control over compliance. The internal control addressed in this section may include parts of but is not the same as internal control over financial reporting.”


� La posibilidad de examinar cuestiones NO financieras es una de las características de los trabajos que se tratan en esta sección, que, entre otras cosas, marca ciertas diferencias con una auditoría financiera tradicional.


� Así como para la auditoría financiera existen unas normas generales, también para los servicios de atestación existen normas generales, señaladas al principio del cuerpo normativo en cuestión (SSAE)


� Así las cosas, es posible y necesario separar y, por tanto, diferenciar, la auditoría financiera de los trabajos de atestación sobre el cumplimiento de regulaciones.


� En el original aquí se inserta la siguiente nota: “2	 An example of this report is contained in the AICPA Audit and Accounting Guide Brokers and Dealers in Securities.”


� Como se ve, para todas las cuestiones exceptuadas existen reglas particulares.


� He aquí otro aspecto muy importante. La jurisprudencia colombiana se ha pronunciado en este mismo sentido, advirtiendo que un contador público no es un “censor legal”. Trato este asunto con mayor detalle en mi trabajo Evidencia en auditoría.


� Una auditoría forense proporcionará un nivel más alto de seguridad sobre ciertas cuestiones relacionadas con el cumplimiento de normas.


� Este tipo de trabajo “procedimientos previamente convenidos” tiene reglas propias. El contador no es quien determina las acciones a efectuar. Su cliente le señala con precisión qué pretende que haga.


� Hay entonces dos perspectivas: evaluar objetos o evaluar manifestaciones sobre los objetos.


� En el original aquí se inserta la siguiente nota: “3	 An entity’s internal control over compliance is the process by which management obtains reasonable assurance of compliance with specified requirements. Although the comprehensive internal control may include a wide variety of objectives and related policies and procedures, only some of these may be relevant to an entity’s compliance with specified requirements. (See footnote 1b.) The components of internal control over compliance vary based on the nature of the compliance requirements. For example, internal control over compliance with a capital requirement would generally include accounting procedures, whereas internal control over compliance with a requirement to practice nondiscriminatory hiring may not include accounting procedures.”


� Hasta aquí la regla plantea dos tipos de trabajos: procedimientos previamente convenidos y examen


� Como ya se anotó, la naturaleza del trabajo determina el tipo de informe. Y, consiguientemente, al revés: el tipo de informe demanda cierta clase de trabajo.


� Dado que el usuario define los procedimientos a desarrollar, el contador no es responsable por esa escogencia. Esta es una diferencia importante entre un examen, una auditoría y un trabajo de procedimientos previamente convenidos.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “4	 Criteria issued by regulatory agencies and other groups composed of experts that follow due-process procedures, including exposure of the proposed criteria for public comment, ordinarily should be considered suitable criteria for this purpose. For example, the Committee of Sponsoring Organizations (COSO) of the Treadway Commission’s Report, Internal Control—Integrated Framework, provides suitable criteria against which management may evaluate and report on the effectiveness of the entity's internal control. However, more detailed criteria relative to specific compliance requirements may have to be developed and an appropriate threshold for measuring the severity of control deficiencies needs to be developed in order to apply the concepts of the COSO report to internal control over compliance.


	Criteria established by a regulatory agency that does not follow such due-process procedures also may be considered suitable criteria for use by the regulatory agency. The practitioner should determine whether such criteria are suitable for general use reporting by evaluating them against the attributes in section 101.24. If the practitioner determines that such criteria are suitable for general use reporting, those criteria should also be available to users as discussed in section 101.33.


	If the practitioner concludes that the criteria are appropriate only for a limited number of parties or are available only to specified parties, the practitioner’s report shall state that the use of the report is restricted to those parties specified in the report. (See section 101.30, .34, and .78–.83.)”


� Así, pues, existen criterios (puntos de referencia, marcos de comparación) que no son adecuados para cualquier tipo de usuario. Si sólo ciertos usuarios tienen la idoneidad para manejar ciertos criterios, la circulación de los informes debe restringirse a ellos.


� En este contexto se distinguen las auditorías, de los exámenes, de las revisiones.


� Este párrafo sirve para reforzar la idea según la cual cada tipo de trabajo tiene unos supuestos o prerrequisitos que deben reunirse o satisfacerse para que sea viable realizar la labor. En Colombia las autoridades no se han siquiera acercado a esta problemática, como se deduce con gran claridad de la tranquilidad con la que ordenan la expedición de ciertas certificaciones o dictámenes, sin ninguna reflexión sobre lo que conforme a las reglas técnicas sería necesario hacer para poder emitir dichas comunicaciones.


� Se diferencian las atestaciones de los trabajos de consultoría. Nos encontramos frente a estos cuando se hacen recomendaciones para mejorar. Este punto debemos relacionarlo con la problemática en la cual se encuentra inmerso el revisor fiscal colombiano ante el deber de dar instrucciones. Sucede que en forma muy fácil se puede pasar del papel de auditor al papel de consultor. En estos días que tantos esfuerzos se están haciendo en nombre de la independencia de los auditores, obligándolos, entre otras cosas, a no prestar otros servicios a sus clientes, bien valdría tener en cuenta que las susodichas instrucciones, mal entendidas, también pondrían en duda la independencia del revisor fiscal.


� La existencia de una “parte responsable” es fundamental en todo servicio de atestación. Sin embargo, en Colombia nosotros vemos con frecuencia que se recurre a los auditores para hacerlos a ellos responsables en vez de que los efectivamente obligados conserven la investidura en cuestión.


� La existencia de una “evaluación” efectuada por la parte responsable es fundamental en los acuerdos de atestación. Nosotros debemos advertir que en Colombia los revisores fiscales se contratan para que sean ellos los que revisan en lugar de los administradores. Esto hace posible que los administradores se despojen de una de sus funciones básicas: controlar.


� Se alude aquí a una de las condiciones de auditabilidad: que se pueda obtener evidencia sobre el comportamiento del auditor. En una auditoría financiera este requisito se satisface en gran medida mediante el subsistema documental de la contabilidad. Si se trata de examinar conductas no financieras debe haber una forma de comprobarlas. Obsérvese que este requisito no se enuncia en el párrafo anterior que se refiere a procedimientos previamente convenidos.


� Fíjese que no es optativo obtener la representación (afirmación o aserción) escrita de la parte responsable. Como ya lo anoté, una de las deficiencias grandes del Código de Comercio es no haber previsto el deber de los administradores de pronunciarse sobre el control interno. En mi criterio esto fue superado con la regulación que sobre el informe de gestión contempló la Ley 222 de 1995. Sin embargo, los preparadores y sus supervisores no lo han entendido así, pues prácticamente no hay diferencia entre los antiguos y los actuales informes de gestión con relación a este asunto.


� En una auditoría financiera esa aseveración está concretada en los estados financieros (statement en inglés).


� Se admiten varias fraseologías porque la cuestión es de fondo y no de forma. Muy diferente a la práctica de nuestras autoridades que suelen prácticamente redactar lo que esperan el contador reproduzca en sus informes.


� La efectividad en sí misma es un calificativo. Al añadir la expresión “muy” se abre una serie de escalas de valoración que acrecientan la complejidad del examen. Esto es bien parecido a la expresión “estricto” que tuvo a bien incluir la Superintendencia Bancaria cuando reguló la manifestación del revisor fiscal sobre el cumplimiento por parte de las instituciones financieras de las reglas sobre evaluación y provisionamiento de la cartera de créditos.


� La necesidad de un pronunciamiento de la parte responsable sobre el objeto de la atestación es tan grande que su falta provoca la renuncia del contador.


� Resalto: si no se puede renunciar se debería negar la opinión.


� Nuevamente aparece la figura de “uso restringido” del informe. En Colombia hemos estudiado muy poco este asunto; en general creemos que los informes del contador siempre son dirigidos o al menos pueden ser conocidos por cualquiera.


� Este caso es muy usual en Colombia, donde se suele exigir por los contratantes que los contratistas se sometan a auditorías o interventorías. En ese contexto los contratistas son las partes responsables. Obsérvese que si la parte responsable NO es el cliente, no sería necesario renunciar. En otras palabras: todo trabajo de aseguramiento supone la colaboración leal y suficiente del cliente para hacer posible su adecuado desarrollo. Si esta condición no se cumple, el contador debe renunciar. Recuérdese que en Colombia la Ley 222 de 1995 impuso a los administradores la obligación de velar porque el revisor fiscal pueda llevar a cabo su trabajo.


� En el trabajo Evidencia en auditoría combatí la posición que sostiene que no es necesaria la emisión de una carta de representaciones en una auditoría financiera. Obsérvese como también en materia de servicios de atestación la falta de esa carta podría dar lugar a la renuncia del contador.


� La identificación de las obligaciones impuestas por la Ley es una actividad costosa y dispendiosa. Es fácil, si uno es banco, advertir que le toca observar el estatuto orgánico del sistema financiero, la circular básica jurídica, la circular básica contable, etc. Es más, estas reglas están de alguna manera compiladas. Pero ¿qué obligaciones especiales tendría un banco en materia de medio ambiente, salud ocupacional, propiedad intelectual...? Sin temor a equivocarse puede sostenerse que no existe una manera al alcance de un colombiano del común para establecer el cien por ciento de las disposiciones aplicables.


� Esta frase está construida en forma muy similar a como se concibe la cuestión en el Informe COSO. Hay dos verbos: establecer y mantener. Un objetivo: lograr una razonable seguridad. Un objeto: el cumplimiento de los requisitos regulatorios. Un medio: control interno.


� Como lo expuse en Esbozo de la auditoría estatutaria y del control interno en las organizaciones privadas, el control es una de las acciones básicas, esenciales, de la administración. Ahora bien: el control también es objeto de control, de monitoreo o supervisión.


� Se presenta aquí una escala de normas, en orden descendente. En otras palabras: leyes, reglamentos, convenios.


� Precisamente esto es lo que no sucede en Colombia. Como ya lo dije los administradores pretenden liberarse de su responsabilidad por virtud de la contratación de un revisor fiscal.


� Estos hallazgos suelen ser hechos antes que juicios calificando o clasificando hechos.


� La clase es asistir, apoyar, ayudar, al usuario en la evaluación que éste haga del objeto en cuestión.


� Obsérvese bien que se alude a dos trabajos distintos: una cosa es preguntarse sobre el cumplimiento de una exigencia y otra es interrogarse sobre la efectividad del control interno relacionado con la obligación en cuestión. 


� El usuario define el procedimiento a realizar, consecuentemente el usuario es quien asume la responsabilidad por la pertinencia y suficiencia del procedimiento.


� Aquí la palabra clave es directamente. Este requisito no se cumple cuando, siendo la parte responsable distinta del usuario, es la parte responsable la que contrata del servicio.


� Sin el consentimiento del usuario no hay lugar a presentar un informe. Aquí el profesional no puede obrar a pesar de la voluntad de los destinatarios de sus informes. Esta circunstancia representa una fuerte diferencia con las auditorías estatutarias, en las cuales las normas legales pueden imponer el suministro de un informe aún cuando el contratante y el destinatario no lo deseen.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “5	 AU section 322, The Auditor’s Consideration of the Internal Audit Function in an Audit of Financial Statements, does not apply to agreed-upon procedures engagements.”


� Este requisito implica el conocimiento del profesional de las normas legales. Puesto que éstas pueden ser numerosas, extensas y complejas, las firmas de contadores suelen especializarse y por ello ofrecen servicios concretos únicamente en áreas sobre las cuales tienen un dominio.


� Obsérvese que se enumeran conversaciones tanto con partes internas como con partes externas. Conversar exclusivamente con las primeras puede exponer al profesional al riesgo de oír una versión sesgada de la cuestión. Conversar únicamente con las partes externas puede implicar no advertir detalles y circunstancias propias de una entidad, cuyo conocimiento es clave para la adecuada realización del trabajo.


� Se presentan aquí tres opciones para enfrentar eventuales restricciones en el alcance: (1) Procurar la modificación de los procedimientos previamente convenidos. Esto puede resultar muy difícil en la práctica porque el usuario podría haber decidido la contratación específicamente por la creencia de que se desarrollará el procedimiento que, luego, aparece como difícil o imposible. Si el profesional no ha sido cuidadoso al contratar se puede desatar una controversia contractual entre él y su contratante, pues este podría estar en posición de exigir el cumplimiento del acuerdo sobre la prestación de servicios profesionales. (2) Manifestar en el informe las limitaciones que se presentaron. Tal vez sea la menos riesgosa de las tres opciones. Sin embargo, usualmente en la etapa precontractual el futuro contratante habrá preguntado al profesional sobre la posibilidad de ejecutar ciertos procedimientos y éste le habrá dado a entender que es factible llevarlos a cabo. Cuando, ya en el desarrollo del contrato, el profesional exprese que está enfrentando una limitación, el cliente podría tomar esto como una muestra de impericia, como un engaño (ofrece lo que no puede cumplir) o como una situación que de haber sido conocida habría provocado la no contratación. (3) Renunciar al encargo. Se trataría de una terminación unilateral del convenio, que podría dar lugar a la indemnización de perjuicios sufridos por el contratante como consecuencia de no obtener el informe esperado. Conclusión: hay que aprender a contratar.


� En otras palabras: no hay que ir más allá de lo comprometido, pero hay que decir todo lo que se sepa. En la práctica el profesional se podrá encontrar en la incomoda situación que se crea cuando el propio usuario decide suministrar información sobre el objeto en cuestión buscando influenciar el informe respectivo.


� He aquí un caso similar el que se presenta en la auditoría financiera, en la cual hay que considerar las informaciones conocidas después de la fecha de cierre y antes de la fecha de emisión del dictamen.


� La independencia es una nota esencial de los trabajos de atestación, sobre la cual es posible construir una confianza en los informes de los profesionales. La independencia no garantiza la objetividad, pero la hace posible.


� Estos no suelen ser informes de propósito general.


� Como en cualquier informe, es necesario identificar el objeto del trabajo.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “6	Generally, management's assertion about compliance with specified requirements will address a period of time, whereas an assertion about internal control over compliance will address a point in time.”


� La parte responsable puede ser o no ser usuaria del informe. Puede ser o no ser la contratante del servicio.


� La responsabilidad del profesional NO es por o sobre el objeto de su trabajo, SINO por su labor misma.


� Es decir: el trabajo no se hace propiamente para evaluar un objeto, sino para ayudar al usuario del informe a evaluar dicho objeto.


� Hoy se tiene claramente definido que una actividad tiene que sujetarse a estándares previamente establecidos y aceptados para que pueda verse como una labor profesional. No entender esto y no actuar en consecuencia, como está sucediendo en Colombia, dónde no hay normas de auditoría ni de atestaciones, es fuente de una pérdida de prestigio profesional, porque una profesión en la cual cada cual obra como quiere no brinda seguridad.


� Repitiendo hasta el cansancio: en los procedimientos previamente convenidos, el usuario es responsable de la escogencia, de la pertinencia y de la suficiencia de los procedimientos acordados. El profesional es responsable por el desarrollo cabal de tales procedimientos.


� Adviértase la gran diferencia que hay entre enunciar específicamente los procedimientos, como aquí se exige, y la manifestación in pectore según la cual se utilizaron los “...procedimientos que consideré necesarios en las circunstancias...”


� Obviamente cada hallazgo deberá estar documentado debidamente en los papeles del profesional.


� Este tipo de trabajo no suele envolver opiniones. Por lo mismo no admite la expresión de seguridades negativas, que es una forma de expresar que se ha alcanzado un bajo nivel de certeza. Tampoco es admisible la seguridad negativa por la forma como se deben resolver los problemas de limitaciones en el alcance.


� En todo trabajo de aseguramiento es indispensable advertir al usuario de los informes respectivos de las limitaciones u obstáculos que el profesional haya tenido. El deterioro de la facultad y la disminución de la posibilidad real de acceder a la evidencia disminuyen el beneficio del trabajo y pueden afectar la validez o confiabilidad de sus conclusiones.


� Se deja expresa constancia de la diferencia de este trabajo con aquél que se denomina examen y, por tanto, se advierte de su menor o distinto alcance.


� Si el usuario predeterminó los procedimientos, necesariamente el informe no puede ser de propósito general.


� La firma puede ser mecánica o electrónica. 


� Existen muchas fechas importantes en un trabajo de aseguramiento. La fecha de contratación. Las fechas dentro de las cuales se realiza un trabajo. La fecha en que se practica cada uno de los procedimientos. La fecha en la cual cesa o termina el trabajo de campo. La fecha que se toma de referencia para expresar un informe (como una fecha de corte). La fecha en la cual se emite un informe. La fecha en que el informe se vuelve público.


� Como el trabajo suele ser desarrollado por una firma u organización profesional, con la intervención de varias personas, es más apropiado decir nosotros que usar el pronombre de la primera persona del singular. En Colombia pensamos que la opinión es una cuestión atribuible a la persona natural que dirigió el trabajo. Se trata de una visión que bien valdría la pena repensar ante las realidades del mundo moderno.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “7	If the agreed-upon procedures have been published by a third-party user (for example, a regulator in regulatory policies or a lender in a debt agreement), this sentence might begin, “We have performed the procedures included in [title of publication or other document] and enumerated below, which were agreed to by [list specified parties], solely to assist the specified parties in evaluating ....”


� A los procedimientos previamente convenidos corresponden hallazgos, los exámenes dan lugar a opiniones.


� La historia del Derecho nos recuerda que existieron algunas autoridades con la pretensión de hacer normas que según ellos no requerirían interpretación por ser muy precisas. La ciencia de la hermenéutica ha establecido, sin lugar a duda, que todo texto siempre requiere de interpretación.


� Como ya se explicó, una interpretación es significativa cuando existiendo varias interpretaciones razonables, una u otra producen efectos materialmente diferentes.


� Yo pienso que si la interpretación significativa no es generalmente aceptada (generalmente no significa unánimemente) el contable debería revelarla. Creo que esta revelación es primordial en los casos en los cuales las autoridades públicas (como una superintendencia o la DIAN) tienen interpretaciones diferentes.


� La fuente de una interpretación de un texto legal podría ser el propio legislador, una autoridad gubernamental, los jueces, académicos o profesionales en ejercicio. La autoridad de la fuente influirá mucho en la adherencia y respeto por la interpretación. Por ejemplo, un doctrinante que fue el autor de la norma será más escuchado que el doctrinante que no participó en la redacción del texto legal.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “8	 If the agreed-upon procedures have been published by a third-party user (for example, a regulator in regulatory policies or a lender in a debt agreement), this sentence might begin, “We have performed the procedures included in [title of publication or other document] and enumerated below, which were agreed to by [list specified parties], solely to assist the specified parties in evaluating the effectiveness of [name of entity]'s internal control over compliance ....”


� Son trabajos distintos pero relacionados, que pueden ejecutarse conjuntamente.


� También en estos informes se distingue la fecha del informe de la fecha de emisión o publicidad del informe. La fecha del informe indica el momento en el cual se terminaron los procedimientos respectivos.


� En todos los trabajos que culminan con una opinión es necesario que en el momento de celebración del acuerdo para realizarlos se identifique y adopte un criterio o parámetro de referencia con relación al cual se producirá el dictamen. En auditoría es totalmente inadmisible que el criterio, parámetro o marco de referencia sea determinado por el auditor.


� En este tipo de trabajo el profesional va más allá del establecimiento de hechos, que es lo propio de los procedimientos previamente convenidos. El compromiso de expresar una opinión implica la obtención de evidencia suficiente. La reunión de ésta conlleva una estrategia de identificación y control de los riesgos de error.


� Como en la auditoría financiera, se usan aquí las expresiones razonable y material. Estos conceptos forman parte de la teoría general propia de los servicios de aseguramiento.


� Tanto la sicología como el derecho han desarrollado notablemente el análisis y la teorización sobre los actos voluntarios e involuntarios, conscientes o inconscientes. En materia de responsabilidad, el derecho ha distinguido entre actos dolosos (queridos, consentidos, deseados), culpables (fruto de la negligencia) y preterintencionales (aquéllos cuyos efectos exceden las pretensiones de su agente).


� Al igual que en la auditoría financiera, se rechaza la posibilidad de brindar una absoluta seguridad.


� Por juicio se entiende aquí tanto la adopción de una línea de conducta, como la formulación de una conclusión de orden cualitativo. Obsérvese que el juicio es una actividad que tiene lugar y sentido porque existen varias posibilidades frente a una misma circunstancia. Si los hechos estuvieren sometidos a reglas necesarias, inevitables, insoslayables, no cabría ni tendría sentido el acto de escoger, el acto de decidir, el acto de calificar, estimar, apreciar, valuar...


� Sobre el carácter inductivo más que conclusivo de la evidencia, véase mi trabajo Evidencia en auditoría.


� Ciertamente una cosa es el error (no intencional) y otra la irregularidad (intencional). La irregularidad es muchas veces llamada fraude. No todo fraude o irregularidad constituyen un acto ilegal, porque éste se caracteriza por la infracción de una norma jurídica. La presencia del encubrimiento mediante la colusión de personas es un fenómeno muy común tratándose de infracciones intencionales.


� Con esta sola frase, si fuese entendida y admitida por las autoridades colombianas, se podría poner fin rápidamente a muchas investigaciones contravencionales y disciplinarias contra contadores públicos. Desafortunadamente, la revelación mediática de ciertos hechos produce una presión social sobre los funcionarios, quienes se ocupan de los asuntos usando como criterio de sus valoraciones la información conocida luego de que se efectuaron los procedimientos por el profesional contable. La justicia demanda que los funcionarios recreen las circunstancias en las que actuaron las personas y que sea conforme a ese escenario reconstruido que se evalúen las conductas.


� La expresión inconsciente es fundamental en aquí. Si el profesional tiene conciencia de hechos que alterarían una opinión limpia y los calla, incurrirá en responsabilidad por los daños que cause y los actos punibles en que incurra.


� Se trata de un procedimiento analógico.


� En Colombia hemos analizado muchos casos ciertamente complejos. En general se trata de requisitos cuyo cumplimiento depende o, al menos, involucra, el comportamiento de terceros. Por ejemplo, un banco puede ser extremadamente cuidadoso y, a pesar de ello, desencajarse como consecuencia de un retiro de depósitos mayor del juiciosamente calculado. Los clientes de las instituciones financieras pueden abstenerse de actualizar su información personal y empresarial, provocando provisiones sobre los créditos a ellos otorgados, aunque las obligaciones en cuestión se estén atendiendo debidamente. Otro ejemplo es el caso del deterioro en las ventas provocado por las refacciones en las vías públicas que alteran sensiblemente el comportamiento de la clientela.


� Es normal que al principio de la vigencia de un requisito legal las entidades no estén preparadas y de hecho no cumplan satisfactoriamente con su deber. Esto podría ocurrir con menos frecuencia si las autoridades fuesen razonables y dejasen de expedir normas de efecto inmediato. Con el paso del tiempo, la entidad adquiere conocimiento y decanta procedimientos adecuados para cumplir el requisito. Así las cosas, mientras un incumplimiento inicial pudiera ser tolerable, resultará inadmisible luego de un lapso apreciable de vigencia.


� Tanto en auditoría como en atestaciones se da valor de evidencia a la recogida en trabajos anteriores. Este fenómeno es similar al de la “prueba trasladada” que ocurre en los procedimientos judiciales y toca directamente con las teorías sobre el “conocimiento privado del juez”. Las bondades de las auditorías recurrentes militan en contra de la tesis de la rotación de los auditores. Sin embargo, recientemente la balanza se ha inclinado un poco más hacia la rotación. Véase Gao, Report to the Senate Committee on Banking, Housing, and Urban Affairs and the House Committee on Financial Services, November 2003, PUBLIC ACCOUNTING FIRMS Required Study on the Potential Effects of Mandatory Audit Firm Rotation, � HYPERLINK "http://www.gao.gov/new.items/d04216.pdf" ��http://www.gao.gov/new.items/d04216.pdf� 


� El impacto potencial de un incumplimiento es una de las formas de medir el riesgo inherente porque entre mayor fuere el efecto de la infracción, mayor será la esperanza de los usuarios en que esas disfunciones serán detectadas por el contable.


� Los resultados de los procedimientos de evaluación del riesgo inherente y el riesgo de control no sólo son la base para determinar los procedimientos necesarios para realizar con éxito el examen. También suministran, o son en sí mismos, evidencia.


� El nivel de detección es un concepto semejante al de error tolerable, nivel de precisión y materialidad. La cuestión que enfrenta es bien clara: existe un umbral por debajo del cual las cosas no afectan los resultados ni las conclusiones de las personas.


� Subrayo tres circunstancias claves de la evidencia: naturaleza, oportunidad, extensión.


� Esto es importantísimo. La importancia de una infracción no se mide única ni preferentemente por su impacto económico, aunque el posible impacto económico imponga una mayor vigilancia sobre la cuestión. Una forma práctica, aunque no totalmente eficaz, de evaluar la importancia de una infracción es identificar la pena que le correspondería a su autor.


� Hay requisitos que difícilmente pueden representarse en términos numéricos, monetarios. En muchas ocasiones se recurre a mediciones indirectas, que de antemano se saben inadecuadas. Por eso la teoría suele distinguir entre indemnización y castigo. ¿Cuánto vale una vida humana? No hay respuesta económica a esto. Puede calcularse el monto de los ingresos que dejarán de devengarse y otras rentas que una persona habría obtenido. Puede, previa deducción de erogaciones, fijarse una probable utilidad. Pero con ello no se estará cuantificando la vida.


� La frecuencia del incumplimiento suele ser utilizada como medida de su gravedad. En ocasiones la repetición de un acto ilícito es fruto de la desidia, del desinterés, de la gerencia. Pero en otros eventos tal reiteración sucede a pesar del querer de los administradores. Nos ha tocado conocer castigos por la no eliminación de conductas punibles, aunque su desaparecimiento no esté condicionado ni dependa de la sola voluntad de los castigados. También hemos observado lentos y, consecuentemente, larguísimos procesos de mejoramiento. La gerencia avanza, pero “a paso de tortuga”.


� Todos sabemos que sin satisfacción del cliente no hay actividad económica que pueda prosperar. De esta manera, las expectativas de los usuarios son fundamentales a la hora de definir el alcance de un trabajo. Sin embargo, las aspiraciones de la clientela pueden ser desmedidas con relación al nivel de honorarios, al tiempo disponible para ejecutar la tarea, al nivel de tecnología utilizable, al orden y claridad del material de evidencia, etc. La historia nos enseña que en un momento dado los profesionales intentan fijar y mantener límites dentro de los cuales se comporte la clientela. Y también enseña que en el largo plazo la clientela triunfa en sus aspiraciones, imponiéndose un cambio en la práctica profesional. Algunos empresarios creen que hay que dar sólo un poco más que los demás, no mucho más que los demás. Otros piensan que siempre deben existir premios, ventajas, colaterales, que puedan ofrecerse por encima de las condiciones normales, como instrumentos de persuasión. En general se cree que se deteriora un mercado cuando se es muy complaciente con él. En todo caso, es cierto que cada diferencia podría ser una ventaja provechosa para quien la establece o dispensa.


� Una cosa es que se acuerde que todos o ciertos incumplimientos deban ser notificados y otra que todo lo que se notifique sea material. Tanto en cuanto un examen se dirige a expresar una opinión, es esencial considerar la importancia, sustancia o significado de las normas y los hechos.


� Esta es la obligación principal del profesional. Poner tanto su conocimiento como su actividad al servicio del cliente o de la causa a él encomendada, haciendo siempre su mejor esfuerzo. El debido cuidado es opuesto, en primer lugar, a la impericia y, en segundo lugar, al descuido, el desgano, la temeridad, la desatención.


� El escepticismo es una actitud esencial en todo servicio de aseguramiento. Digamos que el profesional debe tener la habilidad y la actitud de “falsear”, es decir, de someter a interrogante, a duda, a contradicción, cada hecho, cada apreciación., procurando su fractura, desmentido, degradamiento, disolución.


� El entendimiento del requisito sobre el cual se quiere desarrollar el examen es la condición inicial, previa, primera, de este tipo de trabajo. Lamentablemente, a la voz de dinero, algunos profesionales se embarcan en cuestiones que no conocen o que conocen muy someramente. Y, como muchos otros, hasta autoridades públicas, aprenden mientras que trabajan. Es ineludible la lectura e interpretación de la norma, que puede estar contenida en múltiples instrumentos de diverso nivel o naturaleza. Hay que considerar el conocimiento ya adquirido, tanto como la información que oficialmente se haya generado al respecto. Debe conversarse con los funcionarios involucrados con el cumplimiento del requisito, así como con terceros expertos en el tema. Con esta repetición de las ideas expuestas en el párrafo que estoy comentando, quiero resaltar que una cosa no es suficiente. Hay que reprochar mucho a quienes aprenden de los requisitos en cuestión sola o principalmente a través de los funcionarios que tienen que ver con su observancia. También hay que censurar a los que creen que las normas pueden ser leídas a pedazos, entresacando párrafos de textos largos y complejos. La prisa y la poca profundidad en la lectura de las normas provoca muchas erradas interpretaciones.


� Sin embargo, en algunos casos el profesional advertirá que tiene que cubrir todas las unidades. Este es un asunto que no está muy desarrollado al interior de auditorías de montos, cantidades, saldos, como la auditoría financiera. En cambio ha sido enfrentado con largueza por las auditorías de conductas, como la de control interno y la de regulaciones (o de cumplimiento). Tanto en cuanto se acepte, como ya se discutió atrás, que existen requisitos “no financieros” se encontrará que el sistema contable no es muy útil (y en ocasiones inane) para verificar el cumplimiento de tales requisitos. Mientras la magia de la acumulación contable produce conjuntos, cuyo examen de alguna manera produce resultados que son aplicables a las partes del conjunto, no sucede lo mismo con las conductas. Las personas tienen una gran capacidad de actuar en forma diversa, cambiante. La tecnología de la información y el procesamiento de operaciones mediante computadores se está convirtiendo en una solución a esta cuestión, en la medida en la cual las conductas deben ejecutarse con la intervención de máquinas que fuerzan ciertos modos de actuar.


� Esto es claro tratándose de una subordinada o de una sucursal instalada en otro país, en el cual el requisito en cuestión puede no existir.


� La doctrina jurídica moderna ha hecho suyas teorías como el “logos de lo razonable”, la “tolerancia” como criterio de estimación de conductas, el principio de “oportunidad” respecto de la investigación y juicio de eventuales infracciones y otras muchas tesis de sentido similar, que, entre otras cosas, dan cabida a una estimación sobre la importancia de los hechos y sus efectos. No obstante, muy infortunadamente, muchas autoridades concretas en nuestro país, siguen actuando en forma por demás estricta, sin dejar pasar cuestiones leves, sin importancia. Es difícil adoptar un criterio equilibrado, conforme al cual no se sea muy amplio y el orden se pierda, pero tampoco se actúe tan fuertemente que se llegue a lo irrazonable. Desde los romanos se nos ha enseñado que el que mucho exige comete injusticia (summum jus, summa injuria est)


� En nuestro sistema legal, cada ente obligado a llevar contabilidad tiene el deber de presentar información completa sobre su actividad económica, no siendo posible que ciertas operaciones se excluyan de las cuentas en cuestión. Al interior de ese único y completo sistema contable, es posible y en ocasiones obligatorio, distinguir las operaciones realizadas en ciertos lugares o bajo ciertas modalidades. La unidad del sistema contable poco puede ser útil cuando se trata de la comprobación de requisitos no financieros.


� Entre otros pronunciamientos, Coso resalta la importancia del ambiente de control y, dentro de éste, del tono que la gerencia es capaz de transmitir al resto de la organización. A muchos administradores les resulta fácil entender que sus subalternos deben rendirles cuentas. Pero no para todos es claro que deben realizar acciones de supervisión o vigilancia y no simplemente esperar que les rindan cuentas. El ambiente del control es mejor cuando el administrador es proactivo y no meramente reactivo respecto del quehacer de sus subordinados.


� Al igual que las personas físicas, las personas jurídicas tienen costumbres, rutinas, formas usuales de actuar, que muchas veces se realizan en forma espontánea, mecánica, si se nos admite, inconsciente. El entendimiento de esa forma de actuar de una organización es un elemento valioso para la realización de servicios de aseguramiento.


� Nuevamente se presentan las disciplinas cuyo conocimiento constituye la esencia de un contable como el límite de su habilidad para desarrollar ciertas tareas.


� El uso de un especialista no es una especie de acto de fe. Las normas profesionales imponen múltiples verificaciones sobre la idoneidad del especialista y sobre el trabajo de éste, de forma que el contable pueda formar una base objetiva en la cual apoyar la confianza que luego le podrá depositar al experto.


� Nuestra observación directa nos ha señalado que en Colombia en el sector privado sólo organizaciones de gran tamaño tienen auditores internos. También nos ha puesto de presente que las funciones y poderes que se les asignan son bien diferentes de una empresa a otra. Por eso el punto no consiste solamente en establecer si hay o no auditor interno, sino cuál es la tarea que él realiza sobre el requisito que se quiere someter a examen.


� Otra vez se recurre, analógicamente, a las reglas de la auditoría financiera.


� Un buen auditor debe ser capaz de imaginar las posibles formas de incumplimiento de un requisito, pues sólo así sabrá como orientar sus pruebas. Precisamente una de las mayores dificultades de un investigador consiste en superar la creatividad dinámica de los infractores, que son capaces de encontrar nuevas maneras de lograr sus propósitos, burlando los controles previamente establecidos.


� Obsérvese que las consultas se realizan a varios niveles y no solamente a uno de ellos. No basta hablar con los jefes, ni basta conversar con los funcionarios directamente a cargo.


� La observación resulta un instrumento de vital importancia, porque una cosa pueden decir las personas que hacen, otra pueden hacer constar en los documentos y otra muy distinta hacer realmente.


� A pesar de esta verdad de a puño no faltan quienes pretenden que hay un conjunto de procedimientos que siempre han de realizarse. Hemos visto esta inclinación por ciertas verificaciones en la mente de investigadores gubernamentales, quienes muchas veces exigen que las cosas se hagan como ellos las hubieran hecho. En un verdadero Estado de derecho las opiniones (que eso son) de los funcionarios no deberían ser reglas exigibles a los administrados a no ser que estuvieren previstas en una norma.


� Así como entre una y otra entidad hay diferencia, también existe diversidad entre una industria y otra. Hace tiempo los contables fueron consientes de esto, al punto que aquilataron el concepto de características y prácticas de cada industria que recoge el derecho contable colombiano. La correcta aplicación de los estándares de contabilidad y de aseguramiento depende de la capacidad del profesional de situar esos cuerpos reguladores dentro del contexto de la industria en la cual pretenda desempeñarse. Mucha de la literatura profesional sobre contabilidad y auditoría invierte un gran esfuerzo y usa muchas letras para transmitir entendimientos básicos sobre las industrias. Si a un libro de contabilidad para sociedades, se le quitaren las explicaciones estrictamente legales, probablemente quedaría reducido a la mitad. Pero los contables no escriben así, ni asumen el riesgo de no contextualizar debidamente su trabajo. Sólo los hombres de mente meramente operativa creen que sea de día o de noche, en la tierra o en la luna, hoy o mañana, las cosas son iguales.


� Al iniciar todos los riesgos son altos. Para reducir esa calificación se requiere evidencia (es decir, no meramente discursos) que apoye esa decisión.


� Obsérvese que no se alude simplemente a una deficiencia, sino a una deficiencia significativa. De tal manera que también en la auditoría sobre el control interno procede una reflexión sobre la importancia de las disfunciones. Entre otras cosas, como este mismo párrafo lo enseña, una deficiencia es significativa si ella puede afectar adversamente la capacidad de una entidad de dar cumplimiento a un requisito. Esta idea encierra el concepto según el cual un control puede ser algo más que un medio de aseguramiento de que algo suceda o no suceda. Puede ser también, en sí mismo, parte de un proceso orientado a la satisfacción de un objetivo.


� Otra vez una remisión por analogía. Como a estas alturas de la explicación ya se debería concluir, para poder desarrollar compromisos de atestación es necesario dominar la auditoría financiera. En algún momento de la historia hablar de auditoría era lo mismo que hablar de auditoría financiera. Hoy es claro que ésta es una especie de aquélla. A pesar de esta nueva posición de la auditoría financiera en el universo de la auditoría, la auditoría financiera sigue siendo, en el plano teórico, la líder.


� El compromiso es con el contratante y no con la parte responsable. Luego es al contratante y no necesariamente a la parte responsable a quien debe notificarse de la deficiencia significativa.


� En Colombia las entidades no están dispuestas a admitir que su revisor fiscal converse con la entidad gubernamental supervisora, salvo cuando ésta convoca para que se le informe o rinda cuenta de una gestión. Existe un gran riesgo de ser considerado desleal si se intercambian datos con la autoridad. De otra parte tampoco los revisores fiscales son tratados con la debida franqueza. Ya perdí la cuenta de las reuniones en las cuales ha sido para mí claro que la autoridad desconfía del revisor. Esta es otro círculo cuadrado.


� Tal cual lo hace la legislación colombiana, se distingue entre información sobre hechos ocurridos antes de la fecha de corte y los eventos ocurridos después de la fecha de corte. Adviértase como en ciertas circunstancias el contable debe informar de hechos ocurridos después de la fecha hasta la cual se comprometió a revisar.


� Se plantean dos elementos de los cuales se derivaría la procedencia de opinar que se ha incurrido en incumplimiento: la frecuencia de la infracción y su materialidad. Para algunos la simple reiteración de la violación hace que ella deba ser informada. Para otros no bastaría la repetición sino que sería necesario que el conjunto de infracciones fuese material.


� Resaltamos las dos modalidades: manifestación del propio contable sobre el cumplimiento, o valoración de una afirmación sobre el cumplimiento hecho por la parte responsable.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “9	 A practitioner also may be engaged to report on an entity's compliance with specified requirements as of point in time. In this case, the illustrative reports in this section should be adapted as appropriate.”


� Cualquiera sea la modalidad del trabajo (con o sin aserción expresa de la parte responsable) el contable no aceptará ser el obligado al cumplimiento del requisito.


� Para que un trabajo pueda considerarse profesional es necesario que esté sometido a un conjunto de estándares admitidos como válidos para los fines en cuestión. En otras palabras, hay que referir el trabajo a un cuerpo generalmente aceptado.


� Se repite esta idea: el informe del profesional contable no constituye un pronunciamiento de orden jurídico o legal.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “10	 Frequently, criteria will be contained in the compliance requirements, in which case it is not necessary to repeat the criteria in the practitioner’s report; however, if the criteria are not included in the compliance requirement, the practitioner’s report should identify the criteria. For example, if a compliance requirement is to «maintain $25,000 in capital, » it would not be necessary to identify the $25,000 in the report; however, if the requirement is to «maintain adequate capital, » the practitioner should identify the criteria used to define adequate.”


� En la nota al pié que antecede se exige que el profesional precise el criterio utilizado para formar sus conclusiones. Hay respecto hay que recordar que el informe que se basa en criterios personales del contable pierde validez. Una cosa es que el enunciado que contiene el requisito no contemple el criterio y que, por ello, el contable deba ponerlo de presente y otra que sea el profesional quien venga a definir cuando si o no habría cumplimiento de una obligación.


� La clasificación entre informes de uso libre o de uso restringido es paralela a la clasificación que se hace entre estados financieros de propósito general y de propósito especial.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “11	 In certain situations, however, criteria that have been specified by management and other report users may be suitable for general use.”


� Aquí el criterio no sería generalmente aceptado.


� Aquí el valor o contenido del criterio no sería de público acceso.


� Por ser el fruto de un examen, no de unos procedimientos previamente convenidos, en lugar de expresar hallazgos se manifiesta una opinión.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “12	 If it is necessary to identify criteria (see footnote 10), the criteria should be identified in the opinion paragraph (for example, «... in all material respects, based on the criteria set forth in Attachment 1»)”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “13	 A practitioner also may be engaged to report on the responsible party’s assertion about an entity's compliance with specified requirements as of a point in time. In this case, the illustrative reports in this section should be adapted as appropriate.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “14	 Frequently, criteria will be contained in the compliance requirements, in which case it is not necessary to repeat the criteria in the practitioner’s report; however, if the criteria are not included in the compliance requirement, the practitioner’s report should identify the criteria. For example, if a compliance requirement is to «maintain $25,000 in capital,» it would not be necessary to identify the $25,000 in the report; however, if the requirement is to «maintain adequate capital,» the practitioner should identify the criteria used to define adequate.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota “15	 Although a practitioner’s report may be appropriate for general use, the practitioner is not precluded from restricting the use of the report.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “16	 In certain situations, however, criteria that have been specified by management and other report users may be suitable for general use.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “17	 The practitioner should identify the management report examined by reference to the report title used by management in its report. Further, he or she should use the same description of compliance requirements as management uses in its report.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “18	 If management’s assertion is stated in the practitioner’s report and does not accompany the practitioner’s report, the phrase «included in the accompanying [title of management report]» would be omitted.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “19	 If it is necessary to identify criteria (see footnote 10), the criteria should be identified in the opinion paragraph (for example, «...in all material respects, based on the criteria set forth in Attachment 1»)”


� Nuevamente se plantea el tema de las interpretaciones signficativas.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “20	 The practitioner should refer to section 101.73 and .74 for guidance on scope restrictions.”


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “21	 The practitioner should refer to section 501.63 and .64 for guidance on an opinion based in part on the report of another practitioner and adapt such guidance to the standard reports in this section.”


� Esto es lo que suele llamarse la “división de responsabilidades”


� Si se advierte un incumplimiento material, se deja de lado la aserción de la administración (que ha resultado falsa, incorrecta) y se opina sobre el cumplimiento mismo de la entidad.


� Si se hacen varios trabajos, como por ejemplo una auditoría financiera y un examen sobre el cumplimiento de un requisito, debe mantenerse la coherencia entre ellos.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “22	 AU section 333, Management Representations, paragraph .09, provides guidance on the date as of which the representation letter should be signed and who should sign it.”


� Sobre la carta de representaciones me ocupé en mi trabajo Evidencia en auditoría (Serie Cuadernos de Contabilidad, Pontificia Universidad Javeriana, número 18). Resalto como la carta se centra en la honestidad y trasparencia de los administradores frente al profesional contable.


� En Colombia resolvimos que no pasara nada cuando los administradores se abstienen de emitir cartas de representaciones. La falta de un texto escrito que consagre el deber de emitirlas nos pareció más importante que la duda que se abre frente al administrador que así se comporta. Este suceso muestra bien nuestra forma de ser.


� También el cliente, así no sea parte responsable, debe ser trasparente y leal con el contable.


� Situación similar a la que se presenta respecto de los dictámenes de los revisores y los informes de gestión de los administradores.


� Se supone, por tanto, que el auditor únicamente está realizando una auditoría financiera. Diferente sería la guía si se advirtiera que el auditor está practicando, junto con tal auditoría, otras.


� Sin embargo, prácticamente en todos los países desarrollados y en vías de desarrollo existen normas que obligan a los auditores a informar a las autoridades de ciertos asuntos. El hecho de que ésta norma no trate sobre las comunicaciones a partes externas no debe interpretarse como que no exista una obligación en tal sentido.


� Resaltamos la forma imperativa en la cual se construye la proposición.


� Se describe la función, no el cargo, así a éste se asignen funciones.


� Como se sabe, la función administrativa implica las acciones de planear, organizar, dirigir y controlar. Estas funciones deben separarse, distinguirse, de las que corresponden a los auditores y a las entidades gubernamentales que ejercen supervisión. La tendencia al usar las palabras en sentido amplio y común, hace que se confundan los roles entre los administradores y otros estamentos o entidades. En otro escrito (Esbozo de la auditoría estatutaria...) intenté suministrar elementos para distinguir el control de las formas de auditoría o supervisión estatal.


� En el original aquí aparece la siguiente nota: “1 Principles of corporate governance have been developed by many countries as a point of reference for the establishment of good corporate behavior. Such principles generally focus on publicly traded companies; however, they may also serve to improve governance in other forms of entities. There is no single model of good corporate governance. Board structures and practices vary from country to country. A common principle is that the entity should have in place a governance structure which enables the board to exercise objective judgment on corporate affairs, including financial reporting, independent in particular from management.”


� La precisión que se hace en la nota al pié inserta en el original, en el sentido de que las prácticas de buen gobierno han sido concebidas pensando en empresas inscritas en bolsa, es muy importante. Este contexto hace posible ciertas manifestaciones que difícilmente podrían exigirse en el ámbito de la pequeña y mediana empresa, la cual constituye la mayoría de entidades en países como Colombia.


� La responsabilidad, entendida aquí como el conjunto de deberes que se imputa a una persona, es la cuestión fundamental para distinguir los administradores de quienes no lo son. La Ley colombiana (43 de 1990) expresamente dice que los revisores y auditores no son responsables por los actos administrativos de las entidades que examinan. En la práctica este lindero se vuelve difuso, por virtud de los discursos que analizan en forma conjunta los actos de unos y otros, por la exigencia de escritos firmados por unos y otros y por la tendencia a reflexionar siempre bajo el “efecto dominó”, según el cual lo malo de la administración es también falla de los revisores fiscales. Aún la doctrina gubernamental no logra distinguir adecuadamente entre administradores y revisores. Porque una cosa es aceptar en abstracto esta separación y otra la actitud que realmente se asume al expedir instrucciones y adelantar investigaciones.


� Por tanto la cuestión no es de nombre sino funcional. En nuestro país hemos tratado de combatir el uso de la expresión asesor a la cual se acude para intentar con ella sustraer a una persona del carácter de administrador.


� Importancia y pertinencia son adjetivos que deben ser predicados simultáneamente. Si se endilga solamente pertinencia se resultará ahogando a los administradores en cuestiones que les harán perder de vista tanto lo importante como el conjunto. En nuestro medio es muy común observar el exceso de referencias a deficiencias formales, que en muchas ocasiones no traen consigo repercusiones para la entidad ni para los terceros.


� Cuando se plantea y exige una auditoría integral, los límites que aquí se señalan desaparecen. En general puede ser deseable una visión más holística del auditor. Pero, como contrapartida, la cuestión resultará muy amplia y compleja. No conocemos guías profesionales que ayuden a jerarquizar las cuestiones financieras y no financieras, ni se han extendido a éstas conceptos claves como error esperado y error tolerable.


� Nuevamente se usa la forma imperativa al redactar la proposición.


� En algunos países, donde las reglas de organización interna son bien amplias, tiene mucho sentido que el auditor deba hacer la identificación de que aquí se trata. En otros países, las leyes predeterminan estructuras obligatorias, de manera que es claro quiénes están a cargo del gobierno. Nuestra legislación y jurisprudencia han sido torpes en asimilar las circunstancias reales de la gran industria. Todavía hay normas y pronunciamientos que endilgan una total responsabilidad a los representantes legales, desconociendo la complejidad organizacional y las formas de delegación de funciones y distribución de tareas.


� La distinción entre quienes deben ejecutar y quienes no ejecutan, es muy importante. Pasarla por alto coloca en similar estadio a miembros de juntas directivas con representantes legales y otros funcionarios de alto rango. Paradójicamente, nuestras autoridades formulan estrictos juicios sobre la acción de los miembros de juntas directivas, pero, por otra parte, no les reconocen un derecho de inspección individual.


� Este es el que se denomina modelo dualista de administración, que se usa en Alemania y que tiene alguna consagración en las sociedades cooperativas colombianas.


� Este es el modelo monista de administración. La existencia y desarrollo de los comités de las juntas directivas, entre los cuales se encuentra el comité de auditoría, es usual en países como los Estados Unidos de América. En algunos países se ha hecho obligatoria la existencia del comité de auditoría, que originalmente se introdujo en la literatura como una sugerencia enfocada a mejorar el gobierno corporativo. La debida interpretación de esta arquitectura exige comprender la legislación imperante en tales lugares y las consecuencias organizacionales del gran tamaño de las empresas inscritas en bolsa, caracterizadas, entre otras cosas, por un amplísimo número de socios que asumen el papel de inversionistas.


� Estas circunstancias son especialmente importantes en países como el nuestro. En Colombia la revisoría fiscal se entiende subordinada únicamente de los máximos órganos sociales –asambleas generales de accionistas, asambleas generales de asociados, juntas de socios–. En manera alguna de las juntas directivas, que son objeto de su auditoría (tanto por lo financiero, como por el control interno, como por las regulaciones) El trasplante de los modelos gestados al interior de países en los cuales el máximo órgano es sin duda la junta directiva, provoca conflictos de gran envergadura en nuestro medio. La junta directiva se convierte en el jefe del revisor fiscal y, por este camino, desaparece la independencia, sobre todo porque en Colombia se tolera que el revisor fiscal sea empleado de la empresa auditada.


� Yo comparto esta guía. No se trata de dirigirse a cualquiera, porque su rango sea importante dentro de la organización. Sino de comunicarse con quienes teniendo el carácter de administradores, además estén a cargo de los asuntos en cuestión.


� El criterio de la importancia del asunto para resolver a quién debe informarse es, además de razonable, adecuado desde la perspectiva de la efectividad en la atención de la comunicación. Cuando uno se dirige a quien no tiene a su cargo el asunto, normalmente lo que logra es un traslado de la nota respectiva, acción con sus costos que bien se podría evitar. Veo con mejores ojos la práctica de presentar resúmenes a la junta en pleno y de limitar los asuntos que directamente se le informen a los que comprometan directamente a los encargados (sea porque ellos son los autores de las deficiencias, sea porque sean reticentes para adoptar correctivos)


� Por mucha cara que tengan de grandes sociedades, el carácter cerrado de muchas de nuestras organizaciones coloca a los dueños en la administración de las empresas, o a terceros de gran confianza que en realidad son meros ejecutores de las orientaciones de los dueños, es decir, no obran autónomamente.


� Teóricamente, las fundaciones no tienen dueño. Pero, en realidad, sus administradores actúan como si lo fueran. Es más, se recurre a las fundaciones para poder dominar cierto patrimonio sin que se impute al fundador o administrador.


� Aunque todas las organizaciones gubernamentales tienen jefe, en realidad el que nombra al jefe es el que tiene el poder.


� Podríamos decir que en las normas de auditoría existe una obsesión por las reglas de juego claras, que eviten altercados con los clientes y, obviamente, reclamos legales.


� Aparece aquí nuevamente la restricción que puede observarse en las normas de auditoría de muchos países. Una auditoría financiera no se diseña para ocuparse de asuntos distintos de la evaluación de los estados financieros.


� Recientemente una agencia gubernamental se ha ingeniado un novedoso argumento: el auditor debe analizar las operaciones. El análisis suministrará juicios sobre la gestión. Si la gestión es deficiente, cuestionable, preocupante, el auditor debería pronunciarse al respecto. Con este expediente un auditor financiero termina convertido en un auditor de gestión. Nuevamente se pierden los límites técnicos de cada trabajo.


� La forma resulta crucial. Nosotros estamos muy acostumbrados a los escritos ceremoniosos. Debe abrirse la puerta a los documentos informales e, incluso, a las comunicaciones orales debidamente documentadas. La cultura del papel, así como ayuda a la prueba, genera burocracia.


� Por cierto que existe la acción en vía contraria: algunas organizaciones, so pretexto de ordenar y atender mejor las observaciones de los auditores, establecen canales obligatorios de comunicación, en veces en manos de abogados, cuyo verdadero papel es hacer de filtros y contrapartes del auditor.


� Esta precisión resulta muy aconsejable. Son muchos los casos en que se reprocha por no comentar sobre algo, resultando que el único criterio de vale es el de la autoridad, expresado ex post facto. El argumento de autoridad se sobrepone a los argumentos técnicos y terminamos sirviendo al gobernador más que al público. Hace rato que está comprobado que el Estado no siempre representa el interés público.


� Escepticismo y auditabilidad: dos condiciones de sentido contrario, pero ambas indispensables en una auditoría.


� Otra vez aparece la forma imperativa.


� De tal manera que ante asuntos de interés para el gobierno de la entidad, el auditor financiero no puede pensar que “esto no es conmigo”.


� Lista enunciativa, no taxativa. Admite inclusión y exclusión.


� Desde una perspectiva normativa el enfoque, el alcance y la programación de una auditoría no han sido cuestiones secretas. Pero eso no quiere decir que tales asuntos hayan sido objeto de publicidad. La tendencia moderna, claramente expresada en la norma internacional que estamos comentando, propende porque se difunda la información en cuestión. Además de la conveniente coordinación de los distintos instrumentos de control y auditoría, la revelación de tales extremos trae consigo repercusiones en el plano jurídico, pues los clientes tendrán mayores elementos para evaluar si se les ha cumplido con lo prometido. Es necesario aumentar la cultura en este punto, pues debe evitarse la formulación de juicios rígidos, reactivos al cambio de lo prometido, puesto que la realidad de una auditoría es la de su permanente adaptación. Son muchas las normas de auditoría que tocan el tema de ajustes a la planeación como consecuencia de los hechos sobrevinientes y de los hallazgos de auditoría. También la aludida revelación tiene consecuencias en el mercado de servicios profesionales, ya que coloca tanto al cliente como a los competidores frente a una referencia, útil para comparar quién brinda mayores beneficios. En Colombia, especialmente en el sector público, ha aumentado la práctica de solicitar la revelación del plan de auditoría y de los recursos involucrados. Hay propuestas exageradas, cuyos extremos monetarios arrojan cifras insignificantes. Son típicos “descresta bobos”. Sin embargo, ni los contratantes ni los órganos gubernamentales de supervisión, hasta donde yo conozco, se han pronunciado al respecto.


� En un país con la contabilidad tan altamente regulada como en Colombia, no se entiende la expresión políticas contables. Es más: en nuestro medio tal vez no haya una definición clara de ellas. El procesamiento de información económica supone la preexistencia de una serie de criterios que deben ser establecidos por los administradores de las organizaciones. Aunque pueda parecer lo contrario, las normas contables brindan muchas alternativas y admiten distintos juicios. Por eso los administradores deben precisar los principios y las normas, en pautas concretas de procesamiento de la información. Un cambio en una política puede provocar efectos importantes en las mediciones. Es un asunto altamente delicado, ante la inclinación a cambiar las políticas por otras más convenientes en las circunstancias, actitud que puede sacrificar –de hecho ha inmolado– principios como el de neutralidad. Al lado de los criterios abstractos (políticas) existen métodos concretos (prácticas) cuya permanencia o modificación también puede generar efectos materiales.


� Se alude aquí a asuntos que pertenecen a la categoría de eventos, que son distintos de las transacciones. El reconocimiento de eventos es propio de las contabilidades sometidas al principio de realización en lugar que al principio (o base, dice la literatura contable con mayor frecuencia) del efectivo. El carácter probable de los eventos explica por qué se suele discutir mucho sobre el reconocimiento de riesgos. Sin embargo, la contabilidad contemporánea demanda claramente la revelación de estas cuestiones, como, sin duda, lo demanda la característica prospectiva de la información moderna. En todo caso esta exigencia, como muchas otras, esta referida a datos materiales.


� Es propio del proceso de auditoría ir proponiendo mejoras de la información, que se consideran necesarias para lograr su razonabilidad. Estas propuestas pueden o no ser acogidas por la administración de la entidad y, en caso de su no aceptación, suelen ser la base de las manifestaciones de excepciones o salvedades en las opiniones. Obsérvese que por el hecho del registro de los ajustes no cesa el deber de comunicarnos a las autoridades de gobierno.


� El principio de empresa en marcha o continuidad, desde hace mucho tiempo un verdadero supuesto del modelo contable occidental, ha ganado la mayor de las importancias. Sin duda la información contable se basa cada vez más en pronósticos sobre lo que podría suceder, que en el análisis de los hechos ocurridos. Recuérdese que los recursos son percibidos por su potencialidad de generar flujos de fondos y no por sus frutos pasados. En esta proposición se introduce la palabra incertidumbre que connota un estado de temor más que de certeza sobre lo que sucederá.


� Las diferencias de criterio entre administradores y auditores son muy usuales. Tanto que en veces el auditor es visto como contraparte. En la práctica estas controversias se orientan como cuestiones legales y posiciones de conveniencia más que como asuntos técnicos. Este es un diálogo entre sordos. Ay del auditor que recurra a la entidad gubernamental de supervisión, porque se le considerará un traidor. Personalmente he conocido muchos acuerdos silenciosos: “tu me cuentas, tu me ayudas y yo no te descubro”. En el fondo de la cuestión está el sentimiento (¿y la realidad?) de superioridad de los administradores y su capacidad efectiva de disponer quién ha de ser su fiscal. También es necesario destacar el efecto nocivo que para esta problemática tiene el hecho indiscutible consistente en que muchas cuestiones son definidas por los supervisores y las entidades mediante procesos de conciliación de bagaje jurídico o político y no mediante argumentaciones económico – contables.


� En la revelación anticipada y, si se quiere, provisional, de los posibles cambios en la opinión limpia existen muchas ventajas. En primer lugar ello implica un actuar leal. En segundo lugar, el cliente puede advertir al auditor errores o deficiencias evitándole equivocarse. En tercer lugar, el cliente puede decidir mejorar la información, cosa por demás saludable. Sin embargo, en Colombia en ocasiones las autoridades gubernamentales han visto en este procedimiento una forma de pérdida de independencia. Por otra parte, hay auditores que destruyen estos mal llamados borradores, que en realidad son informes interinos más no finales. Mal se hace en dar por inanes estas comunicaciones.


� La literatura contable menciona tanto las deficiencias significativas como las condiciones reportables, términos que, aunque emparentados, difieren del concepto de materialidad que se usa en la auditoría financiera.


� Yo creo que a este respecto tiene gran importancia la tesis de la apariencia de integridad. Es evidente que si se ha comprobado la falta de integridad de un administrador se está ante un asunto importante. Pero también hay que dar cabida a las intuiciones que en veces no se dejan atrapar en el rigorismo de la prueba sobre hechos pasados, pero que aciertan en cuanto a la identificación de riesgos. Como se comprenderá se está ante una cuestión muy delicada.


� A pesar de que esta norma se escribe principalmente para orientar las auditorías financieras, no se pasan por alto las circunstancias relacionadas con el control interno. Para muchas estrategias de auditoría o por fuerza de los hechos en varias ocasiones, el funcionamiento del control interno es un supuesto de auditabilidad.


� El cliente puede tener su propia escala de asuntos importantes.


� Nuevamente se expresa esta limitación o condición. El auditor financiero trasmite lo que observa en el desarrollo de su propio trabajo más no diseña ni realiza procedimientos para descubrir deficiencias diferentes de aquéllas que podrían afectar la razonabilidad de los estados financieros. El auditor debe reiterar esta cuestión regularmente, evitando un error en la comprensión de sus funciones.


� Otra vez aparece la forma imperativa.


� He aquí uno de los temas más complejos. La oportunidad de las comunicaciones. En Colombia ha hecho carrera un deseable sentido preventivo de la revisoría fiscal, llegándose a expresar que este funcionario podría evitar que algunas deficiencias o desviaciones ocurrieran. Nos adentramos así, como en el juego de los infantes, en la lógica de “lo dije yo primero”. La oportunidad se concibe como el haber logrado revelar una situación antes que los demás. Esta intelección, además de suponer auditorías continuas que aún están gestándose en la teoría, impone modelos lineales, cronológicos, secuenciales, de revisión, oponiéndose al examen por ciclos, núcleos de negocios, procesos, etc. Sigo pensando que un elemento más importante que el tiempo de la denuncia es la utilidad de la misma. Además, debemos evitar un modelo que va descargando a los administradores del peso de las acciones de control (este si claramente preventivo) Cuando ponemos a los auditores en el puesto, la función, el cometido, de los administradores, terminamos propiciando una estructura funcional errónea. Yo creo que la discusión debe desplazarse hacia la oportunidad de los procedimientos, en el entendido que lo observado debería ser comunicado. Al reflexionar sobre la oportunidad de los procedimientos, su pertinencia y costo, entre otras cosas, se podrían elaborar comprensiones más razonables de esta cuestión. Finalmente, me adhiero plenamente al entendimiento de que la carga sobre las revelaciones debería estar siempre y en primer lugar en cabeza de los administradores y sólo secundaria, supletivamente, en cabeza de los auditores. Resulta irónico que habiéndose concebido la auditoría como una forma de responzabilización termine convertida en el medio para liberar los administradores.


� Muchas veces se ha acudido a esta estrategia: pactar las oportunidades de las comunicaciones. Las autoridades gubernamentales colombianas se han opuesto a ello, alegando que es una forma de eludir el carácter permanente de la revisoría fiscal. Desde 1989 se ha incurrido en un gran error conceptual, consistente en pretender que los revisores efectúen una auditoría continua, que, como ya dije, aún no está técnicamente desarrollada. La permanencia se predica, literalmente, del control, que es una función de los administradores, y de la existencia de los órganos de fiscalización, por oposición a modelos, ya descritos por Solá, en que los censores aparecen para cuestiones concretas, como el aporte de capital o la revisión de una fusión, desactivándose luego de rendir sus informes. Todavía no hemos comprendido que más importante que la enunciación de errores e irregularidades es la reflexión sobre sus causas, formas y efectos. Tampoco hemos entendido que la inmediatez trae consigo cierto actuar mecánico, impulsivo, con el afán de cada día, que tiene mucho menos beneficio que el de las acciones sistémicas.


� Es claro que hay que decir lo que hay que decir cuando su importancia así lo indica. Quienes hacen desaparecer esta dimensión, con sus hechos dan la razón a quienes combaten las intervenciones periódicas.


� Hay culturas que no conceden en un puesto preferencial y exclusivo al escrito, sino que dan gran campo a las comunicaciones orales. Ese, ciertamente, no es el caso colombiano.


� Esto supone que se le cree al auditor. Implica un gran riesgo, ante la asombrosa capacidad de mentir, de desconocer de muchos funcionarios corporativos. Para acabarla de rematar, hay auditores que dicen cosas que no documentan. Con ello terminan ahorcándose a sí mismos.


� Precisamente para dejar constancia es que se hacen actas. Desafortunadamente, siempre con la responsabilidad y la prueba en la cabeza y, en no pocas ocasiones, con un mal sentido práctico, se propende por insulsos resúmenes, muy “ejecutivos” –quiere decir que los ejecutivos son personas que no tienen tiempo para nada–. Además existe la peligrosísima práctica de no definir las actas rápidamente, dejándolas en manos de los secretarios mucho tiempo, para hacerles añadidos y correcciones. Así, de un valor testimonial se pasa a la naturaleza propia de lo intencional, más propio de una minuta que de una memoria.


� He aquí otra forma de las llamadas cartas de representaciones de la gerencia, que proceden no sólo al final de la auditoría. Todos hemos estado en situaciones en la que se pide expresamente que no se documente lo que se va a decir. ¿Qué hacer frente a esta cultura, que todos practican?


� Ya resalté la conveniencia de este dialogo. Ahora, con base en la norma, cabe añadir un llamado de atención sobre la economía de las comunicaciones. La esencia sobre la forma. El fin sobre los medios. La confianza razonable antes que la desconfianza irracional.


� Observación de importancia mayúscula. Lo que hay que decir en el dictamen, hay que decirlo en él, sin que puedan buscarse sustitutos. Decir cosas por separado carece de transparencia. Es normalmente una apuesta a favor del cliente, pero en contra del público y del propio auditor. Existe una forma muy criticable: decir pero no decir: “mis observaciones las he comunicado por separado” Cómo usuario del dictamen, ¿qué debe uno deducir de semejante giro? ¿Qué las cosas no fueron importantes? Entonces ¿para qué se aluden? ¿Que son importantes? Entonces ¿por qué se codifican?


� Este es el famoso seguimiento que se espera se haga de las comunicaciones. Lo que se dice no prescribe, caduca, perece. Lo que se escribe tiene por finalidad modificar conductas. Si este fin no se logra, tendrá que repetirse la comunicación, tal vez subiendo el tono.


� Al principio de este documento se discute la problemática del secreto profesional frente al deber de información. Allí, sin embargo, no se analiza si al interior de una organización pudieran existir reservas informativas. En la práctica efectivamente se pueden observar reglas internas que delimitan la capacidad de un funcionario para conocer datos de la organización a la cual pertenece. Estas fronteras se construyen como una medida de las funciones asignadas al ejecutivo. Así, es usual que el representante legal tenga acceso ilimitado a la información, mientras los otros funcionarios sólo puedan conocer datos pertinentes, relacionados con sus funciones. Nuestras leyes reconocen acceso ilimitado a los revisores fiscales, aunque en la práctica enfrentan barreras. En ocasiones las barreras son diferentes dependiendo de la naturaleza de la relación jurídica existente con el potencial receptor. Se suele conferir mayor campo de conocimiento a los empleados y menor a los servidores externos. No obstante no es posible construir reglas generales. Algunos asesores, gente de confianza de los dueños, pueden tener mayor penetración que muchos empleados. Finalmente debemos mencionar como la tendencia, que ha ido cambiando lentamente, ha sido considerar que los miembros de cuerpos colegiados (como las asambleas y, de otra parte, las juntas directivas) no tienen un derecho individual sino colectivo a recibir información.


� En Colombia las autoridades gubernamentales tienen una amplia capacidad para provocar comunicaciones de los revisores fiscales, tanto hacia los administradores, los socios, el público, como hacia las agencias del gobierno. El amplio espectro de estas demandas ha sido objeto de muchas censuras en la literatura profesional. Se ha subrayado que las cargas informativas suelen descentrar al revisor de sus funciones claves, generar costos no compensados y, en muchas ocasiones, han rebasado la competencia disciplinar de los fiscales.


� Obsérvese que las cargas que aquí se mencionan como propias del sector público, son ordinarias para nuestros revisores fiscales de entidades privadas. El nivel de intervención de nuestra legislación es muy alto respecto del de algunos países en desarrollo. Este hecho nos permite señalar como los revisores fiscales pudieran encontrar respuestas técnicas en el ámbito de las auditorías gubernamentales, donde en franca lid no se debieran buscar.


� La tendencia a la publicidad es cada vez mayor respecto de las cuestiones propias de las empresas inscritas en bolsa, así sean entidades privadas.


� Trascripción de la sección 260 del Handbook of International Auditing, Assurance, and Ethics Pronouncements 2003 Edition, que se encuentra en formato electrónico en � HYPERLINK "http://www.ifac.org" ��www.ifac.org� 


� Las negrillas no son del original.


� Stuart D. Buchalter, Kristin L. Yokomoto, Audit Committees’ Responsibilities and Liability, véase en � HYPERLINK "http://www.nysscpa.org/cpajournal/2003/0303/features/f031803.htm" ��http://www.nysscpa.org/cpajournal/2003/0303/features/f031803.htm� 


� Tomado el 17 de septiembre de 2003 de � HYPERLINK "http://www.law.cornell.edu/topics/corporations.html" ��http://www.law.cornell.edu/topics/corporations.html� 


� Tomado el 17 de septiembre de 2003 de � HYPERLINK "http://www.revisor.leg.state.mn.us/stats/302A/241.html" ��http://www.revisor.leg.state.mn.us/stats/302A/241.html� Copyright 2002 by the Office of Revisor of Statutes, State of Minnesota.


� Lewis D. Solom, Alan R. Palmiter, Corporations, examples and explanations, Little, Brawn and Company, USA, 1994, página 188.


� Véase Larry E. Rittenberg y R.D. Nair, Improving the Effectiveness of Audit Committees, published by the Institute of Management Accountants Montvale, New Jersey, In response to the Report of the National Commission on Fraudulent Financial Reporting.


� En general todas las nuevas reglas corresponden a sugerencias previamente presentadas por estudios tales como el de la Comisión Treadway o el del Blue Ribbon Committee on Improving the Effectiveness of Corporate Audit Committees.


� Este pronunciamiento se ocupa, entre otras cosas, de manera especial de los emisores extranjeros, a quienes somete a ciertas reglas y exceptúa de otras. Las notas al pié de página muestran la inmensa utilidad del procedimiento de exposición de borradores para el comentario público, ya que esto permitió plantear a la autoridad ciertas cuestiones sobre las cuales ella se pronunció razonadamente. No es el objeto de este escrito desarrollar el tema de los comités de auditoría, pero si es conveniente dejar claro que en el país en cuestión se consideraron las circunstancias de otros países.
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